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(i) Ver también: Recurso extraordinario, 121. 
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y Pensiones de la Puliría Féáeral, so rigen por leyes y sistemas 
propios, esta ultima debe ser considerada en la categoría de 
ente no dirigid» o administrado por el Instituto Nacional de 
Previsión Social, a los efectos del art. 38 de la ley 13,076: 
p. 288. 

Jubilaciones y pensiones nacionales. 

2. No procede computar servicios comprendidos en hi ley 
11.110 a favor de quien obtuvo, por la Caja de Retiros, Jubi- 
laciones v Pensiones de la Policía Federal, una jubilación cuyo 
monto excede el fijado por el art. 38 de la ley 13.076: p. 288. 

3. Procede la acumulación de la pensión graciable otorgada al 
recurrente por la ley 13.853 con la jubilación que le correspon- 
de como empleado nacional, sin la limitación en cuanto al mon- 
to une establece la ley 13.065, si al sancionarse por el Congreso 
aquella lev especial ya estaba en vigencia la 13.337 sobre pen- 
siones graciables. El hecho del otorgamiento en esas condicionen 
y de que el Poder Ejecutivo hiciera efectivo el beneficio mien- 
tras el interesado se desempeñaba como empleado, demuestra 
que lo fué apartándose del régimen común de las pensiones 
graciables v que no es aplicable al caso la limitación fundada 
en una ley" anterior a la especial, después de que se le conce- 
diera la jubilación: p. 347. 

ADUANA ('). 

Importación. 

Aforo. 

1. Tratándose de mercadería no incluida en la Tarifa de Ava- 
lúos, los derecho* aduaneros de importación deben liquidarse 
conforme al valor declarado por el importador y justificado 

con las facturas originales : p. 454. 

- - 

Derechos adiciónale». 

2. El importador que ha incurrido en error material de eálcu- 
lu al convertir en moneda nacional el valor de la mercadería 
expresado en moneda extranjera, motivando que la Aduana 
liquidara y percibiera una suma mayor que la debida por de- 
rechos de importación, adicionales y servicios, tiene derecho a 
repetir lo pagado en exceso, si no existe cuestión alguna acerca 
de la exactitud que lo declarado y verificado en cnanto a can- 
tidad, calidad v especie de la mercadería importada: p. 454. 



fi) Ver t*mM¿o: Constitución Nacional, 13; Bwureo estroordina- 
riéj 16, 17, 61, 73. 
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Infracciones. 

uonuADfcnao. 

3. La pena de comiso, que importa la pérdida de la mercade- 
ría, sólo se aplíea en caso de configurarse el delito típico de 
contrabando. En los demás e&«tos en que correspondiera esta- 
blecer dicha pena, conforme a la ley y a las ordenanzas de 
aduana, el fallo deberá substituirla por una multa igual al 
valor de la mercadería, salvo lo dispuesto cu los arts. 1056 y 
1057 ilc las QO. de Aduana: p. 448. 

Penalidades. 

4. La facultad de atenuar las sanciones a que alude el art. 
1056 de las OÜ, de Aduana, alcanza a todas las penalidades 
enunciadas en los arts. 8% a 1034 de las mismas : p. 448. 

AFORO 

Ver: Aduana, 1. 

■ 

AGIO <»). 

1, Corresponde revocar la sentencia que impone una multa 
por infracción a la ley de precios máximos, por considerar que 
los recurrentes no pudieron deducir de las ganancias además 
de las sumas que percibían como miembros del directorio, los 
sueldos con que se retribuían sus funciones administrativas, si 
la Dirección General Impositiva loa autorizó a acumular ambas 
cantidades a fin de determinar las deducciones autorizadas por 
el art. 12 del decreto 32.506/47, sin que mediara posteriormente 
nueva interpretación o nueva decisión de ese organismo sobre 
el particular: p. 321. 

ALIMENTOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 8, 115. 
AMNISTIA. 

Ver: Hábeas corpus, 1; Recurso extraordinario, IL 

ARRENDAMIENTOS RUCALES. 

Ver: Constitución Nacional, 9. 

AUTO DE NO INNOVAR. 

Ver: Recurso extraordinario, 51. 



(l) Ver también: Pr«ios máximo!, 1; Recurso extraordinario, 5, 0, 
2S, 56, 57, 58, 87, 92, 100, 104, 126. 
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dinario, 9, 66. 
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Ver: Jurisdicción y competencia, 10; Recurso extraordinario, 24. 

CAMARA NACIONAL DE APELACIONES EN LO CIVIL. 

Ver: Constitución Nacional, 7; Recurso extraordinario. 102. 
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CAMARA NACIONAL DE APELACIONES EN LO PENAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 3. 

CAMARAS NACIONALES DE APELACIONES ('). 

L Es inobjetable la sentencia de una cámara de apelaciones 
en lo que se refiere a los requisitos de sorteo y deliberación 
previstos por el art. 27 de la ley 13.998, aun cuando el auto del 
tribunal del que resulta su cumplimiento sea posterior a la 
sentencia cuestionada: p. 44. 

2. No es violatoria del art. 27 de la ley 13.998 la sentencia 
que no se ha dictado en forma impersonal sino con el voto de 
los jueces que la suscriben, a lo que tío obsta que el juez de 
cámara que se expidió en segundo término adhiriese al voto 
precedente: p. 44. 

3. El art. 113 del Reglamento para la Justicia Nacional tiene 
por objeto evitar que las salas que integran una misma cámara 
de apelaciones expidan resoluciones contradictorias. Dicha nor- 
ma es ajena al caso en que los únicos fallos citados como con- 
tradictorios al recurrido, fueron dictados en los años 1931 y 
1933: p. 114. 

4. El informe requerido por la Corte Suprema para mejor 
proveer el recurso extraordinario fundado en el art. 113 del 
Reglamento para la Justicia Nacional, no se suple con la sola 
remisión de ios autos en que se ha establecido la jurisprudencia 
(iue el recurrente afirma ser contradictoria con la sentencia 
dictada en su caso : p. 124. 

5. Media jurisprudencia contradictoria — y corresponde en 
consecuencia proceder conforme a lo dispuesto por el art. 113 
det Reglamento para la Justicia Nacional— entre la sentencia 
que admite la competencia, y el precedente de otra sala que la 
niega, de los jueces nacionales de paz para conocer en juicio 
posterior, respecto de la validez de una decisión anterior de 
la Cámara de Alquileres, en razón de atentar contra garantías 
constitucionales. No importa que el precedente fuese un juicio 
de consignación y el actual sea de desalojo, ni que las objecio- 
nes a ta decisión administrativa en el último no *e limiten a la 
violación de la defensa invocada en aquélla : p. 395. 

CABOA PUBLICA. 

Ver : Honorarios de peritos, 1. 



(i) Ver también: Rwurao de qoejs, 1; Rerorr-o e* trn ordinario, 30, 
31, 33, 34, 35. 
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Ver: Medida* disciplinarias, 1; Recurso extraordinario, 32. 
CASTA DE POBREZA. 

Ver: Constitución Nacional. 12; Reeurso extraordinario, 4. 

CIUDADANIA Y NATURALIZACION. 

Ver: Reeurso extraordinario. 116. t 

COEFICIENTE DE DISPONIBILIDAD. 

Ver: Expropiación, 8, 13, 24. 

COEFICIENTE DE UBICACION. 

Ver: Expropiación, 9. 

COEFICIENTES. 

Ver: Expropiación» 14. 23. 

COLONIZACION. 

Ver: Expropiación, ü. 

COMISO. 

Ver: Aduana, 3. 

COMPRAVENTA. 

Ver: Reeurso extraordinario, 19, 102. 

CONCESION (<). 
Principios generales. 

1. El ejercicio de las facultades estatales de policía y contralor 
es compatible con una eficiente y remutieradora prestación de 
los servicios públicos por parte de los concesionarios, cuyo de- 
recho a ingresos justos y razonables y a ser indemnizados por 
los trastornos económicos debidos al hecho del Estado, ha sido 
reconocido por la jurisprudencia: p. 311. 



(l) Ver tnuihién: Tnrifna, 1, 2. 
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CONCURSO DE DELITOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 21. 

CONSIGNACION. 

Ver : Recurso ordinario de apelación, 4. 

CONSTITUCION NACIONAL C 1 ). 
Derechos y garantías. 
Defensa en laido. 

Principio* gtnrrah*. 

L La ¡rarantía de la defensa en juicio sólo requiere el examen 
de los elementos de juicio que los jueces de la causa estimen 
conducentes para la decisión de la misma : p, 118. 

2. La separación de sus puestos de empleados públicos no es 
la condena o aplicación de pena que contempla el art. 29 de la 
Constitución Nacional: p. 123. 

Fraredimicat*' y sentencia. 

3. Puesto que la doble instancia judicial no es requisito de la 
defensa en juicio y que no se ha demostrado la imposibilidad 
de efectuar el depósito exigido por el art. 57 de la ley 5178 
(T. O.) de la Provincia de Buenos Aires — circunstancia que 
no resulta acreditada por la sola convocación de acreedores — 
corresponde rechazar el recurso extraordinario fundado en la 
violación del art. 29 de la Constitución Nacional, contra la 
sentencia que declara bien denegado el recurso de inaplicabili- 
dad de ley interpuesto por quien se encuentra en estado de 
cesación de pagos: p. 125. 

4. La decisión de la causa por razones legales que las partes 
no han invocado constituye tan sólo el ejercicio de la facultad 
judicial de suplir el derecho y no importa arbitrariedad ni 
violación de la defensa en juicio : p. 139. 

5. No comporta violación de la defensa en juicio la circuns- 
tancia de que la sentencia recurrida haya hecho mérito de las 
actuaciones de una causa criminal seguida contra un depen- 
diente de la demandada, si ésta tuvo conocimiento, desde que 
se notificó de la apertura a prueba, que la parte actora había 
ofrecido como prueba dicha causa, no obstante lo cual se abs- 
tuvo de solicitar medida alguna tendiente a desvirtuar sus 
constancias: p. 197. 

0. Es violatoria de las parantías de la defensa en juicio y de 
la propiedad, la sentencia que revoca en todas sus partes un 



(1) Ver también: Ley, 2; Recurso citrnordinario, 41, 50, 62, 92, 
93, 129; Servicio militar, 1. 
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pronunciamiento ti** primita instancia que sólo había sido ape- 
lado respecto del monto de la condena y la aplicación de costas, 
quedando firme en una tito al reconocí miento del derecho de la 
parte recurrente: p. 222. 

7. PüestO c|iie no es dado a la Cámara Nacional de Apelado- 
nes en lo Civil exceder la jurisdicción que le acuerda un recur- 
so concedido para ante ella sin agravio a las garantías de la 
propiedad y la defensa en juicio, es improcedente la declara- 
cíón de no corresponder honorarios a los procuradores por tra- 
bajos extra judiciales si, según resulta de la restricción explícita 
con que el memorial de agravios mantuvo el recurso, éste sólo 
persiguió la reducción a justos límites de los honorarios regu- 
lado**; p. 27í>. 

8. Xo es violatorio de la defensa eu juicio el requisito — esti- 
pulado en el compromiso arbitral para cpiien no acatare el 
laudo — de oblar una multa t si según resulta del fallo apelado 
el pago previo de la misma no es obstáculo irreparable para 
ta acción instaurada de nulidad del laudo: p. 415. 

9. La sola circunstancia de no haber sido los propietarios par- 
te formal en el juicio de despojo iniciado por ? ñ arrendatario 
contra el dependiente de aquéllos que había intervenido en los 
hechos motivo de la causa, no ocasiona agravio a la defensa en 
juicio, máxime sí el demandado afirma haber actuado a nom- 
bre de sus principales y ajustándose al poder que le habrían 
otorgado, y ha sido, además, patrocinado por el mismo letrado 
que luego intervino a nombre de los propietarios; p, 427, 

10. La privación de la doble instancia judicial no constituye i 
agravio constitucional ni da lugar a recurso extraordinario; 
p. 432. 

í.t tf anttrinr y juecr* naltiralr*. 

11. La garantía de los jueces naturales es ajena a la distribu- 
ción de la jurisdicción entre los jueces permanentes: p. 436, 

Igualdad. 

12. La circunstancia de que los litigantes con beneficio de 
pobreza estén excluidos de la exigencia de depósito para el 
otorgamiento de un recurso de orden local, no constituye una 
excepción arbitraria sino razonable, que no contraría, eu con- 
secuencia, la garantía de ta igualdad: p. 282. 

Constitucionalidad e inconititucionalidad. 

Decreto» nacionales 

/ mpurxl tut int* rntts. 

13. Xo rs violatorio de la igualdad constitucional ni del tra- 
tado comercial con Estados Unidos de América aprobado por 
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la ley 12.741, el cobro del impuesto establecido para los naipes 
extranjeros por el decreto nacional n 9 18.235/43, efectuado con 
respecto a los procedentes del mencionado país antes de que 
hubieran salido efectivamente de nuestra Aduana, o sea antes 
de verificarse su importación, en cumplimiento de la dispuesto 
por las respectivas normas legales: p. 447. 

CONSUL EXTRANJERO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 17. 

CONTESTACION A LA DEMANDA. 

Ver: intereses, 1; Recurso extraordinario, 107, 127. 

CONTRABANDO. 

Ver: Aduana. 3; Jurisdicción y competencia. 20; Recurso ex- 
traordinario, 16, 59, 61. 

CONTRATO. 

Ver: Recurso extraordinario, 67. 
CONTRATO DE TRABAJO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 8, 9; Recurso extraordinario, 
3, 24, 27, 33, 37, 39, 40, 65, 111. 

CONVENIO COLECTIVO. 

Ver: Recurso extraordinario, 65. 

CONVOCATORIA DE ACREEDORES, 

Ver: Constitución Nacional, 3; Recurso extraordinario, 99. 

CORREDORES LIBRES. 

Vert Jurisdicción y competencia, 24. 

CORTE SUPREMA. 

Ver: Cámaras nacionales de apelaciones, 4; Expropiación, 2, 
10, It, 15, 29 j Jurisprudencia, 1 ; Ley, 1 ; Recurso de queja, 2; 
Recurso extraordinario, 20, 26, 27, 74, 75, 95; Recurso ordina- 
rio de apelaeión, 1. 
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COSA JUZGADA, 

Ver; Recurso extraordinario. 49, 66; Recurso ordinario de 
apelación, 3. 
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00STA8 {'). 
N&turalesa del juicio. 
Expropiación, 

1. Corresponde que las costas de un juicio de expropiación se 
paguen por su orden cuando la suma que en definitiva se man- 
da pagar no excede de la ofrecida más la mitad de la diferencia 
entre aquélla y la pedida por el expropiado: p. 4G. 

2. Procede imponer las costas de primera y segunda instan- 
cias al expropiante cuando la suma que en definitiva kc manda 
pagar excede de la ofrecida más la mitad de la diferencia entre 
aquélla y la pedida por el expropiado. Las de tercera instancia 
deben ser soportadas en el orden causado, si no prospera nin- 
giiitu de los recursos interpuestos para ante la Corte Suprema: 
p, 51, 

3. Corresponde imponer por su orden en todas las instancias 
las costas de un juicio de expropiación cuando la suma que en 
definitiva fija la sentencia es inferior a la ofrecida más la mi- 
tad de la diferencia entre aquélla y la pedida por el expro- 
piado: p. 77. 

4. Cuando la promoción del juicio de expropiación no se ha 
debido a la actitud del expropiado, que aceptó el precio ofre- 
cido por el Fisco actor, sino a !a urgente necesidad que éste 
tenía de tomar judicialmente posesión del inmueble, correspon- 
do imponerle las costas del juicio, ya sea por aplicación de los 
principios de la ley 13.264 o por la norma común que rige en 
la materia, pues no sería equitati%-o que el expropiado tuviera 
que hacerse cargo de una actuación judicial a ta que no dio 
lugar: p, 174. 

6. Procede imponer las costas de primera instancia ai expro- 
piante si la cantidad que en definitiva se manda pagar excede 
a la ofrecida más la mitad de la diferencia entre esta y la soli- 
citada por el expropiado. Las de segunda instancia deben pa- 
garse por su orden, si no han prosperado los recursos de las 
partes y las de tercera por la aetora. única apelante cuyo re- 
curso prosperó en mínima parte: p, 176. 
9. Las costas de primera instancia del juicio de expropiación 
deben pagarse por su orden si la suma que en definitiva se 
manda pagar no excede de ta ofrecida más la mitad de la dife- 
rencia entre ésta y la reclamada por el expropiado. Las de se- 
gunda y tercera instancias deben imponerse con arreglo al re- 
sultado de los recursos : p. 184. 

* 

• 

(i) Ver 'también: Constitución Nnrinnnl. fi: Uniwraríos ilr peritos, 
lj Rct'ursu estriiordinnno, 52, SI, 91, 135: Heearao oriliiiíirio de nj>dn- 
pífin, 5, 



DAROS T PERJUICIOS 



7. Corresponde imponer las costas de primera instancia a la 
Municipalidad demandada por expropiación inversa, que opu- 
so falta de acción y no expresó la cantidad que ofrecía ai pros- 
peraba la demanda. Las de> segunda y tercera instancias deben 
pagarse por su orden, si han prosperado parcialmente los re- 
cursos de ambas partes: p. 377. 

8. Corresponde imponer al expropiante las costas del juicio 
cuya litis se trabó bajo el régimen de la ley 189, si no ofreció 
cantidad determinada al expropiado y éste se negó justificada- 
mente, teniendo en cuenta lo que en definitiva se manda pagar, 
a aceptar el ofrecimiento que aquél hiciera en el alegato: p. 415. 

CUESTION DE PURO DERECHO. 

Ver: Recurso extraordinario, 64, 98. 

CUESTION FEDERAL. 

Ver: Becurso extraordinario, 36, 49, 8">, 120, 121, 123, 124, 
126, 127. 

CULPA. 

Ver : Daños y perjuicios, 1. 



OH 

CHEQUE SIN PROVISION DE FONDOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 23. 

D 

t 

DAÑOS Y PERJUICIOS (>). 
Culpa. 

Krtncontractqil. 

1. La sola omisión, por parte de las empresas ferroviarias, de 
cumplir con el deber impuesto por el art. 5 t inc. 8 9 f de la ley 
2873, no puede tener como consecuencia fatal y necesaria la de 
engendrar y dar por acreditada su culpa en todo accidente 
que se produzca en los pasos a nivel donde falta la barrera o 
el guardaganado, pues cabe Ja posibilidad de que concurra, 



(I) Ver también: Expropiación, 33, 30, 3"; Interesen, 2; Recurso 
extraordinario, 33, 36. 
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como causal única o concurrente» la conducta culpable ile la 
víctima. De ipual modo, tampoco procede eximirlas de respon- 
sabilidad por el solo hecho de la existencia de aquellos medios 
de sefruridad. Adema*, no corresponde excluir, por el solo he- 
cho ile no estar previstos en el citado precepto y con preseui- 
(leiieiH del fin que se persigue, la sustitución de las barreras 
o jíuardaííaimdos por otros medios de mayor alcance preventivo 
o íle eficacia reconocida en su uso. como las combinaciones de 
luce» y campanas de alarma, no practicados cuando la ley se 
caucionó: p. 139. 

DECLINATORIA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 5. 

DEFENSA EN JUICIO, 

Ver: Cámaras nacionales de apelaciones. 5; Constitución Na- 
cional, 1, 3. 4. 5, 6, 7, 8. í». 10; Recurso extraordinario, 3. 4, 6, 
!>. 10. t>4. 7l>. *i, 86. SO. 91, 08, 104. 114. 119, 127; Recurso 
ordinario de apelación, I; Servicio militar, 1. 

DEFRAUDACION. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 14, 22. 24. 27. 
DELITOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 19, 21. 



Ver: Expropiación, 25, 41; Recurso extraordinario. 8í>, 12."). 
DEPOSITO. 

Ver: Constitución Nacional. 3, 12; Recurso extraordinario. 3, 
4. 80, 99. 110. 

DERECHO A LA PROTECCION DE LA FAMILIA. 

Ver: Servicio militar, 1. 

DERECHO AL BIENESTAR. 

Ver: Servicio militar, 2. 

DERECHO DE PROPIEDAD. 

Ver: Constitución Nacional. 6, 7; Recurso extraordinario, 2, 
77. 80, 81, 87, 89. 91, 93. 125; Recurso ordinario de apelación. 1. 
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DERECHO DE TRABAJAR. 

Ver: Recurso extraordinario, 77. 

DERECHOS ADICIONALES. 

Ver: Aduana, 2. 

DERECHOS DE LA ANCIANIDAD 

Ver: Ley, 2. 

DERECHOS DE LA FAMILIA. 

Ver : Ley, 2. 

DERECHOS DEL TRABAJADOR, 

Ver: Ley, 2; Recurso extraordinario, 87. 

DESACATO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 25. 
DESALOJO. 

Ver: Cámaras nacionales de apelaciones, 5; Jurisdicción v 
competencia, 22; Recurso extraordinario, 34, 66, 85, 93. 

DESISTIMIENTO. 

Ver: Recurso extraordinario, 13. 

DESPIDO. 

Ver: Impuesto a losréditos. 1; Jurisdicción y competencia, 7, 
9¡ Recurso extraordinario, 24, 33, .35, 39, 40, 72, 111. 

DESPOSESION. 

Ver: Expropiación, 16, 25, 27, 41, 42; Intereses, 2. 
DESPOJO. 

Ver: Constitución Nacional, 9; Recurso extraordinario, 38. 

DIPLOMATICOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 16. 

DIRECCION DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL. 

Ver: Marcas de fábrica, 1; Recurso extraordinario, 90. 



4gg EMPLEADOS PEOVDf CIALES 

DIRECCION GENERAL IMPOSITIVA 

Ver: Agio, 1; Expropiación, 40; Impuesto a loa rédito*, 1; 
Recurso extraordinario, 28. 

DIRECCION NACIONAL DE VIGILANCIA DE PRECIOS T 
ABASTECIMIENTO. 

Ver: Recurso extraordinario, 126. 
DISCURSO. 

Ver: Iniciación del Año Judicial, 1, 2. 
DIVORCIO. 

Ver: Recurso extraordinario, 62. 

DOBLE INSTANCIA. 

Ver: Constitución Nacional, 3, 10. 

DOMICILIO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 8. 

E 

ELECCIONES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 13. 
EMBARGO» 

Ver: Jurisdicción y competencia, 2, 28; Recurso extraordi- 
nario, 1, 81. 

EMPLEADOS BANCARIOB. 

Ver: Jubilación de empleados bancarios, 1; Jurisdicción y 
competencia, 15; Recurso extraordinario, 37. 

EMPLEADOS DE COMERCIO. 

Ver : Recurso extraordinario, 21, 

EMPLEADOS NACIONALES. 

Ver: Acumulación de beneficios, 3. 

EMPLEADOS PROVINCIALES, 

Ver: Rciurso extraordinario, 84. 
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EMPLEADOS PUBLICOS. 

Ver: Constitución Nacional, 2; Recurso extraordinario, 84. 
ESCRIBANO. 

Ver: Medidas disciplinarias, 1 ; Recurso extraordinario, 32, 50. 
ESCRITO. 

Ver ¡ Medulas disciplinarias, 1 ; Recurso extraordinario, 32, 50, 
130, 131 ; Recurso ordinario de apelación, 2. 

ESTABLECIMIENTOS DE UTILIDAD NACIONAL, 

X. El Puerto Rui*, de la Provincia de Entre Ríos, está sujeto 
a la jurisdicción absoluta y exclusiva del Gobierno de la 
Nación: p. 95. 

ESTAFA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 21, 23; Recurso extraordi- 
nario, 83, 103. 

"TATOTOPARA EL PERSONAL DOCENTE D* LOS E8- 
TABLE CIMIENTOS DE ENSEÑANZA PRIVADA. 

Ver: Recurso extraordinario, 41. 
EXCEPCIONES. 

Ver: Recurso extraordinario, 76, 98. 
EXHORTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 1 ; Recurso extraordinario, 1. 
EXPRESION DE AGRAVIOS. 

Ver: Constitución Nacional, 7; Expropiación, 4, 5, 13, 30. 

EXPROPIACION. O 
Objtto. 

1. La superficie que debe considerarse en los juicios de expro- 
piación es aquella que efectivamente cubre el inmueble según 
mensura y no la que consta en los títulos: p. 377. 

<l> Ver también ¡ Contaa, 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8; Falta de acción, 1; 
Honorarios de abogado» y p roturadora, 1; Honorario* de peritoe, 1; 

SS?? 1' ¡> S'**™* «Ordinario, 118; Btttuao ordinaiio de Ve- 
lación, 3, 4, 5, 9, 7. r 
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Indemnización. 
Determinación del valar real. 



2 Corresponde confirmar la sentencia que, adoptando las con- 
clusiones del Tribunal de Tasaciones de la ley 13.2M, fija el 
valor de la tierra expropiada en una cantidad que arroja como 
promedio por metro cuadrado una cifra Hendiblemente igual a 
¡ lt mi,, estableciera la Corte Suprema para tierras cuya vecin- 
dad con la de autos se pone de manifiesto en el informe del 
rilado Tribunal y en la sentencia apelada: p. í>0. 
3. Son infundados los agravios que invoca la parte expropia- 
da referidos exclusivamente al precio unitario basteo fijado 
por la sentencia apelada, que se »P°ya ™ ^ dictamen del Tri- 
bunal de Tasaciones de la ley 13.264, si dicha parte, a lo largo 
del juicio, hizo estimaciones sobre el valor de la mudad métrica 
que se aproximan al fijado en la sentencia, y solo después de 
producido el informe del Tribunal admitió un descuento del 
<>0 * por los diversos rubros que aquél indicara, pero aumen- 
tando al mismo tiempo su estimación sobre el precio unitario. 
t,>n lo cual alcanzó de nuevo la cifra total rpie pretendía, con 
un preeio básico diferente que, por lo demás, era inferior al 
asignado por el Tribunal de Tasaciones: p. 51. 
4 Corresponde confirmar la sentencia que fija el monto de 
l f i indemnización a pagarse por el terreno expropiado y sus 
mejoras en la suma asignada por el Tribunal de Tasaciones de la 
lev 13*64 cuva peritación está fundada cu antecedentes y por- 
menores minuciosamente expuestos y no ofrece observaciones 
e dLminnvan su valor como prueba legal súrcente, sentencia 
, U e no 1.a sido objeto de verdaderos agravios por parte del 
fisco apelante, pues acerca de sus conclusiones sobre los neíhos 
ni» se lian formulado reparos concretos: p. 64. 
fi. Corresponde confirmar la sentencia que fija el valor de 
bien expropiado apoyándose en las fundadas conclusiones del 
T i u Xe Tasaciones de la ley 13.264 y contra la cual no se 
la, puntualizado, por el representante del ^ 
ella, impugnaciones reveladoras de errores o deficiencias sus- 
ceptibles de ser subsanadas en la alzada: p. bW. 
6. Existiendo una pequeña diferenc ia entr ■ 1« ™» 
obtiene el Tribunal de Tasaciones de la ley 11.264 a i valuar 
r ierra expropiada por el método directo o objetivo ^om- 
naracioTi de lo* valorea venales obtenidos en la enajenación de 
K™ vecinos- v por el método indirecto -atendiendo a SU 
r^dZivida<l o capitalización de renta presunta- corresponde 
Uar n el predio de aquellas cantidades el exacto «ta 
la Herra ; lo cual consulta las normas de las leyes 12.636 y 
13.264: p, 77. 
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7. Corresponde confirmar la sentencia que fija el valor del 
terreno expropiado fundándose en el dietamen del Tribunal de 
Tasaciones de la ley 13.264, que anal isa prolijamente los ante- 
mientes que invoca y cuya conclusión es compartida por sus 
miembros, con la sola disidencia del representante de la deman- 
dada. La equidad de la valuación admitida por el fallo en 
recurso, que se aparta de las estimaciones notoriamente dispares 
de las partes, está abonada por el hecho de que las observacio- 
nes del miembro disidente del Tribunal fueron especialmente 
consideradas por éste y porque tan valuación se aproxima a la 
que hiciera el perito tercero designado anteriormente en los 
autos: p, 89. 

8. Si el valor unitario fijado a la tierra expropiada por la 
sentencia en recurso, sobre la base del dictamen del Tribunal 
de Tasaciones de la ley 13.264, se ajusta al criterio de la Corte 
Suprema establecido respecto de inmuebles ubicados en el mis- 
mo lugar, habida cuenta de la diferencia de ubicación y de ex- 
tensión, procede confirmarla en esc aspecto y modificar el 
monto de la condena por aplicación del coeficiente de indispo- 
nibilidad, conforme a lo resuelto en casos análogos: p. 152. 

9. Corresponde confirmar la sentencia apelada en cuanto coin- 
cide con el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264 respecto 
de la determinación del valor del inmueble expropiado sobre la 
base del resultado de ventas de tierras próximas, de caracte- 
rísticas análogas y que se efectuaron en la época de la despo- 
sesióu. Procede asimismo mantener el fallo en cuanto, apar- 
tándose del aludido dictamen, resuelve reducir los coeficientes 
de ubicación, respecto de los lotes expropiados, teniendo en 
cuenta la diferente distancia de los mismos eou relación al ca- 
mino de cintura, en vez de atenerse a los coeficientes generales 
aplicados por el Tribunal: p. 153. 

10. Corresponde confirmar la sentencia que fija el valor uni- 
tario de la tierra expropiada en m$n. 8,82 si la Corte Suprema 
ha establecido para una fracción contigua, cuya desposesión se 
operó en la misma época, el precio de infrn. 11.59 el m 3 ., con- 
cordante también con otros valores asignados a tierras situadas 
sobre el camino de cintura que, aunque tienen menos frente 
sobre ese camino, son de menor superficie: p. 162. 

11. Corresponde confirmar la sentencia que fija el valor del 
lote expropiado siguiendo el dictamen del Tribunal de Tasa- 
ciones de la ley 13.264, emitido con la sola disconformidad del 
representante de la parte actora, y cuyo precio guarda relación, 
teniendo en cuenta la superficie expropiada, con el que fijara 
ta Corte Suprema para otros lotes ubicados en la misma zona: 
p. 164. 
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13, Corresponde confirmar la sentencia que fija el valor de 
la unidad métrica de las fracciones de terreno expropiadas en 
cantidades i pruales a las que la Corte Suprema determinó re- 
cientemente para propiedades contiguas, y que asimismo guar- 
dan relación con loa que fijara el Tribunal de Tasaciones de 
la ley 13,264 por mayoría de votos, para cada una de esas 
f raciones: p. 165. 

13. Corresponde confirmar la sentencia que fija el valor del 
terreno y de las construcciones en la suma señalada por el Tri- 
bunal de Tasaciones de la ley 13.264, con la conformidad del 
representante de la parte recurrente, cuyas fundadas conclu- 
siones no han sido concretamente objetadas en el memorial de 
agravios. Procede igualmente confirmarla en cuanto fija en el 
10 % el coeficiente por indispon ibilidad : p. 176. 

14. Corresponde confirmar la sentencia que fija el valor uni- 
tario de las fracciones expropiadas tomando como referencia 
las ventas efectuadas en un barrio próximo a aquéllas, aunque 
sea mejor la ubicación de las primeras por su amplio frente so- 
bre una importante arteria de la ciudad de Santiago del Estero, 
desde que ello queda compensado por el hecho de que las ventas 
en ese barrio tuvieron lugar después de iniciada la obra pública 
que dió lugar a la expropiación. Debe preseindirsc, por tanto, 
de los precios obtenidos en otros inmuebles situados en lugares 
(lisiantes y distintos del que ocupa la tierra expropiada, aunque 
previamente se apliquen coeficientes de rectificación, cuya de- 
terminación resulta dificultosa cuando se trata de relacionar 
realidades inmobiliarias tan diversas : p. 184. 

16. Corresponde modificar el precio unitario fijado en la 
sentencia apelada y ajusfarlo al que la Corte Suprema deter- 
minara para otro inmueble situado en 1a misma zona, aunque 
la influencia de la autopista a Ezeiaa no gravite en forma tan 
directa, si la tierra expropiada da frente al camino de eíntura, 
lo que le Agrega un valor independiente del que aportó Aquella 
obra; conclusión que corrobora el hecho de que el Tribunal de 
Tasaciones de la ley 13.264 atribuyó a esa tierra precisamente 
el valor fijado por la Corte Suprema para la frAcciún vecina: 
p. 225. 

16. Establecido por la Corte Suprema un valor unitario de 
$ 0,70 para una fracción ubicada a 800 m. del camino pavimen- 
tado a La Calera — Prov. de Córdoba— es equitativo fijar en 
$ 1,20 el metro el precio de un terreno situado a 150 m. de esa 
vía de comunicación, de ta cual dependen primordialinente esas 
tierras, aunque en este ultimo caso la desposesión haya ocurrido 
con anterioridad : p. 226. 

17. Corresponde confirmar la sentencia que fija el valor de la 
tierra expropiada tomando en cuenta el asignado para inmue- 
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bles vecinos o linderos de análogas características y que guarda 
relación equitativa con los precios establecidos por la Corte 
Suprema para una fracción colindante a la que se expropia 
y otras vecinas: p. 242. 

18, Corresponde confirmar la sentencia que fija el monto de 
la indemnización a pagarse sobre la base del dictamen del Tribu- 
nal de Tasaciones de la ley 13.264, que se funda en una prueba 
seria y completa y cuyas conclusiones no han sido desvirtuadas 
por ningún elemento de juicio nuevo: p. 267, 
10. Si bien la autoridad de los jueces sigue siendo decisiva en 
los juicios de expropiac tón, no cabe, en principio, fijar judi- 
cialmente un precio distinto del establecido por el Tribnnal de 
Tasaciones de la ley 13.264 t mediante el voto unánime de bus 
miembros, y que fué aceptado por las sentencias de las dos 
instancias anteriores: p. 273. 

20. Mediante la asignación de un "representante" especial al 
expropiado y otro de igual carácter al Gobierno Nacional en el 
Tribunal de Tasaciones, la ley 13.264 ha reemplazado la inter- 
vención individual de los peritos de la ley 189 por la de un 
verdadero organismo que impone a sus componentes actuación 
conjunta y responsabilidad mancomunada, y atribuye a los 
"representantes" mencionados el doble carácter de técnicos 
y partes: p. 273. 

21. Corresponde confirmar la sentencia que admite como pre- 
cio de la tierra expropiada el fijado por el Tribunal de Tasa- 
ciones de la ley 13,264, con la sola disidencia del representante 
del dueño, y a cuyo dictamen no se atribuyen errores o defi- 
ciencias concretos. No importa que el recurrente pretenda se 
consideren las peritaciones practicadas con anterioridad al in- 
forme del Tribunal, si éste las tuvo oportunametne en cuenta ¡ 
p. 365, 

23. Corresponde confirmar la sentencia que fija el valor de 
la tierra expropiada conforme al dictamen del Tribunal de 
Tasaciones de la ley 13.264, cuyas conclusiones no han sido des- 
virtuadas de modo concreto y preciso por el apelante t p. 365. 
23. No corresponde apartarse de las conclusiones que, en cuan- 
to al valor de la tierra expropiada, y previo estudio de los 
antecedentes del caso y de las objeciones de los demandados, 
estableció el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264 por el voto 
de todos sus miembros menos el de los representantes de las 
partes que no concurrieron a la sesión final en la que se deter- 
minaron las conclusiones definitivas. Ello con mayor razón 
desde que los coeficientes utilizados integran técnicamente el 
sistema usado para lograr un correcto justiprecio, sin que pro- 
ceda la exclusión de alguno en detrimento de la unidad del 
plan : p. 367, 
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24. Corresponde con firmar la sentencia apelada en cuanto fija 
el monto di* la indemnización de acuerdo al dictamen de la 
mayoría del Tribunal de Tasaciones tic la ley 13.2G4, cuyas 
apreciaciones técnicas no han sido desvirtuadas por las partes, 
y modificarla en cuanto aplica el coeficiente de índispombilidad 
si la deducción por este concepto ya se había hecho en el aludido 
dictamen. IWede igualmente confirmarla en cuanto fija en el 
ir» *í del precio unitario adoptado, lo que debe descontarse 
por la parte del subsuelo vendida: p. 377. 

20. El valor de lo expropiado debe fijarse con relación a la 
época de la desposesión, aunque el expropiante uo haya con- 
signado el precio ofrecido al promover la demanda : p. 415. 

26. La arcilla existente en el subsuelo del terreno expropiado 
no influye singularmente en el precio de aquél cuando no es 
una característica propia del mismo sino de la zona en que está 
situado : p. 415. 

27. Para fijar el precio de la fracción expropiada no procede 
i tunar en cuenta los precios obtenidos en ventas de lotes para 
vivienda de reducidas dimensiones (pie no guardan semejanza 
con aquélla, cuya superficie excede de tres hectáreas y media, 
ni las compraventas realizadas después de la desposesión, ni el 
precio atribuido por la Municipalidad del lunar a tierras su- 
jetas a expropiación por el mismo motivo. Por el contrario, 
corresponde considerar las ventas de terrenos de características 
similares, que tuvieron lugar hacia la época de la desposesión, 
pero con las rectificaciones que imponen sus diferentes medidas 
y condiciones de pago; y asimismo tas, compraventas privadas 
"realizadas por la repartición nacional expropiante con destino 
a la misma obra pública de que se trata en el caso. Debe, además, 
tenerse en cuenta que la fracción expropiada es sensiblemente 
baja y no comunica directamente con callea ni caminos pavi- 
mentados sino con un camino mejorado; así como el valor fijado 
pur la Corte Suprema para un inmueble del míamo dueño, de 
igual extensión y de la mi.ma zona, cuya desposesión se operó 
diez años antes que la de autos con la rectificación correspon- 
diente a la valorización producida en ese lapso en la propiedad 
inmobiliaria y al progreso del lugar donde se encuentra el bien 
expropiado: p, 415. 

Daños «auMdot por U expropiación pardal. 

28. Es equitativo fijar en un 10 % del valor total del terreno 
y las mejoras, la indemnización debida por el hecho de que la 
apertura de la calle reduzca considerablemente el frente de un 
lote aunque el sobrante forme esquina: p. 176. 
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Otros dañoa. 

29. Conforme al texto expreso fiel Hit. 11 de la ley 13.264 y 
la jurisprudencia constante de la Corte Suprema, no correspon- 
de resarcimiento alguno por lucro cesante en los juicios de 
expropiación : p. 51. 

30. Ño habiéndose expuesto por las partes agravio alguno que 
justifique una modificación del valor asignado a las mejoras 
por el fallo recurrido, corresponde tener por aceptada la va- 
luación que de las mismas se hace en la sentencia: p. 77. 

31. Xo existiendo elementos de juicio que permitan apartarse 
de las consideraciones a que arribara el Tribunal de Tasaciones 
cíe la ley 13.264 respecto al valor de la edificación y mejoras 
de l(ts inmuebles expropiados, corresponde confirmar la senten- 
cia que se atiene a ellas: p. 165. 

32. Ki en los autos consta expresamente que el Fisco «ctor ha 
tomado a su cargo la construcción del alambrado divisorio de 
la fracción expropiada, que se ha hecho indispensable a causa 
del desmembramiento producido por la expropiación, es proce- 
dente la condena al pago del importe que según peritos costará 
ese alambrado, supeditada a la prueba de que el demandado 
haya ejecutado la obra omitida por el Pisco ¡ p. 174. 

33. El costo de la confección de planos presentados a la Mu- 
nicipalidad al requerir autorización para edificar, integra el 
mmít de la indemnización a pagarse en un juicio de expro- 
piación indirecta : p, 199. 

34. Si ninguno de los apelantes ha dado razones que justifi- 
quen una modificación del valor asignado a las mejoras por la 
sentencia recurrida, corresponde confirmarla en lo que a ese 
respecto decide; p. 225, 

35. Corresponde confirmar la sentencia que establece como 
valor del edificio y de las mejoras el fijado por el Tribunal de 
Tasaciones de la ley 13,264 con la conformidad del represen- 
tante del dueño: p. 226. 

36. A falta de prueba de los perjuicios que habría irrogado la 
expropiación, no corresponde indemnización alguna por tal con- 
cepto: p. 267. 

37. Xo habiéndose fundado objeción alguna contra la senten- 
cia apelada en cuanto incluye en la indemnización el valor asig- 
nado a las mejoras y el monto del daño emergente fijados por el 
Tribunal de Tasaciones, corresponde confirmarla en lo que a 
ese respecto decide; p. 367. 

38. Xo corresponde incluir en el resarcimiento el importe de 
las mejoras pertenecientes al inquilino, sin perjuicio del derecho 
de éste sobre ellas: p. 377. 

39. Puesto que la Municipalidad demandada por expropiación 
indirecta aceptó abonar el monto que se fijara judicialmente a 



49« 



FALTA HE ACCION 



los honorario» cíe mi arquitecto, devengados por la confección de 
planos y proyectos, corresponde que el tribunal de la causa se 
pronuncie al respecto, aunque no se haya probado que fueran 
pagados ^or el expropiado: p. 377. 

Procedimiento. 

Procedimiento judicial. 

40. Lo relativo al pago del impuesto a las ganancias eventua- 
les no puede resolverse sin intervención de la Dirección General 
Impositiva, y es ajeno al juicio dé expropiación, en el que no 
corresponde salvedad o reserva alguna al respecto ; p. 365. 

Expropiación indirecta. 

41. Corresponde confirmar la sentencia que limita el monto 
de la indemnización a pagarse en un juicio de expropiación 
inversa a la suma reclamada en la demanda por la parte aetora, 
sin reserva ni salvedad alguna y sin que mediara desposesión. 
No importa que el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264 haya 
valuado el bien en una cantidad superior: p. 199. 

42. En los canos de expropiación indirecta en que no hay 
desposesión, debe fijarse el precio con relación a los valores de 
la ¿poca en que dentro del tramite del juicio se produce la esti- 
mación pericial del bien expropiado: p. 377. 

43. Es procedente la demanda por expropiación indirecta 
fmulmia en la negativa de la Municipalidad de la Ciudad de 
Buenos Aires a autorizar obras de ampliación y modificación 
de un inmueble afectado al trazad» de la Avenida 9 de Julio, 
porque su propietario no ha renunciado al mayor valor de las 
mejoras. Aquella negativa importa uu real menoscabo del do- 
mi ni», que justifica ta demanda de expropiación inversa : p. 377. 

r 

FACULTAD REGLAMENTARIA. 

Ver: Marcas de fábrica. I: liecurso extraordinario, 5(1. 

FALTA DE ACCION. (M 

1, X» es procedente la defensa de falta ríe acción deducida 
por la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires en un 
juicio de expropiación i mi i recta, si de los autos no resulta que 
la denegatoria del permiso de edificación para un iu mueble 
afei-tudo por la apertura de la Avenida fí de Julio, haya que- 



(t) Ver también: Coitna, 7. 
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dado si» efecto con motivo de la autorización general para 
edificaciones sobre la calle San Juan : p. 199. 

FALLO PLENABIO. 

Ver: Recurso 



FAMILIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 117; 

FERROCARRILES. 

Ver: Daños y perjuicios, 1. 

FUNDACION EVA PERON. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 14. 

A 



Ver: líeeurso extraordinario, 40. 



HABIAS CORPUS. (') 

L Las disposiciones de la ley 14.296 y riel art. 59, inc. 2, del 
Códiífo Penal, son ajenas ai punto referente a saber si procede 
o no el recurso de habeas corpus deducido a favor de quien se 
halla procesado ante juez competente: p. 106. 

2. El art. 29 de la Constitución Nacional no impide que sea 
ante el juez de la causa donde deban formularse las peticiones 
y deducirse los recursos correspondientes al estado de aquélla: 
p. 106. 

3, El art. 29 de la Constituci i Nacional refirma la doctrina 
sefrún la cual el babeas corpus o procede a favor de personas 
detenidas por orden de juez competente: p. 106. 

HIPOTECA. 

Ver: Recurso extraordinario, 101, 



(i) Ver tnnihión: Recurso extrae rdín tirio, l¿9. 



•I'JS IMPl'ESTO A LAS OAXASTIA8 EVENTUALES 

HOMICIDIO. 

Ver: Jurisdicción y com potencia, 11. 
HONORARIOS. 

Wr: Expropiación, 39; Honorarios de peritos, 1; Recurso ex- 
traordinario, ti'J; Recurso ordinario de apelación, 5, 7. 

# 

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES. V) 

1. En los juicios de expropiación no es aplicable el arancel 
para ahogados y procuradores, a cuyo efecto debe considerarse 
ruin o monto de] junio la diferencia entre )a oferta fiscal y la 
Nimia señalada en definitiva como indemnización: p. 365. 

HONORARIOS DE PERITOS <-). 

1. El representante del dueño del bien expropiado ante el 
Tribunal de Tasaciones de la ley 13.2ÍÍ4 no tiene derecho a t|iie 
se le rehilen honorarios en concepto de costas, atento el carácter 
de enrjra pública que la mencionada ley asipna a sus funciones: 
p. $0, 

HURTO. 

Ver: Recurso extraordinario, 80. 110. 

I 

IGUALDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 12, 13; Precios máximos, 1: Re- 
curso extraordinario, 2, 3, 4, 8, 47, 77, 78, 82, 88, 07. 

IMPORTACION. 

Ver: Aduana. 1. 2; Constitución Nacional, 13; Recurso extra- 
ordinario, 73. 

IMPUESTO A LAS GANANCIAS EVENTUALES. 

Ver: Expropiación, 40. 



(I) Wr también: t'omtitutifln Xncionnl, 7. 
f2) V W tnmhíén: R*cur«i extrnordinnrio, 81. 



INSTITUTO NACIONAL DE PREVISION SOCIAL 499 

IMPUESTO A LOS REDITOS. (■> 
Deducciones. 

Comercio e Industria, 

h El art 118 del decreto 10.439/47, replamentario de 1a ley 
11.682 <T. O. en lí»47h de impuesto a los rédito», es expreso y 
terminante en el sentido de subordinar la procedencia de las 
deducciones que se nafran en concepto de reservas para indem- 
nizaciones por despido, a la adopción de los sistemas por él 
indicados o de otro que el contribuyente proponga y la Direc- 
ción Impositiva acepte. Las reservas sobre los beneficios extra- 
ordinarios hechas sin sujeción a nínpuno de los dos sistemas 
del decreto u otro aprobado por la Dirección, no pueden ser 
deducidas, Lo contrario importaría convertir en letra muerta 
ese precepto y malograr su finalidad, que es facilitar la fisca- 
lización: p. 160. 

IMPUESTOS INTERNOS. 

Ver: Constitución Nacional, 13; Jurisprudencia, 2; Kecurso 
extraordinario. 73. 

INCOMUNICACION . 

Ver: Recurso extraordinario, 48. 

INHIBITORIA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 5. 
INICIACION DEL AÑO JUDICIAL, 

1. Discurso pronunciado el 1 Q de febrero de 1955 por el 
fir. Presidente de la Corte Suprema, Dr. D. Bodolfo G. Valen- 
zuda: p. 5. 

2, Discurso pronunciado el 1* de febrero de 105.J por el Hr. 
Ministro del Interior y Justicia, D. An?el G. Borleuehi, en el 
acto de la inaupuración de un busto del Bxcmo. Sr. Presidente 
de la Nación, General D. Juan D. Perón: p. 13. 

INMUEBLES. 

Ver: Expropiación 1. 

INSTITUTO NACIONAL DE PREVISION SOCIAL. . 

Ver: Jubilación de empleados banearios, 1. 



( l i Ver también: Rotmrfto extraordinario, £5. 
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INTERESES. 

Relación jurídica entre las partes. 

1. En los juicios «le expropiación no procede imponer al ex- 
propiante el paf?o de intereses si no son solicitados al contestar 
la demanda: p. 46. 

2. En un juicio de expropiación indirecta en el que no ba 
mediado desposesión es improcedente el pago de intereses, pues 
étetos correspouden a la desposesión del bien expropiado y a la 
indisnoiiibilidad de su precio. Si lo que se pretende es un resar- 
cimiento por la situación creada al inmueble por haberse ne- 
gado permiso para edificar, el perjuicio especial que ello pueda 
haber cansado a su dueño distinto del que se resarce con la 
expropiación demandada, debe ser probado: p. 199. 

3. Si el expropiado ha omitido deliberadamente el reclamo de 
intereses, cualquiera sea la razón que lo determinó a ello, no 
procede condenar a su pago: p. 415. 

J 

JUBILACION DE EMPLEADOS BANOABIOS. 

Personal comprendido, 

1. Los miembros del Directorio de empresas bancariaa estén 
excluidos de la obligación de efectuar aportes jubilatorioa por 
las retribuciones que perciben en el carácter de tales, cualquie- 
ra sea el alcance que se atribuya a la resolución del Instituto 
Nacional de Previsión Social que, en 1946, modificó lo decidido 
en 1940 por la Caja Nacional de Jubilaciones Bancarias en el 
sentido de que los directores y síndicos no investirían el carác- 
ter de empleados: p. 310. 

JUBILACION DE EMPLEADOS DE EMPRESAS 
PARTICULARES. 

Ver: Acumulación de beneficios, 2; Tarifas, 1, 2. 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES ('). 

Jubilaciones. 
Detannlnadóii d6l mosto, 

1. El jubilado de la ley 4349 que se ha acogido al reajuste 
establecido por la ley 14.069, no tiene derecho al suplemento 
variable de la ley 13.476, que se refere a beneficios otorgados 



(!) Ver también; Acumulación de beneficios, 3; Roen rao extraordi- 
nario, i 5. 
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conforme a regímenes anteriores a su sanción. El art. 6* de la 
ley I4.Q69, que es posterior, ha excluido expresamente Isa me- 
joras o suplementos que incrementaran el beneficio originario 
a los efectos del reajuste que pueden solicitar los interesados- 
p. 331. 

2. El derecho al reajuste del haber jubilatorio acordado por 
el art. 6* de la ley 14.069, mediante la elección de los sueldos 
de los cinco mejores años, tiende a obtener un incremento de 
la jubilación, que no ha de calcularse sobre su monto- origina- 
rio sino sobre todo lo que se perciba conforme a las disposicio- 
nes vigentes: p. 331. 

JUBILACION DEL PERSONAL DEL COMERCIO, 
ACTIVIDADES AFINES ¥ CIVILES ('). 

1. La valoración de los elementos de juicio que se aporten 
para acreditar el monto de las remuneraciones percibidas antes 
de la sanción del decreto-ley 31.665/44, así como la calidad de 
prueba plena o relativa que ellos puedan tener, no están sujetas 
a normas especiales en el decreto y su apreciación es faculta- 
tiva del Directorio respectivo, al que incumbe decidir sobre 
la procedencia de las pretensiones que se deduzcan al respecto : 
p. 301. 

Cómputo de servicio*. 

2. No cabe atribuir análogo valor legal e idénticos efectos a 
la prueba escrita denominada "fehaciente" por el art, 16 del 
decreto-ley 31.665/44 y a las manifestaciones de terceros, escri- 
tas u orales, informes y declaraciones testimoniales, calificadas 
por dicha norma como pruebas "certificadas o conocidas", a 
los efectos de acreditar el monto de remuneraciones percibidas 
antes de la sanción del respectivo régimen jubilatorio; p. 301. 

JUBILACION V PENSION. 

Ver: Recurso extraordinario, 15; Servicio militar, 3; Tarifas, t 
JUECES. 

Ver: Constitución Nacional, 4; Expropiación, 19; Recurso 
extraordinario, 64, 86. 

JUECES NATURALES. 

Ver: Constitución Nacional, 11; Hábeas corpus, 2; Recurso 
extraordinario, 78, 85, 129. 



(i) Ver también: Recurw extraordinario, 21. 
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JUICIO CRIMINAL. 

Ver: Constitución Nacional, n; Hábcas eorpus. 1; Jurisdicción 
y competencia, 18; Recurso extraordinario, 11, 3o. 

JUICIO DE ARBITROS 

Ver; Constitución Nacional, tf; Recurso extraordinario, 122. 

■ 

■ 

JUICIO EJECUTIVO. 

Ver: Recurso extraordinario, 7 (i, lOfi. 

JUICIO ORDINARIO. 

Ver: Recurso extraordinario, 

JUICIO SUCESORIO. 

Ver: Recurso extraordinario, 10ÍÍ, 114. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA («), 
Conflictos cutre jueces. 

1. Corresponde a la Corte Cuprcmn resolver el conflicto plan- 
teado por la nc*rativa del tribunal del trabajo provincial a 
cumplir el exhorto de un juez nacional ante quien tramttn la 
quiebra del deudor, por el cual le solicitaba la transferencia a 
su orden de los fondo» provenientes del remate efectuarlo en el 
juicio laboral: p, 256. 

Cuestiones de competencia. 

O ener a 1 id a de s . 

2. Habiendo denegado el tribunal del trabajo tle la Capital 
Federal el pedido formulado por un juez provincial, consistente 
cu que se ponira al síndico de la quiebra por él decretada en 
posesión de tos bienes emba rifados en el juicio laboral, corres- 
ponde que el nombrado tribunal bapa conocer su negativa al 
otro juez a fin de que, si éste insiste en su petición, quede 
debidamente trabada la contienda de competencia; p. 127. 

3. Habiéndose planteado la contienda de competencia entre 
la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal de ta Capital 
Federal y un juez de instrucción provincial, corresponde que 
la decisión de este último sea puesta en conocimiento de aquel 



M) Vi>r también; (Ymmraa ruwfonnlc* de nnetorinnw, 5; EntaMuci- 
miontos dt utilidad nnHotiiil, t; Reciirno extraordinario, t, JS, TS, *">, fifi. 
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tribunal a fin de que resuelva si insiste en mantener su decla- 
ración de incompetencia. No basta que lo haga el juez nacio- 
nal de primera instancia, cuya decisión fuera anteriormente 
confirmada por la mencionada cámara; p. 237. 

4. lia contienda de competencia trabada entre tribunales del 
trabajo de distintas provincias debe ser dirimida con arreglo 
a las disposiciones del art. 4 del decreto-ley 32.347/44 (ley 
12.1Í48): p. 404. 

Inhibitori» planteamiento y tramite. 

5. Perdida la cuestión de competencia que por vía de inhibi- 
toria corresponde plantear ante el juez a quien el interesado 
considere competente (ley 50, art. 45), no procede acudir a 
otro t y así sucesivamente, hasta encontrar al que reconozca 
rasión al recurrente, que de tal suerte podría renovar la cues- 
tión tantas veces cuanta» le conviniera, mientras que la vía de 
la declinatoria sólo podría plantearla una vez como excepción : 
p. 30, 

6. La circunstancia de que el síndico de la quiebra haya soli- 
citado directamente ante el tribunal del trabajo la suspensión 
del remate ordenado por éste en juicio seguido contra el fallido 
— petición que fué desestimada por no haber acreditado su per- 
sonería— no impide al juez de la quiebra plantear la cuestión 
correspondiente para lograr la transferencia de los fondos ob- 
tenidos con el remate: p. 256. 

Intervención de ta Corta Suprema. 

7. Corresponde a la Corte Suprenva resolver la contienda de 
competencia trabada entre una cámara nacional de apelaciones 
y un tribunal provincial del trabajo que se han declarado in- 
competentes para conocer en una causa por despido, la primera 
por resolución que se encuentra firme y el segundo por senten- 
cia contra la cual se ha concedido el recurso extraordinario: 
p. 398. 

Competencia territorial. 

Contrato de trabajo. 

8. Resultando de la causa que el domicilio de la empresa de- 
mandada se encuentra en la Provincia de Santa Fe y no ha- 
biéndose demostrado ni pretendido que el lugar del trabajo se 
hallara en otr < provincia o que en ésta se haya celebrado el 
contrato de trabajo, correspojide a los tribunales de la mencio- 
nada en primer término conocer de la demanda por cobro de 
salarios: p. 404. 



5 q 4 JURISDICCION Y COMPETENCIA 

Competencia nacional. 
Por el lugar. 

9. Es de eompetettcia de la justicia nacional —y no de la 
local— el junio que versa sobre una cuestión originada en un 
hitrar sometido a la lalación exclusiva del Congreso > acio- 
nal Tal es el caso de una demanda sobre indemnización por 
despido <lc obreros que trabajaban en las obras del Elevador 
Terminal del Puerto de Santa Fe, originado por beelios des- 
ai rollados en jurisdicción nacional- p. 39*. 

Por la materia. 

Varia*. 

10 No corresponde a los jueces nacionales de primera in* 
tam-ia en lo penal correccional ni a los del trabajo sino a la 
( 'amara NVmnal de Apelaciones del Trabajo de la Capita 
Federal, decidir acerca de la aplicación de ^ pena * 
i„rnn tor a las leyes 12.921 (decreto 21.877/44) y 12.981 y al 
decreto 11.2%/46, sancionado pir la autoridad administrativa 
con multa que omitió satisfacer en el plazo correspondiente : 
p. 27. 

Oau&u penales, 

P«r tt lugar. 

11 Corresponde a la justicia nacional y no a la provincial, 
mi esta ordinaria o policial, conocer en la causa instruida con 
motivo de mi homicidio ocurrido a bordo de una lancha que se 
encontraba atracada en Puerto Ruiz (Provincia de Entre Ríos), 
trae es un puerto nacional, sujeto a !a jurisdicción absoluta y 
exclusiva del Gobierno de la Nación. No importa que el impu- 
tado sea nn apetite de la policía provincial ni es necesario exa- 
minar si procedió o no en acto del servicio: p. 95. 

12 No corresponde a la justicia nacional de una provincia 
sino a la de ésta conocer de la usurpación denunciada que, en 
caso de haber existido, no podría haberse consumado *mo en el 

uW donde se encuentra el inmueble oh eto del supuesto de^ 
pojo, sobre d cual no ejerce jurisdicción el Gobierno de la 
Nación t p. 237. 

I wlttríón íír norma» fedérale*. 

13 La justicia nacional es la competente para ínvestipar y 
r^lver si constituyen una infracción a la ley electoral o al 
ari ''48 del Código Penal en orden a lo presen pto por el Jtt. U 
de aquella -lev 14.032 reformada por la 14.202- los hechos 
ÍMip „Llus al fiscal «le un partido político consist "dns en ha- 
ber dcst ruido, ante la mesa receptora de votos y durante el acto 
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eleccionario, el carnet de afiliado de un votante y la boleta de 
sufragio que llevaba otro. Trátase de hechos no ajenos a la elec- 
ción y que podrían importar una alteración de la normalidad 
» regularidad del acto electoral: p. 283. 

UriiUtA en ¡>trjtiir¡» de ton bienes y rentas d* la Saeión y de ttit* re¡>arti- 
ehmcs aiffrínjufwu». 

i 

14. Corresponde a la justicia en lo penal de ta respectiva pro- 
vincia — y no a la nacional — conocer del proceso por la de- 
fraudación que hc habría cometido en aquélla en perjuicio de 
la Fundación Eva Perón, delito que no aféctalos bienes o ren- 
tas de la Nación: p. 113. 

15. Ciirrcspimde a la justicia nacional en lo penal especial de 
la Capital Federal —y no a la penal de instrucción — conocer 
del sumario instruido para establecer si el déficit observado en 
la caja de una agencia del Banco de la Nación Argentina cons- 
tituye o no delito, pues el hecho afecta al patrimonio de dicha 
institución, sin perjuicio de ta responsabilidad civil que pueda 
corresponder al empleado del banco a quien se le atribuye la 
falla: p. 4fifj. 

Competencia originaria de la Corte Suprema. 
Agente* diplomáticos y eonnu lares. 
Embajador*» y Minlutici extranjero». 

16. Si en la causa por lesiones seguida conjuntamente contra 
una persona que inviste carácter diplomático y un particular, 
no se lia obtenido contestación de la Embajada respectiva a 
los requerimientos del Tribunal para que exprese la pertinente 
conformidad de sn gobierno, procede declarar la incompetencia 
de la Corte Suprema y remitir los autos al tribunal correspon- 
diente a los efectos de la prosecución de la causa respecto del 
coprocesado: p. 120. 

CÓnaolei extranjero*. 

17. Xo corresponde que la Corte Suprema conozca originaria- 
mente en el proceso seguido contra un cónsul extranjero que 
no versa sobre hechos que hayan sido cumplidos en el ejercicio 
de las funciones propias de su cargo, tal como el accidente oca- 
sionado por el automóvil que conducía dicho funcionario: p. 113. 

Competencia penal. 
Principios generales. 

18. Para determinar la competencia en materia penal, corres- 
ponde que la Corte Suprema examine el proceso con prescinden- 
cia de la calificación que en él se haya atribuido a los hechos 
que lo originaron : p. 283. 
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Logar del delito. 

19, El lugar donde so ha consumado el delito determina la 
competencia territorial de los tribunales: p. 237. 

Prevención en la causa. 

20. Existiendo dudas acerca del lugar en qne se habría come- 
tido er delito de contrabando investigado, corresponde conocer 
del respectivo proceso al juez nacional que previno en la < ausa: 
p. 46ñ. 

Pluralidad de delito*. 

21- No existiendo duda en cuanto al lugar en que se habrían 
cometido las diversas estafas en perjuicio del patrimonio de 
la Nación imputadas al procesado, corresponde conocer en la 
causa al juez nacional del lugar donde se habrían perpetrado 
los delitos de mayor pravedad, atento a su número y reitera- 
ción : p. 27. 

Delitos en particular. 

Vefrátidarián, 

22. Corresponde a la justicia local y no a la nacional, conocer 
de la supuesta defraudación que se pretende cometida mediante 
presentaciones ante un juzgado provincial y una cámara pari- 
taria nacional, tendientes a impedir el cumplimiento de un des- 
alojo en trámite ante el primero, pues en caso de constituir 
delito las maniobras denunciadas, ellas se habrían consumado 
en e| juzgado provincial; p. 237. 

23. Corresponde a la justicia nacional en lo penal de la Capi- 
tal Federal conocer de la estafa que se habría cometido, según 
surge de la exposición del denunciante y de los documentos que 
acompañó, mediante el libramiento de cheques sin provisión de 
fondos, entregados en pago de mercaderías adquiridas en esa 
ciudad : p. 407. 

24. El juez del lugar donde el imputado — corredor libre que 
no estaba autorizado para cobrar el importe de las ventas que 
realizaba ni para firmar recibos— habría percibido indebida- 
mente las respectivas sumas de dinero con el propósito de 
guardarlas para sí, es el competente para conocer del proceso 
por defraudación: p. 40ÍK 

Competencia militar. 

25. Corresponde a la justicia nacional en lo penal especial de 
la Capital Federal, y no a la militar, conocer en el sumario por 
el supuesto desacato que habría cometido en un cuartel, un ciu- 
dadano incorporado al ejército en calidad de "alta agregada* 
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por habérsele sometido a procesó como infractor al art. 2* de 
la ley 11.386, si el desacato que se le imputa habrja tenido 
lugar antes de serle notificada la sentencia dictada en dicho 
proceso ; es decir» cuando aun carecía de estado militar ¡ p. 99. 

Competencia policial. 

26, Del Código de Justicia Policial no resulta, en modo algu- 
no, que se haya transferido a la justicia policial que organizan 
las provincias, el conocimiento de las causas que, por razón. del 
lugar, corresponden a la competencia de los tribunales nacio- 
nales: p. 95. 

27. La justicia nacional en lo penal especial de la Capital Fe- 
deral, y no la policial, es la competente para conocer del hecho 
imputado a un ex agente de la Policía Federal, consistente en 
haber dispuesto de una pistola mientras formaba parte de la 
repartición. Se trata de un delito común, no previsto específi- 
camente en el Código Penal Policial, y que, en el caso de autos, 
no habría sido cometido en ninguna de las circunstancias que, 
según lo dispuesto en el art. 66, inc. 2*, del Código de Proce- 
dimientos de la Justicia Policial Nacional, autorizaría la inter- 
vención del fuero que éste ha organizado i p. 107. 

Quiebra. 

Furo da atracción. 

38. El art. 45 del decreto 32.347/44 (ley 12.948) modifica los 
efectos del fuero de atracción con respecto a la competencia de 
los procesos de conocimiento, mas no a los de ejecución forzada, 
y no reforma las normas de la ley común en cuanto a la indis- 
pensable unidad exigida por el proceso de liquidación y al or- 
den de preferencia para el pago de los créditos. En el caso de 
quit Ira del deudor la aplicación de estas disposiciones incumbe 
al tribunal ante el cual tramita aquélla, como única forma de 
obtener igualdad y justicia en la liquidación de los bienes del 
fallido y pago de sus acreedores. Es indiferente que en el jui- 
cio laboral exista sentencia firme, embargo y remate judicial 
cumplido de los bienes del deudor, pues ello no importa hipo- 
teca, prenda, transmisión de dominio ni pago al acreedor ni 
privilegio a favor del embargante, desde que media quiebra 
judicialmente declarada: p. 256. 

JURISPRUDENCIA ('). 

1, La estricta observancia de la jurisprudencia obligatoria de 
la Corte Suprema requiere la identidad de situaciones s p. 242. 

(>) Ver también: Becnreo de queja, L 
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2. Corresponde confirmar la sentencia que desestima la de- 
manda por repetición de impuestos internos, fundada en la 
jurisprudencia obligatoria de la Corte Suprema establecida eu 
juicio entre las misnuis partes y por iguales motivos, cuya ana- 
logía con el presente admite el apelante, si no existen hechos 
diferentes a los examinados entonces ni cuestiones legales nue- 
vas (pie autoricen la revisión de aquella jurisprudencia: p. 447. 



Ver: Cámaras nacionales de apelaciones, 3, 4, 5; Reeurso ex- 



tranrditiario, lí>, 22. 24. 2Í>. 30, 31. 33, 34, 35, 97, 102, 10Í), 112, 



JURISPRUDENCIA OBLIGATORIA. 

Ver: Jurisprudencia, 1, 2; Reeurso de queja, 2; Reeurso extra- 
ordinario, 26, 27, 74, 75, !>5, ílfi; Recurso ordinario de apela- 
ción, 1. 

JUSTICIA MILITAR. 

Ver; Jurisdicción y competencia, 25. 

JUSTICIA NACIONAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, í», 11, 12, 14, 20. 21, 22, 2(i: 
Reeurso extraordinario, 78. 

JUSTICIA NACIONAL DE PAZ. 

Ver: Cámaras nacionales de apelaciones, 5. 

JUSTICIA NACIONAL DEL TRABAJO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 2, 1(1; Reeurso extraordina- 
rio, L 

JUSTICIA NACIONAL EN LO COMERCIAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 26, 

JUSTICIA NACIONAL EN LO PENAL CORRECCIONAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 10. 

JUSTICIA NACIONAL EN LO PENAL DE INSTRUCCION. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 15, 23. 



JURISPRUDENCIA CONTRADICTORIA. 



133. 



JUSTICIA NACIONAL EN LO FENAL ESPECIAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 15, 25, 27; Recurso extraor- 
dinario, 48. 

JUSTICIA POLICIAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 11, 26. 

JUSTICIA POLICIAL NACIONAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 27. 

JUSTICIA PROVINCIAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia 2. 3, 4, 9, 11, 12, 14. 22: 
Recurso extraordinario, 1. 

L 

LEGISLACION UNIFORME. 

Ver; Recurso extraordinario, 99. 

LESIONES. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 16. 
LEY ('). 

Principio» generales. 

1. I-a jurisprudencia de la Corte Suprema ha reconocido ca- 
rácter nacional a normas del decreto 32.347/44 (ley 12.948), 
cutre ellas al art. 45. tendientes a remover obstáculos legales 
fine se opongan al mejor y más expedito funcionamiento de los 
tribunales del trabajo. El propósito de dieha ley ba sido some- 
ter los juícins laborales a procedimientos adecuados y a tribu- 
nales especializados, a fin de obtener, por ambos medios, la 
m.'jor v más rápida solución de los respectivos litigios: p, 2;)6. 

2. Las disposiciones constitucionales que declaran los derechos 
del trnbajador, de la familia y de la ancianidad, constituyen 
directivas que es menester observar constantemente para la 
orientación e interpretación del dereelio positivo argentino: 



MANDATO 




[¿08. 



1. La exención que para la» asociaciones de beneficencia esta- 
blee el art. 103, inc. 3°, de la ley de Bellos (T. O, en 1952) no 
alcanza a la» actuaciones judiciales. En consecuencia corres- 
ponde reponer el papel en el trámite del recurso extraordina- 
rio deducido por una sociedad de beneficencia provincial sin 
(|iie obste a ello la circunstancia de que se manifieste que la ley 
local exime del impuesto de referencia a las actuaciones segui- 



das ante la provincia por tales asociaciones: p, 241. 

LEYES COMUNES. 

\>r: Recurso extraordinario, 88, 94. 

LEYES EXTRANJERAS. 



Ver: Rpcurso extraordinario, 7. 

LEYES NACIONALES, 

Ver: Recurso extraordinario, 7. 

LEYES PENALES. 

Ver: Recurso extraordinario, 82. 

LEYES PROCESALES 

Ver: Recurso extraordinario, 18, 20, 74, 76, 78; Retroaetivi- 
ílad, 1. 

LOCACION DE COSAS. 

Ver: Recurso extraordinario, 2, 34, 66, 77, 88, 93. 

LUCRO CESANTE. 

\ •*: Expropiación, 29. 



MANDATO. 

Ver: Constitución Nacional, 9; Recurso extraordinario, 38. 



H 
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MARCAS DE FABRICA C). 

Procedimientos. 

1. La manifestación de no renunciar a las gestiones judiciales 
impide a ta Dirección de Propiedad Industrial cerrar al soli- 
citante del registro de una marca la vía judicial prevista para 
el caso de oposición como se ha pretendido hacerlo sobre la 
base de haberse declarado, en lo administrado, el abandono 
de la solicitud de registro por falta de presentación de os tes- 
timonios reclamados. Para promover el juicio n <> h f> 
otro plazo que el fijado por el art. 14 de la ley 3975 y este 
derecho tío puede ser restringido por vía de reglamentación: 
p. 382. 

MEDIDAS DISCIPLINARIAS. 

Ii El incumplimiento por el escribano público de la obligación 
que le impone el art. 45 del Reglamento para la 
eional, importa una de las faltas previstas en el art. 17 m ta 
ley 13.M8, míe la Corte Suprema puede sancionar con mu ta 
teniendo en cuenta la gravedad del hecho y la ¡responsabilidad 
del funcionario que ha incurrido en ella : p. 402. 

MEDIDAS PARA MEJOR PROVEER. 

Ver: Cámaras nacionales de apelaciones, 4. 



Ver: Expropiación, 4, 30, 31, 34, 35. 37, 38, 43. 

MENOR DE EDAD. 

Ver: Servicio militar, 1. 

MENSURA. 

Ver: Expropiación, 1, 

MINISTERIO DE MENORES. 

1. Mientras no se dicte la ley que organice el 
blico, son aplicables a los funcionarios y empleados que Jo n- 
tegran las disposiciones generales del actual ^^^I" 
la Justicia Nacional y las atinentes a ellos- del anterior Regla- 
mento: p. 234. 



(1) Ver también: H«urtO extraordinario, 53, 54, 55, 00, 125. 
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MINISTERIO PUBLICO. 

Ver: Ministerio de menores. 1. 

MOHEDA. 

Ver: Aduana. 2; Recurso extraordinario, 10fi. 
MORA. 

A'cr: Recurso extraordinario, 35, 60, 102. 
MULTAS. 

Ver: Aduana, S¡ Apio, 1; Constitución Nacional, 8; Jurisdic- 
t'ión y competencia. 10; Medidas disciplinarias, 1 ; Precios má- 
ximos, 1 ; Recurso extraordinario. 6. 66, 100. 122. 

MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES. 

Ver: Expropiación, 33, 43; Falta de acción, 1. 

> 

H 

NACION. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 21; Recurso ordinario de 
apelación, 5. 

NOTIFICACION. 

Ver: Recurso extraordinario, 20, 75, 

NULIDAD DE SENTENCIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 134. 

NULIDAD PROCESAL, * 

Ver; Recurso extraordinario, 45. 

■ 

O 

ORDEN PUBLICO. 

Ver: Recurso extraordinario, 106. 

ORDENANZAS DE ADUANA. 

Ver: Adunn?., 3, 4; Recurso extraordinario, 16, 17. 
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* 

P 

PACTO COMISORIO. 

Ver: Recurso extraordinario, 102. 

PAGO. 

Ver: Recurso extraordinario, 19. 

PATRIA POTESTAD. 

Ver: Recurso extraordinario, 117. 

PENA. 

Ver: Constitución Nacional, 2. 
PENSIONES GRACIABLES, 

Ver: Acumulación de beneficios, 3 ; Recurso extraordinario, 121. 

PENSIONES MILITARES. 

Portones a los militares. 
Inutilización pan la carrera militar. 

A rmaña. 

% Establecido en la sentencia apelarla que el causante padece 
de incapacidad absoluta y permanente para el trabajo en la 
vida civil, corresponde acordarle el retiro militar con sueldo 
íntegro previsto por el nrt, 85, ine. l* t subinciso c), del decreto- 
ley 10.700/45 (ley 12.980). No importa cpie no baya llegado a 
los 15 años de servicios, pues lo que se subordina a una antigüe- 
dad mayor es el porciento suplementario establecido por esa dis- 
posición legal: p 326. 

2. Aunque la causa exclusiva e inmediata que provocó la en- 
fermedad del causante no haya sido el servicio, si éste actuó 
como concausa o causa coadyuvante y contribuyó a su agrava- 
ción, es aplicable lo dispuesto en cí art. 85, inc. I 9 , de la ley 
12.D80 para determinar el importe del retiro militar que le 
correspondía: p. 33íí. 

3. Procede reajustar la pensión correspondiente a la viuda 
de un marino computando como retiro el sueldo íntegro de éste, 
inhabilitado para proseguir su carrera por incapacidad. El he- 
cho de no haber llegado a los 15 años de servicios no obsta a 
la aplicación del art. 85, inc. I 9 , subinciso c), de la ley J 2.980, 
pues lo que se subordina a una antigüedad mayor es el por- 
ciento suplementario en él establecido: p. 339. 
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PERITO TERCERO. 

Ver: Expropiación, 7. 

PERITOS. 

Ver: Expropiación, 20, 21, 32; Recurso extraordinario, 72, 81. 

PERMUTA. * 

Ver: Recurso extraordinario, 66. 

PODER DE POLICIA. 

Ver: Concesión, 1; Tarifas, 2. 

PODER EJECUTIVO. 

Ver : Acumulación de beneficios, 3. 
POLICIA FEDERAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 27. 

POSESION. 

Ver: Costas, 4; Recurso extraordinario, 80, 110. 
PRECIOS MAXIMOS (')• 

1. Xo es violatoría del art. 6 9 de la ley 12.830 la sentencia que 
impone una multa teniendo en cuenta el capital en giro de la 
empresa infractora, pues la limitación de aquélla al importe 
de la ganancia ilícitamente obtenida sólo tiene lugar cuando 
la multa exceda de m$n. 100.000, por haber superado esta sama 
la ganancia ilícita. No importa que se invoque la garantía de 
la igualdad, porque las medidas tendientes a reprimir el agio 
no reposan en la capacidad pecuniaria de los infractores sino 
en la violación de las normas dictadas en amparo del consumi- 
dor: p. 214. 

PRISION PREVENTIVA. 

Ver: Recurso extraordinario, 48, 113. 

PRIVILEGIOS. 

Ver: Recurso extraordinario» 101. 

(I) Ver tamhíén: Agio, 1; Rctumo extraordinario, 5, 6, 28, 56, 57, 
58, S-, B2, 100. 104, 126. 
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PROCEDIMIENTO. 

Ver: Recurso extraordinario, 18; Retroaetividad, 1. 
PEOPINA. 

Ver: Recurso extraordinario, 64. 
PROVINCIAS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 26; Recurso extraordinario, 
9, 47. 

é 

PRUEBA. 

Ver : Constitución Nacional» 5 ; Expropiación, 32, 42 ; Intereses, 
2; Jubilación del personal del comercio, actividades afines y 
civiles, 1, 2; Recurso extraordinario, 6, 7, 8, 9, 10, 21, 36, 59, 
61, 68, 70, 72, 103, 104, 107, 109, 114, 120; Recurso ordinario 
de apelación, 4. % 

PUBLICACION DE LA LEY. 

Ver: Recurso extraordinario, 56, 100. 

PUERTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 11. 

Q 

QUERELLA. , 

Ver: Recurso extraordinario, 83, 91, 103. 

QUIEBRA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 1. 2, 6, 28; Recurso extra- 
ordinario, 1. 

R 

REBELDIA. 

Ver: Rccutso extraordinario, 119. 

RECURSO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

Ver: Recurso extraordinario, 44. 
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RECURSO DE APELACION. 

Ver: Constitución Nacional, 6, 7; Recurso extraordinario, 2fi, 
75. 

RECURSO DE CASACION ('). 

1« El recurso de casación es improcedente en tatito no se dicte 
la ley reglamentaria respectiva; p. 436. 

RECURSO DE INCONSTITUCIONALÍDAD. 

Ver: Recurso extraordinario, 4. 

RECURSO DE QUEJA. 

1. Xo invocada en el escrito en que se dedujo el reeurso extra- 
ordinario la violación del art. 27 de la ley 13.998, en cuanto 
dispone que tas sentencias de las Cámaras fie dictarán por el 
voto de los jueces que las componen, la alegación de la juris- 
pmdeneia existente sobre el punto, en el recurso cíe queja, no 
autoriza la admisión de ésta ni la concesión del recurso extra- 
ordinario: p. 35. 

2, Si con el recurso de heeho se lian acompañado los recaudos 
usuales y resulta además cuestionada la prescindencia de pre- 
cedentes de la Corte Suprema en materia propia de su juris- 
prudencia obligatoria referente a la inconstitucional id ad de Tin 
gravamen, el defecto de fundamento de la queja no basta para 
su rechazo: p, 238. 

RECURSO DE REVISION DE JURISPRUDENCIA. 

1. En tanto no se dicte la ley reglamentaria pertinente, no 
procede el recurso de casación, ni el de revisión de jurispru- 
dencia: p. 46. 

RECURSO DE REVOCATORIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 11ÍK 



■ ■ ■ V.t t.niil.t.'n: R^rurso de revi»*» de jurUprudeneta. 1; fiecuwo 
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É 

RECURSO EXTRAORDINARIO. (>) 
Requisito* comunes. 

Cuestión justiciable. 

1, La negativa del tribunal del trabajo tle la Capital Federal 
a cumplir el exhorto del magistrado de otra jurisdicción ante 
quien tramita la f|iiíebra del deudor, por el cual se le requiere 
que pimpa al síndico cu posesión de los bienes embargado* en 
el juicio laboral, importa una cuestión de competencia que debe 
resolverse conforme a las normas procesales pertinentes. Es. 
así, improcedente el recurso extraordinario interpuesto contra 
la resolución denegatoria mencionada, sin perjuicio de la in- 
tervención que pueda corresponder a la Corte Suprema una 
vez que In contienda se lialle debidamente trabada, si el juez 
tic la quiebra insistiera en su decisión: p. 127. 



2. Por falta de interés jurídico bastante, es improcedente el 
recurso extraordinario interpuesto por el locatario, con funda- 
mento en la garantía de la igualdad, (pie se pretende violada 
en razón de que la discriminación, legal de loa propietarios no 
es razonable, en tanto el art 26 de la ley 13.581, concede a 
uuoa lo que a otros niega : p. 40. 

3 No procede el recurso extraordinario, fundado en la pre- 
tendida violación de la igualdad y de la defensa en juicio, con- 
tra la sentencia que desestima los recursos interpuestos para 
ante el tribunal superior local por no haberse efectuado el de- 
posito exigido por el art. 57 de la ley 5178 (T. O.) de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, si el recurrente no ha demostrado, ni 
pretendido, que carece de los íondos necesarios para hacerlo. 
No importa que se invoque la situación en que se hallaría la 
parte obrera, porque en el caso se trata del recurso del emplea- 
dor v porque el tribunal de la causa ha declarado que dicha 
parté estaría exonerada del recpiisito en virtud de lo dispuesto 
por el art. 29 de la misma ley: p. 126. 

4 Es improcedente el recurso extraordinario, fundado en la 
supuesta violación de la defensa y de la igualdad, contra la 
sentencia que no hace lugar a los recursos de meonstitueionali- 
dad v de casación deducidos en el orden local por no haberse 
cumplido con el requisito del depósito previo que exige el art. 
14(i del Código Procesal Civil de Mendoza, que exime de ello 
a quienes gocen del beneficio de pobreza, si la recurrente no 



(i) Ver también: C&mtm narinuales fie npclMionrii, 4; .T a nadie 1 - 
rifin v 'pomiietwrín, 7 i Lct de Hilo*, l; Recurso de queja, Ij Ucear» 
nrdinárM. de tqielneWn, 2-, Servicio miJltnr, 1. 
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fia demostrado haberlo obtenido ni ha prohado hallarse impo- 
sibilitada (1** cumplir con tal requisito: p. 127. 

5. Xo procede el recurso extraordinario fundado en la incom- 
patibilidad del decreto 11.fl.i2 Tií) de Santa F >n el decreto na- 

•■¡imal 24.">74/4íl, s¡ lo dispuesto por el primero había sido 
acatado por la recurrente: p, 214. 

6. \*<i procede el recurso extraordinario, fu miado en la vio- 
l ación ilc la defensa consistente en haberse omitida en el decreto 
«]in- aplicó una multa por infracción a la ley 12.830 toda refe- 
n-ni-ia a los desear ¿jos alegados por el recurrente, si la sentencia 
confirmatoria de la sanción se hace carpt de las defensas invo- 
cadas y no prescinde de pntelm alguna necesaria : p. 214. 

7. Es inoficiosa la consideración del conflicto alegado entre 
una ley nacional y una extranjera, así como lo referente al apar- 
tamiento de precedentes en materia de prueha de normas forá- 
neas, si la sentencia apelada decide (pie el contenido de ambas 
leves es inineidente: p, 287. 

8. Por carencia de interés jurídico no sustenta el recurso ex- 
l raordiimrio la lm rao tía déla igualdad invocada por el deman- 
dado en jiiieiu cié alimentos!, en razón de no haberse requerido 
a ¡a aetora, en contra de la jurisprudencia concordante, prueba 
i|e la falta tic medios: p. 2S7. 

9. Nn procede el recurso extraordinario, fundado en la su- 
puesta violación di* la defensa, si el recurrente ha omitirlo, tanto 
en la instancia administrativa ante la respectiva cámara tic 
alquileres de la provincia como en la judicial, ofrecer y pro- 
ducir oportunamente 'as pruebas tendientes a justificar los 
hecho» alegados cu su descargo: p. 4'íl. 

10. Si las pruebas de que el recurrente se dice privado han 
sitio denegadas por no estimarlas útiles el tribunal de la causa 
para la comprobación de los hechos alegados, no media agravio 
suficiente a la defensa como para fundar el recurso extraordi- 
nario en la respectiva garantía constitucional, en tanto no fuera 
insostenible lo resuelto al respecto: p. 432. 

£iibs(ütdncl» de los requisitos. 

11. I'ua ve/ cumplida la sanción impuesta al recurrente y aún 
invocada por éste la ley n° 14.2ÍXÍ de amnistía, la apelación ex- 
traordinaria no procede para prevenir perjuicios potenciales, 

e< son los efectos de la condena en caso de reincidencia: 

p. -i'h 

12. S¡ de tos autos resulta que el tribunal de la causa ha levan- 
lado la suspensión en el ejercicio de la profesión impuesta a un 
abogado, dando por cumplida la sanción, carece de objeto el * 
recurso extraordinario interpuesto para obtener el levanta- 
miento de dicha medida: p. 134- 
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13, Si de los autos resulta que ha (tesa paree id o la razón do ser 
del recurso extraordinario, por haber solucionado las partes el 
litigio, carece de objeto que la Corte Suprema se pronuncie 
sobre las cuestiones planteadas: p. 288. 

Requisitos propios, 
Cti«sU4n federal. 

C tírntiunt x fetlertúr* Himplen. 
Interpretación da ]*■ Ujn fadnilci. 

14, No tratándose de la mera apreciación (le cuestiones de 
hecho y prueba, sino de precisar el criterio con arreglo al cual 
habrá de determinarse el mínimo indispensable para la subsis- 
tencia de las personas amparadas por la ley, procede el recurso 
extraordinario contra la sentencia que deniega la excepción al 
servicio militar fundada en ser el recurrente el único sostén de 
su abuela viuda, octogenaria e impedida: p. 295. 

16. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
desconoce el derecho del recurrente, fundado en las leyes 13.478 
y 14.069 de jubilaciones, que tienen carácter federal: p. .131, 

16. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
desconoce el derecho del recurrente fundado en las leyes 11.281 
y 12.064 y en las ordenanzas de Aduana: p. 448. 

17. Prneede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
desconoce el derecho del recurrente, fundado en los arts. 120 y 
;jr>° de las OO, de Aduana: p. 454. 

Levfs Oder n ten 4c rar/ieter jjrocwixi]. 

18. En razón de su índole procesal, la interpretación del art. 
04 de la ley 14.237 es ajena al recurso extraordinario: p. 32. 

19. No procede el recurso extraordinario fundado en la pre- 
tendida infracción al art. 113 del Reglamento para la Justicia 
Nacional contra la sentencia que, sin contrariar lo resuelto en 
los pronunciamientos invocados por el recurrente, se limita a 
decidir el juicio sobre la base de las circunstancias particulares 
del mismo, distintas de las que caracterizaban a los otros y 
referentes a las obligaciones que, atento a lo pactado y a juicio 
de la cámara incumbían en el caso al vendedor y al comprador 
respecto a la oportunidad y modo de entrega de la cosa y pago 
del precio estipulado: p. 110, 

20. La Acordada de la Corte Suprema de fecha ft de marzo de 
1054 declaró aplicables las disposiciones de la ley n* 14.237 
en los procedimientos ante los tribunales nacionales, con las 
modalidades que puntualizó, pero dejó librada a ellos la solu- 
"ión de los casos concretos que se presenten con ese motivo. 
Por ello no procede el recurso extraordinario, fundado en el 
desconocimiento de esa acordada, contra la sentencia que. por 
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establecer expresamente los arts. 62 y 63 de la ley "><) la forma 
en que deberán practicarse las notificaciones en los juicios so- 
metiilns a la jurisdicción nacional, declara inaplicable el art. 58 
de la ley 14.237: p. 211. 

21. Por tratarse de mía cuestión estrictamente procesal, es 
ajena al recurso extraordinario la que se funda en haherse 
hecho una equivocada interpretación del art, 16 del decreto-ley 
31.665/44, al no admitir como prueba escrita, fehaciente, los 
certificados presentados para justificar los sueldos percibidos 
por el recurrente como empleado de comercio con anterioridad 
a hi sanción tlet respectivo réííiinen jubilatorio: p. 301. 

Intftrprfltuldd da otra* norma y «ctoi fedoiale, 

22. 151 art. ÍÍ8 del Reglamento para la Justicia Nacional no 
sustenta e] recurso extraordinario si no subsiste la discrepancia 
de jurisprudencia alegada: p. 122. 

23. No procede el recurso extraordinario con fundamento en 
el art. ldí» del Reglamento para la justicia Nacional si la sen- 
tencia fué firmada por dos de los miembros de la sala respectiva, 
habiendo eoustaucta en autos de que el tercero se bailaba en 
uso de Ucencia y de halierso designado a un juez de otra de las 
salas pura integrar aquélla en caso de discrepancia, que no se 
produjo ; p. 122. 

24. Habiéndose resuelto en la sentencia apelada que la sola 
disminución tic las ventas constituye la causal de disminución 
o falta de trabajo a que alude el art. ti" del decreto-ley $1.302/0 
para eximir al empleador del pago de doble indemnización por 
despido, sin darse cumplimiento a lo dispuesto en el art. 113 
del Reglamento pnrn la Justicia Nacional, no obstante la dis- 
cordancia existente sobre el punto cutre las salas que componen 
la * 'limara Nacional de Apelaciones del Trabajo de la Capital 
Federal, corresponde admitir el recurso extraordinario, ilejiir 
sin efecto dicha sentencia y remitir los autos al tribunal de 
proeedeiiein para que falle nuevamente la causa, observando 
lo establecido en la norma reglamentaria citada: p. 135. 

25. Ks procedente el recurso extraordinario contra la sentencia 
■ lile ilcsenuoec el derecho fundado en el decreto 10.430/47, re- 
glamentario de la ley 11.6*2 {T, O. cu VMl) de impuesto a los 
réditos: p. Uto. 

26. Píáeede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
se aparta de 1u jurisprudencia obligatoria de la (torte Suprema 

según la cual no es dado a los tribunales de apelación 1 

fuero civil exceder la jurisdicción que les acuerdan los recursos 
deducidos para ante ellos. El principio es aplicable, con igual 
canicTer, a los tribunales comercial™ de la Nación: p. 222. 

27. No procede el recurso extraordinario fundado cu el deseo- 
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n oimiento de la jurisprudencia obligatoria de la Corte Supre- 
ma, si la sentencia apelada declara que el precedente invocado 
por el recurrente resulta inaplicable al caso porque son distintas 
las circunstancias particulares y de hecho remitiéndose para ello 
a las constancias probatorias de la causa, i rre visibles en instan- 
cia extraordinaria. No importa que se alegue arbitrariedad , 
que sólo consistiría en lo que el apelante entiende como equi- 
vocada, interpretación de normas de derecho común : p, 242. 

28, Proeede el recurso extraordinario fundado en ser contra- 
ria a lo dispuesto por el art. 12 del decreto 32.506/47, la exclu- 
sión, a los efectos de establecer si ha habido o no agio, de de- 
ducciones autorizadas conforme a aquel precepto por la Direc- 
ción General Impositiva: p. 321. 

29, No es viable el recurso extraordinario fundado en el 
art, 113 del Reglamento para la Justicia Nacional si el fallo 
recurrido destaca los aspectos que encuentra propios de la 
causa, no resultando de la apelación que aquéllos mediasen cu 
los precedentes estimados como contradictorios, a lo que no 
obsta la disidencia de la sentencia apelada que no comprueba la 
inexistencia de las modalidades en que se basa el fallo mayo- 
rita rio: p. 346. 

30, Es improcedente el recurso extraordinario fundado en el 
art 113 del Reglamento para la Justicia Nacional si la sala 
apelada expresa que el caso difiere de los precedentes invocados 
y tal afirmación no aparecí- eficazmente contestada en el re- 
curso: p. 347. 

31, Si el informe requerido por la Corte Suprema no descar- 
ta, para el caso, la existencia de jurisprudencia contradictoria 
en los términos del art. 113 del Reglamento pura la Justicia 
Nacional, procede el recurso extraordinario fundad» en la vio- 
lación de dicha norma : p. 3ftó. 

32, La obligación impuesta a los escribanos públicos |H>r el 
arl. 45 del Reglamento para la Justicia Nacional de entregar 
en la oficina respectiva y dentro de la primera hora de abierto 
el tribunal, los escritos judiciales (pie les fueran presentados, 
y la sanción por su incumplimiento, es cuestión procesal que no 
iln lugar al recurso extraordinario: p, 402, 

33, No procede el recurso extraordinario, fu talado en la su- 
puesta violación del art. 113 del Reglamento para la Justicia 
Nacional, contra la sentencia que acuerda indemnización por 
fíanos y perjuicios al empleado con motivo de la ruptura anti- 
cipada de un contrato de trabajo a plazo fijo, si ella se ajusta 
a la doctrina sentada |mr el Tribunal en pleno sin Mutilarla a 
los casos cíe despidos directos, como lo pretende el demandado 
recurrente que, además, no tita fallo alguno (pie sustente un 
eriterit ti t ra rio al apelado: p. 411. 
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34. No procede el recurso extraordinario, fundado en la su- 
puesta violación del art. 113 del Reglamento para la Justicia 
Nacional, contra Ih sentencia que hace lugar a la demanda 
por desalojo en virtud de lo dispuesto por el art. 33 de la ley 
13.581, si lus Tallos que se dicen contradictorios con el dictado 
en la causa se refieren a la causal prevista en el art. 30 de 
aquella ley: p. 432. 

35. No procede el recurso extraordinario fundado en la su- 
puesta violación del art. 113 del Reglamento para la Justicia 
Nacional, contra la sentencia (pie hace hipar a la demanda de 
despido indirecto por la inora del empleador en el pago cH 
sueldo anual complementario, sí los fallos que el recurrente 
señala ( ¡ano mntrudictorios con el apelado se refieren a casos 
cuyas circunstancias particulares eran diferentes de las del 
actual : p. 438. 

Cu*stíone* no fedérale a. 

InUrpr* tunó* de norma* u ocio* romanes. 

36. La cuestión referente a saber si las actuaciones del juicio 
penal tienen o no valor probatorio en el juicio civil seguido 
contra un terd o por indemnización de los danos causados por 
el profesado, no es de índole federal sino común y ajena al 
recurso extraordinario: p, 197. 

37. Los preceptos de la ley 12.037 tienen carácter conuin cuan- 
do guardan relación con las materias comprendidas en el Código 
de Comercio y en particular en lo atinente al régimen del 
trabajo, tal como el punto referente al cobro de diferencias de 
remuneraciones, aún comprendiendo a ese efecto ta determina- 
ción de la ubicación dentro dei respectivo escalafón: p. 301. 

38. El punto atinente a sí la acción de despojo entre particu- 
lares debe dirigirse contra el dependiente que ha intervenido 
en los hechos motivo del juicio o contra tms principales, es 
cuestión de derecho común y ajena al recurso extraordinario, 
como lo es la represen! ación de éstos por aquél en cuanto actuare 
dentro de sus atribuciones y la responsabilidad que de tales 
aetOS pudiere derivar: p. 427. 

39. Lo referente al régimen legal del despido y a la interpe- 
lación de las disposiciones de la ley 11.720 es ajerio al recurso 
extraordinario: p. 437. 

40. Sim ajenas al recurso extraordinario las cuestiones refe- 
rentes a la condición de gente de mar atribuida al actor imr 
la sentencia apellóla para excluirlo de los beneficios de la ley 

(decreto 33.302/íí) y a la remuneración que le corres- 
ponde: p. -4**4. 

41. Rs cuestión común, ajena al recurso extraordinario, la 
referente n ta aplieabilidad de la ley 13.047 para determinar el 
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sueldo tli' Ihs proicsums de un conservatorio de música. Xo 
importa que se invoquen los arts. 30, 35, 3H y 37 de la Constitu- 
ción Nacional, que carecen de relación directa con lo resuelto 
en la causa: p. 464. 

iMttrftri'tnciAn de mtMM y acto» locales en general. 

42. Son ajenas a la jurisdicción extraordinaria de la Corte 
Suprema las cuestiones vinculadas con la interpretación del 
art. 217 de la Constitución de Mendoza, resueltas sin arbitra- 
riedad por el tribunal superior local: p, 354. 

43. Tratándose de derechos acordados y reconocidos por el or- 
denamiento jurídico local, lo dispuesto en lo referente a los 
requisitos para su trámite y lo resuelto a su respecto por los 
tribunales también locales, por vía de interpretación, es irre- 
visible en la instancia extraordinaria: p. 354. 

44. Xo procede el recurso extraordinario contra el pronuncia- 
miento de la Corte Suprema de la Provincia de Santa Fe que 
desestima, por extemporáneo, el recurso contenciosoadminístra- 
tivo deducido en actuaciones promovida» a raíz del desconoci- 
miento de la resolución administrativa anterior que dispuso 
incorporar al recurrente como aspirante a una chapa de taxista : 
p. 354. 

Interpelación de norma* Incale* fie praecdimienloB. 

46. Ka mera declaración de nulidades procesnles no es ma- 
teria propia del recurso extraordinario: ps. 32 y 412. 

46. Es improcedente el recurso extraordinario respecto de los 
aspectos accesorios de la sentencia : p. 35, 

47. Puesto (pie la garantía de la igualdad no puede ser obs- 
táculo de principio a las facultades de las provincias de orga- 
uizHr la administración de su justicia, la invocación de tal 
garantía no obsta a la aplicación de la jurisprudencia de la Cor- 
te Suprema según la cual, son insuscep tibies de recurso ante 
ella, las resoluciones que declaran improcedente un recurso pura 
ante un tribunal local: p. 40. 

48. Son cuestiones procesales ajenas al recurso extraordinario, 
las relativas a las facultades del juez nacional en lo penal espe- 
cial» nara disponer la reapertura del sumario, la nueva incomu- 
nicación dH procesado y su ulterior prisión preventiva, después 
de que el juez de instrucción se declaró incompetente y le 
remitió Ta causa en la que había dictado sobreseimiento provi- 
sional ¡ p. ion. 

49. Im relativo a si existe o no cosa juzgada no reviste carácter 
federal: p. 10fl. 

80. La obligaeióu de los escribanos públicas de registro de en- 
tregar en la oficina respectiva los escritos judiciales que les 
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fueran presentados, dentro de la primera hor de abierto el 
tribunal y la sanción por su incumplimiento, t - cuestión pro- 
resal según resulta del art- 45 del Reglamento ] ira la Justicia 
Nacional, y no da lugar al recurso extraordít -ío. No obsta 
a ello la invocación de la inconstitucionalidad, por exceso de 
poder reglamentario, del art. 10, inc. f), del decreto 3972/48, 
atento lo dispuesto por las leyes 12,990 — art. 12— y 14.054 
-art. 12, inc, b)—i p. 121. 

51. El auto de no innovar, tanto respecto de su otorgamiento 
eomo de su denegatoria, es cuestión procesal y de hecho, de 
ordinario ajena al recurso extraordinario s p. 436. 

52. Lo relativo a la imposición de costas en las instancias an- 
teriores es ajeno al recurso extraordinario: p. 447. 

hxHunión dr la* cuestione* dr hfcko. 
Marcu y pttentta. 

53. No procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que declara procedente la oposición al registro de la marca 
"Estrella de América", para la clase 18. por parte del titular 
de las marcas "América". "Capitán de América", 11 Hombres 
tle América" e "Inter-americana", en igual clase, fundada en 
razones de hecho relativas a la posible confusión entre dichas 
marcas: p, 221. 

54. Son cuestiones de carácter común y de hecho, ajenas al 
recurso extraordinario, las decididas en un juicio sobre marcas 
con respecto a la falta de personería del apoderado de la aetora 
por insuficiencia de un poder otorgado en el extranjero; al 
carácter de sueesora de la firma anteriormente, titular de la 
marea invocado por la aetora y negado por la demandada : al 
supuesto enriquecimiento ilegítimo fundado en tal negativa; a 
la improcedencia de la acción por referirse, según el apelante, 
a un punto distinto del planteado en las actuaciones adminis- 
trativas, y a la posibilidad de confusión de las marcas; todo lo 
cual ha sido resucito sin arbitrariedad por la sentencia apelada; 

I», asj. 

66. No procede el recurso extraordinario contra el fallo que, 
fundado en cuestiones tic hecho referentes a la clase compren- 
dida por la marca de la demandada y a su posihle confusión con 
la i|iie pretende registrar el actor, hace lugar a la oposición de- 
ducid». No importa (pío, a pesar de no haberse discutido cu el 
juicio la interpretación de los preceptos de la ley 397Ü, en el 
escrito de interposición del recurso extraordinario se atribuya 
a la *e:ifc*rÍH apelada un alcance ijue no tiene acerca de los 
arls. 1. y 21 de la ley citada: p. 427. 
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VlrUt. 

66. Es ajeno al recurso extraordinario lo relativo a saber si 
medió o nu publicación y conocimiento por la recurrente de un 
decreto provincial sobre precios máximos: p. 214. 

57. Xo procede el recurso extraordinario fundado en que se 
habría aplicado la ley 12.830 extendiendo por analogía sus in- 
criminaciones, si en el caso sólo se trata de una apreciación del 
alcance y gravedad de hechos cuya realidad no desconoce 
el recurrente, ajena por su naturaleza al juicio de la Corte 
Suprema en instancia extraordinaria: p. 222. 

58. Es ajena a la instancia extraordinaria la revisión de los 
hechos y la apreciación que de su pravedad hace la sentencia 
confirmatoria de una resolución que impone sanciones por in- 
fracción a la ley de precios máximos: p. 338. 

50. La sentencia absolutoria dictada en una causa p r contra- 
bando, sobre la base ele que la insuficiencia de la prueba acu- 
mulada provoca la duda que debe resolverse en favor del im- 
putado, no es susceptible de recurso extraordinario. Xo importa 
míe el recurrente alegue la equivocada interpretación de varios 
artículos de la ley 14.120 ni que el tribunal de la causa se haya 
pronunciado sobre la inteligencia que atribuye al art. 14 de 
aquélla, si aun en este aspecto la sentencia se apoya en la falta 
de pruebas que acrediten el hecho delictuoso y la culpabilidad 
del imputado r * 366. 

60. Lo referente a la existencia de mora del demandado en el 
pago del sueldo anual complementario a sus empleados, resuelto 
sin arbitrariedad por la sentencia apelada, es cuestión de hecho 
y de derecho común ajena al recurso extraordinario : p. 438. 
81. Tío relativo a la configuración del delito de contrabando 
debe resultar de las pruebas que se aporten a los autos, cuya 
apreciación incumbe a los jueOs d ■ la causa y es irrevisible 
en la instancia extraordinaria: p, 448, 

Srntrnciair arbitraria*. 

62. No procede el recurso extraordinario fundado en la arbi- 
trariedad contra la sentencia que si bien confirma el fallo de 
primera instancia en cuanto reconoce derecho como heredera 
en los bienes propios del marido a la esposa divorciada por 
culpa de aquél, lo revoca en la liarte que admitía el pretendido 
derecho de la viuda a los bienes gananciales. Ello porque la 
decisión impugnada no prescinde de los hechos que considera 
prohados en autos ni se desentiende de las disposiciones legales 
relativas a la sociedad conyugal y, sin juzgar de la equidad de 
la ley, se limita a establecer su sentido y alcance que considera 
mtis concordante con la razón de ser tic sus disposiciones y con 
el principio del art. 3Í» de la Constitución Nacional, para deter- 
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minar l« solución que enrrcspuiide a las part ii-ulat iiUnl.- del 
caso planteado: p, #J. 

63. Ni la discusión de los fundamentos de la sentencia ni aún 
la objeción al proceder de lo* jueces que la sust-riben, configura 
la tacha do arbitrariedad, que tampoco admite el prnuuneia- 
micuto que no ignora los elementos de juicio traídos a los autos, 
ni prescinde de las normas y principios que rifren el supuesto 
de la causa: p, 41. 

64. Es obligación de los jueces, por su carácter de tales y t on 
fundamento en la jjanintía de la defensa en juicio, pronun- 
ciarse sobre los puntos comprendidos en el pleito y conducentes 
a sn decisión, por lo que su omisión priva de fundamento a la 
sentencia v la hace susceptible del recurso extraordinario. Tal 
es el t aso "en ipie la sentencia de primera instancia que decla- 
raba, como cuestión de puro derecho, que la propina no integra 
rt sueldo tli' ii n empleado, fué revocada ordenándose dictar nue- 
vo fallo sobre las demás cuestiones de hecho planteadas con 
respecto a la efectiva percepción de propina por el empleado 
y el monto de ella, en caso afirmativo, no ohstante lo cual el 
juez, ateniéndose a la aelaratoria que a su pedido le hizo la 
cámara, se limitó a practicar la liquidación de lo adeudado al 
actor» si" examinar, como tampoco lo hizo la posterior resolu- 
ción confirmatoria, las cuestiones de hcelm mencionadas ni la 
prueba producida en el juicio a ese respecto: p. 12!1. 

65. No procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que. sin arbitrariedad, con fundamento en las constancias de 
autos y previo examen y resolución de las cuestiones que ha 
considerado conducentes a ello, se pronuncia sobre las faculta- 
des di' la comisión paritaria creada por un convenio colectivo y 
decide acerca de la condición de socios y empleados de los 
demandados, Xo im|H>rta que, a Tal efecto, el tribunal de la 
causa invoque razones lépales no argüidas por las partes-, p. 13!). 

66. Procede admitir el recurso extraordinario y revocar la sen- 
tencia confirmatoria de una multa que la respectiva cámara 
de alquileres aplicó por considerar simulada una permuta que 
anteriormetne había sido aprobada con fuerza de cosa juzgada 
en el juicio sobre desalojo, con la conformidad expresa de todos 
los propietarios e inquilinos interesados: p. 159. 

67. Xo procede el recurso extraordinario fundado en la arbi- 
trariedad que se imputa, sin aetnostrarla, a la sentencia que se 
basa cu la apreciación del alcance del contrato cpie medió entre 
las partes : p. 225. 

68. Corresponde desestimar la tacha de arbitrariedad funda- 
da en ipie la sentencia recurrida invoca pruebas inexistentes y 
prescinde de otras producidas en el juicio, si las circunstancias 
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puntual izada* por el apelante revelan que sólo ha existido mera 
apreciación de aquéllas: p. 240. 

69. Limitándose la sentencia recaída en el procedimiento re- 
gulatorio a fijar el monto de los honorarios, siendo así final 
sólo en euanto a ese asueto, no procede considerarla destituida 
de fundamento en razón de haberse desconocido por el apelante 
el derecho a percibir tales honorarios por el beneficiario de la 
reculación: p. 241. 

70. No sustenta el recurso extraordinario la tacha de arbitra- 
riedad fundada por el recurrente en una mera apreciación de 
los hechos y de las pruebas distinta de la efectuada por los 
jueces de la causa: p. 411, 

71. Xo procede el recurso extraordinario si la Corte Suprema 
no considera que la sentencia apelada admita la tacha de arbi- 
trariedad en los términos de su jurisprudencia al respecto, ni 
(pie sea admisible la alegación de haberse practicado en la causa 
interpretación inconstitucional : p. 432. 

72. No procede el recurso extraordinario fundado en la arbi- 
trariedad de la sentencia apelada por haber omitido pronun- 
ciarse acerca de cuestiones vinculadas con el papo doble o 
simple de la indemnización por despido si el recurrente no 
puntualiza en qué consisten las cuestiones aludidas y el fallo 
apelado se funda en las constancias de la causa y en el resultado 
de la prueba pericial para determinar el monto de las sumas a 
pagarse: p, 438, 

73. Wi la demanda tendiente a obtener la devolución por el 
Fisco Nacional de las diferencias de impuestos internos pagados 
por la actora con arreglo al decreto n p 18.235/43 sobre naipes 
extranjeros, se funda en que ellos fueron importados antes de la 
vigencia de dicho decreto, habiéndose abonado entonces los de- 
rechos aduaneros e impuestos internos en vigor; si esos hechos 
fueron negados por el Fisco, y si el fallo recurrido omite discri- 
minarlos y examinar su demostración conforme a la prueba de 
autos, así como las fechas en que el impuesto interno fué abo- 
nado por cada partida, y adeim'is prescinde de individualizar 
a cada una de ellas con relación al tratamiento que les corres- 
pondería conforme a las cláusulas de los tratados con naciones 
extranjeras invocados en el juicio, corresponde dejar sin efecto 
dicho fallo por carecer de fundamento cu los hechos de la 
causa ¡ p. 439. 

74. La interpretación y aplicación de las leyes procesales in- 
cumbe a los jueces ordinarios de la causa, principio que admite 
excepción cuando media frustración de un legítimo derecho 
federal, tal el caso en (pie se halle en juego la tutela de la juris- 
prudencia obligatoria de la Corte Suprema, establecida con 
arreglo al art. í>5 de la Constitución Nacional : p. 460. 
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75. Mediando un legítimo derecho federal, cual es el de la tu- 
tela de la jurisprudencia obligatoria de la Corte Suprema, debe 
dejarse sin efecto, por ser frustratoria de aquél, la resolución de 
una cámara de apelaciones que teniendo por notificado por nota 
el pronunciamiento apelado de primera instancia, en el que se 
había dispuesto y hecho efectiva la notificación por cédula, 
declara extemporánea, cu consecuencia, la apelación concedida : 
p. 460. 

Relación directa. 

\nrman irtrntui* til juícw. 

DUpoticiODH COLiUtOClODAlM. 

76. No procede el recurso extraordinario fundado en la ale- 
gada violación de la defensa en juicio por haberse aplicado las 
disposiciones de la ley 14.237 acerca de las excepciones opo- 
nibles cu el juicio ejecutivo, si cu el caso de autos la citación 
de reñíale fué hecha después do hallarse en vigencia aquella 
ley: p. ¿± 

TÍ. La interpretación de las normas de la ley 13.581 no cons- 
tituye cuestión federal. No basta para sustentar el recurso ex- 
traordinario la invocación del derecho de trabajar, de la garan- 
tía di- la igualdad ni de lo dispuesto por los arts. 30. 35 y 38 
de la Constitución Nacional, que carecen de relación directa 
ion lo resuelto en el caso: p. 33. 

78. Vos arts. 28, tíí) y 35 de la Constitución Nacional son ajenos 
al punto referente a la distribución de la competencia entre los 
jueces nacionales de la Capital Federal, Cuya solución BÓlo de- 
pende «le la interpretación de normas procesales que no da 
lujjar al recurso extraordinario: p. UtfV. 

79, El recurso extraordinario no procede respecto de las san- 
ciones disciplinarias que no exceden de las comunes, a lo que no 
obsta la calificación de "severo'* que no desvirtúa la naturaleza 
del apercibimiento impuesto, ni la invocación del art. 2fl de ta 
Constitución Nacional que carece de relación directa puesto que 
no media ejercicio de jurisdicción criminal ni del poder ordina- 
rio de imponer penas: p. 114. 

80, No procede el recurso extraordinario, fundado en la su- 
puesta violación de la garantía de la propiedad, contra la 
resolución (pie, basada en la interpretación de normas comunes 
y procesales y ajustada a lo deejtjido por la cámara en un fallo 
plenario sobre el punto en debate, resuelve que un automóvil 
hurtado sea mantenido cu depósito por su dueño y no por un 
tercero que alega ser poseedor de buena fe: p. 116. 

81. No procede el recurso extraordinario contra la resolución 
que. no obstante haherse decid ¡do en el juicio que las costas 
son a cargo del aetor, ordena el embargo y venta de los bienes 
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del demandado a raíz de la ejecución promovida por un perito 
iinra obtener el cobro de bus honorarios. No importa que se 
invoquen los arta. 29, 35 y 38 de la Constitución Nacional, que 
carecen de relación directa con la cuestión debatida, de índole 
exclusivamente procesal : p. 116. 

82. No sustenta el recurso extraordinario la cuestión referente 
a la supuesta violación de la igualdad por la simple discrepan- 
cia en la inten retación de normas comunes, como las del Código 
Penal: p. 118. 

83. No procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
rpie desestima la iiucrella por tentativa de estafa, que se hace 
consistir en la persecución del cobro de lo que no se debe por 
vía judicial, si el pronunciamiento recurrido es comprensivo 
de todos los hechos mencionados en la querella, así como del 
punto referente al requisito del ardid o engaño invocado y de la 
calidad que debe revestir a juicio del tribunal apelado, lo cual 
torna innecesaria la i nvest ¡pación cu cuya omisión el recurrente 
hace fincar la violación de ta defensa: p. 118. 

84. Las cuestiones referentes al nombramiento o remoción de 
los empleados públicos, especialmente los provinciales, son ex- 
trañas a la jurisdicción extraordinaria de la Corte Suprema: 
p. 123. 

85. No procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que desestima la excepción de incompetencia fundada en que 
los tribunales de Entre Ríos carecen de jurisdicción para cono- 
cer en el desalojo <l« l n«» ' fi '« *< l fnin p l recurrente, se halla 
en Santa Fe. si no media en el caso denegatoria del fuero federal 
no contienda de competencia entre jueces ni cuestión federal 
aVuna que deba resolver la Corte Suprema, No importa que se 
invoque la garantía de los jueces naturales, pues ella no se 
opone a que sea uno en vez de otro de los jueces permanentes el 
que intervenga en la causa con arreglo a las leyes procesales: 
p. 25fi. 

86. La doctrina de la Corte Suprema según la cual la recusa- 
ción de los jueces ordinarios de la causa es írrevisible por la 
vía del recurso extraordinario, por tratarse de un punto pro- 
cesal v de hecho ajeno a la garantía de la defensa en juicio, es 
aplicable a ta recusación admitida de un secretario de primera 
instancia: p. 287. _ 

87. La alegada violación de los derechos del trabajador y de 
propiedad no sustenta el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia confirmatoria de una resolución que impone sanciones 
por infracción a la ley 12.830, si el recurrente no ha cuestio- 
nado explícitamente la inconstitucional idad de esa ley : p. 338. 

88. No sustenta el recurso extraordinario la invocación de la 
garantía de la igualdad que no permite la revisión de lo re- 



suelto en materia de derecho eomún en razón de la simple 
discrepancia en la aplicación de normas no federales, máxime 
si de la» modalidades de la causa no resulta agravio suficiente 
n dicha garantía: p. 34fi. 

89. Xo procede el recurso extraordinario, fundado cu la alega- 
da violación del derecho de propiedad, si la sentencia apelada 
rechaza la demanda por haber prosperado una defensa procesal 
previa y no se pronuncia, en consecuencia, sobre las cuestiones 
vinculadas con aquella garantía: p. 354. 

90. No sustenta el recurso extraordinario la alegada violación 
de Ia defensa en juicio, que se funda en la falta de jurisdicción 
de los tribunales para entender en una cuestión sobre marcas 
de fábrica por resultar de las actuaciones ante ia Dirección de 
la Propiedad Industrial, a juicio del apelante, que no existió 
en realidad instancia administrativa: p. 382. 

91. Xo procede el recurso extraordinario, fundado en la vio- 
lación de la defensa y de la propiedad, contra la sentencia que 
confirma el sobreseimiento definitivo dictado en la causa e im- 
pone al querellante las costas de que se le había eximido por 
haberse declarado que no pudo tener válidamente esa calidad, 
si también este último punto fué objeto de la apelación dedu- 
cida por aquél, que prosperó tan sólo a este respecto, de modo 
que desapareció la razón de ser de la exención de las costas y su 
imposición en ambas instancias es la consecuencia procesal de la 
forma en que fueron resueltas las cuestiones que originaron la 
apelación : p. 412. 

93, No sustenta el recurso extraordinario la alegada inconsti- 
tucionalidad del art. I 9 de la ley 12,083, en cuanto autoriza al 
Poder Ejecutivo a imponer las sanciones de la ley 12.830, punto 
sobre el cual se lia pronunciado reiteradamente la Corte Su- 
prema en forma adversa a lo sostenido por el recurrente : p, 426. 

93, No procede el recurso extraordinario fundado en la su- 
puesta incoustitucionalidad del art. 31 de la ley 13.581 como 
violatorio del derecho de propiedad, cuestión reiteradamente re- 
suelta por la Corte Suprema en sentido adverso a las pretensio- 
nes del recurrente ; p. 432. 

94, El art. 30 de la Constitución Xacional no da lugar a 
recurso extraordinario respecto de sentencias dictadas por 
aplicación e interpretación de normas de derecho común : p. 432, 
65. La jurisprudencia obligatoria de la Corte Suprema en los 
términos del art. í>ó de la Constitución Xacional es la estable- 
cida por la vía y sobre las cuestiones previstas en dicha cláusula, 
con pmterioridad a la sanción de la Constitución de líHíh 
p. 43o. 

96. Es improcedente el recurso extraordinario, fundado en el 
art. 05 de la Constitución Xacional, interpuesto contra la reso- 
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lució» que decide una cuestión de competencia, y no se dictó 
en consecuencia por la vía prevista por dicha disposición, má- 
xime si el fallo recurrido admite la jurisdicción nacional y se 
sustenta en fundamentos bastantes de hecho y de derecho común 
y procesal ¡ p. 436. 

97. Xo sustenta el recurso extraordinario la invocada violación 
de la igualdad, por existir fallos contradictorios entre los tribu- 
nales de distintas jurisdicciones acerca de idénticas cuestiones 
legales, si el recurrente no menciona concretamente las decisio- 
nes judiciales que se hallen en tales condiciones, respecto del 
caso de autos i p. 437. 

98. La circunstancia de haberse declarado las excepciones de 
puro derecho no constituye agravio suficiente a la defensa como 
para fundar el recurso extraordinario, en tanto no se demuestre 
(pie esa solución es impropia a las circunstancias del caso e irre- 
visible en juicio ordinario : p. 464. 

Scnlrnrian nm fnnáammtoft na fedrralf*, o feñftúU* conxeniiño». 
Fundamento! d« orden común. 

99. No procede el recurso extraordinario fundado en la su- 
puesta violación de los arts. 22 y 68, inc. II, de la Constitución 
Nacional, contra la sentencia que, por interpretación de normas 
comunes y procesales, declara que no hay incompatibilidad entre 
las disposiciones de la ley 11.719 relativas a la convocación de 
acreedores y el art. 57 de la ley 5178 (T. O.) de la Provincia 
de Buenos Aires, que exige el depósito previo de capital, inte- 
reses y costas provisorias del juicio para conceder los recursos 
interpuestos ante la Suprema Corte de esa provincia: p. 125. 

100. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
que el decreto provincial eu cuestión sobre precios máximos 
sólo debe ser aplicado a las ventas efectuadas después de su 
publicación, contra la sentencia que impone una multa por 
considerar probado que el recurrente vendió vinos a un precio 
superior al máximo después de ser publicado el decreto: p. 214. 

101. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
la colisión que se invoca entre el privilegio especial del acree- 
dor hipotecario — art. 3f»18 del Código Civil— y el general del 
crédito fiscal —arts. 12 y 14 de la ley 2593 y 14 de la ley 2250 
de la Provincia de Santa Fe — . si la sentencia apelada tiene 
fundamento* de hecho y derecho local bastantes para susten- 
tarla, desde que establece que por tratarse de un inmueble 
único v ser suficiente para cubrir ambos créditos el producido 
del remate de sus tres lotes, no deriva cuestión de precedencia 



entre el pago de aquéllos, de la circunstancia de sor insuficien- 
te el producido de la subasta de dos de dichos lotes; p. 240. 

102. No procede el recurso extraordinario fundado en la su- 
puesta violación del art. 113 del Reglamento para la Justicia 
Nacional por haber, según el apelante, prescindido una de las 
salas de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de la 
Capital de lo establecido en un fallo pleuario acerca de la ne- 
cesidad de la previa constitución en mora del comprador para 
la resolución del contrato por incumplimiento de la obligación 
en el plazo estipulado cuando no media pacto comisorio, y por 
contrariarse la jurisprudencia según la cual no se presume el 
arrepentimiento, si el tribunal de la causa ha declarado en 
cuanto al primer punto tratarse de una cuestión sobre arrepen- 
timiento del comprador no comprendida en el pleuario y, en 
cuanto al segundo, que los hechos que estima probados demues- 
tran ta existencia de arrepentimiento tácito del comprador: 
p. 240. 

103. \*o procedí* el recurso extraordinario contra la sentencia 
que. nimbóla en razones de hecho y prueba irrevisibles por la 
Corte Suprema y suficientes para sustentarla, y sin que *<> lm 
van substanciado todas las medidas probatorias solicitadas por 
el querellante, confirma el auto de sobreseimiento definitivo 
dictado en la causa por considerar evidente que no ha sido per- 
pcirado el delito de estafa especial por abuso de firma en blan- 
co: p. 412. 

104. No sustenta el recurso extraordinario la pretendida vio- 
lación de la defensa que consistiría según el recurrente, en la 
denegatoria de pruebas tendientes a establecer las condiciones 
en que se hullaba el imputado cuando suscribió el acta labrada 
en mi procedimiento sobre agio, si 1h resolución apelada no hizo 
Lugar u tales pruebas por no ser conducentes al esclarecimiento 
del hecho principal, cuya existencia resulta del contenido del 
acta y fie otras constancias que lo corroboran: p. 4^li. 

Resolución contraria. 

105. Puesto que es inobjetable la validez del art. 14. inc, 2°, 
de la ley 18, no procede el recurso extraordinario contra la 
sentencia que declara la incoustitucionalidad de la ley 1741 de 
la Provincia de Santiago del Estero: p. 41. 

Patencia definitiva. 

fífsnluriftnrit antrrtores a la jen IVucia definitiva. 
Juicios de «premio j ejecutivo. 

106. No obsta al principio conforme al cual el recurso extra- 
ordinario es improcedente contra la sentencia de remate recaí- 
da en juicio ejecutivo, la invocación de disposiciones de las le- 
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yes 14.222 y 18.571. que en opinión del recurrente establecen 
requisitos de orden público previo* al procedimiento de ejecu- 
ción de una obligación en moneda extranjera, relativos a la 
fijación del tipo de cambio, si lo decidido no es obstáculo al 
ejercicio "oportuno y por quien corresponde de las medidas de 
contralor u otras formas que fueren pertinentes al caso: p. 362. 

107. Xi la circunstancia de haberse declarado no efectuada la 
contestación de la demanda, ni la denegatoria de las medidas 
de prueba ofrecidas, otorgan carácter definitivo a la resolución 
respectiva a los efectos del recurso extraordinario: p. 46. 

108. El sobre.sei miento provisional no impide la prosecución 
de la causa ni constituye sentencia definitiva: p. 109. 

109. No procede el recurso extraordinario contra la resolución 
dictada en el incidente de administración de un juicio sucesorio 
por la cual se confirma el auto del juez que decide abrirlo a 
prueba y se io revoca en cuanto suspende en sur funciones al 
administrador y desidia otro en su lugar. Dicha resolución no 
es definitiva a los efectos del recurso, que resulta improcedente 
aunque se invoque violación de lo dispuesto en el art. 113 del 
Reglamento para la Justicia Nacional: p. 115. 

110. N"o constituye sentencia definitiva, a los efectos del re- 
curso extraordinario, la resolución dictada en un sumario cri- 
minal por la que, no obstante haber recaído sobreseimiento 
provisional en la causa, se decide que el automóvil hurtado a 
su propietario y secuestrado a un tercero no procesado, que 
alejra ser poseedor de buena fe, debe ser conservado en depó- 
sito por el dueño víctima del hurto: p. 11 6*. 

111. N'o es definitiva la sentencia de un tribunal de alzada 
que al revocar la apelada recaída en demanda por despido se 
limita a declarar la existencia de relación de carácter laboral 
dispon ¡rudo que el juez se pronuncie sobre la procedencia de 
la acción. Xo obstan a ello las i obsecuencias previstas por el 
recurrente en lo que respecta a la aplicación de leyes de pre- 
visión social, que son, en todo « aso. susceptibles de ser conside- 
radas en su momento: p. 122. 

112. No mediando sentencia definitiva es improcedente el re- 
curso extraordinario aun cuando se invoque el art. .113 del lic- 
íílaniento para la Justicia Nacional; p. 122. 

113. Por no mediar sentencia definitiva es improcedente el 
recurso extraordinario oue, deducido con base cu el art, 2fl de 
la Constitución Nacional y en el régimen qne se pretende más 
benigno de una ley posterior, procura el sobreseimiento del en- 
juiciado respecto de quien la sentencia apelada decretó la pri- 
sión preventiva: p. 283. 
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114. No procede t*l recurso extraordinario contra la resolución 
dictada en un juicio sucesorio, por la cual se intima al propie- 
tario de un inmueble que arrendaba el ra usan te la restitución 
a sus herederos. Dicho pronunciamiento no es definitivo, pues 
no impide el ulterior ejercicio de las arciones que el dueño 
estimare corresponderle, Xo importa que se invoque violación 
de la defensa si, por lo demás, el recurrente fué oído en el 
juicio y no ha indicado las pruebas ile que se dice privado ni 
la influencia que ellas hubieran podido tener en la decisión 
del punto; p. 2Hti. 

115. Atento lo dispuesto por los arts. fililí y liOT del Código 
de Procedimientos Civiles, la arbitrariedad imputada a la sen- 
tencia favorable a la actora recaída en juicio sumario de ali- 
mentos, no autoriza la concisión del recurso extraordinario: 



116. Nü es sentencia definitiva, a los efectos del recurso extra- 
ordinario, la resolución dictada en una causa sobre otorgamien- 
to de cana de ciudadanía que se limita a tener por acreditada 
la extranjería y el nacimiento del solicitante, sin decidir nada 
acerca de la concesión del beneficio: p. 2B8. 

117. 1.a resolución que acuerda a uno de los padres la tenen- 
cia provisional de los hijos no es sentencia definitiva a los efec- 
tos del recurso extraordinario, conclusión a la que no obsta la 
Argumentación de ser tal medida impropia de la normal orga- 
nización de la familia y del ejercicio regular de la patria po- 
testad, ni la tic haberse privado al recurrente de prueba perti- 
nente; p, 355, 

118. Xa procede el recurso extraordinario contra la resolución 
denegatoria del pedido de tpie se devuelvan las actuaciones al 
Tribunal de Tasaciones de la ley 1 i Jíi4 . para (pie avalúe en 
forma global la tierra expropiada en vez de hacerlo por lotes. 
Trátase de un punto que deberá ser apreciado por el juez al 
dictar sentencia: p. Stiíí. 

119. 1.a resolución por la que se desecha la revocatoria pedida 
y se dispone continuar el juicio no es sentencia definitiva a los 
fines del recurso extraordinario aun cuando se invoque la ga- 
rantía de la defensa en juicio con respecto al auto que tuvo 
pdt contestada la demanda en rebeldía : p. 4:18. 

Requisitos formales 



una eventualidad previsible (pie le obliga a plantear en tiempo 
y forma Todas las defensas conducentes a la demostración de 
su derecho y a producir la prueba pertinente; p. :J:i. 
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121. Procede el recurso extraordinario si en la cansí. <|iu» 
versa sobre la compatibilidad de una pensión graeiable otorga- 
da al recurrente ron la jubilación de une troza romo empleado 
nacional, se lia tratado en todo fomento dé cuestiones federa- 
les, por Ití tpie la procedencia del recurso no dependí 1 de la 
oportuna reserva que se hiriera al respecto : p. MI. 

Planteamiento ni ugand» IntUacl*. , 

122. Si la cuestión de la invalidez eonstitueiouel del requisito 
— estipulado en el compromiso arbitral para quien no acatare 
el laudo — de oblar una multa no fué objeto de consideración 
por el pronunciamiento de que se apela ante la Corte Suprema, 
por no habérselo propuesto en primera instancia ni haber sido 
resuelto por el inferior, el recurso extraordinario es im proce- 
dente: p. 415. 

I 1 ] ule •mienta en el ene rito de inUrpoilelóii del rccnrfa extiuidluuió. 

123. Es tardía la invocación de garantías constitucionales en 
el escrito de interposición del recurso extraordinario, si la cues- 
tión federal piulo ser planteada con anterioridad: p. 118. 

124. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
una cuestión federal introducida al interponerlo: p. 214. 

125. Xo sustenta el recurso extraordinario la cuestión refe- 
rente a (pie la palabra "América" no puede ser registrada 
como marca sin desconocimiento de la función social de la pro- 
piedad, si por su naturaleza pudo plantearse desde la interpo- 
sición de la demanda y lo fué por primera vez en el escrito en 
tute se dedujo el recurso extraordinario: p. 221. 

126. Es formalmente improcedente el recurso extraordinario 
contra la sentencia que confirma una resolución condenatoria 
dictada por el Director Nacional de Vigilancia de Precios y 
Abasteeimieuto, si la cuestión federal no fué introducida al 
apelar de esta resolución sino al interponerse aquel rcmrso 
contra la sentencia que la confirmó: p. 338. 

127. Puesto que la admisión de la defensa opuesta en la contes- 
tación a la demanda, consistente en su defectuoso planteamien- 
to por haberse prescindido de la intervención de las personas 
a que se refiere el art. 247 de la Constitución de Mendoza, era 
un evento previsible que obligaba a 1h parte actora a plantear 
oportunamente la cuestión federal para que fuera considerada 
en la sentencia, no sustenta el recurso extraordinario la alega- 
da violación de la defensa en juicio, que solo se invocó al inter- 
ponerse el recurso: p. 354. 
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Formo. 

128. Es improcedente el recurso extraordinario deducido en 
forma subsidiaria : p, 33. 

FvHdamrnto, 

129 Es improcedente el recurso extraordinario, fundado en 
o dispuesto jH>r el «rt. 2íí de la Constitución Nacional, contra 
l¡i resolución que declara la incompetencia de un juez para 
conocer del recurso de hábeas eorpus interpuesto en favor de 
quien se halla detenido a disposición de otro magistrado, si no 
si' ha precisado en qué consistí, la alepada violación de dicha 
Hansu1a constitucional: p. 106. 

130. Es improcedente el recurso extraordinario, si en el escri- 
to de interposición del mismo se omite la necesaria referem-ia 
a los hechos de la causa: p. 432. 

Trámite. 

131. Si la resolución del tribunal respectivo se limita a dis- 
poner la elevación de los autos a la Corte Suprema, correspon- 
de su devolución a fin de que se dicte pronunciamiento explí- 
cito sobre la procedencia del reeurso extraordinario y se dis- 
ponga la incorporación del eserito en que se lo dedujo, que no 
estalla arropado a los autos: p. 34. 

132. Puesto que el recurso extraordinario debe deducirse ante 
el superior tribunal de la causa y ser despachado por éste, no 
es útil a concesión de dicho recurso por el tribunal de primera 
instancia: p. 283. ' 

Resolución, 

Límites del pronuncia miento . 

133. No corresponde que la Corte Suprema considere la pre- 
tendida infracción al art. 113 del Reglamento para la Justicia 
.Nacional que se invoca por primera vez en la queja por dene- 
gación del recurso extraordinario: p. 464. 

Revocación de la sentencia apelada. 

134 Puesto que el sentido propio .leí art. 16. primera parte 
de la ley 48. no es desapoderar al tribunal de origen del conoci- 
miento de la causa, no autoriza el recurso extraordinario la 
« in unstancia de que el nuevo fallo sea dictado por los mismas 
jueces .,uc suscribieron el anterior, dejado sin efecto por la 
t orle Suprema Nacional, si la deficiencia que motivó dicha 
invalidez ha quedado inequívocamente subsanada: p. 41 
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Gastas. 

136. Las costas del recurso extraordinario deben ser soporta- 
das en el orden causado ¡ p. 447. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION. 
Baranda instancia. 

1. I>a jurisprudencia establecida por la Corte Suprema en el 
sentido de que la modificación de una sentencia por el tribu- 
nal de alzada cu perjuicio del único apelante es violatorio de 
la defensa y del derecho de propiedad, sólo se refiere al fuero 
civil ordinario: p. 412. 

Tercera instancia. 
Generalidades. 

2. Si en la resolución por la que se provee el escrito en que se 
interpuso el recurso ordinario de apelación, se declara conceder 
el extraordinario, corresponde devolver los autos al trihunal 
respectivo a fin de que se pronuncie respecto del recurso dedu- 
eido: p. 113. 

3. La reserva hecha en la sentencia apelada, acerca del dere- 
cho del expropiado para reclamar indemnización por retención 
indebida de un sobrante — punto excluido del fallo por no ha- 
ber formado parte de la litis — no causa agravio al expropiante 
pues sólo significa que la pretensión de aquél no ha sido recha- 
zada con el carácter de cosa juzgada : p. 176. 

Sentencia, definitiva, 

Rraalucionr* antrriure*. 

4. Es improcedente el recurso ordinario de apelación para 
ante la Corte Suprema contra la resolución que declara insu- 
ficiente la consignación efectuada por el expropiante a los 
fines del art, 18 de la ley 13,264. Tal decisión no pone fin al 
pleito ni impide el más amplio debate y producción de prueba 
acerca del punto discutido, pues el carácter excesivo o insufi- 
ciente del monto de tal depósito dependerá de la suma que en 
definitiva se fije eomo indemnización: p. 48. 

Juicios en que la Nación ** parte. 

6. Si el monto conjunto de los honorarios devengados en las 
instancias anteriores de un juicio de expropiación, cuyo pago 
está a cargo del Pisco conforme al régimen de las costas ex- 
cedí 1 ta sumada fijada por el art 24, inc. 7*, ap. a), de la ley 
13.998, procede que la Corte Suprema determine el monto de 
tas regulaciones correspondientes a esas instancias, ajusfándo- 
las ni eriterio seguido para los juicios de expropiación: p, 51. 
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8. Procede el recurso ordinario de apelaría» en un juicio de 
expropiación en une la Nación es parte directa si el monto de 
la condena supera el señalado por el art. 24, inc. ~ 9 . ap. a), 
de la ley 13.0Ü8: ps. 267 y 273, 

7. No procede él recurso ordinario de apelación para ante la 
forte Suprema respecto de Jos honorarios reculados en las ins- 
iam-ías anteriores de un juieio de expropiación, si el monto de 
los mismos no alcanza a la suma señalada por id art. 24, ¡m\ 7 Q , 
ap. a), de la ley 13.998: p. 377. 

nECUSAOIOlT. 

tet: Recurso extraordinario, 8(1 

REGLAMENTO PARA LA JUSTICIA NACIONAL. 

Ven Cámaras nacionales do apelaciones, 3, 4, 5; Medidas dis- 
ciplinarias, 1; Ministerio de menores. 1; Recurso extraordina- 
rio, lít. 22. 23, 24, 2!>. 30. 31. 32, 33. 34, 35, 50, 102, 10Í», 112, 
133; Servicio militar, 1. 

REINCIDENCIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 11. 

REMATE JUDICIAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 1. 6, 28. 

REPETICION. 

Wr; Aduana, 2; Jurisprudencia, 2. 

RESOLUCION CONTRARIA. 

Wr: Recurso extraordinario, 105, 

PETIRO MILITAR. 

Ver: Pensiones militares, 1, 2. 3, 

RETRO ACTIVIDAD ('). 

1, l.as nuevas normas procesales son aplicables a las causas 
en trámite en tanto lio se afecten actos eoncl nidos o se deje 

sin efecto l<> jc-iiuHe. <! informidad con las leyes anteriores: 

p. 32, 

<H Ver tniultién: Recurso extraordinario, 15, 70, 



SALARIO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 8. 

SANCIONES DISCIPLINARIAS ' 

Ver: Recurso extraordinario, 12, 79. 

SECRETARIOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 86. 

SEGUNDO PLAN QUINQUENAL. 

Ver: Servicio militar, 1. 

SENTENCIA. 

Ver: Cámaras nacionales de apelaciones, 1, 2; Constitución 
Nacional, 1; Expropiación, 30; Recurso de queja, 1; Rerurso 
extraordinario, 19, 23, 46, 134. 

SENTENCIA ARBITRARIA. 

Ver: Constitución Nacional, 4; Recurso extraordinario, 27 4^ 
60, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 73, 74, 115. ' ' 

SERVICIO MILITAR <*), 

1. Conforme a lo dispuesto por el Reglamento para la Justi- 
cia Nacional, en las causas sobre excepciones al servicio militar 
siempre que el interesado fuese incapaz, deberá darse interven- 
oión al defensor oficial, como una garantía de la defensa en 
juicio de los menores. Ello es de imperioso cumplimiento desde 
la sanción de la actual Constitución Nacional, que determina 
como objeto de preferente atención pr,- el Estado la protección 
de la familia y de los menores e incapaces, asi como del Segun- 
do Plan Quinquenal, que puntualiza en varios de sus capítulos 
sus objetivos en ese aspecto. Corresponde así dejar sin efecto, 
por la vía del recurso extraordinario, la sentencia que rechaza 
un pedido de excepción al servicio militar formulado por un 
incapaz, si en la primera instancia no se dió participación al 
defensor oficial y en la segunda no fueron consideradas las 



(O Ver también: Jurisdicción y competencia, 25; Jtecuno extra- 
mno, 14. 
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molidas que dicho funcionario solicitara para subsanar la in- 
defensión del menor: p. 234. 

2. I¿as normas de la ley 12.913 sobre excepciones al servicio 
militar vinculadas a la situación de ¡a familia tienen por objeto 
asegurar a las personas que mencionan el mínimo indispensable 
para su subsistencia. Éste deberé ser tal que permita mante- 
nerlas en situación similar a la que hasta ese momento gozaban 
en su familia en punto a la satisfacción de sus necesidades vi- 
tales y del mínimo bienestar a que se refiere el art. 37 de la 
Constitución Nacional : p. 295. 

3. El sueldo mínimo de los empleados públicos, el límite mí- 
nimo de las jubilaciones y pensiones y el monto de las pensiones 
h la vejez, con los distingos que imponen las diferencias de si- 
tuaciones que ellos contemplan, constituyen elementos objetivos 
de juicio para apreciar lo que debe considerarse como indispen- 
sable para la subsistencia de las personas amparadas mediante 
las excepciones al servicio militar. Son ellos elementos de juicio 
meramente ilustrativos y de valor sólo general, dada la diver- 
sidad de las condiciones de vida según sea la región del país 
y se trate de personas que vivan en centros urbanos o fuera de 
ellos. Deberá tenerse también presente que la persona sostenida 
jH>r quien pida la excepción no dispondrá integramente del 
50 % del sueldo que este último siga percibiendo y que no co- 
rresponde tomar en cuenta las meras posibilidad^ de obtener 
de otras personas una ayuda de la que en el momento no se 
dispone efectivamente. 

lia aplicación del criterio así determinado no ba de ser rígida 
sino adecuada a las circunstancias particulares de cada rara, 
cuya apreciación incumbe a los tribunales de la causa : p. 295. 

SERVICIOS PUBLICOS. 

Ver: Concesión, íj Tarifas, 1, 2. 

SINDICO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 2; Recurso extraordinario, %. 

SOBRESEIMIENTO. 

Ver: Reeurso extraordinario, 91, 103, 113. 

SOBRESEIMIENTO PROVISIONAL. 

\\*r: Recurso extraordinario, 48, 108, 110. 

SOCIEDAD CONYUGAL. 

Ver: Recurso .'Xtraordiiiario, 62. 



Ver: Recurso extraordinario, L2, 114. 



Ver: Agio, 1; Jubilación de empleados nacionales, 2; Jubila- 
ción del personal del comercio, actividades afines v civiles, 1 ; 
Recurso extraordinario, 21, 40, 41, 64; Servicio Militar, 3. 

SUELDO ANUAL COMPLEMENTARIO. 

Ver: Recurso extraordinario, 35, 60. 

SUMARIO CRIMINAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 48, 110. 

SUPLEMENTO DE JUBILACIONES, PENSIONES 
Y RETIROS. 

Ver: Jubilación de empleados nacionales, 1, 2. 

SUPREMA CORTE DE LA PROVINCIA DE SANTA PE. 
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TARIFA DE AVALUOS. 

Ver: Aduana, 1. 

TARIFAS. 

1. Si bien es deseable que el procedimiento de financiación de 
las cajas de jubilaciones sea regular, seguro y expedito, ello 
no es incompatible con un sistema que admita la vinculación 
del aporte con el problema tarifario de las empresas concesio- 
narias de servicios públicos. Aunque también sea deseable la 
existencia de un régimen uniforme para las carpas impuestas 
por el régimen legal de previsión social, no cabe establecerlo 
judicialmente por vía de interpretación de un precepto — oomo 
el art. 58 de la ley 11, 110 — que expresamente confía la facul- 
tad de aprobar los aumentos de las tarifas al poder eoncedente, 
que se gobierna al efecto por razones de conveniencia legisla- 
tiva o ndministrativa. tradicífHialmente excluidas di' la esfera 
judicial: p. 311. 
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2. La autorización acordada a las empresas concesionarias de 
ser vit* tos públieus por el art, 58 de la tey 11.110 para aumentar 
mis tarifas a fin de satisfacer el aporte jubilatorio que les co- 
rresponda abonar, requiere la previa aprobación de la autori- 
dad concédeme o de quien ejerza el contralor de las tarifas 
Tal facultad de aprobación no se limita a comprobar la coinci- 
dencia del aumento con el aporte patronal, pues en defensa de 
los intereses de los usuarios, corresponde a la autoridad conce- 
den te o encargada del contralor de las tarifas, en ejercicio del 
poder de policía, decidir tanto sobre los inpresos del concesio- 
nario como sobre la organización y funcionamiento del servicio: 
p. 311. 

TENENCIA DE HIJOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 117. 

TESTIGOS. 

Ver-. Jubilación del personal del comercio, actividades afines 
y civiles, 2. 

TRATADOS. 

Ver: Constitución Nacional, 13; Recurso extraordinario, 73. 
TRIBUNAL DE TASACIONES. 

Ver: Expropiación, 2, 3, 4, 5, 6. 7, 8, 9, 11, 12, 13, 15, 18, 19, 
20, 21, 22, 23, 24, 31, 35, 41 ; Recurso extraordinario, 118. 

TRIBUNAL SUPERIOR, 

Ver: Recurso extraordinario, 132. 

TRIBUNALES DEL TRABAJO. 

Ver: Constitución Nacional, 3; Jurisdicción y competencia, 1, 
4, 6, 7, 8; Ley, 1; Recurso extraordinario, 3. 99. 

USURPACION. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 12. 
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V 

VALOR REAL 

Ver: Expropiación, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 12, 13, 14, 15, 16» 
VINOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 100. 
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DISCURSO PRONUNCIADO EL l 9 DE FEBRERO DE 1955 
POR EL SEÑOR PRESIDENTE DE LA CORTE Sl'PRÉMA, 
Doctor D, RODOLFO C. VALENZUELA, 
EN EL ACTO DE INICIACIÓN DEL AÑO JUDICIAL 

Exorno. Señor Presidente de la Nación. 

Señor Gobernador de la Provincia de Buenos Aires, 

Señores Ministros del Poder Ejecutivo Nacional. 

Señores Magistrados, funcionarios, empleados y 
obreros. 

Señoras; señores: 

Conforme a una costumbre que, con el transcurso 
del tiempo, va convirtiéndose en una tradición de valor 
inestimable, los integrantes del Poder Judicial de la Na- 
ción se congregan hoy, una vez más, en esta casa, a punto 
de iniciar los trabajos de un nuevo período. Nos acom- 
pañan, como siempre, los magistrados representativos 
de las provincias, y preside este acto el primer mandata- 
rio de la República, para quien "el espíritu de justicia 
está por encima de las demás virtudes ciudadanas". 

En nombre de la Corte Suprema acojo eBta presen- 
cia como símbolo de la unión de los argentinos alrede- 
dor de la idea fundamental de la justicia, y destaco la 
identidad de propósitos de todos los poderes del Esta- 
do en cada ocasión en que el pueblo debe ser infor- 
mado sobre la gestión gubernativa» y sobre la vigencia 
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de los principios que el pueblo quiere ver como rectores 
de la vida ciudadana. 

Con el acto de hoy coronamos un lustro extraordi- 
nario de esa existencia, aca^o uno de los más intensos 
en la historia de la República. Al compás de un movi- 
miento social, político y económico que transformó fun- 
damentalmente la fisonomía de nuestras instituciones 
y afirmó las ideas de libertad, democracia, paz y tra- 
bajo, el orden jurídico cuyo mantenimiento nos incumbe, 
estableció en estos cinco años postulados claros, cuyo 
recuerdo me parece indispensable en las circunstancias 
que nos reúnen. 

Así, hemos establecido que el Poder Judicial, en- 
cargado de interpretar la ley, debe mantenerse en ínti- 
mo contacto con la realidad nacional, y que ninguno 
de sus problemas puede serV extraño. Que el juez, por 
sobre todas las cosas, debe estar impregnado de la pa- 
sión del bien público. Que por sobre la ley formal, nos 
gobierna la suprema ley de la vida. Que la ley justicia- 
lista es mucho más que un estatuto regulador de intere- 
ses entre partes, al convertirse en una norma social, 
protectora de los derechos de la colectividad. Que en la 
democracia argentina, el pueblo es el creador y el des- 
tinatario de la ley. Que la solidaridad social es prenda 
de la prosperidad común, y que debemos crear una or- 
ganización de las fuerzas económicas y sociales capaz 
de hacer del hombre el dueño de tales fuerzas, y no su 
esclavo. 

Estas normas, a las que tenemos por reglas de 
nuestra conducta y guías de nuestro pensamiento, han 
indicado el rumbó de la administración de justicia. 
Ellas la apartaron, felizmente, de la adhesión a cadu 
cas ideas regresivas, y le permitieron concurrir, en la 
medida de sus fuerzas, dentro del concierto nacional, 
a la estructuración de una patria justa y feliz, fundada 
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sobre la soberanía indiscuticía de la voluntad popular, 
como lo quiere nuestra Constitución. 

A la luz de los principios enunciados podemos ana- 
lizar el panorama del año transcurrido en el ámbito de 
la administración de justicia, La Corte Suprema ha 
considerado permanentemente la preocupación del Po- 
der Ejecutivo por la solución de los problemas nacio- 
nales y, en especial, la atención dedicada a nuestras 
cuestiones específicas. Es preciso recordar aquí la lev 
de reorganización de ministerios, de la que surgió la 
integración de los de Interior y Justicia, organismo 
ejecutivo cuya colaboración con el Tribunal señalo con 
honda satisfacción. 

Conforme a una conducta institucional inquebran- 
table, el Poder Ejecutivo — según lo reconoce aquí el 
más alto tribunal judicial del país— mantiene celoso 
respeto por la independencia de la facultad de juzgar 
y por los hombres que, penetrados de su responsabili- 
dad fundamental, sirven con lealtad y patriotismo la 
causa de la República y el pueblo. Hoy recibirán los 
magistrados, como señal de] imperio de tales relaciones 
fecundas de colaboración, los diplomas que acreditan 
su título a interpretar y aplicar las leyes de la Nación. 

Por fin, debe decirse que la Corte Suprema conoce 
el desvelo constante del Poder Ejecutivo por estudiar 
y resolver los problemas de todos los servidores de la 
administración de justicia, a tono con su jerarquía ins- 
titucional, y según la línea establecida en las soluciones 
dadas en los últimos años a muchas inquietudes y pre- 
ocupaciones de magistrados, funcionarios, empleados 
y obreros del Poder Judicial 

En otro orden de ideas, es acto que compromete 
nuestra gratitud, la decisión del Poder Ejecutivo san- 
cionada por el Congreso por la cual Be incorpora al 
presupuesto de la Corte Suprema el presupuesto fun- 
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cionnl de la Obra Social del Poder Judicial, lo que 
permitirá a esta organización benemérita servir con 
renovada eficacia los altos fines de solidaridad que 
inspiraron su creación. 

En la atmósfera propicia creada por la vigencia de 
aquellos mismos principios, el Tribunal desarrolló su 
labor durante el año transcurrido; reconoció con be- 
neplácito la acción colaboradora de la prensa perió- 
dica; se mantuvo atento a los problemas, inquietudes 
y esperanzas de los agentes de la administración; con- 
vocó a los magistrados para la IV Reunión del Poder 
Judicial, cuyos trabajos han de iniciarse en seguida; y, 
por fin, con sentido de la integralidad de nuestras pre- 
ocupaciones nacionales, atrajo a esta ceremonia a los 
señores presidentes de los Superiores Tribunales de 
las provincias. Ellos están comprometidos, como nos- 
otros, y como todos los argentinos, a contemplar la rea 
lidad argentina y adentrarse en las aspiraciones del 
pueblo para servirle mejor. La Corte Suprema tiene 
fe y confín en sus luces y en su patriotismo para lograr 
los altos objetivos que nos hemos propuesto. 

La Corte Suprema, saturada del espíritu renova- 
dor do nuestro tiempo, conciente de la responsabilidad 
que corresponde al Poder Judicial de la Nación en el 
cumplimiento de los postulados de la doctrina nacional, 
institución jurídica configurada en la ley 14.184, se 
hoce un deber en destacar ante el país, como signo del 
momento que vivimos, como símbolo característico del 
movimiento que nos impulsa, el avance de la legislación 
argentina en todos los órdenes de la existencia nacional. 

En 1953, al inaugurar el año judicial, manifesté 
que nuestra responsabilidad se magnificaba ante el 
proyecto, contenido en el Segundo Plan Quinquenal, de 
perfeccionar el ordenamiento jurídico nacional. Y el 
año pasado, desde esta tribuna, dije textualmente: "Nos 
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hallamos en trance de modificar nuestra posición fren- 
te a la vida. Estamos haciendo nna nueva ley, más jus- 
ta, y estamos interpretándola con verdadera justicia. 
Debemos insistir en el estudio celoso de la verdad ar- 
gentina, de los hechos argentinos, para que nuestra 
gravitación en el orden jurídico sea eficaz* \ 

Ante las nuevas leyes que el Congreso ha sancio- 
nado por iniciativa del Poder Ejecutivo, renuevo a los 
señores magistrados, y a todos los agentes de nuestra 
administración, el llamamiento implícito en las palabras 
que dejo transcritas. Hemos jurado servir únicamente 
los intereses de la República y de su pueblo. " Es nues- 
tra responsabilidad profundizar en el conocimiento de 
la realidad, interpretarla con exactitud, sin otra pasión 
que la del bien público, para que la Patria tenga la ley 
que merece". 

Esas leyes más justas y humanas, nacidas, en de- 
finitiva, de la voluntad popular, y maduradas por la 
decisión de los fidedignos interpretes de esa voluntad, 
introducen en la sociedad argentina factores coadyu- 
vantes a la muy honda transformación operada en estos 
aiios. Repito que el pueblo es el creador y el destinatario 
de la ley, y reitero que ese pueblo ha tenido suerte y 
acierto al descubrir al intérprete cabal de su sentido 
de la justicia y de recibir de él, sin mengua alguna, la 
inspiración de leyes oportunas y necesarias. 

Esto expresé en 1953, y aquí lo digo nuevamente, 
para que se sepa que el Peder Judicial de la Nación, 
dentro de su órbita, y en función de su responsabilidad, 
afrontará la labor interpretativa de las leyes renova- 
doras, para que ellas satisfagan los anhelos de equilibrio 
social, de prosperidad, de paz y de felicidad del pueblo 
argentino. 

Y lo liaremos así por imperio de nuestra conciencia, 
por exigencia de nuestro sentido del deber y porque 
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pensamos, con el general Perón, que *'la justicia, en 
sus doctrinas, ha de ser dinámica y no estática, pues 
de otro modo se frustran respetables anhelos populares 
y se entorpece el desenvolvimiento social". 

Señores : 

Van a cumplirse seis años desde la sanción de la Cons- 
titución Justicialista de 194í). que nos rige. Al amparo 
de sus disposiciones, la Argentina nueva ha recorrido, 
eu tan breve lapso, un ancho y dilatado camino. La 
Constitución que, para un sociólogo, es la empresa más 
grande que pueda emprender un pueblo, informa todos 
los actos de nuestra existencia organizada. Y por ser lo 
que es, por nutrir las raíces de nuestra nacionalidad y 
hacer que el árbol lozano dé los frutos esperados, los 
argentinos le debemos constante reverencia y celoso 
acatamiento. 

Y ésta nuestra Constitución Justicialista, alumbra- 
da ta la lucha cívica, nacida en el fragor de la calle, 
es la bija predilecta del pueblo, i Cómo no tributarle 
cada día un homenaje, si en ella. está nuestra sangre, 
nuestros ideales, nuestro afán de sobrevivir al efímero 
continente humano para trascender en la limpieza y la 
justicia de esas instituciones que contribuímos a fundar T 

La Constitución de 1949 es el pueblo en bu letra vi- 
va, Y es t también, el pensamiento vivo de Perón. La 
Corte Suprema «miere rendir homenaje hoy a esta ver- 
dad incontestable. Los años transcurridos, años de pug- 
na permanente por elevar a la Nación, por dignificar 
a su pueblo, por perfeccionar y afianzar sus institu- 
ciones, son historia cálida, historia reciente. Y es pre- 
ciso que dejemos, jalones de esa historia para que las 
generaciones futuras, al juzgar nuestra conducta, se- 
pan que si no fuimos perfectos, nunca fuimos ingratos; 
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que si no fuimos sabios, supimos ser honrados; y que 
cuando amamos a la Patria lo hicimos de frente, con 
verdad, con sincera pasión, sin hipocresías, como es ne- 
cesario que sean los grande;- amores. 

Porque nuestra Constitución no es sino la suma 
justa de muchos esfuerzos, y que en esos esfuerzos dió 
el pueblo argentino su brazo y su sangre, dejaremos 
escritos sobre los muros de nuestra casa de la ley los 
antecedentes constitucionak-s que, desde 1811, fueron 
marcando los perfiles institucionales de la Nación. 

Y porque nuestra Constitución nació del pueblo, 
y fué querida con fe, con entereza, con recia determi- 
nación por el pueblo mismo, descubriremos en el patio 
de honor del Tribunal un bueto del intérprete cabal de 
las aspiraciones populares, cristalizadas en la Consti- 
tución Justicialista cuyo contenido social, económico y. 
político inspiró con sus ideas y con su obra de gobierno. 

Así, la letra viva del Estatuto fundamental y el 
pensamiento vivo de Perón, presidente de los argenti- 
nos, se confunden en el recuerdo histórico, y nuestra 
acción deja señales visibles de que fuimos justos eon 
la ley y con la vida. 



DISCURSO PRONUNCIADO POR EL SEÑOR MINISTRO 
DEL INTERIOR Y JUSTICIA DE LA NACIÓN, 
DON ÁNGEL G. BORLENGHI, 
EL l fl DE FEBRERO DE 1955, 
EN EL ACTO DE LA INAUGURACIÓN DE UN BUSTO 
DEL EXCELENTÍSIMO SEÑOR PRESIDENTE DE LA NACIÓN, 
General D. JUAN D. PERÓN, 
AL INICIARSE EL AÑO JUDICIAL. 

Excelentísimo señor Presidente de la Nación. 
Señores Ministros de la Corte Suprema. 
Señores Magistrados: 

Coincidiendo con el año judicial 1955, La Corte Su- 
prema de Justicia de la Nación, ha querido rendir su 
homenaje a los constructores de nuestro sistema cons- 
titucional, que echaron los cimientos en 1811, hasta 
culminar con la magnífica estructura de la Constitu- 
ción de 1949, Y en esta emotiva y justa recordación, 
ha deseado honrar al artífice de la Constitución Jus- 
ticialisla, al General Perón, inaugurando un busto de 
su persona, para que su analista figura sirva de inspi- 
ración a todos los que desde esta casa, deban adminis- 
trar justicia a los integrantes del pueblo argentino. 

Los argentinos vivimos la hora de la justicia, vi- 
vimos la hora de la verdad. 

£1 pueblo es el valor supremo de la Nación. Y por- 
que esto es verdad, reconocerlo es justicia. 

Tal el signo del presente. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



14 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



La balanza ha dejado df ser una figura decorativa. 
Lo que fué alegoría de una aspiración es, atora y aquí, 
símbolo de una auténtica realidad. 

La Revolución Peronista terminó con el secular 
desequilibrio social. A la luz de su doctrina y en el 
sereno marco de la comunidad liberada, podemos reco- 
nocer más fácilmente qué es lo justo y qué es lo verda- 
dero, y juzgarlo y proclamarlo así, aun cuando lo que 
consideramos ahora bueno y aceptable hubiera resul- 
tado inaceptable y malo para la ya superada época de 
minorías dominantes. 

Tal vez mi palabra sea también, en mucho, eco del 
verbo de quien nos iluminó con su pensamiento y con su 
acción la senda que lleva al soñado horizonte. 

Se bien que no todo lo que exprese parecerá pro- 
pio de nn ministro del Poder Ejecutivo. . . ; sin embar- 
go, tal vez sea bueno que se lo escuche de labios de un 
ministro. 

Si quisiéramos definir la esencia de todas las trans- 
formaciones político-sociales que se sucedieron a lo 
largo de los siglos nos bastaría pronunciar una sola 
palabra : 

Justicia. 

Esa es la voz que acompañó al infatigable y duro 
avance de los pueblos hacia la hora de su definitiva 
redención. 

Y ese fué también el clamor de nuestro pueblo fren- 
te a la injusticia que lo humillaba socialmente, lo ponía 
a merced del más poderoso en el campo económico y en 
lo político burlaba su voluntad. 

Los trabajadores desposeídos, imaginaban al or- 
den jurídico como una fortaleza levantada en una abrup- 
ta cima hasta cuyas alturas no llegaban ni el dolor, ni 
la miseria, ni la voz de los que estaban en el llano. 
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De la Revolución de Judío surgió un hombre que 
fué hacia el pueblo para saber de su verdad y de su 
dolor y que hizo suya su causa enarbolando la bandera 
de una Argentina libre y soberana, pero por sobre todo, 
justa. 

Era el Coronel Juan Pe*-ón. 

La misión de Perón es la misión de la justicia. 

Esa es su espada y su lema. * 

Esa es su meta y su lucha, 

Con el primer decreto nacido de su afán redentor 
llega a los trabajadores y desposeídos la clara sensa- 
ción de que la justicia, la verdadera justicia, se había 
reencontrado a sí misma en el corazón de Perón. 

¡ Que diferencia con el pasado ! 

Yo empecé a conocer la ley sobre mis espaldas. 

Como mis compañeros, comencé escuchando ta voz 
de la ley en sus ecos más amargos. 

Sin embargo, éramos hombres de orden. 

Sólo queríamos imponer un derecho que también 
contemplara nuestros intereses. Cuando imperara la 
ley que consagrara ese derecho, nosotros seríamos los 
primeros en acatarla y respetaría. 

Por eso los trabajadores dieron tan franco y uná- 
nime apoyo a la Reforma Peronista de la Constitución. 
Por eso circunscriben hoy al ámbito estrictamente ju- 
rídico la discusión de sus problemas. 

Por eso ahora nuestra lucha tiene un nuevo y más 
confortador sentido : defender la ley. 

Esta es una fase fundamental de la conquista que, 
para la paz social, hizo Perón. 

Pasó la época en que algunos parlamentarios, sir- 
viendo al diablo en nombre de Dios, solían formular 
leyes en cuyos deliberados vericuetos y complicaciones 
embozaban el malicioso fin que perseguían. 
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El tapido poncho de la fraseología ocultaba enton- 
ces el pañal de algún inciso. 

A contenido impuro, forma oscura. 

Hoy los tiempos han cambiado fundamentalmente i 
la pureza del contenido permite y requiere un continen- 
te cristalino. 

No importa que se repita alguna palabra o que, en 
homenaje a la precisión, deba prescindiré de algún 

hermoso giro. 

Jamás vi la redacción de una ley en un concurso 
literario. En cambio, sí he visto a muchos juristas tor- 
turándose las sienes para desentrañar el significado de 
un artículo muy bien hilado por fuera, pero más que 
enredado por dentro. 

Por encima de la belleza del lenguaje y por encima 
también de los artilugios de la técnica de elaborar leyes, 
debe primar el sentido práctico de la claridad y de la 

accesibilidad. . 

Se debe tener siempre presente, como ejemplo, la 
sencillez con que se dirige al pueblo quien ha hecho 
de su verbo una pura y dinámica ley de justicia para 
todos los hombres: el general Perón. 

El sentido de las expresiones del espíritu humano 
trasciende la significación literal ele las palabras cual 
trasciende a las notas musicales el mensaje que fluye 
a través de su sonido. 

Así, el sentido de una ley. 

Para comprenderlo cabalmente se hace necesario 
penetrar en su texto hasta establecer la íntima ce- 
stón que guarda con la realidad social y humana de 
donde proviene y hacia donde se vuelca. 

Si la ley representa la expresión de una voluntad, 
bu recta interpretación exige no sólo el profundo co- 
nocimiento de lo que se quiere, sino, también, de quién 
lo quiere. 
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La ley es la voluntad del pueblo. 

Ejemplo de tal principio ea la nueva legislación 
argentina. Por ello, captar su exacta dimensión implica 
ahondar en el precepto hasta encontrar, viva y clara. la 
presencia del alma popular 

Y la esencia del alma de nuestro pueblo es la doc- 
trina que la refleja con toda pureza: la Doctrina Na- 

Ella concreta lo que el pueblo piensa, siente y quie- 
re. Ella constituye en sí misma la intrínseca expresión 
de la voluntad popular tanto en lo jurídico como en lo 
social, lo político, lo económico o lo cultural. 

Es decir, que el sentido de la legislación tiene sus 
raíces en el querer homogéneo, en la unidad conceptual, 
en el sentir unánime del pueblo. 

Cuando la voluntad argentina, el pensar y el sen- 
tir de nuestra comunidad, pudo expresarse por prime- 
ra vez con libertad en los comicios, hizo más que incli- 
narse por un partido político: demostró su identifica- 
ción con el Conductor, la doctrina, la causa y el orden 
jurídico que él preconizaba. Demostró que ese hombre 
encarnaba el anhelo común, el pensamiento de un pue- 
blo, el querer de una época, la voluntad nacional. 

Así la legislación peronista se fué ampliando hasta 
que, en el último año, recibió una contribución legisla- 
tiva que representa más de un siglo de avance en el 
terreno del progreso social. El impulso vital de la nue- 
va legislación, muestra que rítmicamente han latido, 
tas esperanzas del pueblo y las realizaciones de Perón. 
Ahora ustedes son sus custodios. 

De los tres poderes que en el pasado mantenían la 
infelicidad del pueblo, sin duda el menos culpable era 
el Poder Judicial que carecía de la legislación necesa- 
ria para asegurar la justicia social. 
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Luego del pueblo a Perón y de Perón al pueblo 
— en ininterrumpido diálogo, en recíproca influencia y 
en íntima identificación — se encauzó una profunda y 
diáfana corriente de ideas y sentimientos que, con toda 
su fuerza esencial y dinámico sentido» el Conductor 
plasmó y reunió en un cuerpo de principios fundamen- 
tales que son del pueblo porque provienen de Perón 
y son de Perón porque provienen del pueblo. 

No es una voluntad que se vierte sobre el conjun- 
to, sino el conjunto de las voluntades contenidas en 
el vaso de una doctrina. 

Y esa característica del pensamiento normativo, 
sólo se puede apreciar cuando se vive, se siente., se ama 
y se sufre con el pueblo. 

La Doctrina es el fondo de la acción, pero ese fondo 
trasluce una consecuencia dinámica de lo que quieren 
precisamente quienes han de participar o ser destina- 
tarios de esa acción. 

La Doctrina Nacional e? la filosofía del pueblo. Sus 
premisas están enraizadas en cada uno de nosotros, en 
nuestro bogar y en nuestras organizaciones; en el ta- 
ller, en el campo y en el aula; en el gobierno, en el Es- 
tado y en el pueblo. 

Cuando los representantes del pueblo consagraron 
por ley la Doctrina Pe ron i ¿tu en Doctrina Nacional, 
dieron sanción legal a lo que ya regía de hecho en la 
vida argentina. 

La Doctrina Nacional constituye la fibra medular 
del Nuevo Derecho. En consecuencia, siendo la misión 
del juez adentrarse en el espíritu del precepto para que 
fluya a través de su dictamen ta savia de justicia con- 
tenida en su médula, sólo podrá conocer, interpretar y 
aplicar debidamente nuestras leyes si conoce, interpreta 
y aplica la Doctrina que es su esencia. 
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En otras palabras: si el ser justo requiere como 
condición que la conciencia esté persuadida de la jus- 
ticia de la ley, con igual valor, exige también plena 
identificación con la doctrina implícita en la justicia 
de esa ley, 

No se puede concebir al juez justo sin identificarlo 
con los términos absolutos de la pura justicia: Perón 
y el pueblo. 

La justicia es justicialista. Y no se trata de un jue- 
go de palabras, sino* por lo contrario, de una rotunda 
y definitiva verdad. Así, para nosotros, no puede ni 
debe haber jueces que no sean justicial istns. 

Por supuesto, no me refiero a la militancia parti- 
daria, a la definición política en el orden electoral; no. 

El juez está y tiene que estar por encima de las 
pasiones de fracción. Sin embargo, resulta inadmisible 
que, en virtud de ello t desestime la pasión del conjunto, 
único impulso vital de nuestro régimen jurídico, 

Somos celosos defensores de la independencia del 
juez, pero sin olvidar que la independencia del indi- 
viduo implica estricta sujeción i las reglas del orden 
constituido. Nadie puede ser independiente de la Cons- 
titución ni de las leyes. 

Observamos el debido respeto por la independencia 
y por la inamovilidad en el ejercicio de la función ju- 
dicial. Más aún : porque somos justiciaüstas estimamos 
al magistrado digno en todo su altísimo valor dentro 
del orden cuya única razón de ser es la justicia. 

La independencia de los poderes no significa an- 
tagonismo de poderes, ni necesariamente indiferencia 
entre los poderes. Los tres poderes están al servicio del 
pueblo y una buena y juiciosa colaboración entre ellos 
sólo reportará mejor legislación, mejor gobierno y me- 
jor justicia. 



20 FALLO» DE LA C0KTE SUPREMA 

No sólo aceptamos, sino que propugnamos como 
intangible la división de los poderes; no obstante, tal 
convicción no nos guía a confusiones. Hay tres pode- 
res, pero un solo pueblo, una sola Nación y una sola 
doctrina nacional. 

Cuando afirmamos que los tribunales han de estar 
en íntima comunión con el ser social, con la realidad 
social lo hacemos convencidos de que, por sobre todas 
las jerarquías, los magistrados han de merecer aquélla 
nacida espontáneamente del juicio de sus conciudada- 
nos al saberlos ajenos a las banderías, pero no encerra- 
dos en una torre de marfil. 

Los libros y los expedientes no han de levantarse 
cual un muro entre el magistrado y la vida. 

Tenemos confianza en nuestra justicia 7 en nues- 
tros jueces. Cada vez observamos con mayor satisfac- 
ción que éstos son patriotas, estudiosos, honestos, jus- 
tos y que en sus fallos, alienta la Doctrina Nacional 
Peronista. 

Hago propicia esta oportunidad para manifestar 
que, interpretando un permanente sentimiento del Ex- 
celentísimo señor Presidente, me honro en hacer llegar 
la complacencia con que el Poder Ejecutivo observa el 
desempeño de los señores magistrados y demás inte- 
grantes de la administración de justicia. Asimismo, el 
Poder Ejecutivo expresa su viva preocupación por re- 
solver a la brevedad y dentro de las posibilidades pre- 
supuestarias, las justifica las aspiraciones de orden eco- 
nómico existentes entre los agentes del Poder Judicial. 

Señores : 

Sobre la firme base de nuestras realizaciones se 
alza la nueva y augusta figura de la eterna Justicia: 
libre de vendas la noble mirada, sin otra balanza que 
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su humana conciencia y extendida la diestra — ya sin 
espada— definiendo el supremo horizonte del bien. 

Por obtenerla ofrecieron su vida los descamisados 
argentinos. 

Por defenderla sacrificó la suya la inolvidable 
Evita. 

[Que jamás un acto injusto ensombrezca su lím 
pida frente I 

Al observar el busto del General Perón que hoy se 
inaugura, pienso que cada ciudadano que pase delante 
de él, en esta Casa de la Justicia, sentirá en ío más 
hondo de su corazón que cs:e hombre excepcional, creó 
y es él mismo la Doctrina Peronista. 

Entonces cada jaez y cada ciudadano que busque 
justicia en este recinto, al enfrentar la figura del gran 
Conductor, repetirá conmigo este Credo : 

El peronismo es el haz de luz formado por 'odas 
las pupilas que escrutan el horizonte en busca un 
camino mejor. 

El peronismo es el triunfo del hombre y de la so- 
ciedad sobre el egoísmo. 



El peronismo es la actitud realista de los pueblos 
inflamados de ideal. 

El peronismo es la convivencia armónica entre 
hombres libres en una nación soberana. 

El peronismo es la meta de la vieja revolución de 
los oprimidos. 

El peronismo es la verdad en marcha, el bien acti- 
vo, la justicia viva. 

El peronismo es el ejercicio de la solidaridad. 

£1 peronismo es el equilibrio de la balanza cuyo 
fiel, entre el individuo y la sociedad, traza el del cielo 
a la tierra una perfecta vertical. 



» 
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El peronismo es un Imperativo de dignidad que na- 
ce en la persona, enlaza a la familia, abarca a la comu- 
nidad y se proyecta sobre el mundo. 

£1 peronismo es ta actitud del brazo libre señalando 
la hora de los pueblos. 

El peronismo es la doctrina de los hombres que 
aman a la comunidad y de las comunidades que aman 
al hombre. 

El peronismo es la filosofía del corazón. Y es f en 
fin, el sistema de ideas que vivo en la risa de los niños, 
en la serenidad de los ancianos y en el mirar confindo 
de las madres. 
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SUPLENCIA DE 'jAS DEFENSORIAS OFICIALES ANTE 
LA CORTE SUPREMA Y TRIBUNALES NACIONALES 
EN LO CIVIL, COMERCIAL T PENAL ESPECIAL Y EN 
LO CONTENCIOSOADMINISTRATIVO DE LA CAPITAL 

FEDERAL 

En Buenos Aires a los 10 días del mes de febrero del año 
1955, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Sr. Pre- 
sidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, doctor 
D. Rodolfo G. Valeniuela, y los Sres. Ministros Dres. D. To- 
más D. Casares y D. Atilio Peseagao, y 

Considerando : 

Que at Sr. Defensor de Pobres, Incapaces y Ausentes ante 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación y Tribunales Na* 
cíonales en lo Civil, Comercial y Penal Especial y en lo Con* 
tenciosoadministrativo, a cargo de la Defensoría n' 1, Dr. 
D. Rafael Eduardo Castells Méndez le ha «ido acordada la 
licencia anual ordinaria por la Cámara respectiva. 

Que encontrándose vacante la otra Defensoría y ante la 
necesidad de su atención, corresponde ser desempeñada por el 
funcionario titular de igual carpo ante la Justicia Nacional en 
lo Penal de la Capital Federal. 

Resolvieron : 

Las Defensorías de Pobres, Incapaces y Ausenta ante la 
Corte Suprema y Tribunales Nacionales en lo Civil, Comer- 
cial y Penal Especial y en lo Contcnciosoadministrativo serán 
atendidas, hasta el reintegro del titular de la n ? 1, por el De- 
fensor Oficial ante los Tribunales Nacionales en lo Penal de 
la Capital Federal de nombramiento más reciente, Dr. D. Mi- 
guel Angel Madariaga. Dicho funcionario deberá hacerse de 
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inmediato cargo de sus tareas anunciando a esta Corto la focha 
de iniciación de su cometido. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nicase y registrase en el libro correspondiente, por ante mí 
que doy fe. — Rodolfo G. Valenjsuela. — Tomás D. Casares. 
— Atilio Pessaono. — Ricardo E. Jtey (Secretario). 



PROVISION DE VACANTES — ECONOMIAS 

En Buenos Aires al día 1* del mes de marzo del año 1955, 
reunidos en su Sala de Acuerdos el Sr. Presidente de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, Dr. D. Rodolfo O. Valen- 
'XiipIh. v Los Sres. Ministros Dres. D. Felipe Santiago Pirra, 
D. Atilio Pessagno y D. Luis R. Longhi, 

Considerando : 

Que el Tribunal comparte en un todo la política de con- 
tención en los gastos públicos que se ha impuesto el P^.er Eje- 
cutivo Nacional, y su extensión a los diferentes poderes del 
Estado Nacional y a los organismos provinciales y comunales, 
y se solidariza con la acción que propugna el decreto n* 
22.4S5/54. 

Que a efectos de la aplicación de las medidas a que se re- 
fiere dicho decreto corresponde tener en cuenta lo expuesto 
en la Acordada del 25 de febrero de 1954, para ajustar la apli- 
cación de aquéllas a las modalidades y circunstancias en que 
desarrollan sus tareas las diversas oficinas de los tribunales 
nacionales. 

« 

Resolvieron i 

V>) Adoptar las medidas conducentes a la provisión do 
las vacantes existentes y las que se produzcan en los tribunales 
de justicia, tan sólo en la medida estrictamente indispensable 
para la regular atención de sus respectivas oficinas. 

2?) Dirigir oficio a las Cámaras Nacionales de Apelacio- 
nes a los efectos expuestos en el último considerando de esta 
Acordada. 

Todo !o cual dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nicase y rejristrase en el libro correspondiente, por ante mí que 
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doy fe. — Rodolfo G. Valeneüela. — Felipe Santiago Pé- 
rez, — Atiuo Pessaqno. — Luis R Longhi. — Ricardo E. 
Rey {Secretario). 



RECURSOS DE QUEJA: SELLOS DE ACTUACION 
QUE DEBEN ACOMPAÑARSE 

En Buenos Aires, a los 9 días del mes de mayo de 1955, 
reunidos en su Sala de Acuerdos el Sr, Presidente de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, Dr. D. Rodolfo G. Va- 
lenzuela, y los Sres. Ministros Dres. D. Tomás D. Casares, 
D. Felipe Santiago Pérex, D. Atilio Pessagno y D. Luis R. 
Longhi, y 

Considerando : 

Que de acuerdo con lo dispuesto en el art. 91 de la ley 
de sellos, se ha exigHio en la práctica del Tribunal que con 
los recursos <lc nu \ia se acompsne el papel sellado necesario 
para ru substanciación. 

Que la experiencia ha puesto de manifiesto la necesidad 
de fijar cuatro el número de los sellos de actuación que en 
lo sucesivo deberá requerirse s ese fin. 

Resolvieron : 

Con todo recurso de queja que se presante ante esta Corte 
Suprema, siempre que no medie exención de sellado, se acom- 
pañarán cuatro «ellos de art nación., cuyo sobrante se restituirá 
al interesado. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comu- 
nicase y registrase en el libro correspondiente por ante mi, 
que doy fe. — Rodolfo G. Valencüela. — Tomás D. Casa- 
res — Felipe Santiago Pérez. — Atilio Peskagno. — Luis 
R. Longhi. — Eduardo C, González del Solar (Secretario). 
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AÑO 1955 — Febrero - Abril 



MARIA PONASSO DE MERLINI Y OTEA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia nacional. Por 
la materia. Varías. 

No corresponde a los jueces nacionales de primera ins- 
tancia en lo penal correccional ni a los del trabajo, sino 
a la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo de la 
Capital Federal, decidir acerca de la aplicación de pena 
corporal al infractor a las 1 vw 12,»81 {decreto 21.877/ 
44) y 12.981 y al decreto 11.296/46, sancionado por la 
autoridad administrativa con multa que omitió satisfacer 
en el plazo correspondiente í 1 ). 



ALICIA ESTELA OBELLANA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal. Plurali- 
dad de delitos. 

No existiendo duda en cuanto al lugar en que se habrían 
cometido las diversas estafas en perjuicio del patrimonio 
de la Nación imputadas al procesado, corresponde cono- 
cer en la canas al jue* nacional del lugar donde se ha- 
brían perpetrado les delitos de mayor gravedad, atento 
a su número y reiteración. 



(i) 2S de febrero. Fallos: 229, 601. 



* 




HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Se instruye el presente sumario contra Alicia Es* 
tela Orellaim como consecuencia de las maniobras que 
ésta habría llevado a cabo al sustraer de diversas su- 
cursales de la Caja Nacional de Ahorro Postal varias 
sumas de dinero merced a adulteraciones de su libreta 
de ahorro. 

La justicia nacional con asiento en la ciudad de 
Rosario (prov. de Santa Fe) declaró su incompetencia 
en la causa fundando su pronunciamiento en la cir- 
cunstancia de que habiéndose cometido el primero de 
los delitos que en este juicio se imputan en la ciudad 
tic San Isidro (prov. de Buenos Aires) era la justicia 
nacional con jurisdicción en tal lugar la competente 
para intervenir en su sustanciación. Esta última, por 
su parte, al atribuirle mayor gravedad a los delitos 
que habrían ocurrido en la ciudad de Rosario se declaró 
asimismo incompetente. Al insistir la primera de ellas 
en su anterior declaración, se ha trabado un conflicto 
jurisdiccional que compete a V. E. dirimir de acuerdo 
con lo que establece el art. 24, inc. 8*, de la ley 13.998. 

No considero de aplicación al caso de autos la nor- 
ma contenida en el art. 37 del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal en cuanto establece que será compe- 
tente el juez que conociere del delito más grave, toda 
vez que los hechos dolosos que se investigan en el sub 
judice configuran delitos de igual entidad y es por ello 
que su juzgamiento debe corresponder al magistrado 
que ha prevenido en la presente causa. 

Por lo expuesto soy de opinión que la presente 
contienda debe resolverse en el sentido de que el señor 
Juez Nacional de Rosario es competente para entender 
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en este proceso. Buenos Aires, 30 de diciembre de 1954. 
— Carlos G. Delfino, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de febrero de 1955. 

Autos y vistos; considerando: 

Que en esta causa se imputa a Alicia Estela O re lla- 
na la comisión de una estafa en San Isidro, y de otras 
dos y una tentativa del mismo delito en Rosario, todas 
en perjuicio de la Caja Nacional de Ahorro Postal. 

Que tanto el Juez Nacional de Rosario como el de 
la Ciudad Eva Perón, se han declarado incompetentes 
para conocer del sumario, el primero argumentando 
que la primera estafa fué perpetrada en San Isidro, y 
el segundo sosteniendo que son de mayor gravedad los 
delitos cometidos en Rosario. 

Que no existe duda en cuanto a los lugares en que 
se habrían cometido los delitos imputados y, de acuerdo 
con el criterio expuesto en Fallos : 219, 389, correspon- 
de reconocer prima facie mayor gravedad a los hechos 
ocurridos en Rosario, atento su número y reiteración. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, declarase que corresponde al Sr. Juez Nacional 
de Primera Instancia de Rosario (Provincia de Santa 
Fe}, continuar conociendo del proceso, a cuyo efecto se 
le remitirán estos autos, haciéndose saber al Sr* Juez 
Nacional de la Ciudad Eva Perón en la forma de estilo. 

Rodolfo G. Valbnzuela — Feli- 
pe Santiago Pérez — Atujo 
Pessaono — Luis R. Lonohx. 
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S. A. CERVECERIA CORDOBA —en liq— m re: 
OTTO SEBASTIAN BEMBERG T OTRA —bus sucs.— 

JURISDICCION T COMPETENCIA: Cveetiones d¿ competencia, 
inhibitoria : planteamiento y trámite. 

Perdida la cuestión de competencia que por vía de jnhi- 
toria corresponde plantear ante el juez a quien el inte- 
resado considere competente (ley 50, art. 45), no procede 
acudir a otro, y así sucesivamente, hasta encontrar al 
que reconoiea razón al recurrente, que de tal suert? podría 
renovar la cuestión tantas veces cuantas le conviniera, 
mientras que la vía de la declinatoria sólo podría plan- 
tearla una vea como excepción. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de febrero de 1955. 

Vistos los ñutos: "Recurso de hecho deducido por 
Enrique Meyer, Cervecería Córdoba S. A. C. I. y F. en 
la causa Bemberg, Otto S. y otra {sus sucs,) incidente 
a/ cobro de multa y embargo preventivo. Cervecería 
Córdoba S. A. (en liq,)"» para decidir sobre su pro- 
cedencia. 

Considerando : 

Que por resolución del juez de la Capital Federal 
de fecha 24 de setiembre de 1954, se declaró a la "Cer- 
vecería Córdoba S. A. en liquidación" y a "Enrique 
Ifoyer Cervecería Córdoba S. A. C. I. y F." incluidas en 
la ley 14,122 y se ordenaron las medidas tendientes a 
liquidarlas. En conocimiento de ello la sociedad mencio- 
nada en segundo término planteó ante el Superior Tri- 
bunal de Justicia de Córdoba una cuestión de compe- 
tencia, con el fin de que el juez de la Capital se inhibie- 
ra de seguir conociendo de la causa con respecto a la 
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recurrente. Dicha cuestión fué desestimada el 8 de oc- 
tubre de 1954 por el mencionado tribunal provincial y 
tampoco prosperaron los recursos deducidos para ante 
esta Corte Suprema (recurso de hecho M. 212, libro 
XII*, especialmente fs. 14, 15, 23 y sgtes.). 

Que según se expresa en la presente queja, como 
una consecuencia de la citada resolución del 24 de se- 
tiembre ppdo., una comisión designada por el juez de 
la Capital presentó ante el Juzgado de i* Nominación 
en lo Civil y Comercial de Córdoba un exhorto tendien- 
te a obtener la posesión de las empresas anteriormente 
aludidas. Al tomar conocimiento de ello con motivo de 
haberse presentado la comisión en la administración de 
"Enrique Meyer Cervecería Córdoba S. A. C. L F," f 
ésta solicitó ante el magistrado provincial la paraliza- 
ción del exhorto, promoviendo ante él cuestión de com- 
petencia por inhibitoria. Tampoco prosperó esta vez, 
ya que fué desestimada por resolución confirmada por 
el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia (fs. 9). 

Que basta lo expuesto para desestimar la preceden- 
te queja deducida por denegación del recurso extraor- 
dinario fundado en la violación de los arts. 5, 22, 29, 68, 
inc. 11, y 98 de la Constitución Nacional ; pues, como se 
declaró en Fallos : 200, 228, perdida la cuestión de com- 
petencia que por vía de inhibitoria corresponde plan- 
tear ante el juez a quien el interesado considere compe- 
tente (ley 50, art 45) no procede acudir a otro, y así 
sucesivamente hasta encontrar el que reconozca razón 
al recurrente, que de tal suerte dispondría de un medio 
que le permitiría renovar la cuestión tantas veces cuan- 
tas le conviniera, mientras que la vía de la declinatoria 
no podría plantearla sino una vez como excepción. 

Que, por otra parte, esta Corte Suprema ha decidi- 
do recientemente en el recurso de hecho B. 229, libro 
XII*, interpuesto por la Cervecería Córdoba S. A. eu 
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liquidación mediante el mismo letrado — apoderado (20 
de diciembre ppdo. f fs. 73) que las normaB invocadas no 
son óbice a la (solución que también aquí se impugna. 
Por ello ae desestima la precedente queja. 



RICARDO DEL CERRO ABELLA v. ANTONIO 
HECTOR ZANETTI 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propies. Cuestión fe- 
deral. Cuestiona federales simple. Interpretación de la* leyes fedé- 
rale*. Lene* fedérale* de carácter procesal. 

En razón -de su índole procesal, la interpretación 
art. 94 de la ky 14.237 es ajena al recurso extraortu- 
rio t 1 ). 

RECORSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no 
federví**, Interpretación de normas locales de procedimientos. 

ha mera declaración de nulidades procesales no es ma- 
teria propia del rei-urs» extraordinario ( 2 ). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta, Normas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

No procede el recurso extraordinario fundado en la ale- 
gada violación de la defensa en juicio por haberse apli- 
cado las disposiciones de la ley 14.237 acerca de las ex- 
cepciones oponihlea en el juicio ejecutivo, si en el caso 
de autos la citación de remate fué hecha después de 
hallarse en vigencia aquella ley. 




(i) FallMí 220, 1407; 224, 073; 227, 157. 
(*) Faltos: 221, 728; 229, 507. 
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RKTROACTiYIDAI). 

Las nuevas normas procesales son aplicables a las pausas 
en trámite en tanto no se afecten acto» concluidos o se 
deje sin efecto lo actuada de conformidad muí las leyes 
anteriores (*). 



JULIO C, PEREIRA Y OTRO v. DAVID KAMISETZKY 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formajes. Interposi- 
ción del recurso. Forma. 

Es improcedente el recurso extraordinario deducido en 
forma subsidiaria (."). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos propios. Rehcion di- 
recta. Normas rst rañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

La interpretación de las normas de In ley 13,581 no cons- 
tituye cuestión federal. No basta para sustentar el recur- 
so extrae' ; n«tr>n 'a ¡n velación del dereeho de trabajar, 
de la garantía de la igualdad ni de lo dispuestn por los 
arts. 30, 35 y 38 de la Constitución Naeiuwil, que carecen 
de relación directa eon lo resuelto en el caso ( a ). 



RAFAEL SALICE —Sucesión— 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reiptisitos propios. Cuestiones no 
federales. Sentencias arbitrarias. 

No procede el recurso extraordinario fundado en la arbi- 
trariedad contra la sentencia que si bien confirma el 
fallo de primera instancia en cnanto reconoce dereeho 
como heredera en los bienes propios del marido a la es- 
posa divorciada por culpa de aquél, lo revoca en la parle 
que admitía el pretendido derecho de la viuda a los bienes 
gananciales. Ello porque la decisión impugnada no pres- 

(■) FsUlon: 211, H2ft; 220, 1250; 22 1, 723. 

(S) «tí de febrero. Pullos: 22S. 328. 

(i) Fallos í 225, 53 y 54 ; 226, 517; 22*, 125. :i5» y 743. 
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einde de loa hechos que considera probados en mitos ni 
se desentiende de las disposiciones lépales relativas n la 
sociedad conyugal y, sin ju^ar de la equidad de la ley, 
se limits a establecer sn sentido y alcance que conoide ra 
más concordante con la razón de ser de sus disposiciones 
y con el principio del arfe 35 de la Constitución Nacional 
liara determinar la solución que corresponde a las par- 
ticularidades del caso planteado (*). 



BECt fíSO EXTttAOfírifXARÍO: li,<«„hitos fctmUm. Introduce* ;» 
df Iti yurstihH feéUrút. Ofujrtnniihifi. 

VA rechazo de las pretensiones del recurrente constituye 
una eventualidad previsible que le obliga a plantear en 
tiempo y forma todas las defensas conducentes a la dé- 
mostración de su derecho y a producir la prueba perti- 
netité (*). 



COXNTIMTTORA ARGENTINA DE PAVIMENTACION 
V OBRAS v. NACION ARGENTINA 

RWUKSO EXTRAORDINARIO: Trámite. 

Si ta resolución del tribunal respectivo se limita a dis- 
poner la elevación de loa autos a la Corte Suprema, co- 
rresponde su devolución a fin de que se dicte pronun- 
ciamiento explícito sobre la procedencia del recurso ex- 
traordinario y se disponga la incorporación del escrito 
en que se lo dedujo, que no estaba agregado a los au- 
tos r'). 



(1) 28 ñ« ft'Wro. FflU«: 22fi, Jo y 2S3j Mfí v 7\i. 
m billón: 6.12; 22H, 366 y 7 1.1. 
( ;1 1 t* tU> niítr¿o. 
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RAMON ABALO 3 v. RODOLFO E. LOUIT 

RECURSO DE QUEJA. 

No invocada en el escrito en que se dedujo el recurso 
extraordinario la violación del art. 27 de la ley 13.998, 
en cnanto dispone que las sentencias de las Cámaras se 
dictarán por el voto de los jueces que las componen, la 
alegación de la jurisprudencia existente sobre el punto, 
en el recurso de queja, no autoriza la admisión de ésta 
ni la concesión del recurso extraordinario C). 



HECTOR GAEIBOTTI ARRIGHI 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisita* eomvne*. Sithsistencia 
de fas requisitos. 

Una vez cumplida la sanción impuesta al recurrente y 
aún invocada nnr fate la ley n* 14.296 de amnistía, la ape- 
lación extraordinaria no procede para prevenir perjuicios 
potenciales, como son los efectos de la condena en caso 
de reincidencia. 

"1 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propia*. Cuestiones no 
federóle*, Ittterprctttrión de norma* lora les de procedimiento». 

Es improcedente el recurso extraordinario respecto de 
Jos aspectos accesorios de la sentencia. 

Dictamen uel Procurador General 
Suprema Corte: 

Contrariamente a lo que se afirma en el auto co- 
rriente a fs, 168 del principal, opino que el recurso ex- 
traordinario interpuesto a fs. 163 es procedente, (art. 
14, ine. 3*, de la ley 48) por cuanto desde el momento 
en que se formuló la petición de fs. 134 se ba tratado 



(!) I* do marzo. Falloa: 22S, «7; 229, 120. 
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de la aplicación y alcance de la loy nacional 14.2í)6, dic- 
tada por el Congreso en uso de la atribución que le con- 
fiere el urt. t¡8, inc. 17, de Ja Constitución Nacional (Fa- 
llos: 181, 430). Correspondería, en consecuencia, dis- 
poner la apertura de la precedente queja. 

Esto sentado, v estimando no ser necesaria niavor 
snstnnciación, paso a dictaminar sobre el fondo del 
asunto. 

Me parece claro que la ley de que se trata en autos 
no contiene la limitación que se ha hecho valer en el 
fallo apelado con relación a las condenas que ya han 
sido cumplidas, Surge, en efecto, de su texto breve y 
claro, así como de la discusión parlamentaria a que dio 
lugar su sanción, que se quiso otorgar una amnistía 
amplia y general para los hechos que comprende, den- 
tro del concepto que es tradicional en esta materia: "la 
amnistía que se propone es amplia y generosa'*, se ex- 
presó en el mensaje con que el Poder Ejecutivo acom- 
paño el proyecto respectivo, palabras que fueron repe- 
tidas por el miembro informante de la mayoría en el 
transcurso del debate en la Honorable Cámara de Dipu- 
tados (Diario de Sesiones, págs. 2545 y 2564, sesión del 
14 de diciembre de 1953). 

No cabe duda, por tanto, de que la ley 14.296 debe 
ser interpretada y aplicada con el sentido de una verda- 
dera ley de olvido, cuyo efecto es borrar la delictuosi- 
dad de los hechos a que se refiere, extinguir las accio- 
nes penales y hacer desaparecer las condenas ya pro- 
nunciadas, tal como si nunca hubiese existido violación 
de la ley penal, "Esta Corte — dijo V. E. ea Palios: 
152, 95 — en cñéu* que guardan analogía con el de autos, 
y especialmente en el que se registra en el t. 149, p. 214, 
de sus Fallos, ha fijado detenidamente no sólo la exten- 
sión y alcance de la facultad conferida al Congreso por 
el art. 67, inc. 17, de la Constitución para conceder am- 
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n istias generales, sino también los caracteres y efectos 
de la amnistía como comprensiva de todos los delitos 
a que se refiere y que desaparecen como tales, elimi- 
nándose, en consecuencia, las acciones criminales corres- 
pondientes, los procesos y las sentencias, pues se aplica 
con igual amplitud de liberación y de exención penal a 
los procesados <jue a los que sufren sentencia condena- 
toria, toda vez que, por razón de su propia naturaleza, 
la amnistía borra el delito y extingue la acción y la 
pena". 

Es evidente entonces que con la amnistía no sólo 
se boira el hecho jurídico que es el delito, sino también 
el acto jurídico que es la condena, se haya cumplido o 
no la pena impuesta. Xo hay que olvidar que la sanción 
no es el único efecto de la condena, sino que también 
existen otros cuya significación es igualmente jurídica, 
y que entre ellos se cuentan precisamente los que han 
motivado el pedido formulado a fs. 134: a) la comuni- 
cación de la condena al Registro de Reincidencia y Esta- 
dística Carcelaria impuesta a los jueces por el art, 2" 
de la ley 11.752; b) la exclusión del cuerpo electoral 
establecida en los arta. y 4 9 de la ley electoral n fl 
14.032, modificado por el art. 1* de la ley 14.292; c) el 
pago de los gastos del proceso como consecuencia inme- 
diata tic la sentencia condenatoria (art. 144 del Código 
de Procedimientos en lo Criminal). 

Ninguno de i'stos efectos habría existido si no hu- 
biera mediado condena ¿por qué mantenerlos entonces si 
con la amnistía se persigue hacer desaparecer el acto 
jurídico que es la condena! 

El art. til del Código Penal, que traduce con exacti- 
tud el concepto de amnistía, dice: "lo amnistía extingui- 
rá la acción penal y hará cesar la condena y todos sus 
efectos, con excepción de las indemnizaciones debidas a 
particulares". Xingtfn efecto del delito o de lo condena 
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puedo subsistir, pues, frente al perdón u olvido que 
sanciona el Congreso en uso de la atribución que le 
confiere el art. 68, inc. 11, de la Constitución, salvo la 
excepción expresa de las indemnizaciones debidas a par- 
ticulares ¡por qué mantener entonces las anotaciones 
efectuadas en los Registros de Reincidencia y Electoral 
o dejar subsistente el título mediante el cual se ha de 
exigir al interesado el pago de las costas del proceso 1 

Esto no etf olvidar; peor que esto todavía, es in- 
troducir una distinción no querida por el legislador, en 
cuya virtud el hecho de haber cumplido efectivamente 
la pena impuesta coloca al que fué condenado en peor 
situación que quién no llegó a serio o sólo cumplió a me- 
dias su pena. 

El verdadero sentido y alcance de la ley 14.296 sur- 
ge de las palabras pronunciadas por el Ministro del 
Interior en el seno de la Cámara de Diputados al tra- 
tarse la amnistía gremial otorgada por el art. 4*. Surge 
de ellas, en efecto, que fué especial preocupación del 
Poder Ejecutivo al acordé r el beneficio, que no queda- 
ran en los prontuarios dé los dirigentes sindicales las 
anotaciones que. pudieran haber sufrido con motivo de 
su actuación en el movimiento obrero. "Para nosotros 
— dijo el Ministro — f los trabajadores que han luchado 
por su bienestar no han sido nunca delincuentes, ni 
pueden quedar en sus prontuarios anotaciones agravian- 
tes". (Diarto de Sesiones de la Non. Cámara de Diputa- 
dos, pág. 2647, sesión del día 15 de diciembre de 1953). 

Esta es la tesis que propugno como criterio de in- 
terpretación general npHcablc a todas las disposiciones 
de la ley, pero es evidente, de aceptarse el concepto 
sustentado por la Cámara rj quo, que ella no sería viable 
ni siquiera en la hipótesis de la amnistía gremial, pues, 
refiriéndose el art. 4» a los hechos cometidos con ante 
rioridad al 17 de octubre de 1945, prácticamente el bene- 
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ficío no sería de ninguna consecuencia, atento al tiempo 
transcurrido, si sólo debiera aplicarse a los casos de 
procesos en curso o de condenas no cumplidas. 

Por lo expuesto, y sin entrar a examinar otros as- 
pectos del caso que no han sido considerados en el fallo 
apelado, — como es el relativo a la naturaleza de los de- 
litos cometidos — , opino que la simple circunstancia de 
haber cumplido el apelante la condena que le fuera im- 
puesta no es obstáculo para que le sean dispensados los 
beneficios que otorga la ley 14.296 con relación a los de- 
más efectos jurídicos que de esa condena derivan. 

Procede, en consecuencia, revocar la sentencia de 
fs. 160 en cuanto ha sido materia de recurso extraordi- 
nario, debiendo devolverse estos autos al tribunal de 
origen a efectos de que la causa sea nuevamente juzgada 
(art 16, primera parte, de la ley 48). Buenos Aires, 23 
de diciembre de 1954. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 1* de marzo de 1955. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
el procesado en la cau=a Garibotti Arrighi Héctor s/ 
delitos de desacato y violación del decreto 536", para 
decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, 
una vez cumplida la sanción impuesta al recurrente, la 
apelación extraordinaria no procede para prevenir per- 
juicios potenciales, como son los efectos de la condena 
en caso de reincidencia —Fallos: 209, 337; 210, 554; 
217, 689; 223, 172 y sus precedentes—. 
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Que también 6e ha declarado improcedente el re- 
curso extraordinario respecto de los aspectos accesorios 
de la sentencia — Fallos: 226, 117 y otros — . 

Por ello y habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, se desestima la queja que antecede, 

Rodolfo G. Valenzuela — Feli- 
pe Santiago Pérez — Atiijo 
Pessagno — Luis R. Lonchi. 



SANTIAGO GONZALEZ v. ERNESTO PABCELLIER 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propio*. Cuestiones no 
federalts. Interpretación de norim* lóenle* de procedimientos. 

Puesto que la garantía de la igualdad no puede ser obs- 
táculo de principio a las facultades de las provincias de 
organizar la administración de su justicia, la invocación 
de tal garantía no obsta a la aplicación de la jurispru- 
dencia, de la Corte Suprema spgíín 1» enal, son insuseep- 
tibles de recurso ante ella, las resoluciones que declaran 
improcedente un recurso para ante un tribunal local O). 

H 



BIENVENIDO GIACOBÍETTI v. RAFAEL VILLALBA 
RECURSO E X TRA O RIHSA RIO: Rct{msito* comunes. Gravamen. 

Por falla de intrr^ jurídico bastante, es improcedente el 
recurso extraordinario interpuesto por el locatario, con 
fundamento en la garantía de la igualdad, que se pre- 
tende violada en razón de que la discriminación legal de 
los propietarios no es razonable, en tanto el art. 26 de la 
ley 13.581, concede a unos lo que a otros niega ( a ). 



<n P de mnrzd. Fallos: 32S. 
<2) 1» de murro. Fallo»: 2'Jf), 28N. 
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AISSOR MATTAR v. PROVINCIA DE SANTIAGO 

DEL ESTERO 

RECURSO EXTRA ORIHXA IÍIO ; Requisito* propia*. Cuestión** «o 
federales. Sentencia* arbitrarias. 

Ni la discusión de loa fundamentos de la sentencia ni aún 
la objeción al proceder de los jueces que la suscriben,^ con- 
figura la tacha de arbitrariedad, que tampoco admite el 
pronunciamiento que no ignora los elementos de juicio 
traídos a los autos, ni prescinde de las normas y princi- 
pios que rigen el supuesto de la causa. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución, Revocación &é la 
tfntetuia apelada. 

Puesto que el sentido propio del art. 16, primera parte, 
de la ley 48, no es desapoderar al tribunal de oripen del 
conocimiento de la causa, no autoriza el recurso extraordi- 
nario la circunstancia de que el ntaevo fallo sea dictado 
por los mismos jueces r\ue suscribieron el anterior, dejado 
sin afecto poT la Corte Suprema Nacional, si la deficiencia 
que motivó dicha invalidez h . quedado inequívocamente 
subsanada. 

%¡ 

RECURSO EXTRA ORDIS ARIO : Requintos propios, Resolwián 

CO í*í o * 

Puesto que es inobjetable la validez dol art. 14, ine. 2?, 
de la ley 48, no procede el recurso extraordinario contra la 
sentencia que declara la inconstitueionalidad de la ley 
1741 de la Provincia de Santiago del Estero, 



Dictamen del PnocuitADou General 

Suprema Corte: 

En síntesis, las cuestiones planteadas en el extenso 
recurso de queja que precede se reducen a tres: a) nu- 
lidad del fallo dictado a fs, 378 del principal por haber 



42 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



sido dictado por loa mismos jueces que firmaron el que 
V. E. dejó sin efecto a fs. 318, prescindiendo de la cir- 
cunstancia de que se había interpuesto un recurso de 
queja contra la resolución de fs. 3*¿9 que rechazara la 
recusación deducida contra los miembros del tribunal 
en base a ese mismo motivo; b) constitucionalidad de 
la ley ñ* 1741 de la Provincia de Santiago del Estero; 
c) ineficacia de la protesta invocada por los actores co- 
mo fundamento de su reclamación. 

En cuanto a lo primero, sin perjuicio de observar 
que el punto relativo a la procedencia de la recusación 
v a las formalidades que deben observarse en su trá- 
mite de acuerdo a las prescripciones de las leyes locales, 
reviste carácter meramente procesal, y ajeno por lo 
tanto al recurso extraordinario, mi opinión es que el sen- 
tido propio dé lo dispuesto en la primera parte del art. 
16 de la ley 48 no es desapoderar al tribunal de origen 
del conocimiento de la causa sino precisamente imponer- 
le su nuevo juzgamiento conforme a la pauta señalada 
por la Corte Suprema en su carácter de intérprete má- 
ximo de la Constitución y de las leyes de la Nación. 

Por otra parte, es sabido que la sola interposición 
del recurso de queja no tiene efecto suspensivo (entre 
otros, Fallos: 193, 138), — a menos que la Corte Supre- 
ma ordene la suspensión del trámite de la causa—, de 
modo que tampoco bajo este aspecto puede alegarse 
agravio. 

En cuanto al problema referente a la constituciona- 
lidad de la ley n* 1741 de Tucumán, es indudable tam- 
bién que, iiabiendo consagrado el fallo apelado la pree- 
minencia de las normas constitucionales que rigen la 
circulación intcrproviucial, V. E. carece de jurisdicción 
para conocer del caso, a tenor de lo que dispone el art. 
14, inc. 2% de la ley 48 cuya validez ha sido declarada 
inobjetable (entre otros, Palios; 148, 62; 175, 121; 189, 
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308; 211, 548 recientemente, sentencia recaída tn re 
"Coustau Alfredo E. c/ Provincia de Buenos Aires s/ 
repetición*', de fecha 31 de mayo ppdo.). 

El tercer agravio, o sea el relativo a la eficacia y 
prueba de la protesta, no entraña por su naturaleza 
cuestión federal alguna (Fallos: 198, 145; 200, 350; 210, 
731), pero como se ha alegado a este respecto contra lo 
decidido la tacha de arbitrariedad, y el recurso reúne 
los requisitos formales de fundamentad ón exigibles de 
conformidad con lo que disponen los arts. 14 y 15 de la 
ley 48, opino que correspondería abrir la queja para 
examinarlo. 

Considero, pues, que cabe declarar la procedencia 
del recurso extraordinario deducido a fs. 387, exclusiva- 
mente al efecto indicado en el párrafo que antecede. 
Buenos Aires, 17 de diciembre de 1954. — Carlos G. 
Delfino. 

* 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 1' de marzo de 1955. 

Vistos los autos: *' Recurso de hecho deducido por 
la demandada en la causa Mattar Aissor c/ Gobierno 
de la Provincia '% para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que el Tribunal no estima que el recurso extraor- 
dinario denegado en los autos principales sea viabh 
con fundamento en los precedentes establecidos en ma- 
teria de arbitrariedad. No es el caso, en efecto, que el 
pronunciamiento apelado naya recaído ignorando los 
elementos de juicio traídos a la causa y con prescinden- 
cía de las normas y principios que rigen el supuesto de 
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autos y es doctrina que ni la discusión de los funda- 
mentos de la sentencia ni aun la objeción al pToceder 
de los jueces que la suscriben, configura la taeba de 
arbitrariedad —Fallos: 228, 714 y sus precedentes—. 

Que por lo demás, en la resolución de esta Corto 
de fs. 318 del principal, la invalidez del anterior fallo 
de fs. 1208 se declaró sobre la base do una deficiencia 
( | U0 ahora aparece inequívocamente subsanada y que 
fué la única observación que entonces pareció proceden- 
te respecto de la decisión coincidentc con la acordada a 
fs. 378, objeto del actual recurso. 

Que respecto de los demás fundamentos del recurso, 
el Tribunal considera ajustadas a derecho y a la doctri- 
na de sus precedentes, las razones que ilustran el dicta- 
men del Sr. Procurador General de fs. 114, con arreglo 
a las cuales el recurso de hecho que antecede debe de- 
clararse improcedente. 

Por estos fundamentos y habiendo dictaminado el 
Sr. Procurador General, se desestima la queja que 
antecede. 

Uijdolfo O. Valknzuela — Feli- 
pe Santiago Pérez — Atiijo 
Prssaono — Luis K. Longiii. 



ALFREDO Nl'MERIANl v, EXIÍIQl'K A. CARTENS 
CAMARAS NACIONALES DE APELACIONES. 

No es violutoria del art. 27 de la ley 13,908 la sentencia que 
no se ha dictado en forma impersonal sino con el voto de 
los jueces que la suscriben, a lo que no obsta que el juez 
de cámara que se expidió eu segundo término adhiriese 
al voto precedente. 
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■ CAMARAS S AVIOS ALUS DE ÁPKLAVIOSKS, 

Ka inobjetable la sentencia ile una enmura de apelaciones 
en lo que ee refiere a los requisitos de sorteo y deliberación 
previstos por el art. 27 de la ley 13.W>8, aun cuando el 
auto del tribunal del que resulta su cumplimiento sea pos- 
terior a la sentencia cuestionada. 

FALLO DE LA COIíTK SUPREMA 

Buenos Aires, 1* de marzo de 1955. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
el actor en la causa Numeriani, Alfredo c/ Cartera, En- 
rique A.", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando ¡ 

Que la circunstancia específicamente contemplada 
por esta Corte en e! precedente de Fallos; 229, 120 no 
inedia en el caso de autos, en que la sentencia apelada 
no so dictó "en forma impersonal" sino con el voto de 
los jueces que la suscriben a lo que no obsta que el Sr. 
Juez de Cámara eme se expidió en segundo término, 
adhiriese al voto precedente. 

Que el cumplimiento de las exigencias de sorteo y 
deliberación resulta de lo expresado por el tribunal de 
la causa en la resolución transcripta a fs. 21 — doctr. 
Fallos: 22uV2tíS—. 

En su mérito se desestima la precedente queja, 

Hodolfo G. Valknzlela — Fkli- 
vr Santiaoo Pérez — Atilio 
Pessaqno — Luis R. Lostuhi. 
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TEOFILO JACOHO SALAS v. OIUSEPPE STORXl'íLO 
RECURSO REVISION DE JURISPRUDENCIA. 

En tanto no se dicte la lev reglamentaria pertinente, no 
pro.-ede el recurso (le tasación, ni el de revisión de juris- 
prudencia (*). 



LUIS JORGE ZUBLTN v. S. A. J. Y E. ATKINSONS LTDA. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: R*g*W¿t<W propios Sentencia <Ie- 
finitiva. Rrsi'hnioiitn tiHtftútrm u la t-nürwitt ttefútitira. Varias. 

Ni la circunstancia de haberse declarado no efectuada la 
contestación de la demanda, ni la denegatoria de las me- 
didas de prueba ofrecidas, otorgan carácter definitivo a la 
resolución respectiva a los efectos del recurso extraordi- 
nario ( 2 ). 



ADMINISTRACION GENERAL DE VIALIDAD NACIO- 
NAL v. JOSE URBANO AGUIRRE 

INTERESES: Rrhrión jnrúlira entre las partes. Expropiación. 

En los juicios de expropiación no procede imponer al ex- 
propiante el papo di intereses si no son solicitados al con- 
testar la demanda. 

COSTAS: Naturaleza del juicio. Expropiación, 

Corresponde que las costas de un juicio de expropiación se 
paguen por su orden cuando la suma que en definitiva 
se manda pagar no excede de la ofrecida más la mitad de 
la diferencia entre aquélla y la pedida por el expropiado. 



<H 1* de marra. Fallos: 22S, 328. 

(3) P de marzo. PhUob: 226, 122; 228, 323. 



DE JUSTICIA DE 1*A NACIÓN 



-17 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de marzo de 1955. 

Vistos los autos: "Administración General de Via- 
lidad Nacional c/ Aguirre, José Urbano s/ expropia- 
ción", en los que a fs. í)l esta Corto Suprema declaró 
procedente el recurso ordinario de apelación. 

Considerando: 

Que la sentencia de fs. 53 que fija en $ 209.166,86 
la suma que la Administración General de Vialidad 
Nacional deberá abonar a José Urbano Aguírre por la 
expropiación del terreno ubicado en el Partido de Las 
Concluís, Provincia de Buenos Aires, destinado a la 
construcción del camino de acceso Norte a la Capital 
Federal, ha sido apelada por el demandado sólo en 
cuanto dispone que el monto de la indemnización alu- 
dida debe ser satisfecho sin intereses y que las costas 
corresponde sean abonadas "por su orden en ambas 
instancias". 

Que ambos agravios carecen de fundamento con- 
forme a la jurisprudencia constante de esta Corte Su- 
prema consignada respecto del primero en los fallos 
citados en la sentencia (fs, 53 vta.) (*) que estable- 
cen la improcedencia del pago de intereses si no son 
solicitados al contestar la demanda; y en cuanto al 
seriado, porque se trata de la aplicación estricta del 
nrt, 28 de la ley 13.264 que dispone que las costas se- 
rán abonadas en el orden causado cuando la indemni- 
zación í* 209.166,86) no exceda de la mitad de la dife- 
rencia entre el monto de la oferta Fiscal (*11,542,66) 
y U reclamada (*411.178,80) más la ofrecida lo que 



(«) Ver Fallos: 211, 25»; 221, £49, 
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acusa la cifra de $ 211.360,60 superior, como so ve, a 
la indemnización, ya señalada (Fallos: 224, 308, 32G, 
;M4, 759¿ 892, 901, 922 y 1025, cutre otros), 

Por estos fundamentos, se confirma, con costas al 
apelante la sentencia de fs. 53 en cuanto hn sido mate- 
ria del recurso concedido a fs. 91, 

Rodolfo G. Valenzuela — Fb- 
lipe Santiago Pérez — Ati- 
lio Pessagno — Luis R. Lon- 

OHI. 



ADMINISTRACION GENERAL DE VIALIDAD NACIO- 
' * NAL v. MARIA ELM1NA HERRERA ARREGU 

mCÜBSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. 
Sentencia definitiva. Anto/urán» anUriore*. 

Es improcedente el recurso ordinario de apelación para 
ante la Corte Suprema contra la resolución que decora 
insuficiente la consignación efectuada por el expropiante 
a los fines del art. 18 de la ley 13.204. Tal decisión no pone 
fin al pleito ni impide el nnia amplio debat? y producción 
«le prueba acerca del punto discutido, pues el carácter 
excesivo o insuficiente del monto de tal depósito depende- 
rá de la suma que en definitiva se fije como indemnización. 



Dictamen del Piiocuhador General 



Suprema Corte: 

A mi criterio, la resolución apelada no es la senten- 
eia definitiva a que se refiere el art. 24, inc. 7', ap. a), 

de la ley 13.998. 

Por lo tanto considero que el recurso ordinario 
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de apelación interpuesto a fs. 109 ha sido mal acorda- 
do a fs. 112. Buenos Aires, 2 de febrero de 1955. — 
Carlos G. Dclfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de marzo de 1955. 

Vistos los autos: "Administración General de 
Vialidad Nacional c/ Herrera Abregú, María Elmina 
s/ expropiación", en los que a fs. 112 se ha concedido 
el recurso ordinario de apelación. 

Considerando : 

Que por auto de'fs. 112, se ha concedido a la Ad- 
ministración General de Vialidad Nacional, el recurso 
ordinario que dedujera respecto de la resolución de 
fs. 100 en la parte que declara insuficiente la consig- 
nación efectuada por aquella repartición a los fines del 
art. 18 de la ley 13.264, disponiendo que el depósito de 
$ 18.720 hecho para obtener la posesión de la tierra 
objeto de la expropiación, se eleve a $ 129.600 por ser, 
esta suma, la equivalente a la tasación del inmueble pa- 
ra 1953, fecha en que el juicio fué iniciado, y no la pri- 
mera, que respondía a la boleta de Contribución Terri- 
torial expedida para 1952. 

Que el carácter excesivo o insuficiente del monto 
del depósito efectuado a los fines ya indicados y qne 
en el momento puede resultar de la adopción de una u 
otra de las tasaciones fiscales cuya real existencia, al- 
cance y modalidades se han acreditado r*n autos para 
1952 y 1953, no es, en manera alguna definitivo. De- 
penderá de la suma que al finalizar el juicio se deter- 
mine como monto de la justa indemnización y en tal 
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situación corresponderá al actor integrar el déficit o 
hI demandado devolver el superávit si hubiere percibido 
el importe del depósito. 

Que en consecuencia la decisión recurrida no pone 
fin al pleito ni impide el más amplio debate y produc- 
ción de la prueba acerca de la cuestión que se discute, 
lo «pie revela la improcedencia del recurso ordinario 
concedido, atento lo que dispone el art. 24, inc.7% ap. 
a), de la ley 13.998, como lo señala también el Sr. Pro- 
curador General en su dictamen de fs. 169. 

Por estos fundamentos, habiendo dictaminado el 
Sr. Procurador General, se declara mal concedido el 
recurso ordinario acordado a fs, 112. 

Rodolfo G. Vvlenzuela — Fe- 
lipe Santiago Pérez — Ati- 
lio Pessaono — Luis R. Lok- 

GEIl. 



BANCO HIPOTECARIO NACIONAL % ANTONIO 
LA RUMBE Y BARBERIA 

EXPROPIACION: Indemnicación. Determinación del valor real. 

Corresponde confirmar la sentencia que, adoptando las 
.conclusiones del Tribunal de Tasaciones de la ley 13,264, 
¡'¡ja el valor de la tierra expropiada en una cantidad que 
arroja como promedio por metro cuadrado una cifra sen- 
siblemente ifrual a la que estableciera la Corte Suprema 
para tierras cuya vecindad con la de autos se pone de 
manifiesto en el informe del citado Tribunal y en la sen- 
tencia apelada f 1 ). 



0) IB de marro. Faltos: 25.1, 215; 225, 625. 
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NACION ARGENTINA v. ALFREDO ISAAC LEDESMA 
EXPROPIACION: Indemnhtióón, thUnninatiñn del ralor real. 

Son infundados los agravio» que invoca la parte expro- 
piada, ref?ridos exclusivamente al precio unitario básico 
fijado por la sentencia apelada, que se apoya en el dicta- 
men del Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, si dicha 
parte, a lo largo del juicio, hizo estimaciones sobre el va- 
lor de la unidad métrica que se aproximan al fijado en 
la sentencia, y sólo después de producido el informe del 
Tribunal admitió un descuento del 20 *fc por los diversos 
rubros que aquél indicara, pero aumentando al mismo 
tiempo su estimación sobre el precio unitario, con lo cual 
alcanzó de nuevo la cifra total que pretendía, con un pre- 
cio básico diferente que, por lo demás, era inferior al asig- 
nado por el Tribunal de Tasaciones. 

EXPROPIACION: Indemnización. Otros daño». 

Conforme al texto expreso del art, 11 de la ley 13.264 y 
la jurisprudencia constante de la Corte Suprema, no co- 
rresponde resarcimiento alpuno por lucro cesante en los 
juieios de expropiación. 

COSTAS: Naturaleza del juicio. Erpropiftñófí. 

Procede imponer las costas de primera y segunda ins- 
tancias al expropiante cuando la suma que en definitiva 
se manda pagar excede de la ofrecida más la mitad de la 
diferencia entre aquélla y la pedida por el expropiado. 
Las de tercera instancia deben ser soportadas en el orden 
causado, si no prospera ninguno de los recursos inter- 
puestos para ante la Corte Suprema. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Jui- 
cio* en que ta Nación « parte* 

Si el monto conjunto de los honorarios devengados en las 
instancias anteriores de un juicio de expropiación, cuyo 
pago está a cargo del Fisco conforme al régimen de Jas 
costas, exede la suma fijada por el art. 24, me. 7*, ap. a), 
de la lev 13.998, procede que la Corte Suprema determine 
el monto de las regulaciones correspondientes a esas ins- 
tancias, asustándolas al criterio seguido para los juicios de 
expropiación. 
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Sextexcia i>el Juez Xaciu.v.u. 

Rosario, 29 ele junio tic 1954. 

Y vistos: este juicio de expropiación seguido por el fio- 
bierno de Ja Nación (Yacimientos Petrolíferos Fiscales) con- 
tra Alfredo Isaac Ledesma —expte. 8135/51—. 

Del que resulta.: 

a) A fs. I comparece el Sr. Procurador Fiscal, en repre- 
sentación del actor, deduciendo la demanda expresada por ex- 
propiación de una fracción de terreno de 40 Has., ubicada en 
la zona suburbana de la ciudad de San Lorenzo, en esta pro- 
vincia, sobre la ruto nacional n» II, cuyas dimensiones v lin- 
dero» aparecen en el plano de £s. 60, declarada de utilidad 
pública para ampliar las instalaciones de la Destilería de esa 
ciudad (decreto 12.675/50, fs. 159/60). Expresa que la valua- 
ción fiscal es de $ 481,55 por hectárea, por lo que el valor to- 
tal alcanza a $ 19.262, cantidad que aumentada en un 20 % 
(ley 12.966, art. 4) asciende a $ 23.114.40, suma consignada 
en autos (expte. 6765/951 y boleta de fs. 14 — expte. 1844/51, 
agregados por cuerda). 

b) Dada la posesión judicial del inmueble (fs. 5). con 
fecha 22 do mayo de 1951, se dejó constancia de la existencia 
de un edificio de 3 habitaciones; y edemas de una cocina, 
un galpón y una galería, dos pozos y alambrados, cuya perte- 
nencia en parte invocaron los arrendatarios Jce¿ lrígoras y 
Serafín Bengoechea y cuya entrega solicitó este último a 
fs. 149. 

c) A fs. 37 comparece el apoderado del demandado, aca- 
tando !a expropiación, por ajustarse a las previsiones del ré- 
gimen legal existente, pero rechazando el precio consignado 
por considerarlo reducido y fuera de toda relación con ¡íu 
valor venal actual pues no alcanza al importe de la última 
valuación (año 1947). Manifiesta que el terreno está situado 
en la zona suburbana de San Lorenzo, de gran evolución e 
incremento industrial y edilicio, a poca distancia del río Pa- 
raná y de los puertos de San Lorenzo y San Martín, con 
acceso a rutas pavimentadas de gran tránsito y a vías ferro- 
viarias esenciales. Considera que apnrte de la valorización que 
le dan a la tierra esas circunstancias no puede dejarse de lado 
el factor de la disminución del poder adquisitivo de la moneda. 
Niega que su mandante esté obligada al pago posible del im- 
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puesto a las ganancias eventuales, desude que no s™ trata en el 
taso ile una venta voluntaria. Por último, estima en $ 6.50 
el m. 2 , y pide en concepto de indemnización la cantidad de 
$ 2.618.000 m/n. 

d) Agregado el título de propiedad respectivo (fs. 49/55) 
y acreditada la inscripción del dominio a nombre del deman- 
dado (fs. 61 vta.) se reaV ó la audiencia de juicio verbal (fs. 
100) en la que fué propuesto el Ing* Jorge Cordeyro Echaguc 
como representante ante el Tribunal de Tasaciones. Agregada 
Ja prueba ofrecida {fe. 63/91 y 101/48), la expropiada pidió 
se pasaran los autos a dicho Tribunal, sin perjuicio de que 
oportunamente la actora presentara el plano definitivo de men- 
sura de la fracción motivo de la ütis; mensura y planos que 
fueron agregados a fs. 155/166, practicados por el agrimensor 
nacional D, Joaquín Giner, y de los que resulta la superficie 
exacta de aquélla y sus lindercs. Esta mensura fué aprobada 
por el Dpto, Topográfico de la Dirección de Catastro de la 
Prov. de Santa Fe. 

De a< * uerdo eois lo dispuesto por el art. 14 de la ley 
13.264, el Tribunal de Tasaciones expidió su dictamen con fe- 
cha 8 de abril ppdo. ; y realizada la audiencia prevista por el 
art. 21 de dicha ley. el 8r. Procurador Fiscal destacó la 
inexistencia en el inmueble de redes de distribución de agua, de 
servicios cloacales y alumbrado, en función de cuyos datos 
juzgo excesiva la estimación, máxime cuando el valor asigna- 
do excede al que fijara la Oficina Técnica de ese organismo. 
El demandado, por su parte, expresó su desacuerdo ron las 
bas?s y antecedentes tenidos en cuenta en los siguientes pun- 
tas: para obtener la valuación del valor unitario del lote tipo 
omitiendo algunas ventas efectuadas en la sona; para la deter- 
minación del ingreso neto; para la estimación de los coeficientes 
de reducción por los riesgos de loteo, y de disponibilidad j y 
para excluir los perjuicios del fraccionamiento conm daño emer- 
g?nt*\ l'or último, hizo reserva de las acciones que corres- 
pondan como derivadas de la mensura practicada sin interven- 
ción ni fiscalización de la expropiada. 

f ) La cuestión relativa a la insuficiencia del monto con- 
signado, en relación con la avaluación territorial, fué resuelta, 
en el sentido de su improcedencia, en incidente separado agre- 
gado por cuerda, con fecha 10 de julio de 1952 —Fallo 4385—, 
confirmado por la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones, 
con fecha 24 de octubre de ese año —Fallo 27.444—. 
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Y considerando, que: 

I*) En la reunión mencionada, Tribunal de Tasaciones 
aprobó por mayoría el valor fijado por la Sala Tí, al terreno 
y Ja deducción aplicada en eomrpto de disponibilidad; y por 
unanimidad, el valor fijado por esa Sala a las mejoras exis- 
tentes en el bien expropiado. Es decir, tasó el inmueble, a la 
fecha de la despos-sión —22 de mavo de lílal— incluidas las 
mejoras, por su valor objetivo y sin considerar indemnización 
de ninguna especie, en la suma de $ 1.4HÍ.H0U m/n. 

El suscripto considera justa la suma fijada romo deter- 
minación del avalúo cuestionado, tanto respecto de la tierra 
f$ 1,004.000) como de la-s mejoras consistentes en el alambra- 
do, tranquera, pozos y casa habitación {$ 13.800) y reducción 
por "disponibilidad" ($ 30.000), teniendo en cuenta los ante- 
cedentes, índic a y coeficientes calculados por la Oficina Téc- 
nica y por la Sala II de aquel organismo. Debe hacerse cons- 
tar, como ya se ha dicho en casos anteriores, que aunque esa 
peritación no obliga a los jueces, su asesoramiento no podría 
desecharse, dada su especial ilación y competencia, salvo error 
o deficiencia notoria en sus conclusiones; máxime en el caso 
de no existir prueba eoncluyente (pie justifiqne su apartamien- 
to, Las observaciones que formulara el representante del im- 
propiado a fs. 22/25 del expediente administrativo n* 220.001 
agregado por cuerda fueron ya obj"to ele consideración y es- 
tudio por la Sala referida, modificándose las conclusiones en 
base a nuevos coeficientes de ubicación, al ancho de las calles 
paralelas a los límites N,0. y S.E,; a la tasación de las me- 
joras, etc., vías de comunicación y características de la zona 
(circulación, alumbrado) y en lo ati rigente a la absorción e in- 
fluencia del teléfono en el puntaje del sistema d> calificación. 

2*> Y en cuanto a las observaciones formuladas por el 
expropiado, en su minuta de fs. 172/77, respecto al valor uni- 
tario del lote tipo, determinación del ingreso neto» valor de 
la tierra, privación de beneficios, daño emergente y coeficiente 
de disponibilidad, no son valederas para modificar aquellas 
conclusiones. En lo que ss refiere a los coeficientes de ubicación 
de los lotea y a la relación entre frente y fondo de los mismos, 
sostiene que son factores que no iuegan cuando les compra- 
dores son gente de poca cultura, que pagan lo que se les pide 
y se hacen propietarios sin mayores razonamientos. Aunque 
ello fuera exacto y haya dado origen en otras ventas anterio- 
res a esa uniformidad de precios con prescindencia absoluta 
de los factores cuestionados, el argumento es inaceptable ya 
que en el caso se trata de determinar los valores reales y no 
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loa obtenidos en aquellas circunstancias invocadas y en un 
mercarlo sin competencia eventual. En lo que respecta al in- 
greso neto (cuestión relativa al ancho ile las calles) el sus- 
cripto comparte el criterio adoptado por el Tribunal de Tasa- 
ciones, que acepta el de la Sala II. punto 6), y cabe remitirse 
a sus fundamentos. 

3<p) L a procedencia de la reducción de la indemnización 
en concepto de coeficiente de disponibilidad, no puede discu- 
tirse La indemnización debe corresponder al valor que lo 
expropiado tiene efectivamente para su dueño, al tiempo de 
la (lesposesión ; y si sobre ese valor gravita el hecho de la ocu- 
pación (el inmueble estaba arrendado a los Sres. José I ristras 
v Serufín Bengoechea. según resulta del acta de. fs. 5), no cabe 
prescindir de ella (C. S. N\. Fallos: 225. 634). Corresponde 
aplicar ese coeficiente, aceptando el que adoptó el Tribunal 
de Tasaciones, cuyo monto no ha sido observado. 

4") La privación de los beneficios que se hubieran ob- 
tenido de lotcos privados (lucro chante) no puede incluirse 
como materia de la indemnización íart. 11, ley 13,264). La 
interpretación del demandado, al subordinar esa prohibición 
ai caso de que no sea consecuencia inmediata y directa d* la 
expropiación, o de que constituya ¡¿anuncias hipotéticas, es 
incompatible con el claro texto lemal (t*. S. N., Fallos: 225, 
650). No hay prueba del daño proveniente del desmedro que 
sufre la fracción restante por quedar fuera de toda comercia- 
lización fltil, ni que su estructura pueda ser obstáculo para 
m ulterior fraccionamiento, destino natural según el mismo 
interesado. 

ü»j Las cuestiones referentes a la devaluación de la mo- 
neda y a la indemnización por el pago del impuesto a las ga- 
nancias eventuales, han sido desestimadas uniformemente por 
ta jurisprudencia (C. S. N., Fallos: 208, 164; 218. 239; 217, 
483; 220, 1000; 221, 519, etc.). 

6') Los arrendatarios expresaron, en el acto de la toma 
de posesión del inmueble, que eran de su perteneeencia la co- 
cina, galpón, galería, un pozo y los alambrados interiores. Co- 
mo en la tasación de las mejoras la valuación no se hizo en 
detalle para cada uno de esos bienes, la entrega de los im- 
portes que por tales conceptos correspondan a los propietarios 
deberá quedar supeditada a la prueba que produzcan los in- 
teresados, si no media avenimiento al respecto. 

p) A la suma fijada, debe agregarse la correspondiente 
a los in freses, a tipo de Banco, desde la fecha de la despose- 
sión —22 de mayo de 1951— sobre la suma de $ 1.464.686 que 
forma con la suma consignada ($ 23.114), el total de la mdem- 
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ni ración. Las costa* del juicio corresponde declararla* a car- 
go ele la expropiante (art. 28, ley 13.264). 

Por estas consideraciones, fallo: 

Declarando transferido al Estado Nacional Argentino el 
inmueble materia de este juicio, previo pago en el plazo de 
90 días de la suma de $ 1.464.686 ra/n., que forma con la ya 
consignada el total de la indemnización (* 1.487.800) ; mas 
los intereses expresados en el considerando 7* En la entrega 
del importe correspondiente a las mejoras debe estarse a lo 
dispuesto en el considerando 6'. Con costas a cargo del ex- 
propiante. Regúlanse los honorarios de los Dres. Jesús H. Paz 
y Alfredo Luis Ledesma, en las cantidades de $ 118.000 y 
$ 50.000 m/n., respectivamente. — Raúl Andrés Affranchino 



Sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones 

Rosario, 4 de octubre de 1954. 

Vis tos. en acuerdo, los autos "Gobierno de la Nación 
(1 .P.P.} c/ Ledesma, Alfredo Isaac — expropiación" fejtpte. 
19.470 de entrada). 

Y considerando que: 

T. En este juicio, esencialmente, se debate el monto de 
la indemnización que corresponde abonar por la fracción de 
trrra expropiada, cuya ubicación, medidas y linderos se pre- 
cisan en ln mensura y planos obrantes a fs. 157/66. El fallo. 

* 35°iÍ f ? eñalar ^ ne mn Ia demanda se depositó la suma de 
9 ¡3.114,40 m/n., que incluye la que corresponde a la valua- 
ción fiscal aumentada en un 20 analiza los elnmentos traí- 
dos a los autos y especialmente el estudio de la División Téc- 
nica y el informe de la Sala 2» del Tribunal de Tasaciones, 
acogiendo, al igual que lo hace dicho organismo, el citado en 
último término, lo que implica fijar $ 1.504000 m/n. por el 
terreno y $ 13.800 m/n. por las mejoras, valorea que al ser 
sumados y efectuarse la deducción de $ 30,000 m/n. por "dis- 
ponibilidad" da una tasación por to^i concepto de * 1.487.800 
m/n. (valor objetivo). El actor, al expresar su disconformidad 
con la sentencia sostiene que, como quiera que el a guo ad- 
hiere a lo dictaminado por el Tribunal de Tasaciones —cuyo 
criterio de apreciación y conclusiones crítica—, la eompen- 
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«ación establecida sobrepasa el valor real del inmueble. El de- 
mandado, por su parte, formulando sus agravios, aduce como 
arpum-nto capital que sin motivo valedero la mencionada re- 
partición asesora ha omitido la consideración de los precios 
obtenidos en determinadas ventas efectuadas a la sazón o en 
épocas próximas a la de la expropiación en la zona, sobre las 
cuales, destaca, había rendido la pra?ba del caso, por cuya 
rittón el a qvo t en lugar de admitir lo que resulta de dicho 
dictamen tendría que haberse apartado del mismo va que le 
atribuye "error o deficiencia notoria", quejándose, por lo 
demás, de que en el pronunciamiento no se haya hecho refe- 
rencia a tales operaciones excluidas v, en seguida, tras im- 
pugnar la reducción por "disponibilidad" y de refutar la no 
inclusión de lo solicitado por "daño emergente", acerca de 
cuyo particular se considera perjudicado en $ 100,000 m/n 
al rubro "mejoras", sosteniendo que lo acordado por 
el Tribunal de Tasaciones le corresponde en forma exclusiva, 
esto es, que el monto respectivo, no tiene por qué estar supe- 
ditado a probanza alguna, expresando, por último, que hace 
reserva de derechos en lo que atañe a la mensura, por haberse 
P ra i-tirado sin su intervención ni fiscalización. 

II. La Cámara, luego de examinar los datos y circuns- 
tancias traídos a los autos — puntualizados todos ellos en for- 
ma detallada y, a la par, apreciados proporcional mente en el 
dictamen de la Sala 2* del Tribunal de Tasaciones, organismo 
•ste último que los tuvo en cuenta y acogió las conclusiones 
derivadas de su norma valorativa. cosa que, asimismo, hizo 
luego el a quo — coincide con lo decidido en la sentencia, pues- 
to que conceptúa que al haberse obrado así se han interpretado 
en debida forma los principios sobre los que está basada 
la expropiación por causa de utilidad pública, que por virtud 
de preceptos constitucionales y legales requiere que al pro- 
pietario de una cosa se te pague la justa indemnización que le 
corresponde a raíz del apoderamiento de la misma por el Esta- 
do, indemnización que claro está, debe comprender su valor 
pecuniario, que ha de fijarse tomando primordialmente en 
consideración los precios obtenidos a la fecha de la expropia- 
ción por otros de situación y características semejantes y tam- 
bién de haber otro menoscabo como consecuencia de tal acto 
potestativo, lo que atañe a su resarcimiento, ya que, en ver- 
dad, se ha visto confrontado en situación de vender forzosa- 
mente. Ello no quiere decir, naturalmente, que proceda el 
parangón de los precios de terrenos que no están en tales con- 
diciones a cuya elevación han podido contribuir motivos excep- 
cionales y que, por otra parte, el Tribunal no tiene la posibi- 
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lidad de determinar, no pudiendo tampoco juzgar que asista 
ratón al dueño cuando alega la existencia de daño» en cuanto 
al resto del terreno como resultado de la expropiación y pide 
lu consiguiente reparación si no aporta para ello las prueban 
respectivas que hagan fe. 

Kl cotejo de los distintos elementos reunido» ha dejado 
ver, en efecto, con toda claridad, lo razonable y equitativo del 
procedimiento seguido por el citado organismo encargado de 
¡inorar a la justicia en las tasaciones ya que evidencia que 
k» resultado» que señala responden con justeza al valor real 
del termo expropiado a la époea de la toma de posesión. 

Así, para la estimación del bien expropiado* las depen* 
dencias del Trihunal de Tasaciones comenzaron por formular 
una sulali visión hipotética de dicha fracción, luego de lo cual, 
empleando el método de comparación, establecieron el valor 
unitario del lote tipo a *ia fecha de toma de posesión y al 
lugar señalado con el coeficiente 1 (v. planos agregados a fs. 
12/13) mediante la utilización de los antecedente» de ventas 
parangonnblc* v juzgando que lo eran las que aparecen en la 
tabla o planilla iV' 1 glosada a fs. 42/44 del expediente res- 
petivo — es decir, las realizadas en el barrio Perón, situado 
al E. de aquélla y de la lindera destilería de Y.P.F., hechas, 
cu su mavor parte (89) en forma directa por su propietario, 
el misino* Sr. Ledesma, en los años 1949. 1950 y 1951 y las 
restantes (14. de la manzana n« 51) en remate público efec- 
tuado por el martiliero Castellani el 16 de enero de 1940— 
determinaron seguidamente la homogeneidad de los valores 
correspondiente según medidas, forma de pago, ubicación y 
época por medio de los coeficiente» que les atañen. Finalmente, 
partiendo de la valía de tal modo fijada, hicieron el cálculo 
de ío que resultaría de ingreso bruto, en atención a lo que 
Huye del plano trazado por virtud de tal suposición, obtenién- 
dose así, después de la modificación introducida por la Sala 
*2da. al informe de la División Técnica en lo que hace al 
ancho de algunas calles y de la deducción por honorarios y 
gastos d« venta y administración, un ingreso neto de 
$ 2.032.466,55 m/n. Al monto representativo del expresado 
ingreso neto se le hizo acto continuo la pertinente rebaja por 
beneficio del loteador v riesgos de la operación y aunque la 
Sala 2da. utiliza el procedimiento de la División Técnica, 
desde que modifica el puntaje de la misma por haber omitido 
incluir en el ítem 1 * Servicio» Públicos" las líneas telefónicas 
que pasan por la ruta n» 11, ello significa que el valor adop- 
tado en definitiva por dicha Sala sea de $ 1. 504.000 m/n. para 
el terreno, lo que resulta dar un valor unitario de $ 3,76 m/n. 
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el metro cuadrado, que fui acogido pnr el Tribunal adminis- 
trativo en la reunión plenaria de que da cuenta el neta obran- 
te a fs. 46 del mencionado expediente. 

Cuadra destarar que, cuando dicho organismo desbeba lo 
que pretende el demandado, de cotejar los terrenos vendidos 
per los rematadores Látanle —el 14 de enero de 1351 (v. 
Fs. 86 de f*tos antro*) — y Sánchez Granel — el día 10 de 
diciembre de 1948 (v. fs. 101/3 id.) — y las operaciones rela- 
tivas a los que se hallan ubicados <*n las proximidades del 
barrio El Pino, esto es. muy cerca de la ruta iÜ 11 v la calle 
o camino vecinal que separa la Destilería de las viviendas de 
Y. I\ F„ ralle que virtualmonte constituya la línea demarca- 
toria entre la parte edificada y la parte sin edificar de dicho 
barrio ( ver planos agregados a fs. 81 y 87 id.) lo hace teniendo 
presente qu > j-=e trata de lotes que no guardan semejanza en 
sus caracteres esenciales con la fracción expropiada, ya que 
además de pertenecer a tugares subdivididos en alto grado 
con anterioridad y bastante edificados en A caso de los dos 
primero* y de estar a muy escasa distancia del extremo X. 
del sector edificado del barrio, en el caso citado en último tér- 
mino —lo ipie, eonsiguientement". Ies ha reportado el acre- 
centamiento de valeres que siempre lleva implícita toda ur- 
banización — ■, se encuentran comprendidos dentro de lo (pie 
perfila el núcleo poblado de San Lorenzo, constituyendo ba- 
rrios que, coma lo lia podido comprobar la Cámara tff visu. 
recociendo el pedido formulado en el escrito obrante a fs. 
172/77, se prestan para una edificación de más variedad y 
con mayor aprovechamiento, lo que muer? a pensar, conforme 
lo indican Ies técnicos cu tasaciones, que hay que tomar en 
cuenta !n influencia de la vecindad por el aprovechamiento 
para la edificación. Es indudable, pues, <pr no es posible traer 
a colación dichas loteadas, hechas en donde el progreso es 
bien tangible, cuando se trata de tasar terrenos que, como los 
one sen materia d? esta expropiación, tienen en sus rumbos 
O. y X. (lo mismo rpie el sector principal de la destilería que 
da a la ruta n* 11) enfrente terrenos abiertos dilatadamente 
(en su mayor parte campos de pastoreo) y lindan por su 
eontraf rente E. -ou una zona de grandes baldíos que rodea a 
la tstación Puerto San Lorenzo", con construcciones esca as 
y de tipo precario y en la que no se advíei t >n desatrües, ni 
alcantarillas, ,ni alumbrado público,» estando el Houlevard 
San Ramón, que la cruza, apenas delineado y sin que. cierta- 
mente, se baya adentrado, a la época de la teína de posesión, 
en la fracción expropiada, siendo dable notar, por lo demás, 
que la gestión de la comuna de San Lorenzo tendiente n ¡ u 
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apertura fué posterior (v. nota del Concejo Deliberante agre- 
gada a £4, 79), debiendo consignarse, en fin, que vienen des- 
pués de la expresada zona suburbana. 

En síntesis: las objeciones que formula el demandado a 
¡a sentencia por haber dejado sin cotejar los terrenos aludi- 
dos, no pueden, en opinión de la Cámara prosperar, no siendo 
1.1 ni poco valederas las razones aducidas para fundar el recla- 
mo de $ 100,000 m/n. como indemnización por lucro cebante 
y daño emergente, puesto que además de cnanto surge de lo 
que hp acaba de puntualizar corresponde deeir que no se ha 
aportado ninguna prueba demostrativa del aserto, nt siquiera 
un plano del municipio que sirva de asidero a sus afirmacio- 
nes en lo tocante a! desarrollo de la ciudad de $an lorenzo 
en esa dirección y a la forma en que podría haber cruzado 
los terrenos. 

III. Considérase, asimismo, acertado lo resuelto en lo re- 
ferente al cobro del valor de las mejoras y a la reducción 
hecha por aplicación del coeficiente de disponibilidad, habida 
cuenta de sus fundamentos, 

En su mérito, se resuelve: 

1*) Confirmar la sentencia apelada, obrante a fs. 179/ 
182, que declara transferido al Estado Nacional Argentino el 
inmueble materia de est rt juicio, previo pago en el plazo de 
90 días de la suma de $ 1,464.636 m/n. e/I., que forma con la 
ya consignada el total de la indemnización {$ 1,487.800 m/n, 
c/l.)j más los interesas al tipo que percibe el Banco de la 
Nación Argentina a partir de la fecha de la desposesión (22 
de mayo de 1951), con costas; manteniéndose, asimismo, lo 
dispuesto en dicha resolución respecto al rubro de las me- 
joran. Las costas de esta instancia también Re declaran a caTgo 
del expropiant\ 

2") Confírmanse, asimismo, las regulaciones efectuadas 
por el a quo a los Rres. Jesús ir. Paz y ¿\lfredo Luis Ledesma. 
en las sumas de $ 118,000 y $ 50.000 m/n. e/1., respectiva- 
mente; y regúlase, a Tos mismos profesionales, por su inter- 
vención en ta alzada, las sumas (le $ 35.000 y $ 15,000 de 
igual moneda, también respectivamente, — Alejandro J. Fc- 
rrarttns. — Juan Carlos Lubary. 
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FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de marzo de 1955. 

Vistos los autos: "Gobierno de la Nación c/ Lcdes- 
«m, Alfredo Isaac s/ expropiación % en los que a fs. 207 
se han concedido los recursos ordinarios de apelación. 

Considerando : 

Que la sentencia de fs. 19G fija en $ 1.474.000 el 
valor de las 40 hectáreas que indica la diligencia de 
mensura de fs. 157 (fs. 167) ubicadas en San Lorenzo 
(Provincia de Santa Pe) destinadas a la ampliación 
de la Destilería Fiscal del mismo nombre, y en $ 13.800 
el de las mejoras existentes. Ambas partes han apela- 
do del fallo, habiéndose concedido los respectivos re- 
cursos en la medida que determina el auto de fs. 207. 

Que la actora no ha formulado, respecto de la sen- 
tencia apelada que admite la peritación del Tribunal de 
Tasaciones, ni con relación a este dictamen, observa- 
ción concreta alguna que permita su correlativo examen 
y valoración (fs. 171, 187, 214) por lo que ante la de- 
ficiencia que se señala no cabe añadir otras conside- 
raciones para determinar la improcedencia de su pre- 
tensión. 

Que en cuanto a la demandada, corresponde esta- 
blecer que el primer agravio que invoca en el memorial 
de fs. 215, alude a un "patente yerro' 1 en que habría 
incurrido el Tribunal de Tasaciones al fijar el prome- 
dio del valor de la tierra, pues dice que "eliminó de 
su informe la cita y mención de considerable número 
de ventas, y lo que es más grave — añade—, prescindió 
precisamente de aquéllas que incidían favorablemente", 
etc. omisión que "no recogió la Excma, Cámara al sen- 
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tcnciur, de manera alguna y sólo se limitó a sustentar 
la confirmación del fallo de 1* instancia recurriendo a 
una inspección de visu" etc. 

(¿ue ese agravio no es admisible, pues el propio 
demandado, tnuto en el escrito de contestación a la de- 
manda (fs. 37 a 44 vta.) como en la minuta de fs. 92 
(fs. 95 vta. y 99) ha estimado el valor unitario básico 
de la tierra objeto de cata expropiación, en la suma de 
$ 6,50 el metro cuadrado, estableciendo que ese precio 
resultaba de todos los antecedentes que minuciosamen- 
te relata a fs. 41 y repite a fs, 95 vta. y siguientes. 

Fué después de la presentación del informe del Tri- 
bunal tle Tasaciones (fs. 154) que el demandado, ad- 
vertido de la procedencia de lns deducciones que seña- 
la ni In Oficina Técnica de aquel organismo, relativas 
a gustos de subdivisión y loteo, riesgos de la venta a 
plazos etc., admite una reducción del 20 % (fs. 175, fs. 
191 vta.) por esos conceptos, pero eleva extemporánea- 
mente aquel promedio que antes fijara en $ 6,50 a $ 10, 
de manera que aplicadas las deducciones alcanza otra 
vez aproximadamente la cifra total que pretendiera con 
un p recio básico y unitario diferente. 

La procedencia de la valuación del Tribunal de Ta- 
saciones queda evidenciada aún más si se tiene en cuen- 
ta que ha asignado al metro cuadrado un precio pro- 
medio de $ 7,67 (fs. 34), superior como se ve al que 
originariamente indicó el demandado (doctr. Fallos : 
228, 578). 

Esclarecida así la improcedencia del agravio respec- 
to ni precio unitario básico y no conteniendo el memo- 
rial de fs. 215 impugnación alguna relacionada con loa 
conceptos y montos de las restantes deducciones apli- 
cadas, las conclusiones del Tribunal de Tasaciones de- 
ben ser aceptadas. 

Que en cuanto al segundo agravio que se vincula 
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a la indemnización de $ 100.000 por daño emergente y 
lucro cesante, corresponde, asimismo, desestimarlo, to- 
da vez que a tal resarcimiento se opone claramente el 
texto expreso del art. 11 de la ley 13.264 y la juris- 
prudencia constante de esta Corte Suprema, entre 
otros en los fallos de los tomos 225 t pág. 522 y 228, pág, 
729. 

Que la imposición de las costas a la actora en pri- 
mera y segunda instancias es procedente con sujeción 
al art. 28 de la ley mencionada, debiendo las de esta ins- 
tancia ser soportadas por las partes en el orden cau- 
sado, por no prosperar ninguno de los recursos inter- 
puestos. 

Que en cuanto al monto de las costas devengadas 
en las instancias anteriores, revisible por esta Corte 
por exceder en conjunto el límite legal deben ser ajus- 
tadas al criterio vigente para casos análogos. 

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia 
apelada de fs. 196 en lo principal que dispone, así co- 
mo en la imposición de las costas de primera y segun- 
da instancias. Y se la modifica en cnanto al monto de 
las referidas costas que se fijan en pesos ochenta mil 
moneda nacional para el Dr. Jesús H. Paz y pesos vein- 
tiocho mil moneda nacional para el Dr Alfredo Luis 
Ledesma por sus trabajos en primera instancia. Y en 
pesos veinte mil moneda nacional para el mismo Dr. Paz 
y en pesos siete mil de igual moneda para el Dr. Ledesma 
por su labor ante la Cámara. 

Jms costas de esta instancia se pagarán por su 
orden 

Rodolfo G. Valenzuela — Ati- 
lio Pessagno — Luis B. Lon- 
oni. 



Ité 
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NACION ARGENTINA v. ANGEL SORIA MUELAS 

Y OTROS 

EXPROPIACION: lttdrmni:ac¡t>n. Determinación tttl valor rral. 

Corresponde confirmar la sentencia que fija el monto il - 
la indemnización a pagarse por el terreno expropiado y 
sus mejoras en la suma asignada por el Tribunal de Ta- 
saciones de la ley 13.264, cuya peritación está fundada 
en antecedentes y pormenores minuciosamente expues- 
tos y no ofrece observaciones que disminuyan su valor 
como prueba legal suficiente, sentencia que no ha sido 
objeto de verdaderos agravios por parte del fisco ape- 
lante, púa* acerca de sus conclusiones sobre loa Luchos 
no se han formulado reparos concretos. 



Sentencia del Juez Nacional 

Rosario. 12 de julio de 1&>4. 

Y vistos; este juicio de expropiación seguido por el Go- 
bierno de la Nación (Dirección General de Teléfonos del 
Estallo) contra María Fortexa de Pinto (hoy Soria Muelas 
Ang?l, Soria Prudencio y Soria Florea! — exp. H334 A — , 
Soria Prudencio —exp. 8334 B— y Fridmau Abrafaam —exp. 
8334 C— , agregados por cuerda separada por desglose orde- 
nado a fs. 130) , del que 

Resulta ¡ 

a) A fs. 32 comparece el Sr. Procurador Fiscal, en re- 
presentación del actor, deduciendo la demanda expresada por 
expropiación de un terreno baldín situado en la calle Bou- 
levard Rondeau esquina Libertad, de esta ciudad, con una 
superficie de 1874, 8' 1 m a .. avaluado en la suma de $ 63.700 
m/n„ por la Junta do v'aluacción y Catastro, cantidad que au- 
mentada en un 30 % (dee. 19.654/50. art. 2*) asciende a un 
total de $ 82-810 m/n.. consignada según boleta agregada a 
fs. 1. Dicho inmueble fué declarado de utilidad pública por 
el dec. nac. referido, con destino a la construcción de edifi- 
cios para el funcionamiento de oficinas y centrales telefónicas 
de la Dirección General de Teléfonos del Estado. 

b) Dada la posesión judicial del inmueble (fs. 34) con 
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fecha "23 de noviembre de 1951, se dejó constancia de la asis- 
tencia ríe una construcción de dos plantas y una estructura 
para una tercera, y de «n tapial ile unos 18 ni. de largo por 
4.50 m. de alto. 

e) Scgim el informe del Registro íicnerul de Propieda- 
des i )'s. !h los propietarios del inmueble citado, eran is 
Sfttfc Abraham Prídman (lotes 3. 2, 3, 4), Prudencio Runa 
(lof 15), Angel Soria Muelas, Prudencio Soria y Floreal Soria 
(lotes (i y 7), por lo cual, a requerimiento fiscal, se procedió 
por vía administrativa (fs. 122) a determinar por separado 



Íes valores correspondientes a eada propietario; es decir, para 
los 4 lotes de propiedad del Sr. Abraham Kridman (sup, 
750,4756 nvv). $ 37.025.n3: para el lote 5. de propiedad del 
Sr. Pruilcueio Snria (snp. 209,9824 nr.í, $ 12.85.1.51 : y para 
los lotes (i y 7 (sup. 412.21f¡0 m 3 . e/iO. * I «.464.28 in/n„ 
e/1., e íi., y las mejoras existentes se estimaron en $ 90(100 
m u. A raíz de est 1 informe, se formaron expedientes sepa- 
rados según se exprestí más arriba, correspondiendo este ex- 
pediente u" 8334 A, a la expropiación de los lotes (i y 7, cuya 
ubicación, dimensiones y linderos aparecen detallados en el 
plano afincado a fs, 7 (manzana 184. seco, íi* de] munie-pio 
de esta ciudad). Kl título tic propiedad figura agregado a 



ch localizada la audiencia fte juicio verbal respectiva, 
los demandados Anire) Sirria Alucias, Prud'ncio Soria y Flo- 
rea! Soria, se allanaren a la demanda, dejando constancia 
de su disconformidad con la suma consignada, teniendo en 
cuenta que los lotes (i y 7 están ubicados en la parte céntrica 
y comercial de esta ciudad, y que con las mejoras existentes 
en Ins mismos elevan su valor a la suma de $ 240,033,73 m/n, 
Designaron representante ante el Tribunal de Tasaemncs al 
Sr, José E. Mata, con lo cual, y agregada la prueba ofrecida 
se remitieron los autos a ese Tribunal, con fecha 4 de setiem- 
bre ppdo., a los fines determinados por el art. 14 ele ta ley 
n* 13.2(54. 

Y considerando, que: 

Primrrv. El Tribunal de Tasaciones, en la reunión cele- 
brada el 14 d 1 junto del corriente año, aprobó por uuanunidad 
el valor fijado por la Sala 2*. al terreno, y por mayoría a las 
mejoras, es decir fijó como tasación la suma de $ 169.500 
m/n., incluidas las mejoras, por su valor objetivo y sin con- 
siderar indemnización de ninguna especie. 

El suscripto considera justa la suma fijada como deter- 
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minactóii avalúo cuestionado, teniendo en cuenta los aiitr- 
cedentís, índices y coeficientes calculados por la Oficina Téc- 
nica y por la Sala II de es» or^an ismo. Debe hacerse eeiiKtar, 
como ya so ha dicho en casos análogos, que aunque osa peri- 
l ación no obliga a los juróos, .su asoxoramionto nu podría des- 
ocharse, atnita su cspccializnción y e< mp 'tencia, salvo error 
" deficiencia notoria en sus conclusiones, máximo ou et easo 
tío no existir prueba ennotnyonto rpti' justifiqu < su apárta- 
lo iente. I,as nhsorvaoinu's que formulara o! representante del 
expropiado a fs. 1<¡ '10 del oxp. adin. n* l2t*f).f»5rt. airrepado 
l>nr cuerda, fu oren ya objeto do consideración y estudio por 
la Siiln referida, modificándose las Conclusión rs oti baso pre- 
cisamente ti aquéllas, a cuyes fundamentos oab k remitirse, A 
dio debo na reliarse que el mismo representante del expropiado 
adhirió al dictamen do aqu *1 Tribunal, y que el representante 
de \ n actor» no asistió a dicha reunión no obstante su citación 
oportuna al electo* 

StffMiulm A la sumo fijada debe airrosra r*e la correspon- 
diente a intereses, a tipo d *l Banco, desde la lecha de Ea drs- 
pca<«ion —23 fie noviomhro de 19">1 — sobre la suma de 
$ M(i.o71.44 ni/n. que forma eoii la suma asignada 
32,928,56) el total de la indemnización. Las costas del 
.inicio eurrespend ■ declararlas a ear«ro del expropiante, por 
onlieacrón do la norma contenida en o! art. 2S de la lev 
n* t:i,2ti4. 

I'nr estas consideraciones. 

Fallo: Declarando transferido al listado Nacional Ar 
srentino el inmueble materia do este juicio, previo pa¡ro, en oí 
plazo de 00 días de la suma de S inii.571.44 m-'n.. que forma 
con luya consignada el total de la indemnización ($ 1t;st,,1001 ; 
más les intereses exnrcsados ou el eonsiderautlo II, Con costas 
a cu rjfo d'4 expropiante, ftaúl Antlrr* Affrtnrhino ¡tumi. 



SKXTHVriA DE LA ('AMARA NACIONAL t>E AfULACIDNm 

Rosario. 22 do octubre de 19Ó4. 

Vistos, ou acuerda, los autos "fíobierno de la Nación 
(Dir. tíral. Teléfonos del Estado 1 eontra Soria Muelas An- 
ppl. Soria Prudencio y Soria Floreal — expropiación (exp. 
princ. "(íob. Nac. e/ Pinto María F. de)" —exp. n* 19.546 
de entrada — . 
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Y considerando que; 

I. Contra la sentencia de fs. 27/28, que acepta como 
total indemnización por la expropiación del inmueble mu tena 
de este juicio la simia fijada por el Tribuna I de Tasae'oiies, 
ha ínter [tuesto recurso únicamente el Sr, Procura lor Fiscal, 
consintiéndola la demandada, cuyo representante ante aqu.l 
Tribuí al. por otra parte, a n tribuyó con su voto a la tasación 
de la mayoría en la rumión del 14 de junio de i;i¡"í4 (v. fs. 
26/27. exp. adm. n v 22í),í)i>8, agregado por cuerda). 

Los at*ravbs del apelante se limitan a decir que el Tri- 
bunal de Tasaciones lia aumentado el valor de ta tierra (pie 
bahía fijado la Asesoría y que el precio de las mejora* lia 
sido estio'felo abnltadaiiieiitf refrán puede infrirse de las ci- 
fra* que asigna el vocal que votó en disidencia en la reunión 
respectiva. 

La Cámara estima que no <*orr 'spoude acoger dichas obje- 
ciones. En lo que toca a la primera, pi rque demostrada por 
el representante de la demandada la procedencia de las tr s 
ventas de las manzanas JHo. 18í¡ y 2(17, lógica mente debían 
ser ineluMas cu la planilla de antecedentes, det 'mimando el 
rensiguirnte aumento en el valor de la tierra fijado ]>or la 
Asesoría. En cuanto a la secunda, porque no se apoya en 
elemento alguno computahlc. estando en cambio el informe 
de la Sa'a 2* basado en constancias obrantes en los autfw. ci mn 
es la certificación de un valor d - costo de $ «íl.H'M fí.'t (fs, lf¡ 
y 17), el que razonablemente lia sido incrementado con los 
pertinentes gastes de dirección y administración. 

II. En tales condición -s, corresponde confirmar la sen- 
tencia apelada, en todas sus partes, incluso en cuanto d'sptme 
que la actora cargara con las costas del juicio por apliracVm 
de la norma contenida en el arh 28 de la ley ir 7 13.2(14, Em- 
pero, d be acogerse la pretensión fiscal de que se reduzcan los 
honorarios regulados en primera instancia, atento a la no 
aplicabilidad del arancel a loa juicios de expropiación (Corte 
Suprema: 217, 290 y otros) y a los antecedentes refutatorios 
(U'l Tribunal. 

Se resuelve: 

Confirmar la sentencia apelada, obranle a fs, 27/28, Las 
cestas de ambas instancias a cargo del expropia i 'c. — /1/r- 
Janttro J, Ferrarons. — Juan Carlos Lttbary. — Manuel Ora- 
nados. 
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FALLO DE LA COlíTK SITHKMA 

Buenos Aires, Ib' de marzo de 1955, 

Vistos los ¡tutos : "(íoliU'rno de l;i Xación (l)ir, 
í j ral. Teléfonos dH Kstado) c Soria Muelas, Angel; 
Soria, Prudencio y Soria, F 1 lo real s/ expropiación", 
en tos 1 1 a fs. 4lí se lia concedido el recurso ordinario 
de apelación. 

Considerando: 

Que la sentencia do fs. 38 ha fijado el monto de la 
indemnización que el Gobierno de la Nación deberá abo- 
nar por la expropiación de 1874,89 m\ de tierra ubi- 
cados en el Boulevnrd Hondean esquina Libertad de la 
ciudad de Rosario, Provincia de Santa % con destino 
a Teléfonos del Estado, en la suma dé $ 169.000 que 
es el valor que a ese terreno y sus mejoras le asignara 
el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, fundándose 
en los antecedentes y pormenores que minuciosamente 
expone en su respectiva peritación. 

De ese pronunciamiento sólo ha recurrido ni Sr 
Fiscal, sin exponer las razones que pudieran estimarse 
como sus agravios, lo que no ha sido salvado tampoco 
«•ii el dictamen de fs. 51 que da por reproducida? las 
consideraciones que debieron invocarse, en su caso, en 
las instancias anteriores, pues los hechos han sido exa- 
minados y valorados en el fallo recurrido y sobre sus 
conclusiones no se ha deducido reparo concreto alguno. 

(Jue por lo demás, la peritación aludida —base de 
la sentencia — no sólo no ofrece observaciones que dis- 
minuyan su valor como prueba legal suficiente a los 
fines pertinentes, sino que sus fundamentos autorizan 
las conclusiones a que llega. 
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Por estos fundamentos, se confirma, oon costas- Ití 
sentencia recurrida de fs. 38 en cuanto fija como mon- 
to d<> la indemnización que el Gobierno de la Nación 
deberá abonar a Ángel Soria Muelas, Prudencio y Fio- 
real Soria, en concepto de expropiación, la suma de 
ciento sesenta y nueve mil quinientos pesos moneda na- 
cional. 



NACION* ARGENTINA v. CARLOS JOSE MORO 



EXPROPIAlIOX: hulrmuhfuión, ¡Mcrminavión del valor rral. 

Corrwpcmch confírmar ln sentencia que fija el valor del 
bien exjwirp^m^ «puyándose en las fundadas eonclusio- 



la alzada, "*v£; — a^— ~ 

IIOXttRARlOS UK PERITOS. 

El representante del dueño del bien expropiado unte el 
Tribunal di* Tasaciones ti ■ la ley 13.2í¡4 no tiene derecho 
a (pie se le reculen honorarios en concepto de costas, 
atento el carácter de carj^a pública fpie la mencionada 
l.*y asigna a sus funciones. 



Rodolfo (í. Valkxzufxa — Fe- 
lipe Santiago PnitEz — Ati- 
lio Pkssaono — Lma R. Lon- 

■ 
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Tasaciones de la ley y contra 

fcutualizado, por el representiint .» del 
¿f^a. impugnaciones reveladoras de 
MBh¡eptibles de ser subsanadas en 
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Sentencia del Jtez Nacional 

Rosario. ílü de junio di* l!)54. 

Y vistos: este juicio de expropiación seguido por el tío- 
bíeruo de la Xaeióu contra Carlos José Moro — exp. n* 7701 — ; 
de] tjue 

liesulta : 

at A fs. 1 rom parece el Sr. Procurador Fiscal, en repre- 
sentación del actor, deduciendo la demanda expresada pin 
expropiación de Iik inmuebles epie integran la manzana ubi- 
cada m esta ciudad, delimitada por las rail s Colón, Ocampo, 
Necochea y Jbiulcvard 27 de febrero; limitando, en su escrito 
de fs. li. la expropiación exclusivamente al lote de qu • es pro- 
pietario el demandado, cuyas dimensiones y linden s son: so- 
bre Oenmpo. al N*„ 21.(54 ints. ; lindando al S. ron el resto de 
la manzana «le propi dad de Eduardo A. Domínguez y Cía., 
mts. ; sobre calle N'ecoehea, al E., 1!» mts.. y al 0., 19 »tav, 
ln M nr fi rriiii una superficie de 411,16 in>\ con sus eorrespnn- 
ditutes mejoras, cuyo detalle puede vers * a fs. 3 y vta. de 
estos autos. Los inmuebles ubicados en dicha manzana están 
comprendidos en la declaración de utilidad publica establecida 
por i | art. 3" de la ley 12.966, y sujetos a expropiación con 
destino a la construcción del edificio para una Escuela Elec- 
tn técnica y Mecánica de la Seccional Pu 'rto Rosario de la 
Virón Ferroviaria (dcc. nac. n" 32.00*1 de fecha 19 de diciem- 
bre de 1!>4!>). Se depositó al efecto la suma de *f¡ 8.109 (ley 
13.264) según resulta del valor asignado por Ja Dirección (ie- 
ueral de Catastro de ruta provincia, para el pago de la con- 
tribución directa (boleta tic fs. í>2). 

bí Dada la |» sesión judicial del inmueble — fs. 'í — con 
lecha 1!+ de junio de lítólí "Año del Libertador General San 
Martín* 1 , se dejó «'instancia de las mejoras citadas como de 
une un galpón tic hierro galvanizado era de propiedad del in- 
quilino. 

e) A fs. 41 compareció el demandado, presentando les 
títulos di' propiedad (fs. 8/4Ü) respectivos, y manifestando 
su disconformidad con ta suma consignada, porque el valor 
real del inmueble lo estima en una suma no inferior a $ 90.000 
moneda nacional. 

d) Acreditada la inscripción d 4 dominio (fs. 48 vta.) 
se realizó la audiencia del juicio verbal (fs. 01). ofreciéndose 
la prueba que obra agregada de fs, 55 a 81, y se propuso al 
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Sr. Atílio Salvador Potente como representante ante el Tri- 
bunal de Tasaciones, organismo al cual se remitieron estas ac- 
tuar iones de conformidad con U> dispuesto por el art. 14 de la 

Y considerando, que : 

Primero: El Tribunal de Tasaciones expidió su dictamen 
i-I 10 del etc.. adoptando por mayoría como valor del inmue- 
ble, incluidas bis mejoras, la suma fijada por la Rala 2Mfs. 
19/20. exp. 220.108 agregado por cnerda), es decir la cantidad 
d* $ 77.l24.fiH m/n., por su valor objetivo? a la fecha de la 
desposesión, y sin considerar indemnización de ninguna especie. 

El suscripto considera justa la suma fijada romo deter- 
minación del avalúo cuestionado, tanto resucito de la tierra 
(| 38.575,03) como de las m-joras ($ 41.760), y la deducción 
aplicada como coeficiente de disponibilidad (4 3.213,40). te- 
niendo en cuenta los antecedentes índices y coeficientes calcu- 
lados por la Oficina Técnica y por la Sala 2* tic aqiH orga- 
nismo. Como va se ba dicho en casos anteriores, aunque esa 
peritación nu obliga a los jueces, su aseguramiento no podría 
desecharse dada su especial izaciún y competencia, salvo error 
o deficiencia nntoria en sus conclusiones, máxime en el caso 
de no existir pruebA eoncluyente qu? justifique su aparta- 
miento. Las observaciones que formulara el representante del 
expropiado a fs. 14/18 del expediente administrativo n« 220.108 
agregado, fueron ya objeto de consideración y estudio por la 
Nula 2» referida, v el suscripto adhiere a esas conclusiones, y 
se remit » a las mismas para no repetirlas. También acepta el 
monto fijado en concepto de coeficiente de disponibilidad, 
puiipie cuando gravita el hecho de la ocupación del inmue- 
ble sobre el valor <pi * lo expropiado tenía a la fci ha de la 
toma de prsesión, no cabe prescindir de rea reducción efectiva 
en el precio do venta — C. S. N.. Fallos: 225, 634—. 

Segundo: En lo que respecta a las mejoras, debe tenerse 
presente que en el acto de la toma d? posesión se atribuyó a 
uno ile los inquilinos la propiedad de un galpón existente en 
el inmueble, por lo que ta entrega de los importes que por 
tales conceptos correspondan al propietario deberá quedar su- 
peditada a la prueba (pie produzcan los interesados en el caso 
de no mediar avenimiento. 

Tercero: A la suma fijada debe agre paree la correspon- 
diente a los intereses, a tipo de Banco, desde la fecha de la 
desposesión, sobre la suma da * 69.024,63 que forma con los 
$ 8.100 consignados, el total de la indemnización. Las costas 



11 



FALMH I>E LA CORTE BUT'REMA 



del juicio corresponde declararlas a cargo del expropiante 
tart. 28, ley 13.264). 

Por estas consideraciones, 

Fallo: Declarando transferido «1 Estado Nacional Ar- 
gentino el inmueble materia de este jnieio. previo pago en e! 
plazo de 90 días de la suma de % 6í),024.b3 m/n. que forma 
ron la ya emisinnada ($ 8.100) el total de la indemnización 
77.124,63), pnra cuya entrega, en lo que se refiere a las 
mejoras, debe estarse a lo dispuesto en el considerando 2*. 
Crni costas a enrgé del expropiante. — Raúl Andrés Affran- 
chino Itumi. 

Resolución del Juez Nacional 

Rosario, 21 de julio de 1954. 

- 

Autos y vistos: 

Al pedido de regulación de honorarios d*d representan- 
te unte t>] Tribunal de Tasaciones, xo tía lugar, por cuanto 
l;i i'un«-¡ún que desempeñan e«>s apodermlos imperiales, es; una 
earjra fo'ddiea honoraria, de conformidad a lo ya resuelto por 
est i tribunal en el fallo n* 5.24fi de f celia o de junio de 1953, 
concorde con la doctrina del Superior Tribunal del país (C. 

Ni, 224. 7fi5 y 227. 328), — Raúl Andrh Affrmxvkino 
Itumi, 

Sentencia de la Cámara Nacional pe Apelaciones 

Rosario, I» de octubre de t!>."U. 

Vistes, en acuerdo, los autos "Gobierno de la Nación e./ 
Moro, Carlos Josó — expropiación" (exp. n" 10.514 de en- 
trada). 

Y considerando que: 

T. Contra la sentencia de fs. 07/98. que acepta como to- 
tal indemnización por la expropiación del inmueble materia 
tic este juicio la suma establecida por el Tribunal de Tasa- 
ciones {% 77.124.fi3). han interpuesto recurso para ante esta 
Cámara ambas partes. La actora solicita cu el memorial res- 
pectivo que el monto indemnizatorio se reduzca a sus justos 
límites como así también la suma regulada en eoneeplo de 
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honorarios. La demandada, por eu partí 1 , objeta, por bajo, 
&qu¿l monto, pidiendo que sea elevado a una cantidad un infe- 
rior a # ÍHMWO. agraviándose, asimismo, en cuanto no se recu- 
lan honorarios a su representante ante el Tribunal de Tasacio- 
nes. En el escrito en que se fundan estos agrarios, el Dr. Lu- 
ciano R. Corvalán, letrado de la expropiada, considera, en 
nombre propio, que la suma que s-* le ba reputado, en tal _ ca- 
rácter, es interior a la escala del arancel respectivo, que juz- 
ga aplicable a los juicios de expropiación. 

II. La ('amara estima correcto y ajustado a las cons- 
tancias de los autos el monto que el Kr. Juez, basándose <*n 
la tasación del Tribunal de Tasaciones, fija como valor del 
inmueble expropiado. Dicha tasauón, en efecto, es fruto do un 
detenido y meditado estudio, como lo revela él expediente ad- 
ministrativo apresado por cuerda. El cotejo de los diversos 
elementos reunidos deja ver, con toda elaridad, lo razonable 
y equitativo del procedimiento seguido por el citado orga- 
nismo, que es el encargado de asesorar a la justicia mediante 
informes técnicos especializados, y los resultados a que arriba 
responden con justeza al val 'ir real del inmueble expropiado 
a la época de ta toma de posesión. 

Tanto actora como demandada no se remiten a ningún 
elemento de prueba para fundar sus agravios. El Sr. Fiscal 
se limita a solicitar que la indemnización sea reducida a sus 
justos límites y ta demandada a sostener ue su patrimonio 
no queda "equilibrado" con la suma que se fija ; ya que 
con ella no puede adquirir otra propiedad similar a la ex- 
propiada. Al respecto, cahe destacar (pie 3a comp marión eco- 
nómica no refiere a i a actualidad sino al día de la desposesión, 
y la afirmación de que tampoco en lí)i»0 se podía adquirir con 
esa suma un inmueble ifrual, no ha sido abonada con elemen- 
to probatorio alguno. 

También d be desecharse la pretensión de que no se prac- 
tique una reducción de un 4 r /t en concepto de coeficiente de 
disponibilidad, porque como lo destaca el Sr. Juez o quo, apo- 
yándose en la doctrina de la Corte Suprema, cuando gravita 
el hecho de la ocupación del inmueble sobre el valor que lo 
expropiado tenía a la fecha de la toma de posesión, no cabe 
prescindir de esa reducción efectiva en el precio de venta. 
El hecho de (pie la ley de alquileres tenpa carácter transitorio, 
resulta así inoperante, desde que ésta incidía desfavorable- 
mente, con sus limitaciones, en el valor del inmueble a la épo- 
ca de ta desposesión, tiendo este valor el que debe tomarse 
en cuenta sin sujetarlo a posible» aumentos futuros. Asimis- 
mo, resulta ineficaz la afirmación de que el expropiado tu- 
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viera oportunidad, en ese entonces, de vender el inmueble a 
mayor precio, no sólo porque no se ha aportado prueba al 
respecto, sino porque lo que se trata de compensar en esto 
juicio no es la privación de ganancias eventuales, ¡sino el per- 
juicio patrimonial derivado de la expropiación, con prescita 
delicia de posibilidades circunstanciales, y que resulta equiva- 
I >nte id precio de venta objetivo fiel bien expropiado. 

III. 1.a demandada sostiene, coino se dijo, la proceden- 
cia de Ja reculación de honorarios a su representante ante el 
Tribunal de Tasaciones» que el <i í/h« desecha en atención a 
lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
i'¿'24. la eiinl consideró a esas funciones conm canias 
públicas hi Horarias. Esta jurisprudencia del más alto Tribu- 
nal del país obliga a esta Cámara eoaio a los demás tribunales 
Ínl''r¡ores de justicia, desde que se trata de la interpretación 
de una ley especial del Étafltgresu hecha por la Corte Suprema 
per vía di-I recurso extraordinario motivo por el cual no debe 
hacerse lugar tí lo solicitado sobre este punto. 

IV. Kn cnanto a los honorarios reculados al letrado de 
la expropiada, también está en lo cierto el Sr, Juez cuando 
diseeha, respetando lo resuelto por la Corte Suprema, (pie el 
arancel m. es aplicable a los juicios de expropiación. Hasta 
con citar esa jurisprudencia ('217, 2!HÍ y otros) para desesti- 
mar la pretcnsión del mencionado letrado, sin entrar a consi- 
derar los argumentos en que sustenta su recurso por virtud 
de la obligatoriedad de aquella doctrina, según surge de lo 
expuesto en el considerando anterior. Asimismo, considera 
justa la suma regulada, por lo que procede su confirmación. 

Y. l it > dispuesto sobre intereses y costas está ajustado a 
derecho, debiendo declararse (pie las costas de segunda ins- 
tancia deben estar a>imismo a cargo de la expropiante. 

Se resuelve: 

Confirmar la sentencia apelada, obrante a fs. 97/!>S, en 
todas sus partes. Con costas en ambas instancias a cargo del 
expropiante. — Al* jutuim 4. Frrrarani, — .htait Carlos Lh- 
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Buenos Aires, Ití do marzo de 1955. 

Vistos los autos; "Gobierno de la Nación o/ Moro, 
Carlos José »/ expropiación'*, en los que a fs. llfi y 
121 se han concedido ios recargo* ordinario de 



Considerando: 

Que la sentencia de fs. 111 que fija en $ 77.124,63 
el monto de la indemnización que el Gobierno de la Na- 
ción deberá abonar a Carlos José Moro por la expro- 
piación de los +11,1 (i ni-, y sus mejoras a que este juicio 
se refiere, ubicados en la esquina de las calles Ücampo 
y Neeoehea de la ciudad de Rosario* Provincia de San- 
ta Fe, destinados a la construcción del edificio para la 
Escuela Electrotécnica y Mecánica de la Unión Ferro- 
viaria, llega a conocimiento de esta Corte Suprema en 
razón del recurso ordinario de apelación interpuesto 
por el Sr, Procurador Fiscal, y del extraordinario de- 
ducido por el demandado en cuanto desestima, por apli- 
cación del art. í>5 ele la Constitución Nacional, la inter- 
pretación que del art. 14 de la ley 1;í.'J(>4 pretende el re- 
currente a fin de que se reculen honorarios en concepto 
de costas a su representante ante el Tribunal de Tasa- 
ciones. 

Que respecto del recurso ordinario cabe señalar 
que como yn lo dejara establecido el pronunciamiento 
en examen, no se expuso ni aún ante la Cámara respec- 
tiva, circunstancia concreta alguna que pueda conside- 
ra rsu como agravio, pues a fin de cumplir con el arl. 
44 de la ley 14.1237, el Sr. Procurador Fiscal de Cámara 
se limitó a expresar que (fs. 109) "en razón del monto 
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excesivo fijado TOinn indemnización cu la sentencia, 
pedía fuera ésta reducida a sus justos límites", lo que 
evidoniomcnto no configura la puntualizaoión de im- 
pugnaciones reveladora» dt* errores o deficiencias sus- 
eeptíbles do sor subsanados en la alzada; situación que 
so repite ante esta Corte Suprema (fs. 131). 

Kn consecuencia, un acusando tampoco el dictamen 
del Tribunal de Tasaciones en el que la sentencia se 
npoy.M, vicio o defecto alguno que autorice a modificar 
mis conclusiones fundadas en los antecedentes (pie mi- 
nuciosamente examina, procede la confirmación del fa- 
llo apelado, 

(Jue en ouauto a la cuestión traída por la vía del 
reetirso oxtr.. <rd¡nurio, atento lo decidido reiterada- 
mente por esla forte Suprema en Fallos: 224, 785; 
227, .W y 220, <*! i corresponde confirmar igualmente lo 
resuelto a f>. 111 en la parte que así lo hace con rea- 
pretó al auto do fs. 101 vta. 

Por eslos fundamentos, se confirma la sentencia 
de fs. 111 en ouauto fija en posos setenta y siete mil 
ciento veinticuatro con sesenta y tres centavos moned.i 
naoíonal el monto de la indemnización que el Oobierro 
do la Nación deberá abonar a Carlos José Moro, con 
costas. Asimismo, so la confirma sin costas respeto uo 
lo decidido ü fs. KH vta. 

Iionot.Fo O. Valenziela — Fe- 
lice, Santiago Péhez — Ati- 

LIO PeSSAONO — Ll'tS lí. TjON- 

oni. 
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NACION AKOEXT1XA v. ,s. A. LA PLATA CEREAL 

KXf'ÜOriAf m\: ¡mlcmmcurhi*. Otrm úrñn*. 

Xo habiéndose expuesto por ! ( s partes agravio alguno que 
justifique una BUKlifieaeión iK-| valor asignad» a las me- 
joras por .-I fallo rmjrrítlo, correspond- tener por acép- 
tenla Vahmt * it ' 11 qw t,( * ,HK niisinus st> ™« en la sen- 

Existiendo una pequeña di f prenda entre las sumas que 
iiht i -me .-I Tribunal de Tasaciones dp la ley 13.264 al va- 
luar la tierra expropiada por el método directo 11 obje- 
tivo —comparación de los valores venales obtenidos en la 
enajenación de terrenos vecinos— y ]wr el método indir*e- 
to ~aten.lien.lo a su productividad o capitalización de 
renta presunta— corrcspeiidc fijar en el promedio d - aque- 
las eantidades el exacto valor de la tierra; lo cual consulta 
Ins normas de las leyes 12.636 y 1 3.264. 

COSTAS; Naturaleza del jnhin, Kxprofñmimt. 

Corresponde imponer por su ord*n en todas las ins- 
tancias la» costas de un juicio de expropiación cuando 
a suma que en definitiva fija la sentencia es inferior a 
a ofrecida mas la mitad de la diferencia entre aquélla v 
la pedida por el expropiado. 



Y vistos 



Sentencia del Juez Nacional 

Bahía Blanca, 22 de junio de 1Í153. 



Estos autos n* 120. año 1048. rotulados: «'La Nación- 
«anco de la Nación Argentina - e/ La Plata Cereal. S.A. • s/ 
expropiación llamadle para sentencia a fs. 188 vta. de los que 



Kesulta: 



El señor Procurador Fiscal, en representación del Banco 
de la Nación Argentina y por disposición del Pothr Ejecutivo 
Nacional, promueve a fs, 15 contra La Plata Cereal, S.A , de- 
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munda por expropiación do una fracción- del inmueble lla- 
mado Kamarkanda, sito en ol partido de TornqHÚ4. do esta 
Provincia, con una superficie aproximada de 4J¡28 Has, 2.723 
ni. 2 cm los linderos «letal fados oh la presentación. 

La acción tiende a sat * facer los propósitos de colon tscaci/ín 
previstos ni la ley 12.(5.'i(i cuya ejecución compete al Banco Qfi* 
eial per disposición de la ley I2.ÍMJ2. encontrándose la provin- 
cia di' lineóos Aires. ac»!?idn a dicho régimen lejral por la ley 
Í01&I n* 4911. 

Expresa el aetor que agotadas por el Banco las pest iones 
tendientes a la adquisición de iumu bles por los res»rtrs in- 
dicados en la ley de colonización, recurre al arbitrio de la ex- 
propiación aiitori/aito por I- ley 12.ti:J(i. previa solicitud al Eje- 
cutivo N'aeionat, fu vorab lómente resndta. 

Consifrim en autos el valor (pie so atribuye ni inmueble 
en cuestión, obtenido mediante el criterio de tasación esta- 
blecido fxtr et estatuto fe^al cu virtud de] ciud se acciona. 

Qftp en la audiencia eel 'bradu a IV Íi3 contesta la doma li- 
lla el representante de la expropiada, expresando en primer 
término, ipie parte d?l inmueble comprendido en la demanda 
ha salido, del Jieminai <Je* la representada por sucesivas y ante- 
riores trmtNr.ovu.-i,, . iph-dand" reducida la superficie a expro- 
piar a 3,235 I las., gil ¡js. y 2n cas, Y refiriéndose a la materia 
del juicio, expresa ipie La l*1atn Cereal. S. A., considera 'pie 
el precio ofrecido y depositado por bi expropiante, no guarda 
ni remotamente relación con la ti ttb ocupada, resultando des- 
propt reionadamcrite bajo el cálculo de apreciación de valores 
íieelin por el Banco de la Nación. Sostiene qu> el ajuste literal 
a bus realas del art. 14 de la ley 12,H3íi. conduce a una indem- 
nización artificialmente fijada, entendiendo corr esponde apre- 
ciar el valor ilc la tierra atendiendo a su product i vidnd. consi- 
derada mi calidad y condiciones agronómicas, arguyendo que 
la base del e 'denlo sobr* frutos rendidos en los últimos diez 
anos, constituye sólo un índice de la capacidad de producción 
del bien, que deh ' completarse con una amplia información 
sobre compraventas de iu mu 'bles realizadas en bis últimos 
tiempos, en las inmediaciones y proximidades del inmueble ex- 
propiad". 

Solicita en definitiva so fijo en la suma de # 452.982.96 
el precio a pairar por la tierra expropiada. Reclama asimis- 
mo se condene a la expropiante a devolver a su repres'ntada 
la parte proporcional de los impuestos de contribución terri- 
turial patrtolos por aquélla, correspondientes al tiempo corri- 
do d m|c la lecha de turna de posesión, basta el fin del año 
1H4S. con intereses. 



A fs. !I3, el Señor Procurador Fiscal, acompaña copia del 
decreto «1**1 l'mler Ejecutivo por el que se reduce la presentí 1 
expropiación a 3.21<i lias.. 2.318 mr, deduciéndose las frac- 
ciones anteriormente vendidas por la demandada, excluyén- 
dose del pleito dicha superficie, en providencia ilo fs. 93 'vta. 
Que a fs. 7"j, obra el acta de toma de posesión del mmuebb 
por el representante del Banco actor y a fs. 78, lu diligencia 
tic inventario de las mejoras existentes. 

(¿ue a fs. *Xi vta. se dispone recabar informe al Tribunal 
do Tasaciones, intimándose al expropiado designe represen- 
tant • unte el niisriio, mediante diligencia ípie se realiza a fs 
!>;í. designándoselo a fs; 101, siendo luego sostituído a fs. V24. 

Que a fs. 185 vta., expide su dictamen el referido Tribu- 
nal, emitiendo en definitiva sus conclusiones, mediante un do- 
bl> procedimiento de valuación y llegado* los antecedente* 
al Juzgado, se llama autos para definitiva 11 fs. 188 vta. v 

Considerando: 

Admitida en principio lu procedencia de la acción, pese 
a ¡is ro-erviu consignadas en el acta de fs. (¡3, sólo resta con- 
siderar el valor (pie se ha de mandar pagar en concento de 
(udcmnización. 1 

Para fijar d expresado valor, menta e| infrascripto ron 
e] amplio estudio realizarlo por el Tribunal de Tasaciones, ante 
el ctml emitió opinión y aportó pruebas el representante de 
la sueiedad expropiada. 

Es evidente que las conclusiones a «pie arriba el presente 
pronunciamiento, deberán extraerse de la pericia en cuestión, 
única prueba ipie obra en autos, referida al valor del inmueble' 
expropiado. 

Y siendo ello así y atento a las modalidades particulares 
fpie reviste el estudio practicado, entiende el provey óte i|ue 
corresponde dejar sentado el verdadero alcance qu? como 
medida ríe prueba tiene el dictamen aludido y la fuerza deci- 
soria <pie re víate con respecto al pronunciamiento judicial. 

Por descontado que el juzgador actúa sin sujeción estric- 
ta a Ja prueba pericial; el perito auxilia en cuestiones de 
orden técnico y su opinión no tiene otro alcance ni consecuencia 
que el aporte de una prueba necesaria para la dilucidación 
del pleito. Mas cuando la cuestión a resolver estriba funda- 
mentalmente en la determinación legal de un punto de orden 
técnico, cual ocurre en los juicios de expropiación, Mamados 
en definitiva a fijar una indemnización, resulta innegable la 
fuerza decisoria del dictamen pericial y la prudencia del ma- 
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«ííslratlo debe conducirlo « apoyarse principalmente en él. Así 
lo ha entendido reiteradamente la Corte Suprema al estable- 
cer que no mediando pruebas suficientes pura apartarse de la 
pericia producida por el Tribunal de Tasaciones, la resolución 
judicial debe apoyarse en sus conclusiones. 

Ello sentad", debe concluirse que si el dictamen pericia! 
no obliga la decisión judicial, tampoco la ciñen o condicionan 
las disposiciones legales en que aquíl se funde, tomadas para 
el caso, como una simple norma o criterio de apreciación de 
valores. 

Traslademos la cuestión, un tanto abstracta, al caso con- 
creto planteado en autos. 

Por la actuación de las partes en este pleito y por for- 
males oposiciones a criterios de valoración, el Tribunal de 
Tasaciones lia expedido do* pericias o ha libado a una doble 
conclusión, al fijar el valor de la tierra que se expropia. 

El lianen actor sostuvo al demandar y lo mantuvo ante los 
peritos. qw> la tasación debía practicarse eun forme a las pre- 
visi(>n,'s .le la lev de colonización .l'J.ftfn. Atendíanlo a las ra- 
'xoni^n'-.^ín':- >>« • H V ,-n por el procedimiento de 

va* ,.-* ■ifiíra-H. -t', S * -ota presunta, en 

,|, $ S " - l« fcftla del Tribu- 

nal. Míír. ( f ...mías habmiat^ „ -lasa.-ióiK inspiradas en las 
disposiciones de la ley de expropiación 13.264. emitió un dic- 
tamen que bizo suyo el Tribunal en pleno, tasando el inmue- 
ble por el procedimiento llamado de comparación con valores 
venales, en la cantidad de * 2iifi.2P2.62. Esta forma de apre- 
ciación, satisface las pretensiones de la demandada, aunque 
media abierta discrepancia con la indemnización que de su apli- 
cación resulta. 

El Tribunal de Tasaciones, ajustado a su labor especifica y 
atendiendo al aspecto técnico de su cometido, ba enfrentado el 
supuesto conflicto entre las leyes 3 ¿.636 y 13.264. con el cri- 
terio que correspondía i emitiendo una doble tasación. Sus con- 
clusiones responden a las pretensiones de las partes y dan for- 
ma, en cifras concretas, a la disidencia que, en definitiva, co- 
rresponde a la justicia dirimir, . . 

El taso de autos dífrre de los comunes juicios de expro- 
piación, en lo que a la determinación del precio a consignar 
por la expropiante, rttmlta de estudios y pericias practicadas 
por entidades de dependencia oficial, sin sujeción a disposi- 
ciones legales expresas. En autos, el Banco actor, ejecutor 
de la hv de colonización, determina el precio a pagar, some- 
tido a un modo de tasación establecido en normas de di- 
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Cabe pues preguntarse, sí tales disposiciones han de regir 
asimismo el pronunciamiento judicial, ciñéndolo a su estricto 
sist'ttia de valuación, para fijar en sentencia la indemniza- 
ción reclamada. 

La respuesta negativa se impone: mantiene el Juez su 
más amplia libertad de apreciación, condicionada al examen 
j- estudio de la prueba traída al juicio sobre el punto en 
litigio. 

La ley 12.636. no rige ni gobierna los juicios de expro- 
piación rpie se inieian en procura de sus fines, sin cpie altere 
cata conclusión el huello de que indique en forma expresa el 
sistema de tasación del bien, disposición que no tiene más Al- 
cance que el de ma norma impuesta a la institución ejecutora 
y que en definitiva, resulta un procedimiento de tasación que, 
como tal, en nada difiere de los usados por otros organismos 
oficiales en demandas similares. 

Y si el Tribuna' perito, produce tasación guiado por am- 
bos sistemas, ello no tiene otra significación que la d« ofre- 
cer a la consideración judicial, los resultados obtenidos si- 
guiendo tos puntos de vista sustentados por cada una de las 
partes. 

En tales condiciones la decisión .iudieial goza de la más 
amplia libertad de apreciación y lo anteriormente expuesto, 
no excluye, naturalmente, la necesidad de que aquélla se orien- 
te siguiendo las inspiraciones que surjan de cualquiera de 
las posiciones d"l organismo oficial. 

Cabe por último una referencia que se reputa de interés. 
Xo hay en autos ni conflicto, ni imperio mixto de leyes, como 
pHrece sugerirlo uno de los peritos (fs. 1851 al propiciar una 
solución que promedie los "valores, expresión que debe seña- 
larse como impropia y ajena a la labor del opinante. Hay sim- 
plemente dos formas distintas de apreciación, que han lievado 
al Tribunal administrativo, al novedoso arbitrio de una doble 
tasación, al defender una de las parte» el rígido imperio de 
una ley. 

Consecuente con lo expuesto, entiende el suscripto que la 
expropiación debe ser resuelta mediante la aplicación de la 
ley de la materia — 13.264 — , cuyo artículo 11 expresa que la 
indemnización a fijar sólo comprenderá el valor objetivo del 
bien y los daños que sean una consecuencia directa o inme- 
diata de la expropiación. 

La pericia de fs. 127 de la Sala III del Tribunal de Ta- 
saciones, cuyas conclusiones acepta el organismo en pleno, 
se expide en base a las directivas d** la ley 13.264. Correspon- 
de pues el estudio de la misma, a fin de establecer la indem- 
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uización que corresponda pagar, determinando si la* pruebas 
que fueron snmetidíis n consideración del organismo, son sufi- 
cientes ]>ara modificar las conclusiones del dictamen emitido. 

prueba producida para desvirtuar los valores fijados 
pur la pericia oficial, consiste en la agregada de fs. lálí a fs. 
17», en la oportunidad de presentarse por el perito de la ex- 
propiada la oposición de fs. lóti. 

Las objeciones formuladas son contestada» por la Sala III 
a fs. 172. con argumentos que desvirtúan las npr vmeiones que 
fundan el reclamo de mejor precio. La peritación objetada, 
tunda razonablemente sus conclusiones y el monto de indemni- 
zación establéalo dche reputarse compensatorio, dada la di- 
ferencia que ofreee con el precio consignado. Por lo demás, 
es de advertir y puntualizar que el campo expropiado, f im- 
propiedad de la demandada por el breve plazo de un roo y 
medio, de donde resulta que la i ti versión renl izada ha ohte- 
nido razonable beneficio. 

Las circunstancias analizadas determinan al suscripto a 
aceptar en todos sus términos las conclusiones del dictamen 
de fs. 127, en virtud del cual el Tribunal de Tasaciones esti- 
mó el valor de la- tiena expropiada inel n vendo sus mejoras, 
m la Mima de * 2!H¡.2Í»2,62. . 

Por estas" consideraciones,. /rí/i : esta cansa, W decía- 
raudo transferido a la Nación — Banco de la Nación Argén* 
tina—, el dominio de una fracción del inmueble llamado 8a- 
markanda, sito en el partido de Toruquist. provincia de Bue- 
nos Aires, con superficie de 3216 Has. 231$ m. 2 y designados 
er'U bis letras A.. B. y C, en el plano aprobado per la Direc- 
ción General de Geodesia de la provincia de Buenos Aires, 
donde i; registró bajo el n" 107-15-47. y cuyo dominio ante- 
rior figura inscripto- el 25 de noviembre de 1946. en el líe- 
giMrn de la Propiedad, bajo el n- 117. del partido de Torn- 
quist. 2 V ) condenando a la Nación — Banco de la Nación Ar- 
gentina — a pagar a La Plata Cereal, S, A., o quien resulte 
propietario del inmueble que se expropia, la suma de 
$ 2t>fi.2H2.fi2 m 'n.. de la que deberá deducirse la cantidad 
percibida a fs. !H1, con más tos intereses entre la suma consig- 
nada y la que se manda pagar, al tipo corriente de las opera- 
ciones del Banco de la Nación Argentina. 3*) condenando a 
la Nación —Banco de la Nación Argentina — a devolver a la 
expropiada — La Plata Cereal. S. A. — la parte proporciona! 
de los impuestos de contribución territorial abonados por el 
inmueble expropiado, correspondiente al tiempo que media 
entre la fecha de toma de posesión d d mismo y fin del año 
1P4S. con los intereses de dichas cantidades. 
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í.as cestas del juicio se abonarán en el orden en que s? 
causaron, a mérito de lo dispuesto en el art. 2S de la lev 13.264 
— Carlos E. Cenini. 



Sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones 

Bullía Blanca, 21 de ¡septiembre de lí)r>4. 
Vistos y considerando: 

1 i La parte m-ti ra emiereia sus agravios contra la sen- 
tencia en recurso en cuuni» esta lia adoptado como precio del 
bien expropiado el fijado por la Sala III del Tribunal ds Ta- 
saciones, siguiendo el astenia de valuación directa o por erm- 
paraeión. dejando de lado los resultados obtenidos por el 
ursino organismo con el sistema indirecto o de capitalización 
tle la renta, que el actor considera imperativo y exclusivo cuan- 
do la expropiación se hace con fines d' colonización, como en 
el 4 'snb judiee". ello en cumplimiento de lo dispuesto en el 
art. 14 tic in ley V2Mñ. 

Esta cuestión bu sido decidida por la Onrte Suprema en 
un caso análogo (KHlos: 219, 160), sentando que "como 
que det divamente importa es que la indemnización sea justa, 
los jueces no estún impedidos -tU» confrontar las conclusiones 
periciales obtenidas de ese nudo (por capitalización de la 
renta en los diez años precedente) con otros elementns de 
juicio senes, concretos y objetivos, a los que sean afenos los 
facieres de mera especulación —que son los qué el precepto 
legal mencionado (art. 14. ley 12.ÍÍ36) se ba propuesto eli- 
minar— cuando existan discrepancias entre los mismos téc- 
rreos en esa d -terminación indirecta del valor..,". Esta 
ultima circunstancia no debe interpretarse, sin embarco, como 
ei adicionante genérica en la doctrina de la Corte sobre la 
facultad judicial de recurrir a,, los elem entos objetivos aludi- 
dos para la fijaeión del valor del bien expropiado, ello en ra- 
zón de que en un caso posterior (Fallos: 227, 795) acepta 
como justo precio del bien expropiado el que resulta de la 
promediación de las valuaciones efectuadas por el tribunal 
administrativo utilizando el sistema directo y el indirecto. 

TT^ N*o siendo obligatorio para el juzgador, conforme a 
la doctrina precedente, atenerse pura fijar el valer de la tie- 
rra expropiada (indemnización) al método de valuación por 
productividad de ella en los 10 anos precedentes (art. 14, Jey 
]2.fi36), cabe formular la siguiente pregunta: ¿en el caso "sub 
judie 1 " deben tenerse en cuenta los resultados obtenidos me- 
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diante el sistema de val uní- ión preconizado por la ley 12.íi3fí, 
aplicado pur el Trihunal de Tasaciones t f*. 1S."i S7>. para 
llegar por comparación con los otros modos directos de va- 
luar ión. también aplicados |ior dicho trihunal. a la fijación de 
la ju^ta indemnización? 

I.a respuesta debe st negativa : l v . porque este sistema, 
el más científico y eficaz cuando aparece referido a períodos 
de tiempo en que los valores, particularment > inmobiliarios, 
hü hallan estabilizados, se torna inseguro y peligroso cuando 
ocurre lo contrario, y es de tener en cuenta qu * los 10 años 
preeedentis a la expropiación cu el *'suh causa'', comprenden 
les anos ile la guerra e inmediata postguerra en que se pro- 
dujeron imprevistas fluctuaciones en el valor de la tierra y 
de sus productos; 2'\ porque dicho método de valuación no 
aparece practicado directamente por el organismo pericial es- 
pecífico prendo por la ley, sino que éste adopté,, con algunas 
modificaciones, la valuación practicada por el expropiante, que, 
im obstante tratarse d? un organismo estatal (Banco de la 
Nación), es. en definitiva, una parte del juicio. 

111) Queda en pie la tasación efectuada por el tribunal 
del ramo por el procedimiento directo o comparativo, adoptada 
ínt grarnente para la fijación del justo precio por la senten- 
cia en recun-wi. pero contra la cual se formulan serias objeciones 
por la demandada, que el juzgador obligadamente debe con- 
siderar: a) el tribunal administrativo ha fijado el precio d d 
bien expropiado teniendo en cuenta su estado de ocupación 
por colonos en el momento de la desposesión. La demandada 
lo arguye de injusto a dicho criterio, ya que para el Estado 
expropiante no rigen las cláusulas legales de indisponihilidad 
robre los fundos originadas en tas leyes de emergencia sobre 
arrendamientos, Al respecto, la Corte Suprema reiteradamente 
(Fallos: ;í24; 2'2't. <>:Ul. ha expresado el concepto de que 
si bien bajo el punto de vista del adqnirente como persona del 
derecho privado pudiera ello tener las apariencias de un enri- 
quecimiento sin causa, no debe olvidarse que cuando el Estado 
expropia lo hace como ente del derecho público, movido por 
un interés público o general extraño al concepto de lucro y 
que, además, «se aparente enriqueeimi i nto sin causa no se tra- 
duce en el consiguiente perjuicio para el expropiado, que ob- 
tiene por el bien el preeio que normalmente podría obtener 
de un interesado común mediando el estado de ocupación ; b) 
el Tribunal de Tasaciones, en su meritorio trabajo pericial, ha 
efectuado un acopio de antecedentes sobre diversas operacio- 
nes de compraventa realizarlas en la zona donde so halla el 
inmueble expropiado, en época anterior pero lo más c?rcana 
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posible a la focha de la desposesión ; de estas diversas opera- 
ciones ha seleccionado ó grupos, s-ñalados en la plañida tic 
fs. 132 baja los ñus. ], 4, H, 7 y 10. 

La demandada acepta como razonable los elementos 
eontparatm s seleccionados por el tribunal pericial. )iero formu- 
la algunas observaciones, uparte de la general ya desestimada 
en el apartado a) del presente roiisitl Tando : A. En cuanto 
a la venta seleccionada bajo id 1, la objeción consiste en que 
el dcpartanientn técnico del tribunal p ■■ricial lia tomado como 
base la efectuada un año y medio antes de la fecba de hi <\cs- 
pctt-csión del inmueble que expropia, s ; n tener en cuenta 
que el mismo inmueble quti sirve de comparación fué reven- 
dido apenas tres meses d -spués de la desposesión del de autos, 
por un precio numenfn in r ■** un 70 r ' sobre la operación ante- 
i " r Kl Tribunal de Tasaciones rechaza la observación expre- 
sando rpie es norma del urganimo no tomar en cuenta para la 
comparación de valores Ja-* operaeionifi de venta efectuada 
con posterioridad a la desposesión del inmueble (pie s^ valúa. 
La prueba de la circunstancia aducida por 1» demandada cons- 
ta en antes (fs. 1(14) y siendo función de la justicia fijar con 
la mayor equidad posible el precio d "I inmueble que se expro- 
pia, no puede dejar de temaren cuenta la circunstancia de que 
se hubiere pagado en venta particular por un inmu ble ubicado 
en la misma zona y de características análogas al que se ex- 
propia — elementos que condicionaron la selección efectuada 
por el tribunal pericial — un precio sensiblemente superior al 
de la operación computada, en fecha muy cercana a la de la 
desposesión. No alcanza este tribunal los motivos de orden 
técnico-jurídico — únicos ccniputables— que ¡ ustenten la nor- 
ma aducida por el tribunal pericial de rechazar como ele- 
mento comparativo las ventas efectuadas con posterioridad a 
la desposesión, aunque se trate, cerno cu el caso d 1 una inme- 
diata a ella. Ii. La demandada objeta igualmente que el Tri- 
bunal de Tasaciones ha fijado para tudas las operaciones se- 
leccionadas y que le han servido de comparación un coeficiente 
muy bajo de valorización,, teniendo en cuenta la f *eha de 
aquellas operaciones y la de la desposesión del inmueble que 
f-c expropia. Lamentabl 'mente no se dispone en autos de ele- 
mentes suficientes para apreciar la fuerza de este argumen- 
to: por tanto, corresponde desecharlo. 0, Se ohjeta, igual- 
mente, que el Tribunal de Tasaciones ha tomado como fecha 
de las compraventas de algunas de las operaciones selecciona- 
das la de las escrituras traslativa* de dominio y no la íH con- 
trato de compraventa (boleto), objeción que resulta importan- 
te considerando que el tribunal les atribuye un coeficiente de 
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valorización para adecuarlas a la fot-ha (le despt sesión del 
inmueble de autos. En virtud de la circunstancia anotada, el 
coeficiente de valorización acrece. 

IV) La oficina técnica del Tribunal de Tasaciones fija, 
como precio unitario de las ventas seleccionadas que le sirven 
de comparación con el inmueble que se expropia, el de í 101.30 
per Ha., libr' de mejoras, y la tasación del inmueble, por 
apreciación directa en base al estudio de los factores influyen- 
tes, entre ellos precisa y primen! talmente la comparación con 
ventas ile campos ubicados en la zona, s* hace en la cantidad 
fie $ 27*2 .11 2.32. lo que da como precio unitario por lia el de 

$ 84,70 »«/"■ 

Kn el informe de la oficina féenica (fs, 134), se expresa: 
"La ubicación ile los inmuebles consid rados (ventas seleccio- 
nadas* es prácticamente la mtMua; por tanto, la diferencia en 
Jos valores que puede prom-ar dicho factor es poeo signifi- 
cativa; en cambio, las diferencias ib extensión superficial en- 
tre los campos de referencia y la del que se tasa, son aprecia- 
bles, como puede observars- en la planilla X* 2. Ninguno de los 
lotes i nm^pondientos a estas ventas supera la superficie ile 
725 Has.: por lo tanto, se contempla tamhién esta situación 
para determinar el valor del campo de referencia". 

En consecuencia, es dable concluir que la diferencia entre 
el precio unitario de las ventas comparadas y eí precio 
unitario fijado para el inmueble obed"ee a la circunstancia 
anotnda pur la oficina técnica en su informe (diferente su- 
perficic) y a la que también se an< ta. de que dos de las pro- 
piedad >s que le sirven de comparación deben ser consideradas 
mejores en general que la que se tasa, siendo análogas las 
otras tres. 

Esta última consideración debe ser admitida, pues no hay 
ningún eHnonto que la contradiga. 

No obstante ello, la diferencia en menos del precio uni- 
tario fijado por la oficina técnica para el inmueble que se 
expropia, con relación al precio urdió unitario de las ventas 
de los inmuebles que le sirven de comparación, no resulta 
justa: V\ porque para establecer el precio niviío unitario de 
las ventas seleccionadas no se ha tenido en cuenta con relación 
al iumuebln señalado bajo el n* I, en la planilla de fs. VIH la 
venta posterior a que alude la demandada y que aparece pro- 
bada con la documentación de fs, 164: 2*\ porque se ha com- 
putado una supuesta diferencia de superficie entre las pro- 
piedades que le sirven de comparación y la que se tasa, sin 
advertir que el fundo que se expropia estaba, a la f cha de la 
desposesión, dividido en lotes, explotado así por colonos y re- 
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pistrado en la Dirección de Catastro y Contribución Territo- 
rial por lotes (conf. fs. 217 y 218). 

En consecuencia, resulta de equidad declarar compensados 
los factores de depreciación a que alude la oficina técnica en 
su informe, admitidos por este tribunal (superior calidad en 
los campos que le sirven de comparación), con la circuns- 
tancia anotada precedentemente, de no haberse tenido en cuen- 
ta, ron relación al inmueble registrado bajo el n- 1 de la pla- 
nilla de fs. 138, el precio de venta obtenido con posterioridad 
a la des posesión del campo expropiado y el aumento que co- 
rrespondería efectuar del coeficiente de valorización por ha- 
berse tomado como punto de partida de algunas de las opera- 
ciones que le sirven de comparación la fecha de la escritura 
y no la del boleto. 

Por lo.tanto, corresponde fijar como precio unitario libre 
de mejoras del bien inmueble de que se trata el del promedio 
obtenido por ta oficina técnica entre las ventas de las propie- 
dades seleccionadas, vale decir el de $ 101 .50, lo que hac 1 un 
total de $ 326.447,53, a lo que cabe apresar el importe de las 
mejoras: $ 23.888,30, 

En consecuencia, se modifica la sentencia en recurso, con- 
denándose a la actora a papar a la demandada, por toda in- 
demnizac ; ''u. la cantidad de $ 350.333.83 m/n. con intereses so- 
bre la pa».. del precio no oblada. 

Se modifica, ipualmente, en cuanto a las costas, las que se 
declaran a carpo del expropiante (art. 28. ley 13.264: la suma 
fijada como indemnización se halla algo más cerca de la re- 
clamada que de la ofrecida). — Mario Saravia. — Francisco 
F. Burgos. — Alberto Fernández <tel Casal. 

FALLO DE LA COliTE SITREMA 

Buenos Aires, 16 de marzo de 1955. 

Vistos los mitos: "Tji Nación, Banco de la Nación 
Argentina 6/ La Plata Cereal S. A. s/ expropiación 
en los que a fs. 2:iÜ se lian conee Me los recursos ordina- 
rios de apelación. 

(Considerando: 

t¿ue este juicio seguido por el Banco de la Nación 
Argentina contra "La Plata Cereal S. A.", persigue 
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l;i expropiación do 3,216 Has., 2.318 m 2 . ubicados en la 
Provincia do Buenos A iros, Partido de Tornquist y 
destinados a su colonización de acuerdo con las dispo- 
siciones de la lev 12,636; habiendo la sentencia de fa. 
228, que ha sido apelada por ambas partes, fijado en 
$ 326.447,53 el valor do aquella superficie de tierra y 
en $ 23.880,30 el de las mo.jonis existentes en la 
misma. 

(Jue no Imbiéndose expuesto por las partes aírriivio 
alguno (fs. 233, 240 y 245) respecto de este último jus- 
tiprecio, corresponde tener por aceptada la referida 
valuación. 

Que en definitiva el Tribunal do Tasaciones ha 
valuado la tierra de que se trata, en $ 272.412,32. apli- 
cando el método directo u objetivo que comparando los 
valores venales obtenidos en la enajenación de terrenos 
vecinos, cominee a fijar el que es objeto de su estudio, 
y en $ 250.700,32, tasando el inmueble con sujeción a su 
productividad o capitalización de renta presunta (fs. 
188). 

Precisamente, la diferencia pequeña que «o observa 
entre un;, y otra valuación, revela la conveniencia de 
fijar en el promedio de aquellas cifras, el exacio valor 
de ta tierra, lo que consulta las normas de las leyes 
12,636 y 13.2(14, en la forma en que ya lo hiciera esta 
forte Suprema en casos semejantes { Fallos r 219, 160 
y 671; 220, 1000; 227, 795 y 228, 729), alcanzándose 
así la suma de * 261,560,82 como precio del terreno do 
que se trata, 

( L >uo en cuanto a las costas, correspondo imponerlas 
por su orden en todas las instancias, en virtud de lo 
qne resulta de las sumas ofrecidas y reclama ins y la 
(pie se manda abonar en concepto do indomniz: t eióu, a 
tenor de lo que dispone el art. 28 de la ley n» 13.264. 
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Por estos fundamentos, se reforma la sentencia de 
fs. 228 debiendo el Gobierno de la Xaeión abonar la 
sunui de doscientos ochenta y cinco, mil cuatrocientos 
cuarenta y un posos con doee centavos nionedn nacional 
en concepto de indemnización por la tierra y mejoras 
expropiadas. Refórmasela igualmente en cuanto n hs 
cosí as que se pairarán por su orden en todo el juicio, 
debiendo las reguladas ser reajustadas en las in.stnn- 
cins ordinarias y adecuadas al monto establecido como 
indemnización por el presente fallo. 

Rodolfo G. Valekzuela — Fe- 
lipe Santiago Pkiiez — Ati- 
lio Pessaono — Luis R. Lo ic- 
ón r. 



■ ■* 

NACION* A RG EXT IX A v. JUAN JOSE BLAQTJIER 

Y OTRA 

KXt'ltOl'IAClOS: ln (*'mn¡z<u¡An. Dftfrmimuti'ni del valor real. 

Corresponde confirmar la sentencia que fija el valor del 
terreno expropiado fundándose en el dictamen fiel Tri- 
hunal de Tasaciones da la ley 13,264, que aniiliza proli- 
jamente los antecedentes que invoca y cuya eonelusióii es 
compartida por sus miembros, con la sola disidencia del 
representante de la demandada. La equidad ib* la valua- 
ción admitida por el fallo en recurso, que sp aparta de 
las estimaciones notoriamente dispares de las partes, ceta 
abonada por el hecho de que las observaciones del miem- 
bro disident,'» del Tribunal fueron especialmente conside- 
radas por éste y porque tal valuación se aproxima a la 
que hieiera el perito tercero designado anteriormente en 
los autos. 



9vl 
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Sentencia uki, JtTEZ Nacional es Iíü Civil y Comercial 

Especial 

BnenoR Aires. 13 de abril de 1053. 

* 

Y vistos: para sentencia esta causa *'T*a Nación e. Rla- 
qnier .1. .1. y Mercedes Klizalde de Hlaquíer s. ' expropiación" y 

liesulluudo : 

A fs. 5 la nctora re presen tada por o] !s>. Procurador del 
Tesoro inicia juicio de expropiación del inmueble ubicado en 

la calle \U aquista 2(12/30 esquina Cangallo 401/9 de esta 

Capital, conforme a lo ordenado y a las causas de utilidad 
núblVa ile( crin i nadas en el decreto 15.351-46 dictado por el 
P. K. Xaeional en Acuerdo General de Ministros. Deposita la 
suma de $ 1.587.000 m u., invoca la ley 18!» y pide un- opur- 
tunamente se declare transferida la propiedad plena y perfecta 
de dicho inmueble al (¡«bienio d 1 la Nación. 

A fs. 55 les demandados, sin cuestionar la expropiación 
no aceptan el precio ofrecido por considerarlo enormemente 
inferior al valor r al del inmueble Hacen diversas arpuinenta- 
chines sobre la ubicación, importancia, etc., del mismo y esti- 
man en $ fi.000 el m 2 del terreno, libre de mejoras. Piden ade- 
más cerno indemnización el pago de $ 282,70!i,2t> m/n. prove- 
niente de gastes, honorarios e inversiones realizadas sobre el 
terreno por el comienzo de la construcción de un edificio. M m- 
eionan a diversas personas y firmas que consideran afectadas 
por ta expropiación, solicitan que forme parte de la ind^mnl- 
zaeión todos los impuestos que puedan corresponder por la 
expropiación y piden intereses y costas, y 

Considerando: 

Que c[ valor total de la expropiación, único punto (pie ne 
cuestiona en autos, ha sido fijado por el Tribunal de Tasa- 
ciones en bi suma de # 2.101.153.13 m/n,. según acta de fs. 2(12. 

Dicho dictamen fu*' obtenido por mayoría con la única dis- 
conformidad del representante de la demandada. Corresponde 
dejar constancia que esa disconformidad se relaciona eoti el 
valor del terreno, ya que sobre las mejoras, cuvo monto de 
* 73.:iol>,88 está comprendido en aquel precio, hubo unani- 
midad. 

Para llegar r te T precio el mencionado Tribunal tasó en 
$ 3,018,26 m/n. el metro cuadrado del terreno que Ke expro- 



pia, tmiieiido en cuenta los coeficientes de ubicación v esquina 
cuyo porcentaje fué considerado bajo por el representad-, íl,' 
la demandada Arquitecto Aehával, 

Existen en autos ademas de la estimación de la drmandad» 
de *l).U(M) ra /n. por el metro cuadrado de mi terreno- las esti- 
macones periciales, realizadas de eouformid-d a la entonces 
viente ley 18!). Ellas son las de los peritos de la actnrn, de )a 
demandada y tere-ro que estimaron en * 2.400 m /«.. $ 5.000 
m n. y $ :í., f f)0 m/n,, respectivamente, el valor métrico de la 
superficie expropiada. 

Compulsando todos esos anteeedentes y las razones invo. 
radas por les expertos que apoyan los sendos dictámenes el 
snsrr.pto considera que el preeio fijado p„r la mavoría del 
Ir.bunnl de lalaciones reviste la suficiente validez demostra- 
tiva para tenerlo como justo y aceptable, no sólo por la baae 
tecniea en que se fuudaui'nta. rceono-ido por el propio repre- 
sentante <le la demandada, sino por liab^r luido en entinta 
antecedentes fie ventas realizadas en la zona de uhicarión del 
ierren.» il nominada comúnmente la "eity" y de fechas ante- 
ñores a la toma de posesión. Este preeio unitario de ¿ :í.01S2tí 

Ü' i'-ivn '' S aih>m,ls el Suarda más relación con el de 
j .Í.Í10O m/n. fijado por el perito tereero arquitecto Vilar míe 
ntera designado oportunamente por el ju -irado 

Tanto aetora romo demandada intentan en sus alegacio- 
nes nacer primar los valores establecidos por sus respectivos 
peritos, atacando !a validez del fijado por el Tribunal de Ta- 
saciones, pero es del caso consonar con respecto a la aetora, 
que el representante del Ministerio de Obras Públicas de la 
.Nación ante dicho tribunal que por imperio leíral ejerce la 
representación del Estado y a i-ual que el del demandado re- 

-1J, 440 : 218. 280; etc.) ha aceptólo aquel precio por lo que 
no es procedente su apravio y en cuanto a la demandada, va 
se lia expuesto precedentemente las razones por las que He 
acepta la valorización del citado organismo. 

Por estos fundamentos, Falto : Haciendo lugar a la ex- 
propiación del inmueble objeto del presente juicio ubicado en 
Ja calle Reconquista 202/30 esqui na Can gallo 401/9, Capital 
redera!, declarando transferirlo su dominio al Estado Nacional 
Argentino, mediante el pago de la suma de $ 2.101.15:113 m/n.. 
en eoiieeptii de única y total indemniítaeión, con intereses sobre 
el saldo no depositado y tlesdc la fecha de toma de posesión v 
con costas en el orden causado (art, 28, ley 13.264). — Jok 
¿sartorio. 



: 
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SKNTEMlA DK I. A t'ÁMAHA NACIONAL DK APELACIONES ES l/> 

Civil, CoíÍehcial v Penal Especial y en* lo 

< (]NTENCI()SOAIJMINlST[{\TlVO 

Buenos Aires, 13 de octubre <le 1í)"j4. 

Vistos estos autos promovido* pon "La Nación c/ Bla- 
qptfeí .1. J. y otra s expropiación"; para conocer de los re- 
cursos concedidos n fs. 30S vtiL. fs. 310 y fs. 310 vta. contra 
la sentencia de fs, 30b\ el Sr. Juez Dr. Francisco Javier Yocos 
dijo: 

V considerando: 

La sentencia de fs. :MJfi lia sido apeada por ambas partes. 
La 'adora se agravia de la sentencia en cuanto funda fin dic- 
ta metí en el justiprecio efectuado por el Tribunal de Tiisa- 
eiones. Discute las en uel usion^s de dicho tribunal en dos as- 
pectos — que j metía fundamentales — u saber: el que no haya 
considerado al apreciar bus ventas de la zona; el que el patro 
del precio S"a al contado; y el concepto, que afirma ser más 
aparente que nal, af ¡muido por el tribunal, de que el hecho 
de ser esquina constituye una ventaja por cuanto permite 
su total aprovechamiento. 

El Sr. Juez a quo en verdad, uo se ha fundado exclusiva- 
mente en el dictamen del Tribunal fie Tasaciones. Por el 
contrario ha hecho expresa valoración de las estimaciones pe- 
riciales y funda ndt.se en ellas, especialmente en la del perito 
tercero Arq. Miar, es qu« ha robustecido el valor de la esti- 
mación efectuada por el Tribunal de Tasaciones, La posición 
de la sentencia es fundada y no hay nizón para apartarse de 
Mis conclusiones. 

E-tas mismas consideración** valen para las arfium 'n- 
taeiones de la parte demandada, que también cuestiona la 
estimación hecha por el Tribunal de Tasaciones. Toda la dis- 
cusión que hace sobre las características particularísimas del 
terreno, indudablemente han sido ya tenidas en cuenta por 
el tribunal y por los peritos, aunque no se exprés m tan deta- 
lladamente, como la propia parte apelante manifiesta al trans- 
cribir en su memorial los párrafos del perito tercero. 

En definitiva, no habiendo más disconformidad con las 
conclusiones del Tribunal de Tasaciones que las formuladas 
por el representante de la parte demandada, estando dichas 
conclusiones en irran parte corroboradas por el perito tercero 
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y restando el dictamen del tribunal lo suficientemente fundado 
para justificar la conclusión de la sentencia, estimo inte Ja 
misma deh:< ser confirmada cu todas sos paites. 

Las costas de esta instaneia en el orden emismto. átenlo 
el resultado de los recursos. 

Los K res. Jueces Dres. Alberto F, Rarrionuevo y Osear 
de la \lv7.n l<rarzáhal adlii'reu al voto que antecede. 

En su mérito, se confirma en todas sus partes la senten- 
cia apelada de fs. 30G, Las costas de e«ta instancia, también 
en el orden causado, — (hrar <tr la Hoza ¡garzábal. — Fran- 
cisco Javier Vacos. — Alberto Fabián Jtarrionuevo. 



Los recursos ordinarios de apelación interpuestos 
a fs. 317 y fs. :ílí) son procedentes, do acuerdo con el 
art. 24, iiic, 7% ap. a), de la ley 13,!>Í)S. 

En cun uto al fondo del asunto, el Fisco Nacional 
actúa por intermedio de representante especial, quien 
ya lia asumido ante V. E. la intervención que le co- 
rresponde (fs. 3"27). Buenos Aires, í) de diciembre de 



Vistos los autos: "La Nación c/ Blnqiiior, J. ,T. 
y Mercedes E. de BInquicr s/ expropiación", en los que 
a fs. 318 y fs. 31 í> vta. se han concedido los recursos 
ordinarios de apelación. 

Considerando: 

(Jue la sentencia ó!e fs. 314 lia sido apelada por 
ambas partos, observándola la actora a fs. 327 en cuan 



Dictamen ijel Procurador General 
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Buenos Aires, lfi de marzo de 1955. 
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to fija en $ 2.0:27.7íW,J."> la indemnización debida por la 
expropiación del terreno que can destina n la amplia- 
ción del Banco Central de Ja República hállase ubicado 
en la t • sí 1 1 1 i 1 1 : i de Reconquista y Cangallo (antes Xas. lí(r_V 
.'in de la primera y 40 1 íi de la segunda) de la Cnphal 
rVderal, y respecto de la imposición de las costas por 
síi arden; haciéndolo la demandada a fs. .'Slilí sólo con re- 
laeic'm u\ primer punto, quedando par consiguiente cx- 
clnído de los recursas el valor atribuido a las mejoras. 

(¿ue la* estimaciones notoriamente dispares de las 
parte* |* 1.387.(1110 — $ 3.(¡4Í.42;í f 2(i) y las concordan- 
tes de respectivos peritos ( í -.4(10 y ¡j.(KK) el m\ ), 
<'on>ti1uyen los extremos de las pretensiones tan opues- 
tas d"dnc¡das en e| juicio. Kl perito tercero ha concre- 
tado síi apreciación de manera que se aproxima ni piu- 
inedro (pie resulta ría de aquellas pal tieulares estimacio- 
nes, fijando en $ *Í,ñlK) el valor del metro cuadrado de la 
tierra de que se trata, y por su liarte, el Tribuna] de Ta- 
saciones lo señala en $ í'.OlS/Jt), luego clel análisis prolijo 
de los antecedentes que minuciosamente invoca y cuya 
conclusión es compartida por sus miembros, con la sola 
disidencia del representante de la demandada. 

(Jue la sentí-acia admite la valuación indicada por 
el Tribu nal de Tasaciones, y las partes, en sus respecti- 
vos memoriales, reproducen ante esta Corte Suprema 
las cirei¡n-.l aucius que ya mencionaran en las instancias 
anteriores durante la secuela del juicio. 

Que la equidad de la valuación admitida en el fa- 
llí» en recurso es evidente, si se advierte que las obser- 
vaciones del perito de la demandada ante el referido 
Tribunal de ¡a ley W2H4 fueron consideradas especial- 
mente por éste a fs. expresando los fundamentos 
que apoyan ct rechazo de cada una de ellas y que esta 
Corte Suprema estima perfeeí amenté procedentes, con 
todo lo cual hallóse conforme en su momento el repre- 
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sentante de la actorn (fs. 262) ; y además ante la perita- 
ción del tercero designado anteriormente «1 efecto, que 
revelando la ¡uequidad do las pretensiones de las partes 
acrecienta ta procedencia del justiprecio del aludido 
Tribunal de Tasaciones respecto del terreno, pues en 
cnanto al valor de las obras realizadas, las partes aca- 
tan el que el mismo les asignara (fs. 293 vta. y 328 vta.), 
lo que contribuye también a poner de manifiesto el 
criterio de justicia que inspira la perií ación aludida. 

Que en cuanto a la imposición de las costas por su 
orden en todas las instancias, su procedencia resulta 
de la estricta aplicación del art. 28 de la ley 13.264. 

Por estos fundamentos, habiendo dictaminado el 
Sr- Procurador General, se confirma la sentencia de 
fs. 314 en cuanto ha podido ser materia de los recursos 
ordinarios de apelación interpuestos a fs. 317 y fs. 3X9. 

Rodolfo G. Valexzuela — Fe- 
lipe Santiago Pérez — Ati- 
lio Pessagno — Luis R. Loar- 

GHL 



JUAN CARLOS XICIIEA 
ESTA BLECI M 1 ESTOS DE UTILIDAD NACI OS AL. 

El Puerto KuÍ2, d? la Provincia de Entre Ríos, ostá su- 
jeto a la jurisdicción absoluta y exclusiva del Gobierno 
de ta' Xaeión. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia policial. 

TM Código de Justicia Policial no resulta, en modo 
alguno, que se haya transferido a la justicia policial que 
organizan las provincias, el conocimiento de las causas 
que. por razón del lu^ar, corresponden a la competencia 
de los tribunales nacionales. 



mi 
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jrui<¡H< f fox l í tnwf-n t:\ri i. C,mpetr»ria mphmi, f*««- 

fiMTi>sfioiMt<' íi la justicia iiikemfta] y ni> a lu pruvlneial, 

Mra ,'sta ordinaria <» t>ulieia1. i wfr ru l¡i musa insumida 

t*utl mi.tivit de un liotóíéitli tirrido a bordo di- una lim- 

,-hii .|u«- s<- encontraba atracada «-ti Puntu Kuiz i Provin- 
cia de Entre Ríos), <¡U' es un pin-rlo mn-ioiml. sujeto a 
lu {üri'átlii'i'ióii ¡i) ^•>Iiit¡i y exclusiva de! Gobierno de la 
Xiiriúu. Ni> importa q.tw el imputado sra un a^-ute de 1» 
policía provincial ni es üeewario examinar si procedió 
ci n« pn a.-in servicio, 

Kllpn *mn ( "orle : 

Dan «menta la» présenles actuaciones t¡nt* el «lía 
;¡ iti' ¡¡"justo de 1íCí4 se produjo en el interior de una 
lancha de pasajero* rpic acuitaba de atracar cu Puerto 
líui/. ( Prov. ilc Knlre liíiis) un incidente entre I « ^ ciu- 
dadano- Máximo Pelix Bunios, líobnto Kalazar y el 
propietario *!<■ la embarcación Carlos I). ranal a raíz de 
i|i]t< osle «lííwio habría ncirndo a seguirles vendiendo 
hunda- alcohólicas. Kn tules circunstancias lomó in- 
tervención Juan ( ¡irlos Xichca, aírente de |iolicía de la 
citada provincia, y fué entonces ruando, a consecuencia 
,Je mía pelea Koslriiida entre el imputado y la víctima, 
tHairrienm los Indios «pie tuvieron como desenlace la 
iitia-rl.' di- Salazar. 

I.a justicia mieioiial de Paraná (Prov. de Tin tro 
líí.^i lia derla rado eumpetenle para entender en el 
pri-rnlr sumario eí) razón de considerar «pie los be- 
ehoN í|Uí? ínvestiirau ocurrieron en luirá r sujeto ex- 
rlu>ivameut,. a la jurisdicción nacional. Por su parte, 
la jiMiein policial ^ declaró tatubiéa competente, fun- 
dando tal decisión en la circuiistaneia de qm el proco- 
sado habría actuado en la emergencia en carácter de 
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autoridad policial. A fin de resolver el conflicto juris- 
diccional que cu estos autos se ha planteado es que 
corresponde la intervención de V. E, de acuerdo con 
lo que estatuye el art. 24, inc. 8°, de la ley 13.998. 

Xo se está en el sub-jvdice, en mi opinión, frente a 
un delito que haya sido cometido por un policía mien- 
tras se hallaba cumpliendo sus funciones, ni en un acto 
ordenado del servicio policial, únicos supuestos en que 
correspondería que fuese la justicia policial la que en- 
tendiese del mismo, sino que su actuación en la inciden- 
cia referida fué de carácter voluntaria, pues se encon- 
traba en la lancha en calidad de simple pasajero, vis- 
tiendo ropas de civil. 

Siendo ello así, y teniendo en cuenta que el delito 
que se habría cometido en la presente causa ocurrió en 
lugar sujeto a la jurisdicción nacional, soy de opinión 
que ku juzgamiento compete a los tribunales nacionales. 

Por lo expuesto soy de opinión que la presente con- 
tienda debe ser dirimida en el sentido de que el Juez 
Nacional con asiento en la ciudad de Paraná es el com- 
petente para entender en este proceso. Buenos Aires, 
24 de diciembre de 1954. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de abril de 1955. 

Autos y vistos; considerando: 

Que este sumario se refiere a un delito cometido a 
bordo de una lancha procedente de Villa Constitución 
(Prov. de Santa Fe) que se hallaba atracada en Puerto 
Ruiz (Prov. de Entre Ríos) donde habían terminado de 
desembarcar sus pasajeros menos los que intervinieron 
en el hecho que se investiga. 

Que, como lo afirma el Sr. Juez Nacional de Pa- 
raná (fs. 118) sin que pretenda lo contrario el Sr. Juez 
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de Instrucción de la Policía do la Provincia de Entre 
Rios {fs. 124), trátase de un hecho ocurrido en un puerto 
nacional (confr. decretos del 31-7-906, Bol. Ofic., p. 664; 
18-3-907, Bol. Ofic.» p. 1233; 16-4-907, Bol. Ofic., p. 286; 
11-2-925, Bol. Ofic. del 9-6-925, p. 321; 3-11-925, Bol. 
Ofic. del 18-11-925, p. 543). 

Que dicho puerto, conforme a la jurisprudencia 
de esta Corte Suprema (Fallos: 205, 279; 222, 304) y 
como lo sostiene el Sr Procurador General a fs 135, 
hállase sujeto a la, jurisdicción absoluta y exclusiva 
del Gobierno de lu Nación. 

Que, por otra parte, del Código de Justicia Policial 
dictado por el Congreso no resulta en modo alguno 
que se haya transferido a la justicia policial que or- 
ganizan las provincias el conocimiento de las causas 
que por razón del lugar corresponden a la competencia 
de los tribunales nacionales. 

Que ello y lo dispuesto por los arts. 68, i no. 13, y 
95 de la Constitución Nacional ; 3, ines. 2 y 4, de la ley 
48; 23, ines, 2 y 4 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal v 55 de la lev 13,998. excluyen en el caso do 
autos la competencia de la justicia provincial, sea ésta 
la ordinaria o la policial, lo que hace innecesario exami- 
nar si el imputado procedió o no en acto del servicio. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, se declara que el Sr. Juez Nacional de Paraná 
es competente para continuar conociendo de este pro- 
ceso. Remítansele los autos y hágase saber al Sr. Juez 
de Instrucción Policial de Gunlegimy, Provincia de En- 
tre Ríos, en la forma de estilo, 

Rodolfo G. Valexzuela — Fe- 
lipe Saxtiago Pérez — Ati- 
lio Pessaoxo — Luis R Lun- 
ghi. 
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FÉLIX BAUTISTA TAI 
JrmsmrriOX Y VOMPETEXmU. Competencia militar. 

Corresponde a la Justicia nacional en lo penal especial 
de la lapital rederal, y no a ja militar, conocer en el 
sumario por el supuesto desacato que habría cometido 
en un cuartel, un ciudadano incorporado al ejército en 
eahdad de -alta agregada" por habérsele sometido a 
proceso como infracto., a! art. 2* de la ley 11.386. «j e l 
desacato que se le imputa habría tenido lugar antes de 
serle notificada la sentencia dictada en dicho proceso; es 
decir, cuando aun carecía de estado militar. 

Dictamen del Auditor de las Fuerzas Armadas 
Señor Ministro Secretario de Estado de Ejército : 



El presente sumario ha sido instruido con motivo de im 

raiTiíLrti ano « in ?r°; a ]& ^ ae ™^™i«to^™ 

ral n 11.386 Félix Bautista Taverna (C. I930-M.4.076.274-D 

B A, ^ T °/ E - S ?™" 15 '>> * agregada en el 

Regimiento 1 de Infantería Motorizado ''Patricios'', la comi- 
sión del delito de írrespetuosidad y la fa'ta grave de deserción 

„„„ f 1in , C í mRta , en * utüB - el tusante a quien se procesaba' 
por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Pe 

r^irr a i nv - - por * de > a i*y n » n 

se encontraba incorporado en la primera de las mencionadas 
unidades, con el carácter de alta agregada, de acuerdo « lo 
dispuesto en el art. 32 de dicha lej? 

En la mencionada causa federal recayó sentencia el 25 
de octubre de 1951, condenándose a Taverna a la pena de un 
ano de servicios en el Ejército, aparte del que pudiera corres- 
ponderle por sorteo (fe. 9). Dicha sentencia, poV razones que 
no se mencionan y que no corresponde considerar en la juris- 
dicción imhtar, le fué notificada por el citado Juzgado Xacio- 
nal de Primera Instancia en lo Penal Especial n* 1. por cédula 
en su domicilio recién el 27 de mayo de 1953 (fs 131) 

Asimismo, de acuerdo al testimonio de fs. 9. la sentencia 
fue notificada al Comando de la 1* División de Ejército 
el 28 de noviembre de 1951, efectuando éste la pertinente co- 
municación a la mudad en que revistaba el causante el 12 de 
jumo de 1953 (fs. 92), por haberse recién enterado a rafe de 
la instrucción de estas actuaciones, que Taverna se encon- 
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traba presente eti el Regimiento 1 de Infantería Motorizado 

"Patricios". . '.. 

A consecuencia de dicha comunicación, la sentencia refe- 
rida fué hecha conocer en la unidad por orden del día de 
regimiento n* 127/53, de fecha 15 de junio de 1953. 

El presunto delito de irrespetuosidad que se imputa a. 
Taverna tuvo hipar el 4 de mayo de 1953 (fs. 1), es deeir 
cuando aun no había sido notificado el causante de la senten- 
cia aludida, la cual, por ende, no se encontraba firme. 

Por lo que antecede, corresponde precisar, en primer 
término, sí antes de la notificación de la sentencia, y por el 
mero hecho de encontrarse de "alta agregada" en el Regi- 
miento 1 de Infantería Motorizado "Patricios", tenía Taver- 
nA estHdo militar. Ello permitirá establecer si corresponde o 
no a la jurisdicción castrense el conocimiento del hecho que 
se le imputa. 

Al respecto, la Reglamentación de Leyes de Enrolamiento 
v Servicio Militar (R.L.M.1) establece en el n* 26, inc. d), 
"que "el procesado revistará como agregado hasta que se pro- 
(luzca sentencia condenatoria % luego de lo cual "serán dados 
de alta ef-etiva y su situación será igual a la de los soldados 
conscriptos*'. 

Cabe destocar, en !o que atañe al sometimiento de los 
agregados al régimen interno de las unidades en que revis- 
tan y a las facultaos otorgadas a les jefes de las mismas para 
aplicar medidas disciplinarias a los infractores que se hicie- 
ran pasibles de ellas por su comportamiento, que tales dispo- 
siciones reglamentarias sólo tienen en vista el velar por que 
el orden y la disciplina no resulte alterado por quienes no se 
hallan sometidos rfe jure a la jurisdicción militar ; tales facul- 
tades, por otra parte, se reducen en sus alcances a la medida 
necesaria para lograr esos objetivos, como lo demuestra la 
limitación de la autoridad disciplinaria de los jefes, a quienes 
sólo se autoriza a sancionar con recargo de fagina y calabozo. 

Lo que antecede demuestra claramente, a mi juicio, que 
el ciudadano infractor "agregado" carece de estado militar 
hasta el momento en que recae sentencia condenatoria firme 
en el pertinente proceso a que se ve sometido en jurisdicción 
nacional. Tal es, por otra parte, la constante doctrina soste- 
nida sobre el particular por esta Auditoría General, como lo 
demuestran las conclusiones a que se arribara en el dictamen 
n* 125.710, emitido en expediente letra A, n* 32.565/944 (D. 
O. P.) t cuyos fundamentos doy aquí por reproducidos, que 
me permito transcribir: 

"Todo lo expuesto importa, afirmar que los procesados 
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como infractores al enrolamiento, agregación a las unidades 
por imperio de la ley, no se hallan sujetes a la jurisdicción 
militar hasta el pronunciamiento judicial condenatorio, opor- 
tunidad en que procede ordenar su alta efectiva a efectos de 
cumplir el recargo de servicio impuesto' \ 

En cuanto a la falta grave de deserción que también se 
imputa a Taverna, a raíz de haber fugado el 28 de setiembre 
de 1953 de la unidad en que se hallaba cumpliendo prisión 
preventiva atenuada, decretada a fs. 16 por auto del 25 de 
junio de 1953, considero conveniente fundar las razones por 
las que estimo que dicha infracción no se encuentra configu- 
rada. 

Como surge de lo expresado anteriormente, la investiga- 
ción del hecho que motivó la instrucción de esta cau*<a no 
competía a la jurisdicción castrense, por carecer d" estado 
militar el imputado, siendo en consecuencia nulo todo lo obra- 
do en estos autos. 

No obstante la nulidad señalada, el procedimiento tuvo 
validez r al y práctica para el causante, en cuya persona se 
hizo efectivo el poder jurisdiccional del instructor, viéndose 
sometido a una privación de su libertad, que no por impro- 
cedente resultó menns efectiva. 

El Ireho de que el causante revistiera estado militar a 
la fecha de esa fuga no puede llevar a la consecuencia de que 
el mismo haya incurrido en la falta militar de deserción y 
no en un simple quebrantami"iito de prisión preventiva, toda 
vez que, viciado o no el auto que decretó dicha medida pro- 
cesal, el causante no pudo nunca tener la intención específica 
d-» sustraerse ni serviein sino la de recuperar su libertad, de 
cuya privación conocía la causa y temía sus consecuencias. 
En tales condiciones resulta de la mayor equidad asimilar la 
situación del causante, por analogía eou la sostenida doctrina 
de esta Auditoría General al respecto, a la de los soldados 
conscriptos qu^ quebrantan su prisión preventiva, concluyen- 
do así en que Taverna no resulta responsable de deserción. 

Por todo lo que antecede, soy de opinión que corresponde 
decr-tar la nulidad de todo lo obrado, ordenando la inmediata 
libertad del causante, en caso de que éste hubiese cumplido 
ya con sus obligaciones militares, Sin perjuicio de ello, corres- 
ponde remitir las piezas pertinentes de este sumario a la 
justicia nacional, por resultar de autos la posible comisión 
por parte de Taverna del delito de desacato (art. 244 del 
Cód. Penal), toda ves que, si bien la pertinente acción repre- 
siva se hallaría extinguida en virtud de lo dispuesto por la 
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Ley de Amnistía Política y Gremial n* 14.282, corresponde 
a aquella jurisdicción así declararlo. 

Independientemente de lo expuesto, considero fine corres- 
ponde ordenar una información tendiente a determinar las 
razones por las cuales el Comando de la 1* División de Ejér- 
cito desconocía que el causante se encontraba presente como 
"agregado" en el Regimiento 1 de Infantería Motorizado 
"Patricios", como asimismo a individualizar al o los respon- 
sable de dicha anomalía. 

En cuanto al actualmente soldado conscripto Félix Bau- 
tista Taverna (C. 1930-M. 4.076.274-D. M. Bueno» Aires-O/E, 
Sección l.V), del Regimiento antes citado, correspondería san- 
cionarlo por la fuga antes mencionada; no obstante ello, y 
atento a) tiempo que el causante estu%*o constituido en prisión 
preventiva, estimo que dicha sanción no deberá hacerse efec- 
tiva, debiéndose tan sólo dejar constancia de ella en sus ante- 
cedentes militares ín* 331, de la Reglamentación de Justicia 
Militar, R.L.M. 2»). Buenos Aires, 5 de marzo de 1954. — 
Otear Ricardo Sachen, 



Uesoutión del Ministro Secretario de Estado de Ejército 

Buenos Aires, 11 de mayo de 1954. 

Visto el presente sumario n* 21.750/953 (D.G.P.), n» 
17.083/54 (M.B.). atento a lo dictaminado por el señor Au- 
ditor General de las Fuerzas Armadas y 

Considerando: 

Que el mismo ha sido instruido con motivo de imputarse 
al ciudadano infractor a la lev de enrolamiento general n° 
11,386. Félix Bautista Taverna (C. 1930, D. M. Bt>. As.. M 
4.076.274. O. E. Sección 15*), de alta agregada en el Regi- 
miento 1 de Infantería Motorizado ' 1 Patricios la comisión 
del delito de irrespetuosidad y ta falta grave de deserción. 

Que a la fecha de la comisión del delito de irrespetuo- 
sidad que se la imputa el cansante no había sido notificado 
de la sentencia del Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Penal Especial ti v 1, por la que se lo condenaba a cum- 
plir la sanción disciplinaria de un año de recargo de ser- 
vicio. 

Que los ciudadanos procesados como infractores al enro- 
lamiento, agregados a las unidades por imperio de la ley, no 
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se hallan sujetos a la jurisdicción militar hasta el pronuncia- 
miento judicial condenatorio, oportunidad en que procede 
ordenar su alta efectiva a efectos de cumplir el recargo de 
servicio impuesto. 

Que en consecuencia la investigación del hecho que mo- 
tivó la instrucción de esta causa no correspondía a ta juris- 
dicción castrense por lo que resulta nulo lo obrado en estos 
autos. 

Que sin perjuicio de ello correspondería remitir las pie- 
zas pertinentes de este sumario a la Justicia Nacional, por 
resultar de autos la posible comisión, por parte del causante, 
del delito de desacato (art. 244 del Código Penal). 

Que. por otra parte, la falta grave tle deserción que tam- 
bién se imputa a Taverna constituye un simple quebranta- 
miento de prisión preventiva toda vez que el causante no pu- 
do nunca tener la intención específica de sustraerse al servi- 
cio sino la de recuperar su libertad de cuya privación cono- 
cía la causa y temía sus consecuencias. 

Que en tales condiciones resulta de equidad asimilar la 
situación del causante con la de loa soldados conscriptos que 
quebrantaron su prisión preventiva. 

Que dicha falta corresponde que se reprima con la con- 
digna sanción disciplinaria. 

Que, finalmente, la circunstancia de que el Comando 
de la 1» División de Ejército desconociera que el causante se 
encontraba presente como *' agregado" en el Regimiento 1 
de Infantería Motorizado "Patricios" hace necesario que se 
instruya una información tendiente a individualizar al o los 
responsables de tal anomalía. 



El Ministro Secretario de Estado de Ejército, 
Resuelve : 

1* Declarar la nulidad de todo lo actuado. 

2« Poner de inmediato en libertad a] soldado conscripto Pilis 
Bautista Taverna, en caso de que hubiese cumplido ya con 
sus obligaciones militares. 

3* Imponer al causante la sanción disciplinaria de treinta 
(30) días de arresto, "por fugar de la unidad hallándose 
constituido en prisión preventiva", la que no se hará efec- 
tiva atento al tiempo cumplido en prisión preventiva, co- 
rrespondiendo dejar constancia de ello en sus antecedentes 
militares. 
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4* Hacer cumplir, por intermedio de la Dirección General de 
Personal, la diligencia indicada en el quinto considerando 
de cata resolución. 

5» Hacer instruir, por intermedio del Comando de la 1* Divi- 
sión de Ejército, la correspondiente información adminis- 
trativa tendiente a determinar la» razones por las cuales 
se desconocía que el causante se encontraba presente como 
"agregado" en el Regimiento 1 de Infantería Motorizado 
'* Patricio*" con el propósito de individualizar al o los res- 
ponsables de dicha anomalía. 

6» Comuniqúese, tómese nota y, posteriormente, archívese en 
la citada Dirección General — Franklm Lucero. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Se procesa en estas nctuacioucs ni ciudadano Félix 
Bautista Taverua por imputármele la presenta comi- 
sión del delito de desacato que habría cometido *n el 
interior del Regimiento 1 de Infantería Motorizado 
"Patricios*' en el que se encontraba a raíz del proceso 
que so le seguía por infracción de la ley de enrolamien- 
to general 11.386. 

La justicia militar al estimar que el procesado, a 
la época de producirse los hechos que motivaron el pre- 
sente sumario, carecía de estado militar, se consideró 
incompetente en la causa y envió las actuaciones a la 
justicia nacional. Esta por su parte al no compartir tal 
criterio se declaró también incompetente; habiendo in- 
sistido la justicia militar en su anterior pronunciamien- 
to se ha trabado un conflicto jurisdiccional que corres- 
ponde a V, E. dirimir de acuerdo con lo que establece 
el art. 24, inc. 8*, de la ley 13.998. 

Considero acertada la solución a que arriba Ja jus- 
ticia castrense. En efecto, demuestran las constancias 
de autos que el prevenido fué condenado por la justicia 
nacional a cumplir un año en las filas del Ejército como 
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infractor al art 2* de la ley 11.386 (fs. 9), por senten- 
cia recaída con fecha 25 de octubre de 1951 y dicho pro- 
nunciamiento recién le fue notificado el 27 de mayo de 
1953 (fs. 131). 

Pues bien, el presunto delito de desacato que mo- 
tivara la formación del presente sumario tuvo lugar el 
día 4 de mayo de 1953, es decir cuando aún no se en- 
contraba firme el aludido fallo condenatorio por no 
haberse efectuado su notificación. 

Hiendo olio así, cabe concluir que al momento de 
consumarse los hechos imputados el procesado carecía 
de estado militar, pues sólo revistaba en la unidad del 
Ejército en calidad de agregado. 

Por lo expuesto soy dn opinión que la presente con- 
tienda debe ser resuelta en el sentido de que el Jiujz 
Nacional es el competente para oti tender en este juicio. 
Buenos Aires, 24 de diciembre de 1954, — Carlos G. 
Del fino. 

FALLO IH: LA CíHiTR SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de abril de 1955. 
Autos y vistos j considerando: 

Que el 4 de mayo de 1953, fecha en que habría ocu- 
rrido el hecho que se le imputa como desacato, el ciu- 
dadano Félix Bautista Taverna se hallaba en calidad 
de "alta agregada" en el Regimiento 1 de Infantería 
Motorizado " Patricios *% por habérsele sometido a pro- 
ceso ante la justicia nacional de la Capital como infrac- 
tor a ! art. 2 de la ley 11.386, en el cual le fué notifica- 
da el 27 de mayo de 1953 la respectiva sentencia con- 
denatoria. Así resulta del sumario instruido por la jus- 
ticia militar (fs. 5, 9, 40, 92, 131). 
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(Jue f como acertadamente lo sostiene el Sr. Auditor 
General de las Fuerzas Armadas (fs. 135/9 del sumario 
agregado) y lo ha resuelto el Sr Ministro Secretario 
de Estado de Ejército (fs. 140/1), con cuya opinión 
concuerda el Sr. Procurador General en su dictamen 
de fs. 22 de estos autos, con arreglo a las circunstan- 
cias mencionadas y a lo dispuesto por el art. 26, inc. d> 
de la Reglamentación de las Leyes de Enrolamiento y 
Servicio Militar (R. L. M. 1) en consonancia con lo qu'J 
establecen los arts. 2, inc, 2% 4 y 5, inc. P, de la ley 
13.9í)fí, el imputad» carecía de estado militar en la fe- 
cha del hecho que se le atribuye. Su conocimiento no 
corresponde, pues, a la justicia castrense que por en- 
tenderlo así ha dado la intervención pertinente a la jus- 
ticia nacional. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General, declárase que el Sr. Juez Nacional en lo Penal 
Especial de la Capital Federal es el competente para 
conocer de este proceso. Remítansele los autos y hágase 
saber al Sr Juez de Instrucción Militar en ia forma de 
estilo. 

Rodolfo G. Valen zuela — Feli- 
pe Santiago Pérez — Atilto 
Pessagxo — Luis R, Lqnghl 



ATILTO DEMICIIELIS 

HA HE AS CORPUS. 

Lhs disposiciones de la ley 14.296 y del art. 59, in«. 2, del 
Código Penal, son ajenos al punto referente a saber si 
procede o no el recurso de hábeas corpus deducido a favor 
de quien se halla procesado ante juez competente í 1 ). 



(i) 14 de nbril. 



Í>K JI STIt IA I1K LA NACIÓN 107 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rrqnitito» formule*. Interposición 
del recurso. Fundamenta, 

Es improcedente el recurso extraordinario, fundado en lo 
dispuesto por el art. 29 de la Constitución Nacional, con- 
tra la resolución que declara la incompetencia de un juca 
para conocer del recurso de hábeas corpus interpuesto 
en favor de quien se halla detenido a disposición de otro 
magistrado, si no se ha precisado e» qué consiste la ale- 
gada violación de dicha cláusula constitucional ( l ) t 

HABEAS CORPUS. 

El art, 29 de la Constitución Nacional no impide que sea 
ante el juez de la causa donde deban formularse las peti- 
ciones y deducirse los recursos correspondientes al estado 
de aquélla {-). 

II A RE AS CORPUS. 

El art, 29 de la Constitución Nacional refirma la doctrina 
según la cual el hábeas corpus no procede a favor de per- 
sonas detenidas por orden de juez competente (*). 



ARTURO LEONARDO PALERMO 
JURISDICCION Y COMPETENCIA: CnmpetcNvh policial 

La justicia nacional en lo penal especial de la Capital Fe- 
deral, y no la policial, es la competente para conocer dci 
hecho imputado a un ex agente de la Policía Federal, con- 
sistente en haber dispuesto de una pistola mientras forma- 
ba parte de la repartición. Se trata de un delito común, 
no previsto específicamente en el Código Penal Policial, y 
quc, en el caso de autos, no habría sido cometido en nin- 
guna de las circunstancias que, según lo dispuesto en el 
art. 66, ine. 2» del Código de Procedimientos de la Justi- 
cia Policial Nacional, autorizaría la intervención del fuero 
que este ha organizado. 



(1) Fillin: 220, 35. 

(=) Fntlo»: 210, 111. 

(*) F«llo* : 219, 111; 220, 35 y 1224. 
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Dicta mek del Procurador Gkhsral 

Suprema Corte: 

Kti estos autos, en loa euales se imputa a Arturo 
[¿eonardo Pnlcrino el haber vendido una pistola perte- 
neciente a la Policía Federal mientras se desempeñaba 
como agente en dicha repartición, tanto la justicia na- 
cional en lo penal especial, como la de instrucción poli- 
cial, ambas de esta Capital, se han declarado incompe- 
tentes para intervenir, trabándose de tal manera un 
conflicto jurisdiccional que compete a V. E. dirimir de 
acuerdo con lo que establece el art. 24, inc. 8 9 , de la ley 
13.ÍIÍR 

El hecho incriminado no se encuentra entre los de- 
litos previstos por el Código Penal Policial ni ninguna 
de las normas de dicho cuerpo legal determina en la 
especie la competencia de la justicia policial para cono- 
ce r en esta causa. 

Bn consecuencia considero que corresponde resol- 
ver el presente conflicto jurisdiccional en favor de la 
competencia del señor juez nacional. Buenos Aires, 2 de 
febrero fie 1035. — Carlas G. Del fino. 

PALLO DE LA COHTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de abril de 1955. 

Autos y vistos; considerando: 

Que en autos se procesa al ex-agente de la Policía 
Federal Arturo Leonardo Palermo por haber dispuesto 
de una pistola perteneciente a esa repartición, de la 
cual formaba parte aquél en la fecha en que habría co- 
metido el hecho. 
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Que el delito imputado no figura entre loa previstos 
en el Código Penal Policial; de modo que reviste el 
carácter de común con arreglo a lo dispuesto en el art. 3, 
2' apartado, del Cód. de Proced. de la «Tustieia Policial 
Nacional, que lo excluye de la competencia de los tri- 
bunales que éste ha organizado, salvo que se tratara de 
alguno de los supuestos previstos en el art. 66, ine. '¿ 9 . 

Que de los autos resulta no surgir dicha compe- 
tencia por razón del lugar, ni haberse cometido en acto 
del servicio el hecho aludido, que no se refiere al cum- 
plimiento de las funciones específicas que incumben 
a la Policía Federal (confr. art. 392 del cuerpo cíe nor- 
mas procesales precedentemente citado y art. 878 del 
Código de Justicia Militar), 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, so declara que el Sr. Juez Nacional en lo Pu- 
ñal Especial de la Capital es el competente para cono- 
cer de este proceso. Remítansele los autos y hágase sa- 
ber en la forma de estilo al Sr, Juez de Instrucción 
Policial. 

Rodolfo G. Valenzuela — Feli- 
pe Santiago Pfr zz — Anuo 
Pessaono — Luis R. Lonohi. 



NAPOLEON LIPARA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. RbUcíá* di- 
recta, Norma* extraña* al juicio, Mspozmones constitucionales. 

Los arta. 28, 29 y 35 de la Constitución Nacional son aje- 
nos al punto referente a la distribución de la competencia 
entre dos jueces nacionales de la Capital Federal, cuya 
solución sólo dep n nde de la interpretación de normas pro- 
cesales que no da lugar al recurso extraordinario. 



1*0 V MAJOS 1>K U.\ tdKTK SU'KEMa 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* ¡/rapio*. Cuestiones no 
f esterales. Interpretación de norman tócales de procedimientos. 

Lo relativo ti si existe o no cosa juzgad» no reviste earác- 
ter federal. 

RECURSO EX TRA O RUI XA RIO ; Ret/urntos propios, Sentencia (te- 
fin it i ni. Restituciones linter ¡ores o tu sentencia definitiva. Varios. 

El sobreseimiento provisional no impide 1h prosecución de 
la causa ni constituye sentencia definitiva, 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propios. Cuestionen no 
federales. Interpretación de normas Unale* de procedimiento». 

Son cuestiones procesales, ajenas a) recurso extraordina- 
rio, las relativas a las facultades del juez nacional en lo 
penal especial, para disponer la reapertura del sumario, 
la nueva incomunicación del procesado y su ulterior pri- 
sión preventiva, después de que el juez de instrucción 
se declaró incompetente y le remitió la causa en la que 
había dictado sobreseimiento provisional. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Xo habiéndose dictado en vi proceso por incen- 
dio seguido a Napoleón Lipara ante la Justicia Nacio- 
nal en lo Penal de Instrucción ninguna decisión que 
revista el carácter de definitiva con respecto a su res- 
ponsabilidad por ese hecho, carece de base la cuestión 
constitucional que se pretende fundar en la existencia 
de cosa juzgada. 

Tampoco es admisible el agravo invocado en re- 
lación con la competencia de los magistrados i n ter vi - 
nientes en el asunto: V) porque descarta toda posi- 
ble violación de la garantía de los jueces naturales 
la circunstancia de que se trata de magistrados perma- 
nentes ; y 2») porque el problema referente a determinar 
cual de ellos es competente para conocer del proceso 
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por estrago es ajeno al recurso extraordinario, desde 
que no puede en el caso afirmarse que exista negativa 
del fuero federal. 

Opino, en consecuencia, que procede confirmar el 
auto apelado en cuanto ha podido ser materia de recur- 
so extraordinario. 

Sin perjuicio de lo expuesto, considero que corres- 
ponde indicar al tribunal a quo que debe poner su reso- 
lución en conocimiento del Juez Nacional en lo Penal 
de Instrucción — para el caso de que aún no lo Laya 
hecho así—, a efecto de que el misino manifieste si man- 
tiene su competencia para conocer del presunto delito 
de estrago. Buenos Aires, 4 de marzo de 11*55. — Car- 
los G. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de abril de 1955. 

Vistos los autos: "Lipara, Napoleón s/ infracción 
art. 186 del CóU Penal — Incidente de falta de jurisdic- 
ción y cosa juzgada", en los que a fs. 21 se ha concedido 
el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que no se planteó en autos contienda de compe- 
tencia alguna de las previstas en el art. 24, inc. 8% de 
la ley 13,998, según resulta de las exposiciones de fs. 
13, 24 vta. puntos 3' y 4 9 , y del escrito precedente. Sólo 
se trata del recurso extraordinario concedido a fs. 21 
respecto del fallo de fs. 11, confirmatorio del dictado a 
fs. 4 que rechaza las excepciones de falta de jurisdic- 
ción y cosa juzgada opuestas por la defensa. 

Que los arts. 28, 29 y 35 de la Constitución Na- 



112 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



fio. .ai son ajenos al punto referente a la distribución 
de la competencia entre dos jueces nacionales de la Ca- 
pital Federal, cuya solución sólo depende de la inter- 
pretación de normas procesales que no da lugar al re- 
curso extraordinario (Fallos: 224, 973; ?26, 573 ; 229, 
293 y otros). 

Que lo relativo a si existe o no cosa juzgada es 
cuestión ijue no reviste en el caso carácter federal (Fa- 
llos: 227, 83íi y H47), a lo cual en be agregar que, como 
lo destaca el Sr, Procurador (i ene ral, el sobreseimiento 
provisional dictado por el juez de instrucción no cons- 
tituye sentencia definitiva y no impide la prosecución 
de la causa {Fallos: 220, ¡134), 

Que lo referente a lns facultades del juez nacional 
en lo penal especial, después que el otro magistrado se 
declaró incompetente para seguir conociendo en el pro- 
ceso y le remitió las actuaciones, para disponer la re- 
apertura del sumario y la adopción de las medidas que 
considere pertinentes — en el caso Ja nueva incomuni- 
cación del procesado y su ulterior prisión preventiva, 
de las cuales se hace capítulo en el escrito de interposi- 
ción del recurso extraordinario — son cuestiones de ín- 
dole procesal ajenns a la jurisdicción extraordinaria 
de la Corte Suprema y que sólo lian dado lugar a reso- 
luciones que no constituyen sentencia definitiva (Fallos: 
228, 743 y los allí citados en la nota 1). 

Por ello, ha hiendo dictaminado el S. Procurador 
General, se declara improcedente el recurso extraordi- 
nario concedido a fs. 21. 

Rodolfo G. Valenzttela — To- 
más D. Casares — Felipe 
Santiago Pérez — Atilio 
Pp.ssagno — Luis R. Longhl 
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FRANCISCO RODRIGUEZ DURAN —su buc— 
v. CONSEJO NACIONAL DE EDUCACION 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION i Tercera instancia* Ge- 
neralidades, 

Si en la resolución por la que se provee el escrito en que 
se interpuso el recurso ordinario de apelación, se declara 
conceder el extraordinario, corresponde devolver los autos 
al tribunal respectivo a fin de q e se pronuncie respecto 
del recurso deducido (*). 



ÁGAPITO MARTINEZ Y OTRO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia nacional Com- 
petench oriyhutria de la Corte Suprema. Atiente* diplomáticos y 
consulares. Cónsules extranjeros. 

No corresponde que la Corte Suprema conozca originaria- 
mente en el proceso seguido contra un cónsul extranjero 
que no versa sobre hechos que hayan sido cumplidos en 
el ejercicio de las funciones propias de su cargo, tal como 
el accidente ocasionado por el automóvil que conducía 
dicho funcionarlo <*). 



MANUEL ANTONIO GUIÑAZU 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia Nacional. Cau- 
sa* pénale*. Delitos en perjuicio He los bienes y rentas de la Nación 
y de sus reparticiones aatárqmcas. 

Corresponde a la justicia en lo penal de la respectiva pro- 
vincia — y no & la nacional — conocer del proceso por la 
defraudación que se habría cometido en aquélla en per- 
juicio de la Fundación Eva Perón, delito que no afecta 
los bienes o rentas de la Nación ( s ). 



(1) H de abril, 

<2> 14 de abrí!. Fallón; 225. 310. 
<■) 14 de abril. Falle»: 223, 25. 
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FALI/OS DE LA CORTE SUPREMA 



ROQUE DE MAYO T. CESAR HORACIO OYUELA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio*. Relación di- 
recta. Normas extraña* al juicio. Disposiciones ean*tUw iottal*8. 

El recurso extraordinario no procede respecto de las san- 
ciones disciplinarias que no exceden de las comunes, a 
to que no obsta la calificación de "severo" que no des- 
virtúa la naturaleza del apercibimiento impuesto, ni la 
invocación díl art. 29 de la Constitución Nacional que 
carece de relación directa puesto que no media ejercicio 
de jurisdicción criminal ni del poder ordinario de im- 
poner penas (*). 



ANGELA MANTERO DE LUCICH —su suc— 

CÁMARAS NACIONALES DE APELACIONES. 

El art. 113 del Reglamento para la Justicia Nacional tie- 
ne por objeto evitar que las salas que integran una misma 
cámara de apelaciones expidan resoluciones contradicto- 
rias. Dicha norma es ajena ni caso en que los únicos fa- 
llos citados como contradictorios al recurrido, fueron 
dictados en los años 1931 y 1933, 



FALLO I)K LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de abril de 1955, 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
los herederos en la causa Lucich Angela Mantero de s/ 
s. sucesión 1 ', para decidir sobro su procedencia. 

Considerando: 

Que el art. 113 del Reglamento para la Justicia Na- 
cional tiene por objeto evitar que las salas que integran 
fcP 

(i) U de abril. Fallón: £27, 158. 
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una misma cámara de apelaciones expidan resoluciones 
contradictorias, y debe ser interpretado y aplicado con 
miras a ese resultado {Fallos : 227, 524). 

Que la fecha de los únicos fallos citados en la queja, 
recaídos en los años 1931 y 1933, es suficiente para po- 
ner de manifiesto que la norma reglamentaria invocada 
es ajena al supu^to planteado por el recurrente. 



ENGRACIA JOSEFA IMAZ DE OlíTIZ —su suc— 

RECURSO EXTRAORDINARIO: R^nhito* propias, Sentencia efe- 
finitim, RcHoluriouc* anterior™ a ta sentencia definitiva. Varias. 

No procede el recurso extraordinario contra la resolución 
dictada en el incidente de administración de un juicio 
sucesorio por la cual se confirma el auto iH juez que 
decide abrirlo a prueba y se lo revoca en cuanto suspen- 
de en sus funciones al administrador y designa otro en 
ai hipar. Dicha resolución no es definitiva a les efectos 



O) 14 de abril. Fallos: 218, ISO; 222, 509; 227, 431 j 228, 88. 




IÍODOLFO G. VaLKNZUEI^ TO- 

más IX (.'asares — Felipe 
Santiago Pérez — Atilio 
Pbssauxo — Luis R. Loüíchi. 
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FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



ANTONIO JOSE PARADA Y OTROS 
v. JOSE BRESSAN 

BECÜBSO EXTRAOROtXARIO: Requisitos propios. RfUwión di- 
recta. S'ormtm extra Ha» til jnit fo. Disposiciones constitucional*». 

No procede el recurso extraordinario contra la resolución 
que, no obstante haberse decidido en el juicio que las 
costas son a cargo del actor, ordena el embargo y venta 
de los bienes del demandado a raíz de la ejecución pro- 
movida por un perito para obtener el cobro de sus honora- 
rios. No importa que se invoquen los arts. 29, 35 y 38 de 
la Constitución Nacional, que carecen de relación directa 
ton la cuestión debatida, de índole exclusivamente pro- 
cesal (')■ 



JOSE CALOGERO 

JiECt'HSO EX TRA ORMXA RIO : Requisita» propios. Sentencia de- 
finitiva. Resal aciones anterior?* a lo sentencia definitiva. Varia*. 

No constituye sentencia definitiva, a los efectos del recur- 
so extraordinario, la resolución dictada en un sumario 
criminal por la que, no obstante haber recaído sobresei- 
miento provisional en la causa, se decide que el automóvil 
hurtado a su propietario y secuestrado a un tercero no 
procesado, que alega ser poseedor de buena fe, debe ser 
conservado en depósito por el dueño víctima del hurto. 

RECVRSO EXTRAORDINARIO; Requisito* propios. Relación di- 
recta. X nrmos extrañas al juiein. Disposiciones constitucionales. 

No procede el recurso extraordinario, fundado en la su- 
puesta violación de la garantía de la propiedad, contra la 
resolución que» basada en la interpretación de normas 
comunes y procesales y ajustada a lo decidido por la 
cámara en un fallo plenario sobre el punto en debate, 
resuelve que un automóvil hurtado sea mantenido en de- 
pósito por su dueño y no por un tercero que alega ser 
poseedor de buena fe. 



(l . U >lt< nhril. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Procede en mi opinión abrir la presente queja a 
efecto de examinar la tacha de arbitrariedad dirigida 
contra el fallo apelado en el recurso extraordinario de- 
ducido a fs. 129 del principal, cuya copia se acompaña 
como recaudo. Buenos Aires, 16 de marzo de 1955, — 
Carlos G. Del fino. 



FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Buenos Aires, 15 de abril de 1955. 

Vastos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
Jacobo S. Goidschmidt en la cansa Calogero, José s/ 
hurto", para decidir sobre su procedencia. 

Considerando : 

Que fundadas en lo dispuesto por el art. 2768 del 
Código CivÜ y en las circunstancias que puntualizan, 
la resolución de fs. 67 y la de fs* 120 que la mantiene 
no obstante el sobreseimiento provisional de fs. 84 y 95, 
deciden que el automóvil hurtado a su propietario Ra- 
fael César Menéndez y secuestrado a Jacobo Simón 
Goidschmidt —tercero no procesado que alega ser po- 
seedor de buena fe — debe ser conservado en depósito 
por el dueño víctima del hurto. 

Que basta lo expuesto para poner de manifiesto 
que no se está en presencia de una resolución definitiva 
con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte Suprema 
(sentencias del 5 de agosto ppdo. en la causa "Cam- 
biaggio, Adolfo y otros s/ infrac. ley 14.129" y del 25 
de octubre ppdo. en los autos "Ott, Jorinda s/ incidente 
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de entrega de efectos* carácter que tampoco tiene el 
sobreseimiento dictado (Fallos; 220, 534). 

Que, por otra parte, el art. 26 de la Constitución 
Nacional enrece de relación directa e inmediata con la 
cuestión debatida, cuya solución depende de la interpre- 
tación que se atribuya a las respectivas disposiciones 
de los códigos penal, civil y procesal en lo criminal, 
como resulta del fallo pronunciado en pleno por la Cá- 
mara Nacional de Apelaciones en lo Penal de la Capital 
Federal con fecha 27 de abril de lí>54 en Ja causa S. 
Grigoricu. 

Que, por fin, la resolución apelada no encuadra en 
el concepto de sentencias arbitrarias a que se refiere la 
jurisprudencia de esta Corte Supiema (Fallos: 226, 
223; 228, 366 y 714). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
(lene ral, se desestima la queja. 

Rodolfo O. ValbNZUBLA — To- 
más I). Casabes — Felípb 
San t [aco Pérez — Atujo 
Pessagno. 



MARGARITA FLEIIRY Y OTRAS v, PE UOER UNOS. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Relación di~ 
recta. A'ornfcw extraña* til juicio. !)¡spo*ic¡onf* constitucionales. 

No procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que desestima la querella por tentativa de estafa, que se 
hace consistir en la persecución del cobro de ío que no 
se debe por vía judicial, ai el pronunciamiento recurrido 
es comprensivo de todos loa hechos mencionados en la 
querella, así como del punto referente al requisito del 
ardid o engaño invocado y de la calidad que debe reves- 
tir a juicio del tribunal apelado, lo cual torna innece- 
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saria la investí pación en cuya omisión el recurrente hace 
fincar la violación de la defensa (*). 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho» y garantías. Defeca en 
juicio. Principios amérale». 

La garantía (le la defensa en juicio sólo requiere ot exa- 
men de los elementos de juicio que lo» jueces de la cansa 
estimen conducentes para la decisión de la misma ( a ). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto* propios, Relación di- 
recta. Norma» extraña» ai juicio. Disposiciones constitucionales. 

No sustenta el recargo extraordinario la cuestión referente 
a la supuesta violación de la igualdad por la simple dis* 
erepancia en la interpretación de normas comunes» como 
las del Código Penal ( 3 ). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción 
de la euevtión federal. Oportunidad. Planteamiento en el escrito dé 
interposición del recurso extraordinario. 

Es tardía la invocación de garantías constitucionales en 
el escrito de interposición del recurso extraordinario, s¡ 
la cuestión federal pudo ser planteada con anteriori- 
dad (<). 



MANUEL A. GUTIERREZ Y OTRO v. JULIO E. ALEGRI 

■ 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales nimpte*. interpretación de las teues fedé- 
rale», Leyes fedérate* de carácter procesal. 

No procede el recurso extraordinario fundado en la pre- 
tendida infracción al art. 113 del Reglamento para la 
Justicia Nacional contra la sentencia que, sin contrariar 
lo resuelto en los pronunciamientos invocados por < l re- 
currente, se limita a decidir el juicio sobre la base de las 
circunstancias particulares del mismo, distintas de las 



(i) 15 di abril. Falloc 236, 223; £28, 366 y 714; 229, 364 y 55». 

(») Fallí*: 226, 474; 229, 507. 

(*) Fallón: £3», 125, 

(*) Fallo.: 227, 148; 228, 003. 
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que caracterizaban a los otros y referentes a las obligacio- 
nes que, atento a lo pactado y a juicio de la cámara, 
incumbían en el caso al vendedor y al comprador respecto 
a la oportunidad y modo de entrega de, la cosa y payo 
del precio estipulado 



ÉUSEBIO ACUTAIN Y CECILIO ABPESAXl 

JUR1HDWC10S Y COMPETES CIA : Competencia nacional. Com- 
petencia originaria de ia Corte Suprema. Ayunten diplomáticos \¡ con- 
sulares. Embajadores y Ministran extranjeros. 

Si en la causa por lesiones seguida conjuntamente con- 
tra tina persona que inviste carácter diplomático y un 
particular, no se ha obtenido contestación de la Emba- 
jada respectiva a los requerimientos del Tribunal para 
que exprese la pertinente conformidad de su gobierno, 
procede declarar la incompetencia de la Corte Suprema y 
remitir loa autos al tribunal correspondiente n los efectos 
de la prosecución de la causa respecto del coprocosado. 

Dictamen* i>el Phocurador General 

Suprema Corte: 

El informo de fs, 49 acredita que Cecilio Arpcsani 
es hijo do S. K. el Embajador de Italia en nuestro país, 
l>r. (iitisthio Arpesani, 

Corresponde en consecuencia a los efectos de lo dis- 
puesto en el arL 24, iue. J* ap. d), de la ley 13.098* y 
-do- conformidad con reiterada doctrina de V. E. se ha- 
ga conocer ni jefe de la referida representación diplo- 
mática la iniciación de la presente causa, a sus efectos. 
Buenos Aires, í> de noviembre de 1953. — Carlos G. 
Delfino. 



(i) 15 do abril. 
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Buenos Aires, 18 de abril de 1955. 

Autos y vistos : 

Atento el tiempo transcurrido y la falta de contes- 
tación a los oficios de fs. 52 vta. y 53, y la existencia de 
coproeosado, se declara que esta Corte Suprema carece 
de jurisdicción para conocer en la procedente causa se- 
guida contra el Sr. Cecilio Arpesani, hijo del Embaja- 
dor de Italia en la República. 

Y a los fines de la prosecución del proceso respecto 
del coprocesado Sr. Éusebio Acutain, remítanse los 
autos a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal 
de la Capital para que los remita al Sr. Juez Nacional 
de 1* Instancia que corresponda. 

Rodolfo 6, Valenzuela — To- 
más D. Casares — Felipe 
S "iNTiAíio Pérez — Atilio 
Pessagno — Luis R. Lonohj. 

« 



RICARDO GUILLERMO BAXMAN v. S.R.L. MIE LECHE 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rrnttisito* propios. Cuestiones no 
federales. Interpretación de normas hmles He procedimientos. 

La obligación de los escribanos públicos de registro de 
entregar en la oficina respectiva loa escritos judiciales que 
les fueran presentados, dentro de la primera hora de abiei 
to el tribunal y la sanción por su incumplimiento, es cnes- 
tión procesal según resulta del art. 45 del Reglamento para 
la Justicia Nacional, y no da lugar al recurso extraordi- 
nario. No obsta a ello la invocación de la inconstituciona- 



FAUjOH DE LA CORTE BUl'RKM A 

lidad, por cxc«o de poder reglamentario, del art. 10, ine. 
f), del decreto 3972/48, atento lo dispuesto por las leyes 
12.990 — art. 12-~ y 14.054 — art. 12. ine. b)— 



MARIA ISABEL GIRALDEZ Y OTRAS 
v. S.R.L. C.I.D.E.M.A. 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisito* propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestione* fedérale* simple*. Interpretación de otras normas y 
actos federales. 

E! art. 113 del Reglamento para la Justicia Nacional no 
sustenta el recurso extraordinario «i no subsiste la diacre- 
paiK-ta de jurisprudencia alegada (*). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestión fe- 
deral* Cue&tionrs federales simples. Interpretación de otras nor- 
ma» tf actos federales. 

No procede el recurso extraordinario con fundamento en 
el art. 109 del Reglamento para la Justicia Nacional si la 
sentencia fué firmada por dos de los miembros de la sala 
respectiva, habiendo constancia en autos de que el tercero 
se hallaba en uso de licencia y de haberse designado a un 
jnrz de otra de las salas para integrar aquella en caso 
de discrepancia, que no se produjo (*). 



HECTOR ROBERTO LONOOBUCCO v. B. A. IND. Y COM. 
FABRICA ARGENTINA DE ALPARGATAS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia de- 
finitiva. I{ e solucione a anteriores a ta sentencia definitiva. Varia*. 

No mediando sentencia definitiva es improcedente el re- 
curso extraordinario aun cuando se invoque el art. 113 
del Reglamento para la Justicia Nacional i 4 ). 



O) 18 de abril. 

(=) 18 de abril. 

{") Felice: 2?*, 87. 

(4) 18 de abril. Falloa: 227, 431. 
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RECORSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia de- 
finitiva. Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva, Varias. 

No es definitiva la sentencia de un tribunal de alzada 
que al revocar la apelada recaída en demanda por des- 
pido se limita b declarar la existencia de relación de ca- 
rácter laboral disponiendo que el juez se pronuncie sobre 
la procedencia de la acción. No obstan a ello las conse- 
cuencias previstas por el recurrente en lo que respecta a 
la aplicación de ley os de previsión social, que son, en 
todo caso, susceptibles de ser consideradas en su me- 
mento, 



MARIA ANGELICA MORENO LOBO 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa m 
juicio. Principios generales. 

La separación de sus puestos de empleados públicos no es 
la condena o aplicación de pena que contempla el art. 29 
de la Constitución Nacional. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Relación di- 
recta, Normas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

Las «cationes referentes al nombramiento o remoción da 



extrañas a la jurisdicción extraordinaria de la Corte 
Suprema. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 



Vistos los autos: "Recurso de hecho en la causa 
Moreno Loho, María Angélica s/ su cesantía", para de- 



Y considerando: 

Que esta Corte tiene decidido que la separación de 
sus puestos de empleados públicos no es la condena o 



los empleados públi 




Buenos Aires, 18 de abril de 1955. 



cidir sobre su procedencia. 
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aplicación de pena que contempla el art. 29 de la Cons- 
titución Nacional. Y ha agregado que las cuestiones re- 
ferentes al nombramiento o remoción de tales empleados 
públicos, especialmente los provinciales, son extrañas 
a la jurisdicción extraordinaria del Tribunal —Fallos: 
223/483 y los que allí se citan— 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Boijolfo G. Valenzuela — To- 
más D. Casares — Felipe 
Santiago Pérez — Atujo 
Pessagno — Luis R. Longhi. 



XELIDA ELSA SOTO Y OTROS % LITVAN 

Y ZYNGIER 

CAMARAS NACIONALES DE APELACIONES. 

El informe requerido por la Corte Suprema para mejor 
proveer el recureo extraordinario fundado en el art. 113 
del Reglamento para la Justicia Nacional, no se suple con 
la sola remisión de los autos en que se ha establecido la 
jurisprudencia que el recurrente afirma ser contradictoria 
fon la sentencia dictada en su caso. 

Dictamen del Phocurador General 

Suprema Corte: 

Pretendiendo el «pelante que la sentencia impugna- 
da ha sido emitida sin observarse el requisito que im- 
pone una norma federal — eual es el art. 113 del Regla- 
monto jjiira la Justicia Nacional — , estimo que el recurso 
extraordinario interpuesto en el principal es proceden- 
te y que correspondería hacer lugar a la presente queja. 
Buenos Aires, 6 de octubre de 1954. — Carlos G. Delfino. 
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FALLO DE LA CORTE SUPIÍEMA 

Buenos Aires, 18 de abril de 1955. 

Autos y vistos; considerando: 

Que la remisión de los autos en que se ha estable- 
cido la jurisprudi ncia que el recurrente afirma es con- 
tradictoria con la sentencia dictada en el caso, no suple 
el informe requerido por esta Corte a fs. 13. Este, en 
efecto, requiere la apreciación de los magistrados de 
Ja causa respecto de las circunstancias que interesan 
al recurso y las razones de su conducta en la emergen- 
cia que inerrabe expresar & aquéllos. 

En su mérito, devuélvanse, con el principal y sin 
más trámite los expedientes elevados como mejor in- 
forme y expídase por los jueces de la causa el informe 
concreto requerido a fs. 13 de esta queja. 

Rodolfo G. Valenzuela — To- 
más D. Casares — Felipe 
Santiago Pérez — Atilio 
Pessaono — Luis R. Lonohl 



RAMON A. BARRERA Y OTROS v, S.A. CAPRESA 

INVERSOR 

RECUJÍ SO EXTRAORDINARIO : Requisitos propio». Relación di~ 
rrrta. .Sentencia* van fundamentos no federal en, o federales con* futi- 
dos. Fundamentos de orden común. 

No procede el recurso extraordinario, fundado en la su- 
puesta violación de los arta. 22 y 68. ine. 11, de la Cons- 
titución Nacional, contra la sentencia que. por interpre- 
tación de normas comunes y procesales, declara que no 
hay incompatibilidad entre las disposiciones de la ley 
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11.719 relativas a la convocación de acreedores y el art. 
57 di la ley 5178 (T.O.) de la Provincia de Buenos Airea, 
que pxijre el depósito previo del capital, intereses y costas 
provisorias del juicio para conceder los recursos inter- 
puestos ante la Suprema Corte de esa provincia (*). 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho* y <nirtnitias. Defensa en 
juicio. Prarvdi miento y wntrHria. 

Puesto (pie la doble instancia judicial no os requisito de 
la defensa en juicio y que no se ha demostrado la imposi- 
bilidad de efectuar el depósito exigido por el art. ü7 de la 
ley 5178 (T. O.) de la Provincia de Buenos Aires — cir- 
cunstancia que no resulta acreditada por la j;ola convo- 
cación fie acreedores — corresponde rechazar el recurso 
extraordinario fundado en la violación del art. 2£) do la 
Constitución Nacional, contra lo sentencia que dolara 
bien denegado el recurso th inaptieabjlidad de ley inter- 
puesto por quien se encuentra en estado de cesación de 

pairos (*). 



MKiTKL CASADO Y OTRO v. MIGUEL SOSIKVrciI 

BBCU&SO $X Th'AOHDIN. t tito : Rrnuisim tomarte*. Gravamen. 

No procede ol recurso extraordinario, fondado en la pre- 
tendida violación de la igualdad y do la defensa en juicio, 
contra la sentencia que desestima les recursos interpues- 
tos para ante el tribunal superior local por no haberse 
efectuado el depósito exigido por el urt. H7 de la ley 
Ó17S (T.O.) de la Provincia de líuetir>s Aires, fli el re- 
currente no Ka demostrado, ni pretendido, que carero de 
los Fondos necesarios para hacerlo. No importa qu * se in- 
voque la situación en que :-e hallaría la parte obrera, 
porque en el casn se trata del recurso del empleador y 
porqu-" o1 tribunal de la causa ha declarado que dicha 
parte estaría exonerada del requisito en virtud de lo dis- 
puesto por el art- 29 de la misma ley 



(!) \9 A? nhril. Vallm: 22*. 10T. 

(51 F:iIIíh: £01. pr, : 21S, 225 y SOI; 227, 433, 

{■) 19 de abril. Fallo.: 229,* 616. 
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SARA INDOVINO DE FALERMO v. CAYETANO 

PALERMO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos comunes. Gravamen. 

Es improcedente el reeureo extraordinario, fundado en 
la supuesta violación de la defensa y de la igualdad, 
contra 9a sentencia que no hace lugar a los recursos de 
incoiLstitucionalidad y de casación deducidos en el orden 
local por no haberse cumplido con el requisito del depó- 
sito previo que exige el art. 146 del Código Procesal 
<"ívil de Mendoza» que exim? de ello a quienes gocen del 
beneficio de pobreza, si la recurrente no ha demrstrado 
haberlo obtenido ni ha probado hallarse imposibilitada 
de cumplir con tal requisito (»)♦ 



NORMA ANGELICA ZAIZ v. S, A, IXD. Y COM. I! ARUA- 
CAS Y DEPOSITOS "SUD AMERICA*', 

RECURSO EX TRAORDfXA RIO : Requisitos comunes. Cuestión jus- 
ticiable. 

ha negativa del tribunal del trabajo de la Capital Pede- 
ral a cumplir el exhorto del magistrado de etra jurisdic- 
ción ante quien tramita la quiehra del deudor, por el oiiat 
so le requiere que ponga al síndico en posesión de los 
bienes embargados en el juicio laboral, importa una cues- 
tión de competencia que d^be resolverse conforme a las 
normas procesales pertinentes. Es, así, improcedente el 
recurso extraordinario interpuesto contra la resolución 
d meritoria mencionada, sin perjuicio de la intervención 
que pueda corresponder a la Corte Suprema nna vez que 
la contienda se halle debidamente trabada, si el juez de 
la quiebra insistiera en su decisión. 

JÜRlSniCClON Y COMPETENCIA: Cuestionen de competencia. 
Generalidades. 

Habiendo denegado el tribunal del trabajo de la Capital 
Federal el pedido formulado por un juez provincial» con- 



(I) 19 áé abril. Ftilloa: 188, 120; 193, 38; 229, 616. 
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sistente en que se ponga a) síndico de la quiebra por él 
decretada eu posesión de los bienes embargados en el jui- 
cio laboral, corresponde que el nombrado tribunal hajra 
conocer su negativa al otro juez a fin de que, si éste in- 
siste en su petición, quede debidamente trabada la con- 
tienda de competencia. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Entiende el apelante que la interpretación de la ley 
11.719, en que se funda la sentencia de fe. 424, constituye 
caso federal a los efectos de la procedencia del recurso 
extraordinario. 

Dado que el carácter común de la ley citada no au- 
toriza tal conclusión, pienso que el remedio federal in- 
tentado ha sido mal concedido a fs. 432 vta,, y que así 
debe declarárselo. Buenos Aires, 16 de febrero de 1955. 
— Carlos í?. Iíelfhw. 

FALLO DE LA CORTE SUPHEMA 

Buenos Aires, 19 de abril de 1955. 

Vistos los autos: "Zaiz, Norma Angélica c/ Socie- 
dad Anónima Industrial y Comercial Barracas y Depó- 
sitos *'Sud América" s/ despido y salarios* V en los que 
a fs. 432 vta. se ha concedido el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que con motivo del exhorto de fs. 384, por el cual 
el Sr. Juez en lo Civil y Comercial del Departamento 
de la Capital do la Provincia de Buenos Aires solicita 
del Sr. Juez del Trabajo a cargo del Juzgado n° 21 de 
la Capital Federal que se ponga al síndico de la quiebra 



dé .ri'STiriA m. la dación 

deerejadíi por el jn ntH-ri» de dichos magistrados, m po 
sesión ti.- ios bienes de la sociedad fallida cm^Wdofl 
cu el pivM'ui,. juicio, s ( . luí planteado entre nuil.os ma- 
gistrado* un conflicto que ¡niporla en realidad una en.es- 
lii'ni de competencia. 

Que dicha eücsiióii no :i]iiin en autos delmlaMeu- 

le t raliada. piles no se lia kéého conocer al juess de la 
■ iiiii'liro hi iM-ntlva del tribunal del Induljo do la Capi- 
tal Federal, vtmui correspondo >o^\h\ hi jurisprudencia 
de esta Corte Suprema roa arriólo a l;i etml es impro- 
cedente el recurso extraordinario deducido (Fallos: lM 7. 
717; í¡4(i). 

Por ello, batucado dictaminado el Si. Procurador 
(íeijera] y sin perjuicio di» la intervención que corres- 
ponda ;i *'"1a Corte Suprema cu el caso de que par in- 
sistencia del Sr. Juez de la Provincia de Rueños Aires 
Cuera sometido a >n decisión el conflicto planteado, de 
clárase hnproeedeiile el recurso extraordinario concedí 
«lo a í's. 4:rJ vi». 

KoiiOLKO (i, \ ALKNZl KI.A — To- 
MÁS I). C-VSAUPS — Fki.II'E 

Santiago Pkukz — Atujo 
Pkssauxo — [a is K. Lonohi. 



OSCAR M. eriíXd Y oTIícis y. íiniJJiKMn 
TTtiAZZIXl Y CIA. 

HKCt i;s{¡ KXTftAnititlX.UtfO: Requisito* prvpm, CwttOHrs ttn 
fr/lerat*-*. sVmí rto nfáitmfiti*, 

lís Aligación do los jueces, por su carácter de tales y con 
hnulamcuto en la garantía de la defensa en juicio, pro- 
nunciarse sobre los puntos comprendidos en el pleito y 
conducentes a su decisión, por lo ipie su omisión priva de 
fundamento a la sentencia y la hace susceptible del recurso 
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extraordinario. Tal es el caso en que la sentencia de pri- 
mera instancia que declaraba, enmo cuestión de puro de- 
recho, que la propina no integra el sueldo de un empleado, 
fué revocada ordí liándose dictar nu'vo fallo sobre las de- 
más cuestiones de hecho planteadas con respe to a la 
cíYetiva percepción de propina por el empleado y el mon- 
to de ella, en caso afirmativo, no obstante lo cual el juez, 
ateniéndose a la Aclaratoria que a su pedido b hizo Ib cá- 
mara, se limitó a practicar la liquidación de lo adeudado al 
actor, sin examinar, como tampoco lo hizo la posterior re- 
solución confirmatoria, las cuestiones de hecho mencio- 
nadas ni la prueba producida en el juicio a esc respecto. 



Dlí'TAMKX DEL PjHKMItAIíOtt G EX ERAL 

Suprema i orle : 

Sostiene el recurrente que 011 el presente caso se 
han violada lus formas sustanciales del juicio, — por 
haber sido condenado sin que medie sentencia regular- 
mente dictada—, y desconocido, en consecuencia, la ga- 
rantía del nrt. líí» de Ja Constitución Nacional. 

Constituyendo lo expuesto, en mi opinión, cuestión 
federal bastante para determinar la procedencia del rc- 
eurso extraordinario interpuesto en el principal, estimo 
pertinente la presento queja motivada por la denega- 
toria de aquel. Buenos Aires, 23 de marzo de 19");). — 
Carlos (',, [tflfhio. 

* 

FALLO DK LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 19 de abril de 1955. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
José Farusi y otro en la cansa Cugno Oscar M. y otros 
c/ Turar/i ni Guillermo y Cía.", para decidir sobre su 
procedencia. 



DE JUSTICIA DE LA XACIÓM "3i 

Considerando: 

Que al contestar la demanda los recurrentes nega- 
ron que el actor haya percibido propinijs y que tuviera 
derecho para hacerlo. ¡Subsidiariamente negaron los 
montos periódicos qne se atribuyó el demandante, y re- 
conocieron tan sólo el sueldo que mencionan (fs. 15 vía. 
v 11!), 

Diligenciada la prueba ofrecida por las partes, el 
juez de primera instancia dictó la sentencia de fs. flG/8. 
Snh o en lo referente al mes de sueldo adeudado, recha- 
zó In demanda partiendo de la base de que "reconocida 
la relación laboral, la cuestión que promueve el actor 
es de puro derecho, ya que sólo debo resolverse si en 
el sub-examen la propino forma o no parte del salario'*. 
Ksa cuestión la decidió en sentido negativo por apli- 
cación de lo establecido en los convenios colectivos cele- 
brados el *2S de octubre do 1949 y el 10 de abril de 19") 1 
entre la Asociación de Propietarios de Garages Unidos 
y la (."nión Lavadores de Autos y Anexos, y por enten- 
der que de la absolución de posiciones del actor resulta 
que la propina no fué, en manera alguna, consí llorada 
en e| contrato de.trnbnjo, ya que confiesa no haber ma- 
nifestado nunca ni empleador que percibía dinero con 
tal carácter. 

En la respectiva expresión de agravios {fs. 193 y 
sigtes.) el actor sostuvo haber probado ampliamente, 
con los elementos de juicio que allí mencionó, que re- 
cibía como remuneración no sólo sueldo sino también 
propinas que oscilaban entre las cantidades a que se 
refiere. Sostuvo, también, que lo establecido en los con- 
venios colectivos aludidos no obstaba al progreso de la 
acción. 

Por su parte, al contostar los agravios, los deman- 
dados sostuvieron los fundamentos del fallo de primera 
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instancia; recordaron qué cu la contestación de la de- 
manda habían negado el monto de la propÍQ8 y at'irmn- 
ron que i'l actor no lo ha demostrado con lu prueba 
producida ífs. 10<> 7). Asi toaron une la liquidación 
practicada por el actor en su expresión de agravios era 
extemporánea y ajena a la litis, contraria a la igualdad 
en el procedan ien tn y a la defensa en juicio. 

La respectiva sala de la Cámara de Apelaciones 
dictó sentencia a fs. 110. Kn ella declaró la invalidez de 
las cláusulas de los convenios colectivos aludidos según 
las cuales la propina no forma parte del salario- Por 
ello i-evocó el pronunciamiento apelado y ordenó devol- 
ver los autos al juzgado de origen ■* debiendo el Sr. -Juez 
ü <¡i'o conforme a la prueba de autos y en tos términos 
del art. í»0 de la L. O. dictar nuevo fallo" (fs. 11U). 

Por entender que en su sentencia de fs. ÍHi/S babía 
emitido opinión acerca del asunto en debute, el Rr. Juez 
solicitó a la sala (pie aclarase el alcance de su revocato- 
ria (fs. 11."?). La sala entendió que su fallo de fs. 110 
resuelve las cuestiones planteadas, quedando sólo por 
establecer ta liquidación de lo que en su virtud debe 
pagarse al actor; por lo que así lo declaró y mandó 
devolver el expediente al juzgado do origen para que 
procediera a practicar la liquidación, como oportuna- 
mente se hizo a fs. 117. 

Notificados de las actuaciones de fs. 115 a 117, los 
demandados plantearon su nulidad a fs. líít), en la inte- 
ligencia de que de tal modo se prescindía del pronuncia- 
miento (pie correspondía dictar previo examen y valora- 
ción de la prueba producida por las partes acerca de si 
el actor percibía o no propina, y su monto ea enso afir- 
mativo j con lo cual se violaba la garantía de a defensa 
en juicio. 

La sentencia dictada por la Sala a fs. 12!) mantiene 
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lo resuelto a Js. 117, en la inícli-eneia de que, después 
<te lo decidido a fs. 110 y llíi, el jni'z debía limitarse a 
determinar la suma que el actor debía percibir por los 
diversos rubros reclamados cu la demanda, v qué así 
se ha aecho a fs. 117, « donde, oonforfiie a las constan- 
cias do autos, ee discriminan en detalle los distuitos 
conceptos a los cuales resulta acreedor e] actor". 

tjtii' el examen de las actuaciones del expediente 
principal revela, cu forma clara e indudable, que: V) 
la sentencia de primera instancia dictada a fs. 9G/8 
omitió estudiar y decidir las cuestiones planteadas por 
la parte demandada referentes a saber si el actor per- 
filua o no propinas y, en caso afirmativo, el monto de 
ellas. Desde luejro, no le fué necesario hacerlo va que 
desconoció al actor derecho ,„„.., reclamar diferencias 
por indemnización en tal concepto, en razón de conside- 
rarlas excluidas por los convenios colectivos que men- 
eimia y por la propia ton festón del demandante. 2 y ) La 
sentencia de fs. 110, al revocar lo resuelto por el juez 
también se limitó a decidir una cuestión de puro dere- 
cho. Así se explica que mandara dictar nuevo fallo con- 
forme a la prueba de autos, que hasta ese momento no 
había sido objeto de estudio ni de estimación en nimruna 
de dichas sentencias. 3») Resulta así manifiestamente 
"'exacta Ja afirmación efectuada a fs. lltí en el sentido 
de que el pronunciamiento de fs. 110 resuelve las cues- 
tiones planteadas, quedando sólo por hacer la liquida- 
ción respectiva. 4 ) Dicha liquidación, her-ha a fs, 117, no 
examina ni decide las cuestiones mencionadas preceden- 
temente en e| n* 1", ni la prueba producida al respecto 
m se refiere a ella para nada. Tampoco ello aparece 
hecho en la resolución apelada de fs. O». Xiniíimo de 
los pronunciamientos de fs. M/H, 110, Hb\ 117 y V29 
contiene referencia alguna a las cuestiones aludidas y 
a la prueba pertinente diligenciada en autos (fs. 21/2, 



FALLOS DE LA COBTE SUPREMA 



55, 59, G1/ÍÍ3, G7) ; todo lo cual n parece así omitido 
en ellos sin ningún género de dudas. 

Que, como lo ha declarado esta Torte Suprema en 
diversas oportunidades, es obligación de los jueces, por 
razón de su carácter de tales y eon fundamento en la 
garantía de la defensa en juicio, el pronunciarse sobre 
los puntos comprendidos en el pleito y conducentes a 
su decisión ; por lo que su omisión priva de fundamento 
a la sentencia y la lineo susceptible del recurso extraor- 
dinario < Fallos: 221, 2:17; 228, 161 y 279; 229, 8ÍÍ0). Tal 
es el caso de autos, según resulta de lo expuesto en los 
considerandos anteriores j por lo t]ue corresponde apli- 
car el mismo criterio para resolverlo. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, se declara procedente el recurso extraordina- 
rio denegado a fs. 137 del expediente principal y siendo 
innecesaria más sustanciación se deja sin efecto la sen- 
tencia recurrida de fs. 129. Vuelvan los autos al tribu- 
nal de procedencia a efecto de que la causa sea nueva- 
mente juzgada con arreglo a lo establecido en este pro- 
nunciamiento. 

Rodolfo G. Valenzuela — To- 
más 1). Casares — Kkltpe 
Sastiaoo Pérez — Atilio 
Pessaíjno — Luis H. Longhi. 



CARLOS CORNEJO COSTAS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Subsistencia 
de los rtqmsttú*. 

Si de los autos resulta que el tribunal de la eausa ha le- 
vantada la suspensión en el ejercicio de la profesión im- 
puefita a un abobado, dando por cumplida la naiición, 
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carece de objeto el recurso extraordinario interpuesto para 
obtener el levantamiento de dicha medida 



CELIA ELDA FERNANDEZ Y OTRO 
v, MARIO LO MONACO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales simples. Interpretación de otras normas 
y actos fedérale». 

Habiéndose resuelto en la sentencia apelada que la sola 
disminución de las ventas constituye la causal de dismi- 
nución o falta de trabajo a que alude el art. 67 del de- 
í-reto-ley 33.302/45 para eximir al empleador del pago 
de doble indemnización por despido, sin dars? cumpli- 
miento a lo dispuesto en el art. 113 del Reglamento para 
la justicia Nacional, no obstante la discordancia existente 
sobre el punto entre las salas que componen la Cámara 
Nacional de Apelaciones del Trabajo de la Capital Federal, 
corresponde admitir el recurso extraordinario, dejar sin 
efecto dicha sentencia y remitir los autos al tribunal de 
procedencia para que falle nuevamente la causa, obser- 
vando lo establecido en la norma reglamentaria citada. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Pretendiendo ol apelante que la sentencia impug- 
nada ha sido emitida sin observarse el requisito que 
impone una norma federal —cual es el artículo 113 del 
Regla mentó para la Justicia Nacional — , estimo que el 
recurso extraordinario es procedente y que correspon- 
dería hacer lugar a la presente queja motivada por la 
denegatoria de aquél. Buenos Aires, 4 de junio de 1954. 
— Carlos G. Del fino. 



(M 19 di- abril, ttilloa: 211, 7S1; 217, 689; 223, 172. 
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Buenos Aires, 10 de abril de 1ÍI55. 

Visto* los autos: "Recurso de hecho deducido por 
los actores en la causa Fernández, Celia Eldn y otro c/ 
Lo Monaco, Mario", para decidir sobre su procedencia. 

< 'onsiderando: 

(¿tie el estudio de los informes agregados de fs. 15 
¡i 1!» de esta queja, del espediente principal a que ésta 
sr refiere y de los mencionados en el oficio de fs. 9, 
pone de manifiesto la falta de uniformidad de los pro- 
nunciamientos do las salas de la Cámara Nacional de 
Apelaciones del Trabajo de la Capital acerca del crite- 
rio a seguir para determinar en los casos sometidos a su 
conocimiento la existencia de la disminución o falta de 
trabajo a que alude el nrt. i\7 del decreto-ley 33.302/45 
para eximir al empleador del pago de doble indemniza- 
ción por despido. 

Para la Sala 1' "la disminución de las ventas, de- 
bidamente comprobada, puede o no configurar por sí so- 
la la disminución o falta de trabajo a que alude el art. 
67 del decreto 33303/35* ya que resulta imprescindible 
analizar y merituar en cada caso no sólo la intensidad 
de esa disminución sino los diversos factores que pue- 
den haber conducido a la merma y la conducta del dueño 
del negocio en la emergencia" (fs. Ni de esta queja). 

La Sala "acepta como comprendida la causal 
de merma de ventas — debidamente comprobada — para 
acreditar la disminución o falta de trabajo, si bien cabe 
destacar que se ha expedido en contrario en casos en 
que, por la apreciación de las constancias del expedien- 
te, lia surgido que dicha merma obedece a fenómenos 
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ajenos a las fluctuaciones propias ilel giru de la activi- 
dad u que se dediea la firma empleadora e imputables 
a la voluntad unilateral del principal" {fs. 15 de esta 
queja). 

Según la Sala 3* "la eoinprohaeión mediante libros 
llevados en forma lejía I, do mi estado deficitario no im- 
putable a situaciones fraudulentas, dolosas o a actos 
de mala administración, alcanza a configurar e implica, 
como su consecuencia, la disminución o falta de , ra bajo, 
requerida por la ley para eximir al principal de la doble 
indemnización" (fs, 17 de esta queja y fs. Kl del expe- 
dienté principal). 

Por su jiarte, la Sala 4* "ha precisado rciternda- 
mente (pie no toda falta o disminución de trabajo es 
susceptible de ser legítimamente invocada por el emplea- 
dor. La ftttta de trabajo a que alude el precepto exami- 
nado, se vincula con la idea de magnitud de la misma 
y por consiguiente debo concluirse que la disminución 
en un ejercicio no es suficiente, pues ello constituye un 
hecho normal. La disminución, en suma, tiene que ser 
firme, persistente, es decir, corresponde demostrar ni 
patrón que no es trnusitorin (fs, 18 de esta queja). 

('oiicordantemente con este último criterio, expues- 
to en un fallo del 30 de setiembre de 1053, la Hala 1* del 
mencionado tribunal declaró procedente, el 1S de febre- 
ro de el pago de la doble indemnización en un caso 
en que el despido se produjo en oport unidad en que las 
ventas, que habían experimentado una fuerte merma du- 
rante diez meses, tendían a aumentar su nivel e im- 
portancia en el momento en que se produjeron los des- 
pidos del personal y el cierre del negocio (fs, 55 vta., lí)/í 
y 205 del expediente "Peláez, Nelly Martha y otros c/ 
Sasson Unos,'*), 

Que en el caso de autos, tanto el juez como la Sala 3* 
han considerado que la fuerte disminución en las ventas 
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sufridas pnr el empleador desdo octubre de 1952 hasta 
julio de 1953, no obstante el considerable aumento que 
experimentaron en agosto y setiembre subsiguientes, 
configura la disminución de trabajo prevista en el art 
67 del decreto 33.302/45 (f«. 46 vta., 53 y 65 del expe- 
diente principal). 

Que dicho pronunciamiento está en desacuerdo con 
los de las Salas 1* y 4' aludidos precedentemente» por 
lo cual no debió prescindirse en el caso del tribunal ple- 
no, como por otra parte lo había solicitado la actora, 
para evitar la discordancia señalada y dar debido cum- 
plimiento a lo dispuesto por el art. 113 del Reglamento 
para hi Justicia Nacional en consonancia con el art. 28 
de la ley 13.998 y a la finalidad del mismo reiterada- 
mente señalada por esta Corte Suprema {Fallos: 225, 
26; 226,402; 227, 524 y otros). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador * 
Genernl, se declara procedente el recurso extraordinario 
denegado a fs, 71 del expediente principal y, siendo in- 
necesaria mayor sustanciación, se resuelve dejar sin 
efecto la sentencia dictada a fs. 65 del mismo y remitir 
los autos al tribunal de procedencia a fin de que, ob- 
servándose lo establecido por el art. 113 del Reglamento 
para la Justicia Nacional, se proceda a dictar nuevo 
fallo en este juicio por la Sala que sigue en orden de 
turno. 

Rodolfo G. Valenzuela — To- 
más D. Casakes — Felipe 
Santiago Pérez — Atilio 
Pessagno — Litis R. Lonohl 
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MANUEL GOYANES Y OTRO v, MOt'RE Y CIA, 

rosal iTt TIOS S ACtOS AL: Derrehos >j garantía*. Defensa en 
jnirin. Procedimiento 1/ sentencia. 

ha ut'í'isión do la causa par razónos leales que las partos* 
no han invocarlo constituye tan sólo ol ejercicio do la fa- 
cultad judicial de suplir ol derecho y un importa arbitra- 
riedad ni violación de la defensa en juicio 

RECURSO EXTRAORDÍ SA RIO : Re*ptÍ*¡t«s propios. Cuestione* 
no federales. Sentencias arbitrarias. 

No proced? el recurso extraordinario eontra la sentencia 
que, sin arbitrariedad, con fundamento en las eonstan- 
cias de autos y previo examen y resolución de las cues- 
tiones que ha considerado conducentes a ello, s 1 pronun- 
cia sobre las facultades de la comisión paritaria errada 
por un convenio colectivo y decide acerca de la eondi- 
ción tle rocíos y empleados de los demandados. No importa 
que, a tal efecto, el tribunal de la causa invoque razones 
lépalos no argüidas por las partos ( 2 ). 



S.R.L. OSVALDO BELLINI Y CIA, Y OTRO 
v. NACION ARGENTINA 

t 

DAÑOS Y PERJUICIOS: Culpa. ETtrttcontm<tnal. 

La sola omisión, por parte de las empresas ferroviarias» 
de cumplir con el deber impuesto por el art. 5, inc. 8» de 
la ley 2873, no puede tener como consecuencia fatal y ne- 
cesaria la de engendrar y dar por acreditada su culpa en 
todo accidente que se produzca en loa pasos a nivel d<nde 
falta la barrera o el guardajranado, pues cabe la posibi- 
lidad de que concurra, como causal única o concurrente, 
la conducta culpable la víctima. De igual modo, tam- 
poco procede eximirlas de responsabilidad por ol solo hecho 
(le la existencia de aquellos medios de seguridad. Ade- 
más, uo corresponde excluir, por el solo hecho de no estar 



(1) 19 de abril. Fallón 3lO t 650; 211, .",4; 219, 67; 228, 742. 
(^) Faltón: 222, 186; 226, 223 y 474. 
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previstos en el citado precepto y con prcscimlcncia del fin 
(pie se peraijiue, la sustitución de Jas barreras o puanla- 
íranados por otros medios de mayor alcance preventivo o 
de eficacia reconocida en sn uso, como las combinaciones 
de luces y campanas de alarma, no practicadas cuando la 
ley si> sancionó. 



Sentencia del Jru Nacional 

Rosario, 31 de diciembre d • l!»ó:(. 

Y vistos. r.os caratulados "Kellfrgi Osvaldo y Cía. K.li.L. 
y fiuvmeritií, Maximiliano c/ Ministerio de Transportes fie 
la Nación - Daños y perjuicios", expte. n v 10.1)41 del ,-nal 
residía: 

a) Que la razón soeíal ' Osvaldo Itellini y Día. S.B.L, 
y don Maximiliano (íusmerini, por m 1 dio fie apoderado, de- 
mandani a la Nación por indemnización de daños v perjuicios 
que estiman en la suma de $ 1(1,000 mu. y * IflO.ono' m/u., 
respectivamente. 

Dicen que, en fecha rpie indican, un tr a i pasajeros 
del F.C.N. (¡ral. Itclprano atropello a un jeep de propiedad 
de la firma "Osvaldo Itdlim y Cía." en circunstancia en 
(pie dicho vehículo, que era guiado por Maximiliano (Íusmerini 
a quien acompañaba Juan Alfonso Itamírez. intentaba ttt-i- 
vesar un paso a nivel existente en jurisdicción fie Capitán Iter- 
múdez en el cni*> de las vías con la Avenida Celulosa y hace 
presente que a miz del choque fallecieron los dos ocupantes 
del automóvil. 

Sostienen qu» la causa del siniestro debe atribuirse a la 
falta fie barreras en el paso a nivel, turra varía por la circuns- 
tancia de (pie las vías hc encuentran sobre un terraplén h- 
unos dos metros de altura, aproximadamente,' lo que obliga n 
b»s vehículos a acelerar en eí ascenso y frenar en el les ■ nso, 
Ajírepin que la Avenida Celulosa sirve de acceso a las fábri- 
cas de la Celulosa Argentina instaladas en la localidad de 
Capitán Bcrmúdez ilonde trahajau miles de obreros, que uti- 
lizan Ja misma entrada y salida ti" su trabajo o sea que se 
trata de una calle de intenso tránsito y que, aparte de ello, 
la visibilidad fiel cruce es defectuosa pnr la edificación que 
lo circunda y por la frondosidad de los árbol >s próximos a 
las vías, todo lo tmal determina la peligrosidad del hipar e 
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impone la Mitigación ilo colocar barreras, de acuerdo con el art 
S.jne. ti», <le la ley 2873. S-iialau, en último término. que las 
señal -h acústicas no estaban en condiciones de normal funcio- 
namiento y. luego de haeer una reseña de los daños y perjui- 
cn s sufridos por ambos actores, piden que se haga lugar a la 
demanda, eon i n ten fíes y costas, 

b) Corrillo traslado, lo contestó ol Dr. Celio Npiramle- 
ih por la empresa del FCX. (¡ral. Reí rano, pidiendo H 
rechazo d:» la demanda, eon rostas. 

El representante de la demandada expresa que si bien 
f* eierto (pie el tugar no tiene barreras, ellas csf'm sustitui- 
das por un equipo de campanillas eléctricas i ( uc funcionaron 
normalm nte. Haee presente (pie este dispositivo acuerda la 
garantía de tranquilidad requerida v llena su rol de mwaii's- 
m emplazante de las harreras. eon la debida autorización 
de ta l)iri-rcii'iii competente. Sostien- iinc el conductor del jeep 
uo fué diligente e i lif rindió las disposiciones del líenla mentó 
ííeneral de Tránsito para los caminos y calles de la K 'pública 
fiando nriiren, con su actitud, a la prodiuvión del accidente 
que debe atribuirse a su exclusiva culpa. Impugna sumas re* 
clamadas, «pie califica de exhorlmant-s. niega la procedencia 
fiel daño mural y pide costas. 

Y considerando que: 

Primero: Ambas partes están de acuerdo en I» que res 
peeta a la circunstancia de lugar y tiempo en (pie se pro- 
dujo el accidente que originó este juicio, discrepando en lo 
tjue se refiere a la responsabilidad emergente de ese beeho v 
al monto íIp los perjuicios reclamaos. 

Segundo: De las constancias del sumario instruido «on 
motivo del accidente ferroviario de qu« se trata, tramitado 
ante el Juzgado Nacional N ff 2 y ofrecí do como prueba por 
ambas partes, se desprende (pie el hecho, a consecuencia del 
cual resultó eon desperfectos nn jeep de ''Osvaldo Hcllini v 
Cía. S. R. L." y muertos sus ocupantes Francisco (íiismeriui 
y pJuan A. Ramírez, tuvo lugar en un paso a nivel del Ferro- 
carril Nacional ííeneral Manuel Helgrano existente a la altu- 
ra de la Avenida Celulosa, en jurisdicción del pirólo CapU 
tán Bermúdez. 

El croquis agregado a fs, ló y la inspección neniar prac- 
ticada por la policía según constancias de fs. ]fl del sumario 
aludido, así como las constancias del sumario administrativo 
agregado a fs, 32/42 de estes autos y los informes producidos 
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a fs. 49/"i0; 51 i 5V"»G; 57/Ó8 y acreditan qu> en el 

paso a nivel uo existen barrerán pero que, en cambio, existe 
una campana tle alarma que acciona eléctricamente y dos w- 
íiales, ubicada cada una a cada latió del paso a nivd, indica- 
doras del paso de trenes. El croquis agregado a fs. 15 del su- 
mario ilustra claramente «obre el lugar de ubicación tle esas 
señales. Ahora bien, la Jurisprudencia de la Corte Suprema 
de Justicia de fa Nación — que ha sido seguida invariable- 
mente por estos trihunales^ ha declarado que la falto de ba- 
rreras no cominee sistemáticum mte a la responsabilidad <le las 
empresas ferroviarias ya que la interpretación más razonable 
de la obligación impuesta por el art. "i, inc. 8 V , de la lev 2873 
es la de que los F i rrocarriles deberán emplear lts medios de 
protección enunciados p<.r la ley con arreglo a las necesidades 
del tránsito local o cuando medien causas especiales que hagan 
indispensable su instalación puesto que la colocación en lu- 
gares apartados « de escaso tránsito encarecería la explotación 
en perjuicio directo del público (C.K.X.. Fallos: tomo Mí), 
pág. 3!W ; tomo 184. pág, <>80; temo 1*5, pág. lió ; temo lí>7, 
pág. 58ÍÍ, fk\). 

De acuerdo con esta Jurisprudencia, que ha declarado que 
la instalación de harcras en los pasos a nivel no eonetitUVé una 
obligación ineludible de las empresas ferroviarias la Cámara 
Nacional de Apelaciones de esta ciudad ba decidido en rei- 
teradas eport unidad x que ese sistema protector puede ser 
sustituido, especialmente en I ligare» que no son muy poblados 
y donde la visibilidad fs buena, por un sistema de señales y 
campanas de alarma (Cáni. Nac, ch Apelac, de Rosario. F;illos 
nos. lüálM. 201 tMi, J2H2ti, '2(i7:i*J. etc.). 

Estas decisiones se ajustan, por otra parte, a lo estable- 
cido por el art. 88 del Reglamento (i enera! de Ferrocarril a 
que, en su constante movilidad, ha podido recoger y autorizar 
el empleo d« sistemas más modernos que li s previstos por la ley 
287Ü. como son las señales acústicas y luminosas accionadas 
eléctricamente. 

Desde luego que, de acuerdo con la Jurisprudencia que 
acaba d * citarse, la utilización de estos medios de protección 
debe estar condicionada a que las circunstancias de ubicación 
y tránsito del paso a nivel le hagan aconsejable. 

Kn el caso sub lite, el croquis agregado a fu. 1S demues- 
tra qu * las vías siguen una línea recta que cruza el camino 
en ferina perpendicular; las fotografías de fs. 7 y 8 del mi- 
marin, tnspecc'ón ocular de fs. lí? del mismo sumario y los 
informes agregados a los autos demuestran que la visibilidad 
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es aceptable ya que sólo menciona la existencia ele algunos 
obstáculos parciales como ser edificación y árboles que se 
encuentran, ambas cosas, algo retiradas de las vías, siendo de 
destacar a este respecto el informe producido pur la Comisión 
de Fomento de Capitán Bermúdcz que espresa que "la visual, 
dentro ile Ir zona urbana en que se encuentra, se conceptúa 
normal" (v. fs. "i) y los informes agregados al sumario ad- 
ministrativo que conceptúan que* '*ltt visibilidad es perfecta*' 
(v. fs. 36 vta. y 38). Por otra part\ no se desprende de loa 
autos que el paso a nivel este ubicarlo en una zona muy po- 
blada V, en lo que al tránsito respecta, aunque los informes 
aludidos revelan que el paso a nivel es transitado diariamente 
por nimbas personas y vehículo*, cabe señalar que los mis- 
mos informes y la propia demanda de fs, fi relacionan esc trán- 
sito con la entrada y salida de obraros de varios establecí- 
mientes industriales existentes en las proximidades, lo que 
permite suponer que su frecuencia no es continua, pudicn- 
do ag regarse, a mayor abundamiento, que el informe de la 
Comisión de Fomento aclara que "solamente parte de los 
obreros que trabajan en la Celulosa. Eleetroclor y Bcrelo, tran- 
sitan dieho paso a nivel ya que muchos utilizan los otros cruces 
qu ■ existen en el pueblo' 1 y que tanto ese informe, como el del 
Comisario de Policía de Capitán Bermúdcz. destacan que como 
el paso cuenta en ambos ladra eon camino pavimentado y me- 
jorado, las pendientes existentes no hacen pMjgroso el cruce, 
ni aun en caso de lluvia (v. fs. 56 y 68). 

Haciendo mérito a todas estas circunstancias, e! suscripto 
considera que el cuadro general de peligrosidad que ofrecía el 
cruce teniendo cu cuenta su configuración y tránsito no hacía 
indispensable el emplazamiento de barreras y puede conside- 
rarse suplido razonablemente por el sistema de señales acús- 
ticas instalado por la empresa. 

Establecido lo que antecede, corresponde declarar que, 
prs^ a lo invocado en la demanda, no se ha probado en estes 
autos que las señales acústicas no hayan funcionado debida- 
mente en esa emergencia. El sumario administrativo señala que 
la campanilla de alarma funcionaba normalmente (v. fs. 36 
vta.) y lo mismo expresan los informes agregados a fs. 49, ;Ví 
y 67, entre los que cabe destacar a estos dos últimos, produci- 
dos pnr Ja Comisión de Fomento y por la Comisaría de Poli- 
cía de Capitán Bermúdcz. El informe de la Comisión de Fo- 
mento agrega que el sonido de la campana es estridente y aun- 
que el acta de inspección ocular de fs. 20 indica que en el mo- 
mento de la inspección la campana no estaba en condiciones 
de funcionamiento, ello debe atribuirse fundadamente a que, 
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como aclaran el maquinista René M. Regalini, el foguista Fe- 
derico M. Uonzález y los empleados ferroviario*! José Ituhén 
1 ¡otado y Alejandro Oberse (v, fs. 25, 27 vía, 41 y 42 del suma- 
rio l y lo corroboran las fotografías agregadas a fs, 7, S y í> 
y l« inspección ocular (le fs, lí* del mismo sumario, el jeep 
fué provei-tado por el chorpie contra los postes que sirven de 
soporte a la eampana, obstruyendo su funcionamiento. 

En indudable, por otra parte, (pie el conductor del jeep 
infringió la disposición del art. 51 del Reglamento <!eneral de 
Trfinsito para los caminos y calles de la República Argentina 
l Decreto del Poder Ejecutivo Nacional n* 12.ti8íí ratifica- 
do por Ley u* 13.893 del 21/11/11*4») (pie obliga a los con- 
ductores de vehículos a cruzar los pases a nivel a menos de 
15 kilómetros por hora "previa comprobación de que no se 
aproxima ningún tren o locomotora por ambas direcciones". 
piTipte si hubiera tomado esa medida de precaución, que es 
elemental h se considera que la presencia de las vías indica 
siempre un peligro latente, hubiera podido efectuar las manio- 
bras n-'cesarias para evitar el accidente (Cám. Nae. ile Apelac. 
de K..sario. fallo n 9 27184). 

De lo hasta aquí expuesto se desprende (pie. a juicio 
del proveyetite, no se ha probado en estos autos (pie la em- 
presa demandada baya incurrido en culpabilidad alguna y que, 
en cambio, el conductor del vehículo embestido procedió con 
negligencia, imprudencia o impericia, dando origen, con su ac- 
titud, a la producción del accidente. 

Estas consideraciones imponen el rechazo total de la de- 
manda y así se declara sin (pie sea necesario, por ello, entrar 
a considerar el punto relativo a los daños y perjuicios emer- 
gentes del siniestro. 

En cuanto a las costas, el suscripto conceptúa equitativo im- 
ponerlas en el orden cansado, teniendo en cuenta (pie las cir- 
cunstancias en (pie se produjo el accidente, precedentemente 
examinadas, han podido razonablemente inducir a la actora a 
creerse con razón para iniciar esta demanda. 

l*or estas consideraciones, fallo : 

Itcchazando en todas sus partes la demanda interpuesta en 
estos autos por "Osvaldo Hellmi y Cía. S.R.u" y por don 
Maximiliano tiusiueriní contra el Fisco Nacional (Ferroca- 
rril Nacional General Relgrano) por indemnización de daños 
y perjuicios. Las costas se abonarán en el orden causado. — 
fumad 8. Pawatjlw, 
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Sentencia m la Cámara Nacional de Apelaciones 

Rosario, 10 de setiembre de 1954. 

Vistos, en acuerdo, los autos "Bellini, Osvaldo y Cía. S.R.L. 
y Gusmerini Maximiliano c./ Ministerio de Transportes de 
la Nación - daños y perjuicios" (exp. n* 19.267 de entrada). 

El Dr. (i ranadas dijo: 

T. El juez a quo rechaza la demanda deducida pnr "Os- 
valdo Ucllini y Cía. S.R.L." y por don Maximiliano Gusme- 
rini. por Ira daños y perjuicios derivados del accidenta ocurri- 
do el día 22 de abril de 1950 en el paso a .livel emplazado en 
jurisdicción de la localidad de Capitán Bermúdez, en el cruce 
de las vías del Ferrocarril Nacional General Belgrano con la 
avenida Celulosa, que oeasicnara la muerte de don Francis- 
co P. Gusmerini y de don Juan A. Ramírez y desperfectos de 
consideración en el automóvil en el que viajaban. Dispone, ade- 
más, que las costas se abonen en el orden causado. 

Ambas partes apelan d? la sentencia. Los actores en el es- 
crito de fs. 109 interpon -n recurso de apelación y conjunta 
nuliilad y la demandada recurre en cuanto no se impone las 
costas a su contraria. 

Ií. Considero, ante todo, qu* no debe hacerse lugar al 
recurso de nulidad de la parte actora, toda vez que no ha 
sido sustentado en la instancia y no aparece * evidenciado, 
por lo demás, vicio alguno que pudiera afectarla. 

Al expresar agravios {fs. llft/126) la recurrente se queja 
porque el a quo al resolver la litis, aplica la jurisprudencia de 
la Corte Supr-ma y de esta Cámara, jurisprudencia que, según 
afirma, acuerda la previsión del art. 5 9 , inc. 8', de la ley 2.873, 
un alcance que. excede los términos de ta ley. "cuando pone a 
cargo del damnificado la prueba de la necesidad de las barre- 
ras en un paso a nivel". Manifiesta al paso, que el lugar de 
referencia, requiere la instalación de barreras, sustentando su 
aseveración en los informes a que alude y aduce, finalmente, 
qm la señal acústica no funcionó en el momento del acci- 
dente. 

En el escrito de responde, la demandada, a su turno, ex- 
presa que la crítiea hecha al fallo es " infundada y arbitraria", 
rci-iicrila la jurisprudencia vigente sobre la cuestión debatida, 
afirma que el ferrocarril no es responsable porque cumplió 
con la debida protección del cruce, mediante el dispositivo 
dispuesto por el organismo competente, ya que las campanas 
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de alarma llenan su cometido i'i'iit» medida <1<* santidad y 
i|in- nt> son necesarias Ihs barreras. Aprags que el personal it 
sus órdenes, díó satisfacción a las obligaciones impuestas por 
e] liedamento (iencral de Ferrocarriles y termina diciendo 
f pi,. ,.| hecho se debió exelusivaBíente ft negligencia c impru- 
dencia del conductor del vebú-ul». tfiir violo la disposición 
contenida ni el artículo 53 del Reglamento de Tránsito (ley 

Al informar ín voee t'ii lu audiencia señalada al efecto, el 
representante de la demandada solicitó que se impusieran 
las msias a los actor -v — ri'vwímilow en esa parre la sentencia— 
.inzuyendo al efecto que, de conformidad a In doctrina mo- 
derna, tas mismas deben ser abonadas por el litigante vencido. 

MI. Como snrjíe de lo expuesto, se piirstiunn en la sub 
causa, nuevamente, la aplicación del prcee]>to contenido en el 
arl, ">\ ine. K'. de lu ley 1>S7:1. Nerá forzoso, pues, remitirse 
una vez más. a la jurisprudencia de lu Corte Suprema, man* 
tenida invariablemente desde los fulla* registrados en < J I tomo 
]42 en las páginas 1S5 y $85 —este último, recaído en un caso 
tramitado en esta jurisdicción— donde quedó establecido que. 
**la interpretación más razonable en prrseneia del texto lejral, 
v de les propósitos (pie lo informan, es la de que los ferro- 
carriles deberán emplear los medios indicados d > protección con 
arreglo a tas necesidades del tráfico local". Esta Cámara lia 
M anido esa jurisprudencia, respetando el deber moral de con- 
formar a lu misma, sus decisiones, debiendo ponerse de resalto 
rpie. desile la sanción de la Constitución de 1949. su acata- 
miento es -nb libatorio (art. ¡tfi. Ks forzoso, por tanto, descar- 
tar de piano la objeción ile la uctoru a la interpretación ju- 
risprnileneíal a (|iie se hace referencia. 

Coneordantemente con lo consignado, este Tribunnl ha 
resuelto en numerosos casos — como lo advierte el a t/ita— 
epte en determinadas ei re instancias, las barrer.as pueden ser 
sustituidas por campanillas eléctricas anuneindnras o luces a 
dest lio accionadas nutoiiinticameiite. tal como lo prevé el art, 
88 del Reglamento General de Ferrocarriles. Para abreviar, ine 
remito a lo expuesto en recién t s pronunciamientos (Fallos 
nos üiUiW. 2!UH0 v 2Í1.Ó84) donde se alude a la jurisprnden- 
. iu aplicable, así como también a la obligatoriedad del art. 51 
del decreto 12JÍ8ÍI 40 ratificado por la ley I3.8Í13. qu ' señala 

la ulucta a observar por quienes deben transponer un paso 

¡i mvel, 

IV. Comparto el criterio sustentado por el sentenciador, 
cuando de in establecido, rpie atento a la fisunomía del cruza- 
miento v n la densidad del tránsito que soporta, no aparece 



■ 



i)K JOTtrtA m-: i.\ x.\rn*iN 



¡47 



acreditado en untos con la debida suficiencia, la necesidad del 
emplazamiento do barreras en el referido lugar pur considc- 
rar que su protección, se encuentra cubierta eun las señales de 
advertencia existente en el innato, constituidas por una cam- 
pana eléctrica de alarma, dos crucetas indicadoras tic paso de 
trenes y un triángulo de hierro i|uc registra en sus tres vér- 
ttcs. vidrios con materia luminosa (ver fotografías de fs. 7/9 
e inspección ocular de fs. V.)/*22 obrantes en el sumario agre- 
do). 

Es que, después de un detenido análisis di 1 la prueba ren- 
tiidíi — aprvimhi a la luz de la sana crítica — , y teniendo 
presante la jurisprudencia a que he aludido antes, surge obli- 
gadamente la conclusión que al respecto se asienta en la sen- 
ti'iicia en recurso. No obstante, me parece oportuno insistir 
en qu> la densidad del tránsito, no ha sido acreditada por la 
parte aetorn en la forma exigida por la doctrina de la ('i rte 
y (pie tampoco se ha probado la mala visibilidad que se pre- 
tende, como bien lo s 'fíala el juez, de donde resulta que la 
peligrosidad del paso a nivel, no ha sido puesta de mauifiest 
en el expediente. Juzgo oportuno destaear (pie el informe le 
la autoridad policial respectiva, asevera que en les últimos tres 
años, no se han registrado accidentes "en el lugar (fs. tiH). 

Finalmente, debo recoger la objeción que se formula en 
el escrito de fs. 119/126 —párrafo IV— a la sentencia, en 
cuanto d vi a ra que no se ha probado que las señales acústicas 
no funeienaron debidamente en la emergencia. Diré de segui- 
do, que también coincido en esta parte con el a q\w t por 
las razones que expon? y que si algo debo destacar, es que 
el informe pertinente, al consignar "que en estas circuns- 
tancias, no se halla — la campana de alarma — en condiciones 
de funcionamiento, a p\sar de (pie sus cables no hayan sufrido 
id parecer deterioro alguno'* (fs. Tíl/21 del sumario) , se refiere 
incuestionablemente al momento de la inspección ocular reali- 
zada por el comisario inspector actuante, eon posterioridad, 
por cierto, al hecho, esto es. cuantío todo evidencia que el auto- 
móvil, que fuera lanzado contra el poste-sostén había dañado 
el mecanismo, ya que es lógico ku poner, éste dejó con tal mo- 
tivo de funcionar. 

En suma, soy de opinión, como anticipara, que el paso a 
nivel se encontraba en el momento del accidente, suficientemen- 
te protegido, debiendo ser considerados los dispositivos a que se 
lia hecho mención, como adverfneia bastante para quien ac- 
tuara cumpliendo con la obligación imperativamente impuesta 
por el recordado artículo 51 del Reglamento de Tránsito (ley 
]3.B0;j). De ahí qne deba admitirse que el lamentable y luctuoso 
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suceso, sp originó en la falta de la propia víctima, hecho que, 
por serle imputable, no impone responsabilidad alguna a la 
demandad* (art. 1111 del Cód. Civil). Cuieeptúo per ello, 
qu? la sentencia debe ser ton firmada en cuanto así lo decide 
V. Soy de opinión, igualmente, que procede confirmar- 
la en la parte que no impone las costas del juicio a los acto- 
r s. no (l-|iir*inlf f,í prest «r acogimiento n |ns agravios de la de- 
mandada robre el particular, 

\o se me encana, desde luego, que alunita doctrina ( ensi- 
lle r;i que la imposición d • cestas no es la consecuencia de la 
culpa o del ilolo procesal del vencido, ni de una actividad anti- 
fuueinnal de éste y que sólo persigue un fin resareitorio. 

Pero no debe olvidarse ipi ', de conformidad con lo pre- 
ceptúalo por r l art, 221 del Cód. de Proe. en lo Civil y Co- 
mercial, aplicable supletoriamente en este fu to. procede exi- 
mir de cestas ni vencido, cuando aparece, a juicio de) juz' T a- 
der, oue mpi**! tuvo razón probable para litigar, especialmente, 
cuando se trata como en el sub examen, de reclamantes une 
han sufrido un perjuicio cierto (ver Fernández, píg, 2ÍÍ8; 
♦Jofrí. t. TV, nútr. 110, no' a ."'72 v la eoitjo--n jurisprudencia 
cita lal. Cace destacar espccinlmente. ipie la Cor! * Suprema, en 
análogas circunstancias, no lia imnue. to las e stas al vencido 
(ver entre «tres fallos los registrados en 1ó:{ f 201 ; lHT.óflí) — in 
ev tenso en Á. 1!M4. 1. 'Mu — y esp e : ftlm<nte el inserto en 
221. 700. oportunidad ésta, en nip al rechazar ln demanda, 
dee'aró "que las particularidades de la causa, autorzan a 
Jinlicar las costas del iipeio en el orden causado y las (pie 
fuesen crnuin-'s por mitad". 

S'endo así y sea cual fuere la dectrina nti 1 se entendiera 
prevalecer aetualmente. sobre el punto debatido, lo indudable 
es une. el precinto legal citado, mantiene en pleno visor, pues 
no sólo no ha sido ohp to de reforma per la lev 14.2:17 reciente- 
mente saneir ntda. sino que su nplicah'tidud ha nido ratif-cada 
desde oue. dicha 1 \v*. en su artículo 52, después de establear 
que en los incidentes las costas se im pondrán al vencido — eo^io 
lo d'sponín inflexiblemente el art. 24 de la lev 41 2# — fa ■u'ta 
ahora al juez para "xtmir de las mismas, cunndo fuese nnl*- 
cable la pr"vis ; ón del citado art. 221 del C. de P. La raWm de 
Ta reforma ha ríe encontrarse en las paluhras del miembro in- 
fermante de la Cámara de Diputados, nni 'n expresó oue, c-n 
cl'a 11 se busca atemperar el ritrorismo impuesto por el art. 24 
d" la lev 4 128 aplicando p1 mismo criterio adoptado por el r1* 4 
221 del Cód. de Procedimientos nara imponer las cestas" 
(Diario de Sesiones, julio 30 de 1953. pág, 014). 



Es por ellu que, la cuestión planteada por la demandada 
a nn juicio, no puede prosperar. 

Por lo expuesto y fundamentes concordante de la sen^ 
temía apelada, voto por su confirmación en todas sus par- 
tea. Sin costas. 

eedente* Ferrarons * Mi al voto pre- 

En consecuencia, se resuelve: 

Confirmar en todas sus partes la sentencia apelada, obran- 
te a f*. 104 '1(>H. cuín rechaza Ja demanda interpuesta en esti s 
autos por "Osvaldo Rellini y Cía, S.R.L." y por don Maxi- 
miliano Gnsm 'rmi eontra la Empresa del Estado. Ferrocarril 
Nacional General Beljrranu, por indemnización de daños y per- 
juicios, rl 1 leudo las cestas de la alzada ab< narse también por 

yjXriZuZi Gramdos ' ~ A ' eia '"'"' * íWo " , ■ - 
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Siendo definitiva la sentencia recurrida y contraria 
ln decisión uJ derecho del apelante fundado en una ley 
nacional, el recurso extraordinario oportunamente in- 
terpuesto es procedente (art. 14, inc. 3t¿ de la ley 48). 

Kn cuanto al fondo del asunto, de acuerdo con las 
constancias de autos y la jurisprudencia reiterada de 
V. E., la única cuestión a resolver en esta causa es la 
de establecer si la interpretación atribuida por la Cá- 
ntara Nacional de Apelaciones de Rosario al inc. 8% art 
5* de la Ley de Ferrocarriles n* 2873 es la que en derecho 
corresponde. 

V. E. tiene resuelto de antiguo que la interpretación 
más razonable de la disposición citada es la de que los 
ferrocarriles deberán emplear los medios indicados de 
protección con arreglo a Jas necesidades del tráfico, ya 
que la instalación de barreras con el correspondiente 




guarda permanente en lugarea apartados y di* encaso 
tránsito, no tendría otro resultado que el de encarecer 
ia explotación fe i liviana cu perjuicio directo del pi'i- 
hlíco ( Ful los : ]4l\ 1ST, y *J:íK : ir>;¡, ¿0Í| Ki(i, fj2). 

Asimismo tiene decidido la Corte que la falta de 
burreras no basta para responsabilizar a una empresa 
ferniviariíi por los accidentes ocurridos en los pasos a 
nivel, a turnos ipie los interesados prueben que la fre- 
cuencia del tráfico en determitimlo lujíar u otra circuns- 
tancia especial hacía indispensable el establecimiento 
de aquélla* pura la seguridad del público (Fallos: 1X4, 
680 y 185 , 

La m iiI encía recurrida de fs. Ki7 declara, después 
di> analizar la prueba rendida, (pie no ha sido acreditada 
en ¡ntios ln mala visibilidad del paso a nivel en cuestión 
o la densidad del tránsito pretendidas por la parte ac- 
tura, por lo que Hcira a la conclusión <le (|ne no se ha 
probado con la debida suficiencia la necesidad clH em- 
plazamiento de barreras cu el lu.iíar del accidente por 
considerar ijiie su protección se encuentra cubierta con 
las señales tic advertencia existentes en el mismo luna 
campana eléctrica de alarma, dos crucetas indicadoras 
dé paso de trenes y un triángulo de hierro que registra 
en sus vértices vidrios con materia luminosa). 

Xo piuliendn revisarse tales conclusiones sobre pun- 
tos de hecho y ]irueha en la instancia extraordinaria, 
tiada debo objetar a la aplicación e interpretación hecha 
por el tribunal de alzada de la disposición cuestionada. 

Kn consecuencia, soy de opinión que corresponde- 
ría confirmar el tallo apelado cu cuanto ha podido ser 
materia de recurso. Rueños Aires, 1 f > de febrero de 1ÍIÓ5. 
— ('orlos (l. f>t I/futí. 
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Buenos Aires, 21 de abril de 1!>53. 

Vistos los «utos: "Bellini Osvaldo y Cía, S, K. L. 
y fínsmerini, Maximiliano c Ministerio de Transpoi*- 
tes de la Nación s daños y perjuicios*', en los que a fs. 
14!) se lia concedido el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario deducido a fs. 146 y 
objeto del meinorial de fs. 1<¡6 persigue la modificación 
de la jurisprudencia que !¡> Corte Supiwua fijara desde 
Hace largo tiempo respecto del alcance que ha de atri- 
buí rs*- al inc. 8* del art. ¿3 de la ley 287ÍÍ que consigna 
como deber de las empresas ferroviarias, "establecer 
barreras o guarduganndos en todos los puntos en que 
los ferrocarriles cruzaren los caminos o calles públicas 
a nivel", en el sentido que la falta de ellas, no es causa 
bastü ntc para responsabilizar a la empresa por un ac- 
cidente, si no se probara por la parte damnificada que 
por la intensidad del tráfico o por otra circunstancia 
especial, el establecimiento de barreras era indispen- 
sable para la seguridad del público {Fallos: 142, 18.1 v 
*J;í8 : 1 (>í¡, 4:j ; 1 84, Íi8» ; 1«5, $ ; lí)7, 380 y otros) . 

Que es indudable que la sola omisión en el cumpli- 
miento de ese deber legal, por sí mismo, no puede tener 
como consecuencia fatal y necesaria, la de engendrar y 
dar por acreditada la culpa de la empresa en todo acci- 
dente que se produzca en los pasos a nivel faltando el 
gnu rdaga nado o la barrera, de igual modo como no pro- 
cedería eximirla de responsabilidad por el solo hecho 
de la existencia de cualquiera de aquellos medios de se- 
guridad, más aún cuando, es obvio que en hechos de la 
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naturaleza del que provocu estas actuaciones, cairo la 
posibilidad de que concurra, por el contrario, como 
causal única o concurrente, la conducta de la víctima 
obrando con negligencia, Impericia, etc. no cubiertas 
por cierto, con la existencia de mi guarda panado a ma- 
nera ile obstáculo opuesto en el camino del transeúnte 
o de un j'ep como el de autos. Por lo demás, la sustitu- 
ción de aquellos dispositivos por otros de mayor alcan- 
ce preventivo aun, o de eficacia reconocida en su uso, 
como pueden ser las combinaciones de luces y campanas 
de a lamia, a las que se alude en autos existiendo en 
correcto funcionamiento y en reemplazo de los mencio- 
nados por la ley o que aconseje la técnica y experiencia 
mni lerna, pero no practicados, desde luego, en 1891, año 
en que la ley '¿87'A fuera sancionada, no ha de quedar 
excluida en absoluto y sistemáticamente ateniéndose a 
Ins términos del precepto en cuestión en forma abstrac- 
ta y prescindiendo del bien esencial que la medida per- 
sigue. 

Por estos fundamentos y habiendo dictaminado el 
Sr. Procurador General, se confirma la sentencia apela- 
da de fs, l.'ÍT en cuanto lia podido ser materia del re- 
curso extraordinario concedido a fs. 14Í). 



BANCO HIPOTECARIO NACIONAL y. PEDRO HORA- 



SXPROPI At'lOX : Imírmnizaciim, Dtttrmiuacinn rh-l rahr rrnl, 

Si el valor unitario fijado a la tierra expropiada por la 
sentencia en recurso, cobre Ja base del dictamen del Tri- 
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bunal de Tasaciones de la ley 13,264, se ajusta al eri- 
t 'rio de la Corte Suprema establecido respecto de inmue- 
bles ubicados en el mismo lugar, habida cuenta de la 
diferencia de ubicación y de extensión, procede confir- 
marla en esc* aspecto y modificar el monto de la condena 
por aplicación del coeficiente de indisponibilidad, confor- 
me a lo resuelto en casos ana luiros (*)- 



BANCO HIPOTECARIO NACIONAL 
v, LUISA GARGIULO 

EXPROPIACION: lutiemnhanón. Deterniinacum del valor real. 

Corresponde confirmar !a sentencia apelada en cnanto 
coincide con el Tribunal de Tasaciones de la ley 13,264 res- 
pecto de la determinación del valor del inmu 'ble expro- 
piado sobre la base del resultado de ventas de tierras pró- 
ximas, fie características análogas y que s? efectuaron en 
la ¿poca de la desposesión. Procede asimismo mantener el 
fallo en cuanto, apartándose del aludido dictamen, re- 
suelva reducir los coeficientes de ubicación, respecto de 
los lotes expropiados, teniendo en cuenta U diferente 
distancia de los mismos con relación al camino de cintura, 
en vez de atenerse a los coeficientes generales aplicados 
por el Tribunal. 

■ 

Sentencia del Jcez Nacional 

Eva Perón, 13 de febrero de 1953. 

Y vistos: 

Este expediente n ff 15.236/949 seguido por el Banco Hi- 
potecario Nacional contra D* Luisa (íargiulo sobre expropia- 
ción, de cuyo examen y circunstancias 

Resulta : 

I, Que a fs. 9/11, el Banco actor, por intermedio de bu 
apoderado letrado, el Dr. José Luis Almiron (h.) — quien 
justificó su personería con el testimonio de poder que obraba 

■ 

íl) 21 de abril. Fallos: 223, 87; 227, IS6. 
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H fe, i/2 y cuyo dolóse consta a fs. 13/1-4— promueva de- 
manda «mitra I> 4 Luisa (fiirjriulo por expropiación del in- 
mueble indicado en el partido de Matanza, barrio Santa Clara, 
% eonstituídt. por .-I luí;- 11H (lotes * y 3, manzana A) de nna 
superficie do Ó.:J44.80 m.-; impresa además que el referido 
bíeil - <|ne reconoce mejoras— *e llalla afectado a las pre- 
visiones del Plan Quinquenal —ley V2.!»Ho— para la construc- 
ción de viviendas económicas y que mandante se halla auto- 
rizado para deducir la acción expropiaturia en virtud de los 
dcí-retOS 24.155 !M7 y 3:í.'J21 !»47. Ofrece eomo preeio la can- 
tidad di' * 7.IWM m/V, suma <|TW ha depositado en el Banco 
de la Nación Arjronthui a la orden del Ju/jHidn lo que acre- 
dita cois ta boleta de fs. 3. 

)i Que» a fs. 22/26 —y nna vez que el llamo actor ruó 
,,„rslu ni posesión del inmueble— con recluí l'i de setiembre 
de 1!>4!I. se^ún instruye el acta de fa. 1». la demandada 
])» Luisa Oar-rinlo justificando su dominio con el título de 
(s. \s Y.h coutestn ta demanda manifestando su allanamiento 
ai la acción expropititoria, pero su disconformidad respecto del 
precio por bajo v justiprecia el valor del bien y sus mejoras 
objeto del presente en la suma de « 170.000 m/tt. Concluye 

sníi. itandn » mleiie al actor en su oportunidad al pago de 

\¡i referida suma ron más ¡ms intereses y costas. 

V considerando : 

Primero: QtW la fracción de autos está constituida por 
♦ ■l Int.- lis nmuismna A., lotes H y íl). snbre la cali- Seguido 
Sombra entre Provincias l uidas y El Ceibo, del barrio Santa 
fiara, partido de Matanza, jurisdicción de esta Provincia*, de 
nna superficie de .V144.KO m. a Itespecto ¡i las caniet Tisttcas 
,le ln tierni, medidas, inventará) y descripción de la* mejo- 
ras, etc.. el infrascripto se remite brrrttnti* cansía n las actua- 
ciones del Tribunal de Tasaciones, 

Secundo: Que dicho urbanismo por mayoría ha fijado el 
precio del inmueble en la suma de # 7í>.ó30,ti2 m n., j;na- 
risum une el infrascripto acepta por considerarlo equitativo y 
ajuslmlo a la ronstaneins de autos. En cuanto a tas mejoras, 
duda la «informidad de las partes con la estimación del Tn- 
biiiml. $ 7.001) m n.. proced ■ tasarlas en esa cantidad (í\ S, V 
Kiilh s- 214,43!») En consecuencia la indemnización tota! as- 
eieiule a $ K1í.5:lO,o2 m n. (fs. 30. act. adm,>. Respecto a los 
intereses delien imponerse al actor y liquidarse a partir de la 
fecha del desaprnpio, uniforme a constante .jurisprudencia. 
En cuanto a las costas, atento a la cantidad ofreeida. la re- 

■ 
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clamada, y ta judicialmente fijada corresponde c|in« se dis- 
tribuyan por su tinten y las comunes por mitad (art, *2á, by 
13.2(141. 

Por estos fundamentos y citas legales enunciadas, falltt: 
Haci-ndo lugar a la demanda y en consecuencia declaro ex- 
propiado por el actor el inmueble enn sus mejoras deslindado 
en el primer considerando — cuyo dominio Te ha sitio transferi- 
do ya a fs. 70 vta. — , en la suma de $ tío\53íl,liií m n.. <pie 
deberá alumar a 1>* Luisa Carpiólo, ron intereses a estilo ban- 
eario sobre la diferencia entre la suma consignada y la que 
Jija este pronunciamiento, desde la fecha de la turna de pose- 
sión ^s'tiemhrc ló de 1ÍI4ÍÍ — . Costas por mi orden y las co- 
munes por mitad. — Htnjamin A. M. HnmhHL 

Sentencia m i.a ('Amara Nacional w. Amelai ionks 

Eva Perón, If> de octubre de 1!P"*4, 

V vistos: rstos autos H..V>2~>, caratulados: "Hkiipo Hipo- 
tecario Xacioual contra (íarjriulo. Luisa sobro expropiación", 
precedentes del Juzgado Nacional de Primera Instancia \\ ,} 1 
tle -sta ciudad. 

Considerando i 

I. Que la sentencia tle fs, KH ha sitio apelada por am- 
ba-s partís (fs. 137 y V¿H), las que al informar ta vece ante 
esta instancia impugnan exclusivamente el valor tle la ti 'rra, 
no así el de las mejoras 7.0IIÍ) tu u,), el tpte es aceptado ex- 
presamente. 

II. Qtie, como surge de las constancias del exp. adm. 
ajrrcffado por cuerda, el dictamen definitivo del Tribunal de 
Tasaciones ( fs. 3Í), # riti.r>30.fi2 m ii. l. sólu ha sido motivo de 
discrepancia en lo (pie respecta a la aplicación del coeficiente 
de ubicación: a) por alejamiento ele la calle Colonia; y b) por 
alejamiento de la Avenida Provincia-* Cuidas. 

III. En Ib íjjU8 respecta al primer punto, esta Cámara 
estima atendibles las argumentaciones dadas en el informe 
ampliatorio de fs. 31 (exp. eit,), en el sentido de (pie la 
circunstancia tle «pie tas call n s Colonia y El Ceibo, se en- 
cuentran mejoradas determinan para los lotes ahí situados 
un mayor valor — alrededor del 30 r í — respecto a lo* em- 
plazados en las cercanías tle la intersección de las arterias 
Don Secundo Sombra y la última tle las nombradas prece- 
dentemente. El factor apuntado es tle indudable importancia 
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y forzosamente ti 'tic que incidir sobre los valores que en una 
forma más sensible y particular que los factores a que alude 
el representante de "la demandada en hi eserito d? fs. 2t»/27. 
por cuanto éstos, por su carácter, ya tum sido computados al 
determinarse el valor nene ra t de la zona. 

IV. Ku cambio, las erftieas qm se le formulan a fs, 2fi7 
liT al inf< rme de la Sala Secunda (fs. (i/12), en lo atinente 
al cocficienlo de ubicación por alejamiento de la Avenida 
Provincias Cuidas, apareern justificados y las explicación '& 
i-i atenidas en el ampliatorio de fs, 30, lejos de convencer, 
confirman el fundamento de aquellas observaciones. 

( ab- destacar (pie la Sala Scjruiula, a fs. !í. manifiesta 
que "puede establecerse que les valores varían desde la Ave- 
uida Provincias Cuida* o Camino de Cintura hasta 21 tí) mts. 
adentro, alrededor de un 45 r /r en promedio" y rpie por tanto 
ci rresponde fijar "como coeficiente tic ubicación para la calle 
El Ceiba el 0.45 con respecto al valor 1. sobre la ruta n u 3", 
\ti deir la Avenida ya citada. Además, es tnteresijnt' 1 puutna- 
li/ar que fiara la calle Condan-o — límite extremo del barrio 
Santa Clara— se estableció en ijrual concepto, un coeficiente 
de 0.3» por lo fpie corr sponde fijar dichos valores en base 
a una variación lineal decreciente a medida que se produce el 
alejamiento de la ruta y no en función parabólica como se ha 
h elm iior parte del Tribunal técnico, lo que lleva a resultados 
absurdos. 

V. Siendo así, es inadmisible aceptar para los lotes H y 
de la mau/aua A., coeficientes tan dispares como los fijados 
por el Tribunal de Tasaciones, O.fiO y 0.40 resp^etivam 'nte, 
pu s Us lotes de referencia en su eje medio se hallan a una 
distancia de í)5 y 125 rats. de la Avenida Provincias Cnidas. 

En atención a las características de la zona expropia la y 
a la circunstancia de (pie todos lre* valores están referidos a 
la Avenida antes mencionada, esta Cámara eoniidTa adecuado 
admitir conforme a los coeficientes básicos establecidas por el 
Tribuna] de Tasaciones y que las partes han aceptado, que los 
bit s de la i..anzana A., con frente a la calle Secundo Nom- 
bra experimentan una desvalorizaeión que debe calcularse en 
el 0.40 r /¡ . por metro lineal, a medida que se alejan del punto 
d 1 referencia (Avenida Provincias Cuidas"), por lo que resulta 
equitativo asignar un coeficiente tle ubicación tic (),*>» y 0,50, 
respectivamente, a loa lotes nos. 8 y 9 motivo de la presente ex- 
propiación. 

Estes coeficientes — previa aplicación del coeficiente do 
actualización : 0,93— permiten obtener precios más uniformes 
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($ 17,86 y 14.90 m/n. el ni. 2 ), evitando así que dos lotes con- 
tónos tic idéntica dimensión y sobre uiui misma calle san jus- 
tipreciados en una forma tan dispar como la aconsejada por el 
Tribunal de Tasaciones ($ 11. na y $ ll.ix) m'u. el ra.*). 

Debe destacarse que en exp. Ti. 541»), caratulado : "Han- 
eo Hipotecario Nacional e./ Ghisiglieri de Daleffe Paulina", 
que se tiene a la vista f manantía IX, lote 6), el representante 
de la aetora Iiljí. .Jorge E. Pujadas (fs. 26 exp. adm.), 
luc^o de dividir la tierra a expropiarse en varias zonas Hílen- 
les, estableció un coefieiente de ubicación para los lotes ubi- 
cados d sde tos óD hasta los 100 mts. (en la que estl i ue luida 
el lote 8) de o">,íío y para l<* ubicados desde les 101 basta 
Jos 171 mts. (cu la (pie está incluida el !>), de 4JJ.ÍKÍ. lo ipie 
arroja entre ¿ odios solares una dosvalorización ((¡,0*2 r /r ) aun 
menor a la aceptada por esta Cámara en el presente pronun- 
ciamiento (10 y ). Asimismo cabe señalar la escasa diferen- 
cia resristrada entre el coefieiente atribuido por este Tribunal 
y el aconsejado por el Yng. Pu jadas para el lote 9 quien aeep- 
ta expresamente a fs. 2(5 de dicha*; actuaciones, que debe te- 
nerse "cu cuenta el destino de los lot *s (fin do semana) para 
Ira cuales el alejamiento no es tan imperante, como para los 
destinados a vivienda permanente. . . **. 

VI. Resumiendo lo antes expuesto, cabe concluir que el 
monto de iu ind' ionización debe ser fijado ptira el lote 8, a 
razón d ■ $ 17,80 el m. 2 . en la suma de $ 47,729.06 m/n, ; v 
para el lote í). a razón de $ 14,í»0 el m,-\ en $ 3ÍÍ.818.7Ó m/n. 
A las cantidades indicadas, debe u¿; re-jarse la de $ 7.001) m n.. 
en qu" han sido de común acuerdo valúa las las mejoras. Ku 
definitiva, el monto tí tal de la indemnización inclusive mejo- 
ras, alcanza a la suma de $ 04.547,81 m/n. 

VII. De conformidad a lo dispuesto en el arl 28 de la 
ley 13.2(14. las costas deben ser abonadas por la adora. 

Por tanto; modificándose la sentencia de fs. 134, se e>ta- 
bl ve el monto tc:tal de la indemnización en la suma de 
$ ÍM.547,81 m^n. En lo demás que aquélla decide y que ha 
sido materia de recurso, se la confirma, Las costas de esta ins- 
tancia también a carjro de la aetora en atención al resultado 
de los recursos. — Vnüura Esievts. — Agustín 8. Cotí Zu- 
loaga. 
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Suprema Corte; 

Kl pecttrso ordinario de apelación deducido a fs. 
177 es procedente de acuerdo a lo que disponen los arta. 
24, inc, 7 , ap< o), do la ley 13#9S y de ta ley l&SfiS. 

Kn cuanto al fondo del asunto, el Banco Hipoteca- 
rio Nacional achia por intermedie de ápo^eíado éspgr 
fial, quien ya ha asumido auto V. K. la intervención 
que le corresponde (fs. 1SS>1 Buenos Aires, 2:1 tic di 
eietnbre de tíCio. — fWo.< f.\ Ih lf 'nw. 

IAL1, > i :í: l.A ('üRTB SlTI.'KMA 

Buenos Aires, -Jl do abril de 1955, 

- 

Vistos Uta autoi*: "Banco Hipotecario Nacional e/ 
íJariíiiiln Luisa s expropiación M , en !<>s que a U. 177 
vfa. se hj ñeedido el recurso ordinario <lc apelación. 

( onsiderando r 

l¿uc la estimación hedía por el Trilmnal de Tasa- 
ciones, en la paité que la sentencia de la Cámara no ha 
mollificado, se funda en elementos de .juicio relativos 

iqnavcutiis de tierras próximas a la expropiada, 

de características siistuneialmoutc análogas a las de 
esta última y que se efectuaron en la época de la despn- 
scstón. Ni la elección de los antecedentes, ni la correc- 
ción de los precios respectivos cu razón de las dimen- 
siones, condiciones de pago y fecha de las operaciones 
son susceptibles de objeción atendible. Lo es en cambio 
e| coeficiente de ubicaeión, del que se hace cu la sen- 
tencia de la Cámara una crítica que el memorial de fs 
18S no intenta rebatir. 
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!*or tanto, habiendo dictaminado el ¡Si*. Procurador 
General, se confirnm cu tuílus sus pintos La sentencia 
apelada debiendo paira ra© cu el orden causado las eos- 
las ele esta instancia en ra/.óti «leí resultado de los re- 
CUl'SOS. 

KolHJLKO (i. VaLKJÍZI.'KLA — To- 

más 1). ("asaiíks — Atujo 
Pkssauxo — Lvta R. Lonohi. 



ElíNEiSTO mtrxi 

ft'fh'rnlc*. Srntriu'inx arhitrttrhts. 

Premie admitir el recurso extriinnliiioriu y revirar la 
senteneia confirmatoria de una multa que la respectiva 
Cámara tu* al<j 'ilercs aplicó por eousid»rar simulada una 
permuta oue anteriormente había sido aprobada t on fuer- 
za de i*osa jiléala en el juieio sobre desalojo, con la BCBl- 
ftinuidail expresa de todos lo» propietarios «» inquilinos 
interesados. 

Dictamen del Procuradoh Oknkhal 

Suprema Corte: 

Pretendiendo el apelante que la decisión recurri- 
da desconoce los efectos de un pronuncian! tentó judi- 
cial pasudo en unto rulad de rosa juzgada, el remedio 
federal es formalmente procedente. 

Kn cnanto al fondo del asunto, el Gobierno Xaein- 
ual actúa por intermedio de representante especial, 
quien ya lia asumido ante V, K. la intervención que le 
corresponde (fs. 147). Rueños Aires, 15 de diciembre 
de 1ÍI54. — Carlos 0. Dvlfhw, 
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■ 

Buenos Aires, 21 de abril do 1ÍJ55. 

Vistos los autos; "Bruni, tirncsto apela resolución 
Cámara de ¿Uquüei&s-j en los que a fs. 135 se ha con- 
cebido el recurso extraordinario. 

Considerando : 

IJue para resolvef ante todo si procede el recurso 
extraordinario eoneedido, es necesario relatar los hechos 
que condujeron a la resolución de la (Vanara de Alquí- 
lelos del 17 de setiembre de 1ÍI52, al pronunciamiento 
judicial de] 17 de tm vi curtiré de 1952 y a fa setrnnda re- 
solueión de la Cámara citada, por la eual se impuso al 
recurrente l¡i inulta que se confirma en la sentencia de 
t's. I2S, objeto del recurso extraordinario. 

Qttfi el Sr. G- Ortega aliiuiluba a I. Aveleyra un 
¡nrmtohJe sito en la calle Donizetti 214. Por otra parte, 
4-1 Sr. K. Bruni era inquilino del departamento situado 
en la calle San José 369; piso 2, P. Entre Bruni y Or- 
n-i*i\ se convino la permuta do. las casas que ocupaban 
y se sometió su acuerdo a la Cámara de Alquileres que lo 
autorizó con intervención de los propietarios olí" de se- 
tiembre de ÍM% Kl 2¡i de octubre del mismo afín el Sr. 
Aveleyra denunció a la Cámara que Bruni no había en- 
trado a ocupar su casa, sino que la había cedido u la Srhi. 
(¡a^liardi, quien alquilaba a Bruni una casa de su pro- 
piedad sita en la calle San Nicolás iíí¡2, convenio que so 
habría hecho en el juicio do desalojo que el Sr. Bruni 
tenía promovido a su inquilina (¡U£Üardi. El 1 * de mayo 
de 1 í*r*:í la Siia. Gajrliardi contrata con su dueño el 
Sr. Aveleyra la locación do la casa Donizetti 214, trans- 
ferida por Ortega a Bruni. Y el 14 de julio del mismo 
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el Sr. Aveleyra declara ante la Cámara de Alquileres 
que efectivamente firmó con la Si ta. Gagliardi el con- 
trato aludido, a raíz de intervenir en una audiencia de 
conciliación convocada por el Juez de la causa en el jui- 
cio de desalojo seguido por Bruni contra Gagliardi, 
oportunidad en la que, con su conformidad, se convino 
que la Srta. Gagliardi ocuparía la easa de la calle Doni- 
zetti y el Sr. Bruni la suya propia de San Nicolás 562, 
que la Si ta. Gagliardi le alquilaba, todo lo cual resulta, 
además de los testimonios de fs. 91 y 92. A fs. 100 la 
Cámara de Alquileres resuelve que no hay "cosa juzga- 
da", pues el acuerdo que se acaba de mencionar "lo fué 
por presentación de partes y por derecho propio, lo que 
no guarda relación alguna con lo actuado por ese orga- 
nismo que intervino a solicitud de partes y conforme 
lo dispone el nrt 32 de la ley 13.581 y decreto 24.349/ 
950'* y que habiendo sido simulada la primera permuta 
pues tuvo por objeto que Bruni obtuviese desocupada 
la casa de la calle Donizetti para cederla a su loca ta ría 
la Srta. Gagliardi, corresponde condenar a Bruni al pa- 
go de una multa de $ 2.000. Confirmada esta deisión n 
fs. 128 se deduce recurso extraordinario por considerar 
que está en cuestión la validez de lo decidido por el 
Juez Nacional de Paz al aprobar el convenio de que se 
hizo mención. 

Que, como lo dictamina el Sr. Procurador General, 
e] recurso extraordinario es procedente porque está en 
cuestión la validez y el alcance do la decisión judicial 
por la cual se aprobó el acuerdo en cuya virtud la Srta. 
Gagliardi entró a ocupar la casa que Bruni había per- 
mutado con Ortega, con la conformidad de su dueño, el 
Sr. Aveleyra. 

Que tanto la primera permuta, —de Bruni con Or- 
tega— autorizada por la Cámara de Alquileres, como 
la segunda por la cual Bruni cedió a la Srta. Gagliardi 
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la cuna que aquel convenio le autorizaba a ocupar, para 
obtener de ese modo la ocupación de la de su propiedad, 
alquilada por la Srta. Gagliardi. se hicieron con expre- 
sa conformidad de iodos los interesados, es decir, tanto 
de loa inquilinos permutantes coino de los dueños de las 
casas permutadas. La segunda permuta que el Juez 
de Paz aprobó no implicó alteración ilegítima de !o au- 
torizado por la Cámara de Alquileres, puesto que si 
bien modificó lo convenido en la primera — respecto a 
la ocupación de la casa de Aveleyra por parte do Bru- 
ñí — , lo hizo por iniciativa y con la conformidad de los 
interesados. Por ello no obsta al valor de la aprobación 
judicial el que ésta se haya dispuesto con abstracción 
de lo Convenido en la primera. Y en cambio comporta 
desconoeini tentó de la autoridad de esa aprobación lo 
resuelto por la Cámara de Alquileres al sancionar a 
Bruñí por el acto judicialmente apiolado, del cunl tenía 
completo conocimiento dicha Cámara, 

Por tanto, habiendo dictaminado el Si\ Procurador 
General, se revoca la sentencia de fs. 128 en cuanto ha 
sido objeto del recurso, 

Tomás D. Casakes — Atilio Pes- 
saono — Lns R. Lonohl 



UANCO HIPOTECARIO NACIONAL v. JUANA ANTONIA 
LARUMBE Y BARBERIA DE MARSONET 

KXPtttH'tACIOS : IndrmmnH mu. iMrrmimuum tiet raior rmL 

Corresponde confirmar la sentencia que fija el valor uni- 
tario de la tierra expropiada en m$n. 8,82 si la Corte 
Suprema ha establecido para una fracción contigua, cuya 
desposesión te operó en la misma época, el precio de 
m$n. 11,59 el m.', concordante tambtfn con otros valores 
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asignados a tierras situadas sobre el camino de cintura 
que. aunque tienen menos frente sobre ese camino, son de 
menor superficie. 

■ 

Dictamen* del Procurador General 
Suprema Corte : 

El recurso ordinario de apelación deducido a fs. 158 
es procedente de acuerdo a lo que disponen los arts. 24, 
ine. 7», ap, a), de la ley 13.998 y 22 de la ley 13,264. 

En cuanto al fondo del asunto, el Banco Hipoteca- 
rio Nacional actúa por intermedio de apoderado espe- 
cial, quien ya ha asumido ante V. E. la intervención que 
le corresponde (fs. 182). Bueuos Aires, J3 de diciembre 
de 1954. — Carlos O. Del fino. 

PALLO DE LA CORTE srpREMA 

Buenos Aires, 21 de abril de 195Ó. 

Vistos los autos: "Banco Hipotecario Nacional c/ 
Urumbe y Barbería de Maruonet, Juana Antonia s/ 
expropiación", en ios que a fs. 158 vta. se ha concedido 
el recurso ordinario de apelación. 

Considerando : 

Que la tierra expropiada en este juicio es contigua 
a la fracción cuyo valor consideró esta Corte en la cau- 
sa que se cita en la sentencia apelada ("Bco. Hipoteca- 
rio e/ Goggi") fallada el 29 de julio de 1954. En efecto, 
una de las esquinas del inmueble expropiado es la del 
camino de cintura y la calle Campana, intersección en 
la que estaba situado aquel terreno. Por consiguiente, 
habida cuenta de que allí se fijó, para la misma época 
(julio de 1948) un valor unitario de * 11,59, y de la sen- 
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sible diferencia ele extensión, si bien el que aquí se ex- 
propia tiene un exten.no frente sobre el camino mencio- 
nado. — rnás de mil metros— de innegable importancia, 
es equitativo el precio de $ 8,82 establecido en las sen- 
f enejas de las dos instancias anteriores y contra la 
última de las cuales sólo dedujo oportuno recurso la 
parto Jictora. Por lo demás los precios fijados por esta 
Corte en Fallos: £!2, 314 y 36a — $ H>,83 y Q,Ü9— para 
tierras cuya desposesión se operó en la misma fecha 
de 1U48, situadas también sobre el camino de cintura, 
de menor extensión pero con un frente sensiblemente 
más reducido confirman la equidad del que se establece 
en esfa causa. 

<¿ue las reculaciones por los trabajos de 1* instan- 
cia, i|Uc es lo único que corresponde conocer por la vía 
del recurso concedido —Fallos: 228, 164 — son equi- 
tativas. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
(¡enera 1, se confirma con costas la sentencia de fs, 153, 
en cuanto ha sido materia de la apelación. 

Rodolfo G. Valenzueua — To- 
más D. Casares — Atirió 
Pessaoko — Luis R. Longhl 



NACION ARGENTINA v. ARMANDO JULIAN GONZALEZ 

OLIVERA 

F.XI'ROPIACIOX : Indcmnkarióñ.- Di-terminación del valor real 

Corresponde confirmar la sentencia que fija el valor del 
lote expropiado simando el dictamen del Tribunal de 
Tasaciones de la ley 13.2fi4, emitido con la sola disconfor- 
midad del rcnrescntnntc de la parte aetera, y cuyo precio 
cuarda relación, teniendo en cuenta la superficie expropia-. 
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da, con el que fijara la Corte Suprema para otros lotes 
ubicados en la misma zona i 1 ). 



NACTON ARGENTINA v. CARMEN Y RORERTINA 

TORRES 

EXPROPIACION ; Indrmni;acit'm, DeterminariAn rfrl vtitnr real. 

Corresponde confirmar la sentencia que fija el valor de 
la unidad !nt'tru<a de las fnimones de terreno expropiada* 
en cantidades iguale» a las qn« la Corte Sunrema deter- 
minó roeientemente para propi 'dades erntiírnas. y que 
asim-smo guardan relación (-mi los que fiiara el Tribunal 
ile Tasaciones de la ley 13.264 por mavoría de votos, pa- 
ra cada una de esas fracciones (*), 

EXPROPIAMOS: ImJemnhttríÓH. Otrt,* thtñn*. 

No existí ndn elementos do juicio que permitan apartarse; 
de Jas consid ¿ráenos a que arribara el Tribuna' de Ta- 
saetí nes de la ley I3.2fi4 respecto al valor de la edificación 
y mejoras de los inmnebl s expropiadas, corresponde con- 
firmar la sentencia que se atiene a ellas. 



S, R. L. SOCIEDAD INDUSTRIAL TALLERES META- 
LURGICOS "LA HELVETICA" v. DIRECCION GENE- 
RAL IMPOSITIVA 

RECURSO EXTRAORMXARtfl: Rrtjmsitn* propi*"' ruestMu ffr* 
déral. Cucstfanrt, federah$ tfmpU*. Interpretación de otra» nomai y 
actos fedérale». 

Es procedente el recurso extraordinario contra la f^nt^n- 
cia que desconoce el derecho fundado en el decreto 



O) 21 *ti> abril. r 1 ;illo<* ; L'SO. L'I7. Kn la inisnvi rVi-hn fui ri'juii'ltn 
«i igual Bfmtidn In caun: "XnriAn Argentina ■ cj Raúl FcrnAnrJpx Amil- 
rro i./ expropiación 

<t) £1 ¿« abril. FuIIoí: 230, 210 y 436. 
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10.439/47, rplamenUrio de ia ley 11.682 (T. O. en 1947) 
<le impuesto a los réditos. 

IMPUESTO A LOS fíK DITOS l Ortitíctione*. Comercio f tt i huM fc 

El art. 118 del decreto 10.439/47, replamentario de la 
ley 11.082 (T. O. en 1947), de impuesto a los réditos, es 
expreso y terminante en el sentido de subordinar la pro- 
cedencia de las deducciones que se hagan en concepto de 
reservas para indemnizaciones por despido, a la adopción 
de 1<* sistemas por él indicados o de otro que el contri- 
buyente proponga y la Dirección Impositiva acepte. Las 
reservas sobre los beneficios extraordinarios hedías sin su- 
jeción a ninguno de los dos sistemas del decreto a otro 
aprobado por la Dirección, no pueden ser deducidas. Lo 
contrario importaría convertir en letra muerta ese precep- 
to y malograr su finalidad, que ce facilitar la fiscalización. 



Sentencia del Juez Nacional 

Rosario. 7 de junio de 1954. 

Y vistos: este recurso de repetición de pujío del impuesto 
a lus beneficios extraordinarios seguido contra la Dirección 
General Impositiva por la Sociedad Industrial Talleres Meta- 
lúrjcieos "La Helvética' 1 S.R.L. y por repetición del impues- 
to a los réditos por los socios de esa entidad, Sres. Carlos 
l'arnnni (« l xp. K756), Itieardo Mario Romegialli (8758), Lim- 
ito Ternulez (8759), Valentín Terradez (8760) y Ricardo 
Cónsul RomegiaUi (8762), del que resulta: 

A fs. 10 comparece el apoderado de "La Helvética 
S. R. L.. cuya sede está en Cañada de Gómez, iniciando la de- 
manda expresada por enbro de la suma de $ 38.20fi.48 m n„ 
más sus intereses y costas, pagada en concepto de impuesto a 
los liene f icios extraordinarios correspondientes a los ejercicios 
de los año* 194ñ. 1946. 1947 y 1948. recurso ya rechazado en 
la fose administrativa (art. 74, ley 11.683) a raíz de la liquida- 
ción practicada, con motivo de un ajuste, por un funcionario 
fisralizador de la demandada. 

El contribuyente se aírravia porque se eliminó del balance 
todo importe en concepto de reservas destinadas a las indem- 
nizaciones de la ley 11.729 (art 118. decreto n* 10.439/4* y 
14133/48 1 , por hacerlas sin cumplir los requisitos previstos 
en las normas citadas se asilaba anualmente una partida s»n 
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discriminar las sumas que correspondían en proporción a ca- 
da empleado (sistema b), art. 118 citado). 

Sostiene que la ley 11.682 (art. 71, ine. f) autor ¡«iba al 
contribuyente a efectuar esas reservas y que es inadmisible que 
tina equivocación lo prive de ese derecho, rigorismo que vio- 
lenta el espíritu de la ley y su razonable y discreta interpre- 
tación, al aplicar la norma peñera! : deducir las indemniza- 
ciones que efectivamente se hubiesen pagado. 

Que los libros y planillas respectivos estuvieron a dispo- 
sición del funcionario y el Pisco pudo siempre controlar cuá- 
les eran las sumas verdaderas, en base a las cuales se pudo 
haber hecho el ajuste pertinente, o en base a una pericia con- 
table, procedimientos que son comunes en materia de inspec- 
ciones impositivas. Detalla qué reservas correspondían a los afws 
referidos, mguiendo estrictamente el sistema legal, y de donde 
resulta el importe reclamado. Plantea, por último, el caso fe- 
deral (art, H, inc. 3», ley 48) para el recurso extraordinario. 

Admitido el curso de la demanda, la contesta a fs. 23 el 
representante fiscal, pidiendo su rechazo, con costas. Sostiene 
que la tesis de la actora es inexacta en cnanto pretende que 
basta la simple expresión de la voluntad para que las reservas 
deban deducirse del balance impositivo, aunque no se hayan 
respetado las formas previstas. 

Que el decreto 10.439/47 que reglamenta la forma de 
constituir las reservas tiene por objeto facilitar la fiscalización 
y prevenir las evasiones fiscales, que una vez optado por un 
sistema, debe respetarse en todos los ejercicios anuales siguien- 
tes, mientras la Dirección no autorice su cambio y desde la 
fecha que ella lo resuelva Que en el caso de autos, la recu- 
rrente no siguió los procedimientos legales, ni ningún otro que 
permitiera la Dirección, según lo ha reconocido expresamente 
en las actuaciones administrativas (6226-12-Antecedentes año 
1948-Réditos-fs. 4 y vta. agregado por cuerda). Por lo demás, 
y aparte de otras anormalidades en la declaración jurada del 
año 1947, la actora se apartó del procedimiento indicado y 
varió su criterio en los años subsiguientes a lí>46, año en que 
no efectuó previsión alguna para cubrir las indemnizaciones 
por despido. 

Y considerando que: 

Primero: Dado el reconocimiento de las partes sobre la 
exactitud de los hechos invocados y que han dado origen a la 
iniciación de las causa» citadas, el tribunal está llamado a re- 
solver como única cuestión, si la Dirección General Impositi- 
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va m ajusta a las normas lépales al excluir, como monto dedu- 
cíale del balance, la suma que el contribuyente estimó sin 
observar los requisitos establecidos cu los decretos reglamen- 
tarios. 

El art. 118 del decreto 10.439, del 18 de abril de 1947, 
reglamentario del art. 71, ine. f) de la ley 11.682 (que co- 
rresponde al art. 1*27 del T. O. en límü por decreto n* 6188) 
establece en forma explícita cuáles son los sistemas permitidos 
para la imputación anual al fundo de reservas mencionado. 
El contribuyente fijó un porcentaje global, rs decir aplicó un 
sistema no previsto en el art. 127: "A los efectos de la cons- 
titución de la reserva, los contribuyentes deberán establecer, 
en forma que baga fácil la fiscalización, que parte de ella 
corresponde a cada empleado u obrero snj -to a indemnización". 
Si la Dirección no autorizó ese procedimiento -pura el cálculo 
global, autorización que la norma reglamentaria prevé, está 
claro que las ¡ud utilizaciones sólo podrán deducirse en el año 
en que efectivamente se paguen por aplicación de la norma 
general, y que el criterio seguido por la Dirección era el que 
correspondía por la simple aplicación del precepto referido. 
Como lo ha dicho ¡a Corte Suprema Nacional, en la pág. 9;>8 
del t. i!20 de raí colección, no corresponde a htn jueces decidir 
sobre la oportunidad en que tal autorización debe ponerse en 
práctica, 'lado que se trata de facultades acordadas por la ley 
— o su reglamentación — a) poder administrador, y es ant» él 
que debió impetrar la actora el establecimiento de otro siste- 
ma para defender lo que considere sus legítimos intereses. La 
interpretación de las leyes impositivas no puede extenderse 
más allá de su texto y espíritu, a fin de «pie su propósito se 
cumpla, de acuerdo con los principios de una razonable y dis- 
creta interpretación (t. 179, en la pág. 340; 200, pág. 198. etc.). 

Segundó i Por otra purte no se lia aducido en autos ra- 
zón alguna que justifique o excuse el error invocado (arts T 
902, y 92<J del Cód. Civil) y debe tenerse en cuenta lo 
estatuido en el art. 12 de la ley 1 1.683. respecto a la finali- 
dad d * las normas inquisitivas y n su significación económica 
como fuente de interpretación valedera en materia fiscal. En 
ese sentido es inoperante Ja argumentación que basa en la 
posibilidad que tuvo la Dirección General Impositiva de con- 
trolar los libros o aceptar pericias contables para comprobar 
la exactitud de la cantidad deducida, o realizar un nuevo ajus- 
te en base a las diferencias que resultaran, porque precisa- 
mente la disposición transgredida tenía por objeto M bacer 
fácil la fiscalización". Si los contribuyentes pudieran eludir 
los requisitos formales establecidos por las normas legales o 
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reglamentarias, porque la verdad de sus declaraciones jura- 
das resultaría en definitiva de los centróles y ajustes que rao. 
ti vara su negligencia o culpa, esa actitud no solamente haría 
inútiles las normas reglamentarias tendientes a asegurar la 
cooperación y buena fe de los interesados para evitar el en- 
torpecimiento de la gestión pública, sino que sería contraria 
por todn concepto, a los fines de una normal política finan' 
ciera. Frente a estes principia comunes son irrcl cantes las 
conclusiones de la pericia (fs. 32 y 50) ofrecida por la nctora, 
y la cuestión referente a la determinación de la existencia o 
inexistencia de perjuicio fiscal. 

Tercero: Las demandas de repetición del impuesto a los 
réditts. deducidas por los socios de la Saciedad Industrial Ta- 
ller-s Metalúrgica "La Helvética" S. lí. L., tienen el súnueii- 
t-« fu mía ni cuto: al no admitirse en el ha'nnee impositivo la 
deducción referida, las utilidades correspondientes a aquellos 
fueren superiores a las declaradas, por lo nue. al efectuarse el 
ajuste, d bieron inínvsar las sumas respectivas cuyo cobro per- 
eipiien, en Ins expedientes acumulados (fs. Qtí. 0(1, 114, 138, 
lf¡2 y 18") por tratarse de eurstiones conexas fundadas cu la 
misma relación jurídica (Fallo n* fifi42 obrante a fs. Q0 vta.). 
Atento el resultado de la controversia, corresponde en conse- 
cuencia su recluido y la confirmación de las resoluciones admi- 
nistrativas recaídas, con fecha 14 de julio de 1051?. en los re- 
cursos respectivos: Carlos Carnnni — exp. Í¡G47. 12. fs 7— 
$ 1.521.04; Abel Oscar Rom írialli —exp. 12 483. 12. fs. 7— 

$ 2.550,33; Ricardo Mario Home«ria1li —exp. 6038, 12, fs. 7 

$4.230,84; Emilio Terradez — exp, BIÍ44. 12, fs. 7— # 1 3U 76- 
Valentín Terradez ~~"xp. 4500. 12. fs. 7— $ 3.006,95; v Ri- 
cardo Cónsul Romegialli —exp. 54.400, 12, fs. 12— $ 27.023,74, 
todos agregados por cuerda separada. 

Por estas consideraciones, fallo : 

Rechazando las demandas de repetición interpuestas por 
la Sociedad Industrial Talleres Metalurg'ees La Helvética" 
S. R. L. (impuesto a los beneficios extraordinarios), y per sus 
socios Carlos Caronni, Abel Osear Rrmegíalli, Ricardo Mario 
Rom 'írialli, Emilio Terradez, Valentín Terradez v Ricardo 

Cónsul Romegialli (impuesto a los réditos). Con costas 

Raúl Andrés Affranckino Rumi. 
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Sentencia de l.v Cámara Xactonal de Apelaciones 

Rosario, 23 de setiembre de 

Vistos, en acuerdo, los autos "Sociedad Industrial Ta- 
Iferes Metalúrgicos "La Helvética" S, R. L. c/ Dir. Oral, 
Impositiva —Impuesto a los beneficios extraordinarios— r* 
petición de pago" (exp. n* 19.446 de entrada). 

El Dr. Granados dijo: 

I. Se agravian los actores, porque el a quo rechaza las 
demandas interpuestas contra la Dirección General Impositi- 
va, por repetición de las sumas abonadas en concepto de im- 
puesto a los beneficios extraordinarios correspondientes a los 
ejercicios 1ÍH5/48, por la sociedad "La Helvética" S. R. L. y 
los Bocios de la misma, y cuyos rcwpeetivos expedientes, fue- 
ron ncuinu lados por resolución obrante a fs, 63 vía, '64, de 
conformidad a lo dispuesto por el art. 17 de la ley 14.237. Se 
manifiesta en el escrito de expresión de agrarios, que el a quo 
acuerda una interpretación rigurosa al art. 118 de la reglaaien- 
t ación de la ley de impuesto a los réditos, negando así, a ios 
reclamantes, toda posibilidad de deducir reservas en el balan- 
ce impositivo destinadas a las indemnizaciones de la ley 11.7*29, 
y se reitera en la ocasión los argumentos sustentados en la 
instancia inferior. 

II. Considero que no han sido enervadas las conclusiones 
de la sentencia en recurso. El art. 118 del decreto 10.439 47 
reglamentario del art, 71, ine. f), de la ley 11.682, establece 
taxativamente Jos sistemas a seguirse para poder deducir en el 
balance fiscal pertinente, las reservas para despido y dispone 
al mismo tiempo que, una vez optado por uno de esos siste- 
mas, por el contribuyente, éste no podrá cambiarlo, sino con 
la previ» autorización de la Dirección; se contempla asimismo, 
la situación del que no siguiera un sistema de previsión, quien 
podrá implantarlo con la comunicación previa al citado or- 
ganismo y deducir la parte de reserva correspondiente en la 
forma que la propia norma especifica. La finalidad persegui- 
da es. romo lo consigna el mismo precepto, obtener una fácil 
fiscalización. 

III. La apelante, al deducir la dcmtinda, reconoció que 
"efectivamente al constituir sus reservas para la ley 11.729, 
antes tic 1ÍMH. asignaba anual mente uuti partida para dichas 
reservas, sin tomar la precaución de ajustarías estrictamente 



a lo que correspondía por cada uno de >us empléanos u 
obreros". 

IV las actuaciones administrativa acompañadas* se des- 
prende con claridad, la situación del contribuyente, surgiendo 
de ellas, im^qnivoeamewe a mi juicio, que no observó ninguno 
de los sistemas establecidos por la norma reglamentaria, ni 
cualquiera otro que fuera aceptable a juicio de la Dirección, 
no observando tampoco, la unidad de criterio obligada por la 
recordada norma, la que prescribe que, "una vez optado |*>r 
el sistema de la reserva, la pivma deberá constituirse en todos 
los ejercicios *\ pndiendo la Dirección "autorizar el cambio de 
método, en cuyo caso se deben incluir en el balance impositivo 
del año del cambie, la reserva no utilizada". Cabe destacar al 
efecto, que "La Helvética" constituyó reservas por los ejer- 
cicios 1!U5. 1ÍM7 y ISttS en fv>rma global, por >o cual se dis- 
pensó a las mismas el tratamiento de reservas libres y que en 
el año 1046 no efectuó reserva alguna para las indemnizaeto- 
ties por despido, lodo lo cual se deja consignado en la resolu- 
ción del recurso de repetición, así «uno también míe sólo des- 
pués del requerimiento del inspector actuante, solicitó ta corres- 
pondiente autorización, que le fué acordada el 31 de enero 
de lí*50. 

Por ello, debe entender*' que se encuentra demostrado en 
autos, que 1m recurrente no dio cumplimiento a la norma con- 
tenida en el art, 11* de la reglamentación en la forma espida 
por la misma, lo que obliga a concluir que. la n-*ol«ción del 
juez administrativo* al no admitir las deducciones respectivas, 
se ajusta al dispositivo aplicable, ya que en tales circunstan- 
cias, las deducciones sólo corresponde hacerse efectiva» en el 
balance del año en que realmente se abonen las indemniza- 
ciones por despido. 

Es que no debe olvidarse que, como lo establece la doc- 
trina de la Corte Suprema, sentada en la jurisprudencia eita- 
i\¡\ p.»r el <i <?w». en materia de impuesto a los réditos »a ley se 
caracteriza por haber adoptado un sistema objetivo que per- 
mite calcular sobre normas uniformes, las liquidaciones, huí el 
fin de evitar los personales arbitrios en la aplicación del grava- 
meu v que, no incumbe a los jueces, decidir sobre ta oportu- 
nidad en que deba ponerse en práctica, la autorización dada 
a la Dirección Impositiva por el decreto reglamentario de la 
lev 11.fiS2 (Fallos, t. 220, p. 939). 

Por las consideraciones expresadas y fundamentos concor- 
dantes de la sentencia apelada, soy de opinión que debo ser 
confirmada en lo principal que decide y modificarla en lo que 
respecta a las costas, las que de acuerdo con la jurisprudencia 



II» V Al AJOS DE LA COHTE SUPREMA 

Je e«ta Cnmara debfn ser por su orden (fallo n' 29.495 y los 
allí citados y n" 29.585). 

Los Dtv*. Ferrarons y Lubary adhirieron al voto prece- 
dente. 

■ 

En consecuencia. Be resuelve: 

Confirmar la resolución apelada, obrante a fs. 227/229 
vía.. cu cUíifito rechaza las demandas de repetición interpues- 
tas por la Sociedad Industrial Talleres Metalúrgicos "La Hel- 
vi'tira" S. R, L. (impuesto a los beneficios extraordinarios), y 
por sus gfreita Carlos Carón ni, Abel Osral Rniurgialli, Ricardo 
Mario Romc^ialli, Emilio Trrradpz, Valentín Terradez- y Ri- 
cardo Cónsul Romería) I i (impuesto a los réditos), Das cestas 
p«r su urden en ambas instancias. — Manuel (frnnattos, — Ale- 
jandro ./. Ferraron*. — Juan Carlos Lubarij. 

Dictamen i»ki. Proi riiAUoii (¡kxkkai. 

Suprema Curte: 

Hallándose <mi jileco la interpretación de normas 
federales los recursos extraordinarios coi ice* lirios n fs. 

son procedentes cíe acuerdo ron el nrt. 14, ine. S*s 
tío )n ley 4*. 

Vñ\ entinté til fondo del asunto el Fisco Nacional 
(I>. t¡. I.) actúa por intermedio de apoderado especial, 
el que ya bu asumido ante V. K. la intervención que le 
km- responde (fs. 202 y 270). Buenos Aires, 17 de diciem- 
bre de l!»ri4. — ("arlos @ t Ihlfino. 

PALM) m íiÁ mWtf, SI PKKMA 

Buenos Aires. 21 de abril de lí'55. 

Visto* los autos: "Sociedad Industrial Talleres Me- 
talúrgico* "La Helvética" S. R. L. c/ Dir. Oral. Im- 
positiva — impuesto tt los Ivenef icios extraordinarios s/ 
repetición de pa.íío", en los que a fs. 2íiíi se lian con- 
cedido |o< recursos extraordinarios. 
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Considerando : 

Que los recursos extraordinarios son procedentes 
porque están en cuestión normas federales y lo resuelto 
por la sentencia en recurso es contrario al derecho que 
los apelantes fundan en ellas. 

Que el art. 118 del decreto reglamentario 10.439/ 
47 aplicado en la causa, — artículo cuya conformidad 
con la ley reglamentada no su cuestiona — , es expreso 
y terminante en el sentido de subordinar la procedencia 
de las deducciones que se hagan en concepto de reservas 
para indemnizaciones por despido a la adopción de uno 
de los sistemas en él indicados o de otro que el contri- 
buyente proponga y lu Dirección Impositiva acopie. 
Luego de expresar que las deducciones han de resultar 
**de la aplicación de alguno de los siguientes sistemas", 
a Jo cual sigue la explicación de dos procedimientos, 
agrega que *'la Dirección podrá autorizar otros", y que 
"una vez optado por el sistema de la reserva el mismo 
deberá constituirse en todos los ejercicios" y no se po- 
drá cambiar sin que la Dirección lo autorice. Sostener 
en presencia de tan categóricas disposiciones que las 
reservas hechas sin sujeción a ninguno de los dos siste- 
mas del decreto ni n otro aprobado por la Dirección 
también pueden ser reducidas, importaría convertir en 
letra muerta dicho precepto y malograr su finalidad 
que es, como en el mismo se dice, facilitar la fiscali- 



Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, se confirma la sentencia de fs. 247 en cuanto 
ha sido objeto de los recursos. 




Rodolfo G. Valenzuela — To- 
más D, Casabes — Atilio 
Pessagno — Luis R. Longhi, 



NACION ARO ENTINA v. BANCO HIPOTECARIO 
FIÍANCO ARGENTINO 

EXPROPiACÍOX : Imhmmsmhin. Otra* tittñn** 

K¡ en lus autos consta expresamente que el Fisco actor lia 
tornátil) a su cargo la construcción del alambrado diviso- 
rio tic la fracción expropiada, que se ha hecho indispen- 
sable a causa del desmembramiento producido por Ir ex- 
propiación, es procedente la condena al pago del importe 
que según peritos costará ese alambrado, supeditada a la 
prueba de que el demandado baya ejecutado la obra omi- 
tida por el Pisco. 

COSTAS; XaturaJrsa tM jttkm. KxprúpíáciíSM 

Cuando la promoción del juicio de expropiac ión no se ha 
debido a la actitud del expropiado, que aceptó el precio 
ofrecido por el Fisco actor, sino a la urgente necesidad 
(pie este tenía de tomar judicialmente posesión del inmue- 
ble, corresponde imponerle las rostas del juicio, ya sea 
por aplicación de los principios de la ley 13.264 o for la 
norma común que rige en la materia, pues no sería equi- 
tativo que el expropiado tuviera que hacerse cargo de 
una actuación judicial a la que no dio lugar. 



VALIA) DK LA COHTE SCPREMA 

Buenos Aires, 21 de abril de 1950. 

Vistos los autos: "La Nación — Mhiist. de Mari- 
na — e/ Beo. Hipotecario Franco Argentino s expro- 
piación", oii los que a fs. ¿84 se ha concedido el recurso 
indina rio de apelación. 

( 'ousideraudo: 

Que son dos las cuestiones comprendidas en el re- 
curso ordinario comedido a fs. 284: la relativa a la con- 
dena del Fisco actor al pago del importe que según pe- 
ritos costará el alambrado divisorio de la fracción ex- 
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propiada y cuy» construcción aceptó tomar a su cargo 
el expropiante ; y la que .se refiere al pajro ele las costas, 
que la sentencia apelada pone a cargo del actor. 

Que lo resuelto sobre el primer punto se funda en 
que según la constancia de fs. 268, emanada del Minis- 
terio para el cual se ha hecho la expropiación, éste no 
ha construido el alambrado de que se trata. Siendo así 
y mediando manifestación expresa del Físlo actor de 
tomar a su cargo la construcción, que se ha hecho indis- 
pensable a causa del desmembramiento producido por 
la expropiación, la condena de que so trata es, en prin- 
cipio, procedente; pero el pago de su importe debe su- 
peditarse a la oportuna comprobación de que el deman- 
dado ejecutó la obra que el Ministerio de Marina ha 
omitido hasta ahora. 

Que respecto a las costas, resultando de autos que 
la promoción del juicio no fué impuesta por la actitud 
del expropiado sino que obedeció, como se expresa en 
el último considerando del decreto corriente a fs. 11 
a que "no obstante la aceptación del precio ofrecido" 
no era de aplicación lo dispuesto en el art. 5° del decreto- 
ley 17. 020/44 1 porque el Ministerio tenía urgente ne- 
cesidad de ocupar el inmueble, que se hallaba ocupado 
por un arrendatario, sea por aplicación del criterio que 
inspira el art, 28 de la ley 13.264 según el cual las costas 
son a carpo del expropiante siempre que el expropia- 
do no incurra en su reclamo en el exceso para cuya de- 
terminación se indican en dicho precepto las operacio- 
nes pertinentes, sea en virtud de la norma común que 
rige en materia de imposición de costas, éstas deben ser, 
en el caso, a cargo del Tisco actor cuyo acto expropia- 
torio consistente en la promoción del juicio respectivo 
impuso ineludiblemente al demandado, que aceptó el 
precio ofrecido por el Fisco, una actuación judicial a 
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cuyo pago no puede obligársele sin agravio de la equi- 
dad. 

Por tanto y con la condición expresada en el segun- 
do considerando, se confirma la sentencia apelada de 
fs. -7.l 

Rodolfo G. Valexzuela — To- 
más D. Casares — Atilio 

PKSSAttXO — LlUft R. LoNGIIL 



Ml'XICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE DUEÑOS AIRES 
v. NICOLAS RICARDO FRANCISCO AMBROSINO 

EXPROPIACION; Inthmtihwiún. Determinación rW valor real. 
Corrcsprndc confirmar la sentencia que fija el valor del 
terreno y de las construcción 's en la suma señalada por 
el Trihunal de Tasaciones de la ley 13.264, con la confor- 
midad del representante de la parte recurrente cuyas 
fu miadas conclusiones no han sido concretamente objeta- 
das en el memorial de agravies. Procede ipualnu-ntc con- 
firmarla en cuanto fija en el 10 % el coeficiente por in- 
dispon ibilidad. 

EXPROPIACION: hulemnizariún. Daños raimada* por ¡a expropia- 
ción pardal. 

Es equitativo fijar en un 10 % del valor total del terre- 
no y las mejoras, la indemnización debida por el hecho de 
que la apertura de la calle reduzca considerablemente el 
frente de un lote aunque el sobrante forme esquina. 

RECURSO ORDINARIO Oí: A PEI. AVIOS: Terrera instancia. 

■ 

La reserva hecha en la sentencia apelada, acerca de! de- 
recho d '1 expropiado para reclamar indemnización por 
retención indebida de un sobrante — punto excluirlo del 
fallo por no haber formarlo parte de la litis— no causa 
agravio al expropiante pues sólo significa que la preten- 
sión d' aquel no lia sido rechazada eon el carácter de cosa 
juzgada. 
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COSTAS: Naturalrca tlrl juicio. Expropiación. 

Procede imponer las costa» de primera instancia al expro- 
piante si la cantidad que en definitiva se manda pagar 
excede a la ofrecida más la mitad de la diferencia entre 
ésta y la solicitada por el expropiado. Las de segunda 
instancia deben pagarse por su orden, si no han prospe- 
rado los recursos de las partes y las de. tercera por la 
tii-ínra, única apelante cuyo recurso prosperó* en mínima 
parte. 



Sentencia del Juez Nacional en lo Civil 

Buenos Aires, 12 de agosto de 1954. 

T vistos: Los de este juicio por expropiación promovido 
por la Municipalidad de la Ciudad de Bueno» Aires contra 
D. Nicolás o Ricardo Francisco Ambrosino. 

Resulta ■ 

1*) Que a fs. 6 comparece D. Raúl A. Demarco, apode- 
rado de la actora, y entabla la presente demanda "de expro- 
piación parcial del terreno y total del edificio correspondien- 
te al inmueble nbicado en la Avda. Sáenz 905/11. afectado por 
la apertura de la calle Ventana", contra "D. Nicolás Ambro- 
síno ó Ricardo Francisco Ambrosino con domicilio en ta mia- 
ña finca sujeta a expropiación, o quien en definitiva resulte 
propietario de la fracción afectada de 377,87 m. 1 ". Ofrece 
como precio ta suma de $ 65.846,17 correspondiente a la va- 
luación de la contribución territorial acrecida en un 30 %. 
Funda el derecho de expropiación en los arta, 46, inc. 1», de 
Ta ley 1260 y 1* de ta ley 1583 y en las disposiciones conte- 
nidas en Ja ley 13.264. Pide que se le entregue la inmediata 
posesión de ta fracción expropiada y que, en caso de no acep- 
tarse la suma ofrecida se requiera dictamen del Tribunal de 
Tasación ps y que 4 'en su caso, se declaren las costas de la 
expropiación por sn orden o a cargo del expropiado". 

2*) Que a fs. 28 el Dr. Samuel üsal Escobar, apoderado 
de D, Ricardo Francisco Ambrosino, Da. Luciana Rosa Am- 
brosino de Malerba. Da. Ro*a Ani dia Ambrosino de Smurra, 
Da. María Estber Ambrosino y Da. Elvira Ambrosino, con- 
testa la demanda. A los efectos de acreditar el dominio ma- 
nifiesta que el inmueble de que se trata fué adquirido por 



17S FAU/ÍS OK t.A CORTE SUPREMA 

D. Donato Antonio Ambrosino y que, por fallecimiento de 
óste y r I mi señora esposa Da. Amalia Ut"is de Ambrosino, se 
inscribió cen feelia octubre 27 de 1937 en el Registro de la 
Propiedad el dominio a nombre de Nicolás Lorenzo, Pal mi ra 
Carmen y Ricardo Francisco Ambrosino y Capnccio, Luí ¡ana 
Rosa, Rosa Amalia, María Esther, Elvira y Donato Antonio 
Ambrosino y Blois. Hace presente que por fallrcmii 'tito ele los 
condominos' Nicolás Lorenzo y Palmira Carmen Ambrosinn y 
Capnccio, son sus herederos los seis hermanos restantes y Oté 
se em'iiciitran en trámite los respectivos juico s son sor os a fin 
de efectuar la correspondiente inscripción en el Registro de 
la Propiedad. "No se opom a la expropiación pt-ro en cambio 
considera que la suma depositada es irrisoria por cuanto ella 
lo ha -ido, en primer lugar, en virtud del límite que expresa- 
ment» fija para todos les casos el art. 14 de la ley expropia* 
toria y en segundo lugar por cuanto el valor real de la finca 
xnb examine por su ubicación privilegiada en zona de alto 
valor, per tratarse del centro de un im porta nt? barrio y tenien- 
do en cuenta les precios de venta habidos en el lugar, no pue- 
de bajar de la suma global, que más adelant* discriminare, 
de * 4CjO.nin.rif) mu.: correspi ndientes en $ 245,615,50 m/n. 
por la superficie cubierta y $ 215,0(10 m/n. por la superficie 
de terr no y ochavas afectadas". Seguidamente expone las 
razones que' a su juicio, hacen raacnablc el pedido que for- 
mula y concluye snlicitandn que "oportunamente se condensa 
la adora al pago dt* la suma indicada, sus intereses y costas". 

¡i'?) Que a fs. 14 vta. corre el acta de turna de posesión 
por la aett ra, y habiéndole designado los rep res -litantes de 
las partes para* integrar el Tribunal d » Tasaciones, se dio la 
intervención correspondiente a este último, que produjo su 
dictamen (eonfr. fs. 112 y exp. por cuerda floja). Que habien- 
do solicitado las part a se les corriera un traslado pir su 
orden, éhte es evacuado a fs. lió por eí apoderado de la 
Municipalidad de la Ciudad de Dueños Aires y a is. 110 por 
el de la demamlada quien, a fs. 122 sostien* que. tratándose 
de una expropiación parcial del terreno y tntal del edificio, 
la Municipalidad debió, luego de tomar la posesión, proceder 
a la inmediata demolición y restituir el sobrante a los expro- 
piados; que, al no haber procedido así la aetora. ha oeash na- 
do un perjuicio a sus mandantes que d be también ser indem- 
nizado* rubro que "deberá ca'eularse s bre el valor^del terre- 
no remanente y sobre ello fijar el interés anual» tipo Banco 
Nación desde la toma de posesión hasta el día qn - se devuelva 
el sobrante"; cita jurisprudencia en apoyo d* sus pt. tensio- 
nes. Que, corrida vista eu esta petición a la contraria, esta 
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es evacuada a fa. 125. Señala que "del mandamiento de fe 14/ 
5 resulta que la Municipalidad lia tomado posesión Niñamente 
de Ja fracción expropiada y en las medidas respectivas" "La 
cuestión de que se trata no quedó comprendida rn la relación 
jurídica procesal, ni se invocó en ocasión posterior, procesaU 
mentó vil J ida, ni se produjo prueba alguna al respecto" Sím- 
tiene que ia jurisprudencia invocada no es aplicable ul caso 
y expresa que *Vn cumplimiento de ftistruceii -nes recibidas 
manifiesta a V. S., por tanto, que mi parte no consiente {y 
rechaza y niega eategórieameme) las manifestaciones v peti- 
ciones comentadas; en consecuencia se opone, en forma Apresa, 
a su sustentación y resolución en los presentes antes'*. A 
fs. 1 2fi se llama autos pura sentencia, decreto qu* j;e encuen- 
tra firme y. en consecuencia Ja causa en estado de resolverse. 

Considerando: 

Primero. No cuestionándose la facultad de expropiar ejer- 
cida por la actora, resta únicamente determinar el valor «de 
debe abonarse en concepto de indemnización. 

Sqntiute. El Tribunal de Tasaciones, s gúu resulta del in- 
forme de fe. 112 y aeta de fs. 36 /$ del exp. a-regado por 
'■urnía finja, lia lijado el monto de la indemnización a po»ar 
por la presente expruj)iaeión en la suma de * 333.991,35 m n ■ 
y en autos no existe ningún elemento qu- autorice a apartarse 
de dicha estimación. En efecto, la parte demandada, ni en su 
escrito de, responde, ni en su alegato, ha expuesto argumento 
alguno distinto de los que fr-rinuTara su representan^ ante 
dicho Tribuí»] a fs. 24/8 del referido expediente, v estos 
Regiin resulta d: I dictamen de fs. 30/1 y aeta de fs. 3li 8 
de los mismos, fueron tomados en consideración cu la oportu- 
nidad correspondiente y valorados con justo criterio. En con- 
secuencia d-bc tenerse cuno monto de la indemnización el esta- 
blecido m¡1s arriba. 

Ttrcerfí, A fs. 122, en el punto VI de su alegato, la parte 
demandada amplió su reclamación solicitando "indemnización 
por r tención indebida del terreno sobrante". 

Es sin iluda justo el razonamiento que se hace, s gúu el 
cual tíil pedido no podía efectuarse al contestar la demanda 
ya qu - ve trata de un hecho posterior a dicha oportunidad 
Sl " ^nibargo en el suh.iit<¡ la pretensión no puede prosperar 
ya que un existe elemento phbaiorio ak-uiio que desvirtúe 
las constancias de! mandamiento y a -ta de fs. M ',"">. circuns- 
tancia qu? -se agrava con la actitud pasiva del expropiado 
quien, pea? al largo tiempo transcurrido desde que le fuera 
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tomada la posesión, no formuló objeción, redimo, mí nvervit 
de ninguna especie. 

Cuarto. Las costas deben ser a cargo de la aetora aten- 
diendo a la diferencia entre el precio ofrecido y el que deberá 
pnjiarse en concepto de indemnización, conformé a lo esta- 
blecido en el art. JS de la lev 13,2(54, no estando su fijación 
**Mljeta id arancel establecido por el decreto 30.43!* 44. sin 
perjuicio de tener presente lea escalas (pie en ¿I BS determi- 
naii pura los demás trabajos judiciales" (C, S. Fallí»; 2ll, 
291 j 212. :WS). 

Por clin v lo dispuesto por el art. 3H de la Constitución 
Nacional, 2Ó11 del Coito Civil y ley 13.*!o4. jnziraud.. en 
definitiva, fftilo: Hacíe'vio lugar a la ilemandn y mandando 
transferir el dominio de la fracción expropiada de la finca 
de la calle Avenida Náenz SÍÜó 11.a favor de la Municipalidad 
de la Ciudad dr Buenos Aires, previo pago de la indemniza- 
ción correspondiente y eon citación del acreedor hipotecario 
presentado a IV. ó4. Fijo la indemnización en $ :I33.!W1 A~> m n.. 
debiendo la Municipalidad abonar a la demandada el saldo 
adeudado, que asciende a la suma de * 2iiH.14o.1S mn. dentro 
riel término de 3(1 días, eon más sus ¡Titereses desde el día de la 
desposesión v las costas del .inicio. 

IK'jaiw a BBtvo los derechos ijue pudieran corresponder a 
los demandados para reclamar de la aetora las indemnizaeio- 
nes mencionadas en el punto VI del escrito de IV 11!» 23. — 

tioberto M. Tieghi. 



SENTENCIA t>E I-A CÁMAtíA NACIONAL OE ArEt-.\rl«XE¡í 

en- lo Civil 

Buenos Aires. 15 de octubre de 1!)54, 
Y vistos; considerando: 

Que los recursos deducida eontrn la sentencia de fs. 133 
imponen revisar el préeío fijado al terreno y al edificio 
(sobre los que media apelación de ambas partes) ; indemni- 
zación por deavalorización del sobrante (por la que se dice 
agraviada ln Comuna): sobre el monto del coeficiente de dis- 
ponibilidad (también objetado por la Municipalidad) ; sobre 
la reserva de derecho a reclamar indemnización por la ocu- 
pación del sobrante (que ambas partes discuten, exigiendo 
la una (pie se la anule o revoque y la otra que se diete con- 
dena) v sobra la imposición de costas ( contra la que se alza 
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líi Comunal y mi monto (que es bajo íi juicio tle la deman- 
dada V 

Los valores asignados al terreno y al edificio han sido 
prolijamente estudiados y debatidos por el Tribunal de Tosa- 
eioues. como resulta de las actuaciones afretadas por cuerda, 
y con motivo de las cuales llegó por amplia mayoría a fijar 
los que el Sr. *Iuez acepta en su sentencia. Examinados los 
fu nd limen tos en virtud de los rindes el órgano técnico llega a 
cada una de las eifras parciales, y consiguientemente a la to- 
tal, esta ¡Sala concluye que no hay motivo para apartarse 
de ese avalúo. En cuanto a la pretcnsión muñir i pal de (pie se 
lo reduzca, cabe observar que su representante formó esa ma- 
yoría en él Tribunal de Tasaciones (fs. 37, pfi. 4* y 0*). Y 
en cuanto a la objeción del expropiado (que contó, es cierto, 
con cinco votos en minoría en ese Tribunal) cabe observar, 
ainirte del argumento de autoridad que supone el hecho de 
que la mayoría de los técnicos no lo aceptara, que el antece- 
dente que el perito de la expropiada invoca no podría de 
todos modos computarse, porque aun considerándolo concu- 
rrente a formar el primer promedio de la planilla de fs. 17, 
excedería del 15 r /t de mareen para concurrir a formar el 
segundo promedio, a mas de que se trata de una venta en 
mucho anterior. En cuanto a la modificación de los coeficientes, 
no se advierte una razón decisiva que lo justifique, como tam- 
poco en cuanto a los valores de lo edificado. 

Esta Safa comparte el criterio del Tribunal en el sen* ido 
de que, dadas sus medidas, el sobrante ha desmerecido de va- 
lor; parcialmente compensado esc detrimento, con la mejora 
que supone su nueva ubicación en esquina, consitiera equita- 
tivo el importe de 10 # acordado. 

Lo mismo decide en cuanto al coeficiente de disponibi- 
lidad. 

La petición relativa a indemnización por ocupación del 
sobrante no formó ni expresa ni implícitamente parte de la 
litis trabada por demanda y contestación. Y como tampoco 
ha seguido luego debido proceso ni substanciación suficiente 
que justificara (aun dentro de la más extensiva interpreta- 
ción) incluirla entre los rubros del resarcimiento, el Sr. Juez 
ha hecho bien al omitir una condena. La reserva de derechos 
no tiene por (pié ser revocada desde que equivale a la declara- 
ción de ser el tema ajeno a la litis y por lo tanto nada añade 
al hipotético derecho como no sea aclarar que la pretensión 
no ha sido rechazada con. carácter de cosa juzgada. 

Las costas fueron bien impuestas conforme a la regla le- 
gal que es estricta en materia de expropiación. El monto de 
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las regulaciones de honorarios concuerda con el criterio regn- 
latorio sentado por la Corte Suprema de Justicia en cases como 
el de autos. Las costas de t*ta instancia deben imjvonerse tam- 
bién a la Comuna (art. 28, ley 13.264). 

Por ello, se cimfirma on todas sus partes 1» sentencia de fs. 
133. IVstas a la netora. — Rafael K. lineo. — Manuel O, Araia 

Dictamen i>el Phoci-raijor Gkxerai. 

Suprema forte: 

Tul ionio lo sostuve ni dictaminar el 25 de abril 
de lí>,")2 en la causa i\ $60, L. XI, entiendo que la Mu- 
nicipalidad de la Ciudad de Buenos Aires es una en- 
tidad descentralizada del Estado Nacional, de creación 
constitucional. 

Por ello, tratándose de un juicio de expropiación en 
el que el monto de lo discutido os superior al estable- 
cido en el art. 24, inc. 7\ ap. n) t de la ley 13.998 conside- 
ro procedente el recurso ordinario de apelación deduci- 
do a fs. iol, ilc conformidad con lo dispuesto en el 
art. 22 de la Wy K¡.2fU (dock Fallos: 222, 395 v 22-*í f 
36?). 

En cnanto al fondo del asunto la Municipalidad ac- 
túa por intermedio de apoderado especial, quien ya 
ha asumido ante V. E. la intervención que le corres- 
ponde (fs. 166); Buenos Aires, 14 de diciembre de 1054. 
— Carft,.<¡ (,\ ¡h tf 'nm. 

FALLO DE M CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de abril de 1 955. 

Vistos los autos: 4 'Municipalidad de la Ciudad do 
Buenos Aires c/ Atnbrosino, Nicolás o Ricardo Frnn- 
ciseo s/ expropiación f \ en los que a fs. 1(»2 se ha conce- 
dido el recurso ordinario de apelación. 
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Con sitio raudo: 

Que respecto al valor del terreno y de las construc- 
ciones están satisfactoriamente fundadas las conclusio- 
nes del Tribunal de Tasaciones, acogidas por las sen- 
tencias de las dos instancias anteriores y compartidas 
por el representante de la Municipalidad, — do cuyo 
recurso se trata — , que actuó en aquel organismo. Por 
lo demás, el memorial de fs. 166 no puntualiza ni fun- 
damenta concretamente ninguna de las objeciones lie- 
dlas a la valuación cuestionada. 

Que si bien la apertura de la calle bace que el so- 
brante forme esquina, este beneficio no compensa el 
perjuicio de que un lote de 11,75 m. por 60 m. quede 
reducido a un frente de o,48 m. El monto de la indem- 
nización fijada por ese concepto, — 10 % — , es equita- 
tivo. 

Que el coeficiente de disponibilidad ro ajusta a las 
circunstancias del caso y al criterio de esta Corte so- 
bre el particular en sit unciones análogas, 

Qne la salvedad de derecho conlenida en el punto 
final de la sentencia de fs. 133, confirmada por la que 
es objeto del recurso que se está considerando, no cau- 
sa agravio pues no tiene más alcance que el de una 
constancia de que la pretensión del expropiado "no ba 
sido reebuznda con el carácter de cosa juzgada" como 
lo observa la Cámara en la [jarte pertinente de su sen- 
tencia. 

Que de acuerdo con lu dispuesto por el art. 28 de 
la ley 13.2(i4, las costas de 1" instancia fueron bien 
impuestas a lu aetora. Xo correspondía, en cambio, im- 
ponerle las de lo actuado ante la Cámara en razón del 
resultado de los recursos pues la sentencia de fs. 133, 
íntegramente confirmada a fs, 159, fué apelada por 
ambas partes. 
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Por tanto, habiendo dictaminado el Hr. Procurador 
General, se crm f i ruin ln sentencia tle fs. 150 cu lo prin- 
cipal y se la reforma en cnanto a las costas de secunda 
instancia que delician pagarse en el orden causado. 
Las ile esta instancia se imponen a la actoru, linicn spé* 
Jante» en razón del resultado de su recurso. 

Ui)ihii.ko (L Valexzi'BLa — To- 
más 1). Casares — Atímo 
Pessaoxo — Lris R. Longhi. 



NACION ARGENTINA v. ELENA REYES 
DE NAVARRO LOVEIRA 

EXPROPIACION; Ituhmnktuhht. Ihtrrmhtmiótt M nthr mil. 

Corresponde confirmar la sentencia (|ue fija el valor uni- 
tario tle las fracciones expropiadas tomando como refe- 
rencia las ventas efectuadas éjn un barrio próximo a aqué- 
llas, aunque sea mejor ta ubicación de las primeras por 
su amplio frente sobre una impértante arteria de la ciu- 
dad de Santiago del Estero, desde (pie ello queda com- 
pensado por el hecho de que las ventas en ese barrio tu- 
vieron lugar después de iniciada la obra pública que dio 
lugar a la expropiación. Debe prescindirse, por tanto, de 
los precios obtenidos en otros inmuebles situados en lu- 
gares distantes y distintos del que ocupa la tierra expro- 
piada, aunque previamente se apliquen coeficientes de rec- 
tificación, cuya determinación resulta dificultosa cuando 
se traía de relacionar realidades inmobiliarias tan di- 
versas. 

COSTA*: Stit>irtth>:u *h i juicio* Expropiación. 

Las costas de primera instancia del juicio de expropia- 
ción deben pagarse por su orden si la suma que en defini- 
tiva se manda pagar no excede de la ofrecida más la mitad 
de la diferencia entre ésta y la reclamada por el expro- 
piado. Las de segunda y tercera instancias deben impo- 
nerse con arreglo al resultado de los recursos. 
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Sentencia del Juez Nacional 

Santiago del Estero, 4 de marzo de 

Y vistos: E«tfis autos caratulados: "Procurador Fiscal 
contra Elena Reyes de Navarro Loveira sobre expropiación", 
exp. n* 388.948, de los que resulta: 

a) Que a fs. 2 se presenta el Señor Proetirador Fiscal. 
Dr. Roberto A. Rojas, en representación del Estado Nacional 
Argentino y expresa: Que por resolución del Ministerio de 
Obras Públicas de la Nación n v 25íi9/48, se declaran compren- 
didos en la declaración de utilidad pública determinada por 
el art. 3» de la Lev 12.9í>(> de financiación del Plan Quinque- 
nal, varios terrenos ubicados en el ejido municipal de esta ciu- 
dad y destinados a la construcción de viviendas popnlares, en 
la distribución provisional de créditos del Plan de Gobierno 
para_ obras de 1947/51. determinado por el art. 7* del Decreto 
n* 3"),fil3/47 del 13 de noviembre de 1947; resolución que lia 
sido ratificada por Decreto lí>.58fi/48. Que por ello y proce- 
diendo de conformidad con instrucciones recibidas inicia jui- 
cio de expropiación contra la Señora Elena Reyes de Na- 
varro Loveira, de un terreno ubicado en esta ciudad, de una 
extensión de 9 lias,, 3.719 mts. 2 . o lo que resulte dentro de 
los siguientes linderos: Norte: calle Lamadrid : Este: Ave- 
nida Uelgrano; Sud: calle Solee y al Oeste, calle Santa Fe, 
exceptuándose de la expropiación un terreno y casa incluidos 
en los linderos mencionado* que son de propiedad del Fisco 
Provincial y cuya superficie no está involucrada en la anun- 
ciada. Agrega que su mandante ba depositado en el Banco 
de la Nación Argentina la cantidad de $ 4fi.8Ü0 m/n. ( importe 
de Ta avaluación fiscal a los efectos del pago de la Contribu- 
ción Territorial, más un 20 %, suma ésta que concluye solí* 
citando se fije en definitiva como precio único y total de la 
expropiación, con costas en caso de oposición. 

b) Que a fs, 7 consta la toma de posesión por parte del 
Estado Nacional Argentino en la persona designada al efec- 
to, del inmueble objeto de este juicio lo que se efectuó con 
fecha 7 de junio de 1948. 

c) Que a fs, 21 el citado Procurador Fiscal se presenta 
ampliandu la demanda conforme a instrucciones recibidas en 
el sentido de hacer extensiva la expropiación a la fracción de 
terreno incluida dentro de loa linderos del inmueble expro- 
piado y que eu su escrito de fs. 2 manifestó quedar excluida 
de la expropiación por ser de propiedad del fisco provincial, 
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por cuanto en realidad había resultado ser del dominio de la 
demandada Señora Elena Reyes de Navarro Loveira, por lo 
cual lo expropiado en este juicio comprende a la totalidad del 
inmueble ya deslindado. Apresa que no se deposita ninguna 
cantidad adicional, porque la suma depositada ya en autos 
involucra el valor atribuido por la Dirección General de Ren- 
tas a la totalidad de la propiedad expropiada, razón por la 
que reitera su pedido de que ¡se fije en definitiva como único 
y fetal preño, la suma de $ 46.800 m/n, 

d) Que a fs. 24 consta la toma de pesesión por parte del 
Estado Nacional de la fracción de la que se ataba de hacer 
referencia; con- fecha 11» de octubre de 1948. 

e) Que a fs. 29 se presenta el Procurador Ramón Pe- 
ralta Frías, el que luego de expresar que lu suma dept sitada 
en autos es irrisoria on comparación con el valor real del in- 
mueble expropiado, se extiende en consideraciones tendientes 
a hacer resaltar lo inmejorable de la ubicación del mismo, sito 
en el radio urbano de la ciudad, a sólo una disíane : a de catorce 
cuadras th Ja Plaza Libertad, en una de las principales y más 
modernas avenida* de esta Capital, y en un barrio residencial 
y progresista. Manifiesta, ademas, que el lote señalado con el 
n* 1 en el gráfico de fs. I, no pertenece h su mandante por ha- 
berlo ésta enaguado al Gobierno de la Provincia, por lo cual 
debe concretarse la indemnización al lote marcado con el 
n* 2, o sea una superficie de 9 Has., 37 as. y 19 cas., indemni- 
zación que ost : nia en la suma de $ ¡100.001) m/u. 

f) Que a fs. 113, el citado Procurador contesta la deman- 
da y reproduce las consideración es d* eu presentación ante- 
rior en torno a lo ínfimo del importe depositado en autos como 
indemnización por el terreno expropiado, así como lo ref ren- 
te a la ubicación inmejorable del mismo. Agrega que si ben 
en escrito de fs. 29 estimó prima fuete el valor del metro cua- 
drado de terreno en $ 10,00 ó s a la suma de $ 900.000 las 9 
hectáreas ahora, con una información más ci mplcta avalúa el 
metro 0<¡ terreno en $ ló.OO m/n. lo que sigiiiTiea Ta canti- 
dad de $ 1. 150.000 para la totalidad de la fracción expropiada 
más la suma de $ fi.000 m/n. en que calcula el valor de las 
mejoras, consistentes en árboles fruta! -s. de sombra y plantas 
de atlorno, el alambrado de su perímetro con postra de que- 
bracho y dos construcciones accesorias con material secun- 
dario para vivienda de peones en su interior. En consecuencia 
concluye solicitando que oportunamente se fij? como indemni- 
zación' por el bien expropiado a la Sucesión de Don Carlos 
Navarro Loveira. la cantidad de $ 1.356,000 m/n. con más sus 
intereses desde el día de la demanda y laa costas. 
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g) Que a fs. 129, se presenta contestando la demanda, 
en representación del menor de edad heredero en la Sucesión 
de Don Carlos Navarro Loveira, el Dr, Leónidas Castillo, en 
el carácter de Defensor de Menores ad hoc. Sostiene nue el 
valor del bien expropiado es muchas veces superior a la can- 
tidad depositada, teniendo en cuenta pus earaet^rís^eas pro- 
pias, su ubicación formando parte del municipio, la z"ni r n 
que se encuentra v su extensión, y, luepo de frrninW dividas 
consideraciones sobre estos elemento» de ava'uaeión. t rrnina 
pidiendo que oportunamente se fije enmn valor del inmueble 
rt ! que refiulte justificado pn autos, con cestas. 

h) Que a fe. 139, cempnreee *\ Dr. Victoria M. Oioíririo- 
lfni. en rcrrrycntaeiiín de la Prnvine ; a de Pantiatm del Estero 
y evacuando el traslado de la demanda, expresa: Ou^ la fric- 
ción del terreno une se encuentra delimitada en el plano de 
fs, 1, con "1 ii* 1. es de propiedad d« su renre«entada, per ha- 
berla a louirido de la señora Elena Reyes de Navarro T/n-eira 
por sí v en su erudición de administradora de la suees : ÓTi^ de 
fu extinto esposo Don C;<rles Navarro Loveira, np ración ''^ta 
qvn si bien no IWó a esi-riturarse por la demora propia d<* todo 
trámite administrativo y prín"ipahn"nte ñor haber el Gobier- 
no d * la Naeión expropiado tndo el inmueble, no puede ponerse 
en drt^a de la realidad de tal adquisición, ya míe ello sunr* de 
Ípü mismas constancias de autos, fs. (¡T^íS: informe del Jioneo 
Hipoteeario Nacional de fs. R4 vta.; y escrito de fe. 01. Que, 
en conaeeip'ne'a, y. demostrado el carácter de prop : ctarin fiel 
Ttitn 1 del Gobierno de -la Provineia, se presenta en nombre 
de su representada, no para liacer ninpunH objeción en cuanto 
a Ta expropiación del inmueble de su propiedad, sino para ex- 
presar su diseenformidnd con la suma fiiada por el Gobierno 
de la Nación rn concepto de indemnización, ya que su valer 
es muy superior. Añade que el inmueble nn 1 adquirió vu 
mandante, fué destinado al Tnternndo Escuela Oran ia y de- 
sarrollaba su finalidad cuando el Gobierno de la Nación tomó 
posesión di mismo (ver acta de fs. 24) ; que por sn libra- 
ción excepcional, tratándose de un terreno de 1 hectárea en 
el que se encontraba edificada una amplía y herniosa casa 
chalet con frente sobre la Avenida líelpranu. distante sólo ca- 
torce cuadras nesde el centro mismo de la capital, o sea 
desde la Plaza Libertad y a una cuadra de la Plaza Belprano, 
que es otro centro urbano, y que estaba rodeado de suntuo- 
sos chai ts modernos, residencias señoriales, jardines y quin- 
tas y con servicio de asma corriente y cloacas. pHvimcnt/i so- 
bre la Avenida Belprano, luz eléctrica y teléfonos, la adqui- 
sición realizada por su representada fué hecha con un buen 
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criterio de ■rohierno. Lue^o de analizar las características del 
edificio emplazado en el lote de propiedad de la Provincia de 
Siintiajío del Est'-ro nonti fiesta (pie el precio consignado por 
el Gobierno de la Nación de $ 4(5.800 m/u. para todo el in- 
mueble de diez hectáreas, tres mil setecientos diecinueve metros 
cuadrados, con todo lo clavado, plantado y adherido ul suelo, 
resulta exiguo en unido sumo, ya (pie el inmueble de su repre- 
sentada incluyendo el terreno, casa y demás mejoras, tenía a 
la fecha de la desposesión, un valor rea! de $ 150.0(10 m/n. «pie 
es. precisamente, la suma en (pie su mandante estima el monto 
de la indemnización que le corresponde por el inmueble ex- 
propiado, sin considerar cantidad atenúa por valores afectivos, 
ganancias hipotéticas, lucros cesantes, valor histórico o pano- 
rámico, sino solamente el valor objetivo de] bien, como lo dis- 
pone el art. 11 de la Ley n v 13.2fí4 Por todo lo cual concluye 
Solicitando ipjp en su oportunidad se condene al íiohierno de 
la Nación a pasar a la Provincia de Santiago del Estero, en 
i'< neepto ríe ind'uuiizacióu por el i n mueble expropiado en 
autos. 1» suma ya citada do # l.Vl.íMIO ni n. con intereses y 
costas a earim riel expropiante. 

V considerando : 

Primtrtt. Que según resulta de lo actuado en esie expe- 
diente, existen dos fracciones de terreno expropiada^: Ijjk se- 
ñaladas con los números 2 y 1 en el plano de fs. 1 ; pertene- 
cientes a distintos dueños, 

Sctjumln. Que según se desprende de los informes de la 
Dir 'cción fíral. de Rentos de la Provincia de fs. 9 vta, v del 
Bnueo Hipotecario Nacional de fs. #4. como asimismo del tes- 
timonio «¿losado a fs, íu 71. el dominio de la fracción n v 2, al 
iniciarse la expropiación, figuraba a nombre de Don ('¡irlos 
Navarro Loveira. perteneciendo, por falleeiiuieuto de éste, a 
sus herederos y estando radicado el correspondiente juicio Btt- 
e-esfiriit en el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Co- 
mercial n tf 1, Secretaría n v 4, de la ciudad Eva Perón. 

Ti reno. Que en lo que respecta ¡i la fracción n" 1, si bien 
hasta el momento de iniciarse el presente juicio no había Ile- 
trado a escriturarse la venta de la misma, efectuada en el año 
PM1 por Ta señora Elena Heves de Navarro Loveira, por :;í y 
en su carácter de administradora de la Sucesión de su esposo, 
a la Provincia de Santiago del Entero,' no cabe, ntentas las 
constancias de autos (en especial las de fs. 37. ÍJ7 mS y 84) 
poner en duda la existencia de la referida operación de compra- 
venta, y. por ende, el derecho de la citada provincia a perei- 
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bir el importe que en definitiva se fije como justo precio in- 
dcmuizatorio de la expropiación. 

Cuarto, Que en lo tocante a las superficies y linden* de 
amina fracciones expropiadas, no existe diserepaiu-ia. siendo 
los (pie consigna el plano a fs. 1. 

Quinta. Que el Tribunal de Tasaciones ha tasado la frac- 
ción n* 2 (fs, 256), en la suma de $ 450.150 m 'n„ correspon- 
diendo a éstas la cantidad de $ 7.650 m/n. y oí terreno la de 
$ 442.500 m 'n.. o sea a razón de ft 4.72 m/n. el metro cua- 
drado y la fracción 1 (fs, 257) en la de $ 11ÍI.700 m/n. in- 
clusive mejoras importando éstas $ 54.701) m n„ y el terreno 
| 65.090 ni/u. vale decir a razón de $ 6.50 m/n. el medro cua- 
drado, 

Scj-to, Que cabe señalar, en primer término, (fue las t:i- 
saeiones realizadas por el Tribunal de Tasaciones en el pre- 
sente jiiiein. no lian sido adoptadas por unanimidad de sus 
único supuesto en el que, y d" fuilnrmidad con la 
reiterada jurisprudencia de la Exma. (orí- Suprema de lus- 
ticia de la Nación, las conclusiones de dicho organismo ron 
imperativas en principio para el juzgador, va rpie en este 
caso ba mediado la oposición de los respectivos representantes 
de los expropiados (Actas de fs, 256 y 2571. 

Mptimn. Que en el informe de fs. 217/225 de la Oficina 
Tccnica del Tribunal de Tasaciones fie expresa (pie estudiados 
los antecedentes de ventas aportados por el representante de 
la demandada {de la fracción n* 21. iupeniern Antonio M. Poy 
Costa, debi 'ron descartarse en su mayor porte por carecer los 
mismos de un dato fundamental para la determinación del 
precio unitario, es decir el de la forma de p«p„. habiendo po- 
dido establecer que corresponden a lotes vendidos en 10» o 
120 mensualidades, por lo cual, una operación de reciente data, 
resulta ser del año 1940. o anterior aún. A este r "specto. es de 
señidar que el subscripto no alcanza a ver la razón por la cual 
deban descartarse antecedente de ventas por el solo hecho de 
que las mismas se hayan efectuado a plazos, toda vez (pie tal 
Circunstancia no ha sitio óbice para que dicha Ofieina Téc- 
nica haya considerado opirarinnes realizadas en idénticas con- 
diciones, como son casi todas las por ellas tenidas en cuenta 
aplicando el correspondiente coeficiente de reducción por la 
forma de papo, Y lo expresado en punto a que las ventas men- 
cionadas por el ingeniero Poy Costa, por haberse hecho en 
cuotas, resultan en realidad varios años anteriores a la fe- 
cha de su escrituración deban eliminarse, lejos de constituir 
un argumento a favor resulta en contra, habida cuenta del ni- 
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terrumpido proceso de valorización que vienen experim ft n- 
taiulo todis les bienes en nuestro país, por lo cual una propie- 
dad inmueble Vendida en el año 1940, fecha atribuida, como 
ya : e dijo a las ventas desechadas, debe valer müs en el año 
1048 (el de la despoeesión d' los bienes apropiados) . Y ese 
mayor valor, habría podido ser determinado perf chámente por 
l.i mciicir nada Oficina Técnica si hubiese hecho arrancar )a 
curva de valorización d -» ía propiedad inmuelile en la ciudad fie 
Santiago del Estero, representada en el práfieo de>fs. 234, des- 
de la presunta fecha de las ventas no consíderadás, aplicando 
entonces ct correspondiente "coeficiente de actimfl7Jie : ón ,í , Ra 
de puntuali/ar por último que tales exclusiones |iO han sido 
objetadas en cuanto a su efectividad, sino simplemente no te- 
nidas en cuenta por los motivos que s 1 acaban dé analizar. 

Octavo, Y como bien lo hace resaltar el iitpeniero Poy 
Cosía, a fs. 243 vta., la referencia de ía cireuuitaiicia men- 
cionada por la Oficina Técnica f fs. 222), de que "sobr 11 Ja 
Avenida líeljrrano, casi frente a la Comisaría, el JJr. II. Cár- 
denas tiene en venta desde hace un año, oneo Jofs; pide 
$ 40.00 el metro cuadrado, por lotes de medidas comunes, una 
tere ra parte at contado y el resto a tres añ<s do plazo, y no 
ha podido vender uno solo de loa mennii nudos lotes*', es, con- 
trariamente a lo que pretende demostrar la mencionada Ofi- 
cina Técnica, un antee tiente en "pro" de un mayor valer de 
ziaia, ya que, aunque no vendidos, el precio pedid*» refleja, 
aun suponiendo exageración por parte del propir*- 
ef divamente la hay — un índice elocuente del 
tierra* cercanas a las expropiadas. 

Xítvntn. (Jue asimismo como lo destaca el ¡ 
Costa, no existe proporción entre el valor am 
Oficina Técnica al líarrio Jusiieiaüsta. c^n resp 
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para los terrenos exprupiadus. ya que, cerno esldoblc obser- 
var en el plano de fs. 24t —no objetado por diejia Oficina— 
Utemás de estar nitro más distante dd centro fle la ciudad 
de aquéllas, ni siquiera tiene frente sobre la Ávanúla llel- 
prnnn, habiéndose tenido que r -al izar el trazado jdfr todas laa 
calles nuevas, con la consiguiente pérdida del ' 
ello necesario, en tanto que las fracciones expro 
liaban totnlntentc rodeadas de calles. 

Décimo, Que también resulta atcndihle en 
proveyente, la crítica que formula el Injr. Poy Costa al infor- 
me de la Oficina Técnica en cuanto tasa a la fruBcfón ir 7 1 en 
un eusi id ncuenta por ciento más qu? el asi ¡rundo a 'la fracción 
n* 2. En efecto, la fracción o'" 1 se encuentra enclavada y 
totalmente rodeada por la n» 2, de la que había formado part 
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integrante, y, si as observa el piano de fs. 1, se puede apre- 
ciar que proporeionalmente esta última tiene más frente, en 
relación al fondo, sobre la Avenida Ifeljrrano — factor valo- 
rizante máximo aceptado por enantes han intervenido en este 
juicio— que aquélla; toda vez que la fracción n» 2, sobre 
un frente total de 157.50 mts. sobre la mencionada Avenida, 
tica? un fondo de 509,60 mts. por el costado más largo (ea- 
lle Sol-r); mientras que la fracción n* í, tiem- un frente de 
51,20 mts, srbre la Avenida Belgrano, para un fondo de 
205.50. Por eílo y s : n entrar a analizar la controversia que se 
produce entre el Ing. Voy Costa y la Pala del Tribunal fie 
Tasación s (fs. 247. punto 1») en torno a la cuestión de la 
incidencia que hubiera tenido en un hipotético loteo de ambas 
fracciones, la porción de terreno que hubiese sido menestT 
destinar para calles en cada caso, considera el pn vevente 
que de todas maneras la diferencia del valor unitario fijado 
para cada una de las fracciones expropiadas, aun ponderando, 
como no deja de hacerlo, las distintas superficie y fechas de 
desnosesión ímcncs de «lineo mes^s entre ambas: 7 de junio 
y 16 de octubre de 1048), remita a todas luces excesiva, ya que 
media entre el valor atribuido por el Tribunal de Tasaciones 
el metro cuadrado de terreno de la fracción n» 1 v tb la n» 2, 
una diferencia de $ 1,78 m u. por metro cuadrado ($ 6.50 - 
4«72> o sea casi un cuarenta por ciento. 

Undécimo. Que el exsm -n de los peritos de los repre- 
sentantes de los expropiados, presentados en el seno del Tri- 
bunal de Tasaciones (particularmente los del Ing. IV v Cos- 
ta, que evidencian, por su objetividad y documentación (Tra- 
fica, una ponderable dedicación a la misión encomendada) 
así como la confrontación de los distintos antceed mtes. informe) 
y demás elementos de juicio acumulados en autos, llevan, a 
juieio del subscripto, a la convicción de que el mencionado 
Tribunal, ha fijado para los inmuebles el precio local vigente 
en materia d* transacciones inmobiliarias, cu la época de las 
despnsfsinnrfi. 

Duodécima. Que por otra parte los valores pretendidos 
por log representantes de los expropiadas, resultan exagera- 
dos, y, por ende, apartados del valor real y objetivo del bien 
al tiempo de la toma de posesión por parte del expropiante, 
ya que, aunque si bien con criterio fácilmente explicable, han 
merituado pref rentementc los antecedentes de ventas que mis 
favorecían a sus representados, sin sopesar debidamente otros 
factores y elementos de juicios de los cual s no se debe pres- 
cindir si se quiere arribar a la determinación de un justo pre- 
cio, v. gr. ventas de terrenos a precios sensiblemente "inferiores 
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n los por ellas destacados, así como coeficientes tópicos ele re- 
ducción de los propios antecedentes citados. 

Mcimotercrro. Que frente a! imperativo de establecer un 
valor que se ajuste lo más prnútiie a la realidad y por lo tanto, 
resulte equitativo, el proveyente encuentra razonable lograr un 
valor nu 'vo, ai se quiere, para cada una de las propiedades ex- 
propiadas; valor «pie ¡marde, además, relación con otros ele- 
montos de juicio obrantes en autos, tales como el de ta tasa- 
ción efectuada por el Banco Hipotecario Nacional, que aunque 
no se encuentra afincada a este expediente lia sido eitadn ñor 
los representantes de los expropiados y reconocida su existen- 
cia por la Sala del Tribunal ue Tasaciones {fs. '247, punto .Vi. 
por consiguiente, el subscripto estima justo establecer el valor 
del metro cuadrado de tierra de la fracción ir 7 *2, en seis pesos 
con cincuenta centavos moneda nacional, (pie es, precisamente, 
el valor fijado por el Tribunal úp Tasaciones a la otra frac- 
ción expropiada y con la fpie imarda, salvo las diferencias 
emergentes de sus superficies y fechas de despnsesión. simili- 
tudes indiscutibles. Y. habida cuenta de estas diferencias, se 
considera también equitativo fi.iar para la fracción ft» 1, el 
valor de $ 7,10 m/n. valor que. mareando una distinción tó- 
pica entre ambas fracciones, no implica consajrrar una des- 
proporción de la niapnitud de la mencionada en el ('«m-side- 
ranrin Dirimo, 

Di c i macuá rt o. Que en cuanto a las mejoras de la frac- 
ción u'-' 2, no cabe adoptar otro valor que el determinado por 
el Tribunal de Tasaciones, esto es, de siete mil seiscientos cin- 
cuenta pesos moneda nacional en atención a que tal cantidad 
lia sido lijada por unanimidad de los miembros del Tribunal 
de Tasaciones (Acta de fs. 256) inclusive con el voto del pro- 
pio representante de la expropiada, el que, y como lo tiene 
consagrado la jurisprudencia oblnra a sus representados por 
revestir también el carácter del mandatario. 

Décimoquinto. Que en lo que respecta a las mejoras de la 
fracción n v 1, del proveyente reputa aceptable en primer tér- 
mino, lu observación contenida en el memorial del apoderado 
de la Provincia de Santiago del Estero (fs. 264/295), en el 
sentido de que la superficie cubierta del edificio existente a 
la fecha de la desposesión era de 430 m*, y no de 401 m.*, 
como considera el Tribunal de Tasaciones, Para ello tiene en 
cuenta que ta pericia practicada por el Inp. Alejandro Bel- 
tn'm U"**- 98/101), es en este pinito suficientemente concre- 
ta, no habiendo motivos para desecharla, tanto más si se tie- 
ne presente que dicho profesional tuvo oportunidad de efec- 
tuar las constataciones y mediciones del caso directamente en 
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el lugar. Asimismo es razonable lo aducido por el apodera- 
do de la misma provincia en cuanto dhv que resulta con- 
tradictorio que la Sata de! Tribunal ile Tasaciones, aplican- 
do la fórmula de lioss-IIcydeck y de haber así Helado a un 
valor para el metro cuadrado de superficie cubierta div 
í 1211.7.1 m/n. para el edificio en cuestión, concluya por rati- 
ficar el valor asignado por la Oficina Técnica <Ic £ 120/10 
el metro cuadrado. En consecuencia en este renglón el importe 
a (pie s * 1 lejía asciende ¡i $ 04.7ii2.00 m n. (430 mis, x * I2!».7"»i. 
líespeeto a las otras mejoras no existe ningún antecedente en 
autos ipie de lugar a apartarse del valor fijado por el Tribunal 
de Tasaciones, a saber: $ 1,000 m/n. para el galpón de madera: 
* 1 .tiH0.no mil. para la habitación con altillo; $ 450.00 m/n. 
para -"¡1 metros de alambrado y puertas; $ 380,00 m/n. para 00 
ítrbdles de sombra. Por to rpie el monto de rete rubro alcanza 
u $ 3.230 m n. El total de las mejoras de la Fracción n» 1, 
importa, pues, la suma de * . r i7.í>í)2.">0 m/n. 

ih'vimoitrxin. Que en síntesis, los guarismos aceptados 
por la presente sentencia son hm siguientes : 

Fwn'ÓH ir ¿ : Valor del terrea©: $ 609.173,50 (3.710 m.- 
por $ ti,.>0 m/k) i Valor de las mejoras: $ 7.030.00 m/n. Total 
para la Fracción n* 2: Sf: filti.803,50 m/n., v 

Fracción a" 1 - Valor del terreno; $ 74.000.00 m n. (10,000 
in. a por * 7.40 m/ii.>; Valor de las mejoras: | Ó7.H22.Ó0 m | n. 
Total para la Fracción 1: ^ 131.922.30 m/n. 

Pt'cinto.si'j>thnn t Qn P en cuanto a las costas referidas a 
la Fracción it 1 -' 2. corresponde declararlas en el orden cansado, 
en atención a (pie el importe que se manda pagar es inferior 
a lo ofrecido más la mitad de la diferencia entre este y lo 
reclamado. Las costas, con relación a la Fracción n* 1, deben 
imponerse a la expropiante, toda vez que el importe ípte Re 
manda papar es superior a lo ofrecido más la mitad de la 
diferencia entre éste y lo reclamado, Todo ello en virtud de 
jo establecido por el Art. 28 de la Ley I3.2fi4 por ello, las 
constancias d" autos y 1<> prescripto por la Ley 13.2ti4. 

FaMo : 

Haciendo lugar a la expropiación de las fracciones de te- 
treno .señaladas con los nos. 2 y 1, en el plano il- fs. 1, ubi- 
cadas en (V,ta ciudad, con las medidas, superficies y linderos 
consignados en dicho plano, y declaro transferido el dominio 
de las expresadas fracciona a favor del Estado Xaeional Ar- 
gentino, mediante el papo de las Mimas de # tilti.sn3..">0 ui/n. 
y de $ 131.u22.ri0 m/n, respectivamente, previa deducción. 
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en la proporción que a cada una le corresponde, de la canti- 
dad consignada en autos en el plazo de treinta días, ron mas 
sus intereses sobre esa diferencia desde el día de cada des* 
posesión. Las costas del juieio en lo que coneienv* a la Frac- 
ción W 2, en el orden cansado y la correspondiente a la Frac- 
ción n» 1, a cargo del expropiante (art. 2K de la Ley 13\2(i4), — 
Bem itjio fí. Caroí. 



Sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones 

San Mipiel de Tueumán, 22 de setiembre de 1Í»!>4. 

V vistos: Los recursos de apelación concedidos a las partos 
a fs. 314, contra la sentencia del Sr. Juez Nacional de Pri- 
mera Instancia tic Santiago del Estero, dictada de fs. 300 a 
íMW vía,, de ests juicio caratulado "Gobierno de la Nación e./ 
Elena Revea de Navarro Loveira, sobre expropiación". 

Considerando í 

Que el Tribunal tie*nc resuelto in re " Gobierno fe la Nn- 
•ión v./ L.E.R.A. Sdad. de Kesp. Ltda. a./ expropiación ', 
sentencia de fecha 22 de setiembre de líló? que la Ley n* 13.26*4 
establece la base o punto de partida para la determinación del 
monto resnreitorio amerante a la expropiación. Tal solución 
consagrada es presa ni en te en el Art. 14 de la ley citada, sola- 
mente da al pTuzpador una idea de las cantidades qu- el Orjia- 
nistiu. Técnico de la Nación —Tribunal de Tasaciones— avalúa 
en el caso concreto une analiza y mediante tas npcraeimies q\v* 
el mismo consigna. Ello no descarta la posibilidad de alejarse 
del cálculo establecido ñor tal organismo, cuando hay en autos 
elementos de juicio suficientes para seguir tal criterio. Es así 
enmo el a-mio se ha apartado de alpunas (■«viieliisinn"* del Tn 
bunal d - Tasaciones para inclinarse por las que señala la pe- 
ricia técnica de fs. 242 y otras probanza*. Las observaciones 
une el a quo formula con respecto al valor de los fundos en sus 
diferentes fracciones, y mejoras respectivas, son suf ici nitemen- 
te claras v al fallo recurrido corresponde remitirse brtmialis 
caum. Que tal Tribunal comparte el enterro del Inferior al es- 
tablecer un valor nuevo en cnanto ni terreno, en fus dos frac- 
ciones, en base a elemento» de juicios traídos por las partas 
(véase considerando decimotercero ) . Lo mismo en lo que res- 
pecta al valor de las mejoras en las que no cabe consideración 
aljruna en cuanto a las de la sejmnda fracción por la conformi- 
dad prestada por las partes cu el Tribunal de Tasaciones, se- 
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piíu lo consigna rl punto primero del acta de fs. 25fi, y en cuan- 
to n las de la primera fracción el criterio acertado que sigue 
el a-qita se afianza en las mismas operaciones d?l Organismo 
Técnico que lo fija en $ 129,75 m/n. el metro cuadrado {véase 
fs. 2-14), lo que hace im total de $ 55.792,50 m/n. acopiando 
la superficie da 430 ni. 2 , que establece la pericia del Ing. Ale- 
jandro líeltrán, por lo que cabe reformar el monto total al 
respecto, ya que hay un error material indudable en la sen- 
tencia. También d">be salvarse el error de suma de las demás 
Cantidades por concepto de otras mejoras, estableciendo el 
importe exacto, esto es $ 3.310 m/n., lo cual unido al pri- 
mer rubro, hace un total de $ 59.102.00 m/n. QttS la im- 
posición de las costas lia sido bien determinada por el a-qtto 
en atención al criterio diferencial que resulta de los valoras 
definitivos de las dos fracciones expropiadas y en atención a 
lo normativo al respecto (Art. 28, I/*y 13.264). En cnanto a 
las costas de esta instancia deben correr pnr su orden ntento 
a la suerte de los recursos deducidos. Por ello y fundamentos 
encordantes del fallo apelado se 

Resuelve : 

Con firmar la sentencia recurrida y reformar el monto in- 
denmizatnrio que corresponde por la expropiación de la pri- 
mera fracción por la que deberá abonarse en iotal la suma de 
$ 133.102,50 m/n. 

Costas de esta instancia en el orden causado. — Sorberlo 
Anttmi. — Carlm Sanjuán. 



VALLO I)K LA COItTH sri'ÜKMA 

Buenos A i ros, 21 de abril de 1955. 

Vistos los autos: "Procurador Fiscal c/ Elena Re- 
yes do Xnvnrro Lovoira o quienes resulten propietarios 
s/ expropiación", en lus que a fs. 374 se han concedido 
los recursos ordinarios de apelación. 

t 'o n si de raudo : 

Que el dictamen de la oficina técnica del Tribunal 
de Tasaciones pone de manifiesto las dificultades con 
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ijiii- s<- lia Impt zado [tara homn^eneíznr los elementos 
di» juicio do que dicho organismo hubo de valerse. Basta 
observar el plano de fs, lí.'il para comprobar que salvo 
las ventas comprendidas un el grupo 1 (barrio Justi- 
eittlisla), todas las demás corresponden a inmuebles 
situados en lujaros distantes y distintos del <|iie oeupa 
Ja tierra expropiada. Las ventas '2, o, 4, ó, (i, í) y 10 lo 
están en sitios de mucho menos valor y la 7 en una ubi- 
cación céntrica de importancia notoriamente mayor. 
Xo es, pues, razonable promediar el resultado de di- 
chas operaciones, por más que previamente se apliquen 
para ello los coeficientes de rectificación, porque es 
patente la dificultad que existe para determinar di- 
chos coeficientes cuando se trata de relacionar reali- 
dades inmobiliarias tan distintas. Las excepcionales 
circunstancias del caso aconsejan, pues, atenerse al 
antecedente constituido por las ventas del barrio Jns- 
ticialista, muy próximo a la tierra «le los demandados. 
Al precio unitario de $ 8,25 que el Tribunal de Tasacio- 
nes atribuyo u esa tierra a fines de 1951, hechas las 
reducciones por venta a plazos, cesión de calles, gas- 
tos del loteo y coeficiente de superficie, no es razonable 
reducirlo a la mitad para obtener los valores del luffar 
a mediados de 11*48 —época de la desposesión — porque 
entre las dos fechas indicadas el valor de los inmuebles 
no se duplicó. La ubicación de lo expropiado en esto 
juicio es, sin duda, superior a la de los lotes vendidos 
en el barrio Justicial ísta porque la calle Be Igra no, so- 
bre la cual tiene un amplio frente es, según el Tribunal 
tic Tasaciones "una de las arterias más importantes 
de la ciudad de Santiago del Estero", pero ello debe 
considerarse compensado por la circunstancia de que las 
ventas del barrio citado tuvieron lucrar después do ini- 
ciada la obra pública. — hospital regional — , para la 
cual se hace esta expropiación y que indudablemente 
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valorizó bis tierras «leí tajear. Júzgase por todo ello 
equitativo el precio imitarlo de $ fi,.">0 para la fracción 
mayor y $ 7,40 para la menor fijado en las sentencias 
do las dos instancias precedentes. 

(¿no respecto a las mejoras de la tracción 1 la sen- 
tencia de primera instancia, confirmada a fs. 36*8 por 
sus misinos fundamentos, ha hecho la debida rectifica- 
ción del dictamen del Tribunal fio Tasaciones sobre esc 
punto, por lo cual corresponde mantener ol importe 
míe so fija en ella con la corrección del error material 
de cálculo bocho por la sentencia de la Cámara. 

Que lo decidido respecto al pn<;o de las costas debo 
mantenerse porque se ajusfe* a lo dispuesto por el art. 
28 de la ley 13.264 y al resultado de los recursos en la 
segunda instancia. Las de ésta deben pagarse también 
por su orden por la misma razón. 

Por tanto, se confirma en todo cuanto ha sido ma- 
teria del recurso la sentencia do fs. .'ífíS, debiendo pa- 
garse por su orden las costas de esta instancia, 

Rodolfo 0. Valenzuela — To- 
más D. Casabes — Anuo 
Pkssaoxo — Luis H. Loxoiri. 



ALltElíTO MANTEL PACHEIt v. NACION' 
ARííEXTJXA 

HECURSÚ EXTRAORDINARIO: fí,;,HÍsiio# propio*. ( ueslioues m 
i 'ede rales. Inter prefación de norman y netos ntrnuitrn. 

La cuestión referente a sabor si las actuaciones del juicio 
penal tienen o no valur probatorio en el jnh io civil se- 
guido contra un tercero por indemnización de les danos 
causados por el procesado, no es de índole fedpral sino 
común y ajena al recurso extraordinario. 
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CONSTITUCION XACIOSAL: perrrho* ¡t paraHtias. Ihftnm m 
jn¡ t m. Prwi'tlhnieutn 1/ srtttrm Ut. 

Xo mm porta violación de la defensa en juicio la circuns- 
tancia de que la sentencia recurrida haya hecho mérito 
di> las actuaciones de una causa criminal senaida contra 
un deludiente de la demandada, si ésta tuvo conoci- 
miento, desde que si 1 notificó de la apertura a prueba, 0,110 
la part» aetora había ofrecida como prueba díeha causa, 
no obstante lo eual so abstuvo de solicitar medida al ¡ni na 
tendiente a desvirtuar sus constancias, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos A iros, 21 de ubril de 19>>5. 

Vistos los antas: "Pacher Alberto Manuel <*/ Go- 
bierno de la Nación s ' indemnización de daños y per jui- 
cios'*, en loa que n Es 75 se ha concedido el recurso 
extraordinario. 

Considerando: 

(¿iu» lo referente a saber si las actuaciones del juU 
eio ]pnal tienen o no valor probatorio en el juicio civil 
seguido contra un tercero por indemnización de los da- 
ño?, ocasionados por t>1 procesado, no constituye cues- 
i ión federal sino común y ajena al recurso extraordi- 
nario. Por lo demás, en las oportunidades en que le 
lia correspondido pronunciarse al respecto, esta Corte 
Suprema lo bu hecho en sentido favorable a la validez 
de diclias pruebas (Fallos: 182, 502; 189, 2W¡; 187, 
y últimamente doctrina de Fallos: 228, f>:il>). 

(¿uc es, asimismo, jurisprudencia del Tribunal, que 
tal solución np comporta violación de la defensa si los 
interesados han tenido la oportunidad —(pie no han 
utilizado— de producir toda la prueba contraria que 
hubieren estimado conveniente (Fallos citados). 
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(¿ue en el cuso de autos, desde el misino instante 
en que se notificó de la apertura a prueba, la deman- 
tlaila tuvo conocimiento de que In nctorn había ofrecido 
como prueba la eausa penal respectiva (fs. 24 y 24 vta.). 
Kilo no obstante se abstuvo de solicitar medida alguna 
tendiente a desvirtuar sus constancias; por lo cual y 
conforme a lo expuesto debe concluirse que no lia me- 
diado violación nl.^una del derecho de defensa. 

Por eíio se confirma la sentencia de fs, 67/9 en lo 
que ha podido ser materia del recurso extraordinario. 

Rodolfo O. Valenzcela — To- 
más D. Casahes — Attlio 
Pessaoxo — Luis R. Lokghi. 



BERNARDO SAN MARTÍN v. MUNICIPALIDAD 
DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES 

FALTA DE ACCION. 

No es procedente la defensa de falta de acción deducida 
por la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires en un 
juicio de expropiación indirecta, si de ' autos no resulta 
que la denegatoria del permiso de edificación para un 
inmueble afectado por la apertura de la Avenida íl de Ju- 
lio, haya quedado sin efecto con motivo de ln autorización 
ireneral para edificaciones sobre la calle San Juan. 

KX.PROP1 A( "fOX: Erpraptm-iñn intiiri'vhi. 

Corresponde confirmar la sentencia que limita el monto 
de la indemnización a pagarse en un juicio de expropia- 
ción inversa a la suma reclamada en la demanda por la 
parte a e tora, sin reserva ni salvedad el puna y sin que 
mediara desposesión. No importa que el Tribunal de Tasa- 
ciones de la ley 13.264 haya valuado el bien en una can- 
tidad superior. 
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/ XTh'ltti SU S ¡ tirUtt tñtt hfridiftt rittrr hi* [turfes, fr't ¡iT»¡mti i<ht. 

En mi juicio de expropiación indirecta en el f pií* nu ha 
mediado desposNión es imprneedpnte el pairo fie intereses, 
pues éstos corresponden a la desposesión del hicn expro- 
piado y a la indisponibilidad de sn propio. _ Si lo <pip hp 
pretende ps un resarcimiento por la situación creada :il 
inmueble por haberse nejrndn permiso para edificar, el 
perjuicio especial que ello pueda hab^r causado a sn due- 
ño, distinto del que se resarce con la expropiación de- 
imi miada, debe sor probado. 

VXÍ'NOI'iArmy ; ¡ n h-mmzmiáit, Otm* rfn f 7»*. 

El posto de la confección de planos presentados a la Mu- 
nicipalidad al requerir autorización para edificar, inte* 
í-ra el monto de la indemnización a paparse cu un juicio 
de expropiación indirecta, 

SFA'TKJffíA PKX ¿VEZ X ACION AL T.S LO C[VIL 

Híteme Aires, 31 de diciemhr: 1 de lfló3. 

Y vistes: estos autos caratulados* "San Martín. Bernar- 
do e. Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s. ' expro- 
piación*', de los que resulta : 

1. A fs. 13 se presenta D. Bernardo San Martín, por 
medio di» apoderado, iniciando demanda por expropiación in- 
versa cimtra la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, 
y expresa ■ 

- - Que pon el propósito de construir en su propiedad de la 
calle San Juan 10ó3 un nuevo edificio, por tratarse de una 
casa sumamente anticua y en condiciones de habitación de- 
plorables, hizo confeccionar los planes correspondí 'míes, y soli- 
citó la pertinente autorización a la Municipalidad con Fecha 
14 de diciembre de líHfh 

Que después de una larpa tramitación el Sr. Inflente 
Municipal resolvió, con fecha 20 de marzo de 1047. denegar 
el per: liso para efectuar las obras proyectadas. |w>r encon- 
trar el inmueble afectado al trazado de la Avenida San 
Juan. 

Que de esta negativa de la demandada, surge su obligación 
de expropiar el inmueble en cuestión, a cuyo fin promueve 
Ja presente acción. Estima en la suma de $ 184.109 m/n. la in- 
demnización que debe abonarle por la expropiación solicitada 
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incluyendo cu dicha Mima el valor del terreno y el del edificio, 
y el costo de los planos acompañados aL solicitar el perineo de 
edificación. 

Funda su derecho en los arts. 26 y 38 de la Constitución 
Nacional y 2511 del Código Civil, y solicita se haga lugar a lu 
deniRiida, con intereses y cuitas. 

II. Corrido el traslado, es evacuado a fs, 20 por la Mu- 
nicipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, ipiien por interme- 
dio de apoderado expone: 

Que niega todos los hechos expuestos en la demanda, y 
en especial (pie ta Municipalidad haya negado al actor per- 
miso para edificar, y en el supuesto de la negativa, (pie esta 
le hubiera causado perjuicios. Que asimismo deberá probarse 
tpie a la fecha del decreto invocado en el escrito de demandn. 
el actor se encontraba en condiciones de construir en el 
predio. 

Que niega también el carácter actual de propietario de 
la finca (pie se atribuye la contraria. 

Que a todo evento impugna por elevado el monto de la 
indemnización y niega la procedencia del reclamo con respec- 
to al honorario de los arquitectos, cuyo importe, además, 
desconoce. Que tampoco procede el pago de los intereses y las 
costas. 

Termina sol ¡citando el rechazo de la demanda, con coritas. 
Considerando: 

l 9 D. liernardo San Martín demanda a la Municipali- 
dad de la Ciudad de Buenos Aires por expropiación del 
inmueble sito en la calle San Juan n* 1053 de esta Capital 
estimando su valor en la suma de $ I84.1Í»!) m/n., « la que 
en sn defecto se llegare a fijar de acuerdo a los elementos de 
juicio (pie se aportaren, incluyendo en la misma, además del 
valor de] terreno, el edificio existcnle y el costo de loa pla- 
nos que debió hacer confeccionar al solicitar el permiso de 
edificación, reclamando además los intereses legales y las cos- 
tas del juicio. La demanda tiene ptir base Ja negativa de Ja 
Municipalidad al permiso de construcción de Ja obra que de- 
seaba realizar en dicho inmueble, a los fines de obtener una 
mayor renta, negativa (pie tuvo su fundamento en el hecho de 
encontrarse el inmueble en cuestión afectado al nuevo tra- 
zado de Ja A\da, 9 de Julio. 

Manifiesta que con fecha 14 de diciembre de 1943, y 
luego de hacer confeccionar los planos pertinentes, solicitó el 
permiso de construcción, iniciándose el expediente administra- 
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tivo l()f>.05! '-C-l!í4. , í, en el que, luego de una ser p de largos 
trámites, entre los que »i? cuenta su ofrecimiento tf i venta del 
bien a la Municipalidad, ésta refiolvió por decreto 
lie marzo dé 1947. no hacer lugar at permiso sol Htado para 
efectuar las obras proyectadla al inmueble de I» calle Sun 
Juan n* 1053, por encontrarse afectado por el trizado de la 
citada avenida. 

2* Al contestar la demanda, el representan! 
nicipalídad, negó todos los hechos expuestos incllL 
le r de propietario del actor y la propia negativa] de la enti- 
dad que representa sobre e] permiso de edificaci ju, y en ¡m 
alefato de bien probado gibado a fs. 150. esgritnjí h defensa 
de falta dé acción para promover este juicio, adi riendo para 
t-llo, que si bien es cierto se denegó el permiso solicitado, pos- 
teriormente, con antelación a la promoción de este jjuir io. y con 
carácter general, se permitió la construcción de jedi ficioa en 
la zona afei tada por el ensanche tic la Avda. de Julio, cir- 
cunstancia reconocida por el propio actor en su líbelo de de- 
manda. Esta nueva actitud de su mandante habría hecho des- 
aparecer T a turbación al derecho de propiedad del actor oca- 
sionada por su negativa anterior, y por consiguiente, carecería 
de acción para promover cate juicio. Eventual liante y para 
el supuesto (pie no prosperase esta defensa, impugna por ele- 
vado el monto de ta indemnización, y niega la procedencia del 
reclamo respecto al honorario del arquitecto que j confeccionó 
los planos para e[ proyecto de edificación. 1 

8* Ante la actitud asumida por la demandada en su ale- 
gato de bien probad», y que se lia relatado p recríen temen te, 
corresponde cousid> rar en primer término, si la f defensa <le 
falta de acción opuesta, es viable, pues en caso afirmativo, la 
suerte del litigio estaría echada. 

t'aso contrario, debe resolverse la procedencia o improce- 
dencia de la expropiación y para el primer supuesto deberá 
fijarse el monto de indemnización. 

1*n detenido examen de las actuaciones, llcvaujai suscripto 
a la conclusión de que la defensa opuesta por laj demandada 
carece de asidero legal y por tanto se impune su rechazo. En 
primer lugar, existió por part" ele ta demandada la negativa al 
permiso de edificación que oportunamente solicitara el actor 
y que dió origen al expediente administrativo ajUes mencio- 
nado que corre agregado por cuerda floja sin acumular y que 
fuera ofrecido como prueha por dicha parte. l)¡'(sns constan- 
cias resulta, que el actor se presentó con fecha ló de diciembre 
ile lí>4'> ante la Municipalidad de la Ciudad de I uenos Airea, 
solicitando permiso para la construcción de una obra a eje- 
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eutarse en el inmueble de la calle San Juan K)ñ3. ticcmpañau- 
lio los oíanos y el contrato de construcción. Luego ib una larga 
tramitación, en la que medió el ofrecimiento en venta de la 
propiedad a la demandada, ésta negó el permiso requeridn. con 
fecha 18 de marzo de 1947. por encontrarse el inmueble afre- 
tado al trazado de la Avda. San Juan, y no de la Avia. 
9 d 1 Julio, eomo errónea mente eonsi g nó el aetor en su libelo 
de demnnda. El decreto respectivo obra a fs. 28 del menciona- 
do expediente. 

Que ante esta n n gativa de la demandada, surgió bu obliga- 
ción de expropiar el inmueble en cuestión y la consiirui'mte 
de Abonar la indemnización correspondiente, como lo ha re- 
suelto una reiterada y uniforme jurisprudencia del tribunal, 
entr^ otros en el fallo publicado en La Lrt f . t. 49. píg. 870. 

One la posterior actitud de la Municipalidad al modifi- 
car su criterio con respecto a Ira permisos fie edificación, y que 
se concretara en el decreto citado por et actor en su demanda, 
y nne a su vez esgrime la demandada eomo principal fniidti- 
mento de la defensa que estoy considerando, no modifica su 
situación derivada de su netrativa al permiso de edificación, 
toda vez nue ella tuvo por fundamento, no la afectación a la 
artera antes mencionada, que es la cpie contempla el decreto 
citado por el actor, sino que ^1 inmueble se encontraba afec- 
tado por el trazado de la Avda. San Juan. Tomo se ve se trata 
de dos situaciones completamente distintas, el decreto dictado 
ce ti posterioridad a la negativa al permiso requerido ñor el 
actor s° relaciona con los inmueble» afectados al trazado de 
la Avda. 9 de Julio, y aquélla tuvo como único fundamento, 
su afectación al trazado de la Avda. San Juan. 

Que ante ello, se diluye la defensa opuesta por la deman- 
dada, y sólo resta, ante su obligación de expropiar, fijar el 
monto de la indemnización a que tiene derecho el actor, y (pie 
liace ascender a la suma de $ 184.199 m/n. 

4* Este último ha justificado con el título de propiedad 
acompañado en la demanda, que corre agregado a fs. 4/8 y 
con el informe del Registro de la Propiedad glosado ra fs. 50, 
su derecho de dominio sobre el inmueble en eu"stión, como 
así también la inexistencia de gravámenes que afecten al 
misino. 

Monto de la indemnhación 

5» A los efectos de determinar el valor del terreno y del 
edificio a expropiar, se ha traído a los autos el informe de la 
Dirección Nacional Inmobiliaria, glosado a fs. 57, el que da 
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cuenta del valor asignado ai inmueble a los efectos de la per- 
cepción del impuesto inmobiliario, y además ta tasación prae- 
tieada por el Tribunal creado por el art. 14 de la W n p 13.2**4, 
y que obra de ís, 118 a fs. 148, 

lia tasación efectuada por dicho Tribunal, está referida 
a fres fechas distintas, a saber: a) fecha del d"ereto denega- 
torio del permiso para edificar, o sea al 18 de manso de 1947 ; 
U) fa segunda, a la fecha de la notificación de esta d"manda 
a la Municipalidad de la (Mudad de Buenos Aires, o sea al 30 
de junio de 1ÍÍ4Í); y c) la tercera a la fecha de remisión de estas 
actuaciones al mencionado organismo, para que efectuara las 
tasaciones requeridas, o sea al 18 de setiembre de 1Í);jO. 

Si !«> tiene en cuenta las medidas y ubicación del inmueble. 
Ins valores fijados a las fincas ubicadas en la vecindad y que 
se detallan i-ii la planilla del Tribunal de Tasaciones plesa- 
da a fs. 134/ü; la naturaleza y composición de dicho nr<.'anis- 
MMi. cu el cual han estado representadas ambas partes, y Ies fun- 
damentos tenidos en cuenta para la fijación de los valores, el 
infrascripto acepta en todas sus partes las conclusiones a que 
lli-líó. tanto en lo que se refiere al valor del terreno como al 
del edificio. 

Ahora bi'ii. en razón de que en el caso snh-examen no 
inedia des posesión del inmueble, los valores deben a preciarse 
con relación a la fecha más cervaria a] fallo que admite la ex- 
propiación, como lo tiene resuelto el Superior en casos análogrs 
ía rr Alvares Morales e./ Municipalidad de la Ciudad de 
Buenos Aires, eausa u* 12.00!). de fecha setiembre ppdo. Excma. 
Cámara Nacional Civil, Sala A. 

Aplicando este criterio, habría que tomar el valor «sig- 
nado a la f 'eha ríe remisión del expediente al Tribunal de Ta- 
saciones, o sea al 14 de aposto de 1950. Y ello así. porone no 
obstante haber transcurrido más de tres años desde la fe- 
cha de su remisión, es un h"dio público y notorio, que los 
valores de los inmuebles en esta plaza, que acusaron un per- 
manente aumento hasta promediar e] año 1ÍÍÓ2, sufrieron un 
estneionamiento hasta mediados de este año, y desde enton- 
ces a la fecha, pirde afirmarse sin duda alguna, que ha co- 
menzado su declinacióu. 

Xo obstante la conclusión a que se arriha precedente- 
mente en lo referente, tanto al valnr del terreno como del 
edificio, la indemnización por amhos conceptos no podrá sobre- 
pasar el valor asignado por el propio actor en su libelo de 
demanda, y que los hae* ascender en su conjunto a la suma 
de $ Irtt.iiíW m/n.. en razón de que como ío tiene resuelto rei- 
teradamente el Superior, entre otros en el fallo dictado en el 
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juicio seguido por la propia demandada contra Da, Zulema 
Bertoüni de MieheH y otros, publicarlo en La Ley. t, 57, pág. 
58, que tramitara ante est» mismo Juzgado y Secretaría n car- 
go del Dr. Collazo, cumulo la parte fija sin* limitación alguna 
una determinada suma eorao justa indemnización reclamada, 
el juez no podrá conceder una suma mayor, aun cuando sea 
la determinada por perito» y en juicio de expropiación per la 
decisión unánime del Tribunal de Tasaciones. 



Couto de los f,lanos 

6 V Reclama también el actor como parte integrante de 
su indemnización, la suma de $ 2.50Ü m/n.. en concepto de 
Iuiík ranos abonados a Ion profesionales que confeccionaron los 
planos de la obra a construir, y que fueron acompañados eon 
el permiso presentado ante la demandada. 

Los píanos de referencia corren glosados de fs. 1 n 8 del 
i ;p. adm. incoado con motivo del permiso de edificación v fue- 
ron acompañados en tal circunstancia cumpliendo exigen- 
cias de la propia autoridad administrativa. Que ante ello, te- 
mondo en cuenta el número de planos y la importancia de la 
obra a construir, el infrascripto i-Mima equitativo el monto de 
los honorarios abonados al arquitecto Juan Carlos Corral Ha- 
Ilestcros. do que da cuenta el recibo tusado a fs. 3í¡ v que 
fuera reconocido por el citado profraional a fs. 55. La deman- 
dada debe resarcir al propietario este frusto ocasionado al soli- 
citar el permiso de edificación y que no piulo utilizar a raíz 
de su decisión denegatoria. Mí lo ha resuelto el Superior 
en casos análogos — confr. 3. A., t 05. pajf. 331 y La Ley* t. -líí. 
pág. 870—. Por consiguiente dicha suma debe agregarse a la 
fijada por concepto de valor de terreno y edificio, por lo tan- 
to el monto total de la condena debe ascender a la suma de 
$ I84.1ÍÍÍ) m/n, por cuyo importe debe prosperar la demanda. . 

7» Reclama también el actor, los intereses de la suma que 
justiprecia Ja indemnización. Al no mediar desposesión v ha- 
biendo continuado con el usufructo de la propiedad, como lo 
ha acreditado la demandada con la prueba producida al res- 
pecto, es evidente que no procede esta reclamación, por lo que 
impone su rechazo, 

8» En cuanto a las costas del juicio, ellas deben ser im- 
portadas por la demandada, de conformidad con lo dispuesto 
por el art. 221 del Código Procesal, no siendo de aplicación al 
caso sub-examen la norma del art. 28 de la ley n fl 13.264, en 
razón de no haber mediado ofrecimiento de precio alguno por 
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parte de la demandada, que hapa aplicable la ( irada disposi- 
ción legal. 

Por estas eonsi tic rae iones. lo dispuesto por la ley n* 13.264 
y jurisprudencia citada, en definitiva fallo t Ilaei-ndo hipar 
u la demanda. Kn su mérito condeno a la Municipalidad de 
la Ciudad de Buenos Aires, a expropiar dentro del término 
de 30 días, el inmueble de propiedad d° IX Bernardo San 
Martín, sito en la calle San Juan n» 1053, de esta Capital, 
y que mide según título: 9.32 ra. de frente al Sud, por fi0,42 m. 
de fondo en su costado Estí, y *>0.5í* m. en el Oeste, tenien- 
do 9.61 m. en su eontrafrente al Norte, fijándose como pre- 
eio total de la indemnización la suma de $ 184.199 m/n. (pie 
comprende el valor del terreno, de su edificio y los pastos por 
la confección de los planes que presentó el actor al requ^rr el 
permiso de edificación, la que deberá depositar la demandada 
en el momento de otorgársele la posesión. Sin intereses, y con 
las costas del juicio, — Raúl Lazada Echenitftte. 

Sentencia de la CAmara Nacional de Apelaciones 

en LO Civil 

Buenc.s Aires. Capital de la República Argentina, a 20 
días del mes de octubre de 1954. reunidos en acuerdo los 
Srcs, .1 ucees de la Kxema. Cámara Nacional de Apelaciones 
en lo Civil Sala "D", para conocer d" los recursos ínter- 
puestos en los mitos caratuladas; "San Martín, Bernardo e./ 
Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s.' expropia* 
cióiC, respecto de la sentencia de fs. 161, el tribunal esta- 
bleció bis sipiiientes cuestiones a resolver: 

T. $És aula la sentencia recurrida* 

II. En rano contraria,, ¿rx la misma arreglada a di recito? 

Practicado el sorteo, resultó que la votación debía efec- 
tuarse en el sipuiente orden: Srcs. .Tuces Dres. Méndez Cha- 
varrta, liarpalló Cirio y Sánchez de Bustamante. 

A tas curat iones propuestas el Sr. Jaez de Cántara Dr. Mi ii- 
d* : Chararría. dijo: 

Kn este juicio de expropiación indirecta se ha hecho hi- 
par a hi demanda condenando n la Municipalidad de la Ciu- 
dad de Humos Aires a expropiar el inmueble sito en la calle 
Sjm juari lf>53. 

Ambas partes interponen el recurso de apelación por es- 
timar fine la misma les causa pravamen irreparable y la de- 
mandada también el de nulidad. 
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Nulidad: La demandada no sostiene el recurso en la al- 
zada ni encuentro «cío formal que haga a la misma, por lo 
que voto por la negativa en ceta primera cuestión plant-ada 

Los Sres. .Jueces Dres. BargallÓ Cirio y Sánchez de Busta- 
mante. adhirieron al voto precedente. 

Apelarían: En este recurso la demandada plantea nueva- 
mente la falta ríe acción sosteniendo qu? si bien existió negati- 
va para edificar, lo que daría por resultado la procedencia 
de la acción de expropiación, por un decreto posterior de ca- 
rácter general se autorizó a las fincas en estas condiciones, ta 
edificación respectiva. 

Consid-ro que r,o es posible llegar a la consagración de 
esa tesis, porque la demanda se inició en base a una denega- 
toria pura y simple y porque la concesión con carácter general 
para las fincas que están en las condiciones de la de autos, 
es condicionada, lo que no implica una revisión o reconsidera- 
ción de Ja negativa ya pronunciada. 

La segunda cuestión que plantea la demandada en sus 
agravios se refrre a la fecha del avalúo, pero aparte de m> 
tener importancia porque dentro de cualquiera de los dos 
conceptos o fechas la estimación del Tribunal de Tasaciones 
ha fijado precios snp-riores a los pedidos, importe de la con- 
dena, considero que la fecha aceptada en la sentencia es la 
mas justa en atención a la no condena a ínteres -s qus estima- 
ré mas adelante, 

También se agravia por el monto de la condena por esti- 
marla elevada con relación al preeio de adquisición que con- 
sidera próximo. La enorme valorización de los bienes inmue- 
bles a partir de la fecha de la adquisición de la finca v los años 
transcurridos, hací'n que el argumento carezca de valor ya 
que ele setiembre de 1946 a la fecha han corrido ocho años. 

Se agravia a su vez por el valor de los planos en razón 
de que le bastaba al propietario un pedido de línea para 
conocer la denegatoria. Considero que ello no es así. Aparte 
de tratarse de un argumento nu?vo, ya que en el alegato se 
dijo qtte no procedía pagarlos porque si no los había utili- 
zado era por su propia voluntad, lo cierto es, respecto a esta 
nueva argumentación, que para edificar se requiere como 
documentación necesaria de acuerdo al Código d* la Edifi- 
cación y con carácter imprescindible, el plano general, el de 
estructura y el cálenlo de estabilidad, por lo que la presenta- 
clon de los planos era indispensable para la construcción nue 
se pretendía. , 1 

Xo tiene más éxito la aetora en su expresión de agravios 
Pretende en primer lugar un aumento del precio de expro- 
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piación no obstante haber limitado 1» demanda ni importe 
fijado en la sentencia. En tal situación no se puede mejorar 
aunque el Tribunal de Tasaeionps estime que corresponde uno 
mayor. 

El segundo agravio se refiere a los intereses que los pre- 
tende hii obstante estar en el uso del inmueblp. 

Los intereses sólo proceden desde l» desposesión del in- 
mueble, que todavía está en jKwler y disfrute del aetor. que 
ni siquiera ha ofrecido la entrega del mismo. La limitación 
que ihvpca en el uso tiene por razones el estado precario de 
la edificación, y la exigencia de la Municipalidad de cierres 
arreglos que el propietario estima onerosos de acuerdo a los 
términos de la demanda, pero ello no puede llevarlo a preten- 
der intereses del precio de una expropiación de acuerdo al 
valor actual del inmueble. 

Pudo quizá reclamar una indemnización proporcional al 
precio de compra y con relación a la parte que quedara in- 
utilizaMc, pero eso no ha «ido objeto del juicio en el plantea- 
miento de la litis. 

El letrado y el apoderado de la actora interpusieron tam- 
bién recurso de apelación por estimar reducidos bis honora- 
rio» qu- le fueron regulados en la sentencia y la demandada 
solicita que sean reducidos. La regulación importa el mínimo 
del arancel de acuerdo al art, del mismo y con relación a 
la suma por la que se expropia, pero como con toda razón 
lia resuelto la Corte Suprema de Justicia de la Nación, tra- 
tándose de expropiación, aunque indirecta, no es aplicable 
pura y simplemente la escala del art. 6», lo cual ea justo por- 
que la prueba del precio de la expropiación no se produce en 
el juicio, por lo que considero que debe reducirse la suma 
fijada en concepto de costas. 

Las costas de la alzada deben correr en el orden causado 
de acuerdo al resultado de los recursos. 

Los Sres. Jueces Dres. Bargatló Cirio y Sánchez de Bus- 
(amante, por r.izones análogas a las aducidas por el Sr. Juez 
de Cámara Dr. Méndez Chavarría, votaron en el mismo sen- 
tido. 

Y vistos; En atención a lo que resulta de la votación de 
que instruye el acuerdo que antecede, y desestimándose el 
recurso de 'nulidad, se resuelve: Confirmar en lo principal la 
sentencia recurrida, debiendo reducirse Iiks honorarios regu- 
lólos cu calidad de costas. Las costas de la alzada por su 

orden. — Mitjtíri Sánchez dr Busttimantc. /. Miguel Barga- 

//,; ciri». — & H, Méndez Chavarrta. 
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DirTAMKN HKL PROCURADOR Q EN ERAL 

Suprema Corte: 

Tal como lo sostuve ni dictaminar el 25 tic abril 
de 1952 011 la causa C. 8íiO f L. XI, entiendo que la Mu- 
nieipnlidad de la Ciudad de Buenos Aires es una enti- 
dad descentralizada del Estado Nacional, de creación 
constitucional. 

Por ello, tintándose de un juicio de expropiación en 
el que el monto de lo discutido es superior al estable- 
cido en el art. 24, inc. 7% ap. a), de la ley 13.998 consi- 
dero procedente el recurso ordinario de apelación dedu- 
cido a fs. 195, de conformidad con lo dispuesto en el 
art. 22 de la ley 13.264 (doctr. Fallos: 222, 395 y 223, 
367) ; no así el interpuesto a fs, 196 por cuanto el agra- 
vio cuya reparación se intenta no excede el monto a 
que se refiere la citada disposición de la ley 13.998. 

En cuanto al fondo del asunto la Municipalidad 
actúa por intermedio de apoderado especial, quien ya 
ha asumido ante V. E. la intervención que le correspon- 
de (fs. 206). Buenos Aires, 17 de diciembre de 1954. 
- Carlos G. Delfhio. 

VALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de abril de 1955. 

Vistos los autos: "San Martín Bernardo e/ Muni- 
cipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ expropia- 
ción* *, en los que a fs. 197 se han concedido los recursos 
ordinarios de apelación. 

♦Considerando: 

Que respecto a la falta de acción no se ha demos- 
trado ni en esta instancia ni en las anteriores que, eo- 
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nio so explica en la sentencia de primera instancia, la 
denegatoria de permiso de edificación haya quedado 
sin electo para este inmueble afectado por apertura de 
la Avenida 9 de Julio, con motivo de la autorización 
general relativa a las edificaciones sobre la calle San 
Joan. 

<¿ue el precedente invocado en el memorial de fs. 
201 no es aplicable en este caso pues allí se trataba 
de una estimación hecha por el propietario en 1944, pa- 
tentemente inaplicable para una desposesión operada 
en 1ÍÍ50, es decir, al cabo de cinco años de una creciente 
valorización general tan notoria, mientras que aquí el 
precio de $ 181.6*99 fué pedido en julio de 1949 sin sal- 
vedad ni reserva alguna, no obstante que, por tratarse 
de una expropiación inversa, cuando se lo pidió, al pro- 
mover la demanda, no mediaba, desposesión, la que, 
por lo demás, aun no se ha operado. 

Qué esta última circunstancia hace improcedente 
el pairo de intereses que reclama la fiarte actora, pues 
éstos corresponden a la desposesión del bien expropia- 
do y a la indispon ilalidad de su precio y aquí lo que 
se pretende resnreir con ello es cosa distinta, — la si- 
tuaeión creada al inmueble por haberse negado per- 
miso puní edificar—, que si causó algún perjuicio es- 
pecial a su dueño, distinto del que se resarce haciendo 
lugar a la expropiación por él demandada, debió ser 
objeto de la prueba correspondiente. 

Que probado el hecho de la confección de planos 
por la presentación de ellos a la Municipalidad al re- 
querir autorización para edificar, el pago de su costo 
debe integrar la indemnización como la sentencia re- 
currida lo decido. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, se confirma en todo lo que ha sido objeto de 
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ios recursos la sentencia de fs. 191, debiéndose pagar 
las costas por su orden en razón del resultado de las 
apelaciones. 

Rodolfo G. Valenzuela — To- 
más D, Casares — Atilio 
Pessaono — Luís B. Longhi. 



HANCO DE LA X ACION v. JOSE A. SOLARI Y OTRO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propios. Citestitm fe- 
deral. Cuestio7tes federales simples. Interpretarían de tas leyes fede- 
rales. Leyes federales de en áeler procesal. 

La Acordada de Ja Corte Suprema de fecha 8 de marzo 
de 1954 declaró aplicables las disposiciones de la ley 
n ff 14.237 en los procedimientos ant^ los tribunales nacio- 
nales, coa las modalidades que puntualizó, pero dejó li- 
brarla a ellos la solución de los casas concretos que se 
presenten con ese motivo. Por ello no procede el recurso 
extraordinario, fundado en el desconocimiento de esa 
acordada, contra la sentencia que, por establecer expresa- 
mente los arts. 62 y 63 de la ley 50 la forma en que 
deberán practicarse las notificaciones en los juicios some- 
tidos a la jurisdicción nacional, declara inaplicable el 
art 58 de la ley 14.237, 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Pretende el apelante que el tribunal superior de la 
causa, al dictar sentencia, lo lia hecho apartándose ex- 
presamente de lo dispuesto por V. B, en la Acordada' 
de fecha 8 de marzo de 1954 (Fallos: 228, 45) en cuan- 
. to declara aplicables en los procedimientos ante todos 
los tribunales nacionales las disposiciones de la ley 
14.ÍÍ37, en lo que atañe a aquéllos y con las modalida- 
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des consignadas en el texto del acuerdo. Por olio, y no 
obstante tratarse de una ley de carácter procesal, soy 
de opinión que el recurso es procedente. 

En cuanto al fondo del asunto, no comparto el cri- 
terio del recurrente. 

En efecto, el art. í)3 de la ley 14.237, al declarar 
que la misma queda incorporada al código de procedi- 
mientos en lo civil y comercial de la Capital Federal 
establece que "será de aplicación supletoria para el 
resto de la justicia nacional en cuanto sea compatible 
con los respectivos regímenes procésale i*-. A su vez, 
dicha Acordada, al referirse en uao de sus consideran- 
dos a las eausas sometidas a regímenes de sustanciación 
no comprendidos en el código procesal citado, dice que 
para ellos, 44 la aludida aplicación supletoria de la re- 
forma sólo se subordina a la necesaria congruencia y 
armonía de sus normas eon aquellos regímenes. . y 
no podría ser de otra manera toda vez que la nueva ley 
no ha derogado la ley 50 sino solamente en la secunda 
parte de su art. 374 {ley 14.1*37, art. 95), que mantenía 
la vigencia de leyes de procedimientos anteriores a la 
legislación patria. Así se desprende, por lo demás, de 
la discusión parlamentaria de la ley, en la que el miem- 
bro informante de la ('amara de Diputados manifestó: 
"El proyecto de reforma parcial no aspira a derogar la 
Iftf 50 ni otro régimen procesal rigente. Tiene como 
propósito primordial reajustar el procedimiento de la 
¡justicia de la Capital, incorporando a su articulado al- 
gunas instituciones o figuras procesales ya contempla- 
das en esa ley 50, recogiendo a su vez las experiencias 
(pie la aplicación de las normas procesales lian dado 
lugar en la doctrina, legislación provincial e interpre- 
taciones jurisprudenciales" (Diario de Sesiones de la 
H. Cámara de Diputados de la Nación, 1953, p. 938 y 
sigts.). 
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AI establear los arts. 62 y 63 de la ley 50 expresa- 
mente' la fonna en que dotarán practicarse las notifi- 
caciones en los juicios sometidos a la jurisdicción na- 
ciotlal especial (ex-fcdcral) va de suyo que las disposi- 
ciones de la ley 14.237 no son de aplicación cu la especie, 
ya que, por la razón apuntada nada tendrían que suplir. 

En consecuencia, estimo que correspondería con- 
tinuar el fallo apelado, en cuanto ha podido ser mate- 
ria de recurso. Buenos Aires, 2 de marzo de 1955. — 
Cario* O. Delfino, 

FALLO tm LA COKTE SUPRKMA 

Buenos Aires, "1 de abril de 1955. 

Vistos los autos: ** Banco de la Nación Argentina 
c/ Solari, José A. y Lorenzo Ferragut «/ ejccución ,, í 
en los que a fs. .Tí vta. se lia concedido el recurso ex- 
traordinario. 

Considerando: 

Que por la acordada de fecha S de marzo de 1ÍI54 
esta Corte Supréma declaró aplicables las disposiciones 
de la ley 14.237 en los procedimientos ante todos los tri- 
bu rudos nacionales, en lo que atañe a ellos y con las mo- 
dalidades que puntualizó (Fallos: 228, 45). 

Que la solución de los casos concretos que se pre- 
sentaran con motivo de esa aplicación quedó librada 
a dichos tribunales, como resulta del segundo conside- 
rando de la acordada. 

Que eso os lo que se ha hecho en el en so de autos 
con motivo de los arts. 58 de la ley 14.237 y fi2 y 63 
de la ley 50. 

Que no ha nicd*ado, pues, desconocimiento alguno 
de lo decidido por esta Corte Suprema en la acordada 
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de referencia, sino tan sólo interpretación de normas 
ile índole me ra mente procesal tjue no afectan a insti- 
tuciones fundamentales. Falta, así, la base necesaria 
para sustentar el recurso extraordinario {Fallos: 224, 
973 ; sentencia del 28 de febrero pptlo. en los autos **D. 
118 _ Del Cerro A bella, R. c/ Zanetti, A. H."). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, declárase improcedente el recurso extraordina- 
rio concedido a fs. 33 vta. 

Rodolfo G. Valexzuela — To- 
más I). Casares — Anuo 
Pessagno — Luis B. Loxghi. 



S, A. DESTILERIAS, BODEGAS Y VIÑEDOS 
"EL GLOBO" LTDA. 

EEÜURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» formajes, htt radan mu 
(te lu $tf*«*j7(H federal. Oportunidad. Planteamiento en el escrito de 
interposición del recamo extraordinario. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado eti 
una cuestión federal introducida al interponerlo. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» comunes. Gravamen. 

Xo procede el recurso extraordinario fundado en la in- 
compatibilidad del decreto llJ»52/50 de Santa Fe eon 
el decreto nacional 24.574/49. si lo dispuesto por el pri- 
mero había sido acatado por la recurrente. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos comunes, Grat-ameiu 

Xo procede el recurso extraordinario, fundado en la vio- 
lación de la defensa consistente en haberse omitido en 
el decreto que aplicó una multa por infracción a la ley 
12.830 toda referencia a los desearlos alepados por el 
recurrente, si la sentencia confirmatoria de la sanción 
se hace carpo de las defensas invocadas y no prescinde 
de prueba alguna necesaria. 
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PRECIOS MAXIMOS. 

No es violatoria del art. 6* de la ley 12.830 la sentencia 
que impone una multa teniendo en cuenta el capital en 
jriro de la empresa infractora» pues la limitación de aque- 
lla al importe de la ganancia ilícitamente obtenida sólo 
tiene lugar cuando la multa exceda de m$n. 100.000, 
por haber superado esta suma la ganancia ilícita. No im- 
porta que se invoque la garantía de la igualdad, porque 
las medidas tendientes a reprimir el agio no reposan en 
la capacidad pecuniaria de los infractores sino en la vio- 
lación de las normas dictadas en amparo del consumidor. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Rean'mtoa propio*. Cuestiones no 
fedérale*. Ej-clitxitín de lá0 cuestiones de hecho. Vario*. 

Es ajeno al recurso extraordinario lo relativo a saber 
si medió o no publicación y conocimiento por la recu- 
rrente de un decreto provincial sobre precios máximos. 

RECI'RSO EXTRAORDINARIO: Relamió* propio*. Relación di- 
reeta. Sentcruiax can fundamentan no fedérale* o federales consenti- 
dos. Fundamentos de hecho. 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
que el decreto provincial en cuestión sobre precios máxi- 
mos sólo debe ser aplicado a las ventas efectuadas des- 
pués de su publicación, contra la sentencia que impone 
una multa por considerar probado que el recurrente ven- 
dió vinos a un precio supprior al máximo después de ser 
publicado el decreto. 



Sentencia del Juez Nacional 

Rosario, 13 de julio de 1954. 

Vistos: Los caratulados "Destilerías, Bodegas y Viñedos 
"El Globo" Ltda., S. A. — apelación multa ley n» 12.830" 
(exp. 7654-5510/953 de entrada) ¡ 

Y considerando que : 

Primero, A raíz de las inspecciones de que dan cuenta 
las actas de fs. 2, 4 t 7, 20 y 34 se instruye sumario en contra 
de "Destilerías, Bodegas y Viñedos "El Globo" Ltda., por 
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alza indebida en los precios de venta del vino al facturar 
por sobre el precio tope fijado por decreto n» 1 1,102 ilel 11 
de octubre de 1950 y recargar el acarreo por el transporte de 
dicho producto. 

Seriando. A fs. ft. 24 y 37 vía., presta dertíiitfación D. 
Ame O. H. F. Vlfeldt perente en esta ciudad de la firma 
sancionada y nianifioMa ipie tanto su antecesor en el carpo 
como el contador «pie estaban a oarpo de la administración de 
la sociedad cuando se produjeron los heebos que se investigan 
ya no pertenecen al establecimiento; que no obstante ello tiene 
la seguridad de que la infracción se produjo peni desoonoci- 
miento material o de derecho, sin Animo de beneficio para la 
noi -i edad, como [o demuestra, por una parte, la circunstancia 
que la sucursal Sania Fe aplicó estrictamente y de Inmediato 
los precios topes y, por la otra, por que tal espíritu no puede 
atribuírsele a personal a punto de retirarse de la, sociedad. 
Que las facturas pc espidieron con la leyenda (le ajustarse 
ni decreto nacional n* 24.574/49 de congelación, de* precios, 
y podía presumirse, en videncia hasta que otro decreto nacio- 
nal no lo dentase y «pie en esta provincia el P. K. fijaba 
pnr primera vez, el precio tope para el vino. Que' inmediata- 
ment • de tenerse conocimiento de la infracción se pasó nota 
de crédito a los comerciantes minoristas afectados, que es la 
única forma de cumplir con una disposición une fiia una 
fecha determinada para repir. desde qne es imposible un 
poní cimiento instantáneo por todos los interesados de esa 
medida. 

Que desde un punto de vista estrictamente jurídico y al 
solo efecto de evidenciar que no sólo razones de equidad sino 
también de estricta justicia eximen de responsabilidad re- 
presiva a su mandante, a lepa que el decreto no había entrado 
en vigencia por falta de publicación, en lo relativo al art. 4' 
que establece sanciones. Que las leyes, dceretosdjpyes, los re- 
glamentos autónomos y toda norma (Son fuerza de ley entran 
en vigencia en nuestra ciudad a los ocho días de publicados 
(art. 2* del C. O. Que el deereto 11.192 no estaba publicado 
cuando se produjeron los hechos, ni se le comunicó por la 
respectiva repartición pública, como se hizo con la sucursal 
de la firma en Santa Fe la que. por tal motivo, aplicó de 
inmediato el decreto, señalando que la casa i-entral de Bode* 
pan y Viñedos "El Globo" tiene su asiento en esto ciudad. 
Que no ha existido conocimiento de la norma, que no luí ha- 
bido ánimo de delinquir, no existe beneficio ilíeito por ha- 
berse devuelto la diferencia sin compulsión y por tanto no 
debe haber sanción. 
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Tercero. A fa. 15/17 y 29/31 formula defensa el Dr. Ma- 
nuel L, Cansino, representante de la firma infraetora en 
temimos ^iimlnres al gerente, haciendo referencia ademas a 
r|iie el decreto aplicado en este sumario no fui publicado v 
< l' U \rt,F rt ri í?ir ra ll0tída Periodística habida aparece tranca él 
día 12/lQ/m en el diario «La Capital", en la que no figuran 
los prceiON topea de lo* vinos comunes. 

Cnnrto, Cumplido* los trámites legales pertinentes el P 

[ á ¿4 e V ír ° VÍ ?. C i a ' T» r / le ^ p t« 3457 del 24 de ahril de 
i.* Oíf, aplica a Destilerías. Bodegas y Viñedo» "El Globo" 
Ltda. una multa de $ TO.000 m/n., de la que se recurre 
ante este tribunal. 

La apelación es interpuesta por el Dr. César Luís Pc- 
senti. también apoderado de la firma infraetora, fundándola 
en los termines de que da cuenta el escrito de fa. fi7/fif>. 

Quinto De autos se desprende que la autoridad adminis- 
trativa recibió declaración al gerente de la sociedad sancio- 
nada, quien expuso libremente cuanto crevó pertinente al 
hecho investigado y se Te corrió traslado para formular de- 

g la que es contestada por el Dr. Manuel L. Cansino. 

Se lian llenado así los requisitos establecidos en el decreto 
provincial n* 50*5 para la tramitación de las causas relacio- 
nadas con c? aíno y J a especulación y si bien en la resolución 
del l . E. no se analizan los argumentos de desearan formu- 
lados, ello no autoriza a concluir que hava existido violación 
de Ja hbre defensa en juicio. 

Ststo Xo puede a reñirse en el presente el desconoci- 
miento de decreto desde que —según la mismn parte recu- 
rrente--, la noticio de la existencia de esa disposición que 
modificaba la forma de comercialización del vino apareció en 
í™' ari0 ■ C ' íl f >ital " íle (, * ía **iitílfwl el 12 de octubre de 
Uaft; aun en el supuesto de una información trunca, al cono- 
cerse la existencia de nn decreto de naturaleza especial míe 
se relacionaba íntimamente con sus actividades, la sociedad 
debió arbitrar los medios para interiorizarse del contenido 
íntegro del mismo lo que no le hubiera resultado dificultoso 
Obtenerlo por medio de su sucursal en Santa Fe v no extender 
facturas después de 12 y 17 días a aquella publicación. Por 
lo demás es de tenerse presente, a ese respecto, que la sucur- 
sal Santa Pe de la firma recurrente tenía conocimiento de 
dicho decreto. 

Séptimo. Atento lo expuesto estima el suscripto que debe 
confirmarse en lo principal el decreto recurrido v modifi- 
carlo en cuanto a fa multa impuesta r la que debe reducirse a 
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sus jwrtos límite», atento la naturaleza de la infracción y 
monto de lo cobrado de más. 

Resuelvo : 

Confirmar el decreto 3457 del P, E, de la Provincia, 
de fecha 24 de abril de 1953, que declara a la S. A. "Desti- 
lerías, Bodegas y Viñedos M E1 Globo" Ltda." infractora a 
la ley 12.830 y modificarlo en cuanto a la multa impuesta que 
definitivamente se fija en la cantidad de $ 5.000 m/n. — ís- 
intiel 8. Passaglia. 

Dictamen del Procuiíauor General 

Suprema Corto: 

Examinaré por separado las diversas cuestiones que 
plantea el recurrente de fa. 71. 

Por lo pronto, cnbe desechar la que se funda en 
el argumento de que el gobierno de la Provincia de San- 
ta Fe no pudo dictar el decreto n 9 11.192/50 porque 
existía ya el decreto nacional n* 24,574/49 (art. 3* de la 
ley 12.8: JO). Era ésta, en efecto, una cuestión previsible 
desde el primer momento y que, sin embargo, fué plan- 
teada tardíamente, recién en el escrito de recurso ex- 
traordinario, aparte que la circunstancia confesada (in- 
dagatoria* de fs, 9, 24 y 38 vta. ; escritos de fs. 15 y 29) 
de haberse pasado nota de crédito a los comerciantes 
adqu i rentes de la mercadería vendida a mayor precio 
por el impone de la diferencia de precio entre los de- 
cretos mencionados, demuestra el acatamiento de la fir- 
ma apelante al decreto cuya validez ahora pretende 
impugnar. 

La violación del derecho de defensa (art. 29 de la 
Constitución Nacional), basada en que el decreto (fs, 
45) que impuso la multa carece de fundamento e ignora 
las defensas aducidas, tampoco es suficiente para auto- 
rizar la procedencia del recurso, pues suponiendo por 
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hipótesis que fuera aceptable resulta insubstancial fren- 
te a la posterior resolución de fs. 66/68. 

No corresponde considerar, por su notoria impro- 
cedencia, las alegadas violaciones del art. 6* de la ley 
12.83*3 y del art. 28 de la Constitución Nacional fundadas 
en que íft aplicación de la primera de dichas disposicio- 
nes, a los efectos de la graduación del monto de la multa 
impuesta en autos, se traduce en un desconocimiento del 
principio de la igualdad ante la ley. Ello resulta en apo- 
yo de sus pretensiones (Fallos: 215, 225). 

Estimo ajenas a la jurisdicción extraordinaria de 
V. E., por último, las cuestiones planteadas en torno a 
la publicación del decreto provincial n* 11.192/50, pues 
la resolución apelada no desconoce el principio de que las 
leyes son obligatorias sólo después de publicadas habién- 
dose limitado a decidir, por razones de hecho y prueba, 
que ese requisito aparece cumplido en el sub-judice, sien- 
do obvio por otra parte que la interpretación de lo dis- 
puesto en el art. 2* del Código Civil es un punto de de- 
recho común, in susceptible como tal de dar lugar al 
recurso extraordinario. 

Kn consecuencia, de lo expuesto opino que corres- 
ponde declarar mal concedido a fs. 75 el recurso de 
fs, 71. Buenos Aires, 22 de noviembre de 1954, — Car- 
los G, Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de abril de 1955. 

* 

Vistos los autos: "Destilerías, Bodegas y Viñedos 
'El Globo' Ltda. S. A. s/ apelación multa — ley 
12.830 — en los que a fs. 75 se ha concedido el recurso 
extraordinario. 
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Considerando : 1 

(¿ue como si- puntualiza en el dictamen del Sr. Pro- 
curador General ninguna dé las razones alegadas para 
i lindar el recurso extra oíd i na rio interpuesto a fs. 71 
lo autorizan. La impugnación del decreto provincial 
11. líll* 5(1 ha* tardía pues no se hizo hasta la oportu- 
nidad di. deducir el recurso; a lo cual se agrega que 
existía acatamiento de esa norma legal por parte de la 
recurrente que extendió nota de crédito a los compra- 
dores ¡Mir el exceso de precio, sobre la base de los que 
se fijaron en el decreto en cuestión. Xo hay violación 
del dereelio de defensa pues no se desconoce que la 
sentencia apHada se baya hecho cargo de las que oportu- 
namente se alegaron, quedando con ello reparada la 
omisión que se imputa al decreto de fs. 45, ni se pre- 
tende que se obstara la producción de alguna prueba 
necesaria. Es notorio que no hay violación del nrt. 6* 
de la ley líí.SÍJO porque su texto es claro en cuanto pono 
como límite de la multa el de la ganancia ilícitamente 
obtenido sólo cuando hi multa exceda de $ 100.000 por- 
que Ja ganancia ilícita baya superado ese importe. Ni 
violación del principio de igualdad, habida cuenta del 
criterio que inspira a este régimen de sanciones y que 
esta Corte destacó precisamente en la sentencia que el 
recurrente alega para fundar este agravio. Ku cuanto 
a si medió o no publicación y conocimiento del de- 
creto provincial de precios por parte de la recurren- 
te es cuestión de hecho y prueba insusceptible del re- 
curso extraordinario. Y, por fin, lo alegado respecto a 
la interpretación de dicho decreto en el sentido de que 
corresponde el precio tope desde la fecha en que se lo 
dictó, pero no se debe sancionar a quien venda por 
sobre dicho precio sino cuando lo haya hecho después 
de su publicación, está contestado en el párrafo anterior 
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pues la sanción que contiene la sentencia recurrida se 
funda en que la recurrente vendió vino a un precio su 
perior al máximo después de hecho público el decreto. 

Por tanto y habiendo dictaminado el Sr. Procu- 
rador General, se declara improcedente el recurso extra 
ordinario concedido a fs. 75 

Rodolfo O. Yalknzl-ela — To- 
más D. Casabes — Atilio 

PeSSAÍíNO — Lüls R. LOKfJHI. 



AMADOR HARB v. S. A. ANGEL ESTRADA Y CIA. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Retptisiios propio*. Cuestione* m 
fedérale?. Exclusión de las cuestionen de torcho. Marca* u patentes. 

No procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que el -Hilara procedente la oposición al registro de la mar- 
ca "Estrella de América", para la clase 18. por parte 
del titular de las marcas "América". "Capitán de Amé- 
rica", "Hombres de América" e "Interameríeana", en 
igual clase, fundada en razones de hecho relativas a la 
posible confusión entre dicha» marcas 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* formales. Introducción 
de la cuestión federal. Oportunidad. Plantea miento en el escrito de 
interposición del recurso extraordinario. 

No sustenta el recurso extraordinario la cuestión refe- 
rente a que la pa 1 bra "América" no puede ser regis- 
trada como marca sin desconocimiento de la función so- 
cial de la propiedau, si por su naturaleza pudo plantearse 
desde la interposición de la demanda y lo fué por primera 
vez en el escrito en que se dedujo el recurso extraordi- 
nario. 
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JOSE MOSTEIRO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Re : nHto» propio*. Cuestione» no 
fedérale*. Exclusión de la» CÜ&sÜoñe* de hecho. Vario». 

No proeeit" el recurso extraordinario fundado en que se 
habría aplicado la ley 12.830 extendiendo por analogía 
sus incriminaciones, si en el caso sólo se trata de una 
apreciación del alcance y gravedad de hechos cuya r a- 
lidad no desconoce el recurrente, ajena por su naturaleza 
a! juicio de la Corte Suprema en instancia extraordi- 
naria (■). 



C SAENZ PAZ Y CIA. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Raqui/tito» propina. CtanHñn fe- 
deral Cuestión** fedetales timpUs. Interpretüción de otra» normas y 

acto* fedérale*. 

Procede el recurso extraordinario centra la sentencia que 
se aparta de la jurisprudencia obligatoria de la Corte 
Knprema s-gún la cual no es dado a los tribunales de 
apelación en el fuero civil exceder la jurisdicción que les 
acuerdan Ion recursos deducidos para ante ellos. El prin- 
cipio es aplican) \ ten igual carácter, a los tribunales 
- comerciales de la Nación. 

COXS1 ¡TVCIOX XACÍOXAL: Derechos t f garantía*. Defensa en 
juicio* Procedimiento y xr» teñe ta. 

Ks violatoria de las garantías de la defensa en juicio y 
ilc la propiedad, la sentencia que revoca en todas sns 
partes un pronunciamiento de primera instancia que sólo 
había sido upe lado respecto del monto de la condena y 
la aplicación de costas, quedando firme en cuanto al 
recnuoeinmnto del derecho de la parte recurrente. 



<1) 21 ü> abril. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Ni el recurso extraordinario corriente a fs. 84 de 
los autos principales, ni esta queja deducida por su 
denegatoria, han sido fundados conforme lo exige el 
urt. 15 de la ley 48, 

Siendo ello suficiente para determinar la impro- 
cedeucia de ambos recursos, considero que correspon- 
dería desestimar esta presentación directa. Buenos Al- 
ies, 30 de marzo de 1955. — Carlos G. Delfino. 

■ 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de abril de 1955. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
Edificio Santa Fe S. R. L. en la causa C. Sáenz Paz & 
Cía. s/ liquidación sin quiebra*', para decidir sobre su 
procedencia. 

Y considerando : 

(¿no esta Corte ha resuelto, con fundamento en las 
garantías de la propiedad y de la defensa en juicio, 
que no es dado a los tribunales de apelación en el fuero 
civil, exceder la jurisdicción que les acuerdan los re- 
cursos deducidos para ante ellos — confr. causa; Letra 
II, n» 27, Libro XII' fallada en 6 de diciembre de 1954 
y Letra P, tí* 64, Libro XII', sentenciada en 30 de 
setiembre del mismo año — . 

Que esa jurisprudencia es aplicable a igual título 
a los tribunales comerciales de la Nnción y reviste ca- 
rácter obligatorio, en los términos del ari 95 de la 
Constitución Nacional. 
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Que, en consecuencia, el recurso extraordinario 
deducido a fs. 84 de los autos principales lia debido 
eimeederse. 

En su mérito y habiendo dictaminado el Sr. Pro- 
curador General, se declara procedente el recurso ex- 
traordinario denegado a fs. 8G. 

Y conniderando cu cuanto al fondo del asunto por 
no ser necesaria más substanciación. 

Que la sentencia de primera instancia de fs. 72. 
dictada de conformidad con el dictamen fiscal de fs. 
71 vta. t se apeló solamente — fs. 73 — respecto al monto 
de ja condena y sobre la aplicación de costas. Quedó 
pues firme, en cuanto al reconocimiento del derecho de 
la actora, a la que se discutió sólo la cuantía de su cré- 
dito y la reposición de costas — confr. memorial de fs. 
7(i— ; 

Que ello no obstante, la Cámara apelada, por re- 
solución de fs. 82 revoca en su totalidad el pronuncia- 
miento de fs. 72. 

Que con arreglo a la doctrina de los precedentes re- 
cordados más arriba, la decisión en recurso desconoce 
un derecho adquirido y debe ser dejada sin efecto. 

Por ello se deja sin efecto la sentencia recurrida 
de fs. 82. Y vuelvan los autos al tribunal de la causa, a 
fin de que la Sala que sigue en orden de turno dicte 
nuevo pronunciamiento en los términos del art. 16, 
V paite, de la ley 48. 

Rodolfo (J. Valenzuela — To- 
más D. Casares — Atilio 
Pessagno — Lris R. Lokghí. 
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LUIS HENRIQUEZ v. JUAN TORROBLLA PARETA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: ReqiwiUm propio». Cuentiones *» 
¡fíltrale*. Sentencian arbitraria*. 

No procede el recurso extraordinario fundado en la arbi- 
trariedad que se imputa, sin demostrarla, a la senteneia 
que se basa en la apreciación del alcance del eontrato que 
medió entre las partes 



NACION ARGENTINA v. S, R. L. "LA SALADA" INMOB. 

DE URBANIZACION 

EXPROPIACION: Indemnitación. Determinación del valor real 

Corresponde modificar el precio unitario fijado en la 
sentencia apelada y ajusfarlo al que la Cort? Suprema 
determinara para otro inmueble situado en la misma zona, 
aunque la influencia de la autopista a Ezeiza no gravite en 
forma tan directa, sí la ti?rra expropiada da frente al 
camino de cintura, lo que le agrega un valor independien- 
te del que aportó aquella obra; conclusión que corrobora 
el heclio de que el Tribunal de Tasaciones de Ta ley 
13.264 atribuyó a esa tierra precisamente el valor fijado 
por la Corte Suprema para la fracción vecina ( a ). 

EXPROPIACION: Indemnización. Otros daño*. 

Si ninguno de los apelantes ha dado razones que justifi- 
quen nna modificación del valor asignado a las mejoras 
por la sentencia recurrida, corresponde confirmarla en 
lo que a ese respecto decide. 



fi) 21 do nhril, Ftillo»; 22R, 612 y 714. 
(») 2,1 de «bril. F«llo»: 224, 863. 
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NACION ARGENTINA v. ANTONIO LOPEZ 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del valor real. 

Establecido por la Corte Suprema un valor unitario de 
$ 0,70 para una fracción ubicada a 800 ni. del camino 
pavimentado a La Calera — Prov. de Córdoba — es equi- 
tativo fijar en $ 1,20 el metro el precio de un terreno si- 
tuado a 150 m. de esa vía de comunicación, de la cual 
dependen primordialmente esas tierras, aunque en este 
ultimo caso la desposesión haya ocurrido con anterio- 
ridad. 

EXI'ROI'I AVIOS: Indemnización. Otro* daños. 

Corresponde confirmar la sentencia que tstablece como 
valor del edificio y de las mejoras el fijado por el Tri- 
bunal de Tasaciones de la ley 13.264 con la conformidad 
del representante del dueño. 



Sentencia del Juez Nacional 

Córdoba, 5 de diciembre de 1952. 

Y vistos: Los autos caratulados "Superior Gobierno de la 
Noción c./ Antonio López - expropiación", expte. n» 10, letra 
"S". año 1949, de los que resulta: 

Que a f s. 15 se presenta el Auditor del Consejo de Gue- 
rra para Tropa de Córdoba, Dr. Alfredo Abarca, en represen- 
tación del Gobierno de la Nación demandando la expropiación 
de una fracción de tierra que figura demarcada en rojo en el 
plano que adjunta n» 1406-D de la Dirección General de Inge- 
nieros del Ministerio de Ejército, ubicada en el pueblo "La 
Toma", departamento Capital de esta Provincia con superfi- 
cie total aproximada de 31.136,96 m. a y que se presume es de 
propiedad del Sr. Antonio López domiciliado en "El Trope- 
zón", km. 7 del camino a La Galera (Córdoba). 

Que la expropiación se funda en causa de utilidad pública 
v de conformidad a la facultad conferida por los arts. 1* y 3» 
¡le la lev n* 12.737, el P.E.N. por decreto n* 41.923 de fecha 
31 de diciembre de 1947, ha resuelto expropiar entre otra» la 
fracción descrita con destino a la nueva Guarnición Militar 
de Córdoba, acompañándose a tal fin loa recaudos pertinentes 
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que la justifican, ofreciendo el actor como precio total inclui- 
da toda indemnización, la suma de $ 5.118,75 m/n., qu? con- 
signa en autos y pide la inmediata posesión del inmueble. 

Que declarada la competencia del Juzgado se ordena dar 
la inmediata posesión del inmueble, diligencia que se cumplió 
el 11 de agosto de 1949 (fs. 19/20). 

Citado de comparendo el demandado, se presenta por me- 
dio de su apoderado el Dr. Benjamín Cornejo, acompañando 
el título que acredita su dominio y manifiesta su disconformi- 
dad con el precio ofrecido. 

Designada la audiencia que prescribe el art. 14 de la ley 
no 13.264, ésta tiene lugar como consta en el acta de fs. 38 a 
43 y en la que el representante de la actora, ratifica su demanda 
de expropiación en la forma ya expresada. El demandado, por 
intermedio de su mandatario, se ratifica por su parte de los 
términos de su escrito de fs. 31/32, es decir que acepta la ex- 
propiación por estar fundada en ley, haciendo presente que la 
superficie del terreno según título es de 32.212 m. a y que dis- 
crepa con el precio ofrr-cido, reclamando en concepto de in- 
demnización la suma total de $ 185.666 m/n., cantidad que 
hace resultar al estimar a razón de $ 5.00 el m* y $ 14.000 
por las mejoras existentes en el terreno, a lo que debe agre- 
garse los intereses y las costas del juicio, 

Y considerando : 

Que según se desprende de lo relacionado precedente- 
mente y atento loa términos en que ha quedado trabada la 
litis, debe establecerá? cuál es el justo precio que la actora ha 
de satisfacer por el inmueble expropiado, con aua mejoras, 
ya que la demandada en la audiencia de fs. 38 ha manifestado 
conformidad con la acción deducida en contra de su mandante 
por estar fundada en ley, impugnando el precio ofrecido por 
el desapropio forzoso, p?ro, sin reclamar suma alguna en con- 
cepto de indemnización por daños como consecuencia de la 
expropiación. 

Para determinar el valor objetivo del bien o sea esta- 
blecer el justo precio con el que debe indemnizar*? al de- 
mandado por el desapropio forzoso, debe tomarse como ele- 
mento de juicio las actuaciones y dictamen del Tribunal de 
Tasaciones (art, 14 de la ley n 9 13.264) y todas las demás prue- 
bas aportadas a los autos a ese objeto. Esto, en un todo de 
acuerdo a lo que resolvió el suscripto en auto que corre a 
fs. 44 de estos obrados, al decidir la incidencia que se planteara 
y a que se ha hecho referencia en la relación de causa, la que 
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fué consentida por las partas y donde quedó establecido que el 
dictamen del Tribunal de Tasaciones, tan solo trne el alcance 
de una pericia. f¡ue si bien elimina y snstít /é el informe de 
los peritos de las partas, que establecía la ley n» 180, no priva 
de producir otras probanzas, admitidas por las leyes procesa- 
les» que tiendan así a asegurar la defensa de mis dereelios. 

T 'lidíente a fundamentar el precio ofrecido y peticionado, 
actor y demandado han arrimado a los autos, prueba consis- 
tente en: Documental, título de propiedad donde consta el 
precio de adquisición del inmueble: Informativa, d° la Direc- 
ción General de lientas sobre la valuación fiscal, del Juzgado 
Nacional n» 1 de esta Ciudad, sobre conformidades prestadas 
por los demandados con les precios ofrecidos en los .inicios se- 
guidos por el Oobicrno de la Nación e./ Lu : s nemes y e./ 
Sociedad A.P.I.S. y Pericial, del dictamen prescrinto por el 
prt. 14 fie la ley de expropiaciones; Documental: plano de la 
zona y fotocopias : plano de los lotes subastados por el marti- 
liero D. Tristin Paz Casas; Testiinnn : al. de les Sres. Andrés 
Parodio Montero, Samuel filena. Trst'm Paz Casas. Rodolfo 
Brea. Arturo Cascardo y Adolfo Pascnchelli: Insneeeión ocu- 
lar del Tribunal constituido en el lugar de ubicación del in- 
mueble. A las enunciadas, deben agregarse las m i d¡das para 
mejor proveer dictadas por el Tribunal, a saber: tener ore- 
s nte rara esta oportunidad, las sugeridas por la demandada 
en l"s va referidos autos contra Horacio Ahumaba y fueran 
diligenciadas, consistente en Plano de] Eiidn Urbano, de la 
Dirección de Catastro Municipal; lista de precios mancados 
pagar ñor el Juzgado Nacional n" 1 en juicios de expropiación 
de la misma zona. 

En el estudio del sub «samen, advierte el sentene'ante. se 
trata el coan ib autos, de una cansa K¡mi'ar a la ya referid*, en 
la cual se realizó un detenido análisis de Jas probanzas allega- 
das, ñor lo qne estima son de aplicación los mismos fundamentos 
argüidos en aquélla, pues formular otras motivaciones, os 
muee-sario, toda vez que se trata de un inmueble de idén- 
ticas características en general, a lo que dfbe a sr redarse la pro- 
ducción de igual prueba, como así también las consideracio- 
nes formuladas al hacer mérito de filas, ya que el letrado apo- 
derado del demandado en el presente juicio, es el mismo que 
intervino en la referida causa. Estimo por ello, en consecuen- 
cia, oue huelgan hacer otras motivaciones y en homenaje a 
Ja brevedad me remito en un todo y doy por reproducidas las 
consideraciones que fundamentan la sentencia de fecha 7 de no- 
viembre ppdo., dictada por el suscripto en los ya mencionados 
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autos "Superior Gobierno de la Nación ... Horacio Ahu- 
mada - exprop.at.i6n" <exp. n* II. letra g, año mi) 

***** . i'™ 1 "'^ 1 ™ "** precedentes, así como la mejor ubi- 
cación de] inmu ble materia de estudio. que se encuentra «m 
respeto a! anterior mis próximo al eamino pavimentado a 
La alera y al Canal Hm*t TOr me ¡nduee a establee** como 
precio equitativo de la tierra libre de mejoras el de $ 4 70 m/n 
por m.- „ sea la suma de $ 146.343,71 m/n. para todo el ¡n- 
muoble e,m superficie de 31.136 t fl(j m-. 

En lo que atañe a las mejoras estimo qu* debe estarse a la 
avalnaemii de * tArM m/n., practicada por el Tribunal de Ta 
saeiones, por ajustante ésta, más al valor real de Jas mismas 

dado W T f °P imlatl <' t; » 'Helia estimación el deman- 
■ do- por intermedio de su re pr, sentante ante dicho organis- 
mo (ver acta de fs, 29). v—** 

En cuanto a loa intereses reclamados eorresponde su irn- 
os e.on y deben computarse desde la fecha de la d sposes 6 i 

SSSMtS h , aírS í fwrtlV0 el paíro y ***** el *W» ™tw la 
suma eensignada y la que se manda a papar, v al tipo de los 
qu> cobra el Banco de la Nación Argentina 

tetJS SMlll ** f tisf ^ h «s P«r la expropiante con- 

forme a lo dispuesto por el art. 28 de la lev 13.264 en virtud 

g?JK g Slima I™* 1 » papar excede del 50 '/í entre 

la otreeida y la reclamada. 

nroJ^!°í r" '/^' : Paciendo lugar a la demanda de ex- 

f i L „ J ^ri ^!^*'*'." 1 «»»«iwncia, émtmé trans- 
ferida a favor del Estado Nacional Argentino el dominio de la 
propiedad del demandado ubieada en el pueblo "La Toma'* 

! e^nírn^"^ 1 ^ 111 d V eStaPrüV¡n(ia ™ 11 total 
(le ¿J.136,96 m. J , cuyas dimensiones, límites v demás esnecifi- 

eaeiones se detallan en el plano ir* 1604-1)- de la Dirección Ge- 
neral de Ingenieros del Ministerio de Ejército que corre a fs •> 
(demarcado en rojo) y títulos de fs. 29/30. Fijar eomo precio 

* nimST/ t0tai d d «»P«P» *™»> la suma de 
Ln i * PW !" el ter r eno y s «* mejoras encontrándose 

consignada en autos la eantidad de * 5.118,75 m/n„ deposí- 
tese por el expropiante el saldo, dentro del término d? 10 días 

cobra el Banep de la Nación Argentina desde el día de la des- 
posesión y sobre el saldo indicado. Las costas a cargo del ac- 
tor. — Francisco de Virgilio h c 
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Sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones 

Córdoba, 20 de setiembre de 1954. 

Y vistos: Loa autos "Superior Gobierno de 'la Nación e./ 
Amonio López - expropiación " (exp. 21.007-8-1053). venidos 
ti conocimiento del Tribunal en virtud de loa recursos de ape- 
lación interpuestos por los apoderados de la demandada y del 
actor en contra de la sentencia del Sr, Juez Nacional de 1* Ins- 
tancia titular del .Juzgado n v 2 de esta Ciudad, que obra a 
fs. 131 y sigtes. 

Y considerando: 

Que para poder determinar el justo valor del inmueble 
que se expropia, hay que referirlo a anteriores decisiones ju- 
diciales de terrenos ubicados en la misma zona; 

Que esta Cámara en los autos "(Sobierno Nacional c./ Ho- 
racio Ahumada - expropiación", fijó el precio de $ 0,70 tn/n. 
el m, a , lo que determina a establecer el valor de ♦ 1,00 m/ ti. 
a la unitlad métrica del bien motivo del presente juicio, en 
razón de encontrarse en una situación mucho más ventajosa 
que el antecedente citado ya que está a sólo 150 mts.. apro- 
ximadamente, del camino pavimentado de Córdoba a La Ca- 
lera y sobre el camino público que une el expresado con el 
denominado "Pozo del Rincón". 

Que en cuanto a las mejoras, corresponda asignarles el 
precio establecido por el Tribunal de Tasaciones por repre- 
sentar el valor real de las mismas a la época ile la expropia- 
ción y no existir en autos pruebas que permitan fijar uno 
distinto. 

Que las costas deben ser abonadas en el orden cansado, 
de acuerdo con lo preceptuado por el art, 28 de la Ley 
]&2ti4. 

Que conforme a lo resuelto por esta Cámara en el juicio 
"Estado Nacional Argentino e../ Fermín Encamación Ra- 
mírez y otra s./ expropiación" (exp. 21.214- rM 953) y a la 
jurisprudencia allí citada, procede fijar un plazo para que 
el actor deposite el saldo de precio que resulte adeudar y sus 
interese». Pero el otorgado en primera instancia deb? ser 
ampliado por estimárselo angustioso, dado tu complicado del 
engranaje adm ilustrativo y los trámites, iiuduso contables, 
(pie ineludiblemente deben observarse (Gáffl. Nae. de Ap. de 
Córdoba: 2/X1I/1H53, "Gobierno Nacional Eloísa Ce- 
cheiro o Cabreiro de González Solía antes citados y utros}. 
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Por estas consideraciones; 
Se resuelve: 

Reformar la sentencia impugnada: 1*) En Jo que respecta 
al monto ele la indemnización, el que se fija en la suma de 
$ 38.786,96; 2*) En lo que se refiere a las costas las que serán 
abonadas en el orden causado; 3») . . . ; 4 9 ) En lo atinente al 
plazo fijado para que se efectúe el depósito del saldo adeu- 
dado, el que se amplía a 40 días. Confirmarla en lo demás, en 
cuanto ha sido materia de los recursos interpuestos. Las cosr 
tas de esta instancia, también por su orden. — Luis M. Allende. 
— José Zeballos Cristobo (en disidencis). — Gustavo A. de 

Disidencia del Sr. Juez Dr. D. José Zeballos Cristobo 
Y considerando: 

Que al expedirse en los autos "Superior Gobierno de la 
Nación c./ Horacio Ahumada - expropiación" (exp. 20.933-S- 

1952) , dijo en una parte de su voto: "Que en los autos: "Go- 
bierno Nacional c./ Eloísa Ceeheiro de González Solía o Elvira 
Cgbreíro de González Solía - expropiación" (exp. 21.284-G- 

1953) y "Gobierno Nacional e./ Adolfo Damonte (hoy Ernes- 
to Mario Constable) - expropiación" (exp. 21.056-G-1953) ya 
se ha expedido fijando su posición valorativa de la tierra en la 
zona en la cual se encuentra ubicado el inmueble de propiedad 
del Dr. Horacio Ahumada y sobre el que versa el presente 
juicio de expropiación. Destácase que la suma que en ellos opi- 
nó debe abonarse, llegra al tope solicitado por los expropiados, 
haciendo por su parte la salvedad de que el precio justo debía 
ser mayor". 

"Dijo en el primero de los casos citados. fecha 2 de di- 
ciembre nli 1953 : "Que como bien lo ha puntualizado el Sr. De- 
fensor Oficial en la audiencia de fs. 70/71. es un hecho noto- 
rio la valorización de la propiedad en esta ciudad de Córdoba, 
valor que entre otros factores, se justifican por los barrios 
residenciales que como una expresión real de la época de pros- 
peridad económica que se vive, surgen en los distintos sectores 
de la Capital de la Provincia". 

"El justo valor del bien se justiprecia entonces dentro de 
un sentido equitativo y no pueden ser los criterios comunes 
los que deben regir con ese objeto, pues como muy bien lo 
ha dicho el Sr. Defensor Oficial Dr. Frías, el justo valor del 
bien debe ser el propio del mismo contemplado en todos sus 
aspectos y posibilidades económicas". 
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"Que en la zona en que está ubicado e! bien expropiado 
y en particular en Jo relativo a su situación, estimo que el 
precio justo del ni.- de terreno debe ser el de $ 3.00 m/n.". 

Que conforme al precio tope máximo fijado en la expre- 
sada expropiación al Dr. Horacio Ahumada y siendo la tie- 
rra ahora estimada, de ubicación similar con la que fuera 
de propiedad del nombrado, mantiene el precio único del m. 2 , 
libre de mejoras, en la suma de $ 3.00 m/n. En consecuen- 
cia, versando este juicio sobre una superficie de 31.136.96 m. 2 , 
eor responde mandar a pagar, por el suelo $ 93.410.88 m/n. t a 
cuya suma habrá que soregar la de $ 7.650 m/n. por las me- 
joras, en virtud de considerar justa su valuación ef"ctuada 
por el Tribunal de Tasaciones y no haber en autos anteceden- 
tes que permitan apartarse de la misma. 

Que los intereses, por formar parte de la indemnización, 
deben *er liquidados sobre la diferencia entre la suma con- 
signada y la que por sentencia se manda a pairar, desde la 
fecha de la toma de posesión hasta la del pago, tül plazo para 
que el expropiante consigne la diferencia de precio debe am- 
pliarse a 60 días, teniendo en cuenta las complicadas tramita- 
ciones administrativas que deben cumplirse. 

Por lo expuesto; 
Se resuelve: 

Reformar la sentencia en recurso en cuanto al ttmnto 
a indemnizar que se fija en ♦ 101.060,88 y en cuanto al plazo 
de pago el que será de 60 días, confirmándosela en lo demás. 
Con costas en la instancia. — José Zebatlo* Cristobo. 

Dictamen dbl Procurador General 

Su pie mu Corte: 

El recareo ordinario de apelación concedido a fs. 
100 vta. es procedente de acuerdo con lo que prescribe 
el art. 24, inc. 7», ap. a), de la ley 13.998. 

En cuanto al fondo del asunto el Pisco Nacional ac- 
túa por intermedio de apoderado especial, el que ya 
lia asumido ante V. E. la intervención que le correspon- 
de (fs. 163 y 184). Buenos Aires, 2 de febrero de 1955. 
— Cortos O. Del fino. 
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FALLO !>E LA COKTE SITHEMA 

Buenos Aires, 25 de abril de 1955. 

Vistos los autos: ''Superior Gobierno de la Nación 
e/ Antonio López s/ expropiación", en tas. que a fs. 
160 vta, se ba concedido el recurso ordinario de ape- 
lación. 

Considerando: 

i 

Que habida cuenta de la mejor ubicación de esta tie- 
rra u unos 150 m. del camino pavimentado a La Calera, 
con respecto a la que fué materia de juicio en la expro- 
piación sejruida por el actor a D. Horacio Ahumada 
— situada a 800 m. de esa ruta — y que esta Corte re- 
solvió con fecha 11 de noviembre de 1954, fijando un 
valor unitario de $ 0,70 el metro, júzgase equitativo 
fijar en $ 1,20 el precio de la unidad métrica, pues 
siendo el camino aludido la vía de comunicación de 
que estas tierras dependen primordial mente como se 
observa en la sentencia de la Cámara, circunstancia 
que decidió a dicho tribunal a apartarse del precio fi- 
jado en aquel caso, la mayor proximidad que se acaba 
de hacer notar tiene una especial importancia que jus- 
tifica el valor que se acaba de indicar aunque en éste la 
desposesión haya tenido lugar con anterioridad (agos- 
to de 1949). 

Que en cuanto al precio de lo edificado y demás 
mejoras el representante de la demandada ante el Tri- 
bunal de Tasaciones manifestó su conformidad con ese 
avalúo. 

Que lo decidido sobre las costas es conforme a lo 
dispuesto por el art. 28 de la ley 13.264 no obstante el 
aumento que este fallo dispone, y en cuanto a los hono- 
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¡arios reculados no alcanza su monto al límite que au- 
toriza la intervención de este Tribunal, según el art. 
'24 de la ley 13,998 en su inc, 7% ap. a), Las costas de 
esta instancia a cargo del apelante en razón del resul- 
tado del recurso. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
Ueneral, se reforma la sentencia de fs. 155 en cuanto 
al precio de la tierra que se fija en un peso con veinte 
centavos moneda nacional el metro cuadrado y se la 
confirma en lo demás que decide y ha podido ser objeto 
del recurso. Con costas al expropiante en razón del re- 
sultado de las apelaciones. 

Rodolfo Ü. Valen-zuela — To- 
más D, Casares — Atilio 
Pbssagko — Luis R. Lonohl 



XOHBEHTO ROSARIO IMCCIN'INl 

MIXISTEHIO DE MENORES. 

Mientras no se dicte la ley que organice el Ministerio 
Público, son aplicables a los funcionarios y empleados que 
lo integran las disposiciones peñérales del actual Reela- 
niento para la Justicia Nacional y las atinentes a ellos del 
anterior Reglamento. 

SERVICIO MILITAR. 

Conforme a lo dispuesto por el Reglamento para la Jus- 
ticia Nacional, en las causas sobre excepciones al servicio 
militar, siempre que el interesado fuese incapaz, deberá 
darse intervención al defensor oficial, como una garantía 
de la defensa en juicio de los menores. Ello es de impe- 
rioso cumplimiento desde la sanción de la actual Consti- 
tución Nacional, que determina como objeto de preferente 
atención por el Estado la protección de la familia y de 
los menores e incapaces, así como del Secundo Plan Quin- 
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quenal, que puntualiza en varios de sus capítulos sus ob- 
jetivos en ese aspecto. Corresponde así dejar sin efecto, 
por la vía del recurso extraordinario, la sentencia qir re- 
chaza un pedido de excepción al servicio militar formu- 
lado por un incapaz, si en la primera instancia no se dió 
participación al defensor oficial y en la segunda no fue- 
ron consideradas las medidas que dicho funcionario soli- 
citara para subsanar la indefensión del menor. 

FALLO DE LA COKTE ¡áUPKiSMA / 
Buenos Aires, 25 de abril de 1955, 

Vistos los autos: *'Piceinini t Norberto Rosario s/ 
excepción del servicio militar % en los que a fs. 19 vta. 
se ha concedido el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que según el art. 162 del actual Reglamento para 
la Justicia Nacional, mientras no se dicte la ley que 
organice el Ministerio Público serán aplicables a los 
funcionarios y empleados que lo integran las disposi- 
ciones generaics de aquél y las atinentes a ellos del an- 
terior Reglamento. 

Que este último dispone en su art. 41, como una 
garantía de la defensa en juicio de los menores, que en 
las causas sobre excepciones ni servicio militar se dará 
intervención al defensor oficial siempre que el interesa- 
do fuese incapaz. 

Que el estricto cumplimiento de esa norma es más 
imperioso aun desde la sanción de la actual Constitu- 
ción Nacional, que expresamente determina como ob- 
jeto de preferente atención por el Estado la protección 
de la familia y de los menores e incapaces (art. 37) así 
como el Plan Quinquenal vigente que, en varios de sus 
capítulos, puntualiza los objetivos que deberán alcan- 
zarse cu ese aspecto. 
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Que en este juicio» no obstante ser el interesado 
menor de edad (fs. 2) en la resolución por la que se dio 
trámite a su solicitud se omitió dar intervención alguna 
a] Sr. Defensor Oficial, a pesar de disponerse especial- 
mente la del Ministerio Fiscal (fs. 7 vía.). Así fué dic- 
tada la sentencia de 1* instancia sin que se diera parti- 
cipación al Sr. Defensor Oficial liasta que se la dispuso 
por auto de fs. 14 vta. en la Cámara de Apelaciones, 
sin que en ella se procediera a subsanar la indefensión 
del menor, ya que las medidas solicitadas con ese objeto 
por el Sr. Defensor en su informe in voce no fueron 
tomadas en consideración por el tribunal en su pronun- 
cíamiento de fs. 17, no obstante el dictamen del Fiscal 
de Cámara favorable a la excepción (fs. Ib'). 

Si no mediara la posibilidad de reparar el agravio 
a las normas constitucionales por medio del recurso 
extraordinario oportunamente interpuesto y concedido 
para ante esta Corte Suprema habrían quedado sin el 
de h i do amparo los derechos del menor y la situación de 
su familia. 

Por ello se resuelve dejar sin efecto la sentencia 
«le fs. V2 y las actuaciones posteriores a ella y devolver 
el expediente pura que la causa sea tramitada con arre- 
ído a derecho. 

Rodolfo G. Valexzvrla — To- 
más D. Casares — Atilio 
Pkssagxo — Luis R. Longhi. 
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EMILIO Z. CASTELLTORT 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competem ia penal. Luya, 
del delito. 

El lugar donde se ha consumado el delito determina la 
competencia territorial de los tribunales ('). 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia nacional. Cau- 
sas penales, Pot el lugar. 

So corresponde a la justicia nacional de una provincia 
sino a la ds ésta conocer de la usurpación denunciada que, 
en caso de haber existido, no podría haberse consumado 
«i no en el lugar donde se encuentra el inmueble objtto 
del supuesto despojo, sobre el cual no ejerce jurisdicción 
el Gobierno de la Nación, 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal Delito» 
en particular. Defraudación. 

Corresponde a la justicia local y no a la nacional, cono- 
cer de la supuesta defraudación que se pretende cometida 
mediant? presentaciones ante un juzgado provincial y una 
cámara paritaria nacional, tendientes a impedir el cum- 
plimiento de un desalojo en trámite ante el primero, 
pues en caso de constituir delito las maniohras denun- 
ciadas, ellas se habrían consumado en el juzgado pro- 
vincia), 



ARTURO LUIS WAGNER 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. 
Generalidades. 

Habiéndose planteado la contienda de competencia entre 
la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal de la Ca- 
pital Federal y un juez de instrucción provincial, corres- 
ponde que la deeisión de este último sea puesta en cono- 
cimiento de aquel tribunal a fin de que resuelva ei insiste 
en mantener su declaración de incompetencia. No basta 



fi) 25 de abril. Fallos: 214, 72; 221, 105 ¡ 226, 14. 
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ue lo haga, el juez nacional de primera instancia, cuya 
ecigión fuera anteriormente confirmada por la mencio- 
nada cámara (')• 



CANDIDA DE GREGORIO Vda. de CIPRIANO 

Y OTROS 

RECURSO DE QUEJA. 

Si con el recurso cíe hecho se han acompañado los recau- 
dos usuales y resulta además cuestio- ta la prese inden- 
eia de precedentes de la Corte Suprema en muí cria propia 
tic att jurisprudencia obligatoria referente a la inconsti- 
tucional ¡dad de un gravamen, el defecto de fundamento 
de la queja no basta para su rechazo. 

Dictamen del Punen* ador General 

Suprema Corto: 

V. Ei tiene resuelto que si bien la a^re^ación de 
los recaudos usuales puede autorizar la simplificación 
tle! escrito de queja, no autoriza la sustancial omisión 
del fundamento de la misma (Fallos: 215, 36 y 377; 217, 
¿76; 223, 504). 

Kn consecuencia, careciendo la presentación de fs. 
14 de toda referencia a los hechos de la causa y a las 
cuestiones federales que se quiere someter a decisión 
de V. K,, opino que corresponde el rechazo de este re- 
dimí de hecho. Buenos Aires, 11 de abril de 1955. — 
Carlos GL Del fino. 



(i> 25 He ¡ihril. FflUw; 215. 223; 217, 717; 22.1, 646; 226, 501; 
2Ü9, 7ñX 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de abril de 1955. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido en 
la causa Cipriano Candida De Gregorio Vda. de y otros 
a/ demanda de inconstitucionalidad", para decidir so- 
bre su procedencia. 

Y considerando: 

Que como con el recurso de hecho se acompañaron 
los recaudos usuales y se luí cuestionado además la 
preseindencia de precedentes de esta Corte en materia 
propia de su jurisprudencia obligatoria, el defecto de 
fundamento de la queja no basta para su rechazo — Doct. 
Fallos : 227, 100 y otros—. 

Que existe, por otra parte, en los autos principales 
cuestión federal bastante para sustentar la apelación. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, se declara procedente el recurso extraordina- 
rio denegado a fs. 154 del principal. En consecuencia: 
Autos y a la Oficina a los efectos del art. 8 de la ley 
4055. Señálanse los martes y viernes o el siguiente día 
hábil, si alguno de ellos no lo fuere, para notificaciones 
en Secretaría. 

Rodolfo G. Valenzuela — To- 
mas D, Casares — Atilio 
Pessagno — Luis R. Longhi. 
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ÜAN'l'ii HMM>TKCAI¡lo NACIONAL 
v. IMÍOVINCIA t>K SANTA FK 

ttl-.t l Hso EXTRAfiRpi XARiO: &*¡tiMu*s /tm f ,i,^, ÍM<«¡<\h iü- 

¡•'t>i. S< nt' ii' -ntt ¡"U l iiuifiiiii' tittf H't fttft fnhx, ii f'rth'rulrs ruusritti- 
<to*. Fumín»)* litíts itr Urvhn, 

Ks ¡mpr h'Ui*" r! rn*urs<i i-xt i'fn pt*t 1 ¡ ri¡i r¡<i fundado en 

U\ riilisiÚn ipil' se i 11 Vi ira i'llln' rl privilegio esperia! del 
acreedor hipotecario -- ¡irt. 'IHlS t \^\ r/idi^n civil V "1 
L'i'in»ral del crédito fiscal - ¡iris. 12 y 14 de la ley !*."»! 13 
y 14 de la ley 225(1 i|i> ta Provincia de Santa Fe — . m la 
sentencia apelada tít* m* fundamentos de hecho y derecho 
local liastaril i's para sustentarla. desde i|iii' establece <pie 
por trillarse de itti í i*im ii«*1i|<> único y ser suficiente para 
cubrir amias; cn'dit<>> A producido del rcmat ■ de sus trt>s 
lotes, m - deriva cuestión de precedencia entra el pa«ro 
i\tt ai|N"4lf»s. de la circunstancia < L* ser insuficiente e] 
[iI'imIui'ÍiIk de la suhasfa de ih>s de dichos Inlcs ('>. 



CRUJE LASCANO v. ANTONIO DKKDEBI&N 

ffihntlt-*. SrHtf'm-iit» 'trfiitritriti». 

Corresponde desestimar la tacha de arbitrar ¡Pilad funda- 
ila en • 1 1 a i* la s-utcucin recurrida invoca pruebas inexis- 
tentes y prescinde de otra* prnducidas ni el juicio, ni la* 
circunstancias pinitualiziidas por i'l apelante revelan qüc 
sitio lia existido mera apreciación de aquéllas 

HKmtSO EXTRAOfílHXARfO: H*qH'mtm /jw/«W. Rrl.irhln <l¡- 

tH'tú, Si 'ih Hi-itii tuu 1'ttutÍamrulos un ft rft rah s. '> frtirrtih* ,,¡ustut¡- 
tí"». Fnmímitrnto* tic hwhn. 

Nn procede el recurso pxtrnortlinario fundado cu la ¿u- 
fuh-sta violación del art 11:6 ■ 1 ■ - 1 Ketrlatncnto para l.i Jus- 
ticia Nacional por haher. sc-ún el apelante, pr'se ; udido 
ana de las salas la Cátnarii Nacional (le Apelaciones en 

1 1 } 23 ñv ahríl. 

fi 25 iii- níirít Ka líos: ^2ií. ¿¿¡i; 7W. 
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o t jv.l de fe Capital de lo establecido en un fallo iiie- 
nuno «cerca ti* la necesidad de ta previa eonsthueión en 
mora del rom (radar para la resolución del centrar» por 
mcumplnuieuto ; de la ublimrffc en el plazo ,s h> ,1 - 

pruH,neia sepur» la cual , lo s , presume ,! arrep-nti- 
m ■ .. s. el tribuna de la causa ha .Clarado en ,m,nln 
■i' primer punto tratarse de una cuestión sobre arrep-n- 

"u comprendida en el ,,1 2 

ÍLm X ("T ,a e3£,Ste,,Clfl dR ««I»"*»»™*» i4,/t.» del 



MARIA EÜBOSIA IÍODIÜÜUEJ5 

~=r ; ***** - 

hnal síiIo en enante, a ese aspecto, no procedo eo^idcrarla 
destituida de fundamento en razón Se bab-rse thZmw 
«do por el apelante el derecho a percibir tab>s .».««" 
nos por el beneficiario de la regulación ") *' 



SOCIEDAD DE BENEFICENCIA DE ROSARIO 
v. tiOBIERNO DE LA PROVINCIA DE SANTA FE 

WY HE SELLOS; Exencime*. 

La exención que para las asociaciones de beneficencia es- 
ablece el art. 103. inc. 3* de la ley de sellos (T O. en 
, ,™í- al ™n«* «w m tuactones judiciales. En eonse- 
« w-neia corresponde reponer el papel en el trámite del re- 
curso extraordinario dilucido por uua sociedad -le bene- 
ficencia provincial sm que obste a ello fu circunstancia 



O) K-iltoit: 22g, ]R3 v 33]. 
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de que ae manifieste que la ley local eximo del impuesto 
de referencia a las actuación*» seguidas ante la provincia 
por tales asociaciones (*). 

■ 

BANCO HIPOTECARIO NACIONAL v. JCAXA (¡ARIALDE 

Y M1QCEO 



EXPROPIACION: ludcmnhacwH. Determinación dtl valor real 

Corresponde confirmar la sentencia que fija el valor de la 
tierra expropiada tomando en cuenta el asignado para 
inmuebles vecinos o linderos de análogas características y 
que <marda relación equitativa con los precito establecidos 
por la Corte Suprema para una fracción colindante a la 
que se expropia y otras vecina» ( a ). 

[ 

VICTORINO BE RON Y OTROS y. S. Aj LOCIS 
DREYFUS Y CÍA. LTDA. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestión fe- 
deral ( Hfsiinnes federaba simplr*. Interpretación de otra» norma* it 
actn* fedérale*. 

No procede el recurso extraordinario fundado cu el desco- 
nocimiento de la jurisprudencia obligatoria de la Corte 
Suprema, si la sentencia apeada declara que el preceden- 
te invocado por • •cúrrente resulta inaplicable al eawn 
porque son distintas las circunstancias particulares y de 
liecbo, remitiéndose para ello a las constancias pronto- 
rías ilo la causa, irremisibles en instancia extraordinaria, 
Xn importa que se alegue arbitrariedad, que sólo consis- 
tiría en lo que el apelante entiende coma equivocada in- 
terpretación de normas de derecho común] 

íí 

JURISPRUDENCIA. 

La estricta observancia de la jurisprudencia obligatoria 
ile la Corp* Suprema requiere la identidad de situaciones. 


fO <lc nl.ríl. Fulla»: 202. ZW. 

(3) 2S de alirit. Fnllo»: EE3, 215 y 218. 
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Sentencia DEL #It'EZ DEL Tn AHAJO 

Rosario, 9 de febrero Je 1954. 

Y vistos: 8* presentan Victorino Berón v «tros iniciando 
juicio contra Luís Dreyfus y Cía. Ltda. 8. A. Expresan .pie 
trabajaron a las órdenew de la demandada, en calidad de esti- 
badores permanentes, ingresando en las fechas «pie indican a 
fs. 1* vta Que -n febrero de 1045 fueron dejarlos cesantes 
aduci-ndo la demandada que debido a ta expropiación de sus 
instalaciones por ei Superior Gobierno N'acional, debían re- 
elamar las indemnizaciones al Estado, Redaman por indemni- 
zaciones por antipüedad y falta th preaviso las sumas que pre- 
nsan a fs. 1Í1 vta., 20 y 2t y piden se condene a la demandada 
al pApo de la suma total de $ HO.USO m/n., sus intereses v 
costas. 

Responde la aceinnada que los actores son obreros chan- 
gar n\e$ t que no existió una relación permani nt > o estable de 
empleo, que en los trabajos portuarios al eabo de cada día 
o de eadu turno se pone fin a la relación contractual porque 
para ese trabajo o para ese lapso fué contratado el obrero y 
que sin estabi'idad no hay despido y sin despido no puede 
haber indcmi zaeión. Sustenta que no hit existido despido y 
que después de febrero de 1!Í4"> todos o la mayor parte de los 
actor s lian trabajado en las mismas condicione». Que en vir- 
tud del decreto 10.107/44 se vio impedida de sepuir traba- 
jando en el emhareadtro La Riopíatense en razón de haber el 
Estado prohibido m uso n las rntidadns privadas v qu* por 
ello jo restituyó a Moisseff y Cía. de quhn lo tenía en arren- 
damiento; que la Comisión Nacional de fi ranos v Elevadores 
*e im-autó de sus máquinas y útiles de trabajo qu» tenía 
en dicho embarcadero, por lo que aún admitiendo que hubie- 
sen sido despedidos, habría mediado una causa de fuerza ma- 
yor. Que por lo demás habiendo la Comisión Nacional de Ora- 
nos y Elevadores tomado a su carpo su actividad comercial 
en lo que se refiere a exportación, hubo una suerte de trans- 
ferencia forzada de nepoeio, srndo de aplicación lo dispuesto 
por el art. 157. ine. 4<\ de la ley 11.729, Nicpa la antipüedad 
y cálculos efectuados y pide el rechazo de la demanda con 
costas. 

Y considerando ¡ 

Que el tribunal ya ha analizado en diversas oportunida- 
des la situación de los trabajadores portuarios, arribundo a 
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la conclusión de que lo« mismos actúan en rol lición de depen- 
dencia v que tienen el carácter de p mullientes. Así en Ion 
autos "Vera y otros c/ Giambelli y t ía.", del 22/6/Í9S8 esta- 
bleció que "el hecho de que conforme a los eumenos, los 
planteles fijos de cada embarcadero fueran formados entre 
la entidad gremial y los empleadores, y ipie éstos soliciten a 
aquélla le suministre por turno rotativo los obreros del plan- 
tel necesarios para efectuar las tareas (pie rieb -n realizar, no 
quita a los actores^ el carácter de dependientes de la iiccionnriu, 
pues como ya se ha expresado, ésta ya tenía constituido su 
plantel que venía utilizando desde hace años y porque ade- 
más si el Sindicato tiene tales atribuciones, es porque la acrio- 
llada le ha del '¡jado las mismas y. en consecuencia, la situa- 
ción de les actores no puede variar por tal circunstancia". 

Kl carácter de trabajadores permanentes no le puede ser 
negado a los actores, ya que si bi n rio laboraban todos los días 
del meSj lo hicieron durante casi todos los meses y por cs- 
paeiu de muchos años. La pericia contable {fs, ilustra 
que los accionantes so encontraban vinculada en forma es* 
tabl\ permanente — si bien en tareas discontinuas — a las 
actividades de la empresa demandada. 

La Exorna. Cámara del Trabajo de esta ciudad, en I» 
causa "Arroyo P. y otro c/ C.A.D.R.R.E.H.A.". ha estable- 
cido que "el régimen del plantel, o elección de los obraros 
pur medio del Sindicato, no altera la sustaneialidari ile la 
relación laborar* y que "los obreros que trabajan en tumos 
rotativos v destinados por la entidad sindical, s - encuentran 
amparados por las leves 11.72!) y 12.01 — t'XV*— " ;.Jurisp.. 
t. 1, pág. 37:n, Y en los autos "IMlofirini X. o/ Manelli 
S.Il.L. ha dicho: "la calillad do empleo permanente no exigti 
imprescindiblemente que so trate de labores continuadas; hieda 
que configure una relación establo do dependencia, aunque 
discontinua, con posibilidades tópicas de perdurar cu el em- 
pleo" (.Jurisp., t. I, pág. 245). 

Con las declaraciones di' Aívarex (fs. 8(1). Martínez (fs. 
81) y Cnstagnino (fs, 92) y la pericia contable se ha acredi- 
tado que la accionada negó trabajo a los actores alocando como 
causa la expropiación de sus instalaciones, con lo que queda 
desvirtuada la d-fensa de que no existió despido. 

Tocante al hecho de que algunos actores han trabajado 
para la accionaria después de la fecha en que expresan haber 
sido despedidos, os de advertir qu- de acuerdo a lo informado 
por la pericia contable los actores Alvares, S. íi. Díaz. La- 
puento, PoMkon y liosales, no lo hicieron y en cuanto a los 
demás cabe señalar que lo hicieron accidentalmente en muy 
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prn'jLs jornadas y no revistiendo el carácter de obreros perma- 
nentes, estable* sino el de eh«nperines (veas- las declaraciones 
do .Martínez y Castnffnino), vale decir que si hien ultimes 
actores trabajaron posteriormente m- ]■> hirirrun i-nnin nliivm; 
estables en virtud tle un contrato tic trabajo, sino neeidcntal- 
mentó no vinculados por un contrato laboral, pi>r lo que debe 
concluirse que al producirse la expropiación, la achinada 
dejó i I+i dar traba|0 a los actores en las mismas enndich nets y 
bases riel contrato laboral que la vinculaba eou los mismos, 
concretándose así el despido, 

Kn punió o que los ;i<-1 res trabajaron para otras oni- 
presas, el Tribuna] lia resuelto reiteradamente que la exeln 
si vi dad no es requisito esencial de los contratos de trabajo. 
También ha resuello el Tribunal que la expropiación no es 
causal ile fuerza mayor que autorice el despido sin uhlijnicion 
ile indina it i zar, 1.a expropiación de las iiishdae'ono. mecí ideas 
de una emprima iled irada a la exportación, es mi lieelm pre- 
visible. Vai.kiíiano LaM'Vs refiriéndose a la fuerza mayor y a 
la expropiación, lia dicho que "la defensa de la vis nmfor 
ti í> puede jin_'iir en el case, de la expropiación, y» que ello 
implicaría ayuntar o identificar -dos nociones n c< m-eptos 
cnnqdHamcntc distintos en su KLie'dor, en sus eonserueneias 
y en mis fines. La fnerza mayor producida por acontecimientoa 
n m*r« s de la naturaleza o (leí ser li amano que comportan un 
daño, una lesión patrimonial. C0B la expropiación, institución 
dd ilereebo público reconocida por la Constitución Nacional 
pava id servicio y vmttrthnttt» fiel conglomerado colectivo y 
social"* (Quid di 1 la expropiación como caso d> fuerza imivor 
en ta lev 11.7211. Gaceta M Traba j». t. 2, p. 272). 

Kit el caso de una expropiación no existe cesión o cambio 
de firma en los términos del art. Ió7. ine. 4 V , de 1¡i ley 1 1 .72!*. 
l'or lo demás, la demandada no ha efftado ni liqn-dadn su 
nepoeio, ya que continuó desempeñando sus actividades de 
empr *sa exportadora (véase nbs. posie. I's, 70). 

Informando la Dirección Nacional de '¡ranos y Elevadores 
ífs, '¿'-2 22<¡) que los actores no prestan ni han prestado ser- 
vicio*-, ni fueron incorporados a la misma en virtud del de- 
creto 10.107/44. no es aplicable al easo cu cxaiii n !a juris- 
prudencia d Ja forte Suprema de la Nación establecida en 
los autos "I pueha M. y otros e/ Prov, de Hílenos Aires", 
('abe señalar resp-'i-to de Martínez, II, I, Díaz y A, López 
Fernández, que (leí cotejo de, los números de las libretas de 
enrolamiento que. señala Ja informativa de fs. 223 con los 
que ilustran las cartas poder de fs. ;í. 7 y M se constata que 
los indicados por la I). X. de íí ranos y Elevadores no son los 
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que- han iniciado la acción; lo mismo ocurre eon Oto* 
(véase resultado ié la medida para mejor pmyccr. ts, l.i4>. 

En consecuencia, simulo que la expropiación constituye 
un rrsjro de la empresa y no una situación ini preveo ble, y 
probadn que fué et despido, la recepción de las demandas por 
indemnizaciones se impone. 

Concluyendo, deberán volver tos antc< al perito contador, 
a fin ile (¡tu* determino las sumas que ,a cada uno de los 
aeeimuintes corresponde, ha indemnización por antigüedad 
se logrará sobre la base siguiente: se extraerá el promeaio 
m 'usual sumando todo lo percibido en los últimos ó años, la 
cantidad resultante se dividirá por (¡0 o por el número de 
mises en que duró la relación laboral cumulo es menrr de o 
«ños, deberán computarse incluso los meses en que se hubiese 
laborado un mínimo de joriMíias; la mitad d- 1 promedio asi 
obtenido multiplicará por el número de anos trabajad* >s 
debiendo computarse como un año la fracción mayor de 3 
me s Pura la indemnización por taita de prcaviso, se mul- 
tiplicará el último jornal percibido por *Jo días, a la -anu- 
dad que resulte se le sumará la emita parte de] so-Ido anual 
h tnplemontarin v el resultado se multiplicará por U ó 1_»'|U» 
fuer' la antigüedad mavor o menor de 5 aüos (ley U.tlJ. 
art. 1Ó7. inca. 2 1 ' y 3'). 

Por tanto, fallo : Haciendo lujrar a las acciones por cesan- 
tía y. en cotiseeUencm. condenando a la demandada para que 
en él termino de íí días de aprobada la pericia enniable que 
deb-rá efectuar el tnismo perito ya designado, abtme a HM 
aetnres Victorino Berón, y otros les sumas que s.» determi- 
narán y sus intereses. MI perito contador deberá tener en 
euenia "las bases dadas en los considerandos. Las costas se im- 
pondrán una vi-/ establecidas las respectivas sumas a pairar. 
— Jorf/t Qatiíukhexnch, 



SlXTESClA (1E t.A CÁMAltA 1>K Ai'EI.A. ÍOKES OKI. TltAItAJf) 

En la ciudad de Rosario a Ins :í días del mes de junio 
del non lir,4. se reuuicnm en acu rdn y en nudicnrm publica 
los Vocales Titulares de la t "limara de Apelaciones dej I ra- 

bajo, Ures. Mure Martínez de Síi u Vidente y Beuagti ta 

niiien se iul -jrni el Tribunal para resolver en los autos eura- 
tuladoa: ' Herón Victorino y otros e' Unís Ureytus y Un, 
Lifla KA* indemnización" venidos en unido de apelación 
del ducado del Trabajo de la 3ra. Nominación. Hedí., el 
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estudio del juicio, si* resolvió plantear las siguientes cues- 
tiones : 

1* ¿Es nula la sentencia «peluda.' 

"1* Caso contrario, ¿es '"Un justa? 

3* ¿Qué pronunciamiento corresponde dietur? 

Practicado el sorteo de ley, resultó tpi* la votación debía 
rea libarse en e! siguiente orden: Ores. Alare, Martínez de 
San Vicente y Eehagüe. 

A la Ira. cuestión el Dr. Alan-, dijo: 

El recurso de mdidiid planteado a fs. 23!> carece de asi- 
dero j no lia sido fundado, pues Ja causa se ha tramitado eeni 
arreglo a derecho y con las garantías poeePales de la ley. En 
consecuencia voto por la negativa a esta cuestión. 

A la misma cuestión, él Dr. Martínez de San Vicente, 
dijo ; 

El recurso de nulidad interpuesto a fs. 23í) es improce- 
dente por no habT sido debidamente fundado pues ta causa 
se ha tramitado con la» garantías procesales de la ley. Voto, 
pura, por la negativa a esta cuestión. 

A la misma cuestión el Dr. Eehagüe, dijo: 

El recurso de nulidad interpuesto a fs. 23Í) no ha sido 
fondado y caree \ por lo demás, de todo asidero pite* la causa 
se ha tramitado con arreglo a derecho y con todas las garan- 
tía* procesales cpie prescribe la ley. Voto, pues, por la nega- 
tiva. 

A la ida. cuestión el Dr. Arare, dijo: 

Etl el presente caso el representante de la demandada, 
único apelante de la sentencia a fs. 235/238, se ha agraviado 
dC la misma, según se desprende del memorial obrante a fs. 
24fi/252, en los siguientes aspectos; a^ en cnanto estima de 
aplicación al caso !a doctrina sentada por la Corte Suprema de 
la Nación en los autos: " 1 pucha, 'Alartín y otros e./ Cía. de 
Aguas Corrientes de la Prov. de fía. As." (ver fs. 248/252) ; 
b) en lo que respecta al hecho rpie considera (pie los actnres 
no se "encontraban en relación de dependencia y permanen- 
cia" con su principal, y e) en cuanto a la existencia del hecho 
en kí dél di-suido. Además, subsidiariamente se agravia: al por 
el rechazo de la Tuerza mayor alegada y b) con respecto a la 
furnia de calcular la indemnización pnr falta de premiso. 

Con respecto al 1er. punto, debo repetir ipie en el citado 
fallo, el más alto Tribunal de la Nación, se limitó a sostener 
que "en los casos de recuperación de servicios públicos p * el 



Estad" oii su carácter de titular originario de los mismos, no 
es admisible ln invocación del despido por el dependiente del 
eonces¡f.n:frin-dele¿_'ado. cuando pirnutnrrc en su trabajo sin 
desmedra alguno d ■ las condiciones regulares y coinuiKt) a to- 
dos íos dependientes del Estado, en igualdad de condiciones 
y en orden a su primitiva situación, por el solo hecho de ha- 
berse operad" aqu Ola variante en Ja persona patronal" (ver 
Falles: 221. T,i\\. 

Üomo he teñid», ocasión de sostener en «Iras oportunidades, 
entro ellas en los autos: "Rentería Cnrentino y otros c/ TÜé 
W.'stcrn Telegrapli C» Ltd.*', follado por esta Cámara hasta el 
dictado de dicho fallo, cuya doctrina no sólo obligatoria inclu- 
so para los jueces provinciales, por imperio de lo dispuesto 
por el art. !ló de la ( onsl itueión Xacimia! *íusticialista, sino 
«[tii*. eomp ln precisara el Sr. Procurador General de la Xa- 
cióu (ver Pallo»: 210, 00 '100) debe st considérala con "la 
jerarquía de derecho positivo vidente '\ la gran mayaría tle tos 
tribunales del país, incluso esta Cámara aunque ni su imterior 
integración, había coincidido en snst -ncr que en loa casos de 
que b¿s instidacitiiics, maquinarias, ele., en poder de una cm- 
presa privada pasaran a poder del Estado, y:i fu- ra per com- 
pra, termino de la concesión, recuperación, etc.. l"s obraros y 
.in|»V;id.- que habían trabajado para aquélla tenían derecho 
a reclamar indemnizaciones por antigüedad, y en su caso, por 
falta de proa v ¡su ambas duplicadas— sin qir interesara si 
los misóos seguían prestando o no servicien a dicha organi- 
Kaeiñn. ahora bajo el control del Estado, por nileudcr que 
BC trataba, en el caso, de un nuevo contrato, distinto del an- 
terior. 

A .'siu interpretación legal se refiere . a mi juicio, la doc- 
trina sentada por la Corte Suprema, que Okvkau (confr. "S7- 
tuacién tlt i pttfmnal rn el runo tlr rt vni>f raeiún tlt nn-rieios 
públicos fmr tí Estmln" en la Revista hntthn thl 7'ntfwjn, 
t. XII. prtgs, gil* y Bgts.) como la aceptación de la doctrina 
de la despersonal i/ai'ióti de la empresa. 

Por eso, cunvii-Ue aclarar, atento algunas expresiones del 
represen tan le dé ln demandada, que esta doctrina se basa en 
el principio de qu ■ pese a que el contrato de trabajo sea 
definido rumo un contrato intuitu pfrauiuie con respecto al 
obrero, ya que al empresario, como norma, no le es lo mismo 
que trabaje un obren» que otro, ya que cuando lo tomó a 
su servicio tuvo en cuenta especialmente sus condiciones, an- 
tecedentes, conducta, y. en general, todOfl los elementos que 
integran su individualidad o personalidad; este elemento per- 
sonal interesa m-uos al trabajador que al contratar sus ser- 
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vicios tiene en cuenta mis la empresa, como ente impersonal, 
que ii la persona en sí del pal ron o (confr. Cauanrllas. Tra- 
tad» <fc Derecho Laboral, t. '2, páj;. o(ií>, ed. 1!>49>. 

Es decir que en los casis de cesión o transferencia en- 
tre particulares no w transfiere la prestación * trabajo, sino 
la empresa cu su totalidad y los trabajadores realmente nn 
son transferidos ni formalizan un nuevo contrato eon oferto 
retroactivo, sino que signen rigiéndose por él contrato exis- 
tente en ¡¿rmtlfK condiciones. 

Precisamente las razones que se tuvieron nn cuenta, prin- 
cipalmente, para sostener (pie ello nn ocurría cuando la trans- 
ferencia — voluntaria o forsosa — se realizaba a favor del Es- 
tado, era qif esos trabajadores sufrían una variación en su 
relación contractual, ya que quedaban sujetos a un régimen 
laboral distinto, e incluso —la mayoría de las- veces — tal 
variación les i raía aparejada ta pérdida del derecho a la es- 
tabilidad. 

Kn e! raso citado la fnrte Suprema desecha estas nv/n- 
mentaciones, y como se ha dicho, sostiene la doctrina que cuan- 
do el dependiente "permanece en su trabaja** no tiene de- 
recho a la invocación de un despido de su anterior patrono 
*'por el solo hecho de hab'rso operado aquella variante'*. 

Es decir (pie, sefíún lo M»stuvieni en el diado Fallo, la 
doctrina se refiere al ísaao del emplea. lo de una einpr^a pnr- 

ticnlar que por cesión o i nperación pasa a depender del 

Estado, pero qu 1 automáticamente, por la misma resolución 
que ordena el traspaso, queda incorporada al servicio del Es- 
tado ' ver I¡ev. .íuris, t. 1. páff. 18$), 

A iai juicio, la raiht tltriiít itrli de hi doctrina sentada 
por la Corle Suprema consiste en encontrarse reunidos los dos 
requisitas: a) naturaleza de la empresa de la cual dependía 
ese empleado, y que t iiia por objeto la prestación de un ser- 
vicio público - entendido éste en el sentido amplio de la 
palabra - y b) que el personal ctmthtítt trabajando en las 

misiMfis tareas incorporado, en relación di ílinuidad, ütt? 

interrupciones, al servicio del litado. 

Aunque la Curte Suprema di' .lusticra de la Nación no se 
pronunciara cimeretnmentQ cu el citado fallo - Tienlería 
< T or'nlim> c./ Western Telejrmph O Ltd." sobre esta in- 
terpretación dada a la -doctrina sentada en el caso "1 pucha, 
Martín d¿/ Cía, de A ¿rúas Corrientes de Buenos Aires" pare- 
cería al menos que fuera compartida por el Sr. Procurador 
(¡enertil de la Nación nuien señaló que 'Mas razones (bulas 
por el q ano para llegar a una conclusión contraria" — fie 
refiere a la apltcahilidad de la doctrina de la Corte "deinues- 

■ 
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trati acertadamente, en mi opinión, la ¡similitud entre el ci- 
tano caso y el Ktib jutlfar.**, nírrejrando ' por fstos fundamentan 
t { »4- comparto, considero que corresponde confirmar lu sen- 
tencia" (ver Fallos: 224. 472). 

Ahora bien: en el presente cuso si bien se trata Me la re- 
cuperación de un servicio por parte del Estado, según fie 
desprende del texto cli-1 decreto de fecha 20 .le abril de 1044 
ív t f„. 227, 2ÜI \ ln f|uc interesa es que sesrñu se desprende 
del informe de la {'omisión Nacional de (Irauos y Elevado- 
rea (ver fs. 224/22,1) la gran mayoría de los actores "no 
prestan ni lutu prestado servicios en esta Dirección N'aeioTial. 
ni fu ron incorporados a la minina en virtud del decreto 10.107/ 
44", puíiiemlo señalarse i-onm lo destaca el u tfun t con res- 
pecto a Martínez, H. I. Díaz y A, López Fermín. le*, según se 
d.^prude ile loa datos de identidad consignados en el citado 
informe y los que figuran en las tartas poder, puede afir- 
tuarfiC que se trata de personas distintas a las allí consignadas. 

Kn una palabra, que por no encontrarse reunidos en el 
pregante caso los requisitos señalados, estimo (jiie no es de 
aplicación al caso la doctrina sentada por la Corle Suprema 
de Justicia en U s autos de referencia, 

lfesn«-llo así el primer agravio, debe estudiarse ahora el 
referente a la calidad que revestían los actores. 

Ante todo cahe precisar que mo lo ven«_'o sosteniendo. 

"todo contrato laboral lleva en sí la idea de permanencia, y 
se celebra con la rom un aspiración de las parles a qu • per* 
dure a través di 1 ! tiempo, es decir que se encuentra presidido 
por él principio de la estabilidad" (ve* RftV. Jitris de 1S/I1/ 
953), es decir como precisa Caiiaxkm<as (ciad'. Tratado ae 
dn'uho fabaral, t, 2". páj?. 271, ed, 1ÍMÍ>) existe nua presan* 
i-ión lejral de rpie todo eontrato laboral no tiene carnet 'r ac- 
eidental transitorio— sino que está revestido de "aquella fir- 
meza n -saria r»ara barrar cierta continuidad en las presta- 
ciones". 

Kn una palabra, í[Ué como señala I>. Üamíkiz (¡hunda 
(eonfr. El contrato tí* traha 'vK páj*. Isl. ed. la permn- 

neneia se presupone en bis relaciones laborales, pudiendo agré- 
danlo que "la calidad de empleado pernuin 'nte no exilie rn 
forma imprescindible fpie se trate de labores cout inundas" 
sino que "basta que configure una relación estable de d 'pen- 
itencia, aunque discontinua con lógicas posibilidades de per- 
durar en el empleo" (ver Itev. .furia, t. I, pájr. 2!»7; t. II. |iájr. 
217, número del 'M) de julio de 1958) «clarando que ello ocu- 
rre, en términos generales, "en los contratos a plazo fijo de 
loa obreros de ta construcción que han trabajado en más dé una 
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obra, en los estibadores que lian estibado en mi'is de im buque 
o tres", llegando a la conclusión que 'Vi trabajador portuario 
está comprendido en la lev 11.72Í* v decreto 33.302/45 {ver 
"A7p. Sltt. Fe" del 23/26 de julio de 1U00). 

Adenm-.. tambh'it esta (Vi niara tuvo rcasiún de sostener 
(ver Juris, t, I. pág. ?88) no sólo "que el régimen del plantel 
o elección de los obrero* por medio d 'I sindicato no altera ta 
substaneiaiidad de la relación laboral" ' y por ello que "en Ion 
casos en ipie e] sindicato designe el personal que d l be realizar 
diariamente las tareas a |¡is órdenes de la patronal, no por 
ello asume el carácter d? patrono" (ver misma revista, t. I, 
p;¡ií, 733). por lo que "los obreros que trabajan en turnos ro- 
tativa y designados por bi entidad sindical se encuentran 
amparados par las leyes 1 1 .7*2*1 y 12.Ü21 — decreto 3:{.3()2/4;> — 
siguí mío así la opinión de Caiianku-ar (eonf. op. rit. t p. 31(¡). 

Conviene, tisiinismo. precisar, atento algunas expresiones 
del representante de la empresa, que «sí "como la subordina- 
eión f^e eonsidera elemento indispensable en el eontralo de tra- 
bajo, la nota exclusividad admite cierta relatividad "\ es de- 
cir que si bien "la exclusividad constituye una presunción 
favor 'Je a la existencia del contrato de trabajo, pero DO in- 
tegra un elemento indispensable para que sea tal convenio", 
iVr eso pr visaba J. D. ltA.uímy, < i monda (confr. op. rit. t 
pág, 1 !>-"> J "a pesar fpie normalmente el eontratti de trabajo 
He va la nota de exclusividad, no es siempre necesario que ella 
exista fiara caracterizar un "stro instituto", atreguado que 
"euaudii la exclusividad existe es un elemento más que acom- 
pañado de los oíros" — subordinación y profesionalidad — - "es 
indudable que puede ejercr sobre el intérprete una influencia 
acaso decisiva frente a una situación dudosa: l»ero ello un sifj- 
11 i fien que, en ausencia de este elem 'lito, pueda resolverse, sin 
más. que no existe una relación de trabajo "subordinado" o 
sea "un contrato de 1 raba jo". 

POP (tira parte, del informe pericial obrante de Jfn. ÍU a 
143. se desprende que los nctorca trabajaron un cierto número 
de anos en forma alternada pero "continuada" para la em- 
presa demandada, lo qu ■ afirma más. si se quiere, que existía 
realmente enttv ellos una "auténtica" retaeióii ib* trabajo sil- 
la rd i nado, in decir que se encontraba amparado por nuestra 
legislación seeial-laboral, 

Ku cuanto a la existencia d '1 despido debe tenerse pre- 
sente (pie si bien Ouerei — subjíerente de la demandada— (ver 
Eb. 74 vta., resp, 14) afirma que cu ningún momento, con pos- 
terioridad a la feeba d- la expropiación, se Irs iiepó trabajo a 
los obreros, "prueba de ello os que continuaron trabajando, 
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fu. es ini'iioN que reconoce ijiic I* * hicieron en otras aWívi dndtV, 
es decir, "a bordo". Por su p-írt:- tanto Alvares (fs. resp. 
Un n inn Martínez ( i"s. sí vta, resp. 10 y Ca>t asnino 1 fs. í>2 
nsp. 10) sostienen une después cíe la expropiación no se les 
dm más trabajo sosteniendo que se disolvió '*ei p!anT**3 es- 
lahle. y que sólo atamos di- elios trabajaron "¡¡ bordo" como 
"chamía riñes". 

Ahora bien, de la pericia contable — ver planillas di- ís. 
94 1H ■■ sr ihspr'twie tp«e ff*»c*ti vain*'!!!*- n partir tic enero 
«fe 1'i í'i lii 'Tan mayoría d»* bis actores im Víilvirmu a iraba.iar 

ha i«» [na órdenes- ti** la >l andada, y Ins que )o hicieron fué do 

manera esporádica, pasando meses c incluso afos sin hacerlo y 
pilo |">r -lía sin niniruna roniiniiidnd, por lo ipif» pui'ile afir- 
marse ijne efectivamente la rclaeíón laboral. en la l":jruia como 
se bahía venido realiza mío hasta osa fecha —la de ta expropia- 
í- i i'.m iial'íjt cesado, 

Ku ana palabra (pío pesé a (pe como lie dicho "ta prue- 
ba '(«-I despido incumbe a quien la invoca" (ver Rev, Juris, pá<í. 
4fi2) conviene aclarar que la miama debe s-t apreciada emt 
crertu liberalidad, ya que no es posible la adopción «le un eri- 
I-rio estricto en cnanto a lo^ medios y ln fuerza acerina de 

tos mismos, aunque elh pu *ile ser tanta como para desvir- 

fnn* loS principios generales ipie la ri-fen y pn-si-iuil ir de Ins 

elementos- de convieeifin n sarios paca consid Tarta adecuada 

al J'¡n propuesto ( ver líev. //f/j. //• Sht. 1% del \\'\ de abril 
de 1!'Ó1 i por lu que, en el presente caso puede sosten ÍTSC <pie 
el heetiO en SÍ del despido siirjre. más de lu pnteha pericial que 
de ta lestinonnaL 

Resuelto así el rechazo de los tres prineipales agraviéis 
formulados pnr el d mándalo ron Ira la seuleneia recurrida, 
debo precisar que lia sitio jurisprudencia nnjfornto de núes- 
triv tribunales, incluso en el füero eívil, resolver r|ue "la ex- 
propiación por el (Inliierno de los rinharruderos y elevadores 
de la empírica donde trabajaba et empleado, no es causal de 
hieras mayor t|UB exima a aquélla d«' ta obligación de indem- 
nizar dé acti 'rdo a ta ley n v 1 1 7l'!> {ver lu o, tl> Santa rV, i. Ifi, 
páu's. 22, '¿'J, óTl tesis ipio fuera aiauteilida, incluso, en 1<R 
aeuerdoa plena rins d«- las Cámaras Incales de e*e fuero de fe- 
ehii> 2ü S á0 y lü !> .'.(), 

ICn cuanto a la forina de calentar la indemnización pnr 
falta de preaviso. esla Cámara lia venido resolviendo desde 
su constitución "t{ue tal indemnización m> nbiwnc ninltipli- 
raudo el salario medio por 2."> días v no cu baso a lo (pie efec- 
tivamente | ia ornado" í ver *' ItTSF' \ i. 2't, pá- 272; M/4/fifl 
y 20/4/51: "JurU" del 1(¡ de dici mhre de l¡i:.;i} pnsi.ión 
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que fuera reafirmada en acuerdo pleuario pudicudo airre- 
fiarse, además. <pie di' acuerdo a In dispuesto por l'l HPt* ¡íl>. 

íaq. 2», 2* parte, do la ley n* ¡)till —llamada "Orgánica de 
los Tribunales" — no tiene fuerza obligatoria en este tuero 
especializado lo resuelto por las Cámaras Civiles en las reso- 
luciones plenarias a que se haee referencia en til memorial de 
agravios de Ja demandada i f«. iíól vía. 202). 

En una palabra, que l" que corresponde a mi juicio, es 
confirmar la sentencia apelada, en todos sus aspectos, en cuan* 
to lia sido motivo de recurso, eon costas en esta instancia a 
c-arjiu de la parte demandada. 

A la misma cuestión, el ífr. Martín* : </f Su» Virt nh . dijo: 

Con forme a Ims fundumcutt* desarrollada por el Dr. Mure, 
estimo que no es aplicable al taifa la jurisprudencia sentada 
por la Corte Suprema de la Nación en el caso 'Mpin-ha. Martín 
y otros c,/ Cía. de Ajinas Corrientes de Jn l'rovineia di* I Sueños 
Airm". pues los aetores no continuaron en el servicio a cargo 
del Estado. 

Km cuanto a la circunstancia de t| if lucran contratados 
por plántele* y por medio del Sindícalo, reiteradamente lie 
advertido «pie no es otra cosa o, tic una modalidad del contrato 
de empleo, tal como podría ser, por ejemplo, la contratación 
por intermedio de un capataz ; pero de nin<rún modo exime a 
la patronal de las obligaciones establecidas por las leves del 
trabajo, toda vez (pie es innejiabb' la relación de continuado 
servicio que tos actores prestaron a las órdenes y baju la de- 
pendencia de la demandada. 

Asimismo he sostenido enustanteinent • que, siendo previ- 
sible el termino de ta concesión no puede invocarse fuerza 
mayor liberatoria de las indemnizaciones ípie en todo caso son 
deludas, Tocante a la forma de liquidarla, no obstante el cri- 
terio expuesto por mí sobre- el pr ra viso citado por el apelante 
a fe. 2ól t en el pfenariu a o¡ue alude el Dr. Mare. se resolvió por 
mayoría computarlo a razón de l 2~t días labora] k. Kstos fumín - 
mentos y los del voto precedente, deciden el mío en el mismo 
sentido. 

A la misma cuestión el !>r, ICvhatjür. dijo: 

lísloy fie acuerdo con los argumentos eoneretOS y razo- 
nados con une el Dr. Mare rebate y rechaza bu agravios ipte 
respecto a la senteneia se expresan en el escrito de fa. 1W. 
Disiento únicamente en cuanto a la forma de calcular la in- 
demnización por falta de preavis» para casos como el de autos, 
de tareas discontinuas. Consecuente con lo truc he sostenido 
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como integrante en el fallo "Reltrami *:/ Bunge y Born", en- 
li ndn que la ¡mlcmuixaeiñn por preaviso <it^bt* liquidarse ron 
el misino malario promedio que se tiene en ene rita para la in- 
dumnizaciúrr por antigüedad. Con esta salvedad voto también 
por la «firmal íva. 

A ta tercera cuestión el lir. Man; dijo: 

f)e acuerdo a 1<> manifestado ;il tratar la eirstión ante- 
rior, entiendo que corresponde eiiiifirmar la sentencia apela- 
da, con rostas en esta instancia a cariro do la demandada. 

A la misma cuestión el Dr. Marti tu z de S'in Yicmtt, 
dijo : 

De acuerdó a lo manifestado at tratar la cuestión ante- 
rirr. c^tim» que corresponde coni'irmar la sentencia en re- 
curtió con rostas de rsta instancia a la d 'mandada. 

A la misma cuestión el lir, Krhar/ür, dijo: 

Con las salvedades formuladas al votar la cuestión ante- 
rior, BAtimO que corresponde coni'irmar la sentencia apelada, 
ron rostas; a la demandado en esta instancia. 

A mérito d"l Aetierdo que antecede, la Cámara do Ape- 
laciones del Trabajo, resuelve. Confirmar la scntwÍH ape- 
lada, con rustas dr ota instancia a careo de la demandada. 
— Mure, — Martínez di San Yimttr, — F.i htuji\r. 

Dictamen i. i-i. IVk tuaikhi <!kxki!\l 

Suprema < 'orto: 

Do los agravios que se articulan en el recurso px- 
traortíinario do fs. 201, la tacha de arbitrariedad que 
se opone contra la sentencia apelada n raíz de la forma 
en que la misma dispone calcular la indemnización pnr 
preamsój un hu sido oportunamente planteada. 

Kiii consecuencia, sólo merece ser considerada por 
V. K. la pretensión, fundada en el nrt. !►."» de la Cons- 
titución Nacional, fie que es aplicable ni cuso la doctri- 
na sustentada por la Corle en Fallos: líl'l, 7'M. 

Kilo no obstante, tas razones dudas por el a quo 
pura I>Kur a una conclusión contraria demuestran, en 
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mi opinión can acierto, la disimilitud existente entre 
el taso allí rastrado y el sub jwlicv. 

IV esos fundamentos, a Jos que adhiero, estimo 
que corresponde infirmar la sonancia en recurso en 
cnanto ha podido ser materia del mismo. Buenos Aires, 
i- de diciembre de 19Ó4. — Carlos a, Dclfhw. 

VA IAJ > l»K LA COIÍTK Sl l'líKMA 

Buenos Aires, 28 de abril de 1055. 
Vistos los autos: -Herón Victorino y >tros c/ Louis 
nr,vlus y Cfe. Lída. S. A., s,' indemnización", en los 
<!"<' « K lí(i(i se lia concedido el recurso extraordinario. 

Con>idcrando; 

Qué la sentencia de fs. 2,->:í establece que la inris- 
l-nnieaeia do esta Corte Suprema registrada cu Fallos: 
~ ' '' {J ( ' s '"nplnable al presente cuso porque son dis- 
tintas las eirennstaneias particulares y de hecbo que 
"onsiffun minuciosamente y que pnr lauto distingue éste 

liil iiiim dt aiifi ml* >.4 ! 1 i i d _ 



del i|uc diera motivo al anteeedento que se . 

(¿uo desde luego, la doctrina (pie informa las deci- 
siones obligatorias de la Corte Suprema, de acuerdo con 
el art. 95 de la Constitución Nacional, requiere para su 
estricta observancia, la identidad de situaciones, lo que 
la sentencia destaca que no ocurre precisamente aquí, 
a cuyo electo se remite a consta acias probatorias de ello, 
agregadas a los autos, y cuya revisión no corresponde 
por vía del reeurso extraordinario. 

Que en cuanto a la imputación de arbitrariedad 
formulada asimismo respecto de la sentencia y referida 
a loque se sostiene es equivocada interpretación do dis- 
posiciones de derecho común, correspondo desestima Hn 
dada su nía ni fiesta improcedencia, además de haber 
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sido deducida extemporánea incide como lo pone de ma- 
nifiesto el Mr. Procurador General en su dictamen de 
fi. 27(>. 

Por estos fundamentos, y habiendo diotaminndo el 
Sr. Procurador (¡ene ral, se declara improcedente el re- 
curso concedido a i's, 266 

RülHíU'u ir. V.VLKSZrKLA — TO- 

11 Ás D. t Íasauks — Fki>ii*e 
¡Saxtuoo Pkhkk — Anuo 
Pessac.no — Lns K. 1,0x0111. 



FRANCISCO SOLANO DARRIlilOX v. MARTIN 

JU'ÑOZ 

HBCtinSO EXTRAORDINARIO: ItéquhUos /jrof>í7>s. J?WnW»i* <ft- 
rwfffi. -Vor«(«s #rínnlrrs ,i/ juicio. DúfiHsirtoHfi* ron.it Htu ioiuür*. 

No procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que desestima la excepción de incompctriu-ia i «miada en 
que tos tribunales de Entre Ríos carecen de jurisdicción 
para coihh t*r en el desalojo tic una isla que, se^rún el recu- 
rrente, s- lialla en Santa Fe. si no media en el caso dene- 
gatoria del fuero federal ni contienda tic competencia en- 
tre jueces ni cuestión federal aljruna que deba resolver )n 
V-trte Suprima. Xo importa qu-se invoque 1;< <raraulía de 
Ii*s jueces naturales, pues ella no se opone a que sea uno 
en ve?, de otro de les juee-s permanentes el (pie intervenga 
en Iti causa con arreglo a las leyes procesales (M 
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JVUISffft -ClftS Y COMVETEXCIA : t'»nflbt<* ntlrr juece*. 

Corresponde a la Corto Suprema resolver el i en dicto plau* 
teado por la negativa del tribunal del trabaj» provincial 
a cumplir el exhorto de un juez, nacional ante quien 1ra- 

(i) 28 do abril. 
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mita la quiebra del deudor, por el cual le solicitaba la 
transferencia a su orden de los fondos provenientes del 
remate efectuado en el juicio laboral. 

JVmSDWCWX Y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. 
Inhibitoria: planteamiento y trámite, 

La circunstancia de que el síndico de la quiebra haya 
solicitado directamente ante el tribunal del trabajo Ja wñs- 
pensión del remate ordenado por éste en juicio seguido 
contra el fallido — petieión que fué desestimada por »u 
haber acreditado su personería— no impide al juez de la 
quiebra plantear la cuestión correspondiente para lucrar 
la transferencia de los fondos obtenidos con el remate. 

LEY: Principio* genérate*. 

La jurisprudencia de la Corte Suprema ha reconocido ca- 
rácter nacional a normas del decreto 32.347/44 (lev 
12.948), entre ellas al art. 4"). tendientes a remover obs- 
táculos legales que se opongan «| mejor v mis expedito 
funcionamiento de los tribunales ik*l trabajo. El propó- 
sito de dicha ley lia sitio ¡someter los juicios laborales a 
procedimientos adecuados y a tribunales especial izad-w. ;t 
fin de obtener, por ambos medios, la mejor v más rápida 
solución de los respectivos litigios. 

JÜBISDICCWS Y COMPETENCIA: Quiebra. Fuero de atracción. 

El art, 4o del decreto 32.347/44 (ley 12,948) modifica los 
efeetOR del fuero de atracción con respecto a la competen* 
cía de los procesos de conocimiento, mas no a 'es íie eje- 
cución forzada, y no reforma las normas de le lev comini 
en cuanto a la indispensable unidad exigida por el pro- 
ceso de liquidación y al orden de preferencia para el pagu 
de los créditos. En el caso de quiebra del deudor la apli- 
cación de estas disposiciones incumbe al tribunal ante el 
cual tramita aquélla, como única forma de obtener igual- 
dad y justicia en la liquidación de Ion bienes del fallido 
y pago de sus acreedores. Es indiferente que en el juicio 
laboral exista sentencia firme, embargo y remate judien, 1 
cumplido de los bienes del deudor, pues ello no importa 
hipoteca, prenda, transmisión de dominio ni pago al aera- 
dor ni privilegio a favor del embargante, desde que media 
quiebra judicialmente declarada. 
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Dicta mrn orí, Phoccuador Gknkral 

Suprema Corte: 

Revelan las constancias de autos que el Sr. Juez 
Nacional de Comercio a cargo del Juzgado n* 4 de esta 
Capital libró en los autos caratulados : "Compañía Lac- 
tcitia Soc. de Resp. Ltda. s/ quiebra" que por an- 
te él se tramitaba, un exhorto telegráfico al Tribu- 
nal del Trabajo n* 1 de la ciudad de Mercedes (Provin- 
cia tic Buenos Aires), en el cual solicitó la transferen- 
cia, al juicio de quiebra, de los fondos provenientes del 
remate decretado por el tribunal exhortado en el juicio 
que por cobro de pesos iniciaran Juan Palazzesi y otros 
contra la citada sociedad. La justicia requerida, al con- 
siderar improcedente tal medida, se opuso a su cumpli- 
miento. Al insistir el magistrado nacional en su ante- 
rior rogatoria se ha producido un conflicto que corres- 
ponde a V. K. resolver, de acuerdo con lo que establece 
el art. 24, inc. 8*, de la ley 13.998. 

El art. 45 del decreto 32.347/44, ratificado por la 
ley 12.948, que dispone "que en caso de muerte, inca- 
pacidad, quiebra o concurso del demandado, las accio- 
nes que sean de la competencia de la Justicia del Tra- 
bajo se iniciarán o continuarán en esa jurisdicción, a 
cuyo efecto deberá notificarse a los respectivos repre- 
sentantes legales *\ no obstante hallarse dentro de un 
conjunto de disposiciones de orden local, es una norma 
de carácter nacional ya que viene a establecer una ex- 
cepción a los principios que rigen el fuero de atracción 
que ejercen los juicios universales y que se encuentran 
contenidos en la legislación de fondo dictada por el Con- 
greso Nacional. 

Teniendo ello en cuenta, soy de opinión que V. E. 
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debe declarar ajustada a derecho la negativa formulada 
por el Tribunal del Trabajo de Mercedes. Buenos Aires, 
2 de febrero de 1955. — Carlos (?. Delf ino, 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de abril de 1955. 

Autos y vistos; considerando: 

Que ante el Tribunal del Trabajo de Mercedes 
(Prov. de Buenos Aires) tramita el juicio seguido por 
Juan C. Palazzesi y otros contra la Cía. Lactona Soc. 
de Resp. Ltda., por cobro de pesos proveniente de un 
reajuste de salarios, a cuyo pago condenó aquél a la 
demandada por sentencia del 19 de agosto de 1953 (fs. 
40 del expte. n. 739). Trabóse luego embargo, por el im- 
porte de la respectiva liquidación, sobre bienes de la 
deudora {fs. 58 y sigtes.) cuyo remate se ordenó el 31 
de diciembre de 1953 (fs. 64 vta.) y se realizó el 18 de 
abril de 1954 (fs. 70, 103 y 110). 

Mientras tanto, la compañía demandada había si- 
do declarada en quiebra ante el Juzgado de Comercio 
n* 4 de la Capital Federal, por lo que el 14 de abril de 
1954 el síndico respectivo solicitó, directamente ante el 
tribunal del trabajo, la suspensión del remate (fs, 71). 
Por no haber acreditado su personería (fs. 71 vta.) su 
petición no fué resuelta hasta el 8 de junio de 1954, día 
en que se le denegó por auto de fs. 75 que remite a lo 
ya actuado. 

En ese intervalo, el juez de la quiebra exhortó al 
tribunal del trabajo, solicitando la transferencia a su 
orden de los fondos provenientes del remate (exhorto 
n* 916, fs. 74). El tribunal requerido se opuso a ello 
fundado en lo dispuesto por los arts. 6, inc. a) de la ley 
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517£ T. O. de la Provincia de Buenos Aires y 45 del 
decreto-ley 32.347/44 (ley V2ÁHS) y en la finalidad per- 
seguida con la creación de los tribunales del trabajo que, 
a su juicio, resultaría desvirtuada en la práctica si los 
actores tuvieran que acudir a la quiebra para hacer efec- 
tivos los de l echos que aquéllos les reconocieran. 

Como el Juez de Comercio de la Capital insistió en 
mi rogatoria mediante el telegrama agregado a fs. 1/3 
de estos autos (expte. KIKi) el tribunal del trabajo man- 
tuvo su negativa reproduciendo los fundamentos ya 
expuestos y agregando, además, que según las leyes 
procesales de la Nación y la Provincia es inadmisible 
promover por vía de inhibitoria una cuestión de com- 
petencia que ya había planteado el síndico a fs. 71 del 
expediente n" 73Í) por declinatoria desestimada por re- 
solución de fs. 75 consentida por el mismo {fs. 22 y 
sigtes. de este exhorto). 

Que este último argumento es erróneo. Basta ad- 
vertir a ese efecto, que lo podido por el síndico a fs. 71 
del expediente 739 y denegado por resolución de fs. 75 
que el tribunal del trabajo considera firme, fué la sus- 
pensión del remate, y que lo requerido por el juez de 
comercio no es aquello sino la transferencia de los fon- 
dos provenientes del reñíate para someter su distribu- 
ción al procedimiento de la quiebra, sin hacer cuestión 
alguna sobre la validez de la subasta. 

Que al mismo tiempo que ha reconocido expresa- 
mente en distintas oportunidades el carácter nacional 
de normas del decreto 32.347 '44 (ley 12.948) tendientes 
a remover obstáculos legales que se opongan al mejor 
y más expedito funcionamiento de los tribunales del 
trabajo (Fallos: 229, 545 y los allí citados) esta Corte 
Suprema ha destacado el propósito de dicha ley de so- 
meter los juicios- que versan sobre cuestiones referentes 
al derecho del trabajo a procedimientos adecuados a la 



DE JUSTICIA DE I,A NACIÓN 



261 



índole de esos asuntos y a tribunales de justicia espe- 
cializados en ellos con el fin de obtener, por esa doble 
unificación, la mejor y más rápida solución de los res- 
pectivos litigios (Fallos: 210, 404 y 893). 

Que ese y no otro es el objeto del art. 45 del decreto 
;i2.347/44. Por él sólo se modifican los efectos del fuero 
de atracción con respecto a la competencia de los pro- 
cesos de conocimiento, mas no a los do ejecución forzada, 
y no se reforma de ningún modo Jas disposiciones de 
la legislación común en cuanto a la indispensable uni- 
dad exigida por el proceso de liquidación y al orden 
de preferencia para el pago de los créditos. La aplica- 
ción de estas disposiciones requiere necesariamente, que 
ella sea encomendada al tribunal ante el cual tramita 
la quiebra, como única forma de obtener igualdad y 
justicia en la liquidación de los bienes del deudor y pa- 
go de sus acreedores, según lo puntualizó esta Corte 
Suprema en Fallos: 166, 220; 184, 550 ; 224, 88. 

Que esa solución no sólo armoniza con lo dispuesto 
por el art. 45 del decreto 32,347/44 y las normas refe- 
rentes a los privilegios en los casos de quiebra o con- 
curso sino con el propósito perseguido con la creación 
del fuero laboral a que se ha hecho referencia más arri- 
ba, pues no se opone a que los juicios sean ventilados 
por los procedimientos y ante los tribunales del trabajo 
con la única limitación resultante de la necesaria con- 
cordancia de aquella norma con las demás de la legis- 
lación general {Fallos; 214, 612). Por el contrario, la 
solución que sustenta en este caso el tribunal del traba- 
jo, atribuye al art. 45 del decreto 32.347/44 un alcance 
que, excediendo su rnzón de ser, comporta, en realidad, 
una clara modificación de lo dispuesto por la ley de 
quiebras con respecto a la graduación de créditos, desde 
que permitiría a los acreedores con privilegio general 
mencionados en el art. 120, inc. 3 ? , de la ley 11.719, co- 
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brar con preferencia a los demás acreedores de igual 
categoría especificados en los otros incisos del citado 
artículo, con violación de lo dispuesto en el art. 123 y 
también de los arts. 53, inc. 3% 59 í» fine, 73, incs. 1* y 4«, 
75, 76, 150 y concordantes de dicha ley. 

Que es, así, indiferente para la decisión de la cues- 
tión planteada, la circunstancia de que medie sentencia 
firme, embargo y remate judicial cumplido con respec- 
to a los bienes del deudor, pues nada de ello importa 
en nuestro derecho positivo hipoteca o prenda de nin- 
guna especie ni transmisión de dominio ni pago al acree- 
dor, ni privilegio alguno a favor del embargante desde 
une media quiebra judicialmente decretada. 

Por estos fundamentos, habiendo dictaminado el 
Sr. Procurador General, se declara que el Tribunal del 
Trabajo n* 1 de Mercedes (Provincia de Buenos Aires) 
debe transferir al Banco de la Nación Argentina, Su- 
cursal Tribunales de la Capital Federal, a la orden del 
Sr. Juez de Comercio exhortante y como pertenecientes 
a la quiebra en que se ha dirigido, los fondos provenien- 
tes del remate efectuado en el juicio "Palazzesi Juan 
C. y otros c/ Compañía Lnctona S. R. L. s/ cobro de 
pesos". Devuélvanse los autos al mencionado Tribunal 
del Trabajo y hágase saber esta resolución al Sr. Juez 
de Comercio de la Capital Federal en la forma de estilo. 

4 

Rodolfo G. Valen zuela — To- 
más D. Casares — Felipe 
Santiago Pérez — Atilio 
Pessaono — Luis R. Longhi. 
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NACIOX ARGENTINA v. RODOLFO C. GOMEZ 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. 
Juicios en qiu- la X ación ex parte. 

Procede el recurso ordinario de apelación en un juicio de 
expropiación en que la Nación es parte directa si el mon- 
to de la condena supera el señalado por el art. 24, ine. 7 9 , 
ap. a), de la ley 13.í)08. 

EXPROPIACION: InáémUisación, Determinación del valor real 

Corresponde confirmar la sentencia que fija el monto de la 
indemnización a pagarse snbre la base del dictamen del 
Tribunal de Tasaciones de la ley 13.204. que se funda en 
una prueba seria y completa y cuyas conclusiones no han 
sido desvirtuadas por ningún elemento de juicio nuevo, 

EXPROPIACION: Indemnización. Qtrm daño». 

A falta de prueba de los perjuicios que habría irrogado la 
expropiación, no corresponde indemnización alguna por tal 
concepto. 

SEN'TENCrA DEL JUEZ NACIONAL 

Corrientes, 3 de agosto de 1954. 

Autos y vistos: Los caratulados: "Estado Nacional Ar- 
gentino (D. A.) c./ Rodolfo C, Gómez s./ expropiación", (exp. 
n* 1986/940), de cuyo examen resulta: 

1) Que con fecha 9 de setiembre de 1949 el entonces 
Sr, Procurador Fiscal Dr. Salvador Lrguiza, en nombre y re- 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



FALLOS DE LA 



del Estado Nacional Argentino, a mérito cl<* ios- 
m né» r«"b .las v la» disposiciones de! decreto 1» <»«« 
/; V 148 de Poder Ejecutivo Nacional se PJ^ OP^ 
v endo demanda de expropiación contra el Dr. Kndulfo C. < - 
Zz en o quienes resulten finalmente prop.e ar>.* , un 
nnu ble, incluso mejoras, ub.ea.lo en Jas afuera. , de esta ,1^- 
tnl, constante de una superficie de w "^na- süd 

•1VÍ3 im». v euvos I mites son: «1 Norte, rio _ I arana. ™ . 
Í„ Snn¿i«¿o Cr"emonte ¡ Este, Juan ltautist» BwfO"** 
Smo. Expresa que su parte 

l»le .le referencia, incluso mejoras, la suma de * 9.8.>2..«> m n . 
SiÍM depositada en la sucursal loen. de. Mgjfe* Nao on 

C ° n Sf Que de fs. 8 a 9 obran incorporadas las 

yiu tu . , <% , itll ■ r i tl i. ia uit'iorns. habiéndose 

de toma de posesmn e inve. tarjo . is nuj vunínrmc 

practicado la primera en feelia 28 *jj£$S¿& Nacional 

M3 £A HSSfc e.,n e. 
Q i i nr Illas IVniamifi «le la Vopa. on nombre y n- 

r^'nS^b^»^ a mérito *. = 

Pf^»g£VSi diversas'eonsi.U.ra- ' 
EnVÍ í "XeX. te »dna solicitando que en definitiva se 
f je ta sulTí 241.377.10 m/n. uno su mandante reclama 
«Ano iustiprecio del bien de que se trata. 

4 Remitidos los autos al Tribunal de Tasaciones. for- 

BU Vftlor objetivo, a la fecha de la toma de pwumm, <?" 
presenten un alegato de bien probado, la que, tomo 
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el acta de fs. 84 y vta., se lleva a eabo el día y a la hora fijada, 
oportunidad en que el representante fiscal solicita que el Juz- 
gado fije como precio del terreno cuestionado a razón de 
$ 460 jn/n. la Ha. y expresa conformidad con la suma fijada 
por el Tribunal de Tasaciones en concepto de mejoras y el de 
la parte demandada presenta el memorial incorporado de 
fs. 81 a 83. 

6) Que actualizados los términos del certificado del Re- 
gistro de la Propiedad (fs. 89) y con los incorporados a fs. 85 
(Municipalidad) y 46 (Dirección General de Rentas) el juicio 
quedó en condiciones de ser fallado; llamándose autos a 
fs. 89 vta. ; y 

Considerando : 

I) Que atento a lo que dispone el art. 11 de la ley 13.264, 
la indemnización sólo ha de comprender el valor objetivo del 
bien que se expropia y los daños que constituyan consecuencia 
directa e inmediata de la expropiación; en consecuencia, la 
cuestión a resolver en el sub lite queda circunscripta a la apre- 
ciación de ese valor, incluso mejoras, y estimar los daños para 
el caso de que éstos se hayan producidos y probados. 

II) Que a efectos de la apreciación del valor del inmue- 
ble cuestionado y sus mejoras, debe tenerse en cuenta la fecha 
deja toma de posesión, oportunidad en que el propietario per- 
dió en forma definitiva el uso y el goce del bien de que se 
trata, y que es a la que refiere el informe del Tribunal de Tasa- 
ciones para producir su dictamen, 

III) Que si bien por el art. 14 de la citada ley 13.264, la 
autoridad judicial sigue siendo decisiva en los juicios de expro- 
piación (ver también discusión parlamentaria de la misma ley 
en Diario de Sesiones del 17/í>/949), del informe de la Sala IV 
del Tribunal de Tasaciones, arribado por la mayoría de los 
miembros que la integran, y que ofrece un mérito preferente 
ya que emana de representantes de oficinas públicas, de reco- 
nocida ilustración técnica, con la singular circunstancia de im- 
poner a sus componentes una actuación conjunta y una res- 
ponsabilidad mancomunada, por lo que ese asesoramiento im- 
porta el agotamiento del estudio para formar criterio de la ta- 
sación. Por ello, corresponde aceptar como justo y equitativo, 
el valor asignado al inmueble cuestionado, incluso mejoras, por 
dicho organismo, 

IV) Que en cuanto a la indemnización por los daños 
unergentes a la expropiación, si bien está pedido no se ha pro- 
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bado en autos los fino constituyan consecuencia directa e ¡nme- 
tliata de aquélla, por lo que, conforme a la jurisprudencia uni- 
forme de loa tribunales del país ai respecto, corresponde no 
hacer lugar a este rubro. 

V) Que en cuanto a la indemnización por desvaloriza- 
ción de la moneda, con arreglo a la jurisprudencia uniforme de 
la Exorna. Corte Suprema de Justicia de la Nación (Palios: 208, 
164;20í>. 333; 218, 816 y otros) el resarcimiento al propietario 
del fundo expropiado no debe comprender partida alguna en 
concepto de la desvalorizaoión que la moneda pueda haber ex- 
perimentado en el lapso transcurrido entre la ocupación del 
bien y la sentencia. 

VI) Que en cuanto a las costas: atento la cantidad depo- 
sitóla pura el desapropio, la reclamada por la parte demandada 
y la que en definitiva se fije en esta sentencia, corresponde 
declararlas en el orden causado, conforme a lo establecido en 
el art. 28 de la ley 13.264. 

Por estas consideraciones, resuelvo: Declarar transferido, 
por expropiación, a favor del Estado Nacional Argentino, con 
destino a la construcción del Aeropuerto Corrientes, el inmue- 
ble propiedad del Dr. Rodolfo C. Gómez, ineluso mejoras, que 
según escrito de demanda consta de 55 Has., 88 as., 57 cas., 
3533 ero 3 ., lindando: al Norte, el río Paraná; al Sud, sneesión 
de Santiago Crcmonte; al Este, Juan Bautista Begue, y al 
Oeste. Rafael Romano; y según título refiere a dos fracciones 
de tierras unidas, compuesto el todo de 259 m. 800 mra. de 
frente v contra frente por 2.017 m. 780 mm. de fondo en el cos- 
ta rio Este v 2.658 m. 620 mm. más o menos en el costado Oeste, 
dentro de* los mismos límites antes expresados, ubicado en la 
Segunda Sección Rural del Departamento Capital e inscripto 
a nombre del expropiado en el Registro de la Propiedad en el 
tomo 31. folio 24.285. finca n* 11.136, con fecha 29 de octubre 
de 1010 Fíjase el precio y toda otra indemnización por la tierra 
y sus mejoras, en la suma de $ 58.348.24 m/n., que deberá abo- 
narse al expropiado dentro del término do 30 días, con mas el 
interés al tipo del que cobra el Banco de la Nación Argentina 
para sus operaciones comunes, y que se liquidará sobre la dife- 
rencia entre la cantidad depositada y la que se fi.ia por esta sen- 
tencia, rlesde la f celia de la despososión. Atento a lo pedido a 
fs 86, inscripto que fuere el testimonio de la presente en el 
Registro de ta Propiedad, líbrese cheque a la orden del Dr. 
Rodolfo C Gómez, por la suma de * í>.852.30 m/n., consignada 
en estos autos al promoverse la demanda, a cuenta del precio 



DK JUSTICIA DE LA NACIÓN 



271 



fijado por esta sentencia. Las costas en el orden cansado (art. 
28 de la ley 13.264). — Gaspar R. Bonastre. 

Sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones 

Paraná, 22 de noviembre de 1954. 

m 

Y vistos: El expediente caratulado "Estado Nacional Ar- 
gentino (D. A.) c./ Dr. Rodolfo C. Gómez s./ expropiación 
procedente del Juzgado Naeional de 1* Instancia de Corrientes, 
en virtud de los recursos de apelación interpuestos a fs. 04 
y 96, contra la sentencia de fs, 90 a 93 y concedidos a fs. 94 
vta. y 96 vta. ; y 

Considerando : 

Que ios fundamentos de la sentencia apelada, que no han 
sido vulnerados por los agravios expresados, se ajustan a las 
constancias de autos y a la reiterada jurisprudencia de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación y de esta Cámara en el sen- 
tido de que no procede apartarse del dictamen del Tribunal 
de Tasaciones, cuando, como ocurre en este caso, la estimación 
hecha por dicho organismo es justa y equitativa y no aparece 
desvirtuada por las demás pruebas de autos. 

Por ello, se resuelve i 

Con fin nar la sentencia apelada de fs. 9f> a f>3 en cuanto 
ha sidr materia de recurso, con las costas de esta instancia 
igualmente por su orden, atento el resultado de las jipelneiones 
y lo dispuesto en el art. 2$ de la ley 13.264. — Enrique Carbó 
Funes. — Eduardo J, Navarro. — José Francisco Llarens. 
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Buenos Aires, 2 de mayo de 1955. 

Vistos los autos: "Estado Nacional Argentino (D. 
A.) c/ Dr. Rodolfo C. Gómez s/ expropiación", en loa 
que a fs. 112 vta. se ha concedido el recurso ordinario 
<lc apelación. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Considerando : 

Que el recurso ordinario de apelación eoncodido a 
fs. 112 vta. a la parte expropiada es procedente de acuer- 
do con el art. 24, inc. 7% ap. a), de la ley 13.998. 

Que de la sentencia de la Cámara recurre solamen- 
te el demandado, habiéndola consentido el representan- 
le fiscal. 

Que el dictamen del Tribunal de Tasaciones, que 
ha servido de base para fijar la indemnización de 
$ 58.348,24 que se manda pagar por el bien objeto de 
este juicio, hállase fundado en una prueba seria y com- 
pleta, y no se ha aportado ningún elemento de juicio 
nuevo para rebatir sus conclusiones. 

Que según reiterada jurisprudencia de esta Corte 
Suprema, a falta de prueba de los perjuicios que habría 
irrogado la expropiación no corresponde indemnización 
alguna por tal concepto (Fallos: 211, 1782; 218, 816; 
222, 272 entre otros). 

Por tanto se confirma la sentencia de fs. 10Í) res- 
pecto do lo que ha sido materia del recurso. Las costas 
de esta instancia a cargo del apelante en razón de no 
haber prosperado su recurso. 

Rodolfo O. Valen zvtjla — Te 
más D. Casares — Felipe 
Santiago Pérez — Atilio 
Pessaono — Luis R. LoNom. 



NACION ARGENTINA v. DOMINGO ALBEKTENGO 

IlKCyííSO ORDINARIO DE APELACION; Tercera imtamia. 
Juicios en que la Nación es parte. 

Proeede el recurso ordinario de apelación en un juicio de 
expropiación en que la Nación es parte directa si el monto 
d* la contiena supera el señalado por el art. 24, inc. 7*, 
ap. a), de la ley 13.998. 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del valor real. 

Si bien la autoridad de los jueces sigue siendo decisiva en 
los juicios de expropiación, no cabe, eu principio, fijar ju- 
dicialmente un precio distinto del establecido por el Tri- 
bunal de Tasaciones de la ley 18.264, mediante el voto uná- 
nime de sus miembros, y que fué aceptado por las senten- 
cias de las dos instancias anteriores, 

EXPROPIACION; Indemnización, Determinación del ratar real. 

Mediante la asignación de un "representante" especial al 
expropiado y otro de igual carácter al Gobierno Nacional 
en el Tribunal de Tasaciones, la ley 13,264 ha reemplazado 
la intervención individual de los peritos de la ley 189 por 
la de un verdadero organismo que impone a sus componen- 
tes actuación conjunta y responsabilidad mancomunada, y 
atribuye a los " representantes*' mencionados el doble ca- 
rácter de técnicos y partes. 

Sentencia del Juez Nacional 

Córdoba, 21 de julio de 1952. 

Y vistos : Los de expropiación seguidos por el Superior Go- 
bierno de la Nación contra Domingo Álbertcngo, de los que re- 
sultan ¡ exp. G-123-943. 

Que a fs. 15, se presenta el apoderado del Gobierno Nacio- 
nal, y en nombre del mismo, demanda la expropiación de las 
fracciones de terreno, incluso mejoras, demarcadas con los 
núms. 41 A. y 41 B. ( del plano n* 960-D., glosado a fs. 14, y 
ubicadas la 41 B., en el lugar denominado "La Carolina", y 
las dos en el departamento capital de esta Provincia, con una 
superficie total aproximada de 280 Has,, consignando a fs. 1 
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como total indemnización la suma de $ 105.650,50 m/n.. incluida 
mejora^ e indemnización por tiesa propio forzoso. 

Que a fs, 30. se presenta la demandada por medio de apo- 
derado y acompaña títulos de propiedad, pidiendo al mismo 
tiempo ia citación a juieio de los arrendatarios del inmueble 
Arturo y Ludovico l'ercssini, Salvador Corallo y Nazareno Cae- 
eiamano. podido esto último al cual se adhiere el aetor (fs, 32). 
Los arrendatarios comparecen a fs. 34. 67 y 72, 

Que en la audiencia de! juieio verbal correspondiente, y 
cuya aeta corre de fs. 72 a 82» el aetor se ratifica de su demanda, 
el demandado impugna la consignación y fija su pretensión 
mínima en ta suma de $ 24Ó.400 m/n., más el importe de las 
mejoran del campo, daños y perjuicios. El representante de los 
arrendatarios Salvador Corallo y Arturo y Ludovico IVressini. 
reclama para el primero la suma de $ 1.ÍW0 m U. y la de 
$ 2.147.S0 m n. para los Rres, I'enssini. Por su parte el arren- 
datario Nazareno Caeciamano reclama la cantidad de $ 3.6M 
m n.. bajo distintos rubros. 

Que a fs. 2M:i vía., v en virtud a lo dispuesto por el art. 14 
de la ley i:|.2íi4. se elevan los aptos al Tribunal de Tasaciones. 

Que a fs. 2ÍU). se expide el Tribunal de Tasaciones con el 
voto de la totalidad de sus miembros y con la del representante 
de la parte expropiada, fijando como total indemnización la 
suma de $ 23fi.852.85 m/n., inclusive mejoras y alambrados. 

Considerando : 

Que la discrepancia expresada con la estimación practica- 
da, no trae nuevos elementos de juicio al debate, acerca del 
punto cuestionado, circunstancias que, sumadas a los antece- 
dentes en que se apoya el informe del organismo técnico respec- 
tivo Iiaee que me incline a compartir y aceptar las conclus : ones 
valnativas de éste, como el justo y equitativo valor del bien 
tasado. m 

Qnp eniifnrmi- lo tiene estnmVeiiln la jurisprudencia (f am, 
Xae. Cba. ¡n re Gob, Nac. c./ Rodríguez de Felipe. 7-V-51) y 
de acuerdo a la de la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
allí citada, corresponde acoger las pretensiones de los arrenda- 
tarios, tanto más cuanto las mismas no lian sido disentidas por 
las panes del proceso. En cuanto a su monto, estimo debe apli- 
carse el criterio y fundamentos adoptados por el perito Tng. 
Ferrando en cuanto a las mcjoias existentes en el inmueble y 
que son propiedad de Arturo y Ludovico Peressini y los del pe- 
rito Lacutt en cuanto al perjuicio directo e inmediato de la ex- 
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propiaeión de estos últimos, como así también los de este mismo 
técnico en cuanto a Ja indemnización total debida a los arrenda- 
tarios Corallo y Caceiamano, conformándolas a las reclamacio- 
nes formuladas por los interesados a fs. 260 vta. y 262 vta. 

Que en consecuencia, corresponde abonar a Arturo v Lu- 
dovico Peresstni, por concepto de mejoras de su propiedad, la 
suma de $ 1.107,80 m/n., y en concepto de perjuicio directo la 
de $ 1.807,05 m/n., lo que totalizaría $ 2.914,85 ra/n,; pero li- 
mitando la parte interesada su petición (fs. 260 vta.) a la 
suma de $ 2,147,80 m/n., fíjase en dicha cantidad la indemniza- 
cion total debida a estos dos arrendatarios por el actor. 

Con referencia al arrendatario Nazareno Caceiamano, se 
adopta el criterio seguido por el perito Laeott (fs. 107/12) 
£ e ™ íí m,tada ]a aclamación {fs. 260 vta.), a la suma de' 
3 á.o\J0 m/n., se establece esta última suma debida como indem- 
nización por el expropiante a este arrendatario. 

En cuanto al arrendatario Salvador Corallo, y coincidente 
con el criterio del referido técnico (fs. 113/15), fíjase la suma 
ae * I.íOO m/n., como indemnización debida por el actor al 
mismo. 

Que por último, como se ha dicho anteriormente, para de- 
terminar la indemnización debida a los propietarios del inmue- 
ble que se expropia, se sigue la formulada por el Tribunal de 
♦ d(HÍUC * ndüse en el r^ro de mejoras la suma de 

« 1.037,80 m/n., que ya fué asignada al arrendatario Nazareno 
Caceiamano en * 530 m/n„ y a Arturo y Ludovíco Peressini 
en $ 1.107,80 m/n. 

*q ^."V 11 cuant0 a Ias costas > según lo establecido por el art. 
28 de IM ley 13.264, y conforme a la suma reclamada por el ex- 
propiado y los arrendatarios, corresponde imponerlas al actor. 

Por tanto, resuelvo : Declarar transferido al Estado Nacio- 
nal Argentino, el dominio de las fracciones de terreno, incluso 
mejoras, demarcadas con los nums. 41 A. y 41 B„ del plano 
n 960-R, glosado a fs. 14, y ubicadas la 41 B. en el lugar de- 
nominado La Carolina", y las dos en el departamento capital 
de esta Provincia, con una superficie aproximada de 389 Has., 
81 as., 11,26 m*. con todo lo edificado, clavado v plantado, al 
precio total de $ 235.215.05 m/n., con más los intereses r1 tipo 
de los que cobra el Banco de la Nación Argentina para sus 
descuentos, sobre la diferencia entre la suma consignada y la 
mandada abonar, desde la fecha de la desposesión hasta ef día 
del efentivo pago de la indemnización, con costas al actor. In- 
demnízase a los arrendatarios Sres. Arturo y Ludo vico Peressi- 
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sión basta su éfeetiro pago. - Fwicww ¡<*l""- 

Sentencia m la Cámara Nacional de Apelaciones 

Córdoba. 27 de aposto Uc líí*^- 
Y vistos, Bata* -^^Ü^^ST^ 

in1.Ti»u..st.K emitra la sentencia de fs. 31 y surten 1> tada por 
TsrS Nacional de Prime» Mata-da Mular .'"1 
n» 1 ile esta Capital. 

Y considerando: 

Que el Tribunal .le Tasaciones a &. 200 de autos, ha est,- 
n^eTva'l I de, innoble que « e,pr<>pm «"J^ 
dante de loa representare a de 1 as part es > d ^ »'» de 

'a^ u lie a.nen corresponde fijar la indemn,*a™r , cu Ja 
«"na -tahle-ida por el referid., organ s,,„, leen.- . ...N* « W£ 
eialmcnte. no .lifiere de la que se manda a papar en la scntenua 

*%m «ate artts^Ms 

orpto de mdenu.uae.un man da » p »-ar « Xilí , lirollo 
¿S'^SrU por .0 que, en 
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Que las costas deben ser abonadas por el actor, con arre- 
glo a lo que prescribí' el art. 28 de la ley 13,264. 

Por estas consideraciones, se resuelve -. Reformar la sen- 
tencia impupnada en cnanto a los honorarios re&uladus. . 
confiruuimWla en lo demás en cuanto ha podido ser materia 
de los recursos interpuestos. Las costas de esta instancia tara- 
Wn a cargo del actor. — Luis M. Allende. — José Zeballaa 



Dictamen del Procurador General 
Su i nema Corte: 

El recurso ordinario de apelación concedido a f«. 
33f> y tu., es procedente de acuerdo con el art. 24, inc 7* 
ap. a), de la ley 13.998. 

En cuanto al fondo del asunto, el Gobierno Nacio- 
nal actúa por intermedio de apoderado especial, quien 
ya ha asumido ante V. E. la intervención que le correa- 
ponde ffs. 351). Buenos Aires, 2 de marzo de 1955 — 
Carlos O. Del fino. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2 de mayo de 1955. 

Vistos los autos: "Gobierno Nacional c/ Alberten 
«o, Domingo s expropiación", en los que a ta. 336 vta. 
se lia concedido el recurso ordinario de apelación. 

Considerando: 

Que el recurso ordinario de apelación concedido a 
la parte aetora a fs, 336 vía. es procedente de acuerdo 
con el art. 24, inc. 7', ap. a), de la ley 13.99a 

Que las sentencias de primera y secunda instancias 
hacen notar que el Órgano de la ley 13.264 se expidió 
por imnnimidad y con la presencia de todos ms rnien^ 
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bros cuando procedió a fijar el avalúo del bien expro- 
piado en la suma de $ 236.852,85. 

Que de acuerdo con la jurisprudencia del Tribu- 
nal, si bien la autoridad de los jueces sigue siendo deci- 
siva en los juicios de expropiación no cabe, en principio, 
fijar judicialmente un precio distinto del establecido 
por eí Tribunal de Tasaciones cuando los representan- 
tea de las partes en dicho organismo coneuerdan entre 
sí y con los demás miembros de él; Fallos: 217, 483. 

' Que respecto al argumento del representante de la 
actora en cuanto a que no puede conformarse con un 
pronunciamiento fundado en el hecho de que rn técni- 
co que no es mandatario de la parte actora, preste su 
conformidad ante un organismo de asesoraimento co- 
mo lo es el Tribunal de Tasaciones (alegato de fs. Sol), 
corresponde tener presente que esta Corte ha resuelto 
que mediante la asignación de un "representóte" es- 
pecial al expropiado y otro de igual carácter ai Gobier- 
no Nacional en el Tribunal de Tasaciones (le la ley 
13 'HU se ha reemplazado la intervención individual 
de los'poritos de la ley 189 por la de un verdadero orga- 
nismo que impone a sus componentes actuación con- 
junta v una responsabilidad mancomunada, y atribuye 
a los "representantes" mencionados el doble carácter 
de técnicos v partes; Fallos: 214, 439, 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, se confirma la sentencia apelada en lo que ha 
sido objeto del recurso. Las costas de esta instancia a 
eargo de la actora. 

Rodolfo G. Valenzuela — To- 
más D. Casabes — Felipe 
Santiago Pérez — Atilio 
Pessaono — Luis R. Longhi. 
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FRANCISCO LEGASPI —sucesión— 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en 
juicio. Proiedimitíttto y sentencia. 

Puesto que no es dado a la Cámara Xacional de Apelacio- 
nes en lo Civil exceder la jurisdicción que le acuerda un 
recurso concedido pnra ante ella sin agravio a las garan- 
tías de la propiedad y la defensa en juicio, es improce- 
dente la declaración de no correnponder honorarios a los 
procuradores por trabajos extrajudieiales si, según re- 
sulta de la restricción explícita con que el memorial de 
agravios mantuvo el recurso, éste sólo pers guió la reduc- 
ción a justos límites de los honorarios regulados. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El procurador Hugo S. Torello pidió en estos autos 
que se le regularan honorarios por trabajos extrajudi- 
eiales realizados a favor de los herederos de don Fran- 
cisco Legaspi, cuyo juicio sucesorio corre por separa- 
do; y, como el tribunal a qno le ha negado ese derecho, 
por considerar que el decreto-ley 30.439/44 no le habi- 
lita profcKiona luiente para intervenir en gestiones de 
ese carácter, recurre ante V. E. para que revoque la 
decisión de fs. 77. 

No cabe evidentemente considerar la cuestión plan- 
tenda en torno a la interpretación de los arta. 2* y 37 
del Arancel, ni la que, en vinculación con ésta, se fun- 
damenta en el desconocimiento de la cláusula constitu- 
cional que establece que nadie puede ser privado de 
Jo que la ley no prohibe; tanto una como otra, implican, 
en efecto, la necesidad de entrar a interpretar el decreto- 
ley 30.439/44 (en cuanto a la segunda conf* Fallos: 211, 
1749), y está decidido en forma reiterada, con especial 
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referencia a dicho cuerpo legal, que ello no es materia 
de recurso extraordinario (Fallos; 202, 566; 204, 400 y 
*2V2 43-). 

' Un examen más detenido exige, en cambio, el agra- 
vio que se "funda en la pretendida violación del art. 37 
de la Constitución, relativo a los derechos del trabaja- 
dor, y especial al de su retribución. 

['«rece, a primera vista, que le asistiera razón al 
recurrente. Pero, esto sólo en apariencia, porque si bien 
se mira el problema, resulta claro que lo decidido no 
ocasiona agravio al procurador To relio en cuanto a la 
esencia del derecho que alega o sea el de obtener una 
retribución por el trabajo que dice haber realizado, que 
es lo único que interesa en el aspecto constitucional del 
asunto, 

En efecto, dada la forma como se planteó la htis, 
el fallo apelado no puede tener otro alcance que el de 
declarar que Torello carece de acción para exigir que 
se le regulen judicialmente sus honorarios, por trabajos 
extrajudiciales de acuerdo al procedimiento establecido 
en el decreto-ley 30.439/44: poro, nunca el de que no 
tiene derecho a ser retribuido por dichos trabajos. En 
otras palabras, el tribunal ha interpretado ese decreto 
—ello en forma irrcvisible, como he dicho antes— y 
ha llegado a la conclusión de que, cuando se traía de 
trabajos extrajudiciales, no cabe regulación dentro del 
sistema que el establece más que a favor de los profesio- 
nales abogados mencionados en el art. 37, lo que resulta 
razonable si se considera que la esencia de la actuación 
profesional del procurador es la representación cu jui- 
cio ante los tribunales (art. 1* de la ley 10.996) y no la 
realización de ninguna de las tareas a que hace referen- 
cia el art, 37. 

Ahora bien, la conclusión de que los procuradores 
carecen de acción para obtener que sus trabajos extra- 
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judiciales le sean retribuidos mediante el procedimiento, 
y de acuerdo a las escalas, que fija el decreto- !ey de 
Arancel, no implica ni mucho menos la afirmación de 
que el recurrente no tiene derecho a ser compensado 
por su labor. Tal vez, haya en ello materia para otro 
juicio en el que habrá de decidirse, a la luz de las dis- 
posiciones de la legislación de fondo, cuál es ese de remo 
en definitiva, y sólo en caso de rechazarse la pretensión 
habrá llegado entonces el momento de entrar a examinar 
el problema en sus aspectos constitucionales por la vía 
del recurso extraordinario. 

Estimo, en consecuencia, que no existe agravio' ac- 
tual suficiente para sustentar el recurso de f*. 81, por 
Jo que corresponde declararlo improcedente. Buenos Ai- 
res, 9 de febrero de 1955. — Carlos G. Delfhw. 

FALLO PE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2 do mayo de 1055. 

Vistos los autos: "Legnspi, Francisco (suc) — In- 
cidente s/ cobro de honorarios", en los que a fs. 82 vta. 
se ha concedido el recurso extraordinario. 

Y considerando: 

Que la sentencia de fs. 61, apelada por los Sres. 
Legaspi a fs. Íi7, lo fue sólo, según aclara el memorial 
de agravios de fs. 73, a los efectos que los honorarios 
regulados a D. Hugo S. Torello, fueran reducidos a 
límites justos y para que se suprimiera la condena a 
pagar intereses. La memoria de los demandados influ- 
ye, además, el pedido expreso de que se confirme en 
todo lo demás el auto apelado. 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, 
con fundamento en las garantías constitucionales de la 
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propiedad v la defensa no es dado a la Cámara de A 
Lioncs en* lo Civil exceder la jurisdicción que te t* 
dan los recursos concedidos para ante ella 
causa * "C. Sáenz Paz y Cía. s/ liquidación sin quiebra , 
sentencia del 21 de abril del año en curso y los prece- 
dentes allí citados— . , 

Que no es dudoso que el límite de la jurisdicción 
anclada está configurado también por la restricción ex- 
plícita con que el memorial de agravms mantiene el 



Por ello v habiendo dictaminado el Sr. ^curador 
General se deja sin efecto la sentencia apelada de = fe. 
77 Y vuelvan los autos al tribunal de su procedencia a 
& de que la Sala que sigue en orden de tan» d J 
nuevo pronunciamiento con arreglo al art. 16, 1 pane, 
de la ley 48. 

Rodolfo G. Valen z cela — To- 
más D. Casares — Felipe 
Santiago Pérez — Atilio 
Pessagno — Luis R. Lqnghl 



HECTOR O. DE LITA v. SILVIO OBRVIN1 

vsssaeaíamm 



(i\ muy». Falto": 229. «S. 
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RICARDO D. FEDERICO HUFNAGEL 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia de- 
ftmtiea. Resoluciones anteriores „ Ui sentencia definitiva. Varias. 

Por no mediar sentencia definitiva es improcedente el re- 
curso extraordinario que, deducido eon base en el art 29 
d-j la Constitución Nacional y en el régimen que se pre- 
tende mas benigno ele una ley posterior, procura el so- 
breseimiento del enjuiciado respecto de quien la senten- 
cia apelada decretó la prisión preventiva Y). 



CARLOS RIZZI v. ELIAS MEDINA Y OTRO 
RECURSO EXTRAORDINARIO; Trámite. 

Puesto que el recurso extraordinario debe deducirse ante 
el superior tribunal de la causa y ser despachado por éste, 
do es útil la concesión de dicho recurso por el tribunal de 
primera instancia (*). 



AGUSTIN ESTEBAN 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competrneia penal. Princi- 
píos generales. 

Para determinar la competencia en materia penal, corres- 
ponde que la Corte Suprema examine el proceso eun pres- 
cindencia de la calificación que en él se haya atribuido a 
los hechos que lo originaron. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia nacional. Causas 
penates. Violación de normas federales. 

La justicia nacional es la competente para investigar y re- 
solver si constituyen una infracción a la ley electoral' o al 
art. 248 del Código Penal en orden a lo prescripto por el 

< 1X 2 (Ir mrivo, Fu Una: 233, 123; 228 743 
í») 2 de mayo. Fnlloi: 229, 114. 
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art 72 de aquella —ley H.0Ü2 reformada por la 14.292- 
los hechos im putados al fiscal de un partido político, con- 
sistentes en bnhiT destruido, ante la mesa receptora de 
votos v durante id arto r íleccionario, el «iniet de af diado 
d- un votante v la boleta de sufragio que llevaba otro. 
Tn'itasp de hechos no ajenos a la elección y que podrían 
importar una íilleración de la normalidad o regularidad 
del acto electoral. 

Dictamen i»el Phoccradob General 

Suprema Corto : 

Aunque en mí opinión él Procurador Fiscal, Dr. 
León Maibnd, estaba en condiciones al emitir su dicta- 
men do fs. 52 de ápekr el pronunciamiento de f*. 12 
que no lo fuera notificado con anterioridad, opino que 
la circunstancia de que no lo haya hecho así hace que 
dicho pronuneinmiento de fs. 12, en cuya virtud se. de- 
claró la incompetencia de la justicia nacional para cono- 
cer del asunto, deba reputarse fórülé en la actualidad. 

Xo ocurre lo mismo en el ámbito provincial donde, 
a pesar de la declaración de nulidad formulada a fs. 
47, no "Kiste decisión concreta y fundada do 1« justicia 
de la Provincia Eva Perón que declara la incompeten- 
cia de la misma para entender del caso. 

En consecuencia, opino «pie no se ha trabado en 
forma contienda de competencia ne-ativa que autorice 
la intervención de V. E. en los términos del art. 24, me, 
8, de Ijn lev KUWS, correspondiendo remitir ostras m-tun- 
• clones n ía justicia local de la provincia mencionada a 
fin de que so pronuncie sobro su competencia y hu^a 
conocer l;i decisión firme que rocada al Juez Nacional 
de Santa líosn. Bunios Aires, 11 de abril de 1955. — 
Carlos C Delfino. 



■ 

t 



FALLO DE LA CORTE SUP! 



Buenos Aires, 2 de mayo de 1955. 

■ 

Autos y vistos; considerando: 

Que la contienda negativa de competencia se halla 
debidamente trabnda con la resolución de fs. 12 man- 
tenida a fs, 52 vta. por el Sr. Juez Nacional, después 
de enterarse de lo dispuesto a fs. 51 por el Sr. Juez Pro- 
vincial en cumplimiento de lo decidido a fs. 47 por el 
Superior Tribunal de Justicia de la Provincia Eva Pe- 
rón por los fundamentos de su Procurador General 
(fs. 45). 

Que para decidir la cuestión planteada los tribu- 
nales mencionados se lian atenido, como lo dispone el 
art. 34 del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
a lo que resulta prima facic de las circunstancias de la 
causa. De no ser así, la resolución de fs. 12 habría sido la 
que prevé el art. 434, inc, 2*, del citado código. De igual 
modo incumbe a esta Corte Suprema dMmir la contien- 
da examinando el proceso con prescindencia de la cali- 
ficación que en él se haya atribuido a los hechos que lo 
han originado (Fallos: 217, 672; 220, 125 entre otros). 

Que la destrucción por el fiscal, ante la mesa recep- 
tora de votos y durante el acto eleccionario, de un car- 
net de afiliado a un partido político correspondiente a 
un votante y de una boleta de sufragio que llevaba otro 
elector no son, evidentemente, hechos ajenos en modo 
alguno a la elección. Por el contrario, podrían importar 
una alteración de la normalidad o regularidad con que 
la ley procura rodear al acto electoral mediante la adop- 
ción de medidas inclusive de índole penal (ley 14032, 
sexta y séptima partes). 

Que corresponde así al juez nacional investigar y 
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resolver si en el caso de autos ha mediado o íio infrac- 
ción a la ley electoral o al art. 248 del Código Penal en 
orden a lo ptescripto por el art. 7*J de aquélla, con arre- 
t| a la competencia que a esc efeeto le atribuyen los 
nrts. f>2, Ó4 t 61 v 175 de la ley 14.032 modificada p»r la 
ley 14.202 {doctrina de Fallos: 180, 421; 181, 302; ley 

48, art. 3, inc. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
(¡etieral, se declara que corresponde al Sr. Juez Na- 
cional de Santa Rosa (Provincia Eva Perón) continuar 
eonoeiendo de este proceso. Remítansele los autos y 
hágase saber al Sr. Juez Provincial en la forma de 
estilo. 

Rodolfo G. Valen z cela — To- 
más D. Casares — Felipe 
Santiago Pérez — Atujo 
Pessaono — Luis R. Lonohi. 



JULIO ARTTRG CAÑE VARO 

RECVHSO EXTRA()Iíní\ÁíiIO: HrqHÍ*¡t(>* p^f >io f : de ~ 
futithn, fíesutuvinur* anteriure* « la stntrnria definitiva. Varias. 

No procede ni rnoursu extraordinario contra In resolución 
dictada en un juicio sucesorio, por ta cual se intima al 
propietario dn un inmueble que arrendaba el causante la 
restitución a sus hereden». Dicho pronunciamiento no 
es definitivo, pues no impide e' ulterior ejercicio de las 
acciones que el dueño estimare corrcsponderle. No im- 
porta une se invoque violación de la defensa si, por lo 
d»mb. el recurrente fué oído en el juicio y no ha indi- 
cado las pruebas de que se dice privado ni la^mnneii- 
cia que ellas hubieran podido tener en la decisión del 
punto f 1 ). 

( 1) 2 de muyo. Fallos: 188. 5; 209, 342; 219, 664 ; 222, 394, 
22.1, 51. 
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MARCELO COSTA PAZ v. ALBERTO STEFKEXH SOLER 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio?, Relación di- 
recta. Normas extrañas al ¿nido. Disposiciones constitucionales. 

La doctrina de la Corte Suprema según la cual la recusa- 
ción de los jueces ord.narios de la causa es irrevisibte por 
la vía del recurso extraordinario, por tratarse de u» punto 
procesal y de hecho ajeno a la garantía de la defensa eu 
juicio, es aplicable a la recusación admitida de un secreta- 
rio de primera instancia (*)- 



MARIA GUIDO v. PABLO DECKER 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen. 

Es inoficiosa la consideración del conflicto alegado entre 
una ley nacional y una extranjera, así como lo referente 
al apartamiento de precedentes en materia de prueba de 
normas foráneas, si la sentencia apelada decide que el con- 
tenido de ambas leyes es coincidente ( z ). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios, Sentencia de- 
finitiva. Resoluciones anteriores a ta sentencia definitiva. Varias. 

Atento lo dispuesto por los arts. 606 y 607 del Código de 
Procedimientos Civiles, la arbitrariedad imputada a la 
sentencia favorable a la actora recaída en juicio sumario 
de alimentos, no autoriza la concesión del recurso extra- 
ordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes, tiravamen, 

Por carencia de interés jurídico no sustenta el recurso ex- 
traordinario la garantía de la igualdad invocada por el de- 
mandado en juicio de alimentos, en razón de no haberse 
requerido a la actora, en contra de jurisprudencia concor- 
dante, prueba de La falta de medios. 



(*) 3 dü mayo. Falto»: 228, 32E» y 714. 
(3) 2 de moyo. 
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ABHAIIAM RUDAN9KI 

RECURSO K X TliA ORUIX ARIO : Requisitos propios. Sentencia de- 
finitiva. Resoluciones anteriores a hi srntenvir Jeftmtiea. l anas. 

No es srntenda definitiva, a los efectos del recurso extra- 
ordinario, la resolución dictada en una causa sobre otorga- 
miento de carta de ciudadanía que se limita a tener por 
acreditada la extranjería y el nacimiento del solicitante, 
sin decidir nada acerca de la concesión del beneficio 



Zl'LEMA RCBINSTEIN 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqnivit»* romanes. Sahshtenria 
de los rt qitisitos. 

Si de los autos resulta que ha desa paree ido la razón de ser 
del recurso extraordinario. |>or haber solucionado las par- 
tes el lltijfío. carece de objeto que la Corte Suprema se 
pruno ir* ie t-obre las cuestiones planteadas ( ? ). 



LUIS ESTEBAN ALCAYAOA v. INSTITiTO NACIONAL 
DE PREVISION SOCIAL 

AcrMCfsACiox pe tiEXEb ¡ans: jMi*r¡*ne* ;t ptmhm» »«- 

cionales. 

No procede computar servicios comprendidos en la ley 
ll.llll a favor de (pilen obtuvo, por la Ca ja de Retiros. -Ju- 
bilaciones y "elisiones di' la Policía Federal, una jubila- 
ción cuyo monto excede el fijado por el art. 38 de la ley 
13.076." 

ACUMULACION PE M.XEFirios: Generalidades. 

Puesto «pie la Caja Nacional de Jubilaciones para emplea- 
dos de empresas particulares y la Caja de He, iros, -lubila- 



(1) 2 di* diflyo. FíflliílJ 30, 540} 226, 22!1. ~M. 

Jfl) Í da maya. Fallo*: 207, 143; 215, 240. 
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ctones y Pensiones de la Policía Federal, se rigen por leyes 
y sistemas propios, esta última debe ser considerada en la 
categoría de ente no dirigido o administrado por el Insti- 
tuto Nacional de Previsión Social, a los efectos del art. 38 
de la ley 13.076. 

- 

Dictamen de la Comisión de Prestaciones de la Junta 
de la Sección Let 11.110 

Adoptado por Resolución del Directorio del Instituto 
Nacional de Previsión Social 

Sala de la Comisión, 26 de mayo de lflo.'í. 

Visto lo actuado, de acuerdo con la* provisiones contenidas 
en la ley n 9 VA'uü y disposiciones adoptadas por el IT, Directo- 
rio con respecto a la aplicación de la misma, 



La Junta de la Sección Ley 11.110 
Resuelve t 

1*} Desestímase el pedido de jubilación por retiro volun- 
tario interpuesto en autos por don Luis Esteban Alcayaga. 
Ello, atento ipie el nombrad» es jubilado de la Caja de Retiros, 
Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal, con nn haber 
mensual de $ 1.71:1.13 m n. el í|iie, por sí sólo, supera la suma 
de $ l.óOO m u. a que se refiere el art. ,18 de la ley 11,110. mo- 
dificada por la n 9 13 076 al fijar el límite de acumulación de 
prestaciones, 

2 9 ) Declárase, en consecuencia, que el recurrente sólo tie- 
ne derecho al reconoe i miento de los servicios que prestara bajo 
el régimen de la ley n° 11.110, 

3 9 ) Por tanto, notifíquese a la parte interesada hacién- 
dole saber que en caso de disconformidad deberá hacer mani- 
festación expresa de la misma dentro del plazo máximo de 30 
días a contar de la fecha de notificación en cuyo caso se some- 
terán estas actuaciones a consideración del II. Directorio. Caso 
contrarín, tome nota Contaduría (CP) y archívese. 
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Dictamen i>el PaocintADOtt Generad del Tü ahajo 

Ercma. Cámara: 

Contra la denegatoria del Instituto de Previsión* a la acu- 
mulación ile la jubilación pedid* de la ley 11.110. con la con- 
cedida de $ 1.713.13 m/n. pnr la Caja de Ret ros de la Policía 
Federal, s el recurso interpuesto por el peticionante y benefi- 
ciario de esta prestación. 

Lo funda en que el beneficio que está percibiendo, es un 
ret'ro otorgado por la Caja de Previsión de la institución poli- 
cial, y por tanto, que no está comprendido en la limitación de 
monto» compatibles que la ley 13,076 establece en la reforma 
del art. 38 de la ley 11.110, sobre jubilación, pensión o subsi- 
dio, de que la resolución denegatoria hace n^rito. 

Que no es también aplicable esta r. forma con respecto a 
su retiro, toda vez que la Caja de Retros. Jubilaciones y Pen- 
siones de la Policía Federal, carece de reciprocidad con n Ins- 
tituto de Previsión Social, El otro fundamento de que se halla 
fuera de su régimen aquella Caja, no es ello cuestión surgid» de 
la disnosición citada, puesto que están eom prendidos ni la limi- 
tación, cualquiera otros beneficios de organismos extraños a su 
gobierno. 

El caso de "Carranza Lucero" —Corte Suprema. 226, 
375 — invocado en pro del recurso, difiere al presente, pues no 
estaba comprendido el beneficio, en la acumulación condiciona- 
da por el art. 38 de la expresada ley 13.076, a juicio del sus- 
cripto, porque se trataba allí, realmente de un retiro militar, 
que el legislador no ba debdo mencionar entre la jubilación, la 
pensión o el subsidio, que fueron su intención limitarlos con 
otros beneficios hasta la suma de $ 1.500 m/n. 

Pero el beneficio del apelante Dr. Luis E. Aleayaga, aun- 
que proviene de retiros de la Caja Policial, no le lia sido conce- 
dido en este carácter, sino en el de jubilación, por ser funciona- 
rio perteneciente a un cuadro diferente del que la ley de crea- 
ción de aquella institución comprende expresamente en el re- 
tiro Este es uno de los ben^f'eirw mi* <je amenln a' nersona), 
—art. 25, inca, a) y b), del D/L 15,943/46 (ley 13,593) — . 

La petición de esa prestación, como la resolución aeonlato- 
ria por el Poder Ejecutivo, es de jubilación voluntaria y_no 
de retiro; lo mismo su tramitación, — fs. 27, 3Í>. 43 y 47—, 
Por ello, que la incompatibilidad por el monto del beneficio üb- 
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tenido, con el pretendido de otra Caja, se encuentre encuadrada 
en la ley i:í.07tí. conforme lo decide la resolución apelada. 

Sí bien la cuestión no quedaría resuelta como retiro, aun 
siendo la misma Caja eoncedente de este beneficio y del de ju- 
bilación, y en ausencia de la reciprocidad que se alega, basta 
la mención en la ley, de que mn acumulables los beneficios con 
jubilación de carácter nacional otorgada por organismo ajeno 
al Instituto, para que. la del art. 23. inc. b), del D/L 15.943/46, 
quede sujeta a esa acumulación y a su monto perceptible. 

En primer lugar, la prestación existente del apelante, es la 
jubilación r ! ue expresa el art. 38 de la ley 13.076. v no retiro. 
En cuanto a la procedencia del benefició, es un organismo el 
otorgante; pues éste carácter revisten aun los que no integran 
en alguna forma. la administración publica de una provincia 
— Cort* Suprema, -sentencia 1:1 de julio de 1!>54, m re "Romav, 
Francisco A. c./ I. N. P. S."— . Y es de carácter nacional el be- 
neficio, como es provincial et de aquella Caja particular, orga- 
nismo a que ese fallo se refiere- 
De ahí también que la incorporación a la reciprocidad del 
art. 20 del D/L 9316/46, sea requisito necesario para someter 
los beneficios de la Caja de Retiros de la Policía Federal, a la 
norma reglante de las acumulaciones de las leyes 13.065 y 
13.076, toda vez que por la naturaleza análoga de esta Caja a 
la del Instituto, y su carácter oficial, sería obligatoria esa reci- 
procidad y no solamente un derecho como el que según se infiere 
del fallo citado del Excmo. Tribunal, asistiría a la Caja par- 
ticular de abogados de la provincia de Buenos Aires. 

Por los antecedentes expuestos, es que me decido por la con- 
firmatoria de la resolución apelada de fs. 69. Despacho, 13 de 
setiembre de 1954. — Víctor A. Surcda Grarth. 

Sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones 

i»el Trabajo 

Buenos Aires, 27 de octubre de 1954. 

Vistos y considerando: 

Surge de lo actuado que al recurrente, medico Ipgista de la 
Policía Federal, se le acordó por el Directorio de la Caja de 
Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal creada 
por decreto 15.943/46 —lev 13.593— el beneficio de "jubila- 
ción" previsto por el art. 25, inc. b), del citado ordenamiento 
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legal por pertenecer a un cuadro, — A D — . al que no correspon- 
de el í( retiro" a que se refiere el inc. a) del mencionado ar- 
tículo. Dicho acuerdo, — fs. 43—, aprobado por el Poder Eje- 
cutivo el 24 de enero de 1!>52. — fs. 47^, con sujeción al tra- 
mite impuesto por el art. 17, inc. a), del decreto aludido, 
constituye un impedimento a la viabilidad de la acumulación 
de prestaciones, —jubilación por retiro voluntario dentro del 
régimen de la ley 11.110—, requerida por el apelante por ex- 
ceder pl beneficio* jubilatorio de que ya poza, del límite impuesto 
por él art. 38 de la ley 13.076. 

El precedente que se cita a fs. 80 difiere del presente piso- 
teo va que en aquél. — "Oirranza Lucero N.'\ ha Lc\t. t. 71, 
p/ lí? " 711— el interesado posaba de un "retiro militar" y no 
de otro "beneficio jubilntorio*' y tal retiro no se encuentra 
comprendido en Ib limitación que prevén y detallan los arts. 92 
de la ley 13.065 y 38 de la 13.076. 

Por ello, por sus propios fundamentos y los del dictamen 
que precede de la Procuración General del Trabajo, se con- 
firma la resolución apelada. — Abrakam E. Yahiovinos. 
Carlos It. Eider. — Orcste FettortitL 



Dictamen del Procurador Ghxeral 

Suprema Corte: 

Kl recurso extraordinario interpuesto a fs, 89 ea 
procedente pnr bnberse puesto on tela de juicio el al- 
cance de normas de ea ráete r federal, y ser la defisión 
del superior tribunal de la causa contraria a la inferpre- 
taciúu del recurrente. 

En cnanto al fondo del asunto, consiste ea establecer 
si la limitación contenida en el art. 38 de la ley n* 13.07G 
alcanza a quienes disfrutan, además de un beneficio 
concedido pot el Instituto Nacional de Previsión Social, 
de una jubilación otorgada por la Cnja de Retiros, Ju- 
bilaciones y Pensiones de la Policía Federal en virtud 
* del art. 25, inc. l>), del decreto 15.943/946 (ley 13JSÍÍ3). 

Comparto, al respecto, las conclusiones a que arri- 
ba la sentencia apelada. La objeción referente a la na- 
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. turaleza de ciertos beneficios que concede la Caja alu- 
dida no debe ser considerada aquí, puesto que, como se 
señaló, el concedido al recurrente es una jubilación, 
textualmente incluida en el mencionado art. 38. Y en 
cuanto al argumento basado en que la Caja de la Policía 
Federal no está sometida a régimen de reciprocidad 
con el Instituto, debe ser desechado en virtud de lo re- 
suelto por V. E. en Fallos: 229, 304. 

Corresponde, en consecuencia, a mi juicio, confir- 
mar la sentencia recurrida en cuanto pudo ser materia 
de recurso. Buenos Aires, 2 de marzo de 195r>, — Car- 
los O. Del fino, 

FALLÍ) DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de mayo de 1955. 

Vistos los autos: "Alcayaga, Luis Esteban c/ Ins- 
tituto Nacional de Previsión Social s/ jub. ret. volun- 
tario", en los que a fs. 92 se ha concedido el recurso 
extraordinario. 

Considerando : 

(¿ue el 24 de enero de 1952 (fs. 47) le fué concedida 
al íéettÉTénte la jubilación voluntaria que solicitara 
desempeñando el cargo de Oficial 7* (Médico Legista) 
de la Policía Federal, por servicios prestados en la 
misma desde 1921 a 1951 y fijándose el monto de tal 
beneficio en $ 1.713,13 moneda nacional. 

Poco tiempo después, invocando otros servicios» 
prestados en la Facultad de Ciencias Médicas de la 
Universidad Nacional de Buenos Aires (1919 a 1923) 
así como en la ex-Caja do Socorros de la Policía v Bom- 
beros de la Capital (1925 a 1943) y en la Clínica Pus- 
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snnt (1952/19Ó3) comprendidos en la ley 11.110 (fa* 
6")), requirió la certificación y cómputo de éstos n fin 
de acumularlos a la jubilación ya obtenida, lo que le 
fue denegado por aplicación del art. 38 de la Ic-y 13.076 
modificatoria de la ya citada, que autoriza la acumula- 
ción hasta un monto total de * 1.500 moneda nacional. 

(¿no el recurrente sostiene que esa disposición no 
es aplicable a su caso porque el beneficio de que croza 
no se halla, dice, comprendido en aquélla, desde que la 
T.-iju que se lo otorgó no aparece mencionada en la 
misma v además está fuera del régimen del Instituto 
Nacional de Previsión Social con el que no mantiene 
reciprocidad, y finalmente, el límite del referido art. 3S 
alude a los beneficios que antea eran incompatibles. 

Que desde lucero, el beneficio que disfruta el roen- 
rretitc es una " jubilación", así denominada expresa- 
mente por el inc. h) del art. 25 del decreto 15.943/46 
aprobado por la ley 13.593, y también lo estableció el 
decreto de fs. 47 míe la concedió. El art. 38 en cuestión 
declara comprendidas en su límite, la acumulación de 
beneficios que provengan de "cualquier" otra jubila- 
ción, pensión o subsidio otorgados por organismos que 
no sean dirigidos o administrados por el Instituto, sean 
de carácter nacional, provincial, municipal, militar o 
graciable y queda dicho que la acordada al recurrente 
es una jubilación. 

M claridad del precepto acerca de la cuestión plan- 
teada, revela la improcedencia de la pretensión, toda 
vez que la circunstancia de regirse los dos organi sujos 
jubilatorios mencionados, por leyes y sistemas propios 
sólo permite considerar a la Caja de Retiros, Jubilacio- 
nes y Pensiones de la Policía Federal, precisamente ea 
la categoría de ente no dirigido o administrado por el 
Instituto. 

Por ln demás y en lo que atañe a la existencia de m 
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reciprocidad y a la excepción que se pretende, cabe dar 
por reproducidas aquí las razones que esta Corte Su- 
prema consignara al decidir el caso inserto en Fallos- 

T Í „' PU ° S dada la identid a<* de los textos letales 
(arta. 38, ley 13.076 y 92 de la 13.065), aquellos funda- 
mentos son de estricta observancia en cuanto a que no 
solo no existe desconexión o divorcio entre los textos 
de la ley ll.llu y ] os de la 13 59s ginb qug eg menoste¡ . 

conservar la armonía y coordinación en los regímenes 
de previsión social fundados en situaciones humanas 
semejantes y las soluciones que establecen un concepto 
positivo de igualdad, porque estas son normas que res- 
ponden también a Ja solidaridad de los intereses que 
la legislación respectiva debe contemplar. 

Por estos fundamentos y habiendo dictaminado el 
br Procurador General, se confirma la sentencia ape- 
lada de fs. 86 en cuanto ha sido materia del recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 89. 

Rodolfo G. Valenzuela — To- 
más D. Casares — Felipe 
Santiago Pérez — Atilio 
Pessaqno. 



ERKESTO HECTOR LHUILLIER 

EECVfiSO EXTfiAOnDWARW; Requisitos propU¡9 . f ± 
<W CnesUones federales simples. Interpretación de las leyes fJL 

No tratándose de la mera apreciación de cuestione* de he- 

nÍMlT^ i " d ? preci8ar * "torio con arreglo al 
"Ü a . b f rá * ^"amarse el mínimo indispensable para 
la subsistencia de las personas amparadas por la lev, pro- 
cede e recurso extraordinario contra ta sentencia <¡« de- 
niega la excepción al servicio militar fundada en ser el re 
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carreóte el único sostén de su abuela viuda, octogenaria e 
impedida. 

SERVICIO MILITAR. 

Las normas de la ley 12,013 sobre excepciones al servicio 
militar vinculadas a la situaeión de la familia tienen por 
objeto asegurar a las persouas que mencionan eí mínimo 
indispensable para su subsistencia. Éste deberá ser tal que 
permita mantenerlas en situación similar a la que hasta 
ese momento gozaban en su familia en punto a la satisfac- 
ción de sus necesidades vitales y del mínimo bienestar a 
que se refiere el art. 37 de la Constitución Nacional. 

LEY: Principios generales. 

Las disposiciones constitucionales que declaran los derechos 
del trabajador, de la familia y de la ancianidad, constitu- 
yen directivas que es menester observar constantemente 
para la orientación e interpretación del derecho positivo 
argentino. 

SERVICIO Mi LITAR. 

El sueldo mínimo de los empleados públicos, el límite mí- 
nimo de las jubilaciones y pensiones y el monto de las pen- 
siones a la vejez, con los distingos que imponen las diferen- 
cias de situaciones que ellos contemplan, constituyen 
elementos objetivos de juicio para apreciar lo que debe 
considerarse como indispensable para la subsistencia de las 
personas amparadas mediante las excepciones al servicio 
militar. Son ellos elementos de juicio meramente ilustra- 
tivos y de valor sólo general, dada la diversidad de las con- 
diciones de vida según sea la región del paít* y se trate de 
personas que vivan en centros urbanos o fuera de ellos. 
Deberá tenerse también presente que la persona sostenida 
por quien pida la excepción no dispondrá íntegramente 
del 50 % del sueldo que este último siga percibiendo y que 
no corresponde tomar en cuenta las meras posibilidades de 
oblener de otras personas una ayuda de la que en el mo- 
mento no se dispone efectivamente. 

La aplicación del criterio así determinado no ha de ser 
rígida sino adecuada a las circunstancias particulares de 
cada caso, cuya apreciación, incumbe a los tribunales de 
la causa. 
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FALLO MK LA COÍiTK S1THKMA 

Buenos Aires, 3 de mayo de 1955, 

Vistos los autos: "Llmillier, Ernesto Héctor s/ 
excepción del' servicio militar", en los que a fs. 59 vta, 
se ha concedido el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que la sentencia de fs. 51 deniega la excepción ttl 
servicio militar que gestiona D. Ernesto Héctor Lliui- 
llier como único sostén de su abuela vfuda, octogenaria 
e impedida, porque a juicio de la Cámara, aquella podría 
subsistir con la mitad del sueldo que percibiría el inte- 
resado ($ 298 m/n, notos según el informe de fs. 39 
a que remite dicho tribunal) y con la contribución que, 
según éste, podría eventual mente aportar el padre del 
solicitante, si las circunstancias lo hicieran necesario, 
no obstante reconocerse las numerosas cargas de fami- 
lia, deudas y gravámenes que afectan sus ingresos. 

Que la objeción formulada con respecto a la pro- 
cedencia del recurso extraordinario debe ser desesti- 
mada, pues aquí no está sólo en juego la mera aprecia- 
ción de cuestiones de hecho y prueba. Trátase, en rea- 
lidad, de precisar el criterio con arreglo al cual habrá 
de proceder se a determinar, en los casos concretos que 
se presenten, el mínimo indispensable para la subsis- 
tenria de las personas que la ley ampara con sns dispo- 
siciones. Esa determinación es, por lo demás, la única 
manera de obtener en lo posible, la decisión uniforme 
de los casos que se presenten en los distintos tribuna l< J s 
nacionales del país. Es claro que ese punto no consti- 
tuye una cuestión de hecho ni es, por consiguiente, ajeno 
a la jurisdicción extraordinaria de esta Corle Supre- 
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ma, como no lo es, en otro terreno, el de la fijación del 
monto más allá del cual se considera a los impuestos y 
a otra» cargas como violatorios del derecho de propie- 
dad. Incorporados por la Constitución Nacional de 1949 
los derechos de la familia y la ancianidad, no hay razón 
alguna para dispensar a éstos una protección menor 
que la otorgada al derecho de propiedad. El recurso 
extraordinario ha sido, pues, bien concedido. 

Que, como se ha dicho, esta Corte Suprema ha in- 
terpretado reiteradamente las disposiciones de la ley 
12.913 referentes a las excepciones al servicio militar 
vinculadas a la situación de la familia, en el sentido de 
que tienen por objeto asegurar a las personas que la ley 
menciona el mínimo indispensable para la subsistencia 
de ellas (Fallos: 208, 128 ; 211, 1811; 214, 650; 224, 
979). 

Que al referirse a ese mínimo de ningún modo ha 
entendido el Tribunal sugerir que se prescinda de la 
situación de familia en que se halla la persona susten- 
tada por el ciudadano llamado a las filas ni, mucho 
menos, que haya de fijarse mínimo que importe co- 
locarla en la penosa condición de quien, por hallarse 
imposibilitado y carecer de familia, sólo pueda subsistir 
por la ayuda que preste el Estado por intermedio de los 
organismos establecidos a ese efecto. Por el contrario, 
el objeto del mínimo aludido no es otro que el de man- 
tener a la persona necesitada en una situacicn similar 
a la que hasta ese momento disfrutaba en su familia 
en punto a la satisfacción de sus necesidades vitales y 
del mínimo bienestar a que concretamente alude la 
Constitución Nacional en el art, 37, I, 6, y Til, 2 a 7» 9 
y 10. Tal es la solución que, a falta de normas legales 
al respecto, mejor concuerda con los mencionados p re- 
ceptos constitucionales y con la referente a la protec- 
ción de la familia, contenidos en el citado artículo que, 
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como lo ha declarado esta Corte Suprema antes de aho- 
ra (Fallos: 215, 5(¡8; 229, 368 y 456 entre otros) cons- 
tituyen directivas que es menester observar constan te- 
niente para la orientación e interpretación de nuestro 
derecho positivo. 

Normas legales y reglamentarias reciente? y los 
propósitos que las han inspirado, expuestos reiterada- 
mente con claridad y precisión por el Poder Ejecutivo 
Nacional, permiten fijar dentro de lo posible en forma 
objetiva, previos los distingos que imponen las diferen- 
cías cío situación que aquéllos contemplan, el criterio 
con arreglo al cual habrá de procederse a fijar el míni- 
mo en cuestión. 

(¿ue constituyen elementos objetivos de juicio sobre 
lo (i ue se ha de considerar hoy como indispensable para 
la subsistencia de una persona el sueldo mínimo de los 
empleados nacionales (decreto 9010 del 31 de mayo de 
el límite mínimo de las jubilaciones y pensiones 
(ley 14,370) y el monto de las pensiones a la vejez acor- 
dadas por el Estado (ley 13.478). Si bien el importe 
de éstas corresponde a una asistencia que debe consi- 
derarse supletoria puesto que en la mayor parte de los 
casos los ancianos de que se trata no están dependiendo 
exclusivamente de ella para su subsistencia, Pero se ha 
de tener presente que estas cifras son elementos de 
juicio meramente ilustrativos y de valor sólo general, 
puesto que hay gran diversidad en las condieionps de 
vida se*fún sea la región del país y se trate de personas 
que residan en centros urbanos o fuera de ellos. 

Que no se ha de tomar en cuenta en estos casos 
meras posibilidades de obtener una ayuda de la que no 
se dispone en oportunidad de incorporarse a las filas 
el alimentante de cuya excepción se trata pues lo que 
ésta se propone resolver es la concreta condición de 



300 



FALITOS DE LA COKTE SUPREMA 



vida en que la alimentaria vendría a quedar por el hecho 
do la incorporación aludida. Denegar la excepción, pro- 
duciendo con ella un inmediato desamparo de la alimen- 
taria, un vista de lo que hipotéticamente pueda llegar 
a obtener, importa desnaturalizar el sentido e impedir 
la final i dad de la excepción legal. 

Que se ha de tener, por fin, en cuenta que la perso- 
na sostenida por quien solicita la excepción no dispon- 
drá del r>0 % del sueldo que este último siga percibiendo 
si queda bajo banderas, pues el mismo seguirá teniendo 
obligaciones personales de la vida civil entre las cuales 
no será la menos importante el mantenimiento de la 
habitación que ocupe al ser llamado a las filas y a la 
que deberá reintegrarse cuando concluya el servicio. 

Que, desde luego, como queda dicho, la aplicación 
del criterio así determinado no lia de ser rígida sino 
adecuada a las circunstancias particulares que en cada 
caso presenta, las que deberán ser apreciadas por los 
tribunales de la cansa teniendo en cuenta la orientación 
expuesta en este fallo con arreglo a las disposiciones 
constitucionales en él mencionadas. 

Que en el caso concreto de autos, la sentencia ape- 
lada no coincide con el criterio que se establece en este 
pronunciamiento. 

Por tanto, se revoca la sentencia de fs. 51. 

Rodolfo Gh Valkszukla — To- 
más D. Casabes — Felipe 
Santiago Pérez — Atojo 
Pessagno. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 301 

ARTURO BURGO TEXERA v. BANCO COMERCIAL 

DE TUCUMAN 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no 
federales. Interpretación de ñor mus y actos comunes. 

Loa preceptos de la ley 12.637 tienen carácter común cuan- 
do guardan relación con las materias comprendidas en el 
Código de Comercio y en particular en to atinente al régi- 
men del trabajo, tal como el punto referente al cobro de 
diferencias de remuneraciones, aún comprendiendo a ese 
efecto la determinación de la ubicación dentro del respec- 
tiva escalafón v 



IGNACIO POLICARPO CULLEN v. INSTITUTO NACIO- 
NAL DE PREVISION SOCIAL 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito,, propios. Cuestión fede- 
ral Cuestiones federales simples. Interpretación de las leí/es federales. 
Leyes federales de carácter procesal, 

Por tratarse de una cuestión estrictamente procesal, es 
ajena al recurso extraordinario la que se funda en ha- 
berse hecho una equivocada interpretación del art. 16 del 
decreto-ley 31,665/44, al no admitir como prueba escrita, 
fehaciente, los certificados presentados para justificar los 
sueldos percibidos por el recurrente como empleado de co- 
mercio con anterioridad a la sanción del respectivo régi- 
men jubilatorio. 

JUBILACION DEL PERSONAL DEL COMERCIO, ACTIVIDA- 
DES AFINES Y CIVILES: Cómputo de servicios. 

No cabe atribuir análogo valor legal e idénticos efectos a 
la prueba escrita denominada " fehaciente " por el art 16 
del decreto-ley 31.665/44 y a las manifestaciones de terec- 
- ros, escritas n orales, informes y declaraciones testimonia- 
les, calificadas por dicha norma como pruebas "certificá- 
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das o conocida!*", 11 los efectos de acreditar el monto de 
remuneraciones percibida* antes de ta sanción del respec- 
tivo réjrimen jubilatorio. 

JUBILACION DEL PERSONAL DEL COMERCIO, ACTIVIDA- 
DES AFINES Y CIVILES. 

ba valoración de los elementos de juicio que se aporten 
para acreditar el monto de las remuneraciones percibidas 
antes de la sanción del decreto-ley 31. 665/44, así como la 
calidad de prueba plena o relativa que ellos puedan t^ner, 
no están sujetas a normas especiales en el decreto y su 
apreciación es facultativa del Directorio respectivo, al que 
incumbí* decidir sobre la procedencia de las pretensiones 
que se deduzcan al respecto. 



Dictamen de la Comisión di: Interpretación de la Sección 

Decreto-ley 31.665/44 

Adaptado por Resolución drl Directoría del Instituto Nacional 

de Previsión Social 

Señores Directores ¡ 

Estudiadas nuevamente tas presentes actuaciones; visto la 
resolución del Drcetorio de freba 31 de octubre de lg|J 
y a la información testimonial de personas que han coincidido 
las remuneraciones percibidas por D. (¡rnaeio Poliearpo Cu lien 
en mérito a la certificación de lino de los em picadores — con 
datos o uc no fueron extraídos de fuente documenta! alguna— 
v a la información test ¡mu» 'al de personas que han coincidido 
en sus diebos, y (pie tuvieron vinculación comercial directa con 
las firmas en ¡as cuales prestó servicios el recurrente; en mé- 
rito a las atendibles consideraciones formuladas »1 r"s*wto ñor 
la .Junta Seccional del decreto-ley 31.665/44 (fs. 65/66 vta.), 
cuyos fundamentos y conclusiones esta Comisión comparte, y 

Considerando : 

Que el art. 16 del decreto-ley 31.665/44 faculta al Directo- 
rio fijar los remuneraciones cuando, probados los servicios, no 
exista prueba escrita fehaciente de las mismas, como se des- 
prende del análisis de estos actuados. 

Qiu' no surgen de autos, a nuestro juicio, suficientes ele- 
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menta probatorios que permitan establecer con toda certeza 
de equidad otras remuneraciones que las determinadas por la 
Sección sobre la base de la tabla administrativa de sueldos 
adoptada por la Junta Seccional. 

Que las sumas que resultan de la aplicación de dicha tabla 
se ajustan en general a la realidad económica v social del país 
durante la época en que fueron prestados Jos" servicios, razón 
por la cual estimamos equitativos los sueldos asignados según 
las cálculos de fs. 33/34 

Que no pueden aceptarse las remuneraciones acreditadas 
en la forma que no es la señalada por la ley como fehaciente, 
y en consecuencia el Directorio, en uso de la facultad que le 
confiere el art. 16 del decreto-ley 31.665/44, puede fijar el 
monto de las mismas utilizando solamente como un elemento 
mas de juicio la prueba aportada por el interesado. Esto no 
significa que deban admitirse como definitivas las sumas pre- 
tendidas, las que en última instancia sólo constituven la base 
sobre las cuales el Directorio debe fijarlas. Una interpretaron 
contraria nos lleva inevitablemente a desconocer al Directorio 
ese derecho, y a aceptar sin modificación alguna ] a totalidad 

IV* Í FU - , rPI í d,da el dobIe m ^ et0 ™ <^ 
er e*am,nada: la prueba del servicio y la prueba de la, remu- 
iteraciones percibidas. 

Por ello, visto lo dictaminado por la Dirección de Asuntos 
Legales y Contenciosos, aconsejamos : 

V Dejar sin efecto la resolución del Directorio de fecha 
31 de octubre de 1951 (fs. 49/50 vta.). 

2* Declarar que a falta de prueba escrita fehaciente en 
cuanto a remuneraciones percibidas, debe estarse a las escalas 
fijadas administrativamente, sin perjuicio de admitirse otros ele- 
mentos probatorios que las circunstancias de cada caso presen- 
ten con mayores visos de verosimilitud, 

3* Fijar, de acuerdo a lo estatuido en el art. 16 del de- 
creto-ley 31.665/44, las remuneraciones mensuales de D. Igna- 
cio Policarpo Cullen en las siguientes sumas: del 2 de enero 
de 1919 al 30 de diciembre de lftlíl, * 835 m/n.; del 1* de 
enero de 1920 al 31 de diciembre de 1924, $ 1,225 m/n.; del 
1* de -ñero de 1925 al 1* de diciembre de 1925, $ 1 445 m'n ■ 
del 31 «le enero de lf)29 al 31 de diciembre de 1929, $ 1,450 m/n ' 
y del I* de enero de 1930 al V de junio de 1930, * 1.310 m/n! 

4' Reconocer a favor del nombrado, dentro del régimen 
del decreto-ley 31.ti<¡5 44. 8 aiíns, 2 meses v 3 días de servicios 
para hacerlos valer ante la Caja de Jubilaciones y Pensiones 
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de la Provincia de Santa Fe, quedando este reconocimiento 
supeditado al cumplimiento, por parte del interesal lo, de las 
disposiciones del decreto-ley Mlti 4ti y de las pertinente* del 
convenio de reciprocidad suscripto con la nombrada Provincia, 
5* Devolver las actuaciones a la Sección de procedencia 
para su notificación, cumplimiento y demás efectos. 13 de mar- 
so de 1953. 



DtCTAUES' DEL pROCTRAIHlft GENERAL DEL TRABAJO 

Exema, Cámara: 

Sostiene el Instituto Nacional de Previsión Social, que 
el art. 16 del decreto 31.665, no fija un orden exclujente, sino 
que por el contrario, establece una norma general a seguir y 
los factores que deben tenerse en cuenta en los casos en que 
los intensólos no tengan pruebas extraídas de libros llevados 
en forma legal 

El recurrente en cambio, en apoyo de sus pretensiones, 
sustenta la tesis de que dicho art. 1*> es claro y terminante en 
su letra y espíritu, toda vez, que de acuerdo a su redacción 
si establece un orden decreciente para la apreciación de los 
elementos eonvietivos que deben reunirse parirla fijación de 
las remuneraciones percibidas por el empleado a los efectos 
de calcular el promedio jnbilatorio. vale decir, que sólo en el 
caso de inexistencia de prueba escrita fehaciente o de notifi- 
cación o conocimiento, está facultado el Directorio a fijar di- 
chas remuneraciones. 

El recurso interpuesto contra la resolución de fs. 137 vta-, 
tiene por fundamento, la circunstancia de que se considera erró- 
nea, arbitraria y vioiatoria del art. 1 ti del decreto Hl. filio, la 
interpretación que el Instituto hace de esa norma, ya que hay 
violación, cuando la decisión es contraria al texto de la ley y 
hay error o inaplieabilidad de interpretación y doctrina, cuan- 
do se le da al texto legal un sentido e inteligencia distinto 
a lo que corresponde de acuerdo a sus propios términos. 

En la especie, arguye el apelante, que el Instituto al afir- 
mar que el art. Ifí faculta al Directorio para fijar M pe? se" 
las remuneraciones cuando no exista prueba escrita fehaciente, 
se está violando la ley, ya que tal afirmación es contraria al 
texto expreso de h misma, toda vez, de (pie única y exclusiva- 
mente s«- puede aplicar dicho procedí miento supletorio de la 
estimación de oficio a falta de las otras pruebas que la ley de- 
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termina y enumera par su orden de importancia decreciente. 

Ante tal planteamiento, estimo, que el recurso intentado 
se basta a sí mismo y reúne los requisitos necesarios para de- 
clararlo encuadrado dentro del que prevé y autoriza el art. 14 
de la ley 14.236. 

Dejo así expresada mi opinión, respecto a lo que ha sido 
materia de vista, según resolución de fs. 179 vta. Despacho, 
10 de setiembre de 1954. — Víctor A, Sumía (iraclh. 

SENTENCIA DE LA CÁMARA NACIONAL DE APELACIONES 

DEL TRARA.ni 

Buenos Aires, 25 de octubre de 1354. 
Vistos y Considerando: 

Vista la apelación deducida por D. Ignacio Poliearpo Cu- 
iten de Ja decisión del Instituto Nacional de Previsión Social 
de fs. 137 en cuanto fija como promedio de las remuneraciones 
percibidas durante el período que va desde el 2 de enero de 191 í) 
al 1* de junio de 1930 en la forma estimada a £s. 33/34 por in- 
terpretación del art. 16 del decreto 31.665/44. 

Que la resolución recurrida se funda en la interpretación 
del art. 16 aludido en cuanto dispone que las remuneraciones 
pueden ser fijadas por el Directorio cuando no exista prueba 
escrita, fehaciente de las remuneraciones respectivas de los ser- 
vicios probados y en la interpretación que sobre el particular 
el Instituto Nacional de Previsión Social asigna. 

Que la procedencia del recurso en función del art. 14 de 
la ley 14.236 surge por los fundamentos del dictamen que an- 
tecede del Sr. Procurador General del Trabajo que el Tribunal 
acepta y se remite brevitatis causae para evitar repeticiones in- 
necesarias. 

Que el propio accionante a fs. S*}/!)2 reconoce la imposi- 
bilidad en que se encuentra "para aportar 1» prueba fehacien- 
te, que sería — a su criterio — la determinada por libros co- 
merciales, por cuanto, en lo que concierne a los gres. Peña 
que lo llevaban, la acción del tiempo, 27 años, los ha destruido 
y por lo que hace a los Sres. (íómez y Oléese, no eran comer- 
ciantes y por tanto no tenían libros rubricados", sin embargo 
entiende que debe estarse en lo que al respecto establece la 
segunda parte del art. 16 del decreto 81. 665/44 en tanto se 
refiere a las "certificadas" o "conocidas" o las que "fija el 
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Direeturio" y en la especie entiendo (pie es de aplicación de 
las "remuneraciones certificadas"' cuales serían la documen- 
tación acompañada a lo* fines de acreditar tales servicios y re- 
muneraciones respectivas. 

Que el Tribunal eoineide con la interpretación tpie al efec- 
to sienta el Instituto Nacional de Previsión Social toda vez 
que la instrumental presentada por el recurrente a los efectos 
perseguidos no hacen feliacieneia toda vez f|ue son emanadas 
de particulares que dicen tener conocí ra Untos particulares y 
no son corroborados por otros elementos probatorios cuales son 
los libros llevados en legal forma o informes de instituciones 
nanearías por cuyo medio se hayan hecho efectivos los su 'Idos 
etc., etc., mientras tanto resultan insuficientes las pruebas tal 
como decide el Instituto Nacional de Previsión Social, así se 
declara. 

En su mérito, fundamentos del dictamen del Sr. Procura- 
dor General del Trabajo y los propios de la resolución recu- 
rrida se resuelve confirmarla en cuanto ha sido materia de re- 
curso y agravios. — Electo Santón. — Luís C. (larcía. — Ar- 
mando David Machera. 



Dictamen* del Procurador General 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario interpuesto a fs. 185 es 
procedente por haberse puesto en tela de juicio la inter- 
pretación de una norma federal, y ser la decisión defi- 
nitiva del superior tribunal de la causa contraria a las 
prctensioneN del recurrente. 

Kn cuanto al fondo del asunto, consiste e,n estable- 
cer el exacto alcance de la disposición contenida en el 
art. lfi del decreto ley 31.665/44, que estatuye: "En los 
casos en que, probados los servicios, no exista prueba 
escrita, fehaciente, de las remuneraciones respectivas, 
se considerarán como tales el promedio de las certifi- 
cadas o conocidas o, en bu defecto, las que fije el di- 
rectorio". 
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El recurrente sostiene que la expresión "certifica- 
das o conocidas" se aplica a las remuneraciones que se 
prueben mediante informes de los empleadores o decla- 
raciones testimoniales de personas que conocieron el 
monto de aquéllas; y que, producidos tales informes o 
declaraciones, y no tachados de falsos, el Instituto debe 
conformarse con ellos sin poder hacer uso de la facul- 
tad que le confiere la última parte del artículo citado. 

Discrepo con la tesis expuesta en cuanto al alcance 
que asigna a los términos "certificadas o conocidas". 
Estimo, en efecto, que estos últimos deben tener igual 
significado y extensión que los contenidos en la prime- 
ra parte del artículo. Deben referirse, en efecto, a prue- 
bas escritas ?/ fehacientes, ya que, como surge del texto 
completo de la disposición legal, la única diferencia 
con la primera hipótesis es que en ésta se hallan proba- 
das todas las remuneraciones, mientras que en la se- 
gunda sólo se conocen algunas, y, debido a ello, el total 
debe ser reconstruido por vía presuntiva mediante el 
promedio de las conocidas o certificadas. Como se ve, 
no hay motivo para dar a estos últimos términos un 
alcance en cuya virtud ía exigencia de la prueba sea 
menos rigurosa. Por el contrario, pienso que la exigen- 
cia debe cuando menos ser igual, puesto que se trata 
de hacer valer como prueba del total de las remunera- 
ciones la do sólo una parte de ellas. 

"Certificadas o conocidas'* quiere pues decir tanto 
como acreditadas mediante pruebas escritas y fehacien- 
tes. El alcance de la expresión "certificadas" está da- 
do, por lo demás, en la misma ley. En su artículo 22 ella 
exige, en efecto, qoe en los certificados sobre servicios 
se especifique la fuente documental de que emana el 
contenido de los mismos, advirtiendo que igual espe- 
cificación se dejará en los informes que las autoridades 
del Instituto requieran sobre servicios y remuneracio- 
nes del personal. 
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La recta iiiterprctiu'ión del artículo l(i os irnos, a 
mi juicio, la siguiente: 

1*) Cumulo todas las remuneraciones se hallen pro- 
badas mediante pruebas escritas fehacientes, el Institu- 
to se ajustará a ellas. 

i 1 *) Cuando sólo una parte de las remuneraciones 
se halla acreditada dv.l mismo modo, el Instituto deberá 
ajustarse al promedia tic ellas. 

3 W ) En los demás casos, el Instituto fijará las re- 
muneraciones, teniendo en cuenta discrccionalmentc los 
elementos probatorios aportados por el interesado, y 
los otros <pic juzgue oportuno recabar. 

Esto sentado, se advierte, a mi juicio, oue el re- 
curso carece de fundamento. Los medios de prueba 
de fpie se ha valido el recurrente no satisfaeen la exi- 
gencia del punto *_ >p del análisis antes formulado, y su 
situación cae, por lo tanto, en el punto 3% y se halla 
sujeta a la apreciación discrecional del directorio; nun- 
<|iie claro está (pie ello no convierte el cuso en una cues- 
tión de hecho y prueba, puesto que lo que se halla real- 
mente en discusión es si la ley exige cierto tipo de me- 
dio probatorio para una situación determinada. 

Estimo, por lo tanto, que procede confirmar, con 
el alcance indicado, la sentencia de fs. 181. Buenos Ai- 
res, H¡ de lebrero de lí>55. — Carlos G, Delfhto. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 3 de mayo de 

Vistos los ñuto. . "Cuiten, Ignacio Policarpo e/ 
Instituto Nacional de Previsión Socinl s/ reconocimiento 
de antigüedades", en los que a fs. 190 se ha concedido 
el recurso extraordinario. 
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Considerando : 



Que el recurso extraordinario interpuesto a ts, 185 
se funda en que Ja sentencia de fs. 181 ha hecho una 
equivocada interpretación del art. ltí del decreto-ley 
:$l.(íti5/44 t al no admitir como prueba escrita, fehacien- 
te, los certificados presentados para justificar los suel- 
dos percibidos como empleado de comercio, durante los 
años 1019 a 1930. 

Que desde luego no resulta lógico ni es legalmente 
admisible la pretensión que procura atribuir necesaria- 
mentó análogo valor legal e idénticos efectos a la prueba 
escrita denominada '* fehaciente" por la disposición ya 
mencionada y a las manifestaciones de terceros, escri- 
tas u orales, informes o declaraciones testimoniales que 
el mismo decreto alude calificándolas de "certificadas 
o conocidas" a los fines de acreditar el monto de las 
remuneraciones cobradas por servicios prestados con 
anterioridad a la creación de la Caja Nacional de Jubi- 
laciones de Empleados de Comercio. 

Basta para ello advertir que, si así fuera, la dis- 
tinta denominación que de esas pruebas hace el decreto 
en cuestión, resaltaría superflua, aceptando ia equiva- 
leticia absoluta que se pretende, pues carecería de razón 
de ser, ya que los "escritos fehacientes" y los prove- 
nientes de certificados u otros medios de demostración 
revestirían siempre y como se ha dicho, idéntico alcance 
probatorio. 

Que ello no obstante, cabe destacar que la valora- 
ción de los elementos de juicio que se aportan con aque- 
llos fines, así como la calidad de plena prueba o rela- 
tiva que los mismos puedan revestir, examinados aisla- 
damente o en conjunto y conforme a la existencia o no 
de fuentes documentales que las confirmen como lo lince 
notar c] Sr. Procurador General en su dictamen de fs. ' 
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1H7, no sólo no aparece sujeto a normas especiales deter. 
ni i añilas en el decreto y que hubieran sido olvidadas, 
sino que, constituye, sin duda, una facultad cuyo ejer- 
cicio incumbe al Directorio respectivo, que es el orga- 
nismo a quien corresponde decidir acerca de la proce- 
dencia de las pretensiones que se deduzcan, invocando 
precisamente ¡P3 constancias respectivas. 

Que dada su naturaleza estrictamente procesal, la 
cuestión traída por vía de recurso extraordinario, há- 
llase excluida de las normas del art. 14 de la ley 48. sin 
que se haya alegado tampoco arbitrariedad a la decisión. 

Por ello, así se declara. 

^Rodolfo G. Valenzuela — To- 
más D. Casares — Felipe 
Santiaoo Pérez — Atilio 



CARMEN MAGMOXE BE AKMESTO 

JÜBl LACIOS 1>E EMPLEADOS BASCAMOS: Personal compren- 
dido. 

Los miembros <1el Directorio de empresas banearias están 
excluidos de la obligación de efectuar aportes jubilatorios 
por las retribuciones que perciben en el carácter de tales, 
cualquiera sea el alcance que se atribuya a la resolución 
tt.-t Instituto Nacional de Previsión Social que, en lí>46\ 
modificó lo decidido en 1940 por la Caja Nacional de Jubi- 
laciones Mancarlas en el sentido de que los directores y sín- 
dicos no investirían el carácter de empleados (»). 



(i) í» de mayo. Fídloa: 21», 726; 237, 458; 329, S41 y 893. 
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S. A. COMPAÑIA DE ELECTRICIDAD DEL SI D ARGEN- 
TINO v. MUNICIPALIDAD DE SAN ANDRES DE GILES 

TARIFAS. 

La autorización acordada a las empresas concesionarias 
de servicios públicos por el art. 58 de la ley 11.110 para 
aumentar sus tarifas a fin de satisfacer el aporte jubilatorio 
que les corresponda abonar, requiere la previa aprobación 
da la autoridad concedente o de quien ejerza el contralor 
de !as tarifas. Tal facultad de aprobación no se limita a 
comprobar la coincidencia del aumento con el aporte pa- 
tronal, pues en defensa de los intereses de los usuarios, 
corresponde a la autoridad concedente o encargada del con- 
tralor de las tarifas, en ejercicio del poder de policía, de- 
cidir tanto sobre los ingresos del concesionario como so- 
bre la organización y funcionamiento del servicio. 

TARIFAS. 

Si bien es deseable que el procedimiento de financiación 
de las cajas de jubilaciones sea regular, seguro y expedito, 
ello no es incompatible con un sistema que admita la vincu- 
lación del aporte con el problema tarifario de las empre- 
sas concesionarias de servicios públicos. Aunque también 
sea deseable la existencia de nn régimen uniforme para 
las cargas impuestas por el régimen legal de previsión so- 
cial, no cabe establecerlo judicialmente por vía de inter- 
pretación de un precepto —como el art. 58 de la 
ley 11.110 — que expresamente confía la facultad de apro- 
bar los aumentos de tas tarifas al poder concedente, que 
se gobierna al efecto por razones de conveniencia legisla- 
tiva o administrativa, tradicionalmente excluidas de la es- 
fera judicial. 

CONCESION; Principios generales. 

El ejercicio de las facultades estatales de policía y con- 
tralor es compatible con una eficiente y rerauneradora pres- 
tación de los servicios públicos por parte de los concesio- 
narios, cuyo derecho a ingresos justos y razonables y a ser 
indemnizados por los trastornos económicos debidos al he- 
cho del Estado, ha sido reconocido por la jurisprudencia. 
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Sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia 

de Buenos Aires 

Acuerdo 

En la ciudad Eva Perón, a Itf cío mayo de 1ÍÍ54. reunida 
la Suprema Corte de Justicia en Acuerdo ordinario ps»ra uro- 
nuneiar sentencia definitiva en la causa B. 35.710, earotu'a la: 
"Cía. de Electricidad del Sud Argentino S. A. c./ Municipa- 
lidad fie Son Andrés de Giles — Demanda eoiitcneiosoadininis- 
trativa", se procedió a practicar la desinsaculación de ley, re- 
sultando que en la votación debía obsérvame' por los Sres. Jue- 
ces el orden siguiente: Dres. Caro Betelú, Tmno, Bagnasco, 
Servini, Demaría Massey, Cnrto, Giardulli. 

Antecedentes 

El letrado D. Víctor E. llivarola. apoderado de la Cía. de 
Electricidad del Sud Argentino S. A., se presentó a esta Corte 
el 2tí de septiembre de lilfiU (cargo de fs, 14), promoviendo 
demanda eonteneiosoadpinistrativa contra la Municipalidad de 
San Andrés de Giles, a fin de que se anulen los efectos de la 
ordenanza del r> de agosto de 1ÜÓ0, obrante a fs. 61 del 
expte. C. 1668/947 y agregados, aje rechaza los pedidos de 
aumentos de tarifas formulados por la hoy actora, para cubrir 
los aportes patronales determinados por la ley nacional 11,1 10. 

El letrado I). Miguel Angel Berlitz, apoderado de la Mu- 
nicipalidad demandada, al contestar la acción el 7 de abril 
de 1 Í*.">1 (cargo de fs. :f01. solicitó su rechazo, n.u costas. 

Abierto el juicio a prueba, agregada la producida, alegado 
sobre <¡u mérito, se llamó autos y encontrándose la causa en es- 
tado de dictar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear 
y votar la siguiente 

Cuestión 
jEs fundada la demanda? 

Votación 

A la cuestión planteada, el Sr. Juez Dr. Caro Betelú, dijo : 
El Dr. Víctor E. R i varóla, en uombre y representación de 
la Cía. de Electricidad del Sud Argentino S. A. t promueve de- 
manda contra la Municipalidad de San Andrés de Gdes, fun- 
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dándola, en lo dispuesto por el art. 126, ine. 3* de la Constitu- 
ción Provincial y arta. l* t 13 y 28 del Código Contenc ¡osad mi- 
nistrad vo, a efectos de que se anulen los efectos de la Ordenan- 
za de fecha "» de febrero de 1950, mediante la cual se rechazan 
los pedidos de aumento de tarifas formulados por la acto ra, 
autorizándose dichos aumentos destinados a cubrir el "aporte- 
empresa" de la ley 11.110. 

S? sostiene que la ordenanza cuestionada ha vulnéra lo el 
art. 58 de la citada ley nacional, ya oue las empresas de a*'ii or- 
do con ese texto, tienen la facultad de aumentar las tarifas 
cualquiera sea la raznnabilidad de las vigentes, al afilarse a 
la ley 11.110. citándose en apoyo de tal tesis, las palabras del 
miembro informante en el Senado, Dr. Gallo, como así ante- 
cedente* administrativos y jurisprudenciales que se citan, con- 
cretándose la posición de la actora en los siguientes puntos 
(fs. 11): 

1*) Que el aumento de las tarifas no debe exceder de la 
contribución patronal ; 

2*M Que el aumento es independ'ente de la situación fi- 
nanciera de la empresa o del interés que obtuvieran los capi- 
tales invertidos en la misma; y 

3 11 ) Que la misión del poder eoneedente debe limitarse a 
constatar que el aumento nue se autoriza, es necesario pnra 
cubrir el monto de la contribuc'ón, sin entrar a averiguar si 
el capital invertid!* produee un interés normal o anormal. 

II. En el escrito de responde obrante a fs. 26 se solicita 
el rechazo de la acción, sosteniéndose que la actora ha obte- 
nido excedentes desde el añu l!l3fi a líUfi. teniendo pérdidas 
sólo vn el año 1047. pero en una cantidad que (fin-da com- 
pensad;) con las ganancias anteriores y por ello, el aborte .pibi- 
latorio *no significa una merma sobre ganancias ju-ítas y razfi- 
nab'es y por tanto no corresponde autorizar aumentos por ese 



Se expresa a continuación: 

a) que el contrato entre aetora y demandaba, es tony 
posterior n la ley 11.110 y no contiene ninguna cláusula espe- 
cial, lo cual indica que al determinarse la tarifa a regir, ^ 'ia 
incluido en ella como integrante del costo, el aporte patronal ; 

b) que el aumento nue marca el art. 58 citado, m es 
autnnu'tieo. fichando serlo "en la proporción necesar a a satis- 
facer el aporte"; 
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c) que si el aporte puede ser totalmente satísfe-im vnn 
el excedente de ganancia, con tttíá ganancia que sobrepasa lo 
normal lo razonable, lo moral, entonen no hay nada que aniñen- 
tar ■ v 

* d) que los antecedentes administrativos o jurisprudencia- 
les no hacen al caso de autos, ya que se refieren a situaciones 
disímiles, eomo asi también que si bien es cierto que el senador 
Gallo pudo decir lo que se le atribuye, no es menos cierto que 
los diputados Carlos .1. Rodríguez y Roberto M. Ortiz. se ex- 
presaron en forma totalmente adversa a la tesis de la achira 
al referirse en el debate parlamentario al art. 58. 

II í. Abierto a prueba el juicio, la misma consistió en los 
informes producidos por ta Municipalidad de la Ciudad de 
Buenos Aires y el peritaje contable y las explicaciones que 
baeen al mismo, obrantes en el expediente, 

IV. Entrando ya a resolver el fondo del asunto, puede 
decirse que todo el problema de que tratan estos obrados, pira 
alrededor de la exacta interpretación que debe darse al nrt. 58 
de la ley 11.110 o sea, a ai el mismo sanciona la facultad de 
aumentar automáticamente las tarifas hasta compensar la can- 
tidad que insume el aporte patronal o si por el contrario, ese 
aumento sólo será procedente en aquellos casos en que et aporte 
lesione realmente la economía de la empresa. 

Dice el art. 58 citado; "A los efectos de la contribución 
de las empresas, quedan éstas facultados para aumentar sus 
tarifas en la proporción necesaria a satisfacer el aporte que 
respectivamente les correspondo, previa aprobación de la auto- 
ridad que otorgó la concesión. . , 

Siendo el contrato de concesión de servicios públicos, a mi 
entender —y en ello coincido con la demandada— un contrato 
de carácter administrativo, es lógico que las tarifas que en el 
se establecen, no pueden ser inmutables, ya que ellas, estando 
en jue?o el interés social, han de ser permanentemente justas 
y razonables. 

Por ello, el art. 58 habla no sólo de que esos aumentos 
necesitarán de la previa aprobación de la autoridad concedente, 
sino más aún, que ellos sólo podrán ser autorizados en la pro- 
porción necesaria para satisfacer el aporte. En efecto; si se 
hablo de "proporción necesaria", a contrario se está diciendo 
que cuando el capital, las ganancias, etc., de la empresa alcan- 
cen a cubrir ese aporte, "hagan innecesario" ese aumento, el 
mismo no podrá ser aprobado. 

A partir de la sanción de la Constitución Justicialista de 



19-19, oí eapital tiene que cumplir una verdadera función social 
y ese principio constitucional quedaría desvirtuado si so per- 
mitiera un aumento automático do las tarifas, destinado a cu- 
brir un aporte jubitatorio que vendría así a ser soportado Úni- 
camente por el pueblo y en f urina alguna por la empresa. 

I)p aplicarse ese criterio en todos los casos similares, cae- 
ríamos en la cuenta de que todas las conquistas sociales de que 
puede boy en día enorgullecerse nuestro pa'j, serían costeadas 
exclusivamente por el pueblo, el que en vez de ser el destina- 
tario de esas mejoras, sería la víctima propiciatoria del capital. 

Corresponde preguntarse, entonces, si ta Municipalidad 
de San Andrés de Giles tuvo razón al considerar ipie los bene- 
ficios que obtenía la empresa, eran por sí solos suficientes para 
enjugar el monto del aporte jubilatorio y como consecuencia 
de ello, si la negativa de aumento a que se refiere la ordenan- 
za impugnada es fundada. 

Ante todo, es do hacer notar que la actora no hizo hinca- 
pié en este aspecto del problema, uo habiendo negado en su 
escrito inicial, que tuviera excedentes en su producción una 
vez descontados los gastos de explotación, interés, etc. no obs- 
tante Jo que resultaba de los cálculos técnicos obrantes en el 
expediente administrativo agregado como prueba, por lo que 
no habiendo aportado prueba a ese respecto debe estarse a la 
producida por la demandada. Más aún, no probado fehacien- 
temente por la actora ese déficit, la acción va de por sí no po- 
dría prosperar. 

Sin perjuicio do ello, la pericia corriente a fs. 140 y acla- 
ración efectuada posteriormente por los señores contadores, 
permiten — sin necesidad de establecer cuál ha de ser el ver- 
dadero eapital de las empresas concesionarias de servicios pú- 
blicos, ya que esto en realidad es materia ajena al verdadero 
problema que se debate en autos— llegar a la conclusión irre- 
futable de que en todos los ejercicios estudiados, la empresa 
actora ha tenido excedentes en sus ganancias capaces de enju- 
gar aquel aporte. 

No encuentro razones fundamentales para apartarme de 
las conclusiones a que arriban ambos peritos contar ores, que 
aun cuando aparentemente disímiles en algunos pun ,js, sirven 
para probar el hecho que realmente interesa a este proceso: ot 
de que la empresa pudo costear de su peculio con fondos pro- 
venientes de sus excedentes anuales y sin necesidad de recurrir 
al aumento de las tarifas, su aporte patronal. 

Con lo dicho bastaría para declarar improcedente la acción, 
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pero 3 mavor abundamiento, tal como lo hacen notar los repre. 
sentantes ¡le la Municipalidad demandada en sus fundamentos 
escritos «d contrato concesión otorgado entre la Municipalidad 
de San Ándrís de Giles y la Compañía de Electricidad del 
Sud Argentino, fué suscripto —el que rige actualmente — des- 
pués de la sanción de la ley 11.110 y no habiendo efectuado 
en el mismo reserva alguna respecto de posibles aumentos de 
tarifas orignados en esa ley, es de suponer que los mismos ya 
se consideraban compensado» con las autorizadas. 

Por último y para hacer referencia a todos los puntos en 
que se basa la demanda, corresponde decir, que los anteceden- 
tes administrativos y jurisprudenciales, citados en ella, no son 
aplicables al caso de autos, tal como se demuestra en el alegato 
de bien probado obrante a fs. 204 y sigtes. y con referencia a 
lus mimi testaciones que se atribuyen al senador Gallo, al deba- 
tirse el proyecto de ley en el Senado, ellas quedarían anula- 
das por las que pronunciaron el miembro informante de la Co- 
misión, Diputado Carlos J. Rodríguez y el diputado Roberto 
M. Ortiz al tratarse el proyecto en la Cámara baja. 

En efecto; dijo el Diputado Carlos J. Rodríguez al infor- 
mar el provecto venido en revisión (ver Diario de Sesiones de 
la Cám. de* Diputados, t. VI, Sesión del 28 de enero de lí>2l, 
pág. 150 final y 151 refiriéndose al art. 58: "El art. 58 trae 
una modificación de importancia, ya que faculta a las empresas 
a aumentar las tar fas. cuantío lo exiia el estado fie sus finan- 
zas para costear la cuota con que deben contribuir. . . 

Y el Diputado D. Roberto M. Ortiz (ver pág. l«íí del mis- 
mo Diario de Sesiones) agregaba: 41 De manera, pues, que 
entiendo que el art, 58 se ajusta perfectamente a reírlas elemen- 
tales de justicia, tratándose de servicios de esta naturaleza. Si 
más delante, en el momento en que se solicite esta elevae ón 
de tarifas, las condiciones de explotación varían en el sentido 
de disminuir los gastos generales, de las materias primas y de 
los elementos con que se realizan, indudablemente no lian de 
ser siempre necesarios mayores aumentos para sufragar esos 
guatos. En caso de que las empresas obtengan tamb én una 
UtiUdíul mavor de la que le permite el respectivo contrato de 
concesión no se producirá tampoco el caso que señalaba el 
Diputólo Bungc, En consecuencia, creo que este artículo pue- 
de votarse en la forma en que lo ha sancionado el IL Senado, 
sobre todo con el agreqatlo que se le ha hecho, de la preña apro- 
bación de loa poderes públicos que otorguen ta concesión, lo que 
permitirá juzgar las &mdicones particulares de cada caso y tas 
circunstancias de oportunidml que hagan justo el aumento". 
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Por ello y demás expuesto en el Acuerdo se desestima la 
demanda, sin costas, por no tratarse del easo contemplado |mr 
el art 17 del C. C. A. — * Femando Ih muría Massrt/. — • Editar- 
rfo Strvini. — Raúl $ Curo Betriit. — Viente Hafinasco. — 
Roberto Curto. — Rodolfo Ernesto Trono. -- Cayetano Giar- 
dutti (n.) 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, íí de mayo de 1955* 

Vistos los autos: "Compañía de Electricidad del 
Sud Argentino S. A. c/ Municipalidad de San Andrés 
de (íiles 8/ demanda contenciosoadministrativa", en los 
que a fs. 307 esta Corte Suprema declaró procedente el 
recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que la cuestión a euyo respecto el recurso extra- 
ordinario concedido a fs. 307 requiere pronunciamien- 
to de esta Corte, es la referente a la interpretación de- 
batida del art 58 de la ley 11.110, pues la alegada 
violación del art. 22 de la Constitución Nacional como 
el desconocimiento por el decreto provincial 44.157 y 
la ordenanza impugnada, de los arts. 26, 29, 30, 38, 40 
v ldl de la misma Constitución, tienen por base los 
derechos que se dicen acordados por el texto legal en 
cuestión. Así resulta, por lo demás, también de lo ex- 
presado en el memorial de fs. 327, donde, por otra parte, 
se desiste del agravio fundado en la arbitrariedad de 
la apreciación de la prueba pericia!. 

Que el art. f>8 de la ley 11.110 dispone: " A los efec- 
tos de la contribución de las empresas, quedan éstas 
facultadas para aumentar sus tarifas en la proporción 
necesaria a satisfacer el aporte que respectivamente les 
corresponda, previa aprobación de la autoridad que 
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otorgó la concesión o a quien compota ejercer el contra- 
lor tic las tarifas". De su lectura no resulta argumento 
favorulile aun en plano de interpretación gramatical, 
para la tesis del recurrente Porque la autorización que 
queda acordada a las empresas, lo es previa aproba- 
ción de la autoridad concedente o de quien ejerza el con- 
trol ríe las tarifas. Y no está dicho que tal facultad de 
aprobación se limita a comprobar la coincidencia del 
aumento con el aporte patronal, con lo que s.^ la redu- 
ciría a una intervención mecánica. Tal restricción no 
surge de la letra de la ley que precisamente recuerda 
que la autoridad que ha de intervenir ea aquélla a que 
" competa ejercer el contralor de las tarifas", contralor 
que íntegra el poder de policía del estado concedente, 
y que alcanza tanto a la regulación razonable y justa 
de los ingresos del concesionario como a la organiza- 
ción y funcionamiento del servicio concedido, según an- 
tes de ahora la jurisprudencia de esta Corte lo tiene 
declarado —Fallos: 211, 83 y 1162; 184, ?M y otros—. 

(¿ue tampoco la discusión parlamentaria de la ley 
11410 impone acordar a su art. 58 el alcance restringi- 
do que propugna la recurrente. Resulta de los mismos 
términos de los legisladores, que el citado memorial de 
fs. 327 transcribe, que la parte final del precepto deba- 
tido se añadió como consecuencia del argumento a que 
dio lugar la posible indiferencia de los ingresos para el 
aumento anto rizado, con arreglo a la anterior redac- 
ción de la cláusula legal y parece decisivo, cualesquie- 
ra sean las dudas posibles respecto a la opinión de los 
participantes en el debate, que el agregado se aprobó en 
inequívoca defensa de los intereses de los usuarios, que, 
de entenderse la cláusula referida con el alcnnce pro- 
puesto por la acto ra, quedaría sensiblemente en las mis- 
mas condiciones quñ con el texto anterior. 

( L )ue es sin duda, deseable que el procedimiento de 
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financiación de las cajas de jubilaciones sea regular, 
seguro y expedito, como también lo es la existencia de 
un régimen uniforme para las cargas impuestas por la 
legislación vigente en materia de previsión social. Pe- 
ro ni lo primero es necesariamente incompatible con 
un sistema que admita la vinculación del aporte con el 
problema tarifario, ni lo segundo cabe imponerlo por 
vía de hi interpretación de un precepto que explícita- 
mente admite la descentralización del ejercicio de la 
facultad de aprobación que motiva el debate. A lo que, 
en todo caso, corresponde agregar que se trata de razo- 
nes de conveniencia, o si se quiere, de discreción le- 
gislativa y administrativa, tradicionalmente excluidas 
de la esfera de la intervención judicial. 

Que, por otra parte, este argumento no debe magni- 
ficarse, pues es perfectamente compatible con una efi- 
ciente y remuneradorn prestación de los servicio? pú- 
blicos por parte de los respectivos concesionarios el 
adecuado ejercicio de las facultades estatales de policía 
y contralor. Los legítimos intereses de los concesiona- 
rios ban sido especialmente contemplados por la juris- 
prudencia de esta Corte, que ha admitido, concordante- 
mente con la doctrina más general sobre la materia, el 
derecho a ingresos razonables y justos y la oblignción 
de indemnizar los trnstornos económicos derivados del 



hecho del Estado en casos determinados. 

Por ello se confirma la sentencia npelada de fs, 2*30 
en lo que ha sido objeto de recurso extraordinario. 



Rodolfo G. Valf,xzuela — To- 
más D. Casares — Fflipe 
Saktiaoo Pérez — Atilio 
Pessagno — Luis R. Loxum. 
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S. A. "CAMEL CHAPUR E HIJOS" 

RECURSO E X TRAORMSAMO: Requisitos propios. Cuestión fe* 
deml. Cuestiones federales simples. Interpretar ni» de otras normas y 
actos f adérate». 

Procede el recurso extraordinario fundado en ser contra- 
ria a lo dispuesto por el art. 12 del decreto 32.506/47, la 
exclusión, a loa efectos de establecer si ha habido o no apio, 
de deducciones autorizadas conforme a aquel precepto por 
la Dirección General Impositiva. 

AGIO. 

Corresponde revocar la sentencia 'p' p impone una multa 
pm- infracción a la ley de precias máximos, por considerar 
que los recurrentes no pudieron reducir de las ganancias, 
además de las sumas que percibían como miembros del tii- 
reetorio, los sueldos con que se retribuían sus funciones ad- 
ministrativas, si La Dirección General Impositiva los auto- 
rizó a acumular amibas cantidades a fin de determinar las 
deducciones autorizadas por el art. 12 del decreto 32.506/ 
47, sin que mediara posteriormente nueva interpreta- 
ción o nueva decisión de ese organismo sobre el particular. 



Sententia del Juez Nacional en lo 

CONTENCIOSOADMTNISTRATIVO 

Buenos Aires, 27 de setiembre de 19,"i4. 

Y vistos: Para resolver esta causa n* 2. folio l* año 1053, 
caratulada "Carne! Chapur c hijos S. A. (Víctor Chapur repre- 
sentante)", venida rn apelación de la Dirección Nacional de 
Vigilancia de Precios y Abastecimiento por resolución que la 
concede a fs. 118 y de la que resulta: 

1) Que las presentes actuaciones origináronse en veri- 
ficaciones efectuadas por inspectores de la Dirección Nacional 
de Vigilancia de Precios y Abastecimiento con el objeto de fis- 
calizar el cumplimiento del decreto 32.506/47 y normas com- 
plementarias. 

2) Que habiéndose procedido al estudio de la explotación 
comercial de la firma apelante, se establece como obtenidas por 
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ésta en los ejercicios comprendidos entre el l*' de julio do 1!)4Í) 
al 30 tle junio fie 1!>.í(l y entro el 1» tío julio tío lí*:,u íil :¡<) de 
j unió ilo 1951, ut i Hilados líquidas (se^riín último reajusté do fs. 
81) a 8"{ > que hsoíi ni Ion fi Ihs sumas d«- $ 12.Ü47.Ó1 y ¡J¡ 1 ">. 248,73 
res pee* i va monto i reducida esta última on $ íi,777,f>r> ko^óii rea- 
j listo do fs. 1(11) \ : sumas éstas inferiores al 21) 'í do la utilidad 
admitida, 

3) Que asimismo so lo formuló cargo por no conservar 
comprobantes do gastos do viajes y por realizar irregulares iu- 
viT-simirs do fondos on ol exterior. 

Y considerando: 

I) Quo ol representante do I» finita apelante estimó in- 
correcta la apreciación do sumas dcduciblcs pur reinunerae'ón 
do díroetnros oomo también la relativa a los fiasteis de veh ionios 



Ií) Que no obstante los términos del art, 12 del decreto 
32.506 '47 on (pío la firma apelante pretende escudarse, es pre- 
ciso vincular lo que expresa el ettado preeopto legal a los tér- 
minos en ipic so halla concebida la autorización do la Dirección 
t¡ ene ral Impositiva de fs. 56 que especial monto menciona la 
circular n* 83 al expresar "(pie on aquellos casos en que ol suel- 
do percibido durante el ejercicio no sea remunerativo de las 
tareas efectivamente real izada* por los empicados podrá ajus- 
tarse basta los límites razonables, y en consecuencia no existen 
motivos valederos que induzcan a interpretar ion el caso uuc 
estudiamos) que los sueldos que los directores perciban estén 
formados por la suma n que si* refiero la oséala del mencionado 
art. 12 del decreto 32.506 por una parte y por la otra por la 
cantidad a que eXprésanwntc se re f ion* la autorización do 
fs. 56, siendo las sumas allí consignadas las que constituyen los 
"Umitas razonables" referidos debiendo entonóos entenderse 
que la*; asignaciones tejíalos previamente mencionadas — # 750 
para el caso «pie nos ocupa — ludíanse involucradas en dichos 
límites No otra cosa cabo deducir de la última parte do la 
autorización do fs. 56 al expresar qi, la Dirección General 
Impositiva se reserva ol ( * derecho de verificar en el momento 
i|U*> lo considere oportuno la realidad del pago do la remune- 
ración mensual fijada proceden tomen te y su relación con las 
tarcas efectivamente desarrolladas por tos beneficiarios", que 
desempeñan de acuerdo a aquélla y a los términos del art. 12 
d- 1 '■■* reto oí tt'ud'iioioH, su a"t'vidad on el carácter do di- 
rectores y empleados de la sociedad anónima, no debiendo en 



y amortizaeión do automóviles, 
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consecuencia deducirse los extesos anteriormente citados, los 
que por haber sido indebidamente computados configuran in- 
fracción id art. ;¡4 relacionados con los arts, 3íi y 40 del decreto 
3l\*>06/47 por obtención de utilidades superiores a las admi- 
tidas. 

III) Que en lo atinente a pastos originados <íi el uso de 
vcliícu«os, la firma apelante eontputó en ambos ejercidos tita- 
dos sumas notoriamente abultadas que igualmente exceden a 
lo correcto y debido, derivándose en consecuencia de tal conta- 
bilidad otro exceso de ganancia, por cuyo motivo la inspección 
intervin tente redujo los guarismos afectados a ese rubro en 
un 5(1 %, siendo improcedentes los fundamentos de la defensa 
al vineular los gastos de automotores a la posibilidad exclusiva 
de emplearlos según sean los días laborables o no laborables. 

IV) Que queda igualmente acreditad» en forma feha- 
ciente —por último— que el representante de la sociedad anó- 
nima apelante lia procedido a la invers ón de fondos en el 
exterior, en infracción a las normas vigentes que rigen la ma- 
teria. 

V) Que queda igualmente comprobada la eareneia de eoin- 
probantes de viajes (art. 22, decreto 32.506747) circunstancia 
Estaque motivó la impugnación de dichos gastos en gran parte. 

VI) Que la obtención de excedentes en la forma descripta 
constituyen infracción al nrt. :i4 —relacionado eon los arts. 313 
y 40 del decreto 32.506/47— y al art. 22 del misino precepto 
legah 

Por estos fundamentos y de acuerdo a lo dispuesto por 
las leyes 12.830, 13.í»0(i y 14.120, Faite*. Confirmando la re- 
solución de la Dirección Xacional de Vigilancia de Precios y 
Abastecimiento de fs. 102 en cuanto aplica a la firma apelante 
"Camel Chapur e Hijos S. A." una multa de $ 51.118,29 tn/n. t 
equivalente al excedente de utilidades obtenidas en el ejercicio 
1-74!) al 30.6-50 y 1-7- d) al 30-6-51, con costas. — Julio N, 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Hallándose en juego la interpretación de normas 
federales, el recurso extraordinario es procedente de 
acuerdo eon el artículo 14, inciso l\\ de la ley 4S. 
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En cuanto al fondo del asunto el (íoluoruo Xuotounl 
actúa por intermedio de apoderado especial, el que ya 
ha asumido ante V. E. la intervención que le corres- 
ponde <f*. U<>). Buenos Aires, 15 de diciembre de 
Carlos 6\ IMfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, íl de mayo de lO."),! 

V istos los autos: ** ('aniel Chnpur e luios S. A. 
(Víctor Chapar, Representante) c/ Dirección Xacío- 
nal de Vigilancia de Precios y Abastecimiento s/ ape- 
la ciún ley en los que a fs, 134 se ha concedido 
el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que se dedtu e roe urso ext inordinado contra la sen- 
tencia de fs. 12o* que confirma lo resuelto poc la Direc- 
ción Nacional de Vigilancia de Precios y Abastecimien- 
to en el sentido de qiio ol importe de las retribuciones 
mensuales de los señores Oamel t Félix y Víctor Chnpur, 
susceptibles de deducción para determinar las ganan - 
eias de ta tirina, incluye cu cada caso la cantidad de 
£ 7óo cada uno de Ion nombrados percibe como 
miembro del Directorio. 

Qüe no está en ti la de juicio la inte%e acia del art. 
12 de! decreto ¡iJ.ÓUli 47, sino la interpretación de lo 
resuelto por la Dirección Impositiva respecto a la po- 
sibilidad de hacer en el caso de las personas menciona- 
das una deducción complementaria de la de $ 7.10 men- 
suales, correspondiente a sus funciones de directores 
ñor el hecho do desempeñar, además, tareas mlministra- 
tivns. Xi en la resolución de fs. 102 ai en la sentencia 
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de fs. 12í¡ se desconoce que el precepto citado autorice 
a dedueir además de la retribución recibida como direc- 
tor —dentro de los límites que el decreto establéce- 
las sumas adicionales a que se refiere el prcepto recla- 
men hirió mencionado. Tero si esta en cuestión lo deci- 
dido por una autoridad nacional, como lo es la Direc- 
ción General Impositiva, en la aplicación de normas 
que tienen carácter federal. Y como la decisión lia sido 
contraria al derecho que el recurrente invoca al amparo 
de ellas el recurso extraordinario concedido a fs. 134 es 



Que la sentencia recurrida resuelve que las cifras 
establecidas por la Dirección Impositiva en la comuni- 
cación cuya copia fotográfica corre agregada a fs. 56 
incluye la retribución de $ 750, en concepto de miem- 
bros; del Directorio pues el párrafo segundo se refiere 
a la procedencia de un ajuste en los sueldos que no se 
consideren remunerativos, los cuales serían, precisa- 
mente los que se acaban de citar. 

Que pedida a la Dirección Impositiva la autoriza- 
ción a que se refiere el art. 12 del decreto, de lo que se 
trataba era de la fijación de "las sumas adicionales.., 
para retribuir a los directores que normalmente desem- 
peñan funciones de gerente, contador u otros cargos". 
Y por consiguiente cuando en la comunicación de fs. 
5íi se dice que la Dirección "autoriza. . . los sueldos que 
se indican al pie", cabía interpretar, como lo hicieron 
los actores, que lo autorizado era la incorporación de 
dichos sue'dos a los de directores, como "sumas ad'- 
fioufifry*' destinadas a retribuir las tareas administra- 
tivas que los Sros. Onmcl, Félix y Víctor Chapa r desem- 
peñaban además de las de miembros del Directorio. 
Siendo así, la adición de las cantidades mencionadas 
en la nota de fs. ;">fi a las de $ 750 para determinar las 
deducciones autorizadas por el art. 12 de! decreto 
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32.506 47 no era ohjetablc, mientras no mediara Ínter 
pictac ion de la Dirección Impositiva respecto n su nota 
de fs. 56 o nueva decisión dé esa dependencia sobre el 
particular. En consecuencia, no estuvo justificada la 
imposición de multa por ese concepto. 

IW tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, se revoca la sentencia de f«. 126 en cuanto lia 
sido materia del recurso, con el alcance expresado en 
el párrafo final del último considerando. 

Rodolfo G. Valenzuela — To- 
más D. Casares — Felipe 
Santiago Pérez — Atilio 
Pessaono — Luis R, Longhi. 



VICTOR ESTANISLAO UONTRERAS v. NACION 

ARGENTINA 

PENSIONES MILITARES: /Vi.«'on« a los militare*. Imttilhación 
para ia rarrera militar. Armada. 

Estabteeido en la senteneia apelada que el pausante padece 
d<- ineapaeidad absoluta y permanente para el trahajo en 
la villa civil, corresponde acordarle el etiro militar eon 
sueldo íntepro previsto por el art. 85, in . I o , subineiso c), 
del deeroto-ley 10.700/45 (ley 12.980>. No importa que no 
luya llegado a los 15 años de servicios, pues lo que se su- 
bordina a una antigüedad mayor es el poreiento suplemen- 
tario estableeido por esa disposición legal. 

Sen-tercia reí, Juez Nacional en lo Civil t Comercial 

Especial 

Buenos Aires, 11 de noviembre de 1953, 

Y vistos, para sentencia, los de la eausa promovida por 
Víctor Estanislao Contreras eontra la Nauión sobre retiro mi- 
litar; y 
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Resultando : 

1 ) Que, a fs. 2 y fs. 6, e) actor reclama pensión de retiro 
militar: exige haberes desde que fué dado de baja, con intere- 
ses; pide costas. Dice: a) que sirvió en la armada con el grado 
de marinero segundo ¡ b) que, durante su servicio militar en- 
fermó de reumatismo poliarticular agudo y, como secuela, de 
una grave afección al corazón; c) que los actos del servicio obra- 
ron como factor reagravante de la enfermedad; d) que, ha- 
biendo resultado inepto e incapacitado para toda actividad en 
la vida civil, conforme a la ley 12.980 tiene derecho a pen- 
sión de retiro, 

2) Que, a fs. 10. la demandada pide se rechace la acción, 
con costas. Dice: a) que desconoce los hechos que uo estén 
probados en la actuación administrativa agregada pdr cuerda; 
b) que la enfermedad del actor no fué originada por actos de 
la vida militar; e) que los servicios de aprendiz, que invocó el 
actor en lo administrativo, no dan derecho a retiro militar. 

Y considerando: 

I) Que en la actuación administrativa agregada por 
cuerda, consta que el actor fué marinero segundo de la ar- 
mada (fs. 20) ; que en esa época se enfermó, diagnosticándo- 
sele doble lesión mitral e insuficiencia aórtica reumáticas en 
actividad (fs. 18) ; que la junta de reconocimientos médicos 
lo declaró inepto (fs. 17, fs. 47), por cuya razón fué dado 
de baja (fs, 26). Están, entonces, probados los hechos funda- 
mentales a que se refiere la negativa condicional formulada 
a fs. 10 %n fine por la defensa. 

II) Que el hecho de que el actor, en la solicitud adminis- 
trativa, se haya referido a los servicios prestados como apren- 
diz, no puede perjudicar su derecho desde que, como acaba de 
verse, en la época de su baja era marinero ; este grado le con- 
fería, indudablemente, estado militar y, por consecuencia, 
derecho a retiro. Resulta, así, innecesario estudiar la cuestión 
aludida por ta auditoría general en el dictamen a que se re- 
fiere la defensa. 

TTI) Que la aptitud o ineptitud para el servicio de las 
armas es una cuestión técnico militar, cuya decís 'ón está ex- 
clusivamente atribuida al oreanístno médico castrense : pero, 
declarada, por éste, la ineptitud, las circunstancias relativas 
al origen y consecuencias de las enfermedades, accidentes o 
defecto fís ; eos que la determinen, pueden ser acreditadas por 
todos ios medios de prueba (Corte Suprema, 217, 747). En 
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autos se ha producido dictamen del perito médico único desig- 
nado de oficio (fs, .18), trabajo que se señala por lo completo, 
meditado, prolijo y que, atento que no ha sido impugnado ni 
observado {véase fs. 57 V, el juzgado acepta eomo prueba (Corte 
Suprema, 2líi, 215) ; el perito es terminante, en los dos extre- 
mos que capitalmente interesan, al informar que el servicio 
militar ha obrado eomo concausa coadyuvante, reagravante o 
desencadenante de la enfermedad del actor y que éste, con 
consecuencia, padece incapacidad absoluta par» el trabajo 
(fe. 42 vta. in fine. fs. 43). 

IV) Que, ante las tonel iisiones precedentemente estable- 
cidas, es patente que el actor tiene derecho a retiro militar, 
pues para ello no es necesario que los actoR de servicio hayan 
sido la causa originaria de la enfermedad inutilizante, bas- 
tando con que havan actuado como concausa reagravante, des- 
encadenante o coadyuvante (Corte Suprema, 209, 383); y, 
del mismo modo, estando el actor absolutamente incapacitado 
para *>! trabajo, resulta exacto que su pensión debe regularse 
por el subinciso c), inc. 1*, art. 85 de la ley 12.980. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando que la Nación 
debe conceder pensión de retiro militar a Víctor Estanislao Coii- 
treras, conforme al subinciso c). inc. 1' art. 85 de la ley 12.980; 
míe d- he pagarle haberes por el tiempo corrido desde que fue 
dado de baja y sus intereses desde la notificación de la de- 
manda: con costas. — Gabriel E. ftajardL 

Sentencia de la Cámara Nacional pe Apelaciones 
i.s lo Civil, Comercial y Penal Especial 
y hn ix) contenciosüadminirtrativo 

Buenos Aires, 21 de diciembre de 1954. 

Y vistos: estos autos seguidos por Víctor Estanislao Con- 
treras contra el Gobierno de la Nación sobre retiro militar, ve- 
nidos en apelación en virtud del recurso concedido a fs. 63 con- 
tra la sentencia de fs. 61, el Tribunal, planteo la siguiente cues- 
tión a resolver ; 

¿ Es justa la sentencia apelada 7 

Sobre dicha cuestión el Sr. Juez Dr. Abelardo J. Montiel, 

Que según resulta de las constancias del expediente admi- 
nistrativo agregado, el actor fué examinado por la junta de 
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reconocimientos médicos de la base naval de Puerto Belgrano, 
dictaminando que el mismo se encuentra afectado de reumatis- 
mo agudo recidirante con doble lesión ntifraJ e insuficiencia 
aórtica -, que es inepto para la Marina de (¡ucrra. de eonformi- 
dad cotí el art, ")-">8, ine. 13 c. del Tí. O. P, A, : que no existe Tor- 
dilla tle órgano importante ni de función equivalente y que pre- 
senta una incapacidad para el trabajo civil que estima en un 
30 % de su capacidad labnratka total. La citada junta informa 
además que dicha afección se comprobó durante el servicio, pero 
que no es imputable a actos del mismo. 

En la pericia médico-legal practicada o fs. 38 de estos autos 
se afirma que el reumafsmo pol ¡articular agudo contraído por 
el actor mientras se hallaba embarcado, le ha provocado ¡ "doble 
lesión mitral e insuficiencia aórtica", debiendo acontarse míe 
las circunstancias de la vida a bordo, han actuado como causal 
poadvn cante, desencadenante o reagravante del reumatismo do- 
liarticular agudo cuya secuela cardíaca inutilizó al mismo, agre- 
gando fine dicha afeec'ón es de carácter definitivo e incurable, 
significando además oue la misma importa la pérdida de ór- 
gano importante v estnb'ee'endo una 'neapacidad total y per- 
manente para el trabajo en la vida civil. 

Que teniendo en cuenta * is conclusiones de esa pericia, 
practicada con posterioridad a los informes de la junta de re- 
conocimientos médicos, hajo el control de las partes y atento a 
que cuino lo señala el Sr. Juez a ano, dicho dietnmen por lo 
eompleto, meditado y proejo debe aceptarse como prueba, 
estimo oue el servicio militar ha obrado como causa reagravante 
o desencadenante de la enfermedad del actor. 

Habiéndose establecido en la mencionada pericia médica 
de fs. 38 que Contreras padece de una incapacidad total y per- 
manente para el traba io en bi vida civil, eorresnnnde reconocer 
a su favor los beneficios otorgados por el art. 85, ine. t 9 , sub- 
ine. c). de la ley 12.980, como lo ha resuelto el Rr. Juez sen- 
tenciante. 

En consecuencia voto por la confirmación en todas sus par- 
tes del fallo recurrido. 

Los Sres. Jueces Dres. Maximiliano Consol i y Romeo Fer- 
nando Camera, adhieren por sus fundamentos al voto prece- 
dente. 

Por lo que resulta de la votación que instruye el Acuerdo 
que antecede, se confirma en todas sus partes la sentencia ape- 
lada de fs. 61. con las costas de esta instancia también a cargo 
de la demandada. — Romeo Fernando Cámera. — Maximiliano 
Consoli. — Abelardo Jorge Montiel. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 9 de muyo de 1955, 

Vistos las autos: "Contreras, Víctor Estanislao c/ 
Gobierno de la Nación s/ retiro militar'*, en los que a 
t's. se tía concedido el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que el recurso interpuesto a fs. 79 sólo se refiere 
a la inteligencia del art. 85, inc. 1% del decreto-ley 
10.700/45 que determina el monto del retiro eurrespon- 
dicnte al causante. 

Que si la incapacidad del causante era absoluta, 
como se admite en las sentencias de las dos instancias 
anteriores, el hecho de no haber llegado a los 15 años de 
servicios no obstaba a dicha aplicación pues lo que en 
el sub inciso c) se subordina a una antigüedad mayor 
que la indicada es el porcentaje suplementario en él 
establecido del 1 Jo del sueldo por cada año d* ser- 
vicio "computado después de los primeros quince*'. 
De lo contrario la condición del marino con menos do 
15 años de servicios sólo inhabilitado para la conti- 
nu.^ión de su carrera y la del absolutamente inhabili- 
tado quedarían equiparados, no obstante la fundamen- 
tal diferencia de los efectos producidos por el servicio 
en la salud de los respectivos cnusantes. 

Por tanto se confi 'lia en cuanto ha sido materia 
del recurso, la sentencia de t's. 77. 

Rodolfo O. Valeszuei.a — To- 
más D. Casares — Frupe 
Santiago Pérez — Atilío 
Pkssaoso — Luis R. Loxohi. 
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CARLOS EVRAT 

RECURSO EX TRA RDIXARIO: Requisitas propios. Cuntían fe- 
deral. Cuestionen federales 'simples. Interpretación de las íe^f* 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia que 
desconoce el derecho del recurrente, fundado en las leves 
13.478 y 14.069 de jubilaciones, que tienen carácter federal. 

JUBILACION DE EMPLEADOS SACIOSALES: Jubilaciones. De- 
terminación del monto. 

El derecho al reajuste del haber jubilatorio acordado por 
el art. 6* de la ley 14.069, mediante la elección de los suel- 
dos de los cinco mejores años, tiende a obtener un incre- 
mento de la jubilación, que no ha de calcularse sobre su 
monto originario sino sobre todo lo que se perciba conforme 
a las disposiciones vigentes. 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES: Jubilación**. De- 
tetminovián del monto. 

El jubilado de la ley 4349 que se ha acogido al reajuste 
establecido por la ley 14.069, no tiene derecho al suple- 
monto variable de la ley 13.478. que se refiere a beneficios 
otorgados conforme a regímenes anteriores a su sanción. 
E'. art. 6' de la ley 14.069, que es posterior, ha excluido 
expresamente las mejoras o suplementos que incrementaran 
el beneficio or 'ginerio a los efectos del reajuste que pueden 
solicitar los interesados. 



Dictamen de la Junta de la Sección Ley 4349 

Adoptado por Resolución del Directorio del Instituto 
Nacional de Previsión Social 

Buenos Aires, 11 de junio de 1932. 

Señores Miembros de la Junta : 

Don Carlos Evrat, jubilado n 9 7761 de esta Institución soli- 
cita que su haber de jubilación establecido conforme con las 
disposiciones de ta ley 14.069, sea bonificado con el suplemento 

reglamentario de la ley n 9 13,478. 
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A las pretensiones del interesado se «punen los claros tér- 
minos del art, tí* de la ley U.UGÍ» y !>* de su decreto reglainell- 
tario el primero de los cuales dec en la parte pertinente: 
"¿«üórdase el plazo de un (1) año a contar de la fecha de 
promulgación de esta ley. para que l«s beneficiarios de presta- 
rioncs acordadas por la Sección Ley 4;i4íf, soliciten se reajuste 
de acuerdo cnn el nuevo régimen que instituye la presente, 
cuamio ta aplicación urchtsira de este último sea mas conve- 
niente para los interesados por significar un incremento ron 
respecto a los beneficios que los mismos perciben actual mente 
por todo concepto GQnÍ0*TOe a las imposiciones vigentes... . 

La palabra exclusiva empicada, tía la pauta ipie se refiere 
a la aplicación únicamente de tas disposiciones de esa ley, con 
prescinden!'"» de toda otra ley anterior, como por ejemplo la del 
suplemento variable y ese término lia sido usado también por 
oposición a la otra parte del artículo, cuando habla de los mon- 
tos que perciban los jubilados por tadn concepto. 

A u uí sí, la lev se ha referido a los halrres de jMPBjtfn 
básicos más los suplementos de los decretos Hti.il/4it y iül.i M). 

Por l« tanto las mejoras de la ley 14.06I1, deben considerarse 
,n,m. comprendidas en el art, V .leí decreto :t!» 2H+ 48 y priva- 
das de las U ue «¡nenian los decretos reglamentarios de la ley 

1S.478. Ell» es por otra part* justo y conforme con la no- 

mía de las leves vigentes en la materia. De otra manera se 
crearía un privilegio respecto de aquellas mejoras acordadas 

\:\ 07tí 13.484 v 13.498, Obsérvese cómo se han privado de 
bonificaciones, prestaciones acordadas por 1. yes anteriores y 
posteriores al régimen del suplemento variable creado por ley 
l'í 478 

l\.r lo expuesto, esta ('omisión cree procedente, desestimar 
las pretensiones del interesado y ratificar la liquidaron de ha - 
beres, practicada a fs. 4¡i por la Contaduría Seccional por ajus- 
tarse a las normas legales referidas. En mentó a ello, de confor- 
midad con el dictamen del Sr. Asesor Letrado os sugiero apro- 
bar el siguiente proyecto: 

La Junta (Ir ta Sección Lry i3iñ 
Aconseja 

Declarar que no corresponde bonificar los haberes re- 
sultantes por aplicación ríe la ley UJm, con ^;^}^ n ^ 
variables instituidos por los decretos 3ÍK204/48 y 3670/49, regla- 
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mentarlos de la ley 13.478, cuando el haber resultante por 
aplicación exclusiva de la ley citada en primer término sea 
mayor al percibido en virtud del régimen anterior a su vigencia. 

2') Desestimar el pedido de D. Carlos Evrat (jubilado 
n* 7761 ) en oposición a lo precedentemente resuelto. 



Dictamen del Procurador General del Trabajo 

Escma. Cámara: 

Siendo el presente caso en recurso, igual al que me he ex- 
pedido de vuestra Sala, ¡n re "Culona Vicente A. N* 10.315'', 
referente al adicional do las jubilaciones creado por decreto 
39.204/48 que lo deniega el Instituto al jubilado recurrente, 
me remito al precedente allí invocado para aconsejar a V\ E. 
la revocatoria de la resolución apelada, consistente en el pro- 
nunciamiento de la Excma. Corte Suprema Naeional sobre la 
cuestionada aplicación del art. 3 9 del mencionado decreto-ley. 

Al jubilado de autos si 1 le deniega ese aumento jubilatorio 
en concepto del suplemento de la ley 13.478, invocándose como 
fundamento, de que habiendo sido reajustado de conformidad 
a Ja ley 14.0b'!) su beneficio oturgadu por la anterior 4»>49 t no 
le corresponde el mencionado adicional, por oponerse a ello el 
art. 6 9 de la citada ley 14.069 y 9* de su decreto reglamenta- 
rio 102/52. 

Habiendo resuelto el Excmo. Tribunal en el invocado pro- 
nunciamiento, de que ninguna jubilación, cualquiera sea la ley 
vigente bajo la cual se ha otorgado, debe estar excluida de su 
respectivo suplemento, que procede reconocer este beneficio al 
recurrente, por no referirse a su prohibición, el art. 8* del de- 
creto 39.204 con la modificación del art. 3* del decreto 9794/52. 
Despacho, 19 de agosto de 1953. — Víctor A, Sureda Qraells, 

Sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones 

del Trabajo 

Buenos Aires, 27 de agosto de 1953 
Vistos y Considerando : 

Conforme al dictamen que antecede de la Procuración Ge- 
neral del Trabajo y los antecedentes jurisprudenciales en él 
citados, revócase la resolución recurrida de fs. 56 vta., en cuan- 
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to ha sido materia de recurso y agrarios, reeonoctfndnsc n 
D. Carlos Evrat el bineFicio del suplemento variable del 
dec. #¡70 04!». reglamentario ríe la ley VÍAIS. — Electa San- 
tas. — Luis C. (lan ía, — Armando David Machera. 

■ 

Dlt'TAMKN DEÍ. PrOCI.'IUIIOK GeSERAI. 

Suprema forte: 

El recurso extraordinario es procedente por ha- 
berse cuestionado en autos la inteligencia dü normas 
de carácter federal y ser la decisión definitiva contra- 
ria al derecho invocado por el recurrente. 

Kn cuanto al fondo del asunto, pienso —contraria- 
mente a la pretensión sustentada por el Instituto — qus 
el acogimiento al art. tí" de la ley 14,069 no priva al 
titular de ln prestación reajustada de los beneficios 
emergentes de la ley n* 13.478 y sus decretos regla- 
mentario*. 

Al decir la disposición legal citada en primer tér- 
mino que el reajuste, de acuerdo a las modalidades del 
nuevo régimen procedería "cuando la aplicación exclu- 
siva do este último sea más conveniente para los intere- 
sados por significar un incremento con respecto a lo^ 
beneficios que los misinos perciben actualmente por to- 
do concepto conforme a las disposiciones vigentes", 
fija una condición y señala al misino tiempo un criterio 
pura la procedencia del reajuste, cuyo sentido sur ce 
obviamente de los términos transcriptos, pero no crea 
una excepción al régimen general y permanente de la 
ley n* 13.478, cuyos beneficios alcanzan a "todas las 
jubilaciones, retiros y pensiones del orden nacional... 
a partir del V de enero de 1949, para compensar las 
oscilaciones del costo de la vida", ya que "el texto de 
la ley es al respecto claro y terminante: no bay jubila- 
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ción, retiro o pensión a la que no alcance el suplemento" 
(Fallos: 226, 65). 

La circunstancia de ser la ley n* 14.069 posterior 
a la n 9 13.478 no significa, per se, que los beneficia- 
rios de la Sección-Ley n 9 4349 han de quedar al mareen 
de las ventajas que la segunda ley citada acuerda con 
carácter general. Para admitir lo contrario, hubiera si- 
do menester la mención de una excepción expresa que 

■ 

aquélla no contiene. 

La "aplicación exclusiva" a que se refiere el art 
6* de la ley n q 14.069 es, repito, una pauta para deter- 
minar la procedencia del reajuste, sin que su alcance 
vaya más allá de ese objeto preciso. En otras palabras, 
tal exclusividad alude a la condición exigida para dicho 
reajuste, pero no impide el goee de los beneficios de la 
ley n* 13.478, Los términos claros de la disposición cues- 
tionada no consienten la interpretación que pretende 
asignarle el Instituto. 

En consecuencia, y por aplicación de la doctrina 
sentada por V. E. en el fallo antes citado, corresponde 
liquidar al interesado el adicional variable que institu- 
ye ln ley 13.478 y reglamenta el art. 3* del decreto Sfl 
39.204/48 haciendo abstracción de las mejoras otorga- 
das por la ley 14.069, sin perjuicio de percibir también 
lo que por esta última le es debido. 

El criterio expuesto queda corroborado por el de- 
creto n» 9794/52 (art, 2') al incluir la ley 14.069 entre las 
que se mencionan en el art. 3 o del decreto n* 39.204/48 
ampliado por el á» 3670/49. 

Por todo lo dicho opino, en definitiva, que corres- 
pondería confirmar la sentencia apelada en cuanto pu- 
do sor materia del recurso. Buenos Aires, 9 de diciem- 
bre de 1953. — Carlos G. Delfino. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos A i ros, 9 de mayo de 1955. 

Vistos los mitos: "Evrat Carlos a/ jubilación ex- 
traordinaria", en los que a fs. 86 se ha concedido el 
recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que D. Carlos Evrat, jubilado por el régimen de 
la ley 4349 <con la reforma de la 11.2(i0) pidió y obtuvo 
que se reajustara su beneficio conforme a las dispo- 
siciones de la ley 14.069. Hecho el reajuste requirió, 
asimismo, que se le abonara el suplemen i móvil de la 
ley 13.478, a lo que el Instituto de Previsión Social 
se opuso en la resolución de fs. 50 revocada por la 
Cámara del Trabajo a fs. 78. Contra esta sentencia se 
dedujo recurso extraordinario a fs. 81 bien concedido 
a fs. 81!, pues está en tela de juicio la inteligencia de 
preceptos federales y la decisión es contraria a la que 
les atribuye el Instituto recurrente. 

Que según planilla de fs. 39 el babor jubílalo rio 
anterior del Sr. Evrat era de $ 318,44 y por suplemento 
variable de la ley 13.478 le correspondían $ 247.38, a 
lo cual se agregaban $ 50.— del decreto 7025/51 ; lo 
que da un total de * 615,82. La jubilación reajustada es 
de $ 635,08. Acordado el reajusto el Instituto fundándo- 
se en el art. & de la ley en cuestión resolvió que no 
correspondía agregar a su importe el del suplemento 
móvil porque el haber reajustado era superior a lo per- 
cibido basta ese momento por todo concepto. 

Que según diclio art. de la ley 14.069 el reajuste 
que la misma autoriza se acordará "cuando la aplica- 
ción exclusiva de este último sea más conveniente para 



los interesados por significar un incremento con res- 
pecto a los beneficios que los mismos perciben actual- 
mente por todo concepto conforme a las disposiciones 
vigentes". La ley acuerda el derecho a reajustar el be- 
neficio de que se está gozando, mediante la elección de 
los sueldos percibidos durante los cinco mejores años, 
para obtener con ello un incremento de él. Pero la in- 
crementación no lia de calcularse con respecto a la ju- 
bilación originaria y propiamente dicha, sino a los be- 
neficios en cuya percepción se esté "por todo concepto 
conforme a las disposiciones vigentes*'. Por eso el be 
net'icinrio tuvo en este caso Ínteres en el reajuste, pues 
percibía "por todo concepto" $ 615,82 y la jubilación 
reajustada era, por sí solo, de $ 638,08. 

Que la ley 14.069 estableció un nuevo régimen ju- 
hilaiorio más favorable eme el de la ley básica 4340 y 
sus reformas y acordó la posibilidad de reajustar los 
beneficios obtenidos con sujeción a ella. Pero como dis- 
posiciones posteriores a la ley citada han incrementado 
el importe de las jubilaciones otorgadas de acuerdo con 
su régimen, no en virtud de un reajuste de su monto, 
sino mediante adicionales de carácter circunstancial, 
se ofrece al beneficiario la posibilidad de optar —en el 
plazo de un año a contar de la promulgación de la ley 
t|ue se está considerando—, entre conservar la jubila- 
ción otorgada bajo el régimen legal anterior y continuar 
en el goce de los suplementos a que se hizo referencia, 
o acogerse al reajuste cuando significa un incremento 
de lo que se está percibiendo, pero en tal caso la apli- 
cación del nuevo régimen será exclusiva. 

gue de lo expuesto se sigue no tratarse, desde nin- 
gún punto de vista, do lo considerado y resuelto por es- 
la Corte en Fallos: 226, 65. Allí se afirmó que según 
la ley 13.478 no hay jubilación, retiro o pensión a la 
que no alcance el suplemento que la misma establece. 
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Pero es claro que la afirmación se refiero a los bene- 
ficios otorgados con sujeción a regímenes legales nnte- 
riores a la ley citada. Es innecesario decir qivs ana ley 
poste rio r podía estahlecer un mievo redimen del cual 
estuviera excluido el suplemento de que se trató on el 
fallo citado, Ks lo que ha hecho expresa menta la 14.0G9 
— tic cuya interpretación et; de lo único de que se trata 
en esta sentencia — , en el nrt fi* al disponer que proce- 
derá el reajuste que los interesados pidan por repre- 
sentar un haber juhilatorío superior a la totalidad de 
los beneficios en cuyo goce están, pero en tal caso la 
aplicación de nuevo régimen será exclusiva, esto es, ex- 
cluyente de las mejoras o suplementos con que el be- 
neficio originario habría sido incrementado. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, se revoca la sentencia de fs. 78 en cuanto ha 
sido materia del recurso. 

Rodolfo G. Valenzuei.a — To- 
más D. Casares — Felipe 
Santiago Péhez — Atilio 
Pkssaono — Luis R. Loxoni. 



N1SSOX (ÍAIJJIN 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisito* formales, Introduc- 
ción ttt ta muHáH federal Oportunidad. Planteamiento m el escri- 
to de interposición del recurso extraordinario. 

Es formalmente improcedente el recurso extraordinario 
contra la sentencia que ennf rma una resol ueVni con lena- 
tona dictada por el Director Nacional da Vigilancia de 
Precios y Abastecimiento si la cuestión federal no fin' 1 in- 
troducida al apelar de esta resolución sino al interponerse 
aquel recurso contra la sentencia que la confirmó 
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fíFJTItW EXTti.KUiiUXARtt): Requisito* propias. Relación di- 
recta. Normas extraña* al juicio. Disposiciones constitucionales. 

La alegada violación de los derechos del trabajador y de 
propiedad nu sustenta el recurso extraordinario eontra la 
sentencia confirmatoria de una resolución que impone san* 
ciones por infracc ón a la ley 12.830, si el recurrente no 
ha cuestionado explícitamente la inconstitucional idad de 
esa ley. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios, Cuestiona 
no federales. Exclusión de las cuestiones tle hecho. Varios. 

Es ajena a la instancia extraordinaria la revisión de los 
hechos y la apreciación que de su gravedad hace la senten- 
cia confirmatoria de una resolución qné impone sanciones 
por infracción a la ley de precios máximos. 



NELLY E. SAGASTTJME DE POZZt v. NACION 

ARGENTINA 

PENSIONES MILITARES: pensiones a h* militares, Inutüteacián 
para ta carrera militar. Armada. 

Aunque la causa exclusiva c inmediata que provocó ta en- 
fermedad del causante no haya sido el servicio, si éste actuó 
como concausa o causa coadyuvante y contribuyó a sn agra- 
vación, es aplicable lo dispuesto en el art. 85. i ne. V. de 
la ley \2M{) para determinar el importe del retiro militar 
que le correspondía. 

PENSIONES IMITARES: Pensiones a los militares. hiat ¡litación 
para la carrera militar. Armada. 

Precede reajustar la pensión correspondiente a la viudo 
de un n orina computando erigió retiro el sueldo íntegro 
de éste, inhabilitado para proseguir su carrera por incapa- 
cidad. El hecho de no haber llegado a los 15 años de ser- 
vicios no obsta a lo aplicación del ort. 85. ine. I 9 . subin- 
c r so c). de la ley 12.Í)8D. pues lo que se subordina a una 
antigüedad mayor es el porciento suplementario en 6\ es- 
tablecido. 
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Sentencia del Jiíke Nacional en U> Civil 
t Comercial Especial 

Buenos Aires, 14 de octubre de lí»33. 

Y vistos, para sentencia, los 'le la cansa promovida por 
NVUv Eulalia Kagastume de PoJÉi, Rubén -Ttiliti IWi y Marín 
Inés' f'ozzi contra ta Nación sobre pensión militar; y 

liesu liando : 

1 i Que, a fs. 2 y fs. s. los actores reclaman se aumente 
la pensión militar de que gozan; exigen las diferencias resul- 
tantes, desde el retiro de su causante, con intereses; piden 
COStas. Dicen: ai que son dcrecliohahieiitcs del teniente < le na- 
vio ltuhén Celestino l'owi, en su calidad de esposa y de hijos 
Legítimos i h'l (pie el causHtite fué declarado en situación de re- 
tín» el l!l de diciembre de 1ÍN6 y falleció el VA de enero de VM1 ; 
c) que la causal de inutilidad que motivó el retiro y. luego, 
provocó el deceso, fué una enfermedad cardíaca en cuyo des- 
arrullo inf luyeron los actos del servicio, que obraron como con- 
causa reagravante o desencadenante, pues al no darle la supe- 
rioridad el destino en tierra que aconsejaron los médicos, pri- 
varon al causante del medio y de los cuidados indispensables 
para mejorar de su enfermedad: d> que el retiro fué conce- 
dido en proporción a los servicios prestados, encuadrándose 
en el art. V.K inc. 2* y en el art, 83, inc. 1% de la ley 12.980; 
siendo ((lie correspondía concederlo con sueldo íntegro con for- 
me al art. 8& inc. 1*. subine. c¡, de la misma ley. 

2) Que, a fs. 22, la demandada pide se rechace la acción, 
con costas. Dice: a) que niega los hechos que lio consten en 
la ¡iet nación administrativa agregada por cuerda; h) que el re- 
tiro fué acordado al cansante en la forma que correspondía, 
pues su enfermedad no tiene relación de causalidad ion actos 
leí servicio militar; el que las autoridades de la armada to- 
maron las providencias aconsejadas por los médicos para que el 
cansante cuidara su salud, dándole un destino conveniente en 
tierra. 

Y considerando i 

T) Que los hechos fundamentales constan en la actuación 
administrativa agregada por cuerda. La junta de reconoci- 
mientos médicos, a fs. 4ti, con fecha 21 de diciembre de 1ÍU4, 
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ti i ('tutu i na que el causante rstá afectado tic insuficiencia mitro* 
aórtica, sin signos de insuficiencia cardíaca y aconseja se le dé 
destino en tierra para que sea nuevamente- examinada un «no 
después; la planilla de fs. 51 establece que inmediatamente 

después de ese dietanieu. el 12 >U ni de l!t45, el causante 

pasa al buque 25 de Mayo, cu el ipie sirve hasta mi año des- 
pués. 7 de cuero de 1H4t>; poco antes, a fs. 25, con f celia 22 de 
noviembre de 1045, la junta medica lia declarado que el causan- 
te es inepto para el servicio de la armada y que padece pér- 
dida de función equivalente a la de órgano importante- dicta- 
men que reitera, en forma definitiva el 2(> de noviembre de 104l> 
(fs. 23>; por fin. por decreto feeha lí> de diciembre de 1040 
(fs. 52 j se declara ni causante en situación de retiru por en- 
fermedad, con la mitad de! sueldo de su empleo de acuerdo al 
cómputo de sus servicios, conforme al art. 70, iue. 2 o , y al 
art. 8:1, ine. I g , de la ley orgánica; y en consecuencia más tarde, 
producido el deceso, por deer lo fecha 22 de julio de 1ÍI47 
(fs. 73), se concede a los actores la pensión con la mitad del 
haber de retiro que percibía su autur. o sea la cuarta parte del 
sueldo correspondiente al empleo de teniente de navio. 

II) Que de los antecedentes constatad' en el conside- 
rando anterior, fluye que en diciembre de lu44 el estado de 
salud del causante era de cuidado y que sus jefes fueron ad- 
vertidos, por la junta médica, de la conveniencia de que per- 
maneciera en tierra; no obstante lo cual, de inmediato y por 
espacio de un año, debió prestar servicios en un buque de 
guerra. 

Acerca de las consecuencias de este último hecho, atento 
que la ineptitud del causante fué declarada por los médicos 
militares, es admisible la prueba per tmlns bis medios qii" auto- 
riza la ley procesal (Corte Suprema, 217. 747 Debe, enton- 
ces, considerarse e] dictamen de] perito médico único designad» 
de oficio en autos, cuyas conclusiones no lian sido rebatidas e¡» 
el alegato de la demandarla ( f s. 5í>K que se ha limitado a obser- 
vaciones vagas y generales. p"r cu va razón causa prueba con- 
forme a doctrina de la Corte Suprema (219, 215), 

El perito médico, en su dictamen de fs. 4-1. es asertivo en 
cuanto a que la forma en míe vicia y la act¡'-i-'ad mu* debía 
desarrollar el causante, durante todo el año 1045 que perma- 
neció a bordo del 25 de May< . influyeron desfavorablemente en 
la enfermedad del cansante: y, al formular las explicaciones 
ordenadas nara meinr nrocecr. eáte^írteampute af'r"oi rútfl rsa 
permanencia a bordo "ha tenido una importancia decisiva en 
la evolución desfavorable de la enfermedad" (fs. fi(». Agrega, 
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el perito, "que el hecho de Hile el teniente Pozzi haya debido 
prestar servicios en un buque.., h pesar del consejo de la 
junta de reconocimientos médicos de que se le asignara un des- 
tino en tierra, justamente dentro de ese lapso, ha sido la con- 
traindieaeión más grave que Be le Imya podido dar a un enfer- 
mo de las características del causante. En consecuencia. , . en 
cuanto a la relación que luí habido entre la enfermedad del 
causante y el servicio (pie prestaba.., tal relación existió en 
forma evidente. Hiendo decisiva la influencia del servicio es- 
pecialmente en la oportunidad en que el causante debió prestar 
servicios en el crucero 25 de Mayo. . , " (fs. 61 ). Y termina, el 
perito, que "debe inexorablemente considerarse que el falle- 
cimiento del causante (por infarto de pulmón) fue cmisccuen- 
eia de la afección cardíaca que padeció'* (fs. 62). 

El dictamen, como se ve. es eoiicluyente en el sentido de 
que los aetiw de servicio militar fueron causa, o por lo menos 
decisiva cunea usa. de la enfermedad y del deceso del causante; 
y el juzgado, por las razones ya expresadas, por la prolijidad 
con que el perito ha estudiado los antecedentes, por lo claro y 
asertivo di" sus conclusiones, las acepta como prueba del extre- 
mo que se cuestiona. 

11 h Que en la época de los hechos rrgía el decreto- 
ley 10.700, luego homologado por la ley 12.ÍÍ80; el art. 85, 
ine. 1*, de este cuerpo, establece que los militares inutilizados 
para la carrera a Consecuencia de enfermedad adquiriría por 
ado de servicio, cu el etiso de resultar con incapacidad abso- 
luta pura el trabajo, tienen derecho a pensión de retiro con 
ttueMo íntegro de su grado. Cuando su cómputo de servicios sen 
menor de 1.1 años, como ocurre en ln especie. Ya se ha visto 
que la junta médica declaro al causante inepto, con pérdida 
de función equivalente a la de un miembro importante del cuer- 
po; y se ha visto, también, que el causante falleció antes de 
cumttlirse un mes de su retiro : todo lo que, sin lugar a dudas, 
califica que estaba absolutamente incapacitado. 

Es evidente, entonces, que el retiro del causante ha debido 
regularse en el sueldo íntegro de su empleo: y que con esta 
base ha debido proporcionarse la pensión a sus derechohabientes. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando (pie la Xacíón 
debe aumentar la pensión que perciben Nelly Eulalia Ragastu- 
me de Pozzi. Rubén Julio Tojszí y María Inés Pozzi. con arre- 
glo a lo establecido en el último considerando: que debe pa- 
garles las diferencias resultantes con respecto al sueldo de reti- 
ro del cansante y a la pensión, a contar desde la fecha en que 
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se concedió rada uno de esos beneficios y sus intereses desde la 
íiiUji'ieaeión tli- la demanda ; con uostas. — Gabriel E. Bajardi. 

Sentencia de la Cariara Nacional de Apelaciones en lo 
Civil, Comercial y Penal Especial y en lo 

CONTENCIOSOADMINISTBATIVO 

Buenos Aires, 21 de diciembre de 19f)4. 

Y vistos estos autos seguidos por Nelly Eulalia Sajiastume 
de Pozzi, Hubén Julio Pozzi y María Inés Pozzi contra el (lo- 
bienui de la Nación sobre aumento de pensión militar, venidos 
en apelación, en virtud del recurso concedido a fs. 6G vta. 
contra la sentencia de fs. 63 t el Tribunal planteó la siguiente 
cuestión a resolver: 

(Es justa la sentencia apelada Y 

Sobre dicha cuestión el Sr. Juez Dr. Romeo Fernando Ca- 
mera, dijo: 

Que según resulta de tas constancias del expediente admi- 
nistrativo agregado por cnerda, el causante teniente de navio 
Rubén Celestino Fozzi, con fecba 21 de diciembre de 1944, fué 
examinado por la junta ele reconocimientos médicos, constatán- 
dose que se hallaba afeetado de insuficiencia mitro-aórtica, sin 
signas de insuficiencia cardíaca. Dicha junta aconsejó qne al 
causante se le diera destino en tierra, debiendo ser examinado 
nuevamente un año después. De la planilla une obra a fs. iíl 
de las citadas actuaciones administrativas surge que posterior- 
mente al dictamen médico antes aludido, el causante fué desti- 
nado al buque de guerra 25 de Mayo (12 de enero de 1945), 
en el que prestó servicios basta el 7 de enero de 1946- 

Con anterioridad, es decir, el 22 de noviembre de 1945, la 
junta médica examinó nuevamente al cansante, dictaminando 
que el mismo es inepto para el servicio de la armada y que 
acusa pérdida de función equivalente a la de órgano importan- 
te del cuerpo, dictamen que reitera la mencionada junta en for- 
ma definitiva el 26 de noviembre de 1946. 

En mérito a ello, por decreto del 19 de diciembre de 1946, 
el P. E. declaró al causante en situación de retiro, n*r enfer- 
medad, con el 50 r /i del sueldo de su empleo de conformidad 
con lo dispuesto en los arta. 79, inc. 2*. y 83, ine. I 9 , de la 
ley orgánica para el personal de la Marina de Guerra. 

Producido el deceso del teniente de navio Pozzi, el P. E. 
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por decreto de fecha 22 tic julio tic 1!»47, concedió a los acto- 
res la pensión equivalente a la mitad haber tic retiro que 
percibía aquél, o sea la cuarta parte del sueldo de teniente 
ile navío, 

<Jue como bien lo pone de relieve el Sr. Juez a gwo, de los 
antecedentes antea relacionados, resulta evidente que en el año 
1944 el estado ele salud del teniente Puzzi era en extremo deli- 
cado y que sus jefe» fueron advertidos, j»or la junta médica, 
de la* necesidad y conveniencia de permanecer en tierra, no 
ofastant» lo cual, fué destinado por el término de un año a pres- 
tar servicios en un buque de guerra. 

Sobre las consecuencias de ese último hecho, las conclusio- 
nes del perito médica desi puado en autos, son terminantes. En 
efecto, dicho dictamen, al que considero debidamente fundado, 
es conctuyente en cubito a la fornia en que vivía y a las acti- 
vidades que debió realizar el causante durante su permanencia 
a bordo del buque de guerra 2"> de Mayo, circunstancias toda» 
que influyeron negativamente en la evolución de la enferme- 
dad del causante, Resulta asimismo categórico el perito cuando 
afirma, al rcsjwnder a las explicaciones ordenadas para mejor 
proveer, que: la permanencia a bordo del causante ha tenido 
una importancia decisiva en la evolución desfavorable de la 
enfermedad, agregando: que el hecho de que el teniente Pnxzi 
baya debido prestar servicios en un buque, a pesar del consejo 
de* la junta de reconocimientos médicos de que se le asignara 
un destino en tierra, 'ia sido la contraindicación más grave que 
se le haya podido dar a un enfermo de las características del 
causante. 

Considero que el Sr. Juez a qun en su prono ne ¡amiente 
de fs. 63, ha realizado un estudio prolijo de todos los elemen- 
tos de juicio aportados a la causa y los ha apreciado con exacto 
criterio. 

Por ello, soy de opinión que ta sentencia recurrida se ajus- 
ta a derecho y debe confirmarse en todas sus partes. 

Doy mí voto en tal sentido. 

Los Sres. Jueces Dre«. Abelardo Jorge Montiel y Maxi- 
miliano Consol i, adhieren por sus fundamentos al voto prece- 
dente. 

Por lo que resulta de la votación que instruye el Acuerdo 
que antecede, se confirma, en todas sus partes, la sentencia 
apelada de fs. 63. con las costas de esta instancia, también a 
careo de la demandada. — Humen Frrnantla Cintu ra. — Maii- 
müiano Ctmsoli. — Abelardo Jorge Montiel 
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Buenos Aires, 9 de mayo de 1055. 

Vistos los mitos: "Pozzí, Nelly E. Sn^astume de c/ 
Gobierno de la Nación s/ pensión'*, en loa rjue a fa. 84 
se ha concedido el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que lo primero que se ha de considerar cu este re- 
curso es si ta prohada influencia del servicio en la pre- 
cipitación del mal que aquejaba al causante, hasta pro- 
ducir su inhabilitación y su retiro imponía, para la 
determinación del importe de este último, la aplicación 
del art. 85, inc. l' p de la ley 12.980, como lo decide ta 
sentencia apelada, y no la del 79, inc. 2*, y 83. inc. 1*, 
que fueron los aplicados al otorgar el beneficio. 

Que si bien el servicio no fué la causa exclusiva e 
inmediata que provocó la enfermedad del causante, si 
fué, según lo que la sentencia considera prohado, lo 
que determinó la agravación inhabilitante, pues antea 
de que se 1c destinara al Crucero *'25 de Mayo", el 
examen médico llegó a la conclusión de que *u estado 
aconsejaba un pase a tierra, donde no se vería impedi- 
do de continuar el desempeño de las tareas propias de 
su carrera y su grado. 

Que en FaPos: 209, 383 esta Corte declaró ap r tca- 
ble en la interpretación de los preceptos de la ley 12.960 
í decreto-ley 10.700/4Ó) que están aquí en cuestión, el 
criterio enunciado en Fallos; 196, 620, según el cual 
cuando el servicio ha actuado como concausa o causa 
coadyuvante es de aplicación el art. 85, inc. 1*, de la ley 
orgánica citada. 

Que respecto al sub inciso en que esta comprendido 
el caso de que se trata, las sentencias de las dos ins- 
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tancias anteriores han hecho correcta aplicación de la 
ley, pues si la incapacidad del causante era absoluta, 
conio se admite en ellas, el hecho de no haber llegado a 
los 15 años de servicios no obstaba a dicha aplicación, 
pues lo que en el sub inciso c) se subordina n una an- 
tigüedad mayor que la indicada ea el porcentaje suple- 
mentario en él establecido del 1 % del sueldo por cada 
año de servicio " computado después de los primeros 
quince", De lo contrario la condición del marino con 
menos de 15 anos de servicios sólo inhabilitado para la 
continuación de su carrera y la del absolutamente inha- 
bilitado quedarían equiparados, no obstante 3a funda- 
mental diferencia de los efectos producidos por el ser- 
vicio en la salud de los respectivos causantes. 

Por tanto se confirma en cuanto ha sido materia 
del recurso la sentencia de fs. 79. 

Rodolfo G. Valenzuela — To- 
más D. Casares — Felipe 
Santiago Pérez — Atilio 
Pessagno — Luis K. Longiii. 



ALBERTO J. MIMANDO Y OTRO v. ANTONIO B. 

SUAREZ 

RECURSO F.XTItAORDIXAfílO: Requisito* propina RríuriAu di- 
recta. Sor mas extraña* al juicio. Disposiciones eomtiturinuules. 

No sustenta el recurso extraordinario la invocación <Ip la 
garantía de la igualdad, que no permite la revisión dé lo 
resuelto en materia de derecho común en razón de la sim- 
ple discrepancia en la aplicación de normas no federales, 
máxime si ile las modal ulailes de la causa no resulta agra- 
vio suficiente a dicha garantía 



(l) 9 do mayo. Fallo»: 228, 125; 227. 413. 
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RECURSO EX TRA O R DI XA ti 10: Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestione» federales si ni ¡tira. Interpretación de otras normas 
y netos federales. 

No es viable el recurso extraordinario fundado en el 
art. 113 del Reglamento para la Justicia Naeional si el fallo 
recurrido destaca los aspectos (pie encuentra propios de la 
causa, no resultando de ta apelación que aquéllos mediasen 
en los precedentes estimados como contradictorios, a lo que 
no obsta la disidencia de la sentencia apelada, que uo com- 
prueba la inexistencia de las modalidades en que se basa 



MARIA LUCIA E8PIXOHA DE CORDOBA v. S. R. L. 
"SPORTECO" DE PUONESTI Y REGUERRA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisita» propio*. Cuestión fe- 
deral Cuestiones federales simples. Interpretación de otros normas 
y actos federales. 

■ 

Es improcedente el recurso extraordinario fundado en el 
art. 113 del Reglamento para la Justicia Naeional si la 
sala -apelada expresa que el caso difiere de lo* precedentes 
invocados y tal afirmación no aparece eficazmente contes- 
tada en el recurso (*), 



PABLO TEODORO FELS 

RECURSO EX TRA RD1XA RI : Requisitos formales. Introducción 
de la cuestión federal Oportunidad. 

Procede el recurso extraordinario si en la causa, que versa 
sobre la compatibilidad de una pensión graciable otor™a*la 
al recurrente con la jubilación de que goza como empleado 
nacional, se lia instado en todo momento de cuestiones fe- 
derales, por lo que la procedencia del recurso no depende 
de* la oportuna reserva que se hiciera al respecto. 



<l) Pullos: 227, 291; 230, 152, 

(*j W tic mayo. Falloa: 228, 183; 329, 
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ACCMV LACIOS l*E BENEFICIOS: Jubilaciones »/ pensiones na- 

Procede la acumulación do la pensión grac able otorgada 
al recurrente por la ley 13.853 con la jubilación que le 
corresponde «amo empleado nacional, sin lu Limitación en 
cuanto al monto (pie establece la ley ltt.Ü6r>, si al sancio- 
narse por el Congreso aquella ley especial ya estaba en 
vigencia la 13.337 sobre pensiones graeiables. El hecho del 
otorgamiento en esas eond ciónos y de oue el Poder Rí"- 
eulivo hiciera efectivo el beneficio mientras el interesado 
se desempeñaba cotilo empleado, demuestra que lo fu"' apar- 
tándose del régimen común de las pensiones graciables y 
que no es aplicable al caso la limitaeión fundada tn una 
ley anterior a la especial, después de iiue se le concediera 
la* jubilación. 

Dictamen' de la Omisión de Interpretación ni; la Junta 

de la Sección ley 4349 

Méptado por Resolución del Directorio (leí Instituto Nacional 

de Previsión Social 

Buenos Aires, 22 de abril de 1¡»."»2. 
Reñuros Miembros de la Junta; 

Esta Comisión, después de estudiar las presentes actuatvo- 
ncs T considera: 

Que con las constancias oue obran en a otos el recurrente 
ha acreditado debidamente el derecho al beneficio que gestiona, 
pur lo que. de ron formulad con el tlieut ¡ien de la Asesara Le- 
trada v lo dispuesto por las leyes. J.31ÍÍ, *us modificatorias, la 
UM\) y la 13.f>75 aconseja aprobar el s guíente proyecto, 

La Junta de ta Sección Ley 43 Í9 
aconseja : 

1° Acordar jubilación ordinaria con el haber mensual de 
$ 1 115,50 m/n. a O. Pablo Teodoro Keis, ex Jefe de Departa- 
mento de Aviación Privada de la Dirección General de Avia- 
ción Civil (M 9 de Aeronáutica). 
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2* Elevar este expeliente al II. Direetorio, a los fines per- 
tinentes. 

>i* Pagar esta prestación a partir de la última percepción 
de sueldo, descontándose los cargos formulados por aportes per- 
sonales omitidos, en la forma establecida en el art. 19 del de- 
creto 9316/46. 

4' Declarar que el presente beneficio es compatible con 
la pensión graciable que goza el recurrente hasta la suma de 
$ 1.500 m/n. (ley 13.065). 

5* Previo al pago, de conformidad con el decreto 9316/46 
y el convenio respectivo, requerir de la Caja Municipal de Ju- 
bilaciones y Pensiones de Rosario, la transferencia de los apor- 
tes y cargos o diferencias a que se refiere el art. 20 del dicho 
decreto-ley, correspondientes a los servicios reconocidos al recu- 
rrente, el que deberá amortizar los cargos que se le formulen, 
en la forma establecida en las disposiciones legales vigentes. 



Dictamen del Procurador General del Trabajo 
Exorna. Cámara ¡ 

El jubilado de la Caja ley 4349, Pablo Teodoro Fels, re- 
curre de la resolución del Instituto de Previsión qu* le limita 
el cobro simultáneo de aquel beneficio, con la pensión gracia- 
ble de que goza, hasta sólo la suma de $ 1.500 m/n. 

El problema se plantea por la compatibilidad hasta esc 
monto, que el apelante objeta, por cuanto expone que su pen- 
sión no reviste el carácter ordinario de graciable a la cual la 
ley 13.065 reduce con otro beneficio la acumulación total de 
ambos importes. Que atento los antecedentes legislativos de la 
sanción acortlatoria de su pensión, no estaría comprendido el 
derecho a percibirla en la ley que regia este beneficio como una 
concesión graciable del Estado. 

Indudablemente, el problema aparenta surgir también de la 
propia ley, al deberse decidir en cuál de sus diversas normas, 
se encuentra encuadrado y protegido el derecho del ejercitante, 
titular de una jubilación y de una pensión que le ha otorgado 
el Congreso de la Nación. 

La jubilación civil, no sería incompatible con una pensión 
graciable, sí conforme al art. 49, de la ley 4349, que autoriza 
aquella prestación, sólo es incompatible la pensión proveniente 
de la misma, con ésta de carácter graciable. 

Al no ser concedida la pensión de que goza el apelante 
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por ningún organismo ciitmi expresa la ley 13.005 en i'l art. D2 
que reforma, no estaría comprendida la limitación de su monto, 
en la acumulación eon la jubilación, puesto que «Helia pensión 
le ha sido conferida por el Congreso en la ley 13.853 (fs. 33) 
que es un poder del Estado y no un organismo dirigido o ad- 
ministrado por el Instituto de Previsión, de donde deben ema- 
nar los beneficios que aquella ley reduee la compatibilidad cid 
cobro con los de esa entidad. 

Si esta pensión o favor pecuniario que se le lia acordado 
al Sr. Fels, debe tener el mismo carácter graciable que esta- 
blece el D/L 17.923/44 y la ley 13.337, resultaría sin embargo, 
que no está comprendida en sus prescripciones en cuanto a 
otorgamiento, monto e incompatibilidades, desde que no le había 
Rido otorgada en virtud del requisito del art, 2*. ine. a), de esta 
última ley. nt teniendo en cuenta su art. 7 9 , al fijar la pensión 
en t 1,000. a pesar de percibir un sueldo de $ 1.300. con lo 
cual sobrepasaba el límite de compatibilidad que esa disposi- 
ción acuerda en $ 600 y después en $ 1.000 por la ley 14.172. 
Pues, al concederse en el año 194Í) la pensión a Fels, regía 
aquella ley 13.337. 

Pero si no obstante encontrarse excluida esa pensión, del 
limite que la ley 13.3:17 determina aeu muíanle con otro bene- 
ficio, deba reputarse como no graciable, faltaría sin embargo 
una diferente definición por la propia ley de concesión 13.85:1, 
que la despojara de ese carácter y hubiera establecido su otor- 
gamiento exeluyente de cualquier incompatibilidad o sea s ; u 
perjuicio de otros beneficios del Estado. No lo h i determinado 
así la sanción, y por tanto, no puede dejar de ser graciable una 
pensión, por el hecho de haberla otorgado con carácter especial 
el Congreso, como es la del recurrente, extraña a las leyes or- 
gánicas de estable vigencia. 

Siendo así, graciable por su origen la pensión fiel actor. 
Bea por honor o favor pecuniario, desde que también la 
ley 13.833 que la acuerda imputa su pago a los fondos de esta 
clase de asistencia de la Nación, corresponde encuadrarla en la 
limitación que la ley 13.06.1 impone a su percepción con otro 
beneficio, no obstante ser concedida pm* el poder legislativo y 
no por un organismo. Pues, debe prevalecer la norma que 
comprende a la pensión graciable referida en la compatibilidad 
limitada, puesto que las pensiones graciables a que hace exten- 
siva la reducción de su acumulación la ley citada, no pueden 
ser otorgadas por ningún organismo público dependiente de un 
poder del Estado, sino por un poder mismo del Estado, como 
el Congreso que ha acordado la de estos actuados. 
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Por ello, que no habiéndose aplicado la reducción tU- mon- 
tos del art. 7' de la ley 13.337. debe aplicarse la de la ley 13.065, 
desde que no puede pagarse íntegramente vina jubilación con 
pensión graciable (pie excedan entre ambas de $ 1,500 m n. 

Corresponde en consecuencia, por lo expuesto, confirmar 
la resolución apelad», pero aclarando V. E., que la reducción 
de la jubilación tío debe ser conforme a la liquidación de 
fs. 4."} vta., en (pie la Caja sólo reconoce § 500, sino en propor- 
ción de los $ 1.115,50 di* su jubilación eou que debe integrar 
los $ 1.500 (pie el jubilado tiene derecho a percibir. Despacho, 
25 de agosto de 1ÍÍ54. — Víctor A. Sureda üraetls. 



¡Sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones 

del Trabajo 



Vistos y Considerando : 

La pensión acordada por el Congreso al recurrente D. Pa- 
blo Teodoro Pels por ley 13.853 gasto (pie se imputa al fondo 
creado por el art. 3 de la ley 13,478 para atender entre otras 
erogaciones 'Mas pensiones graciables acordadas o a otorgarse", 
es acumulable eon el beneficio de jubilación que se le otorga 
dentro del régimen de la ley 4349, pero hasta el límite de 
$ 1.500 que fija el art. !)2 de la ley 13.065. 

Los términos de esta disposición no permiten una inter- 
pretación distinta ya (pie al incluir a los efectos del límite 
"cualquier otra jubilación, ¡wiw'ón o subsidio,., sean d/* ca- 
rácter nacional, provincial, municipal, militar o graciable**, 
alcanza necesariamente al caso en debate. 

La diferencia que se pretende establecer a fs. fíl en fun- 
ción del motivo que diera origen a la pensión que se le acor- 
dara a Pels por su recordada hazaña de lítl2, como pionero de 
la aviación argentina, no basta para admitir una interpretación 
que si el sentimiento propicia, el texto de la ley niega. 



Por ello, por sus propios fundamentos y lo dictaminado 
precedentemente por el Procurador ( «enera 1 del Trabajo, se 
confirma la resolución apelada. — Ahraham E. Vatdarinas. — 



Buenos Aires* 14 de setiembre de 1054. 




332 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario interpuesto a fs. 71 de 
los autos principales carece de la fundamentaron exi- 
gida por los artículos 14 y 15 de ln ley 48, ya que se 
ha omitido la relación de los hechos de la causa y la 
vinculación que los mismos guardan con las cuestiones 
federales que se pretende someter a la decisión de V. E. 

Considero, por lo tanto, que no procede hacer hi- 
gftf a este recurso de queja. Buenos Aires, 14 de abril 
de 1955, — Carlos G. Dclfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aire.s í> de mayo de 1ÍJ55. 

Vistos los ñutos; "Recurso de hecho deducido por 
el actor en la causa Fcls, Pablo Teodoro s/ pensión 
—ley 434!) — para decidir sobre su procedencia. 

Considerando: 

Que Habiéndose tratado en todo momento de cues- 
tiones federales, pues tienen ese carácter las leyes cuya 
upl ir*nrión está en tela de juicio, la procedencia del re- 
curso no hn podido depender de que se hiciera oportuna 
reserva respecto a lo que constituye su objeto. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr Procura- 
dor General, se de clara mal denegado a fs. 73 el recurso 
extraordinario. 

Y considerando en cuanto al fondo, por no ser ne- 
cesaria más substanciación: 

Que la pensión acordada al recurrente por la ley 
13.853, cuyo importe es do $ 1000.— mensuales, lo fué 
estando en vigencia la ley 13.337 que fija normas reía- 
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tivas al trámite y otorgamiento de pensiones graciables. 

Que según el art. 7 C de dicha ley, estas pensiones 
"serán compatibles con otro sueldo, jubilación, renta 
líquida o cualquier otro ingreso del Estado Nacional. . . 
cuando las mismas. . . no excedan en conjunto, para ca- 
da beneficiario, de seis cientos pesos moneda uacional 
mensuales". 

Que al tiempo de otorgársele la pensión de que se 
trata, el recurrente era empleado de la Dirección Nacio- 
nal de Aviación Civil, donde percibía un Fueldo men- 
sual de mín. 1.300.— (fs. 20), 

Que si el Congreso Nacional otorgó dicha pensión 
en tales circunstancias, de ellas, tanto como del hecho 
de habérsela pagado sin observación hasta que el recu- 
rrente se jubiló, resulta el sentido y alcance con que fué 
otorgada, fuera del régimen común de las pensiones gra- 
ciables. 

Que habiendo sido ésta la inteligencia con que el 
beneficio aparece concedido por el Congreso Nacional 
y hecho efectivo por el Poder Administrador mientras 
el recurrente desempeñaba funciones bajo su dependen- 
cia, la decisión que es objeto del recurso no ha podido 
aplicar en el caso con motivo de la jubilación del recu- 
rren le y sobre la base de una ley anterior a la que se 
está considerando, una limitación que se refiere a la 
compatibilidad del beneficio jubilatorio con lae peusio- 
nes graciables. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, se revoca la sentencia de fs. 68 en cuanto ha 
sido materia del recurso. 



Rodolfo G. Valenzuela — To- 
mas D. Casares — Felipe 
Santiago Péhez — Atilio 
Pkssagno — Luis R. Lonohi. 
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BENJAMIN LA VILLA v. MUNICIPALIDAD DE 

ROSARIO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestiones no 
federales. Interpretación de normas tj actos locales en general 

Xo procedo el recurso extraordinario contra el pronuncia- 
miento de la Curte Suprema de la Provincia de Santa Fe 
que desestima, por extemporáneo, el recurso couteneioso- 
administrativo deducido en actuaciones promovidas a raíz 
del desconocimiento de la resolución administrativa mtte- 
ñor que dispuso ineorporar al recurrente eotnu aspirante a 
una chapa de taxista p). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no 
federóles. Interpretación de normas g actos Incales en general 

Tratándose de derechos acordados y reconocidos por el or- 
denamiento jurídico local, lo dispuesto en lo referente a los 
requisitos para su trámite y lo resuelto a su respecto por 
los tribuna les también locales, por vía de interpretación, 
es irrevisible en la instancia extraordinaria ( 3 ). 



ROSA ARENAS DE MOVAXO v. DEPARTAMENTO fíE- 
NERAL DE IRRIGACION DE MENDOZA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción 
de ia cuestión federal. Oportunidad. Planteamiento en el escrito de 
interposición ttt-l recurso extraordinario. 

Puesto que la admisión de la defensa opuesta en la con- 
testación a la demanda, consistente en su defectuoso plan- 
teamiento por haberse prescindido de la intervención de 
las personas a que se refiere el art. 247 de ia Constitución 
de Mendoza, era u u evento previsible (pie obligaba a la 
liarte arfara a plantear oportunamente la cuestión federal 
para que fuera considerada en la sentencia, no sustenta el 



<n 9 rio mnvt*. 

(3) Fallo»; 2£0 } 727, 
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recurso extraordinario la alegada violación de la defensa 
en juicio, que sólo se invocó al interponerse el recurso (»). 

RECURSO EX TRA O RDJ SARI O : Requisito* propio*. Cuestiones ,,o 
federales. Interpretación de norman y artos locales en ffenerah 

Son ajenas 11 la jurisdicción extraordinaria de la Corte 
Supremacías cuestiones vinculadas con la interpretación 
HffflEL* la Constitución de Mendoza, resueltas sin 
arbitrariedad por el tribunal superior local ( a ). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito, propias. Relación di 
recta, Aormas est rañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

No procede el recurso extraordinario, fundado en la alega- 
da violación del desecho de propiedad, si la sentencia ar- 
lada rechaza la demanda por haber prosperado una defensa 
procesal previa y no se pronunc a, en consecuencia i 
las cuestiones vinculadas con aquella garantía 



ROSA A, DAIREAUX OCAMPO DE PESA v. OSCAR 

LUIS PEÑA 

, RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia 
definitiva. Resoluciones anteriores a h sentencia definitiva. Varias. 

La resolución que acuerda a uno de los padres la tenen- 
cia provisional de los hijos no es sentencia definitiva a los 
efectos del recurso extraordinario, conclusión a la (pie no 
obsta la argumentación de ser tal medida impropia de la 
normal organización de la familia y del ejercicio regular 
de la patria potestad, ni h\ de haberse privado al recurren - 



<»> U de mayo. Fallos: £28, 361, 603 v 
m Fu líos: 227, 153; 229. 655. 
Fnítüi: 209, 28; 211, 548, 
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Dictamen del Procurador General Sustituto 
Suprema Corte : 

-I- 

Según resulta de los autos principales, elevados 
como mejor informe, D* Rosa Amalia Daireaux Cham- 
po de Peña dedujo demanda contra D. Oscar Luis Peña, 
por divorcio y tenencia de hijos solicitando simultá- 
neamente, con ea ráete r de medida precautoria y previa 
a) traslado de la demanda, se ordenara el desalojo del 
demandado del hogar conyugal (puntos 3* y 6% fs. 16 
vta. y 17), 

Recibida a fs. 19 la información testimonial ofre- 
cida, por resolución de noviembre 11 de 1953 (fs. 19 
vta.) el Sr. Juez de la causa decretó "la separación 
personal de los cónyuges y el depósito de la esposa en 
el domicilio indicado (el del matrimonio Peña-Dai- 
reaux), debiendo el demandado hacer bandono del mis- 
mo dentro de las 24 horas, bajo apercibimiento do 
lanzamiento, con prohibición de volver al domicilio, sin 
perjuicio del régimen de visitas que el Juzgado dis- 
pondrá oportunamente". 

Notificado el demandado, mediante la cédula de 
fs, 21, de la medida decretada, se presentó interponien- 
do recursos de revocatoria y apelación en subsidio y, 
luego de cumplidos los trámites de que informan la3 
actuaciones obrantes de fs. 21 bis a fs. 57, la Excma. 
Cámara en lo Civil confirmó a fs, 58 la resolución ape- 
lada, salvo en lo relativo al plazo dentro del cual el 
demandado debía salir del hogar conyugal, que fué 
ampliado a 10 días. 
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Vueltos los autos n primera instancia el Sr. Juez 
de la causa ordenó el cumplimiento de lo resuelto por 
el Superior (fs. 65 vta. y 81 vta.) y t proveyendo a un 
pedido del demandado, señaló audiencia para que con- 
currieran las partes y sus hijos menores, la que se rea- 
lizó en febrero 9 de 1954 (fs. 82/84), iniciándose así los 
trámites relativos a la tenencia provisoria de los hijos 
del matrimonio Peña -Dai rea ux. 

En dicha audiencia el Sr. Asesor de Menores soli- 
citó, para mejor dictaminar "un servicio de inspección 
por intermedio de la Defensor ía de Menores en el domi- 
cilio de cada una de las partes, para que informe sobre 
la vida y costumbres de las mismas y sobre los cuidados 
y atenciones que se prestan a sus represen tados". 

La inspección se realizó en el domicilio conyugal 
del que meses antes se había alejado la actora por las 
razones que dio al entablar la demanda y al que represó 
en el momento de practicarse dicha inspección, según se 
informa a fs, 115/16* 

Entretanto el demandado había pedido se suspen- 
diera el cumplimiento de la medida que le obligaba a 
salir de su hogar, haciendo mérito de que el Sr. Asesor 
de Menores, en la ya citada audiencia de febrero 9, ha- 
bía solicitado no se innovara en lo relativo a la tenencia 
de los hijos. Simultáneamente pidió reposición, por con- 
trario imperio, de las medidas decretadas para proce- 
der a su desalojo y apeló, en subsidio (fs. 87). 

Proveyendo a tal presentación el Sr. Juez de la 
causa no hizo lugar a la revocatoria por cuanto "ha- 
biendo resuelto el Superior a fs. 58 vta. hacer efectivo 
el lanzamiento ordenado a fs. 19 vta,", estimaba que 
no podía rever ni dejar de cumplir tal decisión. Ello 
no obstante, concedió la apelación interpuesta en sub- 
sidio (fs. 88). * 
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— IV — 

Vueltos así los autos a la Excma. Cámara el Tri- 
bunal revocó la resolución de fs. 88, a cuyo efecto dijo: 
"Atento a lo que resulta de la audiencia actuada a fs. 
82, el estado procesal de la cuestión relativa a la suar- 
da de los menores, y teniendo en cuenta la trascenden- 
cia de este punto, todo aconseja suspender la efectividad 
de la medida decretada a fs, 58 hasta tanto se resuelva 
la situación de los hijos del matrimonio" (fs. 101). 

A tal fin se produjo una nueva visita al domicilio 
del matrimonio Peña-Daireaux, de cuyo resultado se 
informa a fs. 147, y pasados los autos en vista al Sr. 
Asesor de Menores dicho funcionario se expidió a fs. 
148 y vía. manifestando que "en el estado actual de 
las actuaciones al Ministerio Papilar le faltan elemen- 
tos de juicio suficientes para dictaminar con pleno co- 
nocimiento de causa en tal delicado punto acerca de 
cuál de los esposos es el más indicado para tener a sus 
hijos", 

"Abierto el juicio a prueba — agregó — y a medida 
que se vaya produciendo la misma, ella dará la pauta 
acerca de cuál es el cónyuge más indicado para darle 
la tenencia de mis representados". 

— V — 

Ello no obstante, sin más elemento de criterio que 
los informes de fs. 115 y 147, el Sr. Juez de la causa 
acordó a la actora (fs. 150/51) la tenencia provisoria 
de sus hijos María Rosa y Carlos Manuel, que actual- 
mente tienen casi 19 y 18 años de edad, respectivamente 
(partidas de fs. 8 y 10) y que en la audiencia de fs. 
82/84, a que aludió la Excma. Cámara, habían mani- 
festado su deseo de convivir con el padre, agregando 
el menor Carlos Manuel "que una vez resuelta definí- 
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ti vamente la separación, desea hacerlo con la madre 
para acompañarla " (conL fs. 84 vta.). 

Contra dicha resolución el demandado dedujo re- 
cursos de reposición y apelación en subsidio y, luego 
de extenderse en consideraciones acerca- de si el rcírrcso 
de la esposa al hogar conyugal importaba o no *■* reconci- 
liación " en los términos del art. 71 de la ley de niatri- 
monto civil — cuestión que no parece se intente someter 
&M* E.— sostuvo que al resolverse la tenencia proviso- 
ria sin abrirse a prueba el incidente, se había vio ludo 
la garantía do defensa en juicio y se había dictado una 
resolución arbitraria (fs. 160 y siguientes), por lodo 
lo cual planteó expresamente el "caso federal" a los 
fines del art. 14 de la ley 48. 

A fs. 161 vta. el Sr. Juez no hizo lugar a la revoca- 
toria, concediendo la apelación interpuesta en subsidio 
y elevados nuevamente los autos a la Exorna. Cámara 
Nacional en lo Civil, dicho Tribunal confirmó la resolu- 
ción apelada (fs. 180). 

Ello motivó que el demandado dedujera recurso ex- 
traordinario de apelación para ante V. E, (fs. 183/88), 
fundado en las mismas razones que alegó al solicitar 
revocatoria de la resolución que había confirmado la 
Excma. Cámara y que el Tribunal desestimó — aunque 
implícitamente, al no pronunciarse al respecto — en so 
resolución de fs. 180 en la que nada dijo acerca de la 
pretendida violación de la defensa en juicio y de la ar- 
bitrariedad atribuida a la decisión de primera instancia. 

Como el preindicado recurso lo fué denegado a fs. 
189, el demandado se ha presentado directamente nnte 
V. E. entablando la qneja que autoriza el art. 229 de 
la Ie~ 50 y qne motiva estas actuaciones. 
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— VII — 

Cumplidos debidamente, en mi opinión, los requisi- 
tos formales, sólo dos cuestiones corresponde examinar 
a fin de pronunciarse sobre la procedencia de la queja: 
a) si ha mediado en la especie efectiva privación tic ia 
defensa en juicio ; b) si la resol ueión de fs. 180 reviste 
carácter de ** sentencia definitiva" en los términos del 
art. 14 de la ley 48, 

Respecto a la primera, paréceme fundado el agra- 
vio del recurrente pues los informes de fs, 115 y 147, 
aunque sean objetivos y emanen de personas i mpa -cía- 
les, como lo señala el Sr. Asesor de Menores de Cámara 
(fs. 374) son, a mi juicio, inoperantes para acreditar 
las condiciones personales de los cónyuges en cuanto 
a vida y costumbres de los mismos ya que sólo se re- 
fieren, substancialmente, al estado de aseo o desaseo 
en que se encontraba el domicilio conyugal al practicar- 
se las inspecciones decretadas. 

Siendo dichos informes los únicos elementos de cri- 
terio aportados a los autos fuerza es concluir, en mi opi- 
nión, que al conferirse a la actora la tenencia de sus 
hijos, se ha violado en detrimento del demandado la 
garantía de defensa en juicio. 

En cuanto a la segunda cuestión cabe señalar que 
si bien sólo se trata de la tenencia provisoria, la indu- 
dable gravedad y trascendencia de la medida decretada, 
que afecta el régimen normal de la organización de la 
familia ya que priva al padre de la tenencia de sus hi jos 
y le impide, prácticamente, el ejercicio de la patria po- 
testad sobre los mismos, permite encuadrar el caso en 
la doctrina que informa reiteradas decisiones de V. E. 
(Fallos: 190, 124; 205, 351; 208, 363 ; 210, 101, entre 
otros). 

A mérito de las consideraciones que anteceden, 
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pienso que corresponde declarar mal denegado el re- 
curso interpuesto a fs. 183/88 sin que sea menester 
pronunciarse respecto de la tacha de "arbitran edad" 
cuestión esta, por lo demás, librada al excesivo y pru- 
dente criterio de V. K. Buenos Aires, 18 de abril de 
19.">5. — José Felipe Benites. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 9 de mayo de 1955. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
el demandado en la causa Peña, Rosa A. Daimaux 
Ocampo de c/ Peña, Oscar Luis", para decidir sobre 
su procedencia. 

Y considerando : 

Que la resolución de que se apela es la de fs. 180 dé 
los autos principales, que al confirmar la de prir-cra 
instancia de fs. 149, acuerda a la madre la tenencia 
provisoria de los hijos. Como su denominación lo in- 
dica, se trata de una medida provisional, susceptible 
de ser variada, que no reviste, en consecuencia, carácter 
definitivo a los fines del recurso extraordinario Pu- 
llos : 228, 88~. ' 

Que tal conclusión de la jurisprudencia de esta Cor- 
te, fundada en el texto del art. 68 de la ley de matri- 
monio y en el carácter preeau?ional y provisorio de las 
medidas dispuestas, no es objetable sobre la base de 
que ellas no sean propias de la normal organización 
de la familia ni del ejercicio regular de la pntria po- 
testad. Ambas circunstancias dejan de ser argumento 
una vez que la disociación de los cónyuges, que el di- 
vorcio y sus se-uelas corrientes documentan, ha pues- 
to fin a la convivencia ordenada de la familia. 
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Que así reducido el artículo a la privación de la 
prueba que el recurrente dice haber sufrido — pnjoba 
que no concreta en el memorial del recurso de fs. 1S3 — 
es de aplicación indudable la reiterada jurisprudencia 
que declara insuficiente aquella circunstancia para la 
concesión del recurso extraordinario antes do la exis- 
tencia de un fallo definitivo, en los términos del art. 
14 de la ley 48 —Fallos: 228, 328 y otros—. 

Por ello y habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General sustituto, se desestima la queja precedente. 

Tomás D. Casabes — Felipe San- 
tiago Pérez — Atilio Pes- 
saono — Luis B. Longul 



E. SCHLANDER v. C. VARNET 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». Sentencia de- 
finitiva. Risolurione» anteriores a la sentencia definitiva. Juicios de 
apremio y ejecutivo. 

No obsta al principio conforme al cual ei recurso extraor- 
dinario es improcedente contra la sentencia de remate re- 
caída en juicio ejecutivo, la invocación de disposiciones do 
las leyes 14.222 y 13.571, qne en opinión del recurrente 
establecen requisitos de orden público previos al procedi- 
miento de ejecución de una obligación en moneda extran- 
jera, relativos a la fijación del tipo de cambio, si lo deci- 
dido no es obstáculo al ejercicio oportuno y por quien 
corresponde de las medidas de contralor u otraa formas 
que fueren pertinentes al caso (*). 



(i) 9 d* m*yo. r»Uoi: 828, 542; 229, 634. 
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ADMINISTRACION GENERAL DE VIALIDAD NACIO- 
NAL v. ADOLFO SIGNORELLI GALLO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Sentencia de- 
finitiva. Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. Varias. 

No procede el recurso extraordinario contra la resolución 
denegatoria del pedido de que se devuelvan las actuaciones 
al Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, para que avalúe 
en forma global la tierra expropiada en vex de hacerlo 
por lotes. Trátase de un puuto que deberá ser apreciado 
por el juez al dictar sentencia. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Pretende el apelante que en la decisión recurrida 
el a quo ha incurrido en arbitrariedad. 

A efectos de examinar esa tacha que por bu natu- 
raleza es ajena a mi dictamen, y hallándose cumplidos 
los requisitos impuestos por los arts. 14 y 15 de la ley 
48, estimo que el recurso extraordinario concedido a 
fs. 205 es formalmente procedente. Buenos Aires, 30 
de marzo de 1955. — Carlos G. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de mayo de 1955. 

Vistos los autos: "Administración General de Via- 
lidad Nacional c/ Signorelli Gallo, Adolfo s/ expropia- 
ción", en los que a fs. 205 se lia concedido el recurso 
extraordinario. 
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Considerando : 

Que el auto de fs. 197 confirma el de fs. 173 qun no 
hizo lugar a lo peticionado a fs. 174/1 75, para que se 
devolviera lo actuado al Tribunal de Tasaciones a fin 
do que formulase nuevo justiprecio en forma globai de 
la fracción de tierra expropiada, en razón de que el or- 
ganismo referido habría efectuado esa tarea (fs. 100, 
128, 160, 170) en orden a los distintos lotes que inte- 
gran en un plano especial presentado por el demanda- 
do, el total de la superficie objeto de este juicio. 

Que el criterio con arreglo al cual el Tribunal de 
Tasaciones ha procedido a cumplir su cometido, así 
como sus conclusiones, se vinculan directa e inmedia- 
tamente con el mérito de la peritación que debe apre- 
ciar el Juez en la oportunidad de dictar sentencia, ya 
que es facultad del mismo requerir las explicaciones 
á que alude el art. 151 de la ley 50 o disponer la reali- 
zación de una nueva información conforme al art. 132, 
si lo estimase procedente. Por lo demás, la aludida deci- 
sión denegatoria, adoptada conforme a los preceptos 
mencionados, no aparece arbitraria, en modo alguno. 

Que, en consecuencia, el auto de fs. 197 decide una 
cuestión meramente procesal Que, además, no exoíuye 
la posibilidad de su consideración en el momento d<¿ 
dictar sentencia (fs. 75 vta. - 178), todo lo cual, revelu 
la improcedencia del recurso extraordinario deducido. 

Por estos fundamentos y habiendo dictaminado el 
Sr. Procurador General, se declara mal concedido el 
recurso extraordinario interpuesto a fs. 200. 

Rodolfo G. Valenzuela — To- 
más D, Casares — Atilio 
Pessaono — Luis R. Lokoiit, 
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NACION ARGENTINA v. FELIPE GOTTHEIL DE LÜCA 

EXPROPIACION: Indemnización, Determinación del valor real 

Corresponde confirmar la sentencia que admite como pre- 
cio de la tierra expropiada el fijado por el Tribunal de 
Tasaciones de ta ley 13.264, con la sola disidencia del re- 
presentante del dueño, y a cuyo dictamen no se atribuyen 
errores o deficiencias concretos. No importa que e! recu- 
rrente pretenda se consideren las peritaciones practicadas 
con anterioridad al informe del Tribunal, si éste las tuvo 
oportunamente en euenta (*). 



NACION ARGENTINA v. ALEJANDRO ALDAZ 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del valor real 

Corresponde confirmar la sentenc'a que fija el valor de 
la tierra expropiada conforme al dictamen del Tribunal de 
Tasaciones de la ley 13.264, cuyas conclusiones no han sido 
desvirtuadas de modo concreto y preciso por el ape- 
lante (*). 

EXPROPIACION: Procedimiento. Procedimiento judicial 

Lo relativo al pago del impuesto a las ganancias eventua- 
les no puede resolverse sin intervención de la Direcc ón 
General Impositiva, y es ajeno al juicio de expropiación, 
en el que no corresponde salvedad o reserva alguna al 



HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES. 

En los juicios de expropiación no es aplicable el arancel 
para abogados y procuradores, a cuyo efecto debe conside- 
rarse como monto del juicio la diferencia entre la oferta 
fiscal y la suma señalada en definitiva como indemni- 
zación (*). 



(i) 12 dn mayo. 
(3) 12 de moyo. 
{*) Falloi: 229, 078. 
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EDUARDO PEREZ DEL RIO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no 
federal**. Exclusión de ¡oh cuestiones de hecho. Vario*. 

La sentencia absolutoria dictada en una causa por contra- 
bando, sobre la base de que la insuficiencia de ta prueba 
acumulada provoca la duda que debe resolverse en favor 
del imputado, no es susceptible de recurso extraord nario. 
No importa que el recurrente alegue la equivocada inter- 
pretación de varios artículos de ta ley 14.129 ni que el tri- 
bunal de la causa s? haya pronunciado sobre ta inteligen- 
cia que atribuye al art. 14 de aquélla, si aun en este aspec- 
to ta sentencia se apoya en la falta de pruebas que acredi- 
ten el hecho delictuoso y la culpabilidad del imputado, 
i 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de mayo de 1955. 

* 

Vistos los autos: "Pérez del Río, Eduardo s/ pre- 
sunto contrabando", en los que a fs. 112 se ha concedido 
el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que la sentencia de fs. 105, respecto de la cual so 
ha deducido a fs. 107 recurso extraordinario, sostenien- 
do que en ella se han infringido los arts. 14, 9, 1', 2* y 4» 
de la ley 14.129 y el art. 95 de la Constitución Nacional 
confirma por sus fundamentos la de fs. 85 que absuelve 
al procesado Eduardo Pérez del Río por aplicación 
del art. 13 del Código de Procedimientos en lo Criminal 
y 29 de la Constitución Nacional, vale decir, porque la 
valoración de la prueba acumulada, y que se estima 
deficiente, provoca la duda que debe resolverse en fa- 
vor del imputado, conforme lo manda la última dispo- 
sición citada. 
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Que, por consiguiente, el recurso extraordinario ha 
sido mal concedido, toda vez que la decisión recurrida 
tiene por fundamento esencial la circunstancia ya com- 
probada y no una equivocada interpretación de los va- 
rios textos legales que se mencionan en el recurso, sin 
que la afirmación contenida en el fallo recurrido de fs* 
105 respecto a que "la aplicación de lo dispuesto en el 
art. 14 de la ley 14.129 a los comerciantes está subordi- 
nada a la comprobación de que las mercaderías cuya 
tenencia se les impute sean procedentes de contraban- 
do o destinadas a ese fin", modifique la conclusión ex- 
puesta porque allí también se reitera que no existe prue- 
ba de tal hecho, agregando, por otra parte, que falta 
asimismo la prueba de la buena fe con que 1a adquisi- 
ción fué hecha y que ello no implica la prueba de la 
existencia del contrabando, cuestiones todas apoyadas 
siempre en la insuficiencia de los elementos de juicio 
glosados a los autos con el propósito de acreditar el 
hecho delictuoso y la culpabilidad del imputado. - 

Por estos fundamentos y la doctrina de Fallos: 227, 
148; 230, 133, se declara mal concedido el recurso ex- 
traordinario interpuesto a fs, 107. 

* 

Rodolfo G. Valenzüela — To- 
más D. Casabes — Atilio 
Pessagno — Luis R. Longhi. 



CONSEJO DE RECONSTRUCCION DE SAN JUAN 
v. SAUL AUBONE Y OTRA 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del valor real 

No corresponde apartarse de las conclusiones que, en cuan- 
to al valor de la -tierra expropiada, y previo estudio de los 
antecedentes del caso y de las objeciones de loa demanda- 
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dos, estableció el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264 
por el voto de todos sus miembros menos el de los repre- 
sentantes de las partes que no concurrieron a la sesión 
final en la quí se determinaron las conclusiones definít.vas. 
Ello con mayor razón desde que los coeficientes utilizados 
integran técnicamente el sistema usado para lograr un co- 
rrecto justiprecio, sin que proceda la exclusión de alguno 
en detrimento de la unidad del plan. 

■ 

EXPROPIACION: Indemnización, Otros daños. 

No habiéndose fundado objeción alguna contra la senten- 
cia apeada en cnanto incluye en la indemnización el valor 
asignado a las mejoras y el monto del daño emergente fi- 
jados por el Tribunal de Tasaciones, corresponde confir- 
marla en lo que a ese respecto decide. 



Sentencia del Juez Nacional 



San .Juan, 28 de d'eiembre de 1953. 

Vistos: los autos caratulados "N° 3>6l-Aíío 1949- Consejo 
de Reconstrucción de San Juan e./ Saúl Aubon? y Marta Luisa 
Lurascht fí. de Aubone. Exnroniac ! ón". de los cua'es r^u^a: 

1) A fs. 6, la entidad actor a, demanda por expropiación 
a don Saúl Aubivne y a doña María Lu^a Lurascht O. de Aubü- 
ne o a quien resu'te propietario del inmuebV situado en el 
departamento de Trin'dad (hoy barrio de la ciudad) avenida 
España entre las calles La Palma y Fras; cuyos límites y di- 
mensiones son: Norte, con propiedad de los demandados, 100 
metros; Sur, con más propiedad de los demandados 100 me- 
tros; Este, con más propiedad de los deman los fsnierfe'e 
remanente) 100 metros; y Oeste, con calle pública denominada 
avenida España, 100 metros. Conteniendo una sunerf cié de 
10.000 m*. Ofrece ñor indemnízae ón * 27,259 ííl *" 'u. In-^pa 
la Resolución n* 3524 del H. Consejo; la Ley n* 12.865; el De- 
creto Reglamentario n 9 503*; los artículos 38 de la Con*t'tución 
Nacional, 2511 del Código Civil, 18 y concordantes de la Ley 
13.264. 

2) Consta en el acta de fs. 35 que el Juzgado de Paz 
de la Quinta Sección de la Capital con frcha 16 de febrero 
de 1950, puso a la expropiante en posesión de la fracción de 
inmueble que se exprop.a. 
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3) Contestan los demandados a fs. 41 f solicitando el re- 
chaza de la indemnización ofrecida por ser irrisoria al resultar 
un precio unitario de $ 2,72 el nr. Reclaman: a) una in lemni- 
zación de $ 2OU.O00 m/n. por el terreno o la mayor cantidad 
que tasare el Tr bunal de Tasaciones; M los intereses por la 
diferencia de capital que resulte entre la cantidad depositada 
y la indemnización que señale la sentencia, a partir ue la fe- 
cha de la desposesión; e) el quebranto que resultare de la apli- 
cación de la ley de Oanancias Eventuales al presente caso, si, 
eontra lo que consideran en la actualidad los demandados una 
jur sprudencia firme, por cambio de jurisprudencia o de la 
ley se les aplicara el referido gravamen; d) el daño emergente 
de la expropiación para el resto de la propiedad de los deman- 
da los por la forrra có'uo se ubica la hectárea expropiada. Agre- 
gan que el justiprecio en $ 20 m/n. el m 2 en mérito a las si- 
guientes razones: a) por ubicarse con 100 metros lineales de 
frente en zona urbana y de loteo ; b) por tener a la puerta ser- 
vicios de agua corriente, luz eléctrica, y numerosas líneas de 
ómnibus inclusive la de transportes interprovinciales de Cuyo; 
c) por estar sobre la importante avenida España de esta Capi- 
tal, con pavimento de cemento armado; d) porque frente al 
terreno que se expropia y calle por medio está el importante 
barrio res dencial Santa Teresita de 100 casas de ladrillo y ce- 
mento armado de un precio de $ 50.000 m/n. cada una, todas 
vendidas y próximas a ser ocupadas por sus dueños; en la mis- 
ma zona y sobre la misma avenida España, a unos 700 metros al 
sur hay otro importante barrio residencial denominado bnoer; 
e) porque el precio corriente de venta en la zona expropiada 
arranca de un promedio de $ 20 m/n, el m s hace un año, lle- 
gando hasta los $ 36 m/n. el m a a fines de 1949 ; f ) la tendencia 
continúa en alza y no se insinúa en otra zuna, pleno centro co- 
mrrcial de la ciudad da una idea de la valorización de la tierra, 
sea por alza de los valores mobiliarios o por disminución del 
valor adquisit.vo de la moneda, la venta de la esquina de calle 
B. Mitre y Tucumán que con una base de $ 200 m/n. ha sa- 
lido a $ 730 m/n. el nr, que son precios jamas conocidos en 
San Juan; g) porque $ 20 m/n. el m 3 es lo que vale la tierra 
en loteos en Rawson y Pocito y zunas distantes, sin servicios 
públicos ni pavimentos; h) porque solamente la madera y 
alambre existente en la hectárea que se exprop a valen la suma 
ofrecida por ta actora, dejando sin cubrir el valor de las cepas 
y el del terreno; i) porque la estimación que hacen los deman- 
dados es prudente y moderada para evitar que la actora se exo- 
nere de otros rubros de indemnización, como ser las costas. Re- 
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claman por último el daño emergente en el resto de la propiedad 
que por las características de 'a ubicación fie la fra-c ón a ex- 
propiarse determina doble perjuicio: se deben reconstruir pos- 
tes, alambrados, callejones y acequias de riego para mante- 
ner el resto del parral, hasta que se aprueben los planos defini- 
tivos del loteo; y j) se impide ej loteo tn un s¡»lu p antea mentó 
y en un solo centro o plaza común como se proyectaba y deja 
el problema de los sobrantes. Est.man en $ f>.0(K) m/n. el dnfn> 
señalado. 

Y considerando : 

I) Que los demandados deberán a los fines previstos por 
los artículos 26 de la Ley 13.264 y 349 de la Ley provincial 1414, 
acreditar en forma fehaciente que el immiebV mt<» s" txrómta 
fisura a nombre de ellos, sin modificaciones, ni embargos, inhi- 
biciones y /o gravámenes inscriptos en el Itcgiatro General de la 
Propiedad; además acreditar los pagos de impuestos y tasas 
fiscales que afecten el inmueble hasta el 30 de junio de 1350. 

Que con respecto al impuesto a las ganancias eventuales, 
considerado por los demandados como un eventual quebranto 
que debería cubrir llegado e) caso la expropiante, no corres- 
ponde pronunciamiento sobre su admisibilidud, sino declarar 
como '*ín re Consejo de Reconstrucción de San Juan c. / Saúl 
Aubone — exptopiae'ón, fallado el 7 de sctiemre de 1953 en 
el expediente n 9 3369" que el Juzgado no es agente de reten- 
ción del impuesto para el caso que se solicite la extracción de 
los fondos pertenecientes al juicio y reservar los derechos y afi- 
ciones de los demandados para disentir sobre la procedencia 
del impuesto de rrferencia y su resa re' miento cnnsifni'ente. 

II) Que requerido el informe del Tribunal de Tasaciones, 
en virtud del artículo 14 de la Ley n* 13.264, tasa la fracción 
del inmueble que se expropia en $ 08.812,67 m/n., incluyendo 
mejoras y sin considerar indemnización dp n nguna especie 
(ver acta de fs. 117 del 30 de noviembre de 1953). 

El dictamen precedente fue obtenido presumiblemente en 
base a las conclusiones de Ta Sala Quinta del Tribunal, euyo 
resumen final obra a fs. 112. 

Practicado el informe técnico por la Of'cina respectiva se 
* establece un valor total de $ 75.596,47 m/n. cuyos valores in- 
tegrantes son $ 72.346.47 m/n. por el terreno y $ 3.250 m/n. 
por las mejoras (maderas y alambres $ 2,000 m/n. y alambres 
tejidos medianeros $ 1.250 m/n,). 

El representante de la actora a fs. 103, da su conformidad 
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a la tasación total de los valorea determinados por la oficina 
técnica ; no así el representante de los demandados que por me- 
dio do su escrito de fs. 107 observa los valores establecidos. 

Que las observaciones formuladas tuv eron por obieto re- 
ver la pericia de la oficina técnica, incluyéndose otras operacio- 
nes que fueron asífii ¡Indas u homogen »iza.fas p»r la Sa'a Qumta 
del Tribunal fijándose un valor unitario de $ 19,95 m/n. que 
quedó reduedo por aplicación de coeficientes sobre la superfi- 
cie útil para loteo y por deducción de los pastos para el mismo 
fin. Además se corrigió ta estimación de las mejoras mante- 
niéndose eso sí el criterio original de considerar los elementos 
inte grantes de las mejoras como valores recuperables y no como 
nuevos, resultando un pree o global de $ 5.000 m/n. que coin- 
cide con el que aspiraban los demandados (ver escrito de res- 
ponde de fs. 41/44, párrafo VI). 

Que atento a lo enunciado resulta equitativo aceptar los 
valores rectificados dados para el terreno y mejoras por la 
Sala Quinta que es el informado en definitiva por el Tribunal. 

III) Que procede incluir los interesa devengados por 
ser rubro indemnizable de acuerdo a lo solicitado por loa de- 
mandados y estar comprendido en la previsión del artículo 11 
de la Ley n* 13.264-, va que ellos compensan el uso v goce de 
la cosa por el expropiante desde la desposesión, mientras la in- 
demnización se liqu da y paga; por esto serán liquidados sobre 
la diferencia de capital que resulte entre la cantidad depositada 
(y ofrecida por la expropiante) y la indemnización que esta- 
blece esta sentencia y al tipo corriente que f ja el Banco de la 
Nación Argentina en sns liquidaciones judiciales. 

IV) Que las costas de este juicio deberán ser satisfechas 
en el orden causado puesto que la indemnización no excede al 
resultado de la operae:ón prevista por el artículo 28 de la Lev 
n' 13.264. 

Por todas estas consideraciones. Resuelvo : Ordenar la 
transferencia de dominio de la fracción de inmueble descrinta 
en la presente a favor del Consejo de Reconstrucción de San 
Juan, por la suma de $ 98.812.67 m/n., con más los intereses 
en la forma señalada en el penúltimo considerando, en con- 
cepto de total indemnización. Emplazar a la actora para que 
dentro de los 30 días de notificada integre la suma indemniza- 
tona a que ha sido condenada, supeditando la entrega de di- 
chas sumas al cumplimiento ñor parte de los demandados de 
lo exigido en el primer eons derando. Aplicar las costas en el 
orden cansado. Declarar que el Juzgado no es agente de re- 
tención del T m puesto a las Ganancias Eventual as, y dejar a 
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salvo a los demandados del referido impuesto como asimismo 
su compensación o resarcimiento por parte de la expropiante 
y por la vía que corresponda. — ítoil Héctor Baistrocchi. 



Sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones 

Mendoza, 28 de octubre de 1934, 

Y vistos: 

Estus autos n° 1 7202-K-70G. caratii'a los : l *^'»ns»ín de 
Reconstrucción de San .Juan c./ Saúl Aubone y María Luisa 
Luraschi ft. de Aubone tvr ex^** ovación *■ "en'd is d*» 1 miz* 
rado Nacional de San Juan — Expte. n* 3564. año 1949— a 
virtud de los recursos de ti pe 1 aitón interpuestos a fs. 124 y 
12ó contra la sentencia corriente de fs. 120 a 123 vía., 

Y considerando : 

Que ambas partes han apelado la sentencia que fija al in- 
mueble expropiado un valor de $ 98.fi 12.67 na/n. ta parte de- 
mandada, única que comparecí a la aud ene a dignada nara 
la vista de la causa, se agravia de la sentencia en cuanto 
acepta el avalúo formu'ado por el Tribunal de Tasaciones 
que t — afirma — después de fijar un precio por m 2 inferior 
a los corrientes, lo üVsvalorüsa en base a una serie de coefi- 
cientes inadmisibles que no aplicó en los autos u* 4364 año 
19,12, seguido entre las mismas partes; se agravia igualmente 
respecto al valor de las mejoras y en cuanto al daño emer- 
gente reclamado y no considerado en la sentencia. 

Que en cuanto al valor de la tierra el Tribunal de Tasa- 
ciones lo ba estab'ecido onforme a Jo informado por su Ra'a 5* 
(fs. 109/112) que rectificó las conclusiones de la Oficina Téc- 
n"ca (fs. 91/97) incluyendo expresamente como antecedente 
(fs. 110) las tres operaciones de venta efectuadas por la So- 
ciedad CIM1C por intermedio del martiliero don Ventura La- 
rri naga de que informa el escribano Bu lacios a fs. 78, con- 
forme a lo pretendido por el representante del expropiado y 
si bien no tomó en consideración las ventas efectuadas en el 
Barrio Lliber, expresa concretamente la razón que motiva su 
exclus ón. Excluye finalmente la venta n" 4 — esta es la de 
precio más bajo — entre las que consideró la Oficina Técnica 
teniendo en cuenta su desfavorable ubicación respecto al bien 
que se expropia. En cuanto al barrio "Santa Teresita" no se 
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ha traído a los antas antecedente concreto alguno respecto a 
los precios pagados. El valor promedio de $ 19,95 m/n. el m 3 
que arrojan las ventas consideradas es, pues, justo. 

En lo que respecta a tos coeficientes de deprec ación apli- 
cados a dicho valor promedio corresponde determinar la pro- 
cedencia o improcedencia de cada uno. en el caso, con pres- 
cindencia de que en un juicio análogo seguido entre laí mis- 
mas partes el Tribunal de Tasaciones do los ha va aplícalo, 
cualqu era sea la cansa que lo determinan (particularidades 
del easo o simple error u omisión pues tal circunstancia no 
puede motivar la exclusión de un determinado procedimiento 
si el mismo fuere el correcto y necesario para establecer el 
justo avalúo del inmueble. 

El coeficiente de "nbicac'ón" establecido con respecto a 
1% cuadra tipo de valor uno, es equitativo, como !o es igual- 
mente la reducción de la superficie total a la "superficie 
útil" que queda después de descontada la necesaria destinada 
a las calles indispensables para el frseeonamientn en lotes. 
A este respecto debe tener*» nr^^nte mi* ins precios corres- 
pon 'iipnt.es a las ventas considerada» son de lotea y no de t 
en bloek. 

Por el mismo motivo corresponde admitir la deducción 
de lo calculado en concepto de "gastos e inversiones" para 
materializar el loteo y venta de Ta tierra, a saber: 

1*) Mensura, loteo, amojonamiento, apertura y trazado 
de cnlles ; 2*) Gastos de remate y propaganda. 

No es adra'aibTe en cambio el descuento del interés calcu- 
lado snbre el capital invertido en el período de tiempo exis- 
tente "entre la compra de un ftWt v «¡u posterior venta en lo- 
tes" y que se funda en que al adquirirse en htoek y realizsr 
gastos "se ha efectuado un desembolso de dinero que colocado 
al interés de plaza hubiera producido un rédito oue es fácil 
determinar". — mies se coloca en una hipótps's de inversión • 
de camtal distinta a Ta situación del caso — . Se trata anuí de 
una tierra plantada de parral cuya renta actual psti dada por 
los frutos nue produce, y si ñor consiguiente, levantada la co- 
secha, y sin invertir sira almina en el cultivo se materializa 
el loteo, cuva reaVzaeíón se calcica en 8 meses, nada ha de- 
jado de tranar ilíeho cantal, nn*» de hahpr seguido enn su ante- 
rior destino hubiera (panado réditos recién en el subsiguiente 
año aerícola. Los gastos do remate y propaganda los perci- 
ben los martilieros del nrn'inc¡rto fie la*> ventas, de nue 
nn cnnstitnven una inversión previa a la oue deba calentarse 
intereses. Solamente loa gastos de mensura, loteo, amojona- 
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mienta y de apertura y trazado de calles importan un desem- 
bolso anterior (calculado por el Tribunal de Tasaciones en 
$ 1.700 m/n.), sobre el que correspondí? calcular el interés 
que al 7 Ví establecido, importa * 7fl.iíí>, 

No corresponde, tampoco, en el caso, aplicar el coeficiente 
de "mayor valor". Se furnia éste en que "al afluir un mayor 
número* de posibles adquirentes en razón de la facilidad que 
brinda un mayor desembolso, aumenta la demanda y como con- 
secuenc'a de ello resulta el mayor valor que acusan los precios 
en relación inversa a la superficie ofrecida". 

"Este mayor valor corresponde deducirlo del ingreso bru- 
to ya que en el momento de la desposesión el inmueble expro- 
piado era una fracción en block 11 . 

El fundamento es exacto y la aplicación de este coeficiente 
sería procedente si no se hubiera seguido el procedimiento ¿le 
calcular separadamente con anterioridad los gastos e inversio- 
nes necesarias para materializar el loteo, esto es para trans- 
formar el block de 10.000 m 2 en lotes de una superficie pro- 
medio de 357,35 m*. En efecto, si de la superficie total de 
10.000 m a se han deducido 2.137,50 m a que corresponde donar 
para calles, dejando la "superficie útil" reducida a 7.862.50 
m a . si se han descontado ya los gastos por mensura, loteo, 
amojonamiento, trazado y apertura de calles y los intereses 
de esta inversión y finalmente los gastos de remate y propa- 
ganda, ea con todas estas inversiones que se transforma el 
hfnek en lotes, en cuya situación resulta manifiestamente ine- 
quitativo aplicar, ademas de ellas, el coeficiente de desvalori- 
zación antes mencionado. 

En cuanto al valor de las mejoras, dado el método se- 
guido para avaluar la tierra corresponde tasarlas por su valor 
dp recuperación como lo hace el Tribuna! de Tasaciones a 
fs. 111 v siendo equitativo el importe de 4 5.000 m/n. que el 
mismo les fija y que admite la sentencia recurrida corresponde 
confirmarlo. 

En lo que respecta al daño emergente reclamado en el 
capítulo VI del escrito de contestación a la demanda y no 
considerado en la sentencia apelada, este Tribunal dispuso, 
para mejor resolver, remitir los autos nuevamente al de Ta- 
saciones a fin de que informara sobre ta existencia y valor 
de tales daños, lo que hace según expediente admin'stratívo 
n 9 220.647 remitido, estimando los expresados daños en la 
suma de * 1.500 m/n., monto que, dados los fundamentos que 
lo sustentan corresponde admitir. 
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Que conforme a lo antea expuesto, esto es, reduciendo el 
rubro * l gastos" de $ 12.000 m/n. a 6.779,36 y no aplicando el 
coeficiente de 4 'mayor valor" el precio de la tierra asciende a 
la cantidad de | 134.431,14 m/n. y sumando a la misma el 
valor de las mejoras ($ 5,000 m/n.) y del daño emergente 
($ 1.500 m/n.) el monto total de la indemnización importa la 
suma de * 140 .fia 1,14 m/n. 

Que en cuanto a las costas, corresponde su imposición al 
ente expropiante, en razón de exceder la indemnización que 
se ordena pagar a la que fué ofrecida, en la proporción que 
determina el art. 28 de la ley 13.264 ; debiendo abonar igual- 
mente las de segunda instancia. 

Por estos fundamentos se resuelve : Reformar la sentpncia 
apelada en cuanto al monto de la indemn zación que ordena 
pagar, ta que se eleva a la cantidad de $ 140.931,14 m/n. y 
se la revoca en cuanto a las costas las que se imponen a la ac- 
to ra, como así también las de segunda instancia. — Octavio 
Gil. — Arturo IT. Rui* ViUanueva. — José Elias Rodrí- 
guez Sáa. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El recurso ordinario de apelación deducido a fs, 
139 es procedente de acuerdo a lo que disponen los nrts. 
24, ine. 7% ap. a), de la ley 13.998 y 22 de la ley 13.264. 

En cuanto al fondo del asunto, la parte expropiante 
actúa por intermedio de apoderado especial, quien ya 
ha asumido ante V. E. la intervención que le corres- 
ponde (fs. 154). Buenos Aires, 16 de marzo de 1955. — 
Carlos G. Delfinio. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de mayo de 1935. 

Vistos los autos: "Consejo de Beconstriiceióu do 
San Juan c/ Aubone, Saúl y Aubone, María Luisa Lu- 
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raschi CJ, ele s/ expropiación % en los que a fs. 139 vta. 
se ha concedido el recurso ordinario de apelación. 

Considerando ¡ 

Que la sentencia de fs. 134, ha fijado en $ 134.431,14 
el monto de la indemnización que el "Consejo de Ka- 
construcción de San Juan" deberá abonar a los propie- 
tarios de los 10.000 ni 2 , ubicados en el Departamento 
"Trinidad" de la Provincia de San Juan, calles Espa- 
ña, Frías y La Palma, destinados a la Escuela Nacional 
n* 109, en concepto del precio de la tierra aludida, más 
$ 5.000 por las mejoras y $ 1.500 por daño emergente. 
Ese fallo ha sido apelado sólo por el expropiante. 

Que, desde luego, el recurso aparece procedente en 
la parte que se refiere al valor de la tierra, pues la 
peritación de fs, 117 deL Tribunal de Tasaciones crea- 
do por la ley 13.264, lo fija en $ 98.812,67, por el voto 
de todos sus miembros, ya qne los representantes de las 
partes no concurrieron a la sesión final en la que se 
determinaron las conclusiones definitivas, según ins- 
truye el acta aludida, y ello después de las actuaciones 
que corren de fs. 91 a 112 en las que consta el examen 
minucioso de los antecedentes que le sirven de base, así 
como la improcedencia de las observaciones que se de 
dujeron por los demandados. 

Que en atención a las circunstancias apuntada* eg- 
ta Corte Suprema, no considera procedente apartarse 
de las aludidas conclusiones, tanto más cuanto que los 
coeficientes fijados en la peritación señalada, integran 
técnicamente el sistema usado y que conduce a la deter- 
minación de los valores, luego de contemplar todas las 
circunstancias reclamadas por un correcto justiprecio, 
sin que proceda la exclusión de alguno de ellos, en de- 
trimento de la unidad del plan. 

Que respecto del valor asignado a las mejoras 
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{$ 5.000} y del monto del daño emergente {$ 1.500) a 
que aluden los informes de fs. 117 y 133, respertivamen* 
te, no se lia fundado objeción alguna por lo que pro- 
cede, asimismo, incluirlos en la indemnización. 

Por estos fundamentos y habiendo dictaminado el 
Sr. Procurador General, se reforma la sentciuin apela- 
da de fs. 134 fijándose en cien mil trescientos doce con 
sesputn y siete posos moneda nacional el monto de la in- 
demnización que el Consejo de Reconstrucción de San 
Juan deberá pngar por todo concepto a los demandados 
y a causa de la expropiación de los 10.000 m a . de tierra 
a que estas actuaciones se refieren; debiendo las costas 
en todas las instancias ser abonadas en el orden cau- 
sado (art. 28 de la ley 13.264). 

Rodolfo G. Valenííüela — To- 
más D. Casabes — Attlio 
Pessagno — Luis R. Lonohi. 



SOFIA ASTOTTj Y DESSETN DE ROVIRALTA Y VV 
GÜERAS v. MUNICIPALIDAD DE TjA CIUDAD DE 

BUENOS AIRES 

EXPROPIACION: Expropiación indirecto. 

Es procedente la demanda por expropiación indirecta 
fundada en ta negativa de la AlimieipaVdnd de la Ciu- 
dad de Buencw Aires ,a autorizar obras de ampliación y 
modificación de un inmueble afectado al trazado de la 
Avenida 9 de Julio, porque su propietario no ha renun- 
ciado al mayor valor de ías mejoras. Aquella negativa 
importa un real menoscabo del dominio, que justifica la 
demanda de expropiación inversa. 

EXPROPIACION: Expropiación indirecta. 

En los casos de expropiación indirecta en que no hay 
despoaesión, debe fijarse el precio con relación a los 
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volaros de la época en que dentro del trámite riel juicio se 
produce la estimación pericial d«*l bien expropiado. 

EXPBQPldCWN: Objeto. 

La superficie que deb-* considerarse en los juicirs de ex- 
propiación es aquel ta que efectivamente cubre el inmueble 
según mensura y no la qu' consta en los titules. 

EXPROPIACION: Indcm nización. Determinación del valor real. 

Corresponde confirmar la sentencia apelada en cuanto fija 
el monto de la in lemnizaeión de acuerdo al dictamen de la 
mayoría del Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, cu- 
yas apreciaciones técn : cas no han sido desvirtúa las por 
las partes, y modificaba en cuanto ap'ica el cnef cíente de 
índisponibilidad si la deducción por este concepto ya se 
ha^a hecho en el a'urlirío dictamen. Procede igualmente 
confirmaría en cunnto fija en el 15 % del precio imitar 'o 
a loma lo, lo que debe descontarse por la parte del sub- 
suelo vendida. 

EXPROPIACIÓN: Indemnización. Otros dañns. 

No corresponde intuir en el resarcimiento el importe de 
los mejoras pertenecientes al inquilino, sin perjuicio del 
derecho de éste sobre ellas. 

EXPROPIACION: Indemnización. Otros daños. 

Puesto que la Mtin'cipalidad demandada por expropiación 
indirecta aceptó abonar el monto que se fijara judicial- 
mente a los honorarios de un arquitecto, devengados por 
la confección de roanos v provecí is. corresponde que el 
tribunal de la causa se pronuncie al respecto, aunque no se 
haya probado que fueran pagados por el expropiado. 

COSTAS: Naturaleza del juicio. Expropiación. 

Corresponde imponer las eolias do primera instancia a 
la Municipalidad demandada por expropiación inversa, 
que opmo falta de aceión y no expresó la cantidad que 
ofrecía si prosperaba la demanda. Las de segunda y ter- 
cera instancias deben papara por su orden, sí han pros- 
pera lo parcialmente los recursos de ambas partes. 
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RECURSO ORDINARIO DE APELACION; Tercera instancia. Jui- 
cios en qae la Nación c$ parte. 

No procede el recurso ordinario de apelación para ante 
la Corte Suprema respecto de los honorarios regulados en 
las instancias anteriores de un juicio de expropiación, 
si el monto de los mismos no alcanza a la suma señal a Ja 
por el art. 24, inc. 7*, ap, a), de la ley 13.998. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Tal como lo sostuve al dictaminar el 25 de abril do 
1952 en la causa C, 860, L. XI, entiendo que Jn Munici- 
palidad de la Ciudad de Buenos Aires es una entidad 
descentralizada del Estado Nacional, do creación cons- 
titucional. 

Por ello, tratándose de un juicio de expropiación 
en el que el monto de lo discutido es superior al esta- 
blecido en el art. 24, inc. 7», ap. a), de la ley 1H.998 
considero pertinentes los recursos ordinarios de ape- 
lación deducidos a fs. 161 y 162, de conformidad con lo 
dispuesto en el art. 22 de la ley 13.264 (doctr. de Fa- 
llos: 222, 395 y 223, 367); e improcedente el inter- 
puesto en el otrosí digo de fs. 162, por no aleamwr el 
agravio cuya reparación se intenta el monto establecido 
por la disposición legal citada. 

En cuauto al fondo del asunto la demandada actúa 
por intermedio de apoderado especial, quien ya ha 
asumido ante V. E. la intervención que lo corresponde 
(fs. 1C6). Buenos Aires, 23 de marzo de 1955. — Carlos 
G. Detfino. 
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Buenos Aires, 12 de mayo de 1055. 

Vistos los autos: "Astoul y Dcsscin de Roviralla 
y Figueras, Sofía c/ Municipalidad de la Ciudad de Rué 
rio* Aires s/ expropiación e indemnización do daños'*, 
en los míe a fs. 1<>2 vta. se han concedido los recursos 
ordinarios de apelación. 

Considerando: 

Que en cuanto a la procedencia de la acción qu*í 
la sentencia apelada admite, esta Corte tiene resuelto 
pe la negativa de la Municipalidad a autorizar obras 
de ampliación y modificación de un inmueble afectado 
al trazado de la Avda. 9 de Julio, porqne su propiciará 
se niegue a renunciar al mayor valor que e^as obras 
representen, importa un real menoscabo del dominio 
que justifica la demanda de expropiación inversa por 
parte de aquél (Fallos: 230, 57). 

Que en estos casos de expropiación indirectn en 
que no hay desposesión, el Tribunal ha sentado su eri 
torio, estableciendo que debe fijarse el precio con rela- 
ción a los valores de la época en que dentro del trámite 
del inicio se produce la pertinente estimación pericial 
do ellos (Fallos: 228, 652). 

Que es doctrina reiterada por la Corte que la super- 
ficie a considerarse debe ser aquélla que efectivamente 
cubre el inmueble según mensura y no la que consta en 
los títulos. En el caso de autos la superficie que bu de 
tomarse es la que resulta de la prueba rendida sepún 
expediente municipal n» 34.068 de 1949 que obra a fs, 
t>4 y siguientes de los expedientes municipales apresa- 
dos", porque esa prueba fue la expresamente pedida por 
la actora y contestada por la demandada. De acuerdo 
a la cual la superficie expropiada alcanza a 538,94 m s . 
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Que en cuanto al valor de lo expropiado debe fijarse 
según dictamen de la mayoría del Tribunal de Tasacio- 
nes porque responde a apreciaciones técnicas satisfac- 
torias que no logran desvirtuar las partes en sus res- 
pectivas puntualizaciones. Dicho avalúo contieno el 
llamado coeficiente de ocupación por la indisponibili- 
dad en que se encuentra el inmueble expropiado, como 
se anota a fs. 13 del expediente tramitado ante el Tri- 
bunal de Tasaciones. 

Que para deducir el valor del subsuelo vendido, se 
lo fija al mismo momento de la valuación principal, es 
decir, en $ 4.343,26, de acuerdo al informe de fs. 2 del 
expediente agregado n* 46.929. 

Que no corresponde incluir en el resarcimiento el 
importe, de las mejoras pertenecientes al inquilino, que 
según se indica a fs. 5 del referido expediente del Tri- 
bunal de Tasaciones, alcanza a t 3.937,50, sin perjuicio 
del derecho del mismo sobre ellas. 

Que en cuanto a los honorarios del arquitecto Mar- 
celo A. González Pondal, devengados por la confección 
de planos y proyectos, la parte demandada a fs. 142 
estuvo conforme con abonarlos en el monto que se fi- 
jara judicialmente, por lo que corresponde qne la Excina. 
Cámara se pronuncie sobre ese monto. 

Que en cuanto a las costas han sido bien impuestas 
en primera instancia toda vez que la demandada opuso 
falta de acción y no expresó la cantidad que ofrecía 
para el caso de prosperar la demanda. Las costas de 
segunda instancia están igualmente bien impuestas aten- 
to el resultado del recurso. Y en cuanto a las de esta 
serán por su orden conforme al alcance del pronun- 
ciamiento. 

Que los honorarios regulados en las instancias an- 
teriores no alcanzan al límite que señala el art. 24, inc. 
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7», np. a), de la ley 13.998 para que esta Corte pueda 
conocer. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, se confirma la sentencia de fs. 158/60 en 
cuanto hace lugar a la expropiación ' 'mandada admi- 
tiendo los valores fijados por la mayoría de) Tribunal 
de Tasaciones a la fecha de producir su informe; en 
cuonto excluye en la medida que lo hace, las mejoras 
pertenecientes al inquilino; y fija el cargo de Jas costas 
para ambas insta neias. Se la modifica, en la mensura 
del terreno, la que se establece en 538,94 m*. ; en la de- 
ducción por indisponibilidad del bien, que se deja 
sin efecto porque ya había Bido hecha en el dictamen 
del Tribunal de Tasaciones; y en la exclusión de los 
honorarios al arquitecto Marcelo A. González Pondal, 
que se admiten y sobre cuyo monto deberá pronunciarse 
la Exenta. Cámara. Las costas de esta instancia por su 
orden, dada la forma del pronunciamiento, 

Rodolfo G. Valenzuela — To- 
más D. Casabes — A ti lio 
Pessaono — Luis R. Lonoht. 



JOSEPH B. 8EAGRAM & SONS LIMITED v, BAUTISTA 

GARGANTINÍ 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propina. Ctwtionr* no 
fedérale*. ExchiMón de foi cuestiones de hecho, Marcas 1/ patente». 

Son cuestiones de carácter común y de hecho, ajena» al 
recurso extraordinario, tas decididas en un juicio sobre 
marcan con respecto a la falta di 1 personería del epoderado 
de la actora por insuficiencia de un poder otorgado en el 
extranjero; al carácter de sucesora de la firma anterior- 
mente titular de la marca invocado por la actora y ne- 
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pado por la demandada ; al supuesto enriquecimiento ile- 
gitimo fundado en tal negativa; á T a improcedencia ñe la 
aee.ón por referirse, scgón el apelante, a un punto dis- 
tinto del p'anteado en las actuaciones adm nistrativas, y 
a la posibilidad de confusión de las martas; todo lo etial 
ha sido resuelto sin arbitrariedad por la sentencia apelada. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto* propio*. Rehri'Sn di- 
recta. Normas extraña» at juicio. DispotU-ione* comtiturionafru. 

No sustenta el recurso extraordinario !a alegaba vVa- 
ción de la defensa en juicio, que se funda en la faHa de 
jurisdicción de los tribunales para entender en una cues- 
tión Robre mareas de fábrica por r^su'tar de 'as aehneio- 
nes ante la Dirección de 'a Propiedad Industrial, a juVo 
del apelante, que no existió en realidad instancia admi- 
nistrativa. 

MARCAS DE FABRICA: Procedimiento*. 

La manifestación de no renunciar a las pestion^s jud'cia- 
les impide a la Dirección de Propiedad Industrial errar 
al solicitante del registro de una marca la vía judicial 
prevista para el caso de oposic ón, como se ha pretendido 
hacerlo sobre la base de haberse dec'arado, en lo adminis- 
trativo, el abandono de la solic'tud de repf'stro mr fa'ta 
de presentación de los testimonios rectorados. Para nro- 
mover el juicio respectivo no hay otro p T azo que el fijado 
por el art. 14 de 'a ley 3ÍÍ75 y este derecho no puede ser 
restringido por vía de reglamentad ón. 



Sentencia del Juez Nacional 

Mendoza, 13 de noviembre de 1953. 

Y vistos: este expediente n* 3436-A-, caratulados: "Jo- 
seph E. Scagram & Sons Li™vt"d entra Ranttsta Oar^antini, 
prr onos ; ción al Registro de Marca' \ llamado a fs. 125 vta. 
para dictar sentencia, del que resulta : 

a) A fa. 7 en representación de la firma Joseph E. S*a- 
gram & Sons Limited se promueve demanda contra Bautista 
Oargantini para que se declare ''nfundada. con costas, su opo- 
sición al registro de la marca Seagram's Seven 7 Crown solí- 
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citada por arta 304.510 para distinguir, exclusivamente, 
whisky de la clase 23. Expresa que la marca solicitada Sea- 
gram 's Sevcn 7 Crown estuvo registrada para whisky de la 
clase 23, bajo el n* 167.603 a nombre de Seagram Distdlers 
Corp. de Nueva York desde el 19 de junio de 1R37. Venció a 
los 10 años y no fué renovada. En febrero de 1H48 4oseph E. 
Seagram Sons Limited sucesores de Seagram Distillcrs Corp. 
de Nueva York, la solicitó como marca, cuando habían pasado 
6 meses desde su vencimiento. Sólo Bautista Gargantini man- 
tuvo la oposición al registro de esa marca sosten endo que se 
confunde con la de su propiedad: "Siete" n* 304.519 para 
igual clase 23. Se sostiene que la oposición es infundada; 
porque no puede pretenderse reivindicar, con exclusividad, el 
dibujo de un número; porque las marcas cuetttionadas han co- 
existido durante muchos años y porque la actora es también 
titular de la marca "Siete Coronas", de registro anterior a 
la "Siete" en la clase 23. Se abunda en argumentos para de- 
mostrar la falta de fundamento de la oposición y se citan las 
disposiciones de los arts. 1*. 6* y concordantes de la ley n* 3fl75. 

b) A fs. 40 se contesta la demanda. Se nirga que la 
firma actora sea sucesora de Seagram Distillers Corp. de Nueva 
York, 

Se oponen como excepciones previas las de falta de per- 
sonería, que se funda en def ciencias del poder otorgado a los 
representantes de la parte actora. Se alega también la caduci- 
dad o improcedencia de la acción judicial, pnr haberse decla- 
rado en el expediente administrativo el abandono de la peti- 
ción. En cuanto at fondo de la cuestión debatida, se insiste en 
la oposción formulada administrativamenie, afirmando (pie la 
marca que se pretende registrar se presta a confusión con la 
del demandado. Se piden costas. 

Considerando : 

I. Que por su especial naturaleza corresponde conside- 
rar, en primer térm no, las defensas que la parte demandada ha 
opuesto, con carácter previo a la acción deducida en autos. 
Por su orden son tratadas a continuación: 

Falta de personalidad. Se funda esta excepción en la pre- 
tendida ¡muí. ciencia del poder otorgado a los representantes 
de la parte actora, el cual carecería de los recaudos legales 
referidos a su forma, por no contener la transcripción de los 
documentos habilitantes ni reunir las exigencias formales es- 
tablecidas en el Código Civil. El fundamento carece de eficacia 
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en este juicio, toda vez que el poder aludido ha sido otorgado 
en el extranjero, y, P«r ello, la ley aplicable en cnanto a la 
forma del mandato» es la del lugar de otorgamiento. 

En efecto, el instrumento original ha sido otorgado en 
la Ciudad de Montreal de Canadá por un notario público, se- 
gún se prueba con las legalizaciones en ¿1 insertas, y, natu- 
ralmente, de conformidad a las leyes vigentes en el lugar. 
Ahora bien, el exeepcionante no denuncia violaciones de la 
lev de origen de modo que, a ese respecto, acepta la legalidad 
del instrumento» el cual debe tenérselo por auténtico y sufi- 
ciente a los fines de la prueba del mandato. Parejas conside- 
raciones son aplicables para rechazar las observaciones que 
hace el demandado a los representantes de la parte actora, en 
etianto invocan el carácter de sucesores de la firma Seafrram 
Disttllers Corporation, pues tal calidad resulta suficiente- 
mente acreditada con el certificado notarial expedido por la 
Escribana Pública de Nueva York Señorita Anita Kling Le- 
vande (fs, 47 ) en el que consta que la firma "Joseph E. Sea- 
gram & Sons Limited es el sucesor legal y auténtico y conti- 
nuador de Seagram Disidiera Corporation" (fs. 49 vta.). El 
demandado, en su alegato, insi^e en la insuficiencia formal 
de esos documentos otorgados en el extranjero y pretende que 
el actor, que invoca la ley extranjera, produzca la prueba de 
su existencia. En realidad, la parte actora acompaña un ins- 
trumento público extendido en el extranjero por un notario 
público cu va firma ha s ; do lepa! izada por las autoridades del 
país v visada por el representante argentino del lugar. En 
estas 'condiciones surge, en judo, la presunción de autentici- 
dad del instrumento público, circunstancia ésta que invierte 
el cargo de la prueba de la ley extranjera la cual debe pro- 
ducirla la parte que impugna la validez formal del documento. 
(Ver Btmso, Código Civil anotado, t. 1, pág. 119 y Jurisp. allí 
citada). En consecuencia la representación invocada por la 
parte actora ae acredita en forma suficiente con los documen- 
tos públicos acompañados al juicio, que se deben reputar 
auténticos v conformes n la ley de origen. 

Improcedencia de la acc ; ón judicial. Se afirma que el he- 
cho de haberse declarado administrativamente abandonada la 
solicitud de marca por parte de la Dirección de la Propiedad 
Industrial, en el respectivo expediente cierra la vía judicial 
a la parte interesada. 

Estimo improcedente esta defensa. La Corte Suprema en 
el fallo registrado al tomo 144, pág. 36 ha dicho que: "La ley 
3975 no contiene disposición alguna señalando un termino 
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dentro del cual se produzca ta caducidad de los derechos (|ue 
la solicitud abre al presentante, y, atento el silcneio de la ley, 
esc plazo no puede ser otro que el fijado por el art, 14 para 
la extinción de la propiedad de la marca m'sma. . , Ello no 
significa que el solicitante de la inscripción de marca, pueda 
mantener indefinidamente en suspenso su solicitud. pues, 
cuando ha habido oposiciones, y no se ha renuncia lo a la ac- 
ción judicial, el oponente, sí tiene interés, puede promover la 
instancia judicial para que se resuelva sobre la oposición al 
registro de ía marca (La Ley, t lf), pág. 12). De modo pues, 
que la resolución administrativa de abandono del trámite por 
el interesado, no puede tener el alcance que se le atribuye 
(R. Fernández, Cód. Com. /-//, pág. 216 n 9 215). 

II. Que en cuanto al fondo del asunto, la solución no 
es dudosa. En primer lugar deben descartarse tas objeciones 
que se hacen por haber invocado la autora ser sueesora de la 
firma Seagram Distillers Corporation, pues según queda di- 
cho, ese carácter no puede ser cuestionado. Ello hace inope- 
rantes los argumentos que se esgrimen para mostrar que la 
solicitud por un tercero de una marca ya registradu. y que 
ha caducado, importa un enriquecimiento sin caima. Tampoco 
en esta instancia judicial se plantea una situación distinta a 
la formu'ada administrativamente, pues allí se hizo presente 
la circunstancia de que se trataba de reinscripción de la 
marca n ? 167.60» reg'strada el 19 de junio de 1937 ffs. 27). 
Por último, el motivo que hace valer el oponente al registro de 
la marca es la posibilidad de confusión con la de su propiedad 
denominada "Siete" y para los mismos productos, oíase 23. 
Esa posibilidad de confusión se hace radicar, únicamente, se- 
gún lo expresa el demandado en su prrsentac ón aiministra- 
tiva de fs. 20, en la existencia, en el conjunto de la marca 
de la actora, del número siete, el cual también figura en la 
marea de su propiedad. Xn creo necesario extenderme en con- 
sideraciones para mostrar lo infundado de la oposición. Basta 
destacar que, en esta materia, la apreciación de una posible 
con fus ón entre distintas mareas, debe hacerse sobre el con- 
junto del diseño, y no circunscribiendo tal estimación a un 
elemento ais'ado. pues así, ea claro, que aun marciis absoluta- 
mente inconfundibles por la disparidad y diversidad que pre- 
sentan a la visión total del diseño, por el solo beeho de que en 
ellas figure un elemento común, ya sea letra o número, podría 
sostenerse que dan lugar a eonfuVón. Admitir tal criterio nos 
llevaría a burlar los propósitos de la ley, que sólo quiere pro- 
teger al propietario de la marca de una posibilidad real de 
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confusión con la nueva marca que pretende registrar para 
los mismos artículos, y no atribuirle una propiedad exclusiva, 
sobre símbolos o letras que sean del dominio público. (Ver 
J.A. 1946, I, pág. 770). 

No siendo pues admisible la oposición limitada al uso del 
número siete, tarapeco resulta fundada si se la refiere al con- 
junto de la marea, pues basta observar los dos diseños que 
figuran a fs. 5 del expediente tramitado ante el Juzgado Pe* 
derat de la Capital para advertir que no existe posibilidad de 
confusión entre ellos. 

Por tanto ; resuelvo : Hacer lugar a la demanda y deco- 
rar infundada la oposición del demandado al regstro de la 
marca Seagram's Seven 7 Crown, solicitada por acta 3ÍU.519 
ante la Dirección de Propiedad Industrial. Con costas. — 
Alejandro Antequeda Monzón. 



Sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones 

En la ciudad de Mendoza, a 16 días del mes de setiembre 
de 1954, reunidos en acuerdo los señores miembros de la Cá- 
mara Nacional de Apelaciones de Mendoza, Pres. Octavio Gil» 
Arturo II. Ruz Villanueva v José Elias Rodríguez Sáa» pro- 
cedieron a resolver ca definitiva los autos n» 16.996-S-53, 
caratulados: "Joseph E. Seagram & Sons, Limited contra 
Bautista Gargantini por oposición al registro de marea"; 
venidas del Juzgado Nacional de Mendoza, —Expíe, n 9 343fí, 
A — , a virtud de los recursos de apelación interpuestos a fs, 
135, 138 y 140, respecto de la sentencia corriente a fs. 131/134. 
El Tribunal planteó las siguientes cuestiones a resolver; 
1* ¿Es nula la sentencia recurrida T 
2* Caso negativo, j es ella arreglada a derecho f 
3* ¿Qué pronunciamiento corresponde respecto a costas f 
Conforme a lo establecido en el art. 27 de la ley 13.998 
y art. 4* del Reglamento de esta Cámara, se estableció por 
sorteo el siguiente orden de votación : I)r. Rodríguez Sáa ; Dr. 
Ruiz Villanueva y Dr. Gil. 

Sobre la primera cuestión, el Dr. Rodríguez Sáa dijo: 

Al expresar agravios, el representante del demandado so- 
licita que se anule la «ciencia de primera instancia, aVgando 
para ello las siguientes causales: 1° Violación de los arts. 32 
y 33 de la ley 3''75 lo que habría ocurrido al no haber elevado 
el Registro de Marca al Juzgado Nacional, el testimonio de las 
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actas, solicitud y oposición, indispensables |>ara abrir la ins- 
tancia judicial, no habiendo podido sustanciarse la causa sin 
hacer cumplir previamente ese requisito, o por lo menos sin 
haberse recabado el expediente administrativo: 2° violación 
de la ley sobre audiencia, prueba y fallo, nulidad que se funda 
en que el Juzgado habría solicitado el expediente administra- 
tivo, no como requisito previo a la apertura de la instaur a 
judicial, sino conjuntamente con el trámite de la demanda, 
omitiendo por otra parte, hacer mención de esa prueba en la 
sentencia; 3 7 omisión de pronunciamiento sobre tres cuestiones 
planteadas por su parte, referentes a que la actora no s^ría 
sueesora de la propietaria de la marca, de que no se trata en 
el caso de una reinscripción dé marca, sino de una solicitud 
de marea nueva, y sobre el alcance de la n-solución administra- 
tiva que declara abandonada la instancia. 

Ninguna de las causales alegadas resultan a mi juicio fun- 
dadas. El demandado ha planteado rumo defensa de prado y 
especial pronunciamiento, ta incompetencia de la justicia, ate- 
sando que el actor no pudo recurrir a ella, en razón de (pie 
la Dirección de Propiedad Industrial había declarado aban- 
donada su solicitud de inscripción de marca, y que tal reso- 
lución, que fué consentida, cierra la vía judie al a la parte 
interesada. El presente juicio, no se ha trabado pues dentro de 
las previsiones normales que legislan los arts ; 32 y 33 de la 
ley 3975, y por lo tanto la causa no ha podido ajustarse al 
trámite señalado por dichas disposiciones legales. El Juz- 
gado no estaba obligado a solicitar previamente el expediente 
administrativo, ni el registro se vio en el caso de remitirlo 
oficiosamente pues para él había concluido el trámite. Por 
otra parte, la omisión en que habría incurrido, al no mencio* 
liarse dicho expediente en la sentencia, no es motivo para 
anular la misma. 

En cuanto a que el Juzgado habría omítalo considerar y 
resolver las cuestiones mencionadas precedentemente, no es 
exacto. Ellas han sido expresamente consideradas, recayendo 
pronunciamiento expreso. 

Voto pues negativamente, esta cuestión. 

Los Drea. Ruiz Villanueva y Gil, adhieren al voto prece- 
dente. 

Sobre lo stgnnda cuestión, el Dr. Rodríguez Káa. dijo: 
El demandado insiste en la alzada sobre la improcedencia de 
la acción iudicíal por haber consentido el actor la resolución 
de la Dirección de Propiedad Industrial que declaró abando- 
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nada la solicitud de morca formulada pur el mismo. El a qw 
rechaza tal defensa y en mi concepto tal pronunciamiento debe 
ser confirmado. 

Nuestros» tribunales han resuelto en forma invariable que 
ninguna oficina se halla facultada para decretar la caducidad 
de una solicitud de marca que no ha sido Legalmente desesti- 
mada, ni por consiguiente para privarla de la preferencia que 
la ley le acuerda sobre otra solicitud posterior — Corte Su- 
prema, Fallos: 160. 30; /. A, 34, pág. 35; y 49, pág. 20. siendo 
ésta también la opinión de Bbedeb Moreno, en su Tratado de 
marcas de fábrica, n° 212 y sigt*s., pág. 245 (segunda edición) 
y fallos citados por dicho autor — , 

La ley vigente 3975 no contiene ninguna previsión por 
la que faculte a la oficina de martas para declarar la caduci- 
dad de una solicitud de marea» y el decreto dando tal atribu- 
ción que se dictó en 1ÍÍ32, ha sido reiteradamente declarado 
ilegal por los tribunales, 

Nada significa, por otra parte, que la resolución de la 
oficina de mareas haya sido consentida por el actor. En pri- 
mer lugar, queda dicho que esa oficina carece de atribuciones 
para decretar la caducidad de la petición, y en segundo, por- 
que para que el debate termine en el ámbito administrativo, se 
requiere que todos los interesados renuncien a la vía judicial 
(art. 32 de la ley 3975)» renuncia que en el caso no ha exis- 
tido. La justicia tiene pues competencia para entender y de- 
cidir la presente causa. Ademas cabe destacar que, contraria- 
mente a lo sostenido por el demandado, tampoco en la instan- 
cia judicial se plantea una situación distinta a la formulada 
ante la autoridad administrativa, pues como lo expresa el o tjno 
allí se hizo presente la circunstancia de que se trataba de una 
renovación de la marea n* 167.603 registrada el If» de junio 
de 1937. 

En cuanto a la excepción de falta de personería, fundada 
en ta insuficiencia del poder otorgado a los reprcsentimfcs de 
la parte aetora, por carecer el mismo de algunos recaudos, 
como ser la transcripción de documentos habilitantes y en el 
hecho de hacer la Escribana Pública certificaciones sobre he- 
chos que no habrían pasado en su presencia» corresponde tam- 
bién confirmar el pronunciamiento de primera instancia. 

A los precisos fundamentos dados en la sentencia, que no 
han sido eficazmente rebatidos en la alzada, debo solamente 
agregar que, como lo ha resuelto en la jurisprudencia, las dis- 
posiciones de los arts, 1003 y 1004 del Código Civil, son de 
derecho privado interno, razón por la cual le falta la transcrip- 



3£0 



FALU» DE LA CORTE SUPREMA 



ciún de instrumentos habilitantes en un poder otorgado en el 
extranjero no es suficiente para sustentar la excepción de 
fa'ta de personería, porque se presume que los actos pasados 
ante escribanos públicos en el extranjero, son conforme a las 
leyes del lugar de su otorgamiento, de modo que al impugnante 
le incumbe desvirtuar ta presunción, prurba que en el caso no 
se ha producido. J. A. 1!)48. Ill, tí48; 1951, III, 45. Iguales 
ennsid-rac ones cabe hacer con respecto a tas observaciones 
formuladas a los representantes del actor en cuanto invocan el 
carácter de sucesores de la firma Seagram D stillers Corpora- 
tion, pues tal candad resu'ta acreditada con el certificado ex- 
podido por la escribana pública de Nneva York, Srta, Kling, 
en el que consta (pie la firma -Insepli Seagram y í^ns Li- 
r .tt 0f i ns i a <mcp<nra legal v auténtica contmuadora de Seagram 
Distillers Corporntinn — fs, 49 vta. — . Finalmente en cuanto 
a la cuestión de fondo, ella es absolutamente infundada, 

La actora ha nedi^o el registro de una marca constituida 
pir la denominaron "R^airram's seven 7 crowm" y el dibujo 
de siete coronas, oponiendo el demandado su marea integrada 
ún ; e*ment* pnr el número 7 y la pa'abra s'ete. 

E' bocho de oue a™ has tengan en común el número 7 no 
obsta al registro solicitado, pues la marca pretendida ñor el 
actor e«tá integraba ñor un conjunto completamente distinto 
a' registrado pnr el demandado, pnr más nue tengan en común 
nn e'ementn a's'ado. el mal puede ser usado conjuntamente 
con otros dibujos n palabras para formar marcas nuevas, sin 
une ñor ePo Ins mismas deban sr>r declaradas confundibles con 
c-t-as registradas con anterioridad e integradas con ese gua- 
rismo. 

Pnr estos fundamentos v los aducidos por el c quo, voto 
afirmativamente esta eaest'ón. 

Los Dres. Ruiz Villanueva y Gil, adhieren por sus funda- 
mentos al voto precedente. 

Sobre la tercera cuestión, el Dr. Rodríguez Sáa, dijo: 

Estimo oue las costas de ambas instancias deben ser a car- 
go del venc : do, y voto en tal sentido. 

Los Dres. Ruiz Villanueva y Gil, adhieren al voto que an- 
tecede. 

A mÓrito de la votación de que instruye el acuerdo pre- 
cedente, se resuelve: Confirmar en todas sus partes la sen- 
tencia recurrida, con costas de esta instancia. — Octavio 

_ José Elias Rodrigues Sáa. — Arturo Tí. Ruiz Villa- 
nueva. 
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Dictamen del Procuradoh General 

Suprema Corte: 

En el recurso extraordinario interpuesto a fs, 169 
el recurrente se agravia por consideran V) que al apli 
car la Ley de Marcas, el tribunal ha vulnerado la 
garantía constitucional de la defensa en juicio; 2*) que 
la sociedad actora no ha podido reclamar derechos en 
el país sin dar cumplimiento previo a lo que disponen 
los arts. 36, 286 y 287 del Código de Comercio y que el 
mandato del apoderado de dicha sociedad ha debido 
otorgarse de acuerdo con lo que establecen las leyes 
nacionales (arts, 8, 14, 1109 y 1207 del Código Civil); 
3*) que la sentencia es arbitraria y 4*) que la interpre- 
tación y aplicación hecha por el tribunal a quo es con- 
traria a su derecho fundado en diversas disposiciones 
de la ley 3975. 

Con respecto al primer agravio, la garantía consti- 
tucional que se dice violada no guarda la debida vincu- 
lación con lo resuelto en la sentencia apelada, por lo 
que opino que corresponde desestimarlo. 

En lo que se refiere al segundo, de la lectura del 
fallo de fs. 163 se desprende que el pleito ha sido resuel- 
to en base a consideraciones de hecho y prueba y por 
aplicación de disposiciones de derecho común, lo que 
lo hace irrevisible — a ese respecto — en la instancia 
extraordinaria (Fallos t 226, 316; 227, 393 y 835). 

En cuanto a la tacha de arbitrariedad de Ja senten- 
cia articulada por el recurrente, es cuestión que corres- 
ponde ser considerada por V. E., y dada su naturaleza, 
es punto ajeno a mi dictamen. 

Por último, en lo referente al agravio fundado en 
el hecho de que se ha cuestionado en autos la inteligen- 
cia de los arts. % 6, 9, 10, 11, 16, 20, 29, 31, 32, 33 y 34 
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de la ley 3075, y toda vez que el pronunciamiento ape- 
lado es definitivo y contrario al derecho que el recu- 
rrente funda en tales disposiciones, estimo que el re- 
curso es procedente (art. 14, ine. S\ de la ley 43), 

En cuanto al fondo del asunto, los argumentos del 
apelante ro son convincentes. En primer lugar porque 
no explica cual es la interpretación de las disposieioueo 
cuestionadas de la Ley de Marcas, que a su juicio co- 
rresponde, limitándose a meras referencias a presen- 
taciones anteriores. En segundo término, porque del 
texto de la sentencia de fs. 163 surge que e! tribunal 
lia interpretado las pertinentes disposiciones de la ley 
,"ÍU75 conforme a derecho y ajustándose a la doctrina 
sentada por V. E., de acuerdo a la cual se estableció 
que dicha ley no contiene disposición alguna señalando 
un término dentro del cual deba producirse la caducidad 
de los derechos que la solicitud abre al presentante, 
(Fallos: 144, 32) lo cual trae aparejada la couseeupneia 
de que la Oficina de Marcas no está facultada para de- 
clarar tal caducidad, y si lo hace, es obvio que se ha 
extralimitado en sus atribuciones, haciendo uso de un 
derecho que la ley no le concede en manera alguna. 

La cuestión qne se relaciona con la pretendida im- 
procedencia de la acción judicial, por haber consentido 
el actor la resolución de la Dirección de la Propiedad 
Industrial que declaró abandonada la solicitud de mar- 
ca presentada por el actor — sin valor como se ha visto, 
por no tener fundamento legal — ha sido bien desesti- 
mada por el a qno, ya que como lo destaca el fallo, para 
que el debate termine en el ámbito administrativo, se 
requiere que todos los interesados renuncien a la vía 
judicial (art. 32 de la ley 3975), lo que por cierto no 
se lia hecho ni consta en autos. 

En consecuencia, soy de opinión que correspondería 
confirmar la sentencia apelada, en cuanto lia podido ser 
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materia de recurso. Buenos Aires, 23 de marzo de 1935. 
— Carlos G. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

■ 

Buenos Aires, 12 de mayo de 3035. 

Vistos los autos; "Joseph E. Scagrum & Sons hh 
mited e/ Bautista Garprantini por oposición t>) registro 
de marca", en los que a fs, 175 vía. ae ha concedido el 
recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que las cuestiones referentes a la falta de perso- 
nería fundada en el poder otorgado en el extranjero ; al 
carácter de sucesora de Seagram Distiilers Corporation 
de New York invocado por la actora ; a la improcedencia 
de la acción por referirse a un punto distinto del plantea- 
do en las actuaciones administrativas, sc^iín 'a recurren- 
te ciyo punto de vista rechazan el juez y la cámara fun- 
dados en e! examen de las actuaciones respectivas; y, 
por fin, al supuesto enriquecimiento ilegítimo, también 
desestimado por falta de base atento lo que se resuelve 
con respecto al punto mencionado a! comienzo de este 
pronunciamiento y a la posibilidad de confusión de las 
marcas, revisten carácter meramente común y de hecho. 
Han sido, además, decididas sin arbitrariedad en los 
términos de la jurisprudencia de esta Corte Suprema 
sobre el particular (Fallos: 226, 223; 228, 714: 225), 79Í) 
y otros). 

Que no existe violación alguna del art. 29 de T a Cons- 
titución Nacional que, como lo sostiene el Sr. Procura- 
dor General a fs. 134, carece de relación directa e in- 
mediata con la materia del litigio. 
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Que sólo procede, así, examinar y decidir nor medio 
del recurso extraordinario concedido a fs. 175 vtn., ta 
cuestión referente a la improcedencia de la acción fun- 
dada pnr la recurrente en los arta. 1G, 20, 29, 32 y con- 
cordantes de la ley 3975 y en haber la Dirección de Ja 
Propiedad Industrial tenido por abandonada la peti- 
ción de registro de marca formulada por la aetora (fs. 
36 del expte. adjunto). 

Que la resolución negativa de dicho punto por la sen- 
tencia apelada se ajusta a las disposiciones de los arts. 
19, 30, 3'2 y 33 de la ley 3975 y a la jurisprudencia esta- 
blecida por esta Corte Suprema en Palios: 144, A'2; 
16*0, 30. Con arreglo a lo dispuesto en aquéllos y lo de- 
cidido en "éstos, la manifestación de no renunciar a las 
gestiones judiciales priva a la Dirección di Propiedad 
Jndustríal de jurisdicción para cerrar al solicitante del 
registro de una marca la vía judicial que la ley expresa- 
mente le concede para el supuesto de oposición. Cabo 
agregar aún que para promover tal juicio que prevé 
el art. 33 no existe otro plazo legal que el fijado por el 
art. 14 de la ley 3975, como se decidió en los preceden- 
tes citados. Es, así, obvio que el derecho acordado al 
solicitante por las normas legales no puede ser restrin- 
gido por vía de reglamentación que acuerda a la auto- 
ridad administrativa las facultades que pretende el re- 
currente (Const. Nac, art. 83, inc. 2). 

Por estos fundamentos, habiendo dictaminado el 
Sr. Procurador General, se confirma la sentencia ape- 
lada en lo que lia podido ser materia del recurso extra 
ordinario. 

Rodolfo G. Valenzuela — To- 
más D. Casares — Atilio 

Pessagno — Luis R. Lowubl 
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ANA ELISA SCHUMANN DE MARTIN Y S. A, ARGEN- 
TINA COMERCIAL STELLA v. BERTA MARIA SERE 

DE JUNCOSA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestión* federales simples. Interpretación de otras normas 
y actos fedérale». 

Si el informe requerido por la Corte Suprema no descar- 
ta, para el caso, la existencia de jurisprudencia contra- 
dictoria en los términos del art. 113 del Reglamento pa- 
ra la Justicia Nae onal, procede el recurso extraordina- 
rio fundado en la violación de dicha norma. 

CAMARAS NACIONALES DE APELACIONES. 

Media jurisprudencia contradictoria — y corresponde en 
consecuencia proceder conforme a lo dispuesto por el 
art. 113 del Reglamento para la Justicia Nacional — en- 
tre la sentencia qur admte la competencia,, y el preceden- 
te de otra sala que la niega, de los jueces nacionales de 
paz para conocer en juicio posterior, respecto de la cali- 
dez de una decisión anterior de la Cámara de Alquileres, 
en razón de atentar contra garantías constitucionales. No 
importa que el precedente fuese un juicio de consignación 
y el actual sea de desalojo, ni que las objeciones a la de- 
cisión administrativa en el último no se limiten a la viola- 
ción de la defensa invocada en aquélla. 

+ 

Dictamen del Procurador General 

■ 

Suprema Corte; 

Las cuestiones que se articulan como de carácter 
constitucional no han sido oportunamente p'antcndas 
como tales (fs. 92 del principal) y sobre ese particular 
el recurso extraordinario ha sido, en mi opinión, bien 
denegado. 

Sin embargo, pretende también el apelante que el 
a quo ha incurrido en arbitrariedad y que se ha pro- 
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nunciado sin ajustarse a la norma impuesta por el nrt 
113 del Reglamento para la Justicia Nacional. 

A efectos, pues, de examinar esos agravios* que 
constituyen cuestión federal bastante, estimo que co- 
rrespondería hacer lugar a la presente queja. Buenos 
Aires, 2 de noviembre de 1954. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 12 de mayo de 1955. 

Vistos los autos; "Recurso de hecho deducido por 
la demandada en la causa Martín, Ana Elisa Sehumanu 
de y Stella S. A. Argentina Comercial c/ Juncosa, Berta 
María Seré de", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que la información requerida por esta Corte a fs. 
4,1, y suministrada por oficio agregado a fs. 46, no des- 
carta, para el caso, la existencia de jurisprudencia con- 
tradictoria en los términos del art 113 del Reglamento 
para la Justicia Nacional. 

Que en consecuencia el recurso extraordinario de- 
ducido a fs. 187 de los autos principales ha debido con- 
cederse. 

For ello y habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, se declara procedente el recurso extraordina- 
rio denegado a fs. 196 de los autos principales. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto por 
no ser necesaria más substanciación: 

Que cu la sentencia que se transcribe en Gaceta de 
Pa?, t 88, p. 142, la Sala de la Cámara Nacional del 
Fuero que integran los Dres. Ricardo L. Albarracín 
Uuerrico y Francisco Carreño, decidió que 'os jueces 
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nacionales de paz son incompetentes para decidir, en 
juicio de consignación posterior, respecto de la alegada 
invalidez constitucional de una resolución de la Cáma- 
ra de Alquileres, referente al monto del arrendamiento, 
en razón de haberse violado la defensa en juicio oi\ el 
procedimiento administrativo. Arguye la Sala, al efecto, 
que la resolución de la Cámara de Alquileres fué sus- 
ceptible de recurso ante el mismo organismo y, en de- 
finitiva del extraordinario para ante esta Corte, para 
la tutela de la garantía constitucional cuestionada. 

Que la sentencia dictada en esta causa a fs. 177, 
declara — Consid. 6*)— que la resolución de fs. 52 de 
la Cámara de Alquileres de Eva Perón, caree:- de vali- 
dez jurídica "en cuanto decide sobre el carácter y al- 
cance del contrato de fs. 22, al declarar acogida a la 
prórroga de la locación a D» Berta María Seré de Jun- 
cosa, con referencia al inmueble ubicado en la calle Blan* 
co Encalada 1098, de la localidad de San Isidro". E¡lo 
sería así porque en el procedimiento administrativo 
se ha lesionado, en perjuicio de la parte aquí nctoni, el 
derecho de defensa —Consid. 4<) — y porque además, 
el pronunciamiento versa sobre un punto que no fué so- 
metido por las partes al organismo actuante —Consid. 
2')— a Jo que no obsta que se dedujera un recurso ex- 
traordinario que, en definitiva, fué desestimado por es- 
ta Corte —Consid. 5')—, 

Que si bien la presente causa es un juicio de desalo- 
jo y aun cuando las objeciones a la decisión adminis- 
trativa no se limitan a la violación de la defensa en 
juicio, es indudable que la sentencia de fs. 177 es contra- 
dictoria con el precedente más arriba mencionado. Lo 
es porque inequívocamente se admite ahora ¡n competen- 
cia, que el precedente de otra Sala niega, de Jos jueces 
nacionales de paz para conocer en juicio posterior, 
respecto de la validez de una decisión anterior de la 
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Cámara de Alquileres, en razón de atentar contra garan- 
tías constitucionales, susceptibles de fundar un recurso 
extraordinario ante esta Corte. . 

Que en tales condiciones y con arreglo a lo decidido 
en casos análogos — Fallos: 227, 524; causa: "Fernán- 
dez C. E. y otro c/ Lo Monaco M' \ fallada en 19 de abril 
de] año en curso, y otros — no ha debido prescindirse 
de la convocatoria al tribunal pleno con arreglo a lo 
dispuesto en el art. 113 del Reglamento para la Justicia 
Nacional y 28 de la ley 13.998, en razón de la finalidad 
de ellos, reiteradamente señalada por esta Corte. 

Por ello se decide dejar sin efecto la sentencia ape- 
lada de fs, 177 y remitir los autos al tribunal de bu pro- 
cedencia a fin de que Be dicte nuevo fallo, observando 
lo dispuesto en el art. 113 del Reglamento para la Jus- 
ticia Nacional, con actuación de la Sala que sigue en 
el orden de turno. 

Rodolfo G. Valenzuela — To- 
más D. Casares — Amio 
Pessagno — Luis R. Lonohi. 



PABLO R. GONZALEZ Y OTROS v, Soc. de Resp. Ltda. 

C.O.D.E.L.I. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cuentones de competencia, 
Intervención de la Corte Suprema. 

Correspondo a la Corte Suprema resolver la contienda 
de competencia trabada entre una cámara nacional de ape- 
laciones y un tribunal provincial del trabajo que se han 
declarado incompetentes para conocer en una causa por 
despido, la primera por resolución que se encuentra firme 
y el segundo por sentencia contra la cual se ba concedido 
el recurso extraordinario. 
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JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia uacional. Por 
el lugar. 

Es de competencia de la justicia nac'onal — y no de ta 
local — el juicio que versa sobre una cuestión originada 
en un lugar sometido a la legislación exclusiva del Con- 
greso Nacional. Tal es el caso de una demamla sobro in- 
demnización por despido de obreros que trabajaban en 
las obras del Elevador Term nal del Puerto de Santa Fe, 
originado por hechos desarrollados en jurisdicción na- 
cional- . 

■ ■ 

* 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Atento lo dispuesto en el art. 4° del decreto 32.347/ 
44 (ley 1 2.948 ), así como la jurisprudencia que en torno 
a esta disposición ha elaborado V. E. (entre otros, Fa- 
llos: 203, 97; 210, 893), no puede discutirse que los 
actores han obrado dentro de la esfera de su derecho 
al elegir, para demandar lo que reclaman en este juicio 
laboral, los jueces del lugar en que se cumplió el contra- 
to de trabajo que los vinculaba a la parte demandada. 

Esta consideración basta, en mi opinión, para des- 
cartar como solución del conflicto que motiva el recurso 
deducido a fs. 298, la posibilidad apuntada a fs. 295 vta. 
y 296 del acuerdo que precedió al fallo apelado, o sea 
lu de que puede haber otros jueces provinciales que 
tengan competencia para conocer del asunto en razón 
del domicilio real de la sociedad demandada, que lo es 
en la ciudad de Rosario. Sin duda, que en potencia ello 
es así, puesto que el referido art. 4'- autoriza al doman 
dantc a c'egir entre el juez del lugar del trabajo, el del 
domicilio del demandado o el del lugar donde >e hubiere 
celebrado el contrato; pero, es evidente también .que, 
una vez efectuada la opción, cabe atenerse a ella, so 
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pena de desconocer el derecho que le confiere al obrero 
el citado art. 4*. Tal seria» en efecto, lo que ocurriría 
en ñutos, si se obligara al obrero a demandar en Fosa- 
rio, siendo así que él eligió para iniciar la acción el lugar 
del trabajo, o sea el Puerto de Santa Fe. 

Planteado así el caso entiendo que el recurso es 
procedente de conformidad con lo resuelto en Fallos: 
221, 110. 

En cuanto al fondo del asunto, considero quo ¡pK 
competente para conocer de estos autos el Juez Nació 
nal de Santa Fe, por cuanto el trabajo se realizó en un 
lugar sometido a la jurisdicción absoluta y exclusiva 
del Gobierno de la Nación como lo es el puerto de dicha 
ciudad, 

A tal respecto, estimo oportuno aclarar que lo de- 
cidido en Fallos : 220, 1354 no debe, en mi opinión, in- 
terpretarse en el sentido de que es necesaria la coinci- 
dencia del domicilio de la demandada, del lugar de cele- 
bración del contrato y del lugar del trabajo en un mismo 
sitio — sometido por supuesto a la legislación exclusiva 
del Congreso — , para que proceda la competencia de la 
justicia nacional (ver resolución de fs. 215 vta.). Es 
cierto que ello ocurría en el caso aludido, pero no debo 
reputarse indispensable, porque tanto valdría como 
suprimir en esta clase de asuntos una de las alter- 
nativas a que tiene derecho de optar el obrero. En el 
sub judien por ejemplo, siendo indubitable que los jue- 
ces locales de Santa Fe no tienen jurisdicción en el lugar 
del trabajo, por ser éste un puerto sometido a la legisla- 
ción exclusiva del Congreso Nacional, el derecho de 
opción de los recurrentes vendría a quedar limitado a 
una elección entre el juez del domicilio de la demanda- 
da y el del lugar de la celebración del contrato. 

Opino, en consecuencia, que corresponde declarar 
competente al Juez Nacional de Santa Fe, a quien debe- 
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rán remitírselo los autos, avisándose en la forma de 
estilo a la Cámara de Apelaciones de la Ju>ticía del 
Trabajo de la misma ciudad. Buenos Aires, 2:J de abril 
de 1955, — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de mayo de 1955. 

Vistos los autos: "González, Pablo R. y otros c/ 
CO.D.E.L.I. Soe. de Rcsp. Ltda. s/ despido, prcanso, 
etc.", en los que a fs, 303 se ha concedido el recurso i¡x- 
t rao rd i na rio. 

Considerando : 

Que en ejercicio del derecho conferido por el art. 4 
del decreto 32.347/44 (ley 12.948; Fallos: 210, 893; iMP, 
203; 228, 174; sentencia del 2 de diciembre ppdo. en la 
cansa: "Sánchez y otros c/ Badariotti y Cía."), los 
actores han elegido a los jueces del lugar deí tralmjo 
para tramitar sus demandas sobre despido. Ante las 
resoluciones firmes denegatorias de la eompttcnciu de 
sus respectivos tribunales dictadas por éstos en los 
órdenes nacional y provincial, procede la intervención 
de esta Corte Suprema a efecto de evitar la efectiva 
denegación de justicia que de otro modo se produciría 
(Fallos: 221, 110; 228, 712 y otros) y decidir la cues- 
tión negativa de competencia planteada entre los tri- 
bunales mencionados a que expresamente se refiere Ju 
resolución de fs. 303 que concede el recurso, y la dictada 
a fs. 217 por la Cámara Nacional de Apelaciones de Ro- 
sario al declarar la incompetencia de la justicia de ese 
fuero e invitar al juez provincial a elevar los autos n 
esta Corte en caso de insistencia. 

Que es aplicable al caso de autos lo decidido por 
esta Corte Suprema en la causa seguida contra la mis- 
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ma empresa demandada por otro de sus obreros que 
trabajaba, como los actores, en las obras del Elevador 
Terminal del Puerto de Santa Fe (José Andrés López 
c/ S. R. L. CO.D.E.LlL, sentencia del 28 da diciem- 
bre ppdo.). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr, Procurador 
General, se declara que corresponde al Sr. Juez Na- 
cional de Santa Fe conocer de esta causa. Remítansele 
los autos y hágase saber en la forma de estilo a la Cá- 
mara de Apelaciones de la Justicia del Trabajo de 
Santa Fe. 

Rodolfo G. Valbnzuela — To- 
más D. Casabes — Anuo 
Pessagno — Luis R Lonohi. 



DOMINGO TARSIA v. DAVID LEON FUKS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propio*. Cuestión fe- 
deral Cuestione» federales simples. Interpretación de otras norma» 
y actoi fedérale». 

La obligación impuesta a los escribanos públicos por el 
art. 45 del Reglamento para la Justicia Nacional de en- 
tregar en ta oficina respectiva y dentro de la primera ho- 
ra de abierto el tribunal, los escritos judiciales que les 
fueran presentados, y la sanción por su incumplimiento, 
es cuestión procesal que no da lugar al recurso extraor- 
dinario. 

MEDIDAS DISCIPLINARIAS, 

El incumplimiento por el escribano público de la obliga- 
ción que le impone el art. 45 del Reglamento para la Jus- 
ticia Nacional, importa una de las faltas previstas en el 
art. 17 de la ley 13.998, qu^ la Corte Suprema puede san- 
cionar con multa, teniendo en cuenta la gravedad del he- 
cho y la responsabilidad del funcionario que ha incurri- 
do en ella. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Ante la interpretación que V. E. ha dado reitera- 
damente al art. 15 de la ley 48, pienso que el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 79 no está suficiente- 
mente fundado, toda vez que se omite la pertinente re- 
fe reneia a los hechos de la causa y a la vinculación que 
los mismos y las cuestiones debatidas en aquélla guar- 
dan con la cuestión federal que se pretende someter a 
la decisión de la Corte Suprema. 

Procedería, en consecuencia, declarar mat concedi- 
do a fs. 82 dicho recurso. Buenos Aires, 15 de diciem- 
bre de 1954. — Carlos G. Delfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de mayo de 1955. 

Vistos los autos: "Tarsia, Domingo c/ Fuks, Da- 
vid León s/ ordinario", en los que a fs. 82 se ha con- 
cedido el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que de acuerdo con la jurisprudencia de esta Corte 
Suprema la resolución apelada versa sobre cuestiones 
procesales ajenas al recurso extraordinario, que es por 
ello improcedente (sentencia del 18 de abril ppdo. en 
el expediente Letra B., n 9 274, Libro XII, "Recurso de 
hecho deducido por el demandado en los autos : Baxman 
Ricardo Guillermo c/ Miel eche S. R. L.' 1 ). 

Que el incumplimiento por el escribano público de 
la obligación que expresamente le impone el art. 45 del 
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Reglamento para la Justicia Nacional importa una ele 
Jas faltas previstas en el art 17 de la ley i:ií)98, que 
corresponde sancionar teniendo en cuenta su frrnv»dad 
y la responsabilidad del funcionario que ha incurrido 
en ella. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, se declara improcedente el recurso íoncedído 
n fs. 82 y se impone al escribano público D. José V. 
Wüit Martín una muí* a de doscientos pesos moneda na- 
cional que deberá ser satisfecha dentro de diez días a 
contar desde la fecha en que esto pronunciamiento que- 
de firme. Comuniqúese al Colegio de Escribanos la me- 
dida disciplinaria adoptada. 

Rodolfo O. Valenzuela — To- 
más D. Casares — Atilio 
Pessagno — Luis R. Losíühi. 



PEDRO PINTUCOI Y OTRO v. SANTIAGO PU55ZI T Cía. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cuestione* de competencia. 
(Íen<rntid"de$. 

La contienda de competencia trabada entre tribunales del 
traba io de distinta* provincias debe ser dirimida ein 
arrezo a 'a* disposiciones del art, 4 del decreto- ley 32,347/ 
44 (ley 12.948). 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia territorial Con- 
trato de trabajo. 

Resaltando de la causa que el domicilio de la empresa de- 
mandada se encuentra en la Provincia de Santa y no 
habiéndose demostrado ni preténdalo que e! luirar del tra- 
baio se haMara en otra provincia o que en ésta se hava 
celebrado el contrato de trabaio, corresponde a los tribu- 
nales de la mencionaba «n nrimer término conocer de la 
demanda por cobro de salarios. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Pedro Pintueci y Anselmo Ríorda demandaron an- 
te los tribunales del trabajo de la provincia de Córdoba 
a la firma Santiago Pueci y Cía. por pago da haberes. 
La demandada opuso con éxito ante el fuero laboral 
de la provincia de Santa Pe cuestión de competencia 
por vía de inhibitoria, sosteniendo: 1*) que la Compa- 
ñía Santiago Puzzi tiene su domicilio en la provincia 
de Santa Fe; 2°) que los actores trabajaron por cuenta 
de la compañía en un establecimiento industrial situado 
en dicha* provincia; 3*) que asimismo fué en tal lu«ar 
donde se celebró el contrato de trabajo. 

La Cámara de Trabajo de Córdoba (5* Circunscrip- 
ción), invocando disposiciones de la ley procesal del 
trabajo de esa provincia, — que entre otras opciones 
sobre el lugar donde puede entablarse la demanda in- 
cluye el lugar del domicilio del trabajador — , denegó 
la inhibición solicitada (fs. 50). Al insistir el juez exhor- 
tante en su anterior declaración se ha trabado» pues, 
un conflicto jurisdiccional que corresponde a V. E. di- 
rimir de acuerdo con lo que establece el art, 24, im\ &*, 
de la ley 13.998. 

Tiene resuelto V. E. que el art. 4 g del decreto 32.347/ 
44 ratificado por la ley 12,948 que fija la competencia 
de la jurisdicción del trabajo, "es una norma nacional 
tendiente a solucionar, con la autoridad que le otorga 
ese carácter y sin que a ello obste la circunstancia do 
hallarse colocada entra un conjunto de disposiciones de 
orden local, las cuestiones de competencia que suscitan 
las causas entre empleadores y trabajadores referentes 
al derecho del trabajador" (Fallos: 208, 97 ; 210, 893 
entre otros). 
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De conformidad con d'elia doctrina correspondo 
resolver la presente contienda en el sentido de que es 
competente el Sr. Juez del Trabajo de la ciudud de Ka- 
fíie a (prov. de Santa Fe) para entender en !a presetito 
cansa, ya que coinciden en esta ciudad todos los lugares 
de opción a que se refiere el art, 4* del decreto 32.347/ 
44. Buenos Aires, 2 de marzo de 1955, — Carius G. DeL 
fino, 

FAÍjLO de la cokte suprema 

Buenos Aires, 16 de mayo de 1955. 
Autos y vistos; considerando: 

Que según la jurisprudencia de esta Corte Suprema, 
la contienda de competencia trabada entre tribunales 
del trabajo de distintas provincias debe ser dirimida 
con arreglo a las disposiciones del decreto 32.347/44 
íley 12.ÍM8), cuyo art. 4* inspirado por el propósito evi- 
dente de proteger a los trabajadores, establece la compe- 
tencia de los jueces del lugar del trabajo, del domicilio 
del demandado, o del lugar donde se hubiera celebrado 
el contrato, a cleceión del demandante que, en la gran 
mayoría de los casos, serán los obreros o empleados 
(Fallos: 210, 893; 219, 205 ; 228, 174; sentencia del 2 de 
diciembre de 1954 en la causa: "Fortunato Sánchez y 
otros c/ S, R. L. Badariotti y Cía."). 

Que en el caso de autos los actores no han demos- 
trado ni pretenden que el lugar del trabajo o el de ce- 
lebración del contrato de trabajo se halle en la Provin- 
cia de Córdoba. En cuanto al domicilio del demandado, 
el testimonio agregado de fs. 66 a 73 del expediente 
principal demuestra que, como por lo demás se afirmó - 
en la demanda, y contrariamente a lo que ocurría en el 
caso "Sánchez y otros c/ Badariotti y Cía/' antes ci- 
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tado, se halla en la Provincia de Santa Fe. Por consi- 
guiente, no es dudosa la competencia de los tribunales 
de esta provincia. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, se declara que el conocimiento de este juicio 
corresponde al Juzgado del Trabajo de Eafa-la (Pro- 
vincia de Santa Fe) r al que se remitirán los autos, ha- 
ciéndose saber en la forma de estilo al Sr. Juez de Con- 
ciliación do San Francisco (Provincia de Córdoba). 

Rodolfo O. Valenzuela — To- 
ar Ás D. Casares — Atilio 
Pessagno — Luis It. LoKüKt 



FRANCISCO SCIIIMIZZI 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal. Delito* 
en particular. Defraudación. 

Corresponde a la justicia nacional en lo penal de la Capi- 
tal Federal conocer de la estafa que se habría cometido, 
según surge de la exposición del denunc ante y de los do- 
cumentos que acompañó, mediante el libramiento de che- 
ques sin provisión de fondos, entregados en pago de mer- 
caderías adquiridas en esa ciudad. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

So inicia el presente proceso con motivo de la de- 
nuncia obrante a fa. 3 t en hi cnal Jorge Riva manifiesta 
haber vendido a Francisco Scliimizzi diversas mercade- 
rías en esta Capital, en pago de las cuales e¿ts último 
le extendió dos cheques que al ser presentados a] cobro 
fueron rechazados por carecer de fondos. 



FALLOS DE LA COSTE SUPREMA 



La contienda negativa de competencia trabada en 
el puh judice cumple con los requisitos necesarios para 
qu« proceda la intervención de V, E. en los términoá 
previstos en el art. 24, inc. 8*, de la ley 13.998. 

Prima facie, los hechos imputados configuran el 
delito de estafa previsto en el art. 172 del Código Pe- 
nal, ya que, de acuerdo a los términos de la denuncia, 
el procesado habría extendido los cheques de fs. 1 y 2 
careciendo de fondos en el Banco contra el cual los li- 
braba, obteniendo en virtud de tal ardid las mercade- 
rías que le eran ofrecidas en venta (Soler, ed. 1946, t V, 
p. 426). 

Ello sentado, opino que el delito se habría consu- 
mado en esta Capital — lugar en el que las mercaderías 
fueron entregadas — porque la estafa se consuma **n el 
momento en que la víctima efectúa la disposición pa- 
trimonial que le es perjudicial (ob. cit, t. IV, p. 362). 

Por lo expuesto, correspondería resolver el presen- 
te conflicto jurisdiccional en el sentido de que la Justi- 
cia Nacional de Instrucción en lo Criminal de esta Ca- 
pital es la competente para entender en este proceso. 
Buenos Aires, 27 de abril de 1955. — Carie* G. Del- 
fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de mayo de 1955, 

Autos y vistos ; considerando : 

Que de existir la estafa denunciada a fs. 3, habría- 
se cometido en la Capital Federal, según resultaría 
prima facie de la exposición del denunciante y de la 
documentación que acompañó, como .lo expresan el Sr. 
Juez del Crimen de Mendoza en su resolución de fs. 19 
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y el Sr. Procurador General en su dictamen de fs 91 
(Confr. Fallos: 229, 132). 

Por ello se declara que el Sr. Juez Nacional en lo 
Penal de Instrucción de la Capital Federal es el com- 
petente para continuar conociendo de este pruceso Re- 
mítansele los autos y hádase saber al Sr. Juez del Cri- 
men de Mendoza en la forma de estilo, 

Rodolfo O, Valenzt;ela — To- 
más D. Casares — Atilio 
Pessacno — Luis R. Loníuií. 



LUIS OINITMAN 

f» particular. Defraudación. 

El jn« del lugar donde el imputado -corredor libre que 
no estaba aiitomado para cobrar el importe de las ventas 
que realizaba m para f rmar recibos— habría percibido 
indebidamente las respectivas sumas de dinero con el pro- 
posito de guardarlas para sí, es el competente para conocer 
del proceso por defraudación. 



Dictamen del Proli-radou Genehal 
Suprema Corte: 

Tanto la Justicia Nacional en lo Penal de Instruc- 
ción de esta Capital como la Justicia de Instrucción en 
lo Criminal de la ciudad de Rosario (prov. de Santa 
Fe) se han declarado incompetentes para entender en 
el presente proceso, por lo que corresponde la interven- 
ción de V. K. de acuerdo con lo que establece el art. 24, 
me. 8 fl , de la ley 13,998. 
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Surge de la denuncia obrante n fs, t, que ol proce- 
sado habría omitido restituir dinero y mercaderías 3 
la sociedad en nombre de la cual actuaba con ol carne 
ter de corredor libre. Tal conducta autoriza si cali fu a r 
los licehos imputados como con figurando prima fuá*-. 
la hipótesis del art 173, iuc 2\ del Código IViml, que 
re prime a quien "con perjuicio de otro se negare a res- 
tituir o no restituyere a su debido tiempo, dinero, efec- 
tos o cualquier otra cosa mueblo que se le hnya dado 
cu depósito, comisión, administración u otro utulo que 
produzca obligación de entregar o devolver'*. 

Hiendo ello así, considero que el delito pc habría 
consumado cu esta Capital, por ser o:t tal lugar donde 
el imputado debió cumplir con la obligación de entrojar 
el dinero percibido por la venta de la mercadería en 
cuestión y de restituir la que no vendiera. 

Por lo expuesto, correspondería resolver esta con- 
tienda negativa de competencia en el sentido de que la 
Justicia Nacional cu lo Penal de Instrucción de Iti Ca- 
pital es la competente para entender en csU* proceso, 
Buenos Aires, 27 de abril de IffóS, — Carlos O. Velfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 1G de mayo de 1955. 
Autos y vistos; considerando: 

(¿uo, según la propia exposición del denunciante, 
el imputado Luis Oinitman actuaba como corredor iibre 
de la firma que se pretende defraudadn, sin bailarse 
facultado para cobrar ni firmar recibos. 

Que con arreglo a ello y a los hechos relatados en 
la denuncia las supuestas defraudaciones a¡.areceríaji 
consumadas en Rosario (Provincia de Santa Fe), !mrnr 
donde el imputado habría cobrado indebidamente las 
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sumas de dinero cor respondientes a las venias rea 11- 
zndas» f ni regt) mío a la firma tan sólo facturas y rermtoí 
firmados por los compradores, y no siempre por é^tos,- 
todo lo cual reveía l ía eme efectuaba los cobros con c? 
pr pasito de «íunrdar para sí los importes respectivas 
(Fallos: 221, 588). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
Genera?, se declara que el Sr. Juez de Instracción de 
Rosario (Provincia de Santa Pe) es el competente pa- 
ra conocer de este proceso. Remítansele los a otos y liá- 
base saber en la forma de estilo al Sr. Juez Nacional 
por intermedio de la Cámara Nacional de Apelaciones 
en Jo Penal de la Capital Federal. 

Rodolfo 0. Valenzuela — To- 
más D. Casaiies — Atojo 
Pessagno — Luis R Lonoui. 



MANUEL COSME v. LEON NUJIMOVICH 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». Cuestiones no 
federales. Sentencia» arbitraría». 

No sustenta el recurso extraordinario la tacha de arbitra- 
riedad fu mía la pnr el recurrente en una mera anmriaeion 
de los hechos y de las pruebas distinta de la efectuada por 
loa jueces de la causa (')• 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio». Cue»ti6* fe- 
deral. C'uentinnrs fedérate» simples. Interpretación de otras norma» 
y actos fedérale». 

No procede el recurso extraordinario, fundado en la su- 
puesta violación del art. 113 del Reglamento para la Jus- 
ticia Nacional, contra la sentencia que acuerda indemni- 
zación por daños y perjuicios al empleado con motivo de 

(1) 16 de maya. PflllOi: £26, 223; 228, 714; 229, 7». 
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la ruptura anticipada de un contrato do trabajo a plazo 
fijo, si ella se ajusta a la doctrina sentada por el tribunal 

en pleno, sin limitarla a los casos de despidos directos, co- 
mo lo pretende el demandado recurrente que, además, na 
cita fallo alguno que sustente un criterio contrario al ape- 
lado. 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestione* no 
fedérale*. Interpretación de normas locales de procedimiento», 

*La mera declaración de nulidades procesales no es materia 
propia del recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito» propios. Relación di- 
recta. Sentencias con fundamentos no federales t o federales cantenti- 
dox. Fundamentos de hecho. 



procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que, fundada en razones de hecho y prueba irrevisibles 
por la Corte Suprema y suficientes para sustentarla, y sin 
que se hayan substanciado todas las medidas probatorias 
solicitadas por el querellante, confirma el auto de sobre- 
seimiento definitivo d'ctado en la cansa por considerar 
evidente que no ha sido perpetrado el delito de estafa es- 
pecial por abuso de firma en blanco. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Normas extrañas al juicio. DisposU-iones constitucionales. 

Xt> procede el recurso extraordinario, fundado en la vio- 
lación de la defensa y de la propiedad, contra la sentencia 
que confirma el sóbrese miento definitivo dictado en la cau- 
sa e impone al querellante las costas de que se le había 
eximido por haberse declarado (pie no pudo tener válida- 
mente esa calidad, si también este último punto fué objeto 
de la apelación dediuida por aquél, que prosperó tan sólo 
a este respecto, de modo que desapareció la razón de ser 
de la exención de las costas y su imposición en ambas ins- 
tancias es la consecuencia procesal de la forma en que fue- 
ron resueltas las cuestiones que originaron la apelación. 
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RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Segunda instancia. 

La jurisprudencia establecida por la Corte Suprema en el 
sentido de que la modificación de una sentencia por el tri- 
bunal de alzada en perjuicio del único apelante es viola- 
tor;a de la defensa y del derecho de propiedad, sólo se re- 
fiere al fuero civil ordinario. 



FALLO DE LA CORT, SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de mayo de 1955. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por 
la procesada en la causa Klein, Erika Seidler de i/ de- 
fraudación y estafa", para decidir sobre su procedencia. 

Considerando : 

Que la mera declaración de nulidades procesales no 
es materia propia del recurso extraordinario (Fallos: 
221, 728 ; 229, 507) ; por lo que éste no procede sobre la 
base de no haber anulado la Cámara el auto de sobresei- 
miento definitivo apelado. 

Que en cuanto al segundo fundamento del recurso, 
referente a la confirmación del auto de primera ins- 
tancia sin haberse substanciado las medidas probato- 
rias a que alude el querellante, basta advertir que la 
sentencia recurrida se funda en que, a juicio del tribu- 
nal de alzada, las circunstancias puntualizadas en Ja 
resolución de primera instancia conducen a la evidencia 
de que el delito de estafa especial por abuso de la fir- 
ma en blanco no ha sido perpetrado. Trátase de una 
conclusión de hecho y prueba irrevisible por esta Corte 
Suprema y suficiente para sustentar la decisión cues- 
tionada. 

Que tampoco es admisible él recurso extraordina- 
rio fundado en haberse reformado, sin mediar recurso, 
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lo dispuesto por el auto tío primera instancia en cnanto 
a las costas y en la jurisprudencia obligatoria estable- 
cida por esta Corte Suprema en el caso de Fallos: 229» 

En el presente caso la sentencia de primera instan- 
cia declaró el sobreseimiento sin costas "en atención 
a que la denunciante no pudo querellar" como lo había 
hecho, por impedírselo el art. 1097 del Código Civil. Re- 
currido dicho fallo por la querellante también en cuan- 
to la privaba de ta! calidad, la Cámara le reconoció 
razón en ese punto por no haber mediado la vía ieffal 
de excepción que debió seguirse para obtener es« re-, 
sis lía do. Con ello, desapareció la razón de ser de la ex- 
cención de costas dispuesta por el auto apelado, y su 
imposición en ambas instancias es la consecuencia pro- 
cesal de haber prosperado en cuanto n ese punto el re- 
curso interpuesto y de no haber tenido éxito en cuanto 
al pedido de revocación del sobreseimiento definitivo 
(Cód. de Procedimientos en lo Criminal, arts. 143 y 
144). Por lo demás, el pronunciamiento de Fallos: 229, 
953 sólo se refirió, y así Be hizo constar allí expreda- 
mente, al fuero civil ordinario. 
Por ello se desestima la queja. 

i 

Rodolfo G. Vausnzuela - To- 
más IX Casabes — Atilio 
Pessaono — Luis R. Lonühi. 
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S. R. L. BENITO MEDICI 

RECURVO EXTRAORDINARIO: Requisitos j ármale». Introducción 
é* la cuestión federal. Oportunidad. Planteamiento en segunda 

Si la cuestión de la invalidez constitucional del requisito 
— estipulado en el compromiso arbitral para quien no aca- 
tare el laudo — de oblar una multa no fué objeto de con- 
g deración por el pronunciamiento de que se apela ante 
ta Corte Suprema, por no habérselo propuesto en primera 
instancia ni habr sido resuelto por el inferior, el recurso 
extraordinario es improcedente (')■ 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantía». Defensa en 
juiew. Procedimiento y sentencia. 

No es violatorio de la defensa en juicio el requisito — esti- 
pulado en el compromiso arbitral para quien no acatare el 
laudo — de oblar una multa, si setrün resulta del fallo ape- 
lado el pago previo de la misma ni es obstáculo irreparable 
para la acción instaurada de nulidad del laudo ( a ). 



ADMINISTRACION GENERAL DE VIALIDAD NACIO- 
NAL v. ZOILO CANTON 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del valor real. 

El valor de lo expropiado debe fijarse con relación a la 
época de la desposesión, aunque el expropiante no haya 
consignado el precio ofrecido al promover la demanda. 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del valor real 

Para fijar el precio de la fracc'on expropiada no procede 
tomar en cuenta los precios obtenidos en ventas de lotes 
para vivienda de reducirlas dÍM«ÍW <-nes, mi* n t guardan 
semejanza con aquélla, cuya superficie excede de tres hec- 
táreas y media, ni las compraventas realizadas después de 



\t t lü do maja. 

(*) Pallo»: 215, 225 y 501; Í19, «6*. 



416 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



la despoaesión, ni el precio atribuido por la Municipalidad 
del lugar a tierras sujeta» a expropiación por el mismo 
motivo. Por el contrario, corresponde considerar las ventas 
de terrenos de características similares, que tuvieron lugar 
hacia la época de la desposesión, pero con las rectificacio- 
nes que imponen sus diferentes medidas y condiciones de 
pago; y asimismo las compraventas privadas realizadas por 
la repartición nacional expropiante con destino a la mis- 
ma obra pública de que se trata en el caso. Debe, además, 
tenerse en cuenta que la fracción expropiada es sensible- 
mente baja y no comunica directamente con calles ni ca- 
minos pavimentados sino con un camino mejorado; así 
como el valor fijado por la Corte Suprema para un in- 
mueble del mismo dueño, de igual extensión y de la misma 
zona, cuya despowsión se operó diez anos antes que la de 
autos, con la rectificación correspondiente a la valorización 
producida en ese lapso en la propiedad inmobiliaria y al 
progreso del lugar donde se encuentra el bien expropiado. 

■ 

EXPROPIACION; Indemnización. Determinación del valor real. 

La arcilla existente en el subsuelo del terreno expropiado 
no influye singularmente en el precio de aquél cuando no 
es una característica propia del mismo sino de la zona en 
que está situado. 

INTERESES: Relación jurídica entre la» parte». Ex pro /nación. 

Si el expropiado ha omitido deliberadamente el reclamo de 
intereses, cualquiera sea la razón que lo determinó a ello, 
no procede condenar a su pago. 

COSTAS: Naturaleza del juitio. Es prn ¡tinción. 

Corresponde imponer al expropiante las costas del juicio 
cuya litis se trabó bajo el régimen de la ley 1S9. si no 
ofreció cantidad determinada al expropiado y éste se negó 
justificadamente, teniendo en cuenta lo que en definitiva 
se manda pagar, a aceptar el ofrecimiento que aquél hi- 
ciera en el alegato. 
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Sentencia del Juez Nacional en lo Civil 
t Comercial Especial 

Buenos Aires, 24 de agosto do 1953. 

Y vistos para sentencia esta causa "Administración Gene- 
ral de Vialidad Nacional c./ Cantón Zoilo s./ expropiación". 

Resultando : 

La actora inicia juicio de expropiación parcial del inmue- 
ble (terrino sin mejoras) ubicado en el Partido de San Isidro, 
Prov. de Buenos Aires, circunscripción VI, sccc ón E, quin- 
ta 10, según catastro y lote 2 Buulogne, Partido de San Isidro, 
según título, y manifiesta que ta supericie a expropiar es de 
33.644,7257 mA 

Funda su derecho en las leyes 11.658 y 12,625 que califi- 
can de utilidad pública y sujetos a expropiación todos los in- 
muebles afectados al trazado de las obras de acceso N. a la Ca- 
pital Federal, entre los que se encuentra la fracción del deman- 
dado. Pide se haga lugar a la acción con costas de acuerdo con 
el art. 18 de la ley 180. 

A fs. 32 el demandado dice que se allana a la expropia- 
ción, pero no acepta el precio ofrecido, y en memorial que acom- 
paña, hace diversa*» consideraciones sobre la ubicación, altura, 
características y calidad de ta tierra y del subsuelo que se ex- 
propia y analiza varias venta* realizadas en la zona, para de- 
mostrar la importancia económica de la suya. Pide se tenga en 
cuenta la des valorización de la moneda y solicita costas. 

Considerando : 

Que conforme a la litis trabada la cuestión a resolver se 
concreta a fijar el precio del terreno que se expropia, conforme 
a las actuaciones y probanzas de autos. 

Al respecto, existen diversas tasaciones del terreno en 
cuest ón. A fs. 65/88, corre agregada la pericia cumplida 
de conformidad con la entonces vigente ley 189, de donde 
resultan los siguientes valores: $ 21.869,07 m/n. para el pe- 
rito de la actora; # 504.670,88 m/n., para el del demandado 
y $ 100.934,17 m/n., para el tercero designado por el Juzgado, 
A fs. 252 el Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, emite 
su dictamen por mayoría y aprecia el bien en $ 61.706,51 m/n., 
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con la disconformidad del demandado que ejercía su propia 
representación y sin que éste f jara estimación, ya f|ue !a de.jó 
libra la al criterio de aquel tribunal, como resulta de su escrito 
de fs. 2U vta. Cabe agregar que las actuaciones tramita las 
ante el mencionado organismo han sido profusas, como surge 
de las constancias agregadas y corrientes de fs. 120 a 266. 

Del análisis de todos los informes arr ba mencionados el 
suscripto considera que el emitido por el Tribunal de Tasacio- 
nes es el que debe merecer su aprobación, no sólo por la forma 
técnica de su mérito sino por !os antecedentes que tuvo en 
cuenta, en espectr 1 los de su sala 2* que realizó un detallado y 
completo estudio de las tierras y mejoras. 

No obstan a esta conclus ón, las alegaciones del demandado 
en su memorial, y las que p'anteó antes al Tribunal de Tasa- 
ciones, referente a la nulidad de las actas del mismo, por no 
haberse tomado en consideración las pruebas y razairs que 
oportunamente invocara, ya que todas esas pruebis y razsn n s 
fueron tenidas en cuenta y rechazadas en las pertinentes au- 
diencias, como s» comprueba de los mismos antecedentes admi- 
nistrativos mencionados. 

No mod'fíca tampoco aquella conclusión, el hecho de Ta 
ausencia o abstención del demandado, que actuaba personal- 
mente, en ciertas actas suscriptas por el resto de los integran- 
tes del citado Tribunal puesto que Ta función legal que co- 
rresnonde a este organismo, que es la de tasar los inmuebles 
conforme a los antecedentes que se le presenten y con la téc- 
nica que le es propia, ba sido cumplida en este caso recono- 
ciendo o negando las razones de aquél, como surge de las cons- 
tancias de fs. 253 a 256. 

En lo referente a los intereses que secrún la actora no 
deben ser impuestos por no haber sido solicitados al trabarse 
la litis, corresponde aceptar dicho criterio, atento la jurispru- 
dencia de casos análogos de la Corte Suprema: en cuanto a las 
costas, el suscripto considera que deben imponerse a la ex- 
propiante, puesto que esta última al deducir su acción no ofre- 
ció ni consignó en pago cant'dad alguna, por lo que no podr-a 
jugar el art, 28 de la ley 13.264 como ésta la actora lo intenta 
en su memorial. Ademas esta misma parte condicionó el pago 
de costas al art. 18 (modificado) de la ley 189, vigente al mo- 
mento de trabarse la litis y cuyas diaposiciones son terminantes 
en ese sentido. 

Por lo expuesto Fallo : Haciendo lugar a la expropiación 
del inmueble objeto del presente juicio, ubicado en la Prov. de 
Bueno» Aires, Partido de San Isidro, localidad de Boulogne, 
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lote 2, según título, inscripto en el Registro de la Propiedad 
de La Plata (hoy E\a Perón) bajo el n 9 2491 del Registro 
del Partido de San Js dro, con fecha 2-j de septiembre de lí)47, 
con la superficie, medidas, linderos, mejoras y demás circuns- 
tancias que resultan (te la memoria descriptiva y planos de 
fa. 1 a 3 y título agregado por cuerda, de propiedad de i). Zoilo 
Cantón, dcc'arando transferido el dominio del mismo a favor 
del Estado Nac.onal Argentino (Adm. Oral, de Vialidad Na- 
cional) medíante el pago de la suma de $ 61.706,51 m/n. en 
concepto de única y total indemnización con costas a cargo de 
la actura. Inscríbase esta sentencia en el Registro de la Pro- 
piedad correspondiente, a cuyo efecto se librará el pertinente 
exhorto. En razón de lo expuesto a fs. 108 los fondos de esta 
expropiación quedarán retenidos hasta que se actualice el cer- 
tificado do dominio. — José Sartorio. 

Sentencia de la Cámara Nacional be Apelaciones ^n lo 
Civil, Comercial y Penal Especial y en lo 
Contenciosoadministrativo 

Buenos Aires, 17 de diciembre de 1954. 

Vistos estos autos í( Administración General de Vialidad 
Nacional c./ Cantón Zoilo s./ expropiación' 1 para conocer de 
los recursos concedidos a fs. 313 y 314 contra la sentencia de 
fs. 310, 311 y 312, el Sr. Juez Dr." Alberto Fabián Barrionuovo 
dijo: 

Y considerando ¡ 

Corresponde considerar, en primer término, el contenido 
de la memoria de la parte expropiada, en atención a las cues- 
tiones que plantea respecto de la sentencia recurrida. La ae- 
tora, expropiante, se circunscribe a lo resuelto sobre costas. 

No encuentro mérito en autos que autorice el progreso de 
la nulidad que se impetra, y pudiendo ser reparados en la 
aliada los motivos de agravio, debe en consecuencia desestimar- 
se su articulación. 

Con una profusa argumentación el expropiado señala una 
serie de circunstancias que, a su criterio, no han sido tenidas 
en cuenta por el a quo, impugnando en forma term nante el 
procedimiento seguido por el Tribunal de Tasaciones, que acep- 
ta el Sr. Juez, amén de otros aspectos de este largo juicio, por 
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el tiempo que lleva tramitando. Naturalmente, no seguiré en 
mi vehemencia al expropiado, sino que expresaré mi voto en 
ba*¡e a las constancias de autos y teniendo en cuenta los argu- 
metí tus que estimo de rigurosa consideración. 

Aunque la sentencia recurrida, en forma muy sintética, 
consigna haber tenido presente la* distinta» tasaciones que re- 
fiere, optándose finalmente por la emitida por el Tribunal de 
Tasaciones, es muy ilustrativo señalar las conseeuene'ns que se 
obtiene ii de la consideración de esos informes, pues ellos son 
de indudable gravitación en lo fundamental, y única razón del 
pleito : fijar el monto de la indemnización. 

8abi<ln es que a los f ues del justiprecio, debe tenerse en 
cuenta la ubicación del imi ble, su forma, dimensiones, super- 
ficie, precios papados por otros inmuebles de idéntica situa- 
ción, orientación, etc. 

En atenc'ón a estos informes tiene indudable importancia 
la opinión expresada por los peritos designados bajo el régimen 
de la ley 189, (pie constituyen un precedente valioso, comple- 
mento de las demás diligencias tendientes al mismo fin. En- 
tre ellas cabe destacar la emitida a fs. TA y sigilantes por el 
perito tercero; es ilustrativa además la documentación (Trafi- 
ca que se acompaña. En dicho estudio, cobra partieii'ar im- 
portancia la opinión referente a las condiciones topográficas y 
espeeial agrológíeas de la superficie de que se trata. Hesulta 
así, que la cota media del mismo es de 2,50 m. configurando 
los llamados bañados, circunstancia qrc queda evidenciada a 
través de todo el juic : o, y pese al lugar de ubicación, proxi- 
midad de sitios de intenso movimiento, no puedan hacerse com- 
paraciones con ventas y loteos próximos, ya que estos responden 
a una topografía distinta, (pie modifica totalmente el panora- 
ma fie precios, pues son terrenos que oscilan entre los 10 y 2(1 m. 
de eota de nivel. Muy eseasa importancia tiene este elemento 
ile valoración por esta circunstancia tan estimable. 

Se argumenta también la posible riqueza del subsuelo. Al 
objeto, la misma no tiene mayor influencia, según el aren mentó 
que surge rte la doctrina de la Corte Suprema (J. A. 111-1:12) 
máxime tratándose de una ventaja hipotética, no puede consi- 
derarse a los fines de la indemnización según dispone el art. 11 
de la ley 13.264. 

Tampoco constituye un factor de orientación la suma que 
se tributa con fines impositivos a la Municipalidad, pues aparte 
de no ser elevada, no responde al valor del bien -sino a los 
beneficios que recibe el contribuyente. 

Teniendo en consideración que en todos los casos de ex pro- 
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piauiÓTi la indemnización debe hacerse snbre la baso del valor 
real de la fosa a la fecha del juicio (Fallos: 181, 36; .J. A. 61- 
602; J. A. 73-1018; La Ley 2I-ñS0 ote.) sin tomar cu cuenta 
las depreciaciones de la moneda (C. K„ Ley 47-8b."í; 4ÍÍ-2881 
y debiendo fijarse el precio, como si la obra publica que motiva 
la expropiación, no hubiera sido antorzada, estimo equitativo 
fijar en $ 5 m/n. el metro cuadrado tle la superficie de (pie 
se trata, pues considero en parte atendibles las objeciones del 
expropiado respecto del valor determinado por el Tribunal de 
Tasaciones, pareciéndome muy importantes elementos de jui- 
cio las estudios periciales que mencioné al principio. 

Entiendo, además, justificada la procedencia de intereses. 
El hecho de que el expropiado no hflya concretado numérica- 
mente su pretensión, no puede ser razón para denegarla, pues 
ellos deben compensar el uso y goce de la cosa por el expro- 
piar' desde la posesión, mientras la indemnización se liquida 
y ] .iga (Corte Suprema, Fallos: 200, 271; 20:í, 40ÍI), Lo con- 
trarío s'gníf icaria un enriquecimiento ilegítimo de la acto ra 
en perjuicio del expropiado. 

En cuanto a las costas, punto de que también se agravia 
el expropiante, no obstante lo dispuesto por el art. 28 de la 
ley 1.1,264. deben ser a carpo de él, ya que la demandada no 
estaba obligada a expresar la suma que pretendía en el régi- 
men de la ley 189. en cuya vigencia se trabó la litis, formando 
parte integrante de la indemnización. 

En mérito a las razones que dejo manifestadas, opino que 
debe modificarse el monto de la indemnización que acuerda la 
sentencia en recurso, a cuyo efecto debe filarse en S m/n, 
el metro cuadrado de la superficie expropiada, con sus inte- 
reses desde la fecha de la despnses : ón, debiendo ser las costas 
en ambas instancias a cargo del expropiante. 

Lus Sres. Jueces Ores. Francisco Javier Vocos y Osear 
de la Roza Igarzábal, adhieren el voto a las consideraciones 
precedentes. 

Por las consideraciones expuestas, se confirma la sen- 
tencia apelada de fs. 310 y se la modifica en cuanto al 
monto oue manda pasar el que se establece en la cantidad de 
$ 168.223.63 m/n. con intereses a estilo de los nue cobra el 
Raneo df» la Xaeión Anrentina v con 'as costos del .iu'cio en 
ambas instancias. — Francisco Javier Varna. — Alberto Fahiún 
Barrían ñero. — Oscar de la Roza IgarzábaL 
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Dictamen del Pkocuhadqr General 

Suprema Corte: 

Los recursos ordinarios de apelación comedidos a 
fs. uJG, son procedentes do «cumio con lite mis. '24, 
ínc. 7% ap. a) t de )n ley Ki.itfJS y 'J'J de la ley i 3.2(14. 

En cuanto al fondo (U'I asunto, la Administrmróu 
General de Vialidad Nacional aeUía por intermedio de 
apoderado espacial, quien ya lia asumido ante V. K. la 
in te i vención que le corresponde {fs. 33«'í). Inicuos Ai- 
res -3 de marzo de 11)55. — Carlos G. Del fino. 

■ 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 19 de maye do tí>jó 

Vistos los autos: * á Administración General do Via- 
lidad Nacional c/ Cantón, Zolo s/ expropiación", en los 
que a fs. .T2G se han coucedido los recursos ordinario* 
de apelación. 

Considerando : 

Que a pesar de no haberse hecho consignación de 
precio ofrecido al promoverse la demanda el valor de lo 
expropiado debe fijarse ateniéndose a los del tiempo 
de la desposesión, pues aquella circunstancia os por 
completo ajena a los fundamentos por los cuales b ju- 
risprudencia de esta Corte se ha atenido invariable- 
mente, —cuando medió desposesión durante el juicio — , 
ii los valores de cea época. 

Que la fracción expropiada aunque no anegadiza 
es sensiblemente baja, —cota do 2,50 m.— , y no comuni- 
ca directamente con calles ni caminos pavimentados 
sino con el camino mejorado de Boulogne a Bancauri. 
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La arcilla del subsuelo, de la cual sg afirma ser sus- 
ceptible de utilizaciones industriales, no es una carac- 
terística exclusiva de esta fracción sino de la zona, por 
lo cual no influye de un modo singular sobre el valer 
de lo expropiado. Trátase, además, de una extensión 
alejada de estaciones ferroviarias pues está a 3.201) m. 
de Boulogne y a 1.200 m. de la parada Ban^alari (fs. 
226). Se ha de tener, por fin, presente que la fracción 
es de algo más de tres hectáreas y media, por lo cual 
para referir a su valor en block el precio obtenido en 
ventas de lotes para vivienda de las dimensiones co- 
munes (alrededor de 10 por 30) débese aplicar un ele- 
vado coeficiente de extensión. 

Que la crítica hecha a fs. 220 y sgtes. a la alega- 
ción de los precios obtenidos en los remates de A.stoul 
Bonorino, — referente a tierras situadas a 7 km. de la 
que aquí se expropia — , de Repetto, — correspondiente 
a terrenos ubicados a 3 cuadras de la estación Bonlog- 
ne, en zona alta, sobre calle pavimentada — , de Borac- 
ehia, — un predio que dista 2.500 m. del que es objeto 
de este juicio, en la zona de inmediata expansión del 
pueblo de Boulogne (ver plano del demandado corriente 
a fs. 302) cuya cota está entre 15 y 20 m. — , y de Groaso, 
— sobre calles pavimentadas a 5 cuadras de la estación 
Boulogne — , está satisfactoriamente fundada, Se trata 
de operaciones relativas a inmuebles que tienen muy 
remota semejanza con el que se está considerando. 

Que las compraventas de fecha posterior a la des- 
posesión han sido justificadamente excluidas por el Tri- 
bunal de Tasaciones. Es el criterio sustentado por esta 
Corte siempre que haya elementos de juicio de fecha 
anterior. 

Que el precio atribuido por la Municipalidad de San 
Tsidro a los terrenos de que es dueña, contiguos a los del 
demandado no tiene especial valor en la emergencia; por- 
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que no se trata de otra eosa que de lo pretendido por ella 
en la expropiación de que había do hacérsele objeto por 
la misma causa que al Dr. Cantón. En su estimación 
gravita, pues, el mismo interés que en la hecha por este 
último con respecto a la tierru de su propicrlad. 

Que corresponde capítulo aparte a loa rt-sultndos 
del remate efectuado el 12 de diciembre de ri4S, pues 
como lo reconoce el Tribunal de Tasaciones eran te- 
rrenos *'de similares características a loa Je autos " 
{prospecto de fs. I(i9), Lo rematado fueron 37 lotes de 
8,(i6 ra. de frente por fondos de 25 a 35 m. Los precios 
unitarios oscilaron entre $ 13,50 y 23.—, (planilla de 
fs. 155). Si se tiene presente, además de la extensión 
mencionada, que la venta era en 126 mensualidades, 
debe ser muy sensible la reducción que se ha^a en es- 
tos precios para referirlos al valor del bloek expropia 
do. A ello hay que agregar que, como se observa a fs 
!¿*23 y resulta de confrontar el prospecto del remate con 
la mencionada planilla de fs. 155, de los 400 lotes ofre- 
cidos en esa oportunidad sólo se vendieron 37. 

Que las ventas directas a la Dirección de Vialidad 
para el mismo fin que determina esta expropiación, se- 
ñaladas con los números V y VI en el plano de fs. 302 
no deben ser excluidas, porque si bien es razonable 
prescindir en términos generales y mientras no sea in- 
eludible tomarlas en cuenta, las compraventas privadas, 
no lo es cuando se trata de ana operación realizado 
por una repartición nacional con el mismo objeto qui- 
la expropiación en que se invoca el antecedente. E:¡ 
estas operaciones se pagaron $ 4,30 y 8,15 respecti 
vamente el metro cuadrado. Pero corresponde obser- 
var que se trata de dos fracciones de una extensión 
sensiblemente inferior a la que se le expropia al de 
mandado. 

Que, como se recuerda a fs. 85, esta Corte se pro 
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nuncio cu 1938 en una expropiación de terrenos del de 
inundado de la misma extensión que los aquí considera 
dos, y situados en la misma zona, para los que se fijó 
el precio unitario de $ 0,54. A este respecto so lia de 
tener en cuenta la valorización, de pública notoriedad, 
producido desde entonces hasta 1944 en la propiedad 
inmobiliaria de esta ciudad y sus alrededores al pro- 
greso de la zona en los diez años transcurridos basta 
la desposesión y a que desde 1944 hasta 1ÍMÍ), sciíúii 
la planilla del Tribunal de Tasaciones corriente a fs. 
104 los valores de habrían quintuplicado» 

Que sobre la base de los antecedentes mencionados 
es equitativo fijar en $ 5. — , como se ha hecho en la seh- 
tencia recurrida, el valor del metro cuadrado de la tie- 
rra expropiada. 

Que en el memorial ante la Cámara el demanda d«» 
reconoce haber omitido deliberadamente el reclamo d<s 
intereses. La razón que lo determinó a ello no puedo 
influir en la decisión judicial del pur + o, que debe ce- 
ñirse al hecho de la omisión expresa y a su consecuen- 
cia en el orden jurídico, pues no os, en principio, pro- 
cedente que se condene a lo que no se pidió (couft. 
Fallos : 211, 258 ; 221, 249 ; 226, 324). 

Que la imposición de las costas a la parte actora es- 
tá justificada porque la litis se trabó bajo el régimen 
de la ley 189 que no la obligaba a hacer estimación del 
resarcimiento reclamado, porque no hubo ofrecimiento 
de cantidad determinada por parte del expropiante, y 
porque do lo que se resuelve en esta sentencia resulta 
la justificación de la actitud del demandado al no acep- ' 
tar la indemnización que, según lo que se manifestó 
en el alegato de fs. 286, la actora habría estado dispues- 
ta a abonar. 

Por tanto, habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General, se revoca la sentencia de fs. 321 en cuan- 
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to impone el pago do intereses y se lii confirma en todo 
lo demás. Las costas de esta instancia se pngarím eu 
el orden causado en razón del resultado de los recur- 
sos. 

Rodolfo G. Valenzuela — To- 
más D. Casabes — Felipe 
Santiago Pkiiez — Atujo 
Pessagno — Luis R. Loxuiii. 



LVIB BAL DO MERO PARO DI 

RKCURSO KXTRAORDiSA RÍO: Requisitos propio». RelnciAn di- 
rrrta. Sentencias con fundamenta* no federales, o federales consen- 
tido*. Fundamentos de hecho. 

No sustenta el recurro extraordinario ta pretendida viola- 
ción di* la defensa que consistiría, según el recurrente, en 
la denegatoria de pruebas tendientes a establecer las con- 
diciones vn que se hallaba el imputado cuando suscribió el 
acta labrada en un procedimiento sobre ajr o, si la resolu- 
ción apelada no hizo lugar a tales pruebas por no ser 
conducentes al esclarecimiento del hecho principal, cuya 
existencia resulta del contenido del aeta y de otras cons- 
tancias i|ue lo corroboran 



CASTELNOVO, GARCIA Y CORDERO 

RECURSO K X TR A Ú RDIXA Rl O : Requinto* propio*. Relación di- 
recta. Sormas extrañas at juicio, Di* posiciones constitucionales. 

No sustenta el recurso extraordinario la alegada inconsti- 
tueionalidad del art. I* de la ley 12 !Wt, en cuanto auto- 
riza al Poder Ejecutivo a imponer las sanciones de la 



(i) i» ili> pwiyo. 
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ley 12.8:í0, punto sobre el cual se ha pronunciado reitera- 
da mentí 1 la Corte Su pr i ina en forma adversa a lo sustenido 
por el recurrente ('). 



, GASTON RAUL ¡BARCIA MI RAMON v. TARHXIAN 

Y BOYAD.IIAN 

RECfJHSO ES TRA ORDIS'A Rt O ; Reqni*ito* propinn. Cut*t¡»w no 
fe ti eral en. K.rr tantán de Uta cuentiúnc* de h frito. Mar ni* tj patentes. 

No proeede el recurso extraordinario eontra el fallo que, 
fundado en cuestionen de hecho referentes a la clase com- 
prendida por la marca de la demandada y a su posible 
confusión con la que pretende registrar el actor, hace luiíar 
a la oposición deducida. No importa que, a pesar de no 
haberse discutido en el juicio la interpretación de los pre- 
ceptos de la ley en el escrito ele interposición del re- 
curso extraordinario se atribuya a la sentencia apelada un 
alcance «ue no tiene acerca de los arta. 1, 6 y 21 de la ley 
citada ( a ). 



ULDERICO PANICIIEIXI v. WILSON NOGUERA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio*. Cuestiona no 
fedérale*. Interpretación de normas ;/ acto» comunes. 

El punto atinente a si la acción de despojo entre particu- 
lares debe dirigirse contra el dependiente que ha interve- 
nido en los hechos motivo del juicio o contra sus principa- 
les, es cuestión de derecho común y ajena al recurso extra- 
ordinario, como lo es la representación de éstos por aquél 
en cuanto actuare dentro de sus atribuciones y la responsa- 
bilidad que de tales actos pudiere derivar. 



m 1» de mayo. Fallo»: 201, Í2S; 207, 00 y luí»; 217, 1122. 
(¡O |p de mayo. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantía*. Deftnm en 
jn¡t i<: Procedimiento y sentenria. 

La sola circunstancia de no haber sido los propietarios 
parte formal en él juicio de despojo iniciado par un arren- 
ilatar.o contra el dependiente de aquéllos tiue había inter- 
venido en los hechos motivo de la causa, na ocasiona ata- 
vio a la defensa en juicio, máxime si el demandado afir- 
ma haber actuado a nombre de sus principies y a justán- 
dose al poder que le habrían otorgado, y ha sido, además, 
patrocinado por el mismo letrado que luego intervino u 
nombre de los propietarios. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Kn el recurso extraordinario interpuesto a fs. 54, 
los ii peí un tes afirman que en razón de no hnber sido ci- 
tados ni oídos en el juicio, se lia vu'ncrado la ira ra n tía 
constitucional de la defensa, toda vez que u raíz de lo 
dispuesto en la sentencia tendrían que soportar sus 
consecuencias, sufriendo por ello gravamen irreparable- 

Adelanto desde ya mi opinión favorable a la pr*> 
tensión de los recurrentes. 

Se trata de una acción de despojo iniciada por 
don Ulderico Paniehelli contra don Wiison Noguera, a 
la que hizo lugar el a quo, condenando al demandado a 
restituir al actor la tenencia de la fracción de campo 
objeto del pleito, con costas. 

Al contestar la demanda, Noguera manifiesta ser 
Bolamente administrador del Establecimiento Cuscha 
quí —dentro del cual se encuentran las 40 hectáreas 
de las que se dice despojado PniiichelÜ — afirmando 
que los propietarios del mismo son varios miembros de 
lu familia Ayerza, circuns tancia que el propio actor re- 
conoce en su primer escrito de fs. 5. Agrega ^ue no h» 
obrado por propia determinación, sino que siempre lo hn 
hecho a nombre de sus representados y dentro de la¡* 
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facultades que le acuerda el poder que se le lia otorga- 
do, entendiendo que la acción intentada debió ser dirigi- 
da contra los propietarios del campo y no contra él, ya 
que en caso de prosperar la demanda los únicos obli- 
gados serían aquéllos. 

En doctrina se discute si en el caso de actos de 
despojo cometidos por empleados o funcionarios pú- 
blicos, la acción debe entablarse personalmente contra 
el empleado o funcionario, como autor del despojo, o 
si por el contrario, debe hacerse contra el Estado, Pro- 
vincia o Municipalidad, a poder de quien han pasado 
las cosas. En 1898, la Corte resolvió un caso adhirien- 
do al primer sistema (Fallos: 73, 14); nuestros moder- 
nos tratadistas se inclinan por el segundo, argumentan- 
do que toda vez que en la acción de despojo el objeto 
principal es la restitución de la cosa despojada, es na- 
tural que la única que está en condiciones de restituirla 
sea la institución de derecho público en nombre do la 
cual actuó el agente. En lo que se refiere a la indem- 
nización de daños y perjuicios, por ser un accesorio, 
nada obsta a que pueda ser admitida a los efectos de la 
restitución, sin perjuicio de que los daüos originados 
por el despojo se reclamen sólo contra el autor mate- 
rial del mismo (Salvat R. M, t Derecho Civil Argentino, 
VIH, n p 555, Bs. As. 1046 ; Lafaille H., Derecha Civil, 
III, n* 422, Bs. As. 1043). 

Aplicando por analogía los principios doctrina- 
rios mencionados al caso de autos, aparece como indu- 
dable, a mi entender, que debió accionarse contra los 
propietarios, poseedores del campo en cuestión y no 
contra su administrador, mero mandatario de aquellos. 
Como lógica consecuencia, al haberse tramitado íntegra- 
mente el juicio con absoluta prescinden cía de los seño- 
res Aycrza, va de suyo que su pretensión debe prospe- 
rar, pues al no haber sido oídos se ha vulnerado la 
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garantía ele la defensa en juicio establecida en el art. 
21) de la Constitución Xacional. 

En consecuencia, soy de opinión que corresponde- 
ría revocar el pronunciamiento recurrido en cuanto ha 
podido ser materia de recurso. Buenos Aires, 16 de 
marzo de lí)35. — Carlos G. Drlfino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de mayo de 1935, 

Vistos los autos: " Panichclli, Ulderico c/ Wilson 
Xoguora s/ despojo", en los que a fs. 57 se ha conce- 
dido el recurso extraordinario. 

Y considerando: 

Que el punto atinente a si la acción de despe 'o en- 
tre particulares, debe dirigirse contra el dependiente 
que ha intervenido en los hechos motivo del juicio o 
contra sus principales, es cuestión de derecho común 
y ajena a la jurisdicción extraordinaria del Tribunal, 
como lo es la representación de éstos por aquél en cuan- 
to actuare dentro de sus atribuciones y la responsabi- 
lidad de que tales actos pudiera derivar. Que la sola 
circunstancia de que se haya procedido de ln primera 
manera no ocasiona pues agravio alguno a la defensa 
en juicio, En particular ello resulta ser así respecto 
de quien, en cuanto demandado, afirma liabei actuado 
a nombre de sus principales y ajustándose al poder 
que le habrían otorgado — fs. 21 — . Si a ello se agrega 
que ha sido patrocinado por letrado, el mismo que lue- 
go interviene a nombre de los propietarios — fs. 54 — no 
es tludoso que los extremos requiridos por la garantía 
de la defensa, a saber: el otorgamiento a los interesa- 
dos de oportunidad suficiente de defensa y ocasión de 
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prueba, se hallan satisfechos —Fallos: 229; 507 y sus 
precedentes — . 

Que las consideraciones distintas a que puede ha- 
ber lugar si de lo actuado resultara haberse procedido 
clandestinamente, carecen de razón de ser cuando el 
agravio en que el recurso se funda consiste en la eir- 
custancia de no haber sido parte formal los recurrentes 
en el juicio — fs.54 y 81—. 

Por ello y habiendo dictaminado el Sr. Procurador 
General, se declara improcedente el recurso extraordi- 
nario concedido a fs. 57. 

Rodolfo O. Valenzuela — To- 
máf D. Casares — Fflips 
Santiago Pérez — Atjlio 

- 

Pessagno — Luis R. Longhi. 

* 



JUAN PEREYRA 

RECURSO EXTRAORDIXARIO: Reqttixitos comunes. Gravamen. 

No procede el recurso extraordinario, funda ¡lo en la su- 
puesta violación de la defensa, si el remírente ha omitido, 
tanto en la instancia administrativa ante la respectiva 
cámara de alqu ileres de la provincia como en la jud.ciat, 
ofrecer y producir oportunamente las pruebas tendientes a 
justificar los hechos alegados en sn descargo (*}. 



(O ¿3 ñt> mayo. Fallos: 229, 422, 
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TERESA ALBERIO v. CONRADO ARTALE 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitas propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones federales simples. Interpretación tté otras norma* 
y att<» federales. 

No procede el recurso extraordinario, fundado en la su- 
puesta violación del art. 113 del Reglamento para la Jus- 
ticia Nacional, contra la sentencia que hace lugar a la de- 
manda por desalojo en virtud de lo dispuesto por el art. 33 
de la ley 13.Ó81, si los faltos que se dicen contradictorios 
con el dictado en la causa se refieren a la causal prevista 
en el art, 30 de aquella ley (*)• 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos propios. Relaeión di- 
recta. Normas extrañas al juicio Disposiciones constitucionales. 

No procede el recurso extraordinario fundado en la su- 
puesta inconstitucional idael del art. 31 de la ley 13.581 
como violatorio del derecho de propiedad, cuestión reitera- 
damente resuelta n^r 'a Orte Runr^a en sentido adverso 
a Jas pretensiones del recurrente ( a ). 

RECnnSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposi- 
ción del recurso. Ftmdamentn. 

Es improcedente el reeurso extraordnario, si en el escrito 
de interposición riel t^s^o se omite la necesaria referencia 
a los hechos d? la causa (*). 



MARIA LTISA FELISA ANDREUCCI DE CELERl 
v. MANTEL IRIGOIN 

CONSTITUCION NACIO VAL: Derechos tt (jaranitas. Defensa en 
juicio. Procedimiento ij sentencia. 

La privación de la doble instnneia judicial no eonstitnye 
agravio constitne onal ni da lugar a recurso extraordinario. 



0) L*;t de rnnvo. 

r-¡) Fallí»: «1$. 13B. 

{*) Fallos 100 y 743. 
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RECURSO EX TRA 0RD1SA Rí O : Requisito!* propio». Relación di- ' 
recta. Normas extraña* al juicio. Disposiciones eonstitmiomiles. 

El art 30 de la Constitución Nacional no da lugar a re- 
curso extraordinario respecto de sentencias dieta Jas por 
aplicación e interpretación de normas de derecho común. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no 
federales. Sentencias arbitrarias* 

No procede el recurso extraordinario si la Corte Suprema 
no considera que la sentenc a apelada admita la tacha de 
arbitraria en los términos de su jurisprudencia al respecto, 
ni que sea admisible la alegación de haberse practicado en 
la cu usa interpretación inconstitucional. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos comunes. Gravamen. 

Si las pruebas de que el recurrente se d!ee privado han 
sido denegadas por no estimarlas útiles el tribunal de la 
causa para la comprobación de los hechos alegados, no me- 
dia agravio suficiente a la defensa como para fundar el 
recurso extraordinario en la respectiva garantía constitu- 
cional, en tanto no fuera insostenible lo resuelto al res- 
pecto. 



Dictamen del Procurador Oener.vL 

Suprema Corte: 

En el recurso extraordinario interpuesto a fs. 142 
de los autos principales, lo mismo que en la presente 
quejíi, se ha sostenido que la sentencia recurrida lia 
violado la garantía constitucional de la defensa en jui- 
cio, entre otras razones, por no haberse hecho lugar ai 
la prueba de absolución de posiciones de la autora, so- 
licitada por el apelante, con el objeto de probar la for- 
mal i zación do un nuevo contrato de arrendamiento en- 
tre las partes, 

Al respecto, no estimo* con vicente el argumento del 
a quo en el sentido de que "frente a la categórica nc- 
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gaüva de la aetora,. . consignada a fs. 114 y vtn 

, cabe confluir que la pretensión del recurrente no ha- 
bría sido útil cu cuanto a la aportación de nuevos ele- 
mentos valederos que lleven a la convicción <lel juzga- 
dor la certeza de la supuesta nueva contratación 1 *, Y 
lo considero así, porque no debe olvidarse que la prue- 
ba de confesión — la proba fio probadísima de los ro- 
manos — se hace bajo juramento y rodeada de las so- 
lemnidades que la ley establece sin que para su acepta 
ción o denegatoria deban tomarse en consideración las 
a fin ;iaeiones ¡interiores hecbas por las partes; de no 
ser así dicha prueba debería ser rechazada en la mayor 
parte de los casos, pues casi siempre las posiciones que 
se ponen al absolvente se refieren a cuestiones sobre las 
cuales éste ya ba dado su opinión en sentido contrario 
en escritos presentados con anterioridad. 

Por ello, dejar de lado tal prueba, como se ha hecho, 
importa a mi juicio la efectiva violación de la garantía 
constitucional invocada, ya que de haberse podido pro- 
ducir el demandado quizá hubiera probado la existen- 
cia del nuevo contrato, enervando así la acción pro- 
movida. 

Kn consecuencia, y sin entrar a considerar las de- 
más cuestiones planteadas por estimarlas improceden- 
tes, con excepción de la tacha de arbitrariedad — que 
por su naturaleza dejo librada a la prudente decisión 
de V, K. — , soy de opinión que correspondería revocar 
el fallo apelado en cuanto ha podido ser materia de 
recurso. Buenos Aires, 11 de mayo de 1055. — Carlos 
(¡. Delfino, 
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Buenos Aires, 23 de mayo de lí)55. 

Vistos los ñutos; <4 Recurso do hecho deducido por 
la demandad» en la causa Celeri, María Luí ja Felisa 
Andreucci de c/ Irigoin, Manuel", para deeidir sobre 
su procedencia. 

Y considerando: 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corle 
la privación de la dobíe instancia no constituye agravio 
constitucional ni da lugar a recurso extraordinario 
—Fallos: 227, 433 y otros— . 

Que también es reiterada la jurisprudencia con 
arreglo a la cual el art. 30 de la Constitución Nacional 
no da lugar a recurso extraordinario respecto de sen- 
tencias dictadas por aplicación e interpretación de or- 
inas de derecho común —Fallos: 229, 877 y sus pro- 
cedentes — . 

Que el Tribunal no encuentra que la sentencia re- 
cordada admita la tacha de arbitrariedad en los térmi- 
. nos de su jurisprudencia establecida sobre la materia 
ni que sea admisible la alegación de haberse practicado, 
en la causa, interpretación inconstitucional. 

Que la denegación de las pruebas de que el recu- 
rrente se dice privado» ha sido fundada en la razón 
de que el tribunal de la causa no las estimase útiles 
para la comprobación de los hechos alegados. Conforme 
a jurisprudencia establecida de esta Corte no existe 
en ta!es circunstancias agravio suficiente a la defensa 
como para fundar en la garantía constitucional de ella, 
la apelación — Fallos : 228, 365 y otros — en tanto no 
se trate de una apreciación insostenible de los hechos 
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o del derecho, lo que no cabe u firmar respecto do lo de- 
cidido en el caso. 

Que, en definitiva, el Tribunal no cons ; dera que 
las razones alegadas sustenten el recurso extraordina- 
rio el que, en consecuencia, lia sido bien denegado en los 
autos principales. 

Por ello y habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor (¡enera), se desestima la precedente queja. 

Rodolfo O. Vale azuela — To- 
más D. Casares — Fki.ü*^ 
Santiago Pérez — Atilio 
Pessagxo — Luis R. Lokghi. 



SOCIEDAD CIVIL COLECTIVA CASTRLLAXI Hxos. 
v. R, BIANCIOTTI Y Cía. Y MARTIN EGAZCUE 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Cuettione* no 
federal**, interpretación de normas locales de. procedimientos. 

El auto de no innovar, tanto respecto de su otorgamiento 
como de su denegatoria, es cuestión procesal y de hecho, 
de ordinario u>na al recurso extraordinario (*). 



JAIME DUBALL PUJOL 

RECURSO DE CASACION. 

El recurso de casación ,cs improcedente en tanto no se dic- 
te la ley reglamentaria respectiva ( 2 ). 



(l] 23 de roa yo. FnlToa: 205, 261; 207, 215. 
<2) 23 de mayo. Fallos: 611. 
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■ 

RECLUSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. ReUcmu di- 
recta. S orinas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

La jurisprudencia obligatoria tic la Corte Suprema en los 
términos del art. 05 de la Constituc ón Nacional es la esta- 
blecida por la vía y sobre las cuestiones previstas en dicha 
rláitsu'A. con posterioridad a la sanción de la Constitución 
de 1949 (*). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitas propios. ¡Marión di- 
recta. Xnrmas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

Es improcedente el recurso extraordinario, fundado en el 
art. 95 de la Constitución Nacional, interpuesto contra la 
resolución que decide una cuestión de competencia, y no 
se dictó en consecuencia por Ja vía prevista por dtcha dis- 
posición, máxime si el fallo recurrido adm te la jurisdic- 
ción nacional y se sustenta en fundamentos bastantes do 
hecho y de derecho común y procesal 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en 
juicio. Ley anterior y jueces naturales. 

La garantía de los íiieces natura 1 es es ajena a 'a distribu- 
ción de la jurisdicción entre los jueces permanentes ( 3 ). 



LORENZO GRANMLLO Y OTROS v, GUILLERMO MAR- 
TINEZ Y Cía. 

■ 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos prontos. Cuestiones no 
federales. Interpretación de normas y artos comunes. 

Lo referente al reprimen lepal del desnido y a la interpre- 
tación de las rl snos' clones de la ley 11,723 es ajeno al re- 
curso extraordinario (*). 



Cn Fnllnn- Pfl v M». 

m Pullos: R1 v 99; 229, 763. 

(*) Fallón: 22f», SW. 

(<) 23 do mayo. Ful los: 224, 472. 
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RECt RSO KXTHAOnniSARtO: Requisitos propios. Relación di 
recta. Sorma* ej\raña* al juirio. Disposiciones constitucionales. 

No sustenta el recurso extraordinario la invocada violación 
ele la igualdad, por existir fallos contradictorios entre los 
tribunales de distintas jurisd.cciones acerca de idéutieas 
e ustiones tésales, si el recurrente no menciona concreta- 
mente las decisiones judiciales i[Ue se hallen en tales con- 
diciones, respecto del coso de autos ( x ). 



LEONARDO ÑOLA v. l'ADlíKS FRANCISCANOS 

DE CORDOBA 

HEVVR80 EXTHAOÍWIXARIO: Requinto* propios. Sentencia dc- 
f tuitiva. Resolai -iones anteriores a la sentencia definitiea. Varias. 

La re-solución por la que se desecha la revocatoria pedida 
y se dispone continuar el juicio no es sentencia definitiva 
a los fines del recurso extraordinario aun cuando se invo- 
que la garantía de la defensa en juicio con respecto al auto 
gue tuvo por contestada la demanda en rebeldía (*). 



PEDRO J. Sl'ANF V OTKOft v. MANTEL BRAUN E HIJOS 

RKCriiSO KXTRAORMSARtO: Requisitos propios. Cuestiones no 
fedérate*. h'Tciusitin de tas cuestiones de hecho. Vario*. 

Leí referente a la existencia de mora del demandado en el 
pajeo del sueldo anual complementario a sus empleados, re- 
suelto sin arbitrariedad por la sentencia apelada, es cues- 
tión de hecho y de derecho común ajena al re* urso extra- 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propias. Cuestión fe- 
deritt. Cuestiones f rthrales simple». Int^rftrettteión 'le otras nanitas 
y acto* federales. 

No procede el recurso extraordinario fundado en la su- 
plí sta violación d«] art. 113 del licp ¡amento para Ja Jus- 
ticia Nacional, ti mi ra la sentencia que hace lugar a la de- 
manda de despido indirecto por la inora del empleador en 
el pago del sueldo anual complementario, si los fallos (pie 
el recurrente seña'» e;nno contradii-torios con el apela lo se 
refieren a raso* cuyas ercunstaneias particulares eran di- 
ferentes de las del actual. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Reqt'hito* propio*. Cuestiones no 
federal*'». Sentencias arbitrarias. 

No procede el recurso extraordinario fundado en la ar- 
bitrariedad de ta sentencia apelada por haber omitido 
pronunciarse acerca de cuestiones vinculadas con el pairo 
dublé o simple de la indemnización por despido si el re- 
currente no puntuarla en qué consisten las ru-stiones a'u- 
didas y el fallo apelado se funda en las cmistaneias de la 
causa y en el resultado de la prueba pericial para deter- 
minar el monto de las sumas a paparse. 



FAGOAfíA Y FERNANDEZ v. NACION ARGENTINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisita* propios. Cuestione* na 
federales. Sentencia* arbitraria*. 

Si la demanda tendiente a obtener la devolución por el 
Fisco Nacional de las diferencias de impuestos internos pa- 
pados por la actora eon arreplo al decreto n* 18.233/43 so- 
bre naipes extranjeros, se funda en que ellos fueron im- 
portados antes de la vipenca de dicho decreto, habiéndose 
abonado entonces los derechos aduaneros e impuestos in- 
ternos en vipor; si esos hechos fuernn nepados por el 
Fisco, y ai el fallo recurrido omite discriminarlos y exa- 
minar su demostración conforme a la prueba de autos, así 
como las fechas en que el impuesto interno fiv* nhmvlo 
por caria partida, y además prescinde de individualizar 
a cada una de ellas con relación al tratamiento que les 
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correspniidería con forme a las cláusulas de los tratados con 
naciones extranjeras invocados en el juicio, corresponde 
dejar sin efecto dicho fallo por carecer lie fundamento en 
bs hechos de la causa. 

Sentencia del Juez Nacional ks lo Civil 
t Comercial Especial 

Buenos Aires, 3 de julio de 1 .">-! . 

Y vistos, para sentencia, los de la causa promovida por la 
siu-iedad emnereial colectiva r'agoaga y Fernández contra la 
Nación sobre repetición; y 

Resultando: 

1 ) Que, a fe. 2, la aetora reclama devolución de $ 33.870 
m/n.; exige intereses desde el pago; pide costas por los trámi- 
tes administrativos y judiciales. Dice: a) que el decreto 18.235, 
fecha 31 de diciembre de 1943, modificó el impuesto a los naipes 
y aplicó, a loa importados, el doble de lo fijado a los de pro- 
ducción nacional j b) que la nueva norma no modificó la opor- 
tunidad del pago, que es antes de salir los naipes de la aduana 
por lo que, producido el despaeho aduanero, quedan en libre cir- 
culación comercial ¡ e) que el decreto obliga a los importadores a 
pagar la nueva tasa desde el 1* de febrero de 1944, sin efecto re- 
troactivo; no obstante lo cual fué obligada a oblarlo por naipes 
que tenía en su negocio, en circulación comercial, antes de esa 
fecha, siendo que sólo podía aplicarse a las existencias que res- 
taran el 1* de junio; d) que dicho decreto no ha contemplado 
debidamente los intereses en juego, creando una protección ex- 
cesiva e innecesaria para la industria nacional, sin que ello se 
justifique eon las finalidades declaradas de normalizar la re- 
caudación y dar flexibilidad a la industria para adaptarse al 
costo de las materias primas; e) que el decreto invade la facul- 
tad legislativa del art. 4, art. 67» ines. 12 y 16, de la Cons- 
titución; crea una aduana interior y traba la circulación de los 
efectos, contraviniendo los arts. í>. 10 y 11 ; traba la disposición 
de la propiedad, lesiona la igualdad y la propiedad, contra- 
riando los arta. 14, 16 y 17; altera el espíritu de la ley, eontra 
la prohibición del art. 28 y del art. 8b\ ine. 2; traba la circula- 
ción de las mercaderías extranjeras importadas que, dentro del 
país, deben recibir el mismo tratamiento que las de produc- 
ción nacional, máxime cuando ello h.i sido expresamente pac- 
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ta lo con los Estados Cuidos y con España, países de orgen 
de lóe naipes motivo del pleito, en trátalos cuyo cumplimiento 
asegura el art. 31 que, en este caso, ha sido olvidado. 

2) Que, a fs. 23, la demandada pide se rechace la acción, 
con costas. Dice: a) que niega, en cuanto no los reconozca ex- 
presamente, todos los hechos y, en especial los papos de impues- 
to, las protestas respectivas y Ja procedencia atribuida a los 
na-pes; b) que el texto impositivo aplicado, dictado por v cl go- 
bierno de facto, es válido en razón de su origen, dado que el 
poder provisional tiene facultades legislativas; c) que no viola, 
el decreto, los arK R, 10 y II, porque éstos se refieren exclusi- 
vamente a la circuición territorial ; no afecta al princip o de 
igualdad, porque se aplica de igual modo a todo lo comprendido 
en cada categoría; no lesiona el derecho de propiedad ni, mu- 
cho menos, es confisca torio, no traba el comercio ni el impuesto 
absorbe una parte substancial del producido de la cosa; tam- 
poco lesiona el art. 31, porque el convenio comercial con Esta- 
dos Unidos, fecha 14 de octubre üe 1ÍÍ41 (ley 12.741* ya no 
rige en la actualidad tii regia en la poca a que se refiere la 
demanda y, aunque continuara en vigencia, con arreglo a la 
parte tercera de su cláusula XV, no se apl-carfa en materia de 
impuestos sino con las limitaciones constitucionales de ambos 
países en cuanto a las facultades del gobierno federal. 

Considerando : 

I) Que la cuestión planteada en autos, en los hechos y en 
el derecho, es idéntica a la debatida en juicio seguido entre las 
mismas partes, que tramita por el juzgado a cargo del doctor 
José Sartorio, secretaría del doctor Cesar Tí. Verrier. 

En dicha causa, pronunciándose sobre las mismas cuestio- 
nes aquí articuladas, la Corte Suprema, revocando lo decidido 
en primera y segunda instancias, se ha pronunciado por el re- 
chazo de la acción, en fallo fecha 7 de mayo del año en curso, 
registrado al tomo í»7. folio 31 í) del i:bro de sentencias y publi- 
cado en La Ley, 27 de junio liltimo. 

Ha dicho, allí, el alto tribunal, sintetizando el concepto, 
que la desigual escala impositiva fundada en distinto origen del 
producto, tiene como norma constituc onal igualativa la de ser 
aplicada con tal L-aráctT a todos los artículos similares extran- 
jeros en idénticas condiciones, 

II) Que el fallo citado obliga el rechazo de esta acción 
ya que. como se lia dicho, se trata de 'a** mismas partes, de he- 
chos idénticos y de las mismas cláusulas de derecho. 
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III) Que las rostas tkben ser soportadas en el orden cau- 
sa lo y las eoiuun:*s por m tades; porque en el juicio aludido la 
act.ira obtuvo gen t tur: a a su favor y con costas, en primera y 
segunda instancias; sin que la Corte Suprema, al revocar, la 
haya condenado en ese sentido. 

Por estos fundamentos, fallo: desestimando esta demanda 
promovida por la sociedad comeré al colectiva Faguaga y Fer- 
nández contra la Nación sobre repetición ; costas por su orden 
y las comunes por mitades. — Oabrut fc\ Bajardi. 

Sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 
Ctvn*, Comercial y Penal Especial y en lo 
Contenciosoadsiinjstratiyo 

Buenos Aires, 13 de diciembre de lfl-Vl. 

V Latos estos autos caratulados: "Fagoaga y Fernández 
contra el Gobierno de la Nación sobre repetición", venidos en 
apelación por auto de fs. 184 vta., contra la sentencia de fs. 176 
a 178, el Tribunal planteó la siguiente cuestión: 

¿Es justa la sentencia apelada? 

Al respecto, el Sr. Juez Dr. Maximiliano Cónsoli, d\jo: 
Que contra ta sentencia del Sr. Juez a quo se han dedu- 
cido los recursos de nulidad y apelación. 

Evidentemente, el recurso de nulidad no procede porque 
no se han violado formas substanciales del procedimiento, ni 
incurrido en defecto procesal que autor" ce la anulación de las 
actuaciones. Por lo que el Tribunal no hace hipar al preindi- 
cado recurso. 

En cuanto a la apelación deducida, cabe observar que la 
sentencia se basa exclusivamente en el fallo de la Corte Supre- 
ma de fecha 7 de mayo de 1953. que se registra en el t. 225, 
pás. 502 a 510 vta. y por entender que se trata de las mismas 
cuestiones articuladas, tanto en el fallo preindicado. como las 
quj se debaten en el presente juic'o. 

Considero que el Sr. Juez a quo ha incurrido en error de 
apreciación al colocar amibas situaciones jurídicas en un mismo 
pie de similitud e igualdad. 

En efecto, bastará recordar dos consideraciones formuladas 
por la mayoría de las m'embros de la Corte, para dejar esta- 
blecido que el recargo de un peso moneda nacional por atado 
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de naipes, cobrado por la Dirección (ícneral Impositiva, en la 
causa de referencia ha sido legitimado como pago de derechos 
aduaneros antes de la efectiva incorporación del artículo ex- 
tranjero al mercado interno de consumo. 

Al respecto dijo la Corte: *'La ímportac'ón como hecho 
económico cierto no ha de considerarse perfeccionado y concluí- 
do con et pago de los derechos aduaneros correspondientes, pues, 
para que aquélla se verifique realmente, es menester la material 
introducción de la mercadería al país, la positiva incorporación 
del artículo extranjero al mercado interno de consumo o de 
valores, para lo cual resulta indispensable la salida efectiva del 
producto de la jurisdicción aduanera, luego de cumplidas todas 
las formalidades y exigencias lépales", 

"Dentro de estas últimas hállase el impuesto previsto en 
el art 156, inc. 2*, del T. O. ya mencionado que grava a los 
naipes extranjeros, cuyo importe debe ser pagado inexcusable- 
mente, según lo preceptúan los arts. 2, 4 y 6 de la ley de la 
materia, cuando ta mercadería se halla aún en los depósitos 
fscales o cuando menos a la salida de éstos, vale decir, antes, 
y no después, de verificarse la importación o al tiempo de 
efectuarse esa introducción al mercado consumidor" (Palios: 
225, 504). 

En el escrito de demanda la acto ra puntualizó que la can- 
tidad que repetía provenía de paipes que habían abonado el 
impuesto correspondiente a la ley 11.252, vigente eu el mo- 
mento del pago. Recalcando que: "por haber salido de la ju- 
risdicción aduanera con la conformidad de impuestos internos» 
esos naipes, en el instante de su intervención, hallábanse en 
libre circulación comercial, por imperio de las leyes vigentes 
que rigen la forma, oportunidad, lugar y escala del pago de 
impuestos internos a los naipes". 

El decreto 18.235 del 31 de d'ciembre de 1943 aumenta 
la tasa fijada por la ley 11.252, obligando a los importadores 
a pagar el nuevo impuesto a partir del 1* de febrero de 1944, 
otorgando nn plazo hasta el I o de junio de dicho año, para que 
los naipes en circulación comercial con impuesto menor pudie- 
ran ser habilitados con valores fiscales cubriendo la d ferencia. 

La mercadería una vea salida de la aduana y abonados los 
derechos de importación y los impuestos internos correspon- 
dientes ha entrado en la circulación comercial del país, es mer- 
cadería nacionalizada y como tales, aunque fueran productos 
foráneos adquieren un tratamiento de 'gna'dad, del punto de 
vista impositivo» con relación a los artículos nacionales, 

Pero auu cuando se discrepara, del punto de vista eonsti- 
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tueional, respecto de dicha igualdad, en razón del distinto ori- 
gen del producto, en el presente caso, aquélla es obl gritona 
por disposición del art II del Convenio Comercial con los Es- 
tados Unidos de Norte América, ratificado por la ley 12.741, 
promulgada el 10 de julio de 1942. 

En el caso de autos, se han completado todas las etapas 
que autorizan a considerar cumplidos plenarm-nte los trámites 
de la importación. No solamente se han hecho efectivos los de- 
rechos aduaneros, a na que la firma recurrente abonó el im- 
puesto interno vigente y retiró la mercadería de los depositas 
fiscales 

Por el informe del Ministerio de Relaciones Exteriores se 
ha acreditado que el "Convenio Comercial suscripto con los 
Estados Unidos de América el 14 de octubre de 1!»41. está en 
vigor desde el 8 de enero de 1943" (fs. 150). 

Siendo la vigencia del referido Convenio Comereial el res- 
paldo de la igualdad en el tratamiento impositivo, que m-lama 
la actora, estimo que las demás cuestiones pasan a un orden se- 
cundario, que en nada puede afectar los extremos que persigue 
la demanda. 

En consecuencia, doy mi voto por la negativa a la cuestión 
propuesta. 

El Sr. Juez Dr. Abelardo J. Montiel y el Sr. Juez Dr. 
Romeo Fernando Camera, adhirieron al voto precedente. 

* mérito del Acuerdo que antecede, se revuea la sentencia 
apelada, mandando devolver a la firma Fngoaga y Fernandez 
Saciedad Colectiva, la suma de $ 33.870 m/n., que deberá abo- 
nar el Gobierno de la Nación, con más los ■intereses devengados, 
desde la fecha de notificación de la prest-nte demnmta y las 
costas de ambas instancias que también se declaran a sn carffo. 
— Abelardo Jorge Montiel. — Borneo Fernando Comerá. 
ximiliano Consoli. 

m 

Dictamen del Procuiiador Ge señal 

Nuprema Corte i 

Hallándose en juego la interpretación de nonna* 
federales, y el aleanee de doctrina de V. E. que ha sido 
aplicada en el fallo recurrido, pienso que el remedio 
federnl es procedente. 
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En cuanto al fondo del asunto, el Gobierno de la 
Nación actúa por intermedio de apoderado especial, el 
que ya ha asumido ante V. E. la intervención que le 
corresponde (fs. 220). Buenos Aires, 30 de marzo de 
1955. — Carlos G, Delfino. 

Y ALIA) DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de mayo de 1955. 

Vistos los autos: "Fagoaga y Fernández c/ Go- 
bierno de la Nación s/ repetición'*, en los que a fs. 213 
se ha concedido el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que la demanda procura la devolución de la suma 
de $ 33.870. — m/n. que habría abonado en concepto 
de diferencias de impuestos pagados con arreglo al 
decreto 18.235 de 31 de diciembre de 1943 sobre naipes 
extranjeros, sosteniendo que éstos fueron importados 
con anterioridad a las fechas de vigencia establecidas 
en aquel decreto, habiendo satisfecho en oportunidad 
de su introducción los derechos aduaneros y el impues- 
to interno entonces en vigor correspondiente a cada 
una de las partidas intervenidas en 2 de febrero y 24 
de abril de 1944, etc. 

Que esos hechos fueron negados por la demandada 
a fs, 23, y la precisa valoración de la prueba, aporta- 
da por la actora a tal fin, no ha sido objeto de mención 
en ninguna de las sentencias pronunciadas a fs. 176 y 
201 en las instancias anteriores, no obstante las obser- 
vaciones formuladas al respecto por la Administración 
de Impuestos Internos a fs. 169, que nuevamente las 
destaca en su memorial ante esta Corte Suprema a fs. 
220, señalando la omisión e insistiendo en que el pro- 
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nunciamiento recurrido adolece de la deficiencia apun- 
tada al extremo de no discriminar en manera alguna ios 
hechos y su demostración conforme a la prm ha de autos, 
n sí como las fechas en que el impuesto interno fué abo- 
nado por cada partida de las que integran ías inter- 
venciones de 2 de febrero y 24 de abril» en orden a las 
fechas señaladas en los arts. 2° y 3 o del decreto 18.235/43. 

Que también se ha invocado por la acto ra la exis- 
tencia de tratados celebrados entre la República Ar- 
gentina y los Estados Unidos de Norteamérica y Espa- 
ña que, respectivamente, contienen cláusulas que con- 
templarían el tratamiento a que deben someterse las 
partidas de naipes provenientes de cada uno de esos 
países, sin que la sentencia haya efectuado esa indivi- 
dualización relacionándolo con las correlativas situa- 
ciones legales aludidas. 

Que las omisiones precedentemente puntualizadas 
privan a la sentencia de fundamento en los hechos de 
la causa, cuyo examen con arreglo a las constancias 
de autos es indispensable para la concreta solución del 
pleito. Es así aplicable al presente caso la doctrina de 
Fallos: 221, 237; 228, 161 y 279; 229, 860. 

Por estos fundamentos, habiendo dictaminado el 
Sr. Procurador General, se deja sin efecto la sentencia 
recurrida de fs. 201. Devuélvase el expediente al tribu- 
nal de procedencia para que, por la Sala que corres- 
ponda, se dicte nuevo pronunciamiento conforme a lo 
dispuesto por el art. 16, 1* parte, de la ley 48 y a lo 




Rodolfo G. Valenzuela — To- 
más D. Casares — Felipe 
Santiago Pérez — Atilio 
Pessaoko — Luis K. Lonkhx. 
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PAOOAGA Y FERNANDEZ v. NACION ARGENTINA 

JURISPRUDENCIA . 

Corresponde confirmar la sentencia one desestima la de- 
manda por repetición de impuestos internos, funda la en 
la jurisprudencia obligatoria de ta Corte Suprema estable- 
cida en juicio entre las mismas partes y por ¡¡niales moti- 
vos, cuya analogía ecn el presente admite el ape!ant\ -íi n;i 
existen hechos diferentes a los examinados entonces ni 
cuestiones lépales nueras que autoricen la revisión de acue- 
lla jurisprudencia 

CONSTITUCION NACIONAL: Constit nrionnlidad r inconstitucional 
Udad. Decretos nado miles. Impuestos internos. 

No es víolatorio de la igualdad constitucional ni del tra- 
tado comercial con Estados T 'nidos de América aprobado 
por la ley 12.741. el cobro del impuesto establecido para los 
naipes extranjeros por el decreto nacional n 9 18.233 /43, 
efectuado con respecto a los procedentes del mencionado 
país antes de que hubieran salido efectivamente de nues- 
tra Aduana, o sea antes de verif carse su importación, en 
cumplimiento de lo dispuesto por las respectivas normas 
lépales (*). 

RECURSO EX TRA OR DI XA RIO: Requisito* propios. Cuestiones no 
federales. Interpretación de normas locales de procedimientos. 

Lo relativo a la imposición de costas en las instancias an- 
teriores es ajeno al recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Cottas. 

Las costas del recurso extraordinario deben ser soportadas 
en el orden causado. 



(i) Í6 df mayo. 
(3) Fallo*: 225, 493. 
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CASIMIRO SALVADOR GAL ATI 

RECCRSQ EX TRA ÜRliJ X A RIO: Rrq»i*Íto* propio». CUc*ti6n fé- 
d*r,tl CnettiomtS federa!?* simple*. Interpretación de la* lei/e* /«- 
tlrrtjifi. 

Procede eí rcetirsu extraordinario contra la sentencia que 
desconoce el derecho ilel recurrente fundado en las leyes 
11.281 y 12.064 y en las ordenanzas de Adriana. 

RSCVRSO E^TRAORDIÍfABIO: Requisito* propio*. Cuestiones no 

Lo relativo a la confian ración del delito de contrabando 
debe resultar de las prueba* que se apnrtcn n los autos, 
cuya apreciación incumbe a los jueces de la causa y es 
irrevísible en la instancia extraordinaria. 

ADUASA: Infracción**. Contratando. 

La pena de comiso, «pie importa la pérdida tic la mercade- 
ría, sólo se aplicfl en caso de configurarse el delito típico 
d*> contrabando. En Itw demás casos en que correspondiera 
establecer dicha pena, con fu r me ¡i la ley y a las ordenan* 
zas de aduana, el fallo deberá substituirla por una multa 
ipual al valor de la mercadería, salvo lo dispuesto en tos 
arts. 1036 y 1037 de las 00. de Aduana. 

A D VA XA : Penalidades. 

La faeultad de atenuar las sanciones a (pie almle el art. 
1036 de las < >0, de Aduana, a'eanza a todas las penalida- 
des enunciadas en los arts. $*Mi a 1034 de las mismas. 



Resolución' de la Aduana 

Buenos Aires, 31 de agosto de 1049. 

Vistos: El parte de fs. 1. por el que se da Cuenta de la 
infraceióu eometidn por el pasajero de tercera clase del vapor 
"Xyassa". D. Casimiro Salvador Calatí* y 
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Considerando : 

Que en prueba de la infracción que se denuncia, el em- 
pleado interviniente acompaña el acta de fs. 3, debidamente 
suscripta por el pasajero, donde se deja constancia que al pro- 
cederse a la rev:sación deJ equipaje presentado n despacho como 
conteniendo efectos personales se pudo comprobar que, en dos 
de los bultos se conducía, en sendos doble-fondos la mercadería 
que ha sido materia de denuncia; estableciéndose al mismo 
tiempo que con anterioridad a la verificación, preguntado el in- 
teresado si conducía artículos sujetos al pago de derechos, con- 
testó en forma negativa. 

Que llamado a tomar intervención en autos, el encausado 
expresa que : el doble fondo que presentan los bultos denuncia- 
dos obedecen a razones de seguridad en el transporte, pero no 
con el fin de eludir la fiscalización de las autoridades aduane- 
ras, agregando que se trata de mercaderías adquiridas en su 
país de origen con el producido de la venta de bienes, inversión 
a que se v;ó obligado en virtud de la imposibilidad de poder re- 
tirar dinero en efectivo. 

Que los extremos alegados pretendiendo demostrar la falta 
de intención dolosa, no pueden llegar a mejorar la situación 
planteada, desde que aún admitiendo las razones que se invocan 
para justificar ta forma de acondicionamiento que presentan 
los bultos, resulta inadmisible aceptar que la mercadería no 
haya sido declarada en oportunidad de requerírselo el empleado 
fiscal por desconocimiento del idioma castellano, ya que, aparte 
de la inconsistencia de tal argumento, lógico es suponer que el 
pasajero debía considerar, frente a la cantidad de efectos con- 
ducidos, que los mismos no podían ser introducidos al país sin 
la correspondiente intervención fiscal. 

Que ante tal estado de cosas, forzoso es reconocer que ha 
existido por parte del pasajero un deliberado propósito de elu- 
dir el contralor fiscal, circunstancia que hace que se haya confi- 
gnrudu el caso traído a estud.o en la infracción prevista por 
el art. ¿8 de la ley de aduana (T. O.), atento la forma de acon- 
dicionamiento en que fué presentada a despacho la mercadería, 
por lo que corresponde imponer la pena de comiso que pres- 
cribe el art. 1026 de las OO. de Aduana, concordante con lo 
previsto en el art. 108 de la ley 12.964. 

Por ello y disposiciones legales citadas ; 

Se resuelve : Comisar la mercadería denunciada. 
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El importe del producido de la pena impuesta, deberá in- 
presar a lientas Generales conforme con lo dispuesto en el 
art. 120 de la ley 12.964. 

Reconocer con carácter de denunciante y aprehensor al 
empleado I>, IVdro Luis Colombo (n* de cobro 1132), a los 
efectos previstos en el art. 130 de la ley 12.964. — Mario Oían- 
tico. 



Vistos y considerando : 

Que la Aduana de la Capital por resolución de fs. 26 im- 
puso a Casimiro Salvador Galati. de acuerdo a lo dispuesto en 
el art. 1026 de la» OO. de Aduana, el comiso de la mercadería 
descripta en fa planilla de fs. 32, por considerar que la forma 
en que el sumariado la conducía en su equipaje ha sido con el 
acción penal contra el nombrado Galati por el delito de con- 
figura el caso previsto por el art. 68 de la ley de aduana (T.O.1. 

Que apelada dicha resolución y luego de haber alegado 
las partes sobre las eonstanc'as administrativas, el Juzgado 
dispuso como medida para mejor proveer la agregación por 
cuerda floja del proceso por el delito de contrabando incoado 
contra Casimiro Salvador Galati por el mismo hecho. 

Que en la causa nervada se ha declarado prescripta la 
acción penal contra el nombrado Galati por £l delito de con- 
trabando, lo que implica que no puede reverse ya su culpabi- 
lidad o falta de culpabilidad en el referido delito y, en con- 
secuencia, no puede en el presente caso imponerse la sanción 
del comiso que la disposición del art. 108 de ta ley 12.964 li- 
mita expresamente a los casos de delito típico de contrabando. 

Que en cuanto al hecho en sí, es indudable que no sólo 
hubo ocultación de la mercadería sino que además la misma 
no fué declarada en oportunidad de requerirse su declaración, 
todo lo cual implica una infracción aduanera que corresponde 
ser penada. 

Por lo expuesto: oídas las partes y teniendo en cuanta 
lo dispuesto en el art. 1025 de las OO. de Aduana y 108 de 
la ley 12.964, fallo: condenando a Casimiro Salvador Galati 
a pagar una multa igual al valor de la mercadería en cuestión, 
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sin perjuicio de lo qu? oí Fisco corresponda, con costas, quí- 
dam lo a^í nmri f icaria la resolución ariministrativa rie fs. 26. — 
Miguel Vigilóla. 



S'CIA DE LA CÁMARA 

en u> Civil, Comercial y Penal Especial v en lo 

CONTENCIOSOADMIMSTBATIVO 

t 

9 rie diciembre de 1!)34. 



Que el pasajero Casimiro Salvador Oalati, en el acto de 
revisación de su equipa j\ declaró que no traía efectos sujetos 
al pago de derechos aduaneros. Habiendo las autoridades 
aduaneras constatado entre sus bultos dos cajoncitos de doble 
fondo conteniendo relojes, pulseras, navajas de afe tar, mallas 
de cuero y de metal, decomisó la mercadería. Sometido a 
proceso el prenombrado por el delito de contrabando, su causa 
terminó declarándose prescripta la acción penal. 

El Sr. Juez a quo, en atención a la circunstancia prein- 
d icaria, redujo la pena de comiso de la mercadería por la de 
una multa equivalente al valor de la misma. 

En el sumario median explicaciones suficientes de parte 
de Galatí para atenuar la pena, por una parte; y T por otra, 
eon dicha substitución la renta fiscal no sufre perjuicio al- 
guno. 

Por ello, el Tribunal considera procedente ratificar el 
pronunciamiento de primera instanc a. 

En su mérito, se confirma, con costas, la sentencia apelada 
de fs. Í59 y vta. — Abelardo Jorge Moni id. — Maximiliano 
Consoli. — Romeo Fernando Cámera. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

Hallándose en juego la interpretación de normas 
federales, el recurso extraordinario interpuesto a fs. 
83 es procedente, de acuerdo con lo que prescribe el art 
ine. 3% de la ley 48. 
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En cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional 
actúa por intermedio de apoderado especial, el que ya 
ha asumido ante V. E. la intervención que le corres 
pondo (fs. 91). Buenos Aires, 30 de marzo de 19ím. — 
Cavíos G. Delfim* 

■ 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de mayo de 190.1. 

Vistos los autos: "Gala ti, Casimiro Salvador — 
Aduana Exp. 412.413/49" en los que a fs. 86 se lia 
concedido el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que la sentencia de fs. 81 confirma la de primera 
instancia de fs. 59, imponiendo a Casimiro Salvador 
(3a la ti una multa igual al valor de la mercadería que 
fuera materia del contrabando que se imputó al nom- 
brado, y no la de comiso, porque, si bien la ocultación 
de aquélla aparece reconocida por el infractor, en cam- 
bio, la concreta determinación de la prueba de la tipi- 
cidad del contrabando requerida por el art. 108 de lu ley 
lií.9f;4 en su primera parte resulta impropia, luepjo del 
sobreseimiento definitivo por prescripción de la acción 
penal, que se dictó en la causa criminal respectiva y 
que corre por cuerda separada. El representante del 
Fisco Nacional ha interpuesto recurso extraordinario 
sosteniendo que de la prueba glosada a los autos aque- 
lla tipicidad resulta plenamente acreditada y por tanto 
la sanción que correspondería aplicar es la de comiso, 
pues la ocultación en dobles fondos se halla prevista en 
el art. 68 de la ley 11.281 y la sanción debe ser, dice, 
la del art. 1026 de las 00. de Aduana, ya que el comiso, 
añade, como pena única c inalterable no admite atenúa- 
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(Monos, todo lo cual ha sido desestimado por el fallo 
que así contraría la inteligencia que el recurrente atri- 
buyó, durante la secuela del juicio, a los artículos men- 
cionados y sus concordantes, así como a la del art. 49 
de la ley .12,964, 

<¿ue, desde luego, la típica configuración del delito 
de contrabando, debe resultar de la prueba que, del he- 
cho y sus modalidades se aporte a los autos y es obvio 
que la apreciación de todo ello es materia que incumbe 
u Ion jueces de la causa conforme al art. 49 de ln ley 
12.ÍMJ4 y jurisprudencia de esta Corte Suprema y ex- 
traña al recurso extraordinario, de suerte que las con- 
sideraciones de la sentencia al respecto, así como la re- 
ferencia a que, "En el sumario median explicaciones 
suficientes de parte de Gala ti para atenuar la pena", 
resultan irrevisibles en .esta instancia. EUo es tanto más 
procedente, cuanto que la pena de comiso, que importa 
la pérdida de la mercadería, se aplica únicamente en el 
caso de configurarse el delito típico de contrabando del 
art. 1036 de las 00. de Aduana y 68 de la ley de Aduana 
(T. O.), eomo lo dice el art. 108 de la ley 12.964, pues "en 
cualesquiera otros casos en que a mérito de lo pros- 
cripto en las Ordenanzas, ley de Aduana y demás dis- 
posiciones complementarias, correspondiera establecer 
la pena de comiso, al dictarse el respectivo fallo deberá 
sor reemplazado por una multa igual al valor de la 
mercadería, salvo que proceda hacer uso de la facul- 
tad que confieren los arts. 1056 y 1057 de las 00. de 
Aduana", según lo preceptúa también la disposición 
indicada al comienzo. 

Finalmente cabe añadir que en Fallos: 195-, 92, se 
ha establecido que la facultad de atenuar las sanciones 
a que alude el art. 1056 de las 00. de Aduana, alcanza 
a todas las penalidades enumeradas en los arts. 896 a 
1034 de las 00. de Aduana dentro de las cuales hál'asc, 
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coinu es obvio, el art. 1026 aludido por el recurrente. 

Por estos fundamentos, se confirma la sentencia 
de fs. 81 en cuanto pudo ser materia del recurso ex- 
traordinario. 

Rodolfo O. Valenzuela — To- 
más D. Casares — Fkijpu 
Santiago Pérez — Atilio 
Pessaoxo — Luis Ií. Lr-Nom. 



MAURA Y COLL v, NACION ARGENTINA 

UFXUP.SQ EXTRAORDINARIO: Requisito» propio*. Cuestión fe- 
deral Cuestiones federales simple*. Interpretación de las letfes fe- 
derales* 

* 

Procedo el recurso extraordinario contra la sentencia que 
desconoce el Horcón iW recurrente, fundado en los arts. 
129 y 352 de las 00. Aduana. 

ADUANA: Importación. Aforo. 

Tratándose de mercadería no incluida en la Tarifa de 
Avalúos, los derechos aduaneros de importación deben li- 
quidara conforme al valor dec'arado por el importador 
y justificado con las facturas originales. 

ADUANA: Importación. Derechos adicionales. 

El importador que ha incurrido en error material de 
cálculo al convertir en moneda nacional el valor de la 
mercadería expresado en moneda extranjera, motivando 
que la Aduana liquidara y percibiera una suma mayor 
que la deb'da por derechos de importación, adicionales y 
servicios, tiene derecho a repetir lo pagado en exceso, si 
no existe euest ; ón alguna acerca de la exactitud de lo 
decóralo y verifícalo en cuanto a cantidad, calidad y 
especie de la mercadería importada. 
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SENTENCIA DEL A VEZ NACIONAL EN LO ClVlL 

y Comercial Especial 

Buenos Aires, 15 de octubre de lí>->3. 

Y vistos, para sentencia, los de la causa promovida por 
la soeiedHd comercial colectiva Maura y Coll contra la Nación 
sobre repetición ; y * 

Resultando ! i 

1) Que, a fs. 5 y fs. 73 vta., la aetora reclama devolu- 
ción de $ 2.608,85 ra/n.; exige iutcr/escs ; pide costas. Dice: 
a) que al documentar una importación, al hacer la conversión 
del valor de dólares a pesos oro. incurrió en error; b) que, 
por ese motivo, papó por derechos una suma mayor que la 
que correspondía; c) que tiene derecho a repetir conforme a 
los arte. 426. 427, 430. 433 de las 00. y art. 43 de la lev de 
aduana (T. O.). 

2) Que, a fs. 58, la demandada pide se rechace la ac- 
ción, con costas. Dice: a) que reconoce los hechos; b) que 
tratándose de un despacho ya salido de la aduana, no es ad- 
misible ninpíin reclamo; e) que los textos citados por la ae- 
tora se refieren a errores que cometa la aduana y t por tanto 
son inaplicables; pues este caso se rige por los arta. 129, 134, 
148 y 434 de las 00. 

ti 

Considerando ¡ 

I) Que los arts. 120. 134. 148 y 434 de las 00.. se refie- 
ren, clara y concretamente, a los problemas que puedan sus- 
citarse, por diferencias entre lo manifestado y lo verificado 
en calidad ó en cantidad, por el aforo, avería, falta, merma, 
robo, pérdida "o cosa semejante" (sic; art. 148). 

En autos no se trata de ninguna de esas hipótesis, ni de 
nada ''semejante", sino de un simple error; y eomo ese error 
no tiene referencia cualitativa ni cuantitativa con la merca- 
dería nacionalizada, ni se refiere a aforo, avería, perdida, 
falta, merma ni robo, es transparente que las normas citadas 
no son aplicables a la especie; máxime cuando, al invocarse 
para denegar un derecho, a la manera de penalidad, su apli- 
cación ha de ser restrictiva y, por principio elemental, sólo 
a loa casos enumerados por la ley en resguardo del derecho 
del fisco. 
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II 1 Que el caso de auton es uno de los previstos en el 
art. -127 de las 00.; porque se trata de un error que no se 
refiere a la mercadería importada; porque resulta de la do- 
cumentación de despacho, sin neeesidad de que se produzea 
otra prueba; y porque e» tan evidente que la demandada ha 
reconocido ose error al contestar la acción (fs. 58 vta,) : de tal 
manera, no se advierte que pueda obstar a la devolución de lo 
papado por error. Tal es la solución que la Corte Suprema ha 
arbitrado en otra causa de ajustada similitud con la de autos 
(183,7,1). 

UH Que. aunque ya fuera innecesario, las earacterís- 
tii-as del caso obligan la reflexión de que. aun en ausencia de 
disposiciones especiales, la procedencia de la repetición esta- 
ría impuesta por el derecho común (art. 784 y siptes. del 
Códipo Civil); pues se trata, en realidad, de un error qne 
no tiene ni pudo tener influencia con respecto a la materia 
aduanera enn^'Muda por el despacho de ln mercadería ni, en 
consecuencia, puede ser comprendido en cláusulas especiales 
más severas, dictadas para evitar el desmedro de la recauda- 
ción ■ w trata de un error que tanto pudo ocurrir en la aduana 
como en cualquiera otra repartición oficial o comercio pri- 
vado ; y no ha de ser la casualidad del hipar lo que quite, a 
quien papó por error, e! derecho a repetir ; lo que violaría el 
principio que veda el enriquecimiento sin causa. 

IV) Que la suma que corresponde devolver ha sido fi- 
jada, por la misma aduana, en $ 2.608.85 m/n. (fs. 60) 

Por estos fundamentos, fallo: declarando que la Nación 
debe devolver, a la sociedad comercial colectiva Maura y Coll, 
la suma de $■ 2.608,85 m/n. y sus interese* desde la notifica- 
ción de la demanda; con cosías, — Gabriel E. K.imnh. 



Skntení i a ni; la Cámara Nacional de Apelaciones 
es* lo Civil. Comercial y Penal Especial y en lo 
Contencioso administrativo 

Buenos Aires. 13 de diciembre de 1054. 

Vistos estos autos caratulados " Maura y Coll contra el 
■ Hibierno tic la N'aeión sobre repetición'*, venidos en apelación 
•w auto de fs. 8:t vía., contra la sentencia de fs. 81 a 82 vta.. 
planteóse la sipuiente cuestión : 

¿Es justa la sentencia apelada! 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



457 



El Si\ Jaez Dr. Maximiliano Cónsoli, dijo: 

Que el actor incurrió en error, a raíz de documentar una 
importación, eonvirtiendo el valor de dólares a pesos oro; 
y abonando* en consecuencia, indebi d» mente una suma mayoi% 
cuya diferencia por el presente juicio reclama. 

La aduana negó que el aetor tuviera derecho a repetir 
suma alguna, en razón de que tratándose de un despacho ya 
salido de la aduana, no era admisible ningún reclamo. 

En el exp. adni. — fs. 35 — la Dirección General de Adua- 
nas reconoce que: "en las informaciones y constancias produ- 
cidas se prueba en forma indubitable que, tal como se sostiene 
al valor C1P u$s 2,689,12, según el tipo de cambio vigente 
a la fecha de presentación del despacho, correspondía o$s 
4.771,30 y no o$s 7.362, como se manifestó, haciéndose variar 
de ese modo el monto que sirve de base para la liquidación 
de los derechos que ese artículo no tari fado debió en princi- 
pio tributar". 

Al contestar la demanda judicial el representante legal 
de la aduana manifestó, a fs. 58 vta.: "Reconozco la existen- 
cia del despacho que motiva esta acción e igualmente !a efec- 
tividad del pago en la extensión espresada en la demanda". 

"Admito igualmente por cuanto así se desprende de los 
informes corrientes a fs. í», 12 y 20 del exp. adra., que el va- 
lor CIF de 2.689,12 dólares, en consideración al cambio del día 
en que se documentó la mercadería, correspondía la suma de 
i 4.771,30 o/s en lugar de $ 7.362 o/s que se comprometió 
en el docnmento de despacho". 

"Pero a pesar de ello, niego el derecho al reintegro que 
persigue la aetora". 

La aduana basa su denegación de derecho en lo dispuesto 
por el art. 148 de las 00. que estatuye que: "Después de 
despachado, aforado y entregado un artículo, la aduana *no 
admitirá reclamo sobre aforo, calidad, avería de la merca- 
dería, falta, merma, robo, perdida o cosa semejante". 

Desde luego, basta la lectura del texto preindicado, para 
inferir que dicha disposición no enfoca la cuestión sub-Hte. 

Iface ya casi tres lustros que el Dr. Carlos A. Ferro, 
hI reproducir las 00. de Aduana en su libro titulado Proce- 
dimiento administrativa penal en materia aduanera, anotó al 
margen del art. 148 de las mismas que: "El art. 148 no obsta 
a las reclamaciones que se formulan después del retiro de las 
mercaderías cuando no se discute su calidad y especie" (Cám, 
Fed. de la Cap., abril 24 de 1042: La Ut¡, t. 26, p. 608 v 
Í. A, t. 63, p. 770). 
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"Este artículo no impide que una vez despachadas las 
mercaderías por la aduana sin divergencias respecto a ja ca- 
lidad o especie, se reclame sobre el afora que se considera 
injusto, y que fué pagado bajo protesta" {Corte Suprema, 
26" de agosto de líi:i6: J..A., t 55, p. 'Mi). 

"Tampoco impide a los particulares reclamar lo que si- 
les hubiera cobrado injustamente, cuando no media la posibi- 
lidad que en tales supuestos se tiende a evitar, a saber, la im- 
practicabilidad de la comprobación del mal aforo, calidad, etc., 
de la mercadería después tic la entrega de las mismas" (C. S., 
15 de febrero de 1039; La Ley, t. 14, p, 175). 

riteriormente tanto esta Cámara, como la Corte Suprema 
han declarado procedentes los juicios de repetición motivados 
por errores que no están relacionados con el manifiesto adua- 
nero, dado que su viabilidad está respaldada por los arts, 426, 
427, 430 y 4Ü3 de las 00. de Aduana. Particularmente esta ul- 
tima disposición autoriza tanto a la aduana como a tos comer- 
ciantes para reclamarse recíprocamente por los errores de 
cálculo cometidos. 

Encuentro, pues, que el pronunciamiento del Sr. .Juez a quo 
haciendo lugar a la devolución de S 2.608,85 m/n. y sus inte- 
reses desde la fecha de notificación de la demanda, con eos- 
tas, se ajusta a derecho. 

En consecuencia, voto por la afirmativa a la cuestión pro- 
puesta. 

El Sr. Juez Dr. Abelardo J. Montiel, adhirió a) voto 
precedente, como también el Sr. Juez Dr. Romeo Fernando 
' Camera. 

A mérito del Acuerdo que antecede, se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de fs. 81 a fs. 82 vta. — Abelardo 
Jorge Montiel. — Maximiliano Üonsoli. — Romeo Fernando 



Suprema Corte : 

Rl recurso extraordinario interpuesto a fs. 98 e.« 
procedente por bailarse en jue^o la interpretación de 
uonnas federales (art. 14 t ine, 3*, de la ley 48). 

En cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional ac- 
túa por medio de apoderado especial, el que ya ha asu- 
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mido ante Y. E. la intervención que le corresponde (fs. 
107). Buenos Aires, 30 de marzo de 1955. — Vatios G. 
Dvlfitto. 

s 

FALLO PE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 26 de mayo de 1955. 

Vistos los autos: "Maura y Coll c/ Gtfbierno de la 
Nación s repetición *\ en los que a fs. 101 se ha con- 
cedido el recurso extraordinario. 

Considerando: 

Que la sentencia de fs. 05 hace lugar a la demanda, 
disponiendo que el Gobierno de la Nación reintegre a 
la actora el importe del exceso que ésta abonó' al satis- 
facer los derechos de importación de las mercaderías 
a que las actuaciones se refieren, y que proviene del 
error en que incurrieron al convertir a moneda argen- 
tina el valor en dólares que correspondía a aquéllas. 
La demandada ha interpuestp recurso extraordinario 
sosteniendo que, como ese error, que reconoce ser exac- 
to, figuraba en el manifiesto aduanero y éste es inal- 
terable conforme a los arts. 129, 352 de las Ordenanzas 
de Aduana, la decisión recurrida que contraría estos 
preceptos autoriza la deducción del mencionado re- 
curso. 

Que se trata de mercadería no incluida en la Ta- 
rifa de Avalúos, de modo que los derechos aduaneros 
de importación se han debido liquidar teniendo en cuenta 
ei valor declarado por los importadores y justificado 
con la presentación de las facturas originales, tal co- 
mo lo dispone el art. 25 (T. O.) de la ley de aduana {14 
de la n' 11.281) y su correlativo 134 de las 00. de A. 

La manifestación previa formulada al efecto con- 
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tiene, así, no sólo ese requisito, referido a la documen- 
tación comprobatoria y que también se acompaña, sino 
todos los pormenores exigidos por el art. 104, en cuanto 
a cantidad, calidad y especie de la mercadería. Acerca 
de la exactitud de todos esos factores no ha mediado 
reparo ni gimo en la verificación, de manera que no se 
ha incurrido en diferencias de las aludidas en los arts. 
I2& KU, 853 y 353 de las 00. de A. 

La basé de la reclamación que motiva este juicio 
hállase constituida exclusivamente por un error de cál- 
culo cometido ai efectuar la operación aritmética que 
demandó la conversión a moneda nacional, como se ha 
di dio, del positivo valor de la mercadería acreditado en 
la respectiva factura, expresado en moneda extranjera. 
Y tal red limación hállase plenamente autorizada por los 
arts, 426 a 4:i:i de las 00. de A. 

Por estos fundamentos y los pertinentes de la sen- 
tencie, apelada, y habiendo dictaminado el Sr. Procura- 
dor General, se la confirma en cuanto lia sido materia 
del recurso extraordinario. 

Konoi.FO G. Valenzuela — To- 
más D. Casares — FELtr-E 
Santiago Pérez — Atilio 
Pessagno — Luis R. Loxghí. 

— 

ALBERTO LOPEZ MECATTI v. EM'ARDO M. POCCAIÍl> 

KECrKSO EXTRAORDINARIO: Iirqn¡*it<>* propio». Cuettionesno 
fedérate*. SfnffnWíM arhitmriu*. 

La ínter prefación y aplicación tic la-s leyes procesales in- 
cumbe a los jueces ordinarios ile la causa, principio que 
admite excepción cuando inedia frustración ilc un legíti- 
mo derecho federal, tal el caso en que se halle en juego 
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la tutela de la jurisprudencia obtiirattiria de la Corte Su- 
prema, establecida eon arreglo al art. 95 de la Constitu- 
ción Nacional. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propio*. Cuestionen no 
federales. Sentencias arbitraria*. 

Mediando un legítimo derecho federal, cual es el de la 
tutela de la jurisprudencia obligatoria de la Corte Su- 
prema, debe de jarse sin efecto, por ser frustratoria de 
aquél, la resolución de una cámara de apelaciones que 
teniendo por notificado por nota el pronunciamiento ape- 
lado de primera instancia, en el que se había dispuesto 
y hecho efectiva la notificación por cédula, declara ex- 
temporánea» en consecuencia, la apelación concedida. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

De acuerdo con lo resuelto a fs. 59 por el tribunal 
apelado la decisión (fs. 49) que mantuvo el embargo de 
que el recurrente se agravia sobre la base de lo dispues- 
to en el art. 37 de la Constitución Nacional (ver re- 
curso extraordinario de fs. G'2) ha quedado firme por 
babor sido interpuestos fuera de término los recursos 
de nulidad y apelación deducidos contra ella. 

En cuanto al agravio de indefensión que el recu- 
rrente imputa a la mencionada decisión de fs. 59, cabe 
observar que lo resuelto se funda en la aplicación de 
normas procesales (arts. 38 y 49 de la ley 11.924) cuya 
interpretación es ajena al recurso extraordinario. 

Opino T en consecuencia, que corresponde rechazar 
Ja precedente queja. Buenos Aires, 11 de abril de 1955. 
— Carlos G, Del fino. 
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Buenos Aires, 26 de mayo de 1955. 

Vistos los nutos: "Recurso de hecho deducido por 
el demandado en la causa López Mecatti, Alberto c/ 
Poccard, Eduardo M.", para decidir sobre su proce- 
dencia. 

Considerando : 

Que si bien es exacto que la interpretación y apli- 
cación de las leyes procesales incumbe a los jueces or- 
dinarios de la causa, se ha admitido desde anticuo la 
revisibilidad de tales resoluciones, en los casos en que 
ellas frustraran un legítimo derecho federal del recu- 
rrente. Y esa doctrina ha encontrado aplicación reciente 
para los supuestos en que estuviera en juego la tutela 
do la jurisprudencia obligatoria de esta Corte, esta- 
blecida con arreglo al art. 95 de la Constitución Nacio- 
nal —Fallos : 228, 288 y otros^. 

Que según resulta de los autos principales, elevados 
como informe — sentencia de fs. 49 — , el incidente nllí 
decidido versa sobre cuestiones análogas a las trata- 
das por esta Corte en el caso de Fallos: 229, 456. Y ese 
pronunciamiento de primera instancia dispuso la noti- 
ficación por cédula a las partes, cédula que fué efec- 
tivamente diligenciada como resulta del original de 
fs* 55. 

Que, en cambio, la resolución de la Cámara de Paz 
de fs. 59, tiene por cumplida una notificación por nota, 
y, en consecuencia, declara extemporánea la apelación 
de fs. 54, que el juez concedió — fs. 58 vía. — . 

Que así las cosas, el interesado, cuya actividad pro- 
cesal se ajustó n lo expresamente dispuesto y actuado 
en la cnusa, encuentra cerrado el acceso a la tutela por 
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esta Corte, de su jurisprudencia obligatoria, por una 
decisión imposible de prever, no comprendida en la ape- 
lación que dedujo y referente a nn punto que no afecta 
el orden públiqo, pues la ley autoriza a disponer la no- 
tificación personal fuera de los supuestos expresamente 
reglados —ley 14.237, art. 9—. 

Que en tales condiciones el recurso extraordinario 
deducido a fs. 60 ha debido concederse. 

Por ello y habiendo dictaminado el Sr, Procurador 
General, se declara procedente el recurso extraordina- 
rio deducido a fs. 60, 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto poí- 
no ser necesaria más substanciación : 

(¿ue de lo expuesto en los precedentes consideran- 
dos se desprende que la decisión de fs. 59, que declara 
improcedentes los recursos de apelación y nulidad inter- 
puestos para ante la Cámara de Paz, es frustratoria del 
legítimo derecho federal del apelante, a la decisión por 
esta Corte, de la aplicación de su jurisprudencia obli- 
gatoria. Debe, por tanto, ser dejada sin efecto. 

Por estos fundamentos se deja sin efecto la deci- 
sión apelada de fs. 59. Y vuelvan los autos al tribunal 
de la causa para que la Sala que sigue en orden de tur- 
no, dicte la resolución que corresponda sobre el fondo 
del incidente decidido en primera instancia a fs. 49, 

Rodolfo G. Valenzuela — To- 
más D. Casares — Felipe 
Santiago Péhez — Atilio 
Pessagno — Luis R. Lonopi, 
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MABEL NORMA CABRERA Y OTRA v. MARIA 
WINI2KY DE WINIZKY 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisita* propios. Cuestiones no 
federa}**. Interpretación de norman y actos comunes. 

Es cuestión común, ajena al recurso extraordinario, la 
referente a la aplicabilidari üV la ley 13.047 para deter- 
minar el sueldo de las profesoras de un conservatorio de 
música. No importa que se invoquen los arta. 30, 35 t 36 
j 37 de la Constitución Nacional, que carecen de relación 
directa con lo resuelto en la cansa ( l >. 



ARMANDO MANTEL DANE1ÍI v, ALEJANDRO 
VICENTE BEROALfLI 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propios. Relación di- 
recta. Normas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

La circunstancia de haberse declarado las excepciones de 
puro derecho no constituye agravio suficiente a la de- 
fensa como para fundar el recurso extraordinario, en 
tanto no se demuestre que esa solución es impropia a las 
circunstancias del caso e irrevisible en juicio ordinario ( 3 ). 



FEDERICO O. ME1ERKORI) v. EMPRESA LUCIANO 

R. PERRY 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no 
federales. Interpretación de normas y actos 

Son ajenas al recurso extraordinario las cuestiones refe- 
rentes a la condición de gente de mar atribuida al actor 
por la sentencia apelada para excluirlo de los beneficies de 

(O 26 de muya, Fallos; 213, 55; 216, 728; 220 t 686 ; 222, 117; 
224, 4^1>; i'ftUMi: " UurffO Texern, A. v. Hunco Comer? inl de Tgeumíiii 
i./ cobro de pesoa", f tillada el 3 de mayo de lí»55 p en pag. 361. 

(S) 26 de mayo. 
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la ley 12.921 (decreto 3&302/45) y a la remuneración que 
le corresponde 

RECURSO E XTRA ORDIXA RIO : Resolución. Límites del pronun- 
ciamiento. 

No corresponde que la Corte Suprema considere la pre- 
tendida infracción al art. 113 del Reglamento para la Jus- 
ticia Nacional que se invoca por primera vez en la queja 
por denegación del recurso extraordinario ( a ). 

.i. _ • .i 



ANTONIO Hl'ERTA Y ANGEL CUSTODIO GURREA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal. Preven- 
ción en la causa. 

Existiendo dudas acerca del lugar en que se habría come- 
tido el delito de «entrabando investigado, corresponde co- 
nocer del respectivo proceso al juez nacional que previno 
en la causa. 



Dictamen del Procurador General 

i 

Suprema Corte: 

De las constancias actuadas no surero con claridad 
el lugar donde se habrían cometido los hechos presumi- 
blemente delictuosos que se investigan. 

Por tanto, de conformidad con lo establecido en el 
art. 3(i del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
opino que corresponde solucionar el conflicto trabado 
en el sentido de declarar competente para conocer en 
autos al Juez que previno en la causa, o sea el Juez Na- 
cional de San Rafael (Peia. de Mendoza). Buenos Aires, 
17 de mayo de 1955. — Carlos O. Del fino. 

(1) 26 de mnyú. Fallo» : 213, 55; 210, 728; 220, 086; 222, 117; 
224, 472; 228. 681 y 741. * 

(2) Fallo»; 228, 87. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de mayo de 1955. 

Autos y vistos; considerando: 

Que, eomo dictamina el Sr. Procurador General» 
las constancias de autos no permiten determinar en for- 
ma exenta de dudas el lugar en que se habría cometido 
m el supuesto hecho delictuOíO que ha dado origen a este 
proceso. 

Que, por consiguiente, la contienda de competencia 
trabada entre los jueces de San Rafael y de Neuqucn 
debe ser decidida con arreglo a lo dispuesto por el art 
del Código de Procedimientos en lo Criminal (Pa- 
lios! 141, 333; 177, 476 y otros K 

Por ello se declara que el Sr. J\iez Nacional de San 
Rafael (Provincia de Mendoza) debe continuar cono- 
eiendo de este proceso. Remítasele el expediente y há- 
gase saber al Sr. Juez Nacional de Neuquén eu la for- 
ma de estilo, 

Rouilko G. Valenzi-ela — To- 
más D. Casares — Felipe 
Saxtiauo Pérez — Atilio 
Pessaüxo — Lns R LONGHI. 



BANCO DE LA NACION ARGENTINA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia nacional. Cém- 
,*<M pénale*. Delitos en prejuicio tle los hirtte* y renta* de la Nación 
ij de nm reparticiones autátquiem. 

Corresponde a la justicia nacional t»u lo penal especial de 
la Capital Federal — y no a la penal de instrucción— co- 
nocer del quinario instruido para establecer si el déficit 
observado en la caja de una agencia del Banco de la Na- 



DE JUSTIÍIA DE LA NACIÓN 



4tí7 



eión Argentina ct instituyo o no delito, pues el hecho afecta 
al patrimonio de dicha institución, sin perjuicio de la res- 
ponsabilidad civil <|ue pueda corresponder al empleado 
del banco a ipiien se le atribuye la falla. 

Dictamen: del Pitorra adou General 




Suprema Corte: 

La presente investigación sumarial tiene por obje- 
to determinar si el déficit de $ 100.000 m/n. observado 
el día 29 de octubre de 1954 en una de las cajas de la 
sucursal Nueva Chicago del Banco de la Nación Ar 
gen ti na, es debido a la comisión de un hecho delictuoso. 

Por tanto, conservando los actuales Juzgados Na- 
cionales de Primera Instancia en lo Penal Especial de 
la Capital Federal la competencia que tenían los ante 
riore» Juzgados Federales en lo Criminal y Correccio- 
nal — salvo las excepciones establecidas en el art. 43 
de la ley 13.998, modificado por el art. I 9 de la ley 
14.180— ninguna duda cabe, de conformidad con lo 
dispuesto en el art. 3 9 , iuc, 3*, de la ley 48, que debe 
reputarse competente para conocer del presente caso 
al Juez Nacional en lo Penal Especial, ya que de exis- 
tir delito el mismo habría sido perpetrado contra o en 
menoscabo directo de los intereses del Banco de la Na- 
ción Argentina (Fallos, entre otros: 175» 110; 195, 368). 

No modifica esta conclusión la circunstancia in- 
vocada en la resolución de fs. 38, de que conforme a los 
reglamentos del Banco la "falla" debe ser repuesta 
por el cajero que la registró, porque la posibilidad de 
que no exista delito no basta para otorgar competencia 
a la Justicia Nacional en lo Penal de Instrucción, ya 
que cualquier declaración al respecto corresponde al 
fuero que hubiera debido juzgar el delito de haberse 
efectivamente cometido. 
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Opino, en consecuencia, que el presente conflicto 
debe ser decidido en el sentido de declarar que debe 
seguir entendiendo del caso el Juez Nacional de 1* Ins- 
tancia en lo Penal Especial de la Capital Federal, Bue- 
nos Aires, 18 de mayo de 1955. — Carlos (?. Del fino. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

* 

Buenos Aires, 30 de mayo de 1955. 

Autos y vistos; considerando: 

Que sin perjuicio de la responsabilidad civil que 
pueda linee rse efectiva con respecto al empleado del 
Banco de la Nación por el déficit de cien mil pesos ob- 
servado en una de las cajas, es lo cierto que hasta aho- 
ra el hecho que se investiga aparece perjudicando al 
patrimonio de aquella institución y que, por consiguien- 
te, corresponde a la justicia nacional en lo penal espe- 
cial conocer del sumario tendiente a establecer si aquél 
constituye o no delito (ley 48, art 3, inc. 3*; Código 
de Procedimientos en lo Criminal, art. 23, inc. 3*; Fa- 
llos: 175, 110; 195, 368). 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador 
General, se declara que corresponde al Sr. Juez Nacio- 
nal en lo Penal Especial de la Capital Federal continuar 
conociendo de este proceso. Remítansele los autos y há- 
gase saber al Sr. Juez Nacional de Instrucción en la 
forma de estilo. 

Rodolfo G. Valenzuela — To- 
más D. Casares — Felipe 
Santiago Pérez — Atilio 
Pessagno — Luis R. Lokohl 



